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UNIDAD I. EL DERECHO PROCESAL.

El Derecho Procesal desde el punto de vista de la Teoría General del Derecho.


Toda norma jurídica desde el punto de vista formal reconoce su fundamento de validez en la circunstancia de haber sido creada por el órgano y de conformidad con el método específico prescripto por una norma jurídica jerárquicamente superior.


La creación de una norma jurídica es el resultado de uno o de varios procedimientos cumplidos por el órgano del Estado provisto de competencia para ello. El Derecho Procesal puede ser definido como aquella rama de la ciencia jurídica que se refiere al  proceso en sentido amplio, entendiendo por tal a la actividad desplegada por los órganos del Estado en la creación y aplicación de normas jurídicas generales o individuales.

El Derecho Procesal en Sentido Amplio.


La disciplina bajo la denominación de Derecho Procesal estudia, por un lado, el conjunto de actividades que tienen lugar cuando se somete a la decisión de un órgano judicial o arbitral la solución de cierta categoría de conflictos jurídicos suscitados entre dos o más personas, o cuando se requiere la intervención de un órgano judicial para que constituya, integre o acuerde eficacia, a determinada relación o situación jurídica. Este es el sector más importante del Derecho Procesal y dentro del cual corresponde ubicar la idea de proceso en sentido estricto.


También forma parte del Derecho Procesal el estudio de actividades vinculadas con la organización y funcionamiento interno de los órganos judiciales, cuyo objeto consiste en facilitar el desarrollo de las actividades precedentemente  mencionadas. Dentro de este sector se encuentran comprendidas las diversas funciones de orden administrativo y reglamentario conferidas a los tribunales de justicia: designación, remoción, etc. De funcionarios y empleados ; expedición de reglamentos, etc.

Contenido del Derecho Procesal.


Son notorias las interferencias de aquel con el Derecho Constitucional: sistemas de designación de los jueces, delimitación de la competencia federal, etc. ; y con el Derecho Administrativo: nombramiento, situación, remoción, etc. De los funcionarios y empleados judiciales.


Asimismo, se advierte la existencia de zonas comunes entre el derecho procesal y el derecho material, como son, entre otras, las referentes a las clases de acciones, a las pruebas y a la cosa juzgada. Esa circunstancia determinó que se propusiera el re4conocimiento de categoría intermedia entre ambos derechos, denominada Derecho Justicia Material, dentro de la cual se incluirían las normas reguladoras de los presupuestos, contenidos y efectos de la pretensión de tutela jurídica, cuya característica estaría dada por el hecho de contemplar, no el proceder del juez, que sería materia exclusiva del derecho procesal, sino el como de la decisión judicial.


En general existe acuerdo doctrinario de acordar al Derecho Procesal el estudio de las siguientes materias: 

· Jurisdicción y competencia de los órganos judiciales, y régimen jurídico a que se hallan sometidos los integrantes de estos últimos. También lo concerniente a la capacidad, designación y recusación de los árbitros y amigables componedores.

· Régimen jurídico de las partes y peticionarios y de sus representantes y asistentes. A este punto se halla vinculado el estudio de la pretensión procesal y de la petición procesal extracontenciosa, que constituyen, respectivamente, el objeto de los procesos contencioso y voluntario.

· Requisitos, contenido y efectos de los actos procesales y trámite del proceso a través de los distintos procedimientos que lo integran.

Las Ramas del Derecho Procesal. El Derecho Procesal Civil.




En el derecho positivo Argentino solo cabe reconocer a dos tipos de procesos judiciales: el civil y el penal, con suficiente autonomía como para justificar la existencia de sendas ramas del Derecho Procesal.


El Derecho Procesal Civil se ocupa del estudio de todos aquellos procesos cuyo objeto consiste en una pretensión o petición fundada en el derecho privado, civil y comercial.

Naturaleza y Caracteres del Derecho Procesal .


La doctrina acepta que el Derecho Procesal se halla emplazado en un ámbito secundario con relación al denominado derecho sustancial o material. Se arguye, en apoyo de esta tesis que las normas que regulan el proceso carecen de un fin en si mismas y constituyen solo un medio para lograr la realización de los intereses tutelados por las normas sustanciales.


Constituye una rama autónoma de la ciencia jurídica. Y ello no es así por razones contingentes, según ocurre con otros sectores del ordenamiento jurídico, sino porque opera dentro de un ámbito de conductas fundamentalmente distinto del que conceptualizan las normas del derecho material.


El Derecho Procesal pertenece al Derecho Público. No obsta ello la circunstancia de que los preceptos aplicables a las relaciones jurídicas que se contravierten en el proceso civil correspondan, como regla, al Derecho Privado, por cuanto la inclusión del Derecho Procesal dentro de aquel cuadro de las disciplinas jurídicas está dada por la posición preeminente que en el proceso asume el Estado a través de sus órganos judiciales. Estos, no se hallan al nivel de las partes o de los terceros, sino por encima de ellos, a quienes pueden imponer, unilateralmente, la observancia de determinadas conductas.

Las Normas Procesales.


Es sabido que las normas procesales no se encuentran ubicadas exclusivamente en los códigos de procedimiento en las leyes sobre organización y competencia  de los órganos judiciales. También las hay en la Constitución Nacional, en los códigos de fondo y en los ordenamientos jurídicos nacionales y provinciales. De allí que resulte inapropiado determinar la naturaleza procesal de una norma sobre la base de su contingente ubicación legal, y que sea necesario para ello, atender a otros  criterios.


La doctrina ha enunciado varios. Carnelutti, por ejemplo, divide a las normas desde el punto de vista de la finalidad a la que sirven, en materiales e instrumentales y sostiene que mientras las primeras componen inmediatamente un conflicto de intereses, imponiendo una obligación y atribuyendo, eventualmente, un derecho subjetivo ; las segundas, componen el conflicto mediatamente, atribuyendo un poder e imponiendo correlativamente una sujeción.


Merece destacarse el intento de diferenciación intentado por Goldschmidt: este parte de la existencia de un derecho justicia, al que se concibe como la disciplina que tiene por objeto una relación jurídica constituida entre la justicia estatal y los súbditos y se divide en derecho justicial formal y material, según que, respectivamente, regule el proceder del juez o el como de la decisión judicial. Las normas procesales se hallarían incluidas dentro de la primera categoría, que solo contempla el aspecto formal de aquella relación.


En la experiencia jurídica resultan difícilmente escindibles tales aspectos formal y material, por cuanto la mayor parte del proceder judicial se exterioriza a través de decisiones. Es perfectamente posible discernir entre el como y el que de la decisión y advertir en consecuencia, que el primero corresponde al derecho procesal, íntegramente. Por otra parte, las normas procesales concurren, con las llamadas materiales, a la determinación del contenido de la decisión, bastando pensar para demostrarlo, en el caso frecuente del litigante que resulta vencido por no haber ofrecido su prueba dentro del plazo, o por haber sido declarado negligente en su producción.


La complejidad de la experiencia jurídica descarta la posibilidad de formular una distinción categórica desde el punto de vista del funcionamiento de las normas. Pero atendiendo al contenido de ellas, pueden denominarse normas materiales a las que en razón de mentar el modo o los modos de ser de la conducta preprocesal de las partes son invocadas por estas como fundamento de sus pretensiones, peticiones o defensas. Constituyen normas procesales aquellas que conceptualizan:

· La clase de órganos habilitados para intervenir en los procesos, su competencia y derechos, deberes, etc. de las personas físicas que los integran.

· La actuación de dichos órganos, de las partes de los auxiliares de aquellos y de estas y de los terceros durante el desarrollo del proceso, así como los requisitos  y efectos de los actos procesales y el orden en que estos deben cumplirse.

· Como debe comportarse el órgano judicial o arbitral, en oportunidad de dictar la sentencia definitiva, para determinar el modo o los modos de ser de la relación o situación jurídica que provocó el proceso.

En consecuencia, mientras las normas materiales regulan normalmente el que de la 

decisión, o sea, el contenido de la sentencia, las normas procesales determinan el quien y el como de dicho acto, comprendiendo desde luego, a la actividad que lo procede.

Clasificación de las Normas Procesales.


Las normas procesales han sido clasificadas desde diferentes puntos de vista. Se distingue, por ejemplo, entre normas orgánicas y normas procesales propiamente dichas, según que, respectivamente, regulen la organización y competencia de los órganos judiciales o de los actos del proceso y el desarrollo del procedimiento. También entre normas procesales formales y materiales: mientras las primeras regulan las condiciones de forma, tiempo y lugar de los actos procesales, lasa segundas determinan los requisitos de capacidad y legitimación, el contenido y los efectos de los actos.


Mayor importancia reviste la clasificación de las normas procesales en absolutas o necesarias, y dispositivas o voluntarias. Son absolutas aquellas que deben aplicarse siempre que concurra el supuesto para el que han sido dictadas, de modo tal que el juez no puede prescindir de ellas aunque las partes lo pidan de modo concordante. Son dispositivas aquellas cuya aplicación cabe prescindir, sea por mediar acuerdo expreso de las partes en tal sentido, sea por la omisión consistente en no poner de relieve su observancia.

Eficacia de las Normas Procesales en el Tiempo.


La materia se halla reservada al arbitrio del legislador, con la sola limitación derivada de la existencia de derechos adquiridos. En ausencia de normas reguladoras del régimen intemporal de las leyes procesales, corresponde formular las siguientes distinciones: 

· Una ley procesal nueva no puede válidamente aplicarse a aquellos que, a la fecha de su entrada en vigencia,  se encuentran concluidos por sentencia firme.

· Por el contrario la nueva ley debe aplicarse  a los procesos que se inicien con posterioridad a la fecha de su entrada en vigencia, prescindiendo del tiempo en que se constituyeron las relaciones jurídicas sobre que ellos versen. Si, por ejemplo, una ley modifica, respecto de una determinada relación jurídica, el tipo de proceso judicial existente a la fecha en que aquella se constituyó, las partes no podrían invocar el derecho de ser juzgadas con las reglas del tipo del proceso constituido.

· Los procesos en trámite pueden ser alcanzados por la ley nueva, siempre que ello ni importe afectar a los actos procesales cumplidos, y que han quedado firmes bajo la vigencia de la ley anterior. Si la nueva ley, por ejemplo, suprime un recurso, ella puede aplicarse al proceso pendiente en el cual, si bien el recurso ya ha sido interpuesto, no existe providencia judicial que lo haya concedido. La aplicación de la nueva ley a los actos procesales cumplidos afectaría el principio de preclusión, comprometiendo incluso la garantía constitucional de la propiedad.

El principio enunciado es aplicable tanto a las leyes que rigen el procedimiento

propiamente dicho, como a las leyes modificatorias de la jurisdicción, y competencia de los órganos judiciales. 


En las llamadas disposiciones transitorias, las leyes procesales suelen disponer que ellas se aplicarán a todos los asuntos que en lo sucesivo se promuevan y a los pendientes con excepción de los trámites, diligencias y plazos que hubieran tenido principio de ejecución o comenzado a correr. Consagran coincidente con el criterio precedentemente enunciado, pues no cabe hablar de principio de ejecución  si no existe una providencia firme o consentida que constituya el punto de partida de un determinado trámite.

Eficacia de las Normas Procesales en el Espacio.  


Las normas procesales se hallan sujetas al llamado principio de la territorialidad de la ley. Solo tienen vigencia dentro del ámbito territorial del Estado que las dictó y se aplican tanto a los procesos íntegramente tramitados ante los órganos judiciales de este Estado cuanto a las diligencias procesales particulares cumplidas por aquellos a requerimiento de órganos judiciales extranjeros.


Se rigen por la lex fori la organización y competencia de los órganos judiciales  y los diversos actos mediante los cuales se constituye, desarrolla y extingue el proceso. El principio reconoce las siguientes excepciones: 

· En materia de capacidad de las partes, consagra el principio de que la capacidad o incapacidad de las personas domiciliadas fuera del territorio de la República será juzgada por las leyes de su respectivo domicilio, aún actos ejecutados o de bienes existentes en la República.

· Tanto las formas del mandato, como el alcance de las facultades que el confiere, se rigen por la ley del lugar del otorgamiento.

· En cuanto a la prueba se debe distinguir la admisibilidad de los medios de prueba, del procedimiento probatorio. El primer aspecto se halla regido por las normas vigentes en el lugar en que se llevó a cabo el acto. Es la solución admitida por el Cód. Civil con respecto a la forma de los actos jurídicos y de los contratos y debe considerarse extensiva a los medios de prueba en razón de la íntima conexión práctica existente entre la forma y la prueba de los actos jurídicos.

· En lo que respecta a la aplicación de las leyes extranjeras, cabe recordar que solo puede tener lugar a solicitud de parte interesada, quien debe además probar su existencia en la forma que se verá oportunamente.

· En materia de oficios entre jueces de la República, se hallan en principio regidos por la lex fori los requisitos de tiempo, lugar y forma de los actos procesales cuyo cumplimiento se delega a través de aquel medio de comunicación. No así los requisitos atenientes a la admisibilidad intrínseca y eventual valoración de dichos actos, que están sujetos a la ley procesal del lugar donde tramita el juicio, salvo que contraríen manifiestamente el orden público local.

UNIDAD II. JURISDICCION Y COMPETENCIA.

Concepto, Clasificación y Caracteres de la Competencia.


La extensión del territorio, la diversa índole e importancia de las cuestiones que se ventilan en los procesos y la posibilidad de que los asuntos sean examinados en sucesivas instancias, imponen la necesidad de distribuir el ejercicio de la función judicial de manera tal que cada órgano o grupo de órganos, cumpla aquella función en forma compatible con la existencia de las referidas circunstancias. Tal necesidad determinada la aparición del concepto competencia, a la que cabe definir como la capacidad o aptitud que la ley reconoce a un juez o tribunal para ejercer sus funciones con respecto a una determinada categoría de asuntos o durante una determinada etapa del proceso. La competencia es la medida de la jurisdicción.


La competencia puede clasificarse sobre la base de tres criterios fundamentales: el territorial, el objetivo y el funcional.


El criterio territorial se vincula con la circunscripción territorial asignada por la ley a la actividad de cada órgano judicial.


La atribución de la competencia territorial contempla fundamentalmente la proximidad del órgano judicial con el lugar en que se halla ubicado alguno de los elementos de la pretensión o petición que constituye el objeto del proceso.


El criterio objetivo atiende a la naturaleza y el monto de las causas, y a el corresponden la competencia por razón de materia y de valor.


El criterio funcional toma en cuenta la diversa índole de las funciones que deben cumplir los jueces que intervienen en las distintas instancias de un mismo proceso.


Como consecuencia del doble orden judicial instituido por nuestra Constitución, cuadra admitir una primera y fundamental división de la competencia en ordinaria y federal.


La competencia puede ser absoluta o relativa, según permita o no  ser prorrogada o renunciada por las partes. Solo el texto de la ley puede servir de pauta válida para establecer si determinada clase de competencia es o no prorrogable.


El CPN solo admite la prórroga de la competencia territorial siempre que se trate de asuntos exclusivamente patrimoniales, aclarando que si tales asuntos son de índole internacional la prórroga puede admitirse aúna a favor de jueces extranjeros o de árbitros que actúen fura de la República, salvo los casos en que los tribunales argentinos tienen jurisdicción exclusiva o la prórroga esté prohibida por ley.


La prórroga de la competencia puede ser expresa o tácita: es expresa cuando las partes por convenio escrito eligen al juez que de conocer en los litigios que se sucedan entre ellas con motivo de las obligaciones contraídas ; y es tácita cuando las partes realizan actos que implican renunciar a la competencia del juez determinado por la ley.


La competencia es indelegable. 


Art. 3. Indelegabilidad. La competencia tampoco podrá ser delegada, pero está permitido encomendar a los jueces de otras localidades la realización de diligencias determinadas.


Los jueces nacionales podrán cometer directamente dichas diligencias, si fuere el caso, a los jueces de paz o alcaldes de provincias.


En lo que concierne a su extensión, la competencia comprende todos los poderes inherentes a la función judicial, se refieran ellos a la cognición o a la ejecución. En lo que respecta a la cognición, el juez competente tiene atribuciones para conocer del objeto principal del pleito, de las excepciones previas, de la reconvención y, en general,  de los incidentes que se promuevan durante el curso del proceso. En lo que atañe al estadio de ejecución, la competencia incluye los poderes necesarios para que el juez haga efectivo el cumplimiento de sus resoluciones.

Oportunidades en que se Determina la Competencia.


Se determina con arreglo a las normas vigentes en oportunidad de iniciarse el proceso y atendiendo el estado de cosas existentes en dicha oportunidad. Debe prescindirse tanto de las normas vigentes en la oportunidad de constituirse la relación jurídica sobre la que versa el proceso o de producirse los hechos que configuran la causa de la pretensión, como de los hechos sobrevinientes al momento de interponerse las demanda.


Debe estarse, por otra parte, a los elementos integrantes de la pretensión y no al contenido de las defensas deducidas por el demandado, ya que estas no alteran el objeto del proceso y solo inciden en la delimitación de las cuestiones litigiosas.


El juez tiene, durante el curso del proceso, dos oportunidades para pronunciarse acerca de su competencia. La primera es la de la presentación de la demanda: Toda demanda, dice el Art. 4 del CPN, debe interponerse ante juez competente, y siempre que de la exposición de los hechos resultase no ser de la competencia del juez ante quien se deduce, deberá dicho juez inhibirse de oficio. Consentida o ejecutoriada la respectiva resolución, se procederá en la forma que dispone el Art. 8, es decir, se remitirá  la causa al juez tenido por competente.


A fin de facilitar un examen más amplio sobre dicho extremo, el Art. 337 expresa  que si no resultare claramente de ellas (las demandas) que son de su competencia, mandarán que el actor exprese lo necesario a ese respecto. Tal declaración de oficio no corresponde en el caso de la  competencia territorial, pues esta puede ser prorrogada de conformidad de partes siempre que se trate de controversias de exclusivo carácter patrimonial. El Art. 4 del CPN lo aclara.


Art. 4. Declaración de incompetencia. Toda demanda deberá interponerse ante juez competente, y siempre que de la exposición de los hechos resultare no ser de la competencia del juez ante quien se deduce, deberá dicho juez inhibirse de oficio.


Consentida o ejecutoriada la respectiva resolución, se remitirá la causa al juez tenido por competente.


En los asuntos exclusivamente patrimoniales no procederá la declaración de incompetencia de oficio, fundada en razón del territorio.


La segunda oportunidad corresponde al momento en que el juez debe resolver la excepción de incompetencia, CPN Art. 347, que el demandado puede oponer como de previo y especial pronunciamiento dentro de los primeros 10 días del plazo para contestar la demanda o la reconvención en el proceso ordinario, Art. 346, y juntamente con el cumplimiento de esos actos en el proceso sumario, Art. 488.  El CPN establece que una vez firme la resolución que desestima la excepción de incompetencia, ni las partes podrán argüir la incompetencia en lo sucesivo, ni los jueces se hallan habilitados para declararla de oficio, Art. 352. Solo se exceptúa de esa regla la incompetencia de la justicia federal, que puede ser declarada por la Corte cuando interviene en instancia originaria y por los jueces federales con asiento en las provincias en cualquier estado del proceso, lo cual se explica en virtud del carácter limitado que reviste la competencia federal.


La limitación del Art. 352 del CPN no rige en la justicia de trabajo, cuyos tribunales tienen decidido, fundados en el carácter de orden público y de excepción que reviste la competencia laboral, que se hallan habilitados para declarar su incompetencia en cualquier estado del proceso.


Art. 352. Efectos de la resolución que desestima la excepción de incompetencia. Una vez firme la resolución que desestima la excepción de incompetencia, las partes no podrán argüir la incompetencia en lo sucesivo. Tampoco podrá ser declarada de oficio.


Exceptúase la incompetencia de la justicia federal, que podrá ser declarada por la Corte Suprema cuando interviniere en instancia originaria, y por los jueces federales con asiento en las provincias, en cualquier estado del proceso.

Competencia Ordinaria.

Competencia por Razón del Territorio.


La competencia por razón del territorio ha sido regulada tanto por el Cód. Civil como por las leyes procesales, que establecen distintas reglas atendiendo a la circunstancia de que en el proceso se hagan valer derechos personales o reales.


Cuando se trata de pretensiones reales, el CPN regula la competencia territorial distinguiendo según que aquellas se ejerzan sobre bienes inmuebles o sobre bienes muebles.


El juez competente cuando se ejercitan pretensiones reales sobre bienes inmuebles, el del lugar donde está situada la cosa litigiosa, si fueran varias o una sola pero situada en diferentes jurisdicciones judiciales, el del lugar de cualquiera de ellas o de alguna de sus partes. No concurriendo tal circunstancia será el del lugar en que esté situada cualquiera de ellas, a elección del actor. La misma rige tratándose de pretensiones posesorias, interdictos, restricción y límites del dominio y división de condominio ; Art. 5 del CPN.


La vigencia del principio forum rei sitae, parte de la suposición de que el juez del lugar en que el bien inmueble se encuentra es el que en mejores condiciones se halla para resolver el conflicto en razón de su proximidad con las pruebas.


Cuando son pretensiones sobre bienes muebles es juez competente el del lugar donde se encuentren o el del domicilio del demandado, a elección del actor ; Art. 5 CPN..


La opción que se acuerda al actor obedece a la facilidad con que las cosas muebles pueden transportarse y a la circunstancia de que, generalmente, se encuentran en el domicilio del demandado. Si la pretensión versa sobre bienes muebles e inmuebles conjuntamente, es juez competente de acuerdo con la norma mencionada, el del lugar en que están situados estos últimos.


Cuando se deducen pretensiones personales es competente el juez del lugar donde deba cumplirse la obligación expresa o implícitamente establecida conforme a los elementos aportados en el juicio y, en su defecto, a elección del actor, el del domicilio o el del lugar del contrato, siempre que el demandado se encuentre en el, aunque sea accidentalmente, en el momento de la notificación ; Art. 5 del CPN.


Constituye principio general que la competencia se determina por el lugar que las partes han elegido para el cumplimiento de sus obligaciones, principios que concuerda con las razones de comodidad de los litigantes en que primordialmente se funda la competencia territorial, y con las reglas establecidas por los Art. 101 y 102 del Cód. Civil.


Rige tal principio pero solamente cuando se ha designado expresamente el lugar de cumplimiento de la obligación, sino también cuando el resulta implícitamente establecido en el contrato, siendo función de los jueces, en este caso, interpretar la voluntad de los contratantes en tal sentido, sobre la base de los elementos aportados al proceso.


Consagra también la regla del forum solutionis el Cód. Civil, Art. 1215 y 1216.


Art. 1215. En todos los contratos que deben tener su cumplimiento en la República, aunque el deudor no fuere domiciliado, o residiere en ella, puede, sin embargo, ser demandado ante los jueces del Estado.

Art. 1216. Si el deudor tuviere su domicilio o residencia en la República, y el contrato debiese cumplirse fuera de ella, el acreedor podrá demandarlo ante los jueces de su domicilio, o ante los del lugar del cumplimiento del contrato, aunque el deudor no se hallase allí.


A falta de un lugar expresa o implícitamente convenido para el cumplimiento de la obligación, el CPN resuelve el problema de la competencia asignándole al juez del lugar del domicilio del demandado, solución que reconoce fundamento en una razón de justicia como es la de evitar las molestias y perjuicios que generalmente entraña substraer a aquel de sus jueces propios, cuando aún no se ha declarado la procedencia de la pretensión deducida por el actor.


El actor puede optar entre el juez del domicilio del demandado y el juez del lugar donde el contrato se celebró, siempre que el demandado se encuentre en el, aunque se accidentalmente. Basta la simple habitación en el lugar, aún con carácter accidental, que es la nota que define a la residencia en los términos del Art. 92 del Cód. Civil. La falta de domicilio fijo del deudor, finalmente, autoriza a demandarlo en el lugar en que se encuentre o en el de su última residencia.


El CPN contempla la competencia en el supuesto de deducirse pretensiones personales derivadas de delitos y cuasidelitos y la asigna al juez del lugar del hecho o al del domicilio del demandado, a elección del actor.


Con respecto a las pretensiones personales en general, establece el principio según el cual cuando sean varios los demandados, y se trate de obligaciones solidarias o indivisibles, es juez competente el del domicilio de cualquiera de ellos, a elección del actor.


El código regula supuestos específicos de pretensiones personales de contenido patrimonial, como son las rendición y aprobación de cuentas, cobro de impuestos, tasas y multas, etc.


En las pretensiones de rendición de cuentas, es juez competente el del lugar donde estas deben presentarse. La misma regla es aplicable a la pretensión por aprobación de cuentas , con la salvedad de que si no se encuentra especificado el lugar donde estas deben presentarse, puede ser también juez competente el del lugar  del domicilio del acreedor de las cuentas, a elección del actor.


En las pretensiones fiscales por cobro de impuestos, tasas y multas, y salvo disposición en contrario, la competencia corresponde al juez del lugar del bien o actividad gravados o sometidos a inspección, inscripción o fiscalización al del lugar en que deban pagarse o al domicilio del deudor, a elección del actor.


Cuando se interponen pretensiones derivadas de las relaciones societarias, es juez competente el del lugar del domicilio social inscripto, y si la sociedad no requiere inscripción el lugar de domicilio fijado en el contrato ; en su defecto, tratándose de sociedad irregular o de hecho, el del lugar de la sede social.


En materia de pretensiones relativas al estado civil y a la capacidad de las personas, el Art. 277 del Cód. Civil, hizo perder virtualidad al Art. 5 del CPN, en tanto dispone que las pretensiones de separación personal, divorcio vincular y nulidad, así como las que versen sobre los efectos del matrimonio, deben intentarse ante el juez del último domicilio conyugal efectivo o ante el del domicilio del cónyuge demandado.


En los procesos por declaración de incapacidad por demencia o sordomudez, y en los derivados por los supuestos previstos en el Art. 152 bis el Cód. Civil, es juez competente el del lugar del domicilio del presunto incapaz o inhabilitado, y, en su defecto, el de su residencia. En los procesos de rehabilitación, la competencia corresponde al juez que declaró la interdicción.


Las restantes reglas de competencia sobre dichas cuestiones se hallan establecidas en las leyes de fondo, siendo las principales las siguientes:

· Cuando se deduzcan pretensiones o peticiones respecto de la gestión de los tutores o curadores, así como las relativas a las personas y bienes de los incapaces, administración, remoción, etc., el juez competente será el que lo sea para el discernimiento de la tutela  o curatela, aunque los bienes administrados estén fuera del lugar que abrace su jurisdicción.

· La declaración del día presuntivo de fallecimiento debe pedirse ante el juez del último domicilio o residencia del ausente.
· Es el juez o tribunal del domicilio del adoptante, o del lugar donde se acordó la guarda, quien debe conocer en el juicio de adopción.
· En materia de peticiones extracontenciosas, el CPN instituye el principio general conforme al cual, salvo en el proceso sucesorio o disposición en contrario, es juez competente para conocer de ellas el juez del domicilio de la persona en cuyo interés se promueven.
Competencia por Razón del Grado.


La competencia funcional o por el grado supone la división del proceso en diversas instancias, en cada uno de las cuales el conocimiento del asunto se halla encomendado a jueces distintos. El ordenamiento procesal nacional en materia civil, comercial, laboral y contencioso – administrativo se haya estructurado sobre el sistema de la doble instancia, en virtud del cual el conocimiento inicial del proceso corresponde a órganos unipersonales (juzgados) cuyas resoluciones son susceptibles de recursos ante tribunales colegiados (cámaras de apelaciones). El principio admite excepciones fundadas en el valor de las causas, pues son irrecurribles las sentencias  dictadas por los jueces federales y por los jueces nacionales en lo civil y comercial en los asuntos en los que el monto cuestionado no exceda de determinada cantidad de pesos.


Dicho ordenamiento prevé la posibilidad de un tercer grado de conocimiento en el supuesto excepcional del recurso ordinario ante la Corte Suprema y en los casos en que proceden los recursos extraordinarios ante dicho tribunal y de inaplicabilidad de la ley ante las cámaras nacionales reunidas en pleno. Corresponde tener presente que en estas tres últimas hipótesis la competencia de los respectivos tribunales se halla, en principio, limitada a la revisión de las cuestiones de derecho y no configura, por lo tanto, el ejercicio de una tercera instancia.


El régimen es distinto en materia penal, pues si bien la instrucción se halla sujeta al sistema de la doble instancia, el juicio se desarrolla ante tribunales orales de instancia única, cuyas sentencias solo son susceptibles de recursos extraordinarios de casación e inconstitucionalidad ante la Cámara Nacional de Casación Penal, así como el recurso extraordinario federal ante la Corte Suprema. También, en la etapa del juicio, actúan en instancia única los jueces en lo correccional y los tribunales y jueces de menores.


La competencia funcional reviste los siguientes caracteres:

· El tribunal de Segunda Instancia no actúa como superior jerárquico del juez inferior, los recursos no tienen por objeto homologar lo actuado por este último sino perfeccionar el conocimiento del asunto mediante la revisión de la sentencia recurrida, y su ulterior modificación, anulación o confirmación. Se trata de una distinta competencia por razón de la actividad que ejercen los jueces y no de una graduación de estos por su importancia.

· Los tribunales de apelación no pueden fallar en segunda instancia sobre ningún capítulo que no hubiese propuesto a la decisión del inferior, salvo intereses, daños y perjuicios u otras cuestiones derivadas de hechos posteriores a la sentencia de primera instancia, ni sobre ninguna cuestión respecto de la cual no haya mediado agravio concreto del recurrente.
· Las cámaras nacionales de apelaciones ejercen su competencia funcional mediante el conocimiento de los recursos interpuestos contra las resoluciones dictadas por los jueces de primera instancia de los cuales son tribunales de alzada. Dichas cámaras ejercen la misma competencia por razón del territorio y de la materia que los respectivos jueces de primera instancia. Así, la Cámara Nacional de Apelaciones en lo Civil conoce de los recursos contra las resoluciones de las Municipalidades, en asuntos de carácter contencioso – administrativo. La Cámara Nacional de Apelaciones en lo Comercial conoce de los recursos contra las resoluciones definitivas mediante las cuales la Comisión Nacional de Valores aplique determinadas sanciones. La Cámara Nacional de Apelaciones del Trabajo entienden en los recursos que las leyes sometan a su conocimiento, así como de aquellos instituidos por las leyes contra resoluciones de la autoridad administrativa que sancionen infracciones a las normas legales o reglamentarias del derecho del trabajo.
Excepciones a las Reglas de Competencia.

Sea a raíz  de una declaración de voluntad expresa o tácita de las partes o de una disposición legal, las reglas generales en materia de competencia pueden sufrir excepciones, en forma tal que se detraiga el conocimiento de una o de varias causas que, de acuerdo con esas reglas, encuadran dentro de la competencia, y se las asigne al conocimiento de un órgano distinto.


Dicho desplazamiento se verifica por conformidad de partes en los supuestos de competencia territorial en asuntos exclusivamente patrimoniales y cuando la competencia federal corresponde por razón de las  personas. El desplazamiento de la competencia por disposición legal funciona en la hipótesis de conexión y de fuero de atracción.


Existe conexión cuando dos o más pretensiones tienen en común alguno de sus elementos objetivos (objeto o causa), o se hallan vinculadas por la naturaleza de las cuestiones involucradas en ellas.


En la primera de las hipótesis cabe hablar de una conexión sustancial que produce un desplazamiento de la competencia fundado, en términos generales, en la necesidad de evitar el pronunciamiento de sentencias contradictorias. Ocurre en los casos de acumulación subjetiva de pretensiones y de acumulación de procesos, los cuales comportan una excepción a las reglas que gobiernan la competencia ordinaria por razón de la materia civil y comercial.


 En la segunda de las hipótesis media una conexión instrumental, la que produce el mismo resultado a raíz de la conveniencia práctica de que sea el órgano judicial competente para conocer en un proceso determinado quien también lo sea para conocer de las pretensiones, accesorias o no, relacionadas con la materia controvertida en dicho proceso.


El Art. 6 del CPN, con las adecuaciones resultantes de los Art. 227 y 228 del Cód. Civil, disponen que será juez competente:

· En los incidentes, obligaciones de garantía, citación de evicción, cumplimiento de acuerdos de conciliación o transacción celebrados en juicio, ejecución de sentencia, regulación y ejecución de honorarios y costas devengadas en el proceso, y pretensiones accesorias en general, el del proceso principal.

· En los juicios de separación de bienes y liquidación de la sociedad conyugal, el del juicio de divorcio o nulidad de matrimonio.

· En la exclusión del cónyuge, tenencia de hijos, régimen de visitas y litis expensas, el del juicio de separación personal, divorcio vincular o nulidad, mientras durare la tramitación de estos últimos.

· Respecto de los juicios de alimentos, el Art. 228 del Cód. Civil establecen que deben radicarse ante el juez que entendió en los juicios de separación personal, divorcio vincular o nulidad, resultando, por lo tanto, indiferente que aquellos se encuentren en trámite o hayan concluido. En cambio, si tales juicios no existen ni existieron es competente, a opción del actor: el juez del domicilio conyugal, el del domicilio del demandado, el de la residencia habitual del acreedor alimentario, el del lugar de conocimiento de la obligación o el del lugar de celebración del convenio alimentario si lo hubiere y coincidiere con la residencia del demandado.

· En las medidas preliminares y precautorias, el que deba conocer en el proceso principal.

· En el pedido de beneficio de litigar sin gastos, el que deba conocer en el juicio en que aquel se hará valer.

· En el juicio ordinario que se inicie como consecuencia del ejecutivo, el que entendió en este.

· En el pedido de determinación de la responsabilidad establecida en el Art. 208, el que decretó las medidas cautelares ; en el supuesto del Art. 196, aquel cuya competencia para intervenir hubiese sido en definitiva fijada.

Razones de importancia práctica y el interés general de la justicia,  aconsejan  que sea un solo juez el que entienda en ciertas cuestiones vinculadas a los bienes que han de ser recaudados, liquidados y transmitidos bajo su dirección. De tal circunstancia deriva el llamado fuero de atracción, el juez conoce en un proceso universal, sucesión o quiebra, es competente para entender en la pretensiones relacionadas con el patrimonio o los derechos sobre que versa dicho proceso.

Con respecto al juicio sucesorio, determina el Art. 3284 del Cód. Civil que ante los jueces del lugar del último domicilio del difunto debe entablarse: 

· Las demandas concernientes a los bienes hereditarios, hasta la partición inclusive, cuando son interpuestos por alguno de los sucesores universales contra sus coherederos.

· Las demandas relativas a las garantías de los lotes entre los copartícipes, y las que tiendan a la reforma  o nulidad de la partición.

· Las demandas relativas a la ejecución de las disposiciones del testador, aunque sean a título particular, como sobre la entrega de los legados.

· Las pretensiones personales de los acreedores del difunto, antes de la división de la herencia. Las pretensiones personales activas, y las pretensiones reales, en cambio, no se hallan incluidas en el fuero de atracción del juicio sucesorio y se rigen por las reglas comunes.

El fuero de atracción de la sucesión concluye con la partición, ya que desde el momento en que ella tiene lugar cada heredero queda desvinculado de los restantes y se juzga que ha recibido su derecho del causante. No basta el hecho de haberse inscripto la declaratoria de herederos o el testamento.


Si el difunto no hubiere dejado más que un solo heredero, las acciones deben dirigirse ante el juez del domicilio de este heredero, después que haya aceptado la herencia.


La declaración de quiebra atrae al juzgado en el que ella tramita todas las acciones judiciales iniciadas contra el fallido por las que se reclamen derechos patrimoniales, salvo los juicios de expropiación, los fundados en relaciones de familia y los laborales en etapa de conocimiento. El trámite de los juicios atraídos se suspende cuando la sentencia de quiebra se halla firme ; hasta entonces se prosiguen con el síndico, sin que puedan realizarse actos de ejecución forzada.


El fuero de atracción del juzgado de la quiebra, como se advierte, reviste mayor amplitud que en el proceso sucesorio, pues comprende tanto las pretensiones personales como las pretensiones reales deducidas contra el fallido.

Competencia Federal.

Concepto y Caracteres.


Es la facultad reconocida a los órganos que integran el Poder Judicial de la Nación para ejercer sus funciones en los casos, respecto de las personas y en los lugares especialmente determinados por la Constitución Nacional.


La Constitución Nacional determina en los art. 116 y 117, los asuntos cuyo conocimiento incumbe a la justicia federal. Dice el art. 116: “ Corresponde a la Corte Suprema a los tribunales inferiores de la Nación, el conocimiento y decisión de todas las causas que versen sobre puntos regidos por la Constitución Nacional y por las leyes de la Nación con la reserva hecha en el inciso 12 del art. 75 y por los tratados con las naciones extranjeras; de las causas concernientes a embajadores, ministros públicos y cónsules extranjeros; de las causas de almirantazgo y jurisdicción marítima; de los asuntos en que la Nación sea parte; de las causas que se susciten entre dos o más provincias; entre una provincia y los vecinos de otra; entre los vecinos de diferentes provincias; y entre una provincia o sus vecinos contra un Estado o ciudadano extranjero”. Y agrega el art. 117: “En estos casos la Corte Suprema ejercerá su jurisdicción por apelación según las reglas y excepciones que prescriba el Congreso; pero en todos los asuntos concernientes a embajadores, ministros y cónsules extranjeros, y en los que alguna provincia sea parte, los ejercerá originaria y exclusivamente.


La competencia federal reviste los siguientes caracteres:

· Limitada, no puede ejercerse fuera de los casos expresamente enumerados en las disposiciones constitucionales mencionadas.

· Privativa, y por lo tanto, excluyente de la de los tribunales de provincia. Tratándose de causas constitucionales asignadas al conocimiento de los jueces federales, aquellos deban declarar su incompetencia, incluso de oficio, en cualquier estado del pleito.

· Es improrrogable en el supuesto de ser precedente por razón de la materia. Siempre que en pleito civil un extranjero demande a una provincia, o un ciudadano, o bien el vecino de una provincia demande al vecino de otra ante un juez o tribunal de provincia, o cuando siendo demandados el extranjero o el vecino de otra provincia, contesten a la demanda sin oponer la excepción de declinatoria, se entenderá que la jurisdicción ha sido prorrogada, la causa se sustanciará, y decidirá por los tribunales provinciales; y no podrá ser traída a la jurisdicción nacional por recurso alguno, salvo en los casos especificados en el art. 14. Es por lo tanto prorrogable la jurisdicción federal por razón de las personas.

Competencia de los Tribunales Federales Inferiores.


a) Por razón de la materia, incumbe a la competencia federal conocer en las:

1º) Causas especialmente regidas por la Constitución Nacional. Para que corresponda la competencia federal es necesario que el derecho que en cuya virtud se demanda se encuentre directa e inmediatamente fundado en una norma constitucional. No basta la circunstancia de que los derechos que se dicen violados estén garantizados por la CN, pues en la medida en que los códigos comunes tienden a reglamentar o a hacer efectivos derechos y garantías constitucionales, aquel criterio comportaría una considerable e inadmisible limitación de la competencia de los jueces provinciales, en la interpretación y aplicación de dichos códigos. Cuando se trata de demandas por inconstitucionalidad de impuestos provinciales, la jurisprudencia ha establecido que solo pueden ser deducidas ante la justicia federal si ha mediado protesta. En caso contrario, la causa es de competencia de los jueces provinciales, sin perjuicio de que el contribuyente deduzca oportunamente el recurso extraordinario que autoriza el art. 14 de la Ley 48.

2º) Causas especialmente regidas por leyes del Congreso. Se trata de las leyes sancionadas por el Congreso en ejercicio de las potestades que le acuerda el art. 75 de la Constitución, las que dicta para todo el territorio de la Nación, y que no estén comprendidas en las materias que corresponden a los códigos de fondo. Es también presupuesta de la competencia federal que el derecho invocado se funde directa e inmediatamente en una ley nacional.

3º) Causas especialmente regidas por los tratados con las naciones extranjeras. Como en los dos casos anteriores, el derecho invocado debe estar directa e inmediatamente fundado en alguna disposición del tratado, salvo que ésta forme parte de la legislación común.

4º) Causas de almirantazgo y jurisdicción marítima. Son las que se refieren a los actos que han tenido lugar en el mar y a los actos y contratos referentes a la navegación. La competencia federal en estas causas presuponen que tales se relacionen directamente con la navegación y el comercio marítimo que son, según la jurisprudencia de la Corte, los que se cumplen entre un puerto de la República y otro extranjero, o entre dos provincias con ríos interiores declarados libres para todas las banderas. El Código Aeronáutico dispone que corresponde a la justicia federal el conocimiento y decisión de las causas que versen sobre navegación aérea o comercio aéreo en general y de los delitos que puedan afectarlos.

5º) Causas concernientes a hechos, actos y contratos relativos a los medios de transporte terrestre, con excepción de las acciones civiles por reparación de daños y perjuicios causados por delitos y cuasidelitos. La justicia federal es competente para conocer en todas aquellas pretensiones por resarcimiento de daños. En lo que concierna a los jueces federales de las provincias, el conocimiento de esta clase de asuntos se hallan supeditados a las circunstancias de que ellos versen sobre hechos, actos y contratos relativos a los medios de transporte que liguen a la Capital Federal o un territorio nacional con una provincia o dos provincias entre sí, o un punto cualquiera de la Nación con un estado extranjero y siempre, además, que la pretensión se funde, en forma directa e inmediata, en normas dictadas por el gobierno nacional en ejercicio de la facultad que le confiere el art. 75 inciso 13 de la Constitución.


Por razón de personas compete a los jueces federales conocer en: 

1º) Las causas en que la Nación sea parte. La norma comprende el Estado Nacional, a sus entes descentralizados y a las empresas del Estado.

2º) Las causas civiles en que sean parte un vecino de la provincia en que se suscite el pleito u vecino de otra. Para que proceda el fuero federal por razón de distinta vecindad es necesario que ambos litigantes sean argentinos y que quien lo invoque sea vecino de extraña provincia, por cuanto a nadie le es dado declinar los jueces de su propio fuero. Además es necesario que el derecho que se disputa pertenezca originariamente y no por cesión o mandato a quien lo hace valer en juicio.

3º) Las causas civiles en que sea parte un ciudadano argentino y otro extranjero. El fuero federal en razón de la distinta nacionalidad constituye un privilegio instituido exclusivamente en beneficio del extranjero, quien por lo tanto puede renunciarlo expresa o tácitamente; pero el extranjero demandado por un argentino ante la justicia federal no puede declinar la competencia de esta. Los estados extranjeros pueden ser también demandados ante la justicia federal, siempre que renuncien al privilegio de exención de jurisdicción.

4º) Las causas que versen sobre negocios particulares de los cónsules extranjeros y todas las concernientes a los vicecónsules extranjeros. Cuando se trata de cónsules, la competencia de los jueces federales de primera instancia se halla circunscripta a las causas referentes a sus negocios particulares, pues las que versan sobre los privilegios y exenciones de aquellos en su carácter público, incumben a la Corte en instancia Originaria y exclusiva. El privilegio del fuero federal corresponde solamente a la persona del cónsul y no al personal del Consulado: dependientes, sirvientes, familiares.

La competencia de la justicia federal por razón del lugar se vincula con la cuestión atinente al alcance de los poderes otorgados al Estado Nacional por el art. 75 inciso 30 de la Constitución, para ejercer potestades legislativas y judiciales en los lugares adquiridos por compra o cesión en cualquiera de las provincias con el fin de instalar allí establecimientos de utilidad nacional.

Los jueces federales con asiento en las provincias tienen también competencia para conocer, en grado de apelación, de resoluciones dictadas por organismos administrativos. 
Tal atribución les ha sido acordada por diversas leyes especiales como las de defensa agrícola, policía sanitaria, policía vegetal, armas, explosivos, etc.

Competencia de la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


La competencia de la Corte Suprema está actualmente  reglamentada por el art. 24 del decreto – ley 1285/58, con las modificaciones introducidas por diferentes leyes. Dicho tribunal tiene competencia originaria y apelada, habiendo sido establecida la primera, como regla, atendiendo a las personas intervinientes en las causas, y la segunda,  teniendo en cuenta las personas, la materia y la importancia del asunto.


La Corte conoce originariamente y exclusivamente:

1º) En todos los asuntos que versan entre dos o más provincias y los civiles entre una provincia  y algún vecino o vecinos de otra o ciudadanos o súbditos extranjeros. Deben considerarse vecinos a los efectos de la competencia originaria: a) las personas físicas domiciliadas en el país desde 2 o más años antes de la iniciación de la demanda, cualquiera que sea su nacionalidad; b) las personas jurídicas de derecho público del país; c) las demás personas jurídicas constituidas y domiciliadas en el país; d) las sociedades y asociaciones sin personería jurídica, cuando en la totalidad de sus miembros se halle en la situación prevista en el inciso a). En cuanto a la forma de adquirirse la vecindad en determinada provincia, rige lo dispuesto por el art. 11 de la Ley 48.

2º) En los asuntos que versen entre una provincia y un estado extranjero.

3º) En las causas concernientes a embajadores u otros ministros diplomáticos extranjeros, a las personas que compongan la legación y a los individuos de su familia, del modo que una Corte de justicia puede proceder con arreglo al derecho de gentes. Son causas concernientes a embajadores o ministros plenipotenciarios extranjeros, las que les afecten directamente por debatirse en ellas derechos que les asisten o porque comprometen su responsabilidad, así como en las que en la misma forma afecten a las personas de su familia, o al personal de la embajada o legación que tenga carácter diplomático.

4º) En las causas que versen sobre privilegios y exenciones de los cónsules extranjeros en su carácter público. Son causas concernientes a cónsules extranjeros las seguidas por hechos o actos cumplidos en el ejercicio de sus funciones propias, siempre que en ellas se cuestione su responsabilidad civil o criminal.

La Corte tiene competencia apelada extraordinaria cuando conoce en las causas por vía del recurso extraordinario y en los recursos directos deducidos con motivo de la denegatoria de aquel.

Ejerce competencia apelada ordinaria con motivo de: 

1º) El recurso de apelación que prevé el art. 4 de la Ley 4055 contra las sentencias dictadas en materia federal por la Cámara Nacional de Casación Penal en los recursos de revisión deducidos con arreglo a lo dispuesto por el art. 479 del Código Procesal penal de la Nación.

2º)  Los recursos ordinarios de apelación contra las sentencias definitivas  de las Cámaras nacionales de Apelaciones, en los siguientes casos: a) Causas en que la Nación directa o indirectamente sea parte, cuando el valor disputado en último término, sin sus accesorios, sea superior a determinada cantidad de pesos; b) Extradición de criminales reclamados por países extranjeros; c) Causas a que dieren lugar los apresamientos o embargos marítimos en tiempo de guerra, sobre salvamiento militar y sobre nacionalidad del buque, legitimidad de su patente o regularidad de sus papeles.

3º) Los recursos contra las sentencias definitivas de la Cámara nacional de seguridad Social, cualquiera fuere el monto del juicio.

4º) Los recursos directos que sean consecuencia de la denegatoria de los recursos mencionados precedentemente.

Finalmente, corresponde a la Corte Suprema conocer de: 

1º) Los recursos de queja por retardo de justicia en contra de las cámaras nacionales       de apelaciones.

2º) Las cuestiones de competencia y los conflictos que en juicio se planteen entre jueces y tribunales del país que no tengan un órgano superior jerárquico común que deba resolverlos, salvo que dichas cuestiones o conflictos se planteen entre jueces nacionales de primera instancia, en cuyo caso serán resueltos por la cámara de que dependa el juez que primero hubiese conocido.

Cuestiones de Competencia.

Concepto, Clases y Procedimientos.


Existe cuestión de competencia cuando se desconoce, sea por alguna de las partes, o por otro juez, la facultad de conocer en determinado proceso.


Dichas cuestiones pueden originarse mediante el uso de dos vías procesales denominadas declinatoria e inhibitoria, aunque también cabe la posibilidad de que ellas sean planteadas de oficio por los jueces.


Mediante la declinatoria el demandado se presenta ante el juez que lo citó y le pide un pronunciamiento negativo acerca de su competencia, en tanto que por la inhibitoria, aquel se presenta ante el juez que cree es competente, pidiéndole que así lo declare y remita un oficio o exhorto inhibitorio al juez que está conociendo en la causa a fin de que se abstenga de continuar conociendo de ella.


Las partes pueden utilizar una u otra vía, salvo que la cuestión comprenda a jueces que ejercen la misma competencia territorial, en cuyo caso solo procede el planteamiento de la declinatoria. En ambos supuestos se requiere que no se haya consentido la competencia que se reclama. Además, la declinatoria y la inhibitoria se excluyen recíprocamente.

En cuanto al procedimiento, el Art. 8 del CPN dispone:


Art. 8. Declinatoria e inhibitoria. La declinatoria se sustanciará como las demás excepciones previas y, declarada procedente, se remitirá la causa al juez tenido por competente.


La inhibitoria podrá plantearse hasta el momento de oponer excepciones o de contestar la demanda si aquel trámite no se hallare establecido como previo en el proceso de que se trata.



En el proceso ordinario debe plantearse como excepción la incompetencia dentro de los primeros 10 días del plazo para contestar la demanda o la reconvención, en su caso. En el proceso sumario, en cambio, debe deducirse al contestar la demanda.


La cuestión de competencia por inhibitoria se inicia mediante escrito presentado ante juez que la parte entienda competente, en el cual corresponde formular una reseña de la demanda y de los antecedentes susceptibles de justificar la competencia de aquel. Al referirse al planteamiento y decisión de la inhibitoria, el Art. 9 dispone: 


Art. 9. Planteamiento y decisión de la inhibitoria. Si entablada la inhibitoria el juez se declarase competente, librará oficio o exhorto acompañando testimonio del escrito en que se hubiere planteado la cuestión de la resolución recaída y demás recaudos que estime necesarios para fundar su competencia.


Solicitará asimismo, la remisión del expediente o, en su defecto, su elevación al tribunal competente para dirimir la contienda.


La resolución sólo será apelable si se declarase incompetente.


En cuanto al trámite de la inhibitoria ante el juez requerido, una vez recibido el oficio o exhorto, aquel se pronunciará aceptando o no la inhibición. En el primer caso su resolución será apelable y una vez consentida o ejecutoriada remitirá la causa al tribunal requirente, emplazando a las partes para que comparezcan ante él a usar su derecho. En cambio, si mantuviere su competencia, enviará sin otra sustanciación las actuaciones al tribunal competente para dirimir la contienda y lo comunicará sin demora al tribunal requirente para que remita las suyas.


Mientras dure la contienda, ambos jueces suspenderán los procedimientos sobre lo principal, salvo las medidas precautorias o cualquier diligencia de cuya omisión pudiere resultar perjuicio irreparable, Art. 12 CPN.

Modos de Dirimir las Cuestiones de Competencia.


Dispone el Art. 11 del CPN:


Art. 11. Trámite de la inhibitoria ante el tribunal superior. Dentro de los cinco días de recibidas las actuaciones de ambos jueces, el tribunal superior resolverá la contienda sin más sustanciación y las devolverá al que declare competente, informando al otro por oficio o exhorto.


Si el juez que requirió la inhibitoria no remitiere las actuaciones dentro de un plazo prudencial a juicio del tribunal superior, éste lo intimará para que lo haga en un plazo de diez a quince días, según la distancia, bajo apercibimiento de tenerlo por desistido de su pretensión.


La Corte Suprema es tribunal competente cuando la contienda se suscite entre jueces que no tengan un órgano superior jerárquico común, quedando excluidas de su competencia las cuestiones o conflictos que se planteen entre jueces nacionales de primera instancia, los que deben ser resueltos por la cámara de que depende el juez que primero hubiere conocido. Asimismo, la Corte debe decidir sobre el juez competente en los casos en que su intervención es necesaria para evitar una efectiva privación de justicia.


La Corte Suprema de Justicia tiene competencia para resolver los conflictos que se susciten entre jueces o tribunales de distintas provincias, o entre jueces nacionales y provinciales. En ejercicio de esa facultad, la Corte debe declarar la competencia  del juez o tribunal que realmente la tenga, aunque tal juez o tribunal no haya intervenido en la contienda.


La segunda parte de la norma se refiere a los denominados conflictos negativos de competencia, los cuales tienen lugar cuando, habiéndose declarado incompetente un juez o tribunal, sea de oficio o en razón de haber prosperado una excepción de incompetencia, la misma declaración es emitida por el juez o tribunal ante el cual el actor ocurre en segundo término. La Corte solo interviene, en tales casos, cuando los jueces o tribunales no tengan un superior jerárquico común que deba resolver la contienda.


El Art. 13 dispone: 


Art. 13. Contienda negativa y conocimiento simultáneo. En caso de contienda negativa o cuando dos o más jueces se encontraren conociendo de un mismo proceso, cualquiera de ellos podrá plantear la cuestión de acuerdo con el procedimiento establecido en los artículos 9 a 12.


La remisión de estas normas debe entenderse en el sentido de que ellas son aplicables en cuanto sea pertinente, pues algunas, como las referentes al régimen de recursos, a la suspensión de los procedimientos, y al apercibimiento que puede formular el tribunal superior, no se adecuan a la índole de este tipo de contienda.

UNIDAD 3. LA ACCION Y LA PRETENSIÓN PROCESAL.

Generalidades.

Es objeto del proceso la materia alrededor de la cual gira su iniciación, desenvolvimiento y extinción. Dicho objeto se halla representado por una o más pretensiones o peticiones extracontenciosas, según se trate, respectivamente, de un proceso contencioso o de un proceso voluntario.
Pretensión Procesal.

Acción y Pretensión.

Es menester primeramente precisar el concepto de acción, pues el hecho de haber sido éste considerado por la doctrina dominante como uno de los pilares fundamentales de toda la sistemática del proceso, contribuyó a que no se percibiese la utilidad científica y práctica que reviste la idea de pretensión;

La doctrina en torno a la naturaleza jurídica de la acción gira en torno a dos grandes  concepciones- la tradicional y la moderna-.

Dentro  de la concepción tradicional (S. XIX) se advierten a su vez dos posiciones: la que considera a la acción como el mismo derecho subjetivo material alegado ante los tribunales de justicia, y la que la concibe como un elemento o una función del derecho material.

Para la concepción moderna, que surge a mediados del siglo pasado, la acción y el derecho subjetivo material constituyen dos entidades jurídicas independiente.

Dentro de ésta última orientación, un grupo de teorías considera a la acción como un derecho concreto dirigido a la obtención de una sentencia favorable, y que solo corresponde, por lo tanto, a quienes son los efectivos titulares de un derecho subjetivo sustancial o de un interés jurídico tutelable.

Se escinde a su vez en dos tendencias: la que define la acción como un derecho público subjetivo a la tutela jurídica, deducido frente al estado en la persona de sus órganos jurisdiccionales, sobre los cuales pesa el deber de impartir la tutela jurídica reclamada por el titular del derecho, la que atribuye el carácter de un derecho abstracto, encaminado a que éste soporte “el efecto jurídico de la actuación de la ley”.

El segundo grupo de teorías, dentro de la concepción moderna, concibe a la acción como un derecho abstracto a la tutela jurídica. Contrariamente a lo que postulan las teorías correspondientes al primer grupo, aquella constituiría un derecho público subjetivo que incumbe a todos los ciudadanos por el sólo hecho de serlo y cuyo objeto consistiría, simplemente, en la prestación de la actividad jurisdiccional, cualquiera que sea el contenido del fallo en que esa pretensión se concrete.

Todas éstas teorías han sido objeto de crítica.

Dentro de la concepción tradicional se les objeta la identificación que sostienen entre el derecho subjetivo material y la acción, pues tal identificación es inconciliable con la falta de coincidencia que separa a ambas entidades jurídicas en lo que atañe a sus respectivos sujetos y contenido; a lo que se suma la existencia de derechos sin acción (obligaciones naturales) y de acciones sin derecho (acciones declarativas y constitutivas, acciones cautelares, etc.)

Se le objeta que, de acuerdo con sus postulados, el derecho a la tutela jurídica o a una sentencia favorable sólo nacería al término del proceso, pues con anterioridad será imposible afirmar, con plena certeza, la efectiva existencia del derecho de acción, tanto más  cuanto que el contenido de la sentencia depende, fundamentalmente, de la conducta que tanto el actor como el demandado hayan observado durante el desarrollo del proceso.

Tampoco es convincente la opinión de quienes sostienen que la acción es un derecho potestativo dirigido frente al adversario, ya que carece de sentido práctico concebirla como un derecho que generaría, en todo caso, un deber genérico de abstención a cargo de toda la comunidad.

La concepción abstracta supera esas objeciones, pero no logra, como lo pretenden sus adherentes, erigir al concepto de acción en una de las claves directrices a cuyo derredor giraría gran parte de la problemática procesal.                                                                                                                                               

                                                                                                                                                 Cuadra definir a la pretensión procesal como el acto en cuya virtud se reclama ante un órgano judicial y frente a una persona distinta, la resolución de un conflicto suscitado entre dicha persona y el autor de la reclamación.

Conviene aclarar que la acción es supuesto de la actividad de cada una de las partes y que, no constituye un derecho privativo de quien deduce la pretensión, pues también la actividad del demandado, sea que se traduzca en un pedido de rechazo de aquella o en una admisión de sus fundamentos, tiene sustento en el derecho cívico de petición, análogo al ejercicio del actor.

Pretensión y Demanda.
 Entendiendo que ésta última es el modo de ejercitar la primera en cada caso particular, un considerable sector de la doctrina se ha visto forzado a atribuir a la demanda las características y funciones que corresponden a la pretensión procesal. 

Se concibe a ésta última como el objeto del proceso. La acción no debe confundirse con la pretensión, pues aquella no es otra cosa que el derecho en cuya virtud la pretensión puede ser llevada a la consideración de un órgano judicial. Tampoco puede ser identificada con la demanda, en tanto ésta no solo no constituye el objeto del proceso sino que es sólo un medio de promoverlo o, en otras palabras, un mero acto de iniciación procesal.

La pretensión procesal se encuentra contenida en la demanda, lo cual, si embargo, no es forzoso, como ocurre por Ej. en el régimen de la justicia de paz vigente en algunas provincias. Conforme a él la demanda no cumple otra función que la de determinar la simple apertura del proceso, debiendo la pretensión puede formularse en oportunidades posteriores que se halla constituida por una audiencia a la que corresponde citar al demandado a fin de que en ella haga valer su posición.

Cuando la pretensión procesal se halla contenida en la demanda, es posible que aquélla, manteniendo los mismos elementos en cuanto a los sujetos, el objeto y la causa, se complemente o integre un acto que es posterior a la presentación de la demanda y que, no puede identificarse con ella.

Finalmente, la demanda puede contener más de una pretensión, como ocurre en los casos de acumulación objetiva o subjetiva de pretensiones.

Caracteres de la Pretensión.

Cabe extraer las siguientes conclusiones:

1°) No constituye un derecho, como la acción, sino un acto que puede caracterizarse como una declaración de voluntad petitoria. Se diferencia fundamentalmente de la pretensión sustancial en que, mientras la primera constituye un acto que tiene por destinatario a un órgano decisor, la segunda es la facultad o derecho de exigir el cumplimiento de una prestación y sólo puede actuarse contra el sujeto pasivo de la correspondiente relación jurídica material.

2°) Debe necesariamente deducirse frente a una persona distinta del autor de la reclamación, pues en su base se encuentra siempre un conflicto que enfrenta, por lo menos, a dos protagonistas.

3°) La  configuración jurídica de la pretensión procesal sólo requiere que ésta contenga una afirmación de derecho o consecuencia jurídica derivada de determinada situación de hecho, con prescindencia de que tal afirmación coincida o no con el ordenamiento normativo vigente. La pretensión puede ser fundada o infundada.

Elementos de la Pretensión.

 Se halla integrada por un elemento subjetivo (sujetos) y por dos elementos objetivos (objeto y causa), e involucra, necesariamente, por otro lado, una determinada actividad (lugar, tiempo y forma).

 Toda pretensión consta de tres sujetos: la persona que formula, la persona que frente a quien se formula y la persona ante quien se formula. Las dos primeras son  los sujetos activo y pasivo de la pretensión (actor-demandado, o ejecutante-ejecutado, según el caso), y la tercera está representada por un órgano que reviste el carácter de destinatario de la pretensión y tiene el deber de satisfacerla, ya sea acogiéndola o rechazándola.
 El objeto de la pretensión (petitum) es el efecto jurídico que mediante ella se persigue y puede ser considerado desde dos aspectos: el inmediato y el mediato. El primero es la clase de pronunciamiento que se reclama (condena, declaración, ejecución, etc.), y el segundo el bien de la vida sobre el cual debe recaer el pronunciamiento pedido (ej. la suma de dinero o el inmueble cuya restitución se solicita; el hecho que el demandado debe realizar; la relación jurídica cuya existencia o inexistencia debe declararse, etc). En una  pretensión reivindicatoria.

 La causa, fundamento o título de la pretensión consiste en la invocación de una concreta situación de hecho a la cual el actor asigna una determinada consecuencia jurídica. En el ejemplo de la pretensión reivindicatoria, la causa estaría constituida por la propiedad invocada por el actor sobre la cosa, por el hecho de haber sido desposeído de ella por el demandado, por las circunstancias en que la desposes ión se produjo, etc.)


Finalmente, la actividad de la pretensión procesal entraña las correspondientes dimensiones, lugar, tiempo y forma que coincidirán, necesariamente, con las del proceso en que ella se haga valer. Por consiguiente, la pretensión tendrá, como lugar, la sede que corresponda al juez o tribunal competente para conocer del proceso; como tiempo, el del acto que ese mismo proceso destina al planteamiento del objeto litigioso.

Identificación de las Pretensiones.

Es el procedimiento mediante el cual dos o más pretensiones son confrontadas entre sí con el objeto de establecer si se trata de una misma pretensión o de distintas pretensiones. Su importancia práctica se advierte en distintos aspectos del proceso, particularmente cuando corresponde decidir acerca de la procedencia de las excepciones de litispendendencia y cosa juzgada, o cuando se trata de determinar si la sentencia ha sido dictada dentro del ámbito de la pretensión procesal.

La primera identidad que debe verificarse es la que pudiere existir entre los sujetos (activo y pasivo), excluido naturalmente del órgano judicial, que es ajeno a la relación jurídica sustancial sobre la que la pretensión versa. Es menester atenerse ala cualidad jurídica en que dichos sujetos han intervenido en cada caso, no siendo suficiente que se trate físicamente de las mismas personas. No existe identidad, por ejemplo, si una o más personas actúan en un proceso a nombre propio y en otro como representante legal del hijo menor, pues es destinada la calidad que ha asumido en uno y en otro caso. Asimismo, puede operarse  un cambio de las personas físicas que intervienen en los respectivos procesos sin que ello implique una modificación subjetiva de la pretensión, como ocurre, por ejemplo si el heredero deduce una pretensión que se rechazó cuando fue intentada por el causante. (art. 3417 Cód. Civil)

La identificación subjetiva de las pretensiones se establece con respecto a las personas que revisten el carácter de partes en los respectivos procesos. Sólo excepcionalmente los efectos de la sentencia recaída en un proceso pueden alcanzar a quien, sin haber actuado en él como parte, revistió ese carácter en la situación jurídica sustancial sobre la que versó la correlativa pretensión. Tal sería el caso de la entidad demandada por daños y perjuicios derivados de un accidente de tránsito, la que puede oponer la defensa de la cosa juzgada si existe sentencia firme contra el actor en el juicio seguido por la compañía aseguradora de dicha entidad, que se subrogó en los derechos y acciones de ésta última.

Desde el punto de vista del objeto, es preciso atender a los dos aspectos de aquél, es decir, al objeto inmediato y al mediato. Habría, en cambio, identidad de pretensiones, si rechazada una pretensión declarativa sobre la base de la inexistencia del derecho material reclamado, se formulase posteriormente una pretensión de condena relativa  al mismo objeto mediato, pues la sentencia de condena debe fundarse, necesariamente, en la existencia de ese derecho.

Con respecto a la causa, debe entenderse que el simple cambio de argumentación jurídica en que se fundó una pretensión, excluye la procedencia de una pretensión posterior que se sustente en las mismas circunstancias de hecho. De modo que, rechazada una pretensión de divorcio fundada en el adulterio, no cabría intentar una nueva pretensión sosteniéndose que los mismos hechos configuran la causal de injurias graves.

Requisitos de la Pretensión.

Debe reunir dos clases de requisitos: I) de admisibilidad y II) de fundabilidad.

La pretensión es admisible cuando posibilita la averiguación de su obtenido y, por lo tanto, la emisión de un pronunciamiento sobre el fondo del asunto sometido a la decisión del tribunal.

En cambio es fundada cuando en razón  de su contenido resulta apropiada para obtener una decisión favorable a quien la ha planteado.

En consecuencia, el examen de los requisitos de admisibilidad es previo al de la fundabilidad, pues la inexistencia de los primeros excluye la necesidad de una sentencia sobre el mérito de la pretensión.

Subclasificaciones que corresponden a esos tipos de requisitos:
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II) Fundabilidad.

Los requisitos de admisibilidad de la pretensión se  dividen en, de acuerdo con el cuadro precedente, en  1°) extrínsecos y 2°)intrínsecos. Los procesales se subdividen en: A) procesales y B) fiscales. Los procesales se relacionan a su vez con  a) los sujetos; b) el objeto; c) la causa; d) los sujetos, objeto y causa, conjuntamente. Coinciden básicamente, con los tradicionalmente denominados presupuestos procesales. Por otro lado se vinculan con: e) la actividad que la pretensión involucra, en sus tres dimensiones de lugar, tiempo y forma.

1º) Requisitos extrínsecos de admisibilidad: A) Procesales. a) con respecto a los sujetos, el órgano contra quien se deduce la pretensión debe hallarse provisto de competencia para satisfacerla. En este sentido debe distinguirse según se trate de la competencia por razón de la materia, valor o grado, o de la competencia territorial, pues en el primer supuesto los jueces se hallan habilitados para declarase incompetentes de oficio, en tanto que en el segundo la incompetencia sólo puede ser declarada si el demandado articula la correspondiente excepción.

A los sujetos activos y pasivos de la pretensión, los requisitos extrínsecos de admisibilidad se refieren a su capacidad para ser parte y a su capacidad procesal. Cuando el actor o el demandado actúan por medio de un representante necesario o voluntario se hallan incluidos, entre estos requisitos, la presentación de los documentos que justifiquen la personería, así como la validez y suficiencia de tales documentos.

Los efectos que mediaren acerca de la capacidad o de la representación autorizan, tanto al actor  como al demandado, a oponer la excepción dilatoria de “falta de personería”, si bien el juez  está facultado para hacerlos valer  ex oficio.

Dentro de esta misma categoría deben incluirse otros requisitos, tales  como la reclamación administrativa previa en el supuesto de demandarse a la Nación (ley 19.549, art.20), y la conformidad del respectivo gobierno cuando se interpone una pretensión contra un Estado, embajador o ministro plenipotenciario extranjero (decreto-ley 128/58 art. 24 inc 1°).

También constituye un requisito procesal de admisibilidad de la pretensión, con referencia al sujeto activo, el “arraigo del juicio por las responsabilidades inherentes a la demanda”, en el supuesto de que aquel no tenga domicilio ni bienes inmuebles en la República, el que solo se puede hacer valer mediante la correspondiente excepción previa (CPN art. 348).

En cuanto al objeto de la pretensión constituye requisito extrínseco, en primer lugar, que aquél resulte idóneo con relación al tipo de proceso en el cual la pretensión se ha deducido (será inadmisible, v.gr., la pretensión de divorcio formulada en un proceso por alimentos o en cualquier otro de naturaleza sumaria).

En segundo lugar,  constituye también requisito extrínseco, la carga del actor de designar “ con toda exactitud” la cosa “demandada” y formular la “petición en términos claros y positivos”.(CPN, art. 347, inc. 5°).

Existen,, requisitos extrínsecos previstos por las leyes de fondo, como la previa excusión de todos los bienes del deudor (Cód. Civ. Art. 2012); Etc., cuya ausencia debe hacerse valer mediante excepciones de previo y especial pronunciamiento. (CPN,  art. 347, inc 8°).

En lo que se refiere a la causa, configura requisito extrínseco de admisibilidad de la pretensión el de que ella se fundamente mediante una prolija relación de los antecedentes fácticos a los que el actor imputa el efecto jurídico que persigue. A dicho requisito se refiere la ley cuando prescribe que la demanda debe enunciar “los hechos en que se funda, explicados claramente” (CPN, ART. 330, INC. 4°). En caso de cumplimiento, la inadmisibilidad de la pretensión puede resultar de resolución dictada de oficio, o que declare procedente la excepción de defecto legal en el modo de proponer la demanda 8 CPN, art. 347, Inc. 5°).                                                

Concierne conjuntamente, a los sujetos, al objeto y a la causa de la pretensión, el requisito consistente en la inexistencia de otra pretensión deducida anteriormente, ante el mismo u otro órgano judicial, en la cual dichos elementos coincidan. En este supuesto la declaración de inadmisibilidad de la pretensión puede dictarse de oficio. (CPN, art. 347, in fine) o en el caso de que el demandado oponga la excepción de litispendencia. La excepción de cosa juzgada, cuya existencia también puede ser declarada de oficio, si ha recaído decisión definitiva sobre la pretensión anteriormente planteada, o, en su caso, las de transacción, conciliación y desistimiento del derecho si aquélla se hubiese extinguido como consecuencia de esos actos.

En cuanto a los requisitos vinculados con la actividad que la pretensión entraña, deben ser analizados en las tres dimensiones de lugar, tiempo y forma en que dicha actividad se exterioriza.

El lugar de la pretensión debe coincidir con la sede correspondiente al juez o tribunal competente para conocer en ella.

El tiempo en que la pretensión debe ser deducida tiene limitaciones genéricas y específicas. Las primeras están contenidas en las normas procesales que determinan cuáles son los días y horas hábiles para cumplir actos procesales válidos( Art. 152,153 y 154). Las segundas se hallan establecidas en aquellas normas que excluyen la admisibilidad de ciertas pretensiones cuando éstas son planteadas antes o después de transcurrido determinado plazo. El primer supuesto está dado, por ejemplo el art. 3357 C. Civ., que impide deducir  contra el heredero pretensión alguna tendiente a que acepte o repudie la herencia hasta pasados 9 días de la muerte del causante, etc.

Hacen a la forma de la pretensión, el modo en que ella  debe expresarse, la redacción del escrito correspondiente la firma del letrado, etc.

Finalmente constituye un requisito extrínseco de admisibilidad de la pretensión, de carácter fiscal, el pago del impuesto con que las leyes tributarias gravan las actuaciones judiciales.

2°)Requisitos intrínsecos de admisibilidad. Se vinculan con los sujetos ( activo y pasivo) y con el objeto de la pretensión procesal.

En relación con los sujetos corresponde analizar, en primer lugar, una aptitud de aquellos referida a la materia sobre la que versa la pretensión procesal en cada coso concreto, y que se diferencia de la capacidad para ser parte y de la capacidad procesal en tanto éstas configuran aptitudes genéricas que habilitan para intervenir en un numero indeterminado de procesos.

Además de tales aptitudes genéricas, en efecto, es preciso que quienes de hecho intervienen en el proceso como partes (actora o demandada), sean quienes deban figurar en ese proceso concreto asumiendo tal calidad. Son éstas las “ justas partes”o las “partes legítimas”, y la aptitud jurídica que las caracteriza se denomina legitimación para obrar o legitimación procesal, a la que cabe definir como aquél requisito en cuya verdad debe mediar una coincidencia entre las personas que efectivamente actúan en el proceso y las personas a las cuales la ley habilita especialmente para pretender (legitimación activa) y para contradecir (legitimación pasiva) respecto de la materia sobre la cual versa el proceso. Con ello queda dicho que la legitimación es un requisito que afecta tanto al actor como al demandado, pues ambos deben estar procesalmente legitimados. Además, el concepto enunciado pone de manifiesto los distintos ámbitos en que se mueven los requisitos de capacidad y legitimación, pues un sujeto puede gozar de capacidad procesal y carecer de legitimación, y viceversa.

La pauta para determinar la existencia de legitimación procesal está dada, en principio, por la titularidad activa o pasiva, de la relación jurídica sustancial controvertida en el proceso. En éstos casos la prueba de la legitimación se encuentra absorbida por la prueba de la relación jurídica sustancial. Si A, por ejemplo, demuestra haber dado a B, en locación un inmueble de su propiedad, también prueba, al mismo tiempo, que se halla legitimado para deducir la pretensión de desalojo frente a B, y que éste, como locatario, reviste legitimación como sujeto pasivo.

El ordenamiento jurídico prevé, sin embargo, casos de legitimación anómala o extraordinaria, a las que caracteriza el hecho de que personas ajenas a la relación jurídica sustancial que se controvierte en el proceso resultan habilitadas para intervenir en él.

Corresponde por último, incluir dentro de ésta categoría de requisitos intrínsecos de admisibilidad, el que el juez se encuentre legalmente habilitado para dictar el pronunciamiento pedido, que el objeto de la pretensión sea jurídicamente posible.

Fundabilidad de la pretensión. Resuelta o verificada la concurrencia de los requisitos de admisibilidad, el juez se encontrará en condiciones de pronunciarse sobre el mérito de la pretensión o, lo que es lo mismo, sobre si ésta es o no fundada. Lo será cuando la pretensión procesal, en razón de su contenido, resulte apropiada para obtener  una decisión favorable a quien la ha interpuesto.

Vicisitudes de la Pretensión.

Puede experimentar tres clases de vicisitudes: la transmisión, transformación e integración.

a) Transmisión.  Existe transmisión de la pretensión cuando la persona del sujeto activo es reemplazada por otra que actúa procesal// en su lugar. Por lo tanto, no es más que una consecuencia de la transmisión de derechos que se hallan en litigio. Nos son transmisibles las pretensiones que se fundan en derechos inherentes a la persona o que comprenden hechos de igual naturaleza. (Cód. Civ. Art. 1445) como, por ejemplo, las de divorcio, nulidad de matrimonio, reconocimiento de filiación, etc.

b) Transformación. Esta se opera  cuando, mediante un acto unitario, tiene lugar la alteración de alguno de los elementos objetivos de la pretensión. (objeto causa.

No  hay transformación, en cambio, cuando la alteración sólo  afecta a los sujetos activo o pasivo de la pretensión, porque en éste caso no existe un acto unitario sino dos actos procesales independientes: desistimiento de la anterior pretensión y formulación de otra distinta. En primer lugar se opera la transformación de la pretensión siempre que se modifique la base fáctica que la sustenta. También se configura la situación cuando se modifica el objeto inmediato o mediato de la pretensión, como ocurre, por ejemplo si primero se solicita la declaración de rescisión de un acto jurídico y posteriormente su nulidad.

c) Integración. Existe integración de la pretensión cuando, sin alterarse ninguno de  sus  elementos constitutivos, se incorporan al proceso una o más circunstancias de hecho  tendientes a confirmar o complementar su causa.

A  ello se refieren los art. 365 y 260, Inc. 5°, Párr. a) del CPN. El primero   dispone que con posterioridad a la contestación  de la demanda o reconvención ocurriese o llegase a conocimiento de las partes de algún hecho que tuviese relación con la cuestión que se ventila, podrán alegarlo hasta 5 días después de la notificada la providencia de apertura de la prueba. El último de esos preceptos contempla la invocación del hecho nuevo en segunda instancia.

Extinción de la Pretensión.

Normalmente se extingue mediante la sentencia que la actúa, o que deniega su actuación. Sin embargo, corresponde distinguir los casos en que la sentencia rechaza la pretensión por no ocurrir algún requisito intrínseco de admisibilidad, o bien se pronuncia sobre su fundabilidad (positiva o negativamente), de aquellos en que el acto decisorio rechaza la pretensión por carecer ésta  de algún requisito extrínseco de admisibilidad.

Los modos anormales de extinción de la pretensión se agrupan en dos categorías según que posibiliten, o no, la reproducción de aquélla en un proceso posterior. A la primera pertenecen el desistimiento de la pretensión (o del proceso),y la caducidad de la instancia; a la segunda, el desistimiento del derecho, la transacción y la conciliación.

Distintas Clases de Pretensiones.

Pueden clasificarse en: pretensiones de conocimiento, de ejecución y cautelares, y, por otra, en pretensiones reales y personales, según que, respectivamente, se tenga en cuenta la índole del pronunciamiento que persiguen, o la naturaleza del derecho material invocado como fundamento de ellas.

Las pretensiones de conocimiento son aquéllas que mediante las cuales se solicita al órgano judicial que dilucide y determine el contenido y alcance de una situación jurídica. Se dividen, a su vez, en pretensiones declarativas, de condena y determinadas.

Las pretensiones declarativas tienden a obtener un pronunciamiento que elimine la  falta de certeza sobre la existencia, eficacia, modalidad o interpretación de una relación o estado jurídico. 

La característica fundamentadle éste tipo de pretensiones consiste en que la mera

declaración de certeza resulta suficiente para satisfacer el interés de quien las propone y, por lo tanto, para agotar el cometido de la función jurisdiccional.

Pueden ser positivas  o negativas según que, respectivamente, se basen en la  afirmación de un efecto jurídico favorable al actor o en la inexistencia de un efecto jurídico favorable a la otra parte. Constituyen ejemplos de las primeras, la pretensión declarativa de adquisición de propiedad por prescripción, la de reconocimiento de filiación, etc.

De ésta norma se infiere que la admisibilidad de la pretensión se halla supeditada a la concurrencia de dos requisitos: 1°) que el estado de incertidumbre en que se funda derive de circunstancias de hecho que, objetivamente apreciadas, revistan suficiente aptitud para provocar un daño; 2°) que no exista otra vía legal para hacer cesar la incertidumbre.

Una modalidad particular de las pretensiones declarativas se halla representada por las llamadas pretensiones constitutivas, las cuales se configuran toda vez que según la ley, la incertidumbre sobre la existencia, validez, etc., de una relación o estado jurídico debe ser eliminada, insustituiblemente a través de una declaración judicial.

Denomínese  pretensiones de condena a aquéllas mediante las cuales se reclama el pronunciamiento de una sentencia que imponga al demandado el cumplimiento de una prestación (de dar, de hacer, o de no hacer) a favor del actor. Además, dicha sentencia hace explícita la sanción que la ley imputa a ese incumplimiento y configura, por ello, un título ejecutivo judicial (también llamado “titulo ejecutorio”) que puede ser echo valer por el acreedor como fundamento de una nueva pretensión tendiente a obtener la realización coactiva de su derecho.

Las pretensiones determinativas o especificativas son aquéllas mediante las cuales se pide  al juez que fije los requisitos o condiciones a que quedará supeditado el ejercicio de un derecho. Tienden, por lo tanto a la complementación o integración de ciertas relaciones jurídicas cuyos elementos o modalidades no se encuentran determinados o especificados por completo. Llámese pretensiones de ejecución a las que tienen por finalidad hacer efectiva la sanción impuesta en una condena (título ejecutivo judicial), u obtener el cumplimiento de una obligación documentada en algunos de los instrumentos a los cuales la ley acuerda una presunción de legitimidad (títulos ejecutivos extrajudiciales; confesión de deuda líquida y exigible: créditos documentados en letras de cambio, pagarés, cheques, etc.) la diferencias entre éstas pretensiones y las de conocimiento reside en sus efectos inmediatos. Mientras las segundas producen, como efecto inmediato, la posibilidad de que el sujeto pasivo las contradiga mediante el planteamiento de oposiciones no limitadas en cuanto su alcance y contenidos, las pretensiones ejecutivas inciden en forma inmediata sobre el patrimonio del deudor a través del cumplimiento de las medidas coactivas previstas por la ley, sin que sea necesaria la previa provocación del contradictorio. Denomínese pretensiones cautelares las que tienden a la obtención de una medida cautelar (embargo, secuestro, anotación de litis, etc.) que asegure el eventual cumplimiento de la sentencia de mérito a dictar en un proceso de conocimiento o de ejecución. No son, pretensiones autónomas, pues se encuentran subordinadas a una pretensión principal ya deducida o próxima a deducirse. Están sujetas a los siguientes requisitos: 1°) la verosimilitud del derecho invocado como fundamento de la pretensión principal; 2°) El temor fundado de que  ese derecho se frustre durante la tramitación del proceso tendiente a tutelarlo; 3°) La prestación de una contracautela por parte del sujeto activo.

La clasificación de las pretensiones en reales y personales, atiende a la naturaleza del derecho invocado como fundamento de la pretensión procesal.

Esta división reviste importancia práctica en los siguientes aspectos:

1°) La determinación de la competencia por razón del territorio. El CPN establece que las pretensiones reales sobre inmuebles será competente el juez del lugar donde esté situada la cosa. (art. 5°, Inc. 1); en las pretensiones personales de origen contractual el juez del lugar en que debe cumplirse la obligación y, en su defecto, a elección del actor, el del domicilio del demandado o el del lugar del contrato, siempre que el demandado se encuentre en él, aunque sea accidentalmente, en el momento de la notificación ( art. 5°, Inc. 3°), y en las pretensiones personales  derivadas de delitos y cuasidelitos, el del lugar del hecho o del domicilio del demandado a elección del actor (art. 5°, Inc. 4°); 2°) El fuero de atracción en los procesos universales; 3°) La eficacia de las sentencias extranjeras para ser cumplidas en el territorio nacional (CPN, art. 517, Inc. 1°).

Las pretensiones personales mencionadas por tales normas son las que emergen de derechos personales de contenido patrimonial, pero dentro del concepto de “derechos personales” pueden incluirse tanto los derechos autopersonales o personalísimos como los derechos potestativos, etc.

Tanto a las pretensiones personalísimas, como a las de estado, les son aplicables en lo compatible, y a falta de normas expresas, las reglas establecidas para las pretensiones personales de contenido patrimonial, y lo mismo cabe decir con respecto a las pretensiones fundadas en derechos intelectuales e industriales.

Se habla también de pretensiones mixtas para denotar a aquéllas mediante las cuales se hace valer un derecho de crédito y un derecho real que han nacido de una misma operación jurídica. En nuestro derecho no existen, porque como lo señala Alsina las que se ponen como ejemplo constituyen, en realidad, dos pretensiones, de las cuales una es, necesariamente, accesoria de la otra, como ocurre con la pretensión de cobro de una deuda garantizada con hipoteca.

Relación entre la Pretensión Civil y la Pretensión Penal.

La pretensión civil y la penal son en principio independientes: el desistimiento de ésta última no impide el planteamiento eficaz de la primera tendiente al pago de la indemnización del daño causado por un delito, pero la situación inversa implica la renuncia de la pretensión penal (Cód. Civ. Art. 1097).

La oportunidad en que la pretensión penal se deduce incide,  por otra parte, en el proceso civil, pues si aquella hubiere precedido a la pretensión civil, o fuere intentada pendiente ésta, no puede haber condenación del acusado en el proceso civil antes de la condenación del acusado en el proceso penal(art. 1101 Cód. Civ.).Ello no impide la deducción de la pretensión civil ni la prosecución del respectivo proceso, sino solamente que en éste se dicte sentencia antes de que recaiga un pronunciamiento en sede penal, pues esta decisión tiene efectos de cosa juzgada en el proceso civil. Las excepciones a éste principio están contenidas en el art. 1101 Cód. Civ.

Cuadra finalmente señalar que la pretensión civil resarcitoria es susceptible de ser planteada dentro del proceso penal ( Cód. Penal, art. 29 derogatorio del Cód. Civ. Art. 1906), siempre que la ley procesal le atribuya competencia para ello a los tribunales represivos. La absolución del procesado, asimismo, no obsta a que el tribunal penal se pronuncie, en la sentencia, sobre la pretensión civil (ejemplo CPN Art. 16 y 402).

Procesos con Pluralidad de Objetos.

Concepto de Proceso Acumulativo.

Es aquél que sirve para la satisfacción de dos o más pretensiones.

La justificación del proceso acumulativo reside en dos tipos de fundamentos: uno atiende a la reducción del tiempo, esfuerzo y gastos que comporta el tratamiento conjunto de dos o más pretensiones; el otro tiene en mira la necesidad de evitar la eventualidad de pronunciamientos contradictorios a que puede conducir la sustanciación de pretensiones conexas en procesos distintos.

La acumulación de pretensiones dentro de un mismo proceso puede ser originaria y sucesiva, según que, respectivamente, las pretensiones se propongan conjuntamente desde el comienzo del proceso, o que, durante el transcurso de éste, a la pretensión originaria se agreguen o incorporen otra u otras.

Dentro de la sucesiva se debe distinguir la acumulación por inserción, de la acumulación por reunión. La primera se opera cuando una nueva pretensión se incorpora dentro de un proceso ya pendiente para la satisfacción de otra. La segunda tiene lugar cuando, existiendo diversas pretensiones que se han hecho valer en otros tantos procesos, éstos se funden en uno sólo.

Acumulación Originaria de las Pretensiones.

Según se atienda simplemente a la pluralidad de pretensiones o, además, a la pluralidad de sujetos activos o pasivos que las interponen, o frente a quienes se interponen, cabe distinguir entre dos clases de acumulación originaria de pretensiones: la objetiva y la subjetiva.

La acumulación objetiva de pretensiones es la reunión, en una misma demanda, de las distintas pretensiones que el actor tenga frente al demandado, realizada con el fin de que sean sustanciadas y decididas en un proceso único,

Su admisibilidad no se halla supeditada al requisito de que medie entre las pretensiones acumuladas un vínculo de conexión por la causa o por el objeto, por cuanto la institución responde primordialmente a razones de economía de tiempo, actividad y gastos.

El CPN se refiere  a ésta acumulación en el art. 87:  


Art. 87. Acumulación objetiva de acciones. Antes de la notificación de la demanda el actor podrá acumular todas las acciones que tuviere contra una misma parte, siempre que:

1.
No sean contrarias entre sí, de modo que por la elección de una quede excluida la otra.

2.
Correspondan a la competencia del mismo juez. 

3.
Puedan sustanciarse por los mismos trámites.


La incompatibilidad  entre las distintas pretensiones no obsta, sin embargo, a su acumulación condicional o eventual, la que se verifica cuando se propone una pretensión como principal y otra a título subsidiario, a fin de que el juez conozca de la última sólo en el caso de  desestimar la primera.


Junto a la modalidad la doctrina admite también la denominada acumulación sucesiva, la que tiene lugar cuando una pretensión es interpuesta con la condición de que, previamente, sea acogida otra pretensión que actúa como presupuesto de ella.


Existen  casos en los cuales  la acumulación se encuentra prohibida por la ley, como sucede con la pretensión redhibitoria y la quanti minoris; o en el supuesto del vendedor con pacto comisorio que demanda el pago del precio, a quien le está vedado; en adelante, demandar la resolución del contrato (Cód. Civ. Art. 1375, Inc. 3°).


El segundo requisito exigido por el art. 87 del CPN consiste en que las pretensiones acumuladas pertenezcan a la competencia del mismo juez. De allí que corresponde destacar la acumulación de pretensiones cuyo respectivo conocimiento incumbe a jueces distintos por razón de la materia. No sería procedente.


El tercer requisito, se funda en razones de orden procesal e implica que no procede, ej., acumular una pretensión ejecutiva  a una ordinaria, ni ésta a ninguna pretensión que se encuentre sometida a una clase especial de proceso.


Si la acumulación no reúne los requisitos que el CPN exige  el demandado puede deducir la excepción de defecto legal y, en el caso del Inc. 2°, la de incompetencia.


La acumulación  subjetiva de pretensiones, tiene lugar toda vez que, entre más de un actor  o demandado, o entre  más de un actor y más de un demandado (acumulación mixta) se sustancian, en un mismo proceso, pretensiones conexas por la causa o por el objeto.


Se halla justificado no sólo por razones de economía procesal sino, particularmente, por la necesidad de conjurar el riesgo de decisiones contradictorias y el consiguiente escándalo jurídico que fácilmente puede originar el tratamiento autónomo de pretensiones vinculadas por el mencionado tipo de conexión.


La acumulación subjetiva procede siempre que las distintas pretensiones sean conexas en virtud de la causa, del objeto, o de ambos elementos a la vez (CPN Art. 88), o sea, respectivamente, cuando se invoque como fundamento de ellas una misma relación jurídica o una misma situación de hecho o cuando medie coincidencia respecto de la clase de pronunciamiento que se pide y la cosa, hecho o relación jurídica sobre que dicho pronunciamiento debe versar.


Entre otros casos, la jurisprudencia ha admitido la acumulación subjetiva de pretensiones de varios contribuyentes que tienen por objeto repetir el pago de determinada contribución que se considera ilegal por el mismo motivo; las de diversos compradores que persiguen la devolución de sumas de dinero y pago de indemnizaciones fundados en los efectos emergentes de la suscripción de boletos de compraventa, relativos a distintas unidades de una misma finca; las pretensiones del damnificado por un accidente contra el conductor del vehículo, contra su propietario y contra el asegurador; las de reivindicación contra los detentadores de distintas fracciones del mismo inmueble; las de desalojo contra diversos inquilinos de una misma finca cuando aquél se funda en una causa común a los demandados; etc.


Con respecto a la competencia, la existencia de acumulación subjetiva de pretensiones determina la aplicación de los siguientes principios:


1°) La acumulación subjetiva comporta excepción a las reglas que gobiernan la competencia ordinaria por razón de la materia civil y comercial, pues la necesidad de evitar el pronunciamiento de sentencias contradictorias, que constituye, el fundamento esencial de la institución, debe prevalecer sobre  las simples razones de división del trabajo judicial que justifican aquella distribución de la competencia.


2°) Tratándose de la competencia territorial, en cambio, rige el principio de que cada demandado se halla facultado para reclamar su propio fuero en razón del distinto domicilio. Media una excepción cuando los distintos demandados se hallan vinculados por una obligación de carácter solidario e indivisible, en cuyo caso la demanda puede deducirse ante el juez del domicilio de cualquiera de ellos (CPN. Art.5°, Inc. 5°). Si se produce el fallecimiento de uno de los litisconsortes demandados, la competencia se desplaza hacia el juez de la sucesión, siempre, desde luego, que ello no comporte desconocer el derecho al propio fuero que corresponde a los restantes litisconsortes.


3°)  Con respecto al fuero federal el art. 10 de la ley 48 dispone que “en las sociedades colectivas, y en general en todos los casos en que dos o más personas asignables pretendan ejercer una acción solidaria, o sean demandadas por una obligación solidaria, para que caigan bajo la jurisdicción nacional se atenderá a la nacionalidad o vecindad de todos los miembros de la sociedad o comunidad, de tal modo que será preciso que cada uno de ellos individualmente tenga el derecho de demandar, o pueda ser demandado ante los tribunales nacionales, con arreglo a lo dispuesto en el Inc. 2° del art. 2°”.

Acumulación Sucesiva por Inserción de Pretensiones.

Éste tipo de acumulación tiene lugar cuando una pretensión se incorpora, ex novo, dentro de un proceso ya pendiente para la satisfacción de otra.

La inserción de la nueva pretensión puede provenir del primitivo actor, del primitivo demandado, o de un tercero, según se trate  de la ampliación de demanda, de la reconvención, o de la intervención excluyente y de la tercería.

La ampliación de demanda se configura cuando el actor, en lugar de acumular todas las pretensiones que tiene frente  al demandado en la demanda inicial, lo hace en un momento procesal posterior, cuyo límite  está dado por la notificación de la demanda. Cumplido esté acto, el actor pierde la facultad de proponer nuevas pretensiones dentro del mismo proceso (CPN. Art. 87).

La reconversión es la pretensión procesal que puede deducir el demandado frente al actor. Sólo puede plantearse en el mismo escrito de contestación a la demanda y no haciéndolo entonces, no podrá deducirla después, salvo su derecho para hacerla valer en otro juicio (CPN art. 357).

Por cuanto reviste los caracteres de una verdadera pretensión, es aplicable a la reconversión lo expuesto acerca de los elementos  y requisitos de aquélla. Sin embargo, por tratarse de una pretensión que se inserta en un proceso ya pendiente, su admisibilidad está supeditada a ciertos requisitos específicos.

En los supuestos de intervención excluyente y tercería, la nueva pretensión proviene de terceros, o sea de personas ajenas a las partes originarias, las cuales vienen  a convertirse en sujetos pasivos de aquélla.

Acumulación Sucesiva por Reunión de Pretensiones (acumulación de procesos).

Consiste  en la reunión material de dos o más procesos que, en razón de tener por objeto pretensiones conexas, no pueden ser sustanciados separadamente sin riesgo de conducir al pronunciamiento de decisiones contradictorias, e incluso de cumplimiento imposible por efecto de la cosa juzgada. En su base existe, una pluralidad de pretensiones, las cuales, al acumularse, determinan la unión material de los distintos procesos en los que aquéllas se hicieron valer.

La acumulación de procesos corresponde: 1°) Cuando es admisible la acumulación subjetiva de pretensiones, o sea, siempre que estas sean conexas por la causa, por el objeto, o por ambos elementos al mismo tiempo; 2°) Cuando siendo el actor titular de diversas pretensiones conexas frente al demandado, aquéllas se hayan hecho valer en otros tantos procesos, sin haber tenido lugar, por consiguiente, su acumulación objetiva; 3°) Cuando el demando, absteniéndose de la facultad de reconvenir, deduce, en otro proceso, una pretensión conexa a la interpuesta por el actor frente a él. El CPN regula ésta institución en el art. 188, conforme al cual “procederá la acumulación de procesos cuando hubiese sido admisible la acumulación sujetiva de acciones de conformidad con lo prescripto en el art. 89 y, general, siempre que la sentencia que haya de dictarse en uno de ellos pudiere producir efectos de cosa juzgada en otro u en otros”.

Dicha norma condiciona la admisibilidad de la acumulación de procesos en los siguientes requisitos:

1°) Que los juicios se encuentren en la misma instancia.

2°) Que el juez a quien corresponda entender en los procesos acumulados sea competente por razón de la materia, a cuyo efecto no se consideran distintas las materias civil y comercial.

3°) Que puedan sustanciarse  por los mismos trámites, aunque pueden acumularse dos o más procesos de conocimiento, o dos o más procesos de ejecución sujetos a distintos trámites, cuando su acumulación resulte indispensable como consecuencia de los efectos de cosa juzgada que la sentencia a dictar en uno de ellos puede producir en el otro u otros. En tal caso, el juez debe determinar el procedimiento que corresponde imprimir al juicio acumulado.

4°) Que el estado de las causas permita su sustanciación conjunta sin producir demora perjudicial e injustificada en el trámite del o los que estuvieren más avanzados.

El primero de los mencionados  requisitos ha de entenderse en el sentido de que la acumulación es admisible en segunda u ulterior instancia, siempre que los procesos a acumular se encuentren en ellas con motivo de recursos deducidos contra la sentencia definitiva o resolución recaída en un trámite común a todos ellos.

El Inc. 2° del art. 188, en tanto establece que no se considerarán distintas las materias civil y comercial, se funda en la circunstancia de que no media razón alguna de orden publico que justifique la diversidad de competencia en lo que a éstas materias se refiere, sino simples motivos de división del trabajo judicial que no es razonable hacer privar sobre los principios comprendidos en ésta institución.

También cabe la acumulación de procesos que tramitan ante órganos judiciales de distinta competencia territorial, aunque en tal supuesto es necesaria la expresa conformidad del litigante para prorrogar la competencia.

La acumulación de procesos puede pedirse de oficio o a pedido de parte formulado al contestar la demanda o posteriormente por vía de incidente.

Este puede promoverse en cualquier instancia o etapa del proceso, hasta el momento de quedar en estado de sentencia, salvo lo dispuesto por el art. 188, Inc. 4° (CPN, art. 190).
La  acumulación  debe efectuarse sobre el expediente en el que primero se hubiere notificado la demanda; pero si los jueces intervinientes en los procesos tienen distinta competencia por razón del monto, la acumulación debe  hacerse sobre la mayor cuantía. Así lo establece el art. 189 del CPN recogiendo las conclusiones de numerosos precedentes judiciales, aunque importa tener presente que habiéndose eliminado, en el orden nacional, la distribución de la competencia por razón del valor, el 2 párrafo de esa norma carece actualmente de aplicación.

El art. 191 del CPN determina cuál es el juez competente para disponer la acumulación, expresando al respecto que “ el incidente podrá plantarse ante el juez que debe conocer en definitiva o ante el que debe remitir el expediente. En el primer caso, el juez conferirá traslado a los otros litigantes y si se considerase  fundada la petición solicitará el otro u otros expedientes, expresando los fundamentos de su pedido. Recibidos, dictará sin más trámite resolución , contra lo cual no habrá recurso, y la hará conocer a los juzgados donde  tramitaban los procesos. En el segundo caso, dará traslado a los litigantes,  y si se considerase procedente la acumulación, remitirá el expediente al otro juez, o bien le pedirá la remisión del que tuviese en trámite, si entendiese que la acumulación debe efectuarse sobre el que se sustancia ante su juzgado, expresando los motivos en que se funda. En ambos supuestos la resolución será inapelable. Si se declarase improcedente el pedido, la resolución será apelable.”

Los procesos acumulados se sustanciarán y fallarán conjuntamente, pero si el trámite resultare dificultoso por la naturaleza de las cuestiones plantadas, podrá el juez disponer, sin recurso, que cada proceso se sustancie por separado, dictando una sola sentencia. (CPN, art. 194).

Esta norma prevé  como efecto fundamental de la acumulación, la unidad de pronunciamiento, el cual debe versar sobre la totalidad de las cuestiones que se han planteado en los procesos acumulados.

La jurisprudencia ha decidido que son nulas las sentencias dictadas separadamente en los distintos expedientes; pero como se trata de una nulidad relativa, si las partes no objetan el pronunciamiento de sentencias separadas, y nada reclaman en la expresión de agravios o su contestación, aquélla no puede declararse.

Si en el momento de decretarse la acumulación los procesos no se encuentran en el mismo estado, corresponde disponerse la suspensión del que se halle más avanzado hasta que el otro u otros se encuentren en la misma etapa procesal, salvo que concurra la hipótesis del art. 188, Inc. 4°. En el caso de disponerse la sustanciación separada de los expedientes, la suspensión debe comenzar cuando el más adelantado se encuentre en estado de dictar sentencia.

(Ver página 122 cuadro).

La Oposición a la Pretensión.

Concepto.

La  oposición  (o defensa) es el acto en cuya virtud el sujeto pasivo de la pretensión reclama ante el órgano judicial, y frente al sujeto activo, que se desestímela actuación de aquélla. Es una declaración de voluntad petitoria, para cuya configuración resulta irrelevante el hecho de que las afirmaciones formuladas por el demandado cuenten con el efectivo respaldo en las normas jurídicas que invoca en apoyo  de su posición procesal.

Solo la pretensión constituye el objeto del proceso.

Naturaleza de la Oposición.

La doctrina pone de resalto el paralelismo entre la acción y una de las clases la oposición: la excepción. Se afirma que frente a la acción del actor, que tiende a una declaración positiva, pertenece al demandado, a modo de réplica, una acción destinada a obtener una declaración negativa, de modo tal que la excepción será la acción del demandado.

Como consecuencia de esto la polémica suscitada en torno de la naturaleza de la acción, se ha hecho extensiva al ámbito de la excepción.

Clases de Oposiciones.

Las  oposiciones son susceptibles de clasificarse atendiendo a su contenido y a sus efectos.

Desde el 1° punto de vista, la oposición puede configurarse como una negación o como una excepción.

Existe negación cuando la actitud del demandado se reduce a desconocer la concurrencia de cualquiera  de los requisitos de la pretensión, absteniéndose de invocar, frente a las afirmaciones del actor, nuevas circunstancias de hecho.

La excepción, en cambio, es la oposición mediante la cual el demandado coloca, frente a las afirmaciones del actor, circunstancias impeditivas o extintivas tendientes a desvirtuar el efecto jurídico perseguido por dichas afirmaciones. En este caso, incumbe al demandado la carga de la prueba respecto de esos nuevos datos que se incorporan al proceso.

Desde el punto de vista de los efectos que se producen, las oposiciones pueden ser perentorias o dilatorias.

Son perentorias aquellas oposiciones que, en el supuesto de prosperar, extinguen definitivamente el derecho del actor, de manera tal que la pretensión pierde  toda posibilidad de volver a proponerse eficazmente. Pueden referirse a cualquiera de los requisitos  de la pretensión: extrínsecos e intrínsecos de admisibilidad y a los de fundabilidad.

El CPN admite, entre las excepciones de previo y especial pronunciamiento, algunas oposiciones que revisten el carácter de perentorias, tales como las de falta manifiesta de legitimación para obrar, cosa juzgada, transacción, conciliación y desistimiento de derecho.

Son dilatorias aquellas oposiciones que,  en el caso de prosperar, excluyen temporariamente la posibilidad de un pronunciamiento sobre el derecho del actor, de tal suerte que sólo hacen perder a la pretensión su eficacia actual, pero no impiden que ésta vuelva a proponerse una vez obviados los defectos de que adolecía.

La Petición Procesal Extracontenciosa.

Concepto.
El objeto del proceso voluntario está constituido por una petición extracontenciosa, que es el acto en cuya virtud se reclama ante un órgano judicial, y en interés del propio peticionario, la emisión de un pronunciamiento que constituya, integre o acuerde eficacia a determinado estado o relación jurídica privada.

Al igual que la pretensión y que la oposición, constituye un acto, respecto del cual el derecho de acción, concebido como poder jurídico de promover el ejercicio de la función judicial, es un supuesto previo.

En  el proceso voluntario el concepto de parte debe ser sustituido por el de peticionario, y el de demanda por el de “solicitud”. Sin embargo, la diferencia entre petición y solicitud no es la misma que existe entre pretensión y demanda,  pues la primera solo alude a una relación de contenido a continente.

Elementos, Requisitos, Vicisitudes  y Extinción de la Petición Extracontenciosa.

La petición  de que se trata consta de elementos análogos a los de la pretensión procesal, con la lógica diferencia derivada de la falta de un sujeto (demandado) frente a quien aquélla se formule. La inexistencia de partes en el proceso voluntario, no se encuentra desvirtuada por la eventual participación que en él debe darse al ministerio público en calidad de órgano de vigilancia y contralor y no de sujeto pasivo de la petición.

La petición procesal extracontenciosa se halla sujeta a los mismos requisitos de admisibilidad y fundabilidad que la pretensión, con la única diferencia de que la vigilancia sobre el cumplimiento está exclusivamente confiada al juez  y a los representantes del ministerio publico. En el ámbito de los requisitos  extrínsecos de admisibilidad, una particularidad de ciertos procesos voluntarios está constituida por el hecho de que pueden ser promovidas por personas carentes de capacidad procesal.

En lo que concierne a las vicisitudes, la petición extracontenciosa es transmisible. En materia de  transformación o integración es, en principio, modificable sin  restricciones, pues no rige para ella la limitación fundada en la necesidad de asegurar la adecuada defensa del demandado.

Se extingue, mediante la resolución judicial que la actúa, o que deniega su actuación, pero a diferencia de lo que ocurre con la pretensión procesal, lo decidido con motivo de una petición extracontenciosa es modificable a instancia de eventuales interesados legítimos.

No son aplicables en cambio aquellos medios anormales de extinción de la pretensión que entrañen la existencia de un acto bilateral o que requieran la conformidad de otro sujeto, ni tampoco las normas sobre la caducidad de la instancia. (CPN, art. 313, inc. 2°).

Clases de Peticiones Extracontenciosas.

La clasificación de las pretensiones no puede hacerse extensiva, sin más, a las peticiones extracontenciosas. Por aplicación de un criterio meramente analógico, pueden admitirse dos clases. De conocimiento y cautelares.

Dentro de las primeras corresponde excluir la posibilidad de peticiones extracontenciosas de condena, ya que, por esencia, es extraño a la idea de proceso voluntario cualquier  planteamiento fundado en la lesión de un derecho subjetivo del peticionario.

Las peticiones cautelares tienen por objeto asegurar la efectividad de la resolución judicial que debe recaer respecto de una petición principal.

Acumulación de Peticiones Extracontenciosas.

No media impedimento, para que en un  solo proceso se satisfagan dos  o más peticiones extracontenciosas. Un caso particular de acumulación sucesiva es el previsto en el art. 696  del CPN, en relación con la coexistencia de procesos sucesorios. 

UNIDAD 4.  EL PROCESO.

El proceso.

Concepto y Objeto del Proceso.

El vocablo proceso (processus de procedere) significa avanzar, marchar hasta un fin determinado, no de una sola vez, sino a través de sucesivos momentos.

Desde el punto de vista de la teoría general del derecho aquella expresión denota, la actividad que despliegan los órganos del Estado en la creación y aplicación de normas jurídicas, sean estas generales o individuales.

Partiendo de estos conceptos, cabe definir al proceso como el conjunto de actos recíprocamente coordinados entre sí de acuerdo con las reglas reestablecidas, que conducen a la creación de una norma individual destinada a regir un determinado aspecto de la conducta del sujeto o sujetos, ajenos al órgano, que han requerido la intervención de éste en un caso concreto, así como la conducta del sujeto o sujetos, también extraños al órgano, frente a quienes se ha requerido esa intervención.

La doctrina define al proceso como el conjunto de actos que tienen por objeto la decisión de un conflicto o litigio, y existen autores que, compartiendo en mayor o en menor medida ese concepto, incorporan expresamente a sus definiciones las ideas de acción, pretensión y jurisdicción. La acción no es más que un supuesto de la actividad procesal. El concepto de pretensión, en tanto supone una manifestación de voluntad formulada frente a un sujeto distinto al autor de esa manifestación es ajeno al ámbito de los llamados procesos voluntarios, cuyo objeto consiste en una mera petición dirigida  al órgano judicial. También debe descartarse la idea de jurisdicción, porque la actividad que despliegan los órganos judiciales en ese tipo de proceso reviste carácter administrativo y no jurisdiccional.

La definición propuesta se limita a aludir como finalidad del proceso, a la creación de una norma individual destinada a regir aspectos de la conducta de determinados sujetos, poniendo de resalto, asimismo, la exterioridad de aquellos en relación con el órgano. La extrañeidad de los sujetos en relación con el órgano decisor constituye  una nota que sólo se presenta, con carácter permanente e invariable, en los procesos judiciales y arbitrales.

A veces se utilizan como sinónimos los términos proceso y juicio corresponde destacar, sin embargo, que ellos se encuentran en relación de género a especie, pues el segundo supone la existencia de una controversia o, por lo menos, de un conflicto entre partes, supuestos que no se configuran, respectivamente, en los procesos contenciosos cuando media rebeldía o allanamiento, y en los denominados procesos voluntarios.

Tampoco cabe identificar los términos proceso y procedimiento. El proceso representa el conjunto de actos que son necesarios, en cada caso, para obtener la creación de una norma individual. El procedimiento, en cambio, constituye cada una de las fases o etapas que el proceso puede comprender. Así al procedimiento de primera instancia, en cuyo caso el proceso se integra con dos procedimientos; o, por el contrario, el proceso puede comprender menos de un procedimiento en el caso de que, por ej., se extinga con anterioridad al pronunciamiento de la decisión de 1ª  instancia.

Elementos del Proceso.

Todo proceso consta de un elemento subjetivo y de un elemento objetivo, e, importa una determinada actividad.

El elemento subjetivo se halla representado por personas facultadas para iniciarlo, impulsarlo, extinguirlo y decidirlo. En los procesos contenciosos son sujetos primarios el órgano judicial (o arbitral) y las partes. El primero, como titular de un poder público (o eventualmente equiparado a tal) se encuentra en un plano supraordinado con relación a las segundas. Existen necesariamente dos partes: la actora y la demandada. La primera es la persona que formula la pretensión que debe ser satisfecha por el órgano, y la segunda, la persona frente a quien se formula dicha pretensión, encontrándose ambas, por debajo del órgano, en una posición jerárquicamente igualitaria. Como consecuencia de la acumulación subjetiva de pretensiones, la intervención de terceros, la acumulación de procesos y la sucesión procesal, el proceso contencioso puede desarrollarse mediante la participación de varios actores o demandados.

En los procesos voluntarios, los sujetos primarios que se encuentran por debajo del órgano judicial, pudiendo ser uno o más, se denominan peticionarios.

El cumplimiento integral de las funciones procesales requiere la intervención de otras personas que actúan en el proceso como auxiliares (internos y externos) del órgano (secretarios, ujieres, oficiales de justicia, peritos, martilleros, etc.)o de las partes o peticionarios (abogados, procuradores y consultores técnicos), a los que cabe denominar sujetos secundarios.

El elemento objetivo del proceso puede hallarse constituido por una pretensión o por una petición extracontenciosa, según que, respectivamente, la intervención del órgano sea requerida para definir un conflicto (proceso contencioso) o para constituir, integrar o acordar eficacia a una relación jurídica (proceso voluntario).

La actividad comprende el conjunto de actos que deben cumplir los sujetos procesales desde el comienzo del proceso hasta la decisión que le pone término, escindiéndose en dimensiones de lugar, tiempo y forma.

El Problema de la Naturaleza Jurídica del Proceso.

 Entre las principales teorías que se han anunciado merecen destacarse la contractualista y cuasicontractualista, la de la relación jurídica y la de la institución. 

La teoría contractualista se inspira fundamentalmente en las modalidades y efectos de que se hallaba revestida la litiscontestatio en el derecho romano. Tanto durante el período de las legis actiones como en la época del procedimiento formulario, la litiscontestatio constituía la actuación procesal en cuya virtud quedaba cerrado el procedimiento in iure ante el magistrado, se determinaba el contenido y alcance del litigio y se lo sometía al iudex.

 Se trataba de un contrato formal entre las partes, cuyo efecto más importante era el de novar el derecho invocado por el actor en un nuevo derecho, consistente en la obtención de una sentencia dentro del ámbito asignado a la cuestión litigiosa. De allí que la litiscontestatio “consumiese” la acción, impidiendo que ella fuese renovada en otro proceso. Durante la época del procedimiento extraordinario la litiscontestatio perdió sus efectos más relevantes y, particularmente, su sentido contractual, pues la sujeción de las partes al  imperium del magistrado durante todo el desarrollo del proceso tornó superfluo cualquier acuerdo de voluntades tendientes a ese fin. No obstante la total desaparición de las circunstancias políticas en las que se desenvolvió el derecho romano clásico, algunos autores de los siglos XVIII y XIX. ( Pothier, Demolombe, Aubry y Rau, Colmet De Santerre) intentaron revivir la figura del contrato judicial de la litiscontestatio, remitiendo la explicación de fenómenos trascendentes del proceso, como, por ej., el relativo a los límites de la cosa juzgada, a la existencia de un acuerdo de voluntades entre las partes, tendiente a someter al juez la solución de sus diferencias.

Son diversos y decisivos los argumentos que cabe oponer a dicha concepción del proceso. En primer lugar, en el Estado moderno no se concibe la prestación de la actividad judicial como el resultado de un previo acuerdo de partes, sino como el ejercicio de un poder, inherente a la soberanía, y a la cual las partes se encuentran sujetas con prescindencia de su voluntad. En segundo lugar, mientras el contrato requiere el consentimiento de ambas parte, el proceso puede constituirse, desenvolverse y extinguirse contra la voluntad del demandado, e incluso en ausencia de él. Además, ni la iniciación del proceso ni la sentencia que lo decide producen la novación del derecho controvertido.

La asimilación del proceso a un cuasicontrato fue ideada para salvar los inconvenientes que importaba, en la concepción contractualista, la circunstancia de que el proceso pudiese tener lugar pese a no mediar el libre consentimiento de ambas partes. Esta tesis alcanzó una difusión totalmente desproporcionada a su acierto.

Como señala Couture, la tesis del cuasicontrato ha procedido por simple eliminación, eligiendo, dentro de las distintas fuentes de las obligaciones, la menos imperfecta; pero dejando de lado a una de ellas –la ley-, que es precisamente la que crea las supuestas obligaciones cuyo origen se busca. Por lo demás, son aplicables a esta tesis los restantes reparos formulados a la teoría contractualista.

La concepción del proceso como una relación jurídica es la que cuenta, incluso en la actualidad, con mayor número de adeptos, aunque dista de existir uniformidad de criterio acerca de la forma en que dicha relación se constituye. Partiendo de la base de que con anterioridad al pronunciamiento definitivo sobre la procedencia de la demanda las partes tienen deberes y derechos, expresa Chiovenda, que el proceso civil contiene una relación jurídica, y que todos los actos mediante los cuales el proceso se manifiesta revisten trascendencia jurídica en cuanto pertenecen a esa relación fundamental, que es: 1°) autónoma, porque   nace y se desarrolla con independencia de la relación de derecho material; 2°) compleja, porque comprende un conjunto indefinido de derechos, vinculados no obstante por un fin común, que consiste en la actuación de la voluntad de la ley mediante el pronunciamiento de una resolución  jurisdiccional definitiva; 3°) de derecho público, porque deriva de normas que regulan el ejercicio de una potestad pública. En cuanto al contenido de esa relación existe por un lado, un deber del órgano jurisdiccional en el sentido de proveer a las peticiones de las partes, el cual se halla garantizado mediante sanciones penales y civiles, agregando que es inútil discutir si dicho deber existe también respecto de las partes, pues es suficiente advertir que éstas tienen frente al juez, como persona, el poder jurídico de ponerlo en la necesidad jurídica de actuar. Las partes tienen, deberes respecto del juez y entre sí. Calamandrei, observa que las obligaciones que el proceso genera a cargo de las partes son obligaciones a favor del Estado, no de la contraparte, como ocurre cuando el ordenamiento jurídico exige a aquéllas que observen en el proceso un cierto comportamiento en interés de la justicia, aún cuando sea contrario a su interés individual, y acompaña ese mandato con sanciones especiales. Advierte, que la obligación procesal de las partes, es en la mayor parte de los casos las llamadas obligaciones de las partes se hallan absorbidas por la figura de la carga procesal.

Conforme al pensamiento de quienes propician la teoría analizada, son sujetos de la relación procesal el juez, por un lado y las partes por el otro, aunque es posible que ingresen a ella otros sujetos, como consecuencia de la intervención voluntaria o forzosa. La relación procesal se constituye mediante la notificación de la demanda al demandado, pero también es necesario que concurran los llamados presupuestos procesales, pues de lo contrario no nace la obligación del juez de pronunciarse  sobre el mérito de la demanda. El desarrollo de la relación procesal tiene lugar a través de los distintos actos que deben cumplir las partes,  y el tribunal, y su fin ocurre, normalmente, en ocasión de la sentencia que se pronuncia sobre el fondo del asunto.


Pero como se anticipara más arriba, no existe uniformidad de criterios acerca de la forma como se constituye la llamada “relación jurídica procesal”. Si bien la construcción triangular, recién descripta, es la que cuenta con mayor número de adherentes, también se la ha concebido como un vínculo constituido solamente entre las partes y como la fusión de dos relaciones jurídicas entre el juez y cada una de las partes, o sea, de la relación que media entre el actor y el Estado y de la relación que media entre el demandado y el Estado, las cuales se hallan estrechamente ligadas porque coinciden en el sujeto de la obligación.


Carnelutti, entiende que el proceso no es una relación jurídica, sinó un complejo de relaciones jurídicas, constituida por poderes y deberes que la ley instituye a favor o a cargo de los agentes que en él intervienen (partes, defensores, oficiales, encargados, terceros).


Goldshmidt  ha negado,  terminantemente, la conclusión de que el proceso contenga una relación jurídica. En primer lugar porque, en su entender, no media relación alguna de índole procesal entre el juez y las partes: el deber de administrar justicia, en efecto, se basa en el derecho público, y sólo engendra para el juez, en caso de incumplimiento, responsabilidades penales o civiles que deben hacerse efectivas fuera del proceso. En segundo lugar, porque no existe  una verdadera obligación de las partes de someterse a la jurisdicción estatal, sino un estado de sujeción que no tiene origen en el proceso sino en la relación general que liga al ciudadano con el Estado.

El punto cardinal de la tesis de Goldshmidt  reside en la destinada función que a su juicio cumplen las normas jurídicas según sea el punto de vista desde el cual se las exime. Así en su función extrajudicial las normas representan imperativos dirigidos a los ciudadanos, siendo deber y derecho, respectivamente, la sujeción a un imperativo y el poder sobre un imperativo.

En su función judicial las normas constituyen  medidas con arreglo a los cuales el juez debe juzgar la conducta y el estado de los ciudadanos, de manera tal que, hallándose pendiente el proceso, aquéllas pierden el carácter de imperativos para asumir el de promesas o amenazas de determinada conducta del juez. El proceso genera, de tal suerte, nuevos nexos jurídicos, que se hallan referidos a la sentencia judicial que las partes esperan: son expectativas de una sentencia favorable o perspectivas de una sentencia desfavorable. No es por lo tanto el proceso una relación jurídica, sino una situación jurídica, la que es definida por Goldshmidt como el estado en que una persona se encuentra desde el punto de vista de la sentencia judicial que se espera con arreglo a las normas jurídicas. Esta situación se concreta en actos u omisiones determinados: así la expectativa de una sentencia favorable depende, por lo general, de la realización de un acto procesal exitoso, aprovechando para ello la existencia  de una posibilidad u ocasión procesal; y por el otro lado, la perspectiva de una sentencia desfavorable depende siempre de la omisión de un acto procesal, razón por la cual, y a fin de evitar el perjuicio que ello importa, incumbe a las partes el cumplimiento de una carga procesal.

El proceso engendra, conforme a la teoría analizada, nuevas categorías jurídicas de carácter  netamente procesal, aunque paralelas al derecho material: esas categorías son los derechos y las cargas procesales.

Son derechos procesales: a) la expectativa de una ventaja procesal, y, por último término, de una sentencia favorable; b) la dispensa de una carga procesal. La carga procesal constituye la necesidad de una determinada actuación para prevenir un perjuicio procesal y, en último término, una sentencia desfavorable. A diferencia de los deberes, que en último término, de una sentencia favorable; y c) la posibilidad de llegar a aquélla situación mediante la realización de un acto procesal. La carga procesal, a su, turno constituye la necesidad de una determinada actuación para prevenir  un perjuicio procesal y, en último término, una sentencia desfavorable.  A diferencia de los deberes, que siempre  imperativos impuestos en el interés de un tercero o de la comunidad, las cargas son imperativos del propio interés. “Como la carga  procesal es un imperativo del interés propio, no hay frente a ella un derecho de adversario o del Estado. Al contrario, el adversario no desea otra cosa sino que la parte no se desembarace de su de su carga fundamental, de probar, de comparecer, etc. Se encuentra aquí el fenómeno paralelo al de los derechos procesales, frente a los cuales no hay obligación. En cambio, existe una relación estrecha entre las cargas procesales de la misma parte, porque cada posibilidad impone a las partes la carga de aprovecharla con el objeto de prevenir su pérdida.

Puede establecerse el principio: la ocasión obliga, o más bien, impone una carga, y la más grave culpa contra sí mismo es dejar pasar la ocasión”.

Guasp considera   que verificándose en el proceso de una correlación de deberes y derechos jurídicos, aquél contiene, en rigor, una multiplicidad de relaciones jurídicas que debe reducirse a una unidad  sólo lo proporciona la figura de la institución.

Dicho autor  entiende por institución al conjunto de actividades relacionadas entre sí por el vínculo de una idea común y objetiva a la que figuran adheridas, sea ésa o no su finalidad individual, las diversas voluntades particulares de los sujetos de quienes proceda aquélla actividad. El proceso,   en el concepto de Guasp, participa de esas características, y es, por lo tanto, una verdadera institución: la idea común y objetiva que en él se observa es la de la satisfacción de una pretensión, y a ella adhieren el juez en su fallo, el actor en su pretensión y el demandado en su oposición, pues todos ellos tratan de satisfacer la reclamación que engendra el proceso, pese a que cada uno entienda de una manera particularmente distinta el contenido concreto que en cada caso debe integrar la satisfacción que se persigue.

El proceso exhibe las características naturales propios de toda institución jurídica, que son: 1°)Respecto de los sujetos la jerarquía, pues aquéllos se encuentran, en el proceso, no en un plano de igualdad o coordinación, sino en un plano de desigualdad o subordinación; 2°) Respecto del objeto su inmodificabilidad u objetividad, pues la voluntad de los sujetos no es susceptible de alterar el esquema objetivo común que el proceso comporta; 3°) Respecto de la actividad su universalidad en cuanto al espacio; su permanencia  en cuanto al tiempo y su elasticidad en cuanto a la forma. 

Si por relación jurídica se entiende el nexo normativo existente entre un deber jurídico y una facultad jurídica, o, en otras palabras, la peculiar correlación que media entre la conducta de un sujeto obligado frente a la conducta de un sujeto de un sujeto pretensor, no parece discutible que el proceso contenga no ya una, sinó diversas relaciones jurídicas.

Existe una relación de esa índole entre el juez y las partes, cuyos términos están dados por el deber que incumbe al primero en el sentido de proveer, lo que en derecho corresponda, a las peticiones que las segundas formulen, en ejercicio del derecho de acción. El juez, por lo tanto, es sujeto pasivo de una relación con las partes, y en tal carácter se halla obligado, frente a ellas y sin perjuicio de la vinculación que lo une al Estado, a llevar a cabo todos los actos que la ley le impone cumplir, con miras al desarrollo y conclusión del proceso.

El proceso también comprueba la existencia de relaciones jurídicas entre las partes, como es, por ejemplo, la que se configura con motivo de la obligación al pago de las costas que puede pesar sobre el vencido en el juicio, y del consiguiente derecho de la parte contraria. Ese tipo de nexos se halla reducido a proporciones mínimas, ya que, por regla general, el cumplimiento de los actos procesales responde a la imposición de cargas. 

Los terceros, finalmente, son también sujetos de relaciones procesales.

La teoría de la situación jurídica constituye, en realidad, una excelente descripción de los procesos dominados por el principio dispositivo, en los cuales la idea de carga reemplaza en medida fundamental al concepto de deber, pues la realización de la mayor parte de los actos con  que aquéllos se integran obedece a la necesidad de asumir una posición ventajosa o de prevenir un perjuicio, ni la explicación referente a los nexos que el proceso crea, ni la conclusión de que éste entraña una situación jurídica son suficientes  para perfilar la autonomía del fenómeno procesal en el ámbito del derecho. No es exacta la afirmación de Goldshmidt en el sentido que en su función extrajudicial las normas se hallen exclusivamente representadas por imperativos, pues estas constituirían, en todo caso, la consecuencia de haberse observado determinados requisitos que el ordenamiento jurídico prevé como simples posibilidades, susceptibles de asumirse autónomamente por los súbditos. No existe, ninguna obligación de observar la forma prescripta para una determinado contrato, por cuanto la ineficacia del negocio contrario a las prescripciones legales no comporta un “entuerto” que justifique la aplicación de sanciones, sino simplemente, la perdida de los beneficios que el ordenamiento jurídico condiciona al cumplimiento de aquélla clase de requisitos. Estos cumplen en el ámbito del derecho privado, una función sustancialmente idéntica a la de las cargas procesales, ya que serían como éstas, “imperativos del propio interés”.

En segundo lugar, tampoco parece ser un fenómeno privativo del proceso la existencia de perspectivas y expectativas a que se refiere Goldshmidt.

Desde que, en efecto, el sentido jurídico de toda sucesión de actos humanos se encuentra pendiente hasta el  momento final, y depende, naturalmente, de lo que los partícipes hagan o dejen de hacer, es claro que mientras se desarrolla esa “totalidad sucesiva”, aquéllos se hallan en una particular situación con respecto al efecto jurídico que persiguen, en la que median expectativas de un efecto jurídico desfavorable.

El proceso por su excesiva generalidad lo priva de utilidad científica y práctica.

Principios Procesales.

Concepto.

Llámese principios procesales las directivas u orientaciones generales en que se inspira cada ordenamiento jurídico procesal. El primado de uno u otro responde a las circunstancias históricas, políticas y sociales vigentes en la comunidad de que se trate. Deben aplicarse con criterio despierto y actual estos principios.

Cumplen fundamentalmente las siguientes funciones: 1°) Sirven de bases previas al legislador para estructurar las instituciones del proceso en uno u otro sentido; 2°) Facilitan el estudio comparativo de los diversos ordenamientos procesales actualmente vigentes, así como también los que rigieron en otras épocas; 3°) Constituyen instrumentos interpretativos de inestimable valor.


Aunque no exista acuerdo entre los autores acerca del número y de la individualización de los principios procesales, a continuación se han de analizar particularmente los de disposición, contradicción, escritura, publicidad, preclusión, economía procesal y adquisición, sin perjuicio de dar luego una somera noticia de otros principios.

El Principio Dispositivo.


Llámese principio dispositivo a aquél en cuya virtud se confía a la actividad de las partes tanto el estímulo de la función judicial como la aportación de los materiales sobre los cuales ha de versar la decisión del juez. La vigencia de éste principio se manifiesta en los siguientes aspectos: iniciativa, disponibilidad del derecho material, impulso procesal, delimitación del thema decidendum, aportación de hechos y aportación de la prueba.

a) Iniciativa. El proceso civil sólo puede iniciarse a instancia de parte. Este principio está consagrado explícitamente en la ley n° 27 (art. 2) y surge del contexto del CPN.

b) Disponibilidad del hecho material. El órgano judicial se halla vinculado por las declaraciones de voluntad de las partes relativas a la suerte de aquél o tendientes a la modificación o extinción de la relación del derecho material en la cual se fundó la pretensión. También el demandado está facultado para allanarse a la pretensión del actor, y ambas partes para transigir, conciliarse, o someter el pleito a la decisión de jueces o árbitros, o de amigables componedores.

c) Impulso procesal. Consiste en la actividad que es menester cumplir para que, una vez puesto en marcha el proceso mediante la interposición de la demanda, aquél pueda superar los distintos períodos de que se compone y que lo conducen hasta la decisión  final. La doctrina suele referirse  al os principios de impulso de parte y de impulso oficial, según que, respectivamente, la actividad proceda de las partes o del tribunal, aunque sin dejar de reconocer la estrecha vinculación que el primero guarda con el principio dispositivo. En ese sentido el art. 36, inc. 1, dispone que aún sin requerimiento de parte, los jueces y tribunales podrán “tomar medidas tendientes a evita la paralización  del proceso”, a cuyo efecto, “vencido un plazo, se haya ejercido o no la facultad que corresponda; se pasará a la etapa siguiente en el desarrollo procesal, disponiendo de oficio las medidas necesarias”.

d) Delimitación del “thema decidendum”. Impone que sean las partes, exclusivamente, quienes determinen el thema decidendum, debiendo el juez, por lo tanto, limitar su pronunciamiento a las alegaciones formuladas por aquéllas en los actos de constitución del proceso. El art. 163, inc. 6°, CPN, al prescribir que la sentencia definitiva deberá contener “la decisión expresa, positiva y precisa, de conformidad con las pretensiones deducidas en el juicio.

e) Aportación de los hechos. La aportación de los hechos en que las partes fundan sus pretensiones y defensas constituye una actividad que le es privativa, estando vedada al juez la posibilidad de verificar la existencia de hechos no afirmados por ninguno de los litigantes. No ocurre lo mismo con la determinación de las normas jurídicas aplicables al caso, pues en lo que en este aspecto concierne debe atenerse a su conocimiento del orden jurídico vigente, con prescindencia de las invocaciones legales que hubieren formulado las partes. (iuria novit curia)

f) Aportación de la prueba. Exigiría que la posibilidad de aportar la prueba necesaria para acreditar los hechos controvertidos se confiase exclusivamente a la  actividad de las partes, aún las leyes procesales más firmemente adheridas a ese principio admiten, en forma concurrente con dicha carga, aunque subordinada a ella, la facultad de los jueces para completar o integrar, ex officio, el material probatorio del proceso. El CPN, en su art. 36, inc. 2°, b), autoriza a los jueces y tribunales a “ordenar las diligencias necesarias para esclarecer la verdad de los hechos controvertidos, respetando el derecho de defensa de las partes” y a “decidir en cualquier estado de la causa la comparecencia de testigos con arreglo a lo que dispone el art. 452, peritos y consultores técnicos, a interrogarlos acerca de lo que creyeren necesarios”.

Principio de Contradicción.

 Llamado también de bilateralidad o de controversia, deriva de la cláusula constitucional que consagra la inviolabilidad de la defensa en juicio de la persona y de los derechos  de la persona y de los derechos ( CN art, 18).

Implica la prohibición de que los jueces dicten alguna resolución sin que previamente hayan tenido oportunidad de ser oídos quienes pudieran verse directamente afectados por ella.

La vigencia del principio requiere fundamentalmente que las leyes procesales acuerden, a quienes pudieren encontrarse en aquella situación, una suficiente y razonable oportunidad de ser oídos y de producir pruebas.

Tanto razones de urgencia como obvios imperativos de efectividad, requieren que las medidas  cautelares se decreten inaudita parte e igualmente, la misma naturaleza del proceso de ejecución excluye la posibilidad de que en él se deduzcan defensas o excepciones atinentes a la relación de derecho sustantivo o fundadas en circunstancias anteriores a la creación del titulo ejecutivo o ejecutorio y en el caso de los procesos de ejecución la ley acuerda, tanto al ejecutante como al ejecutado, la facultad de promover un juicio de conocimiento posterior en el que no rigen las restricciones precedentemente señaladas. (CPN, art. 553)

Principio de Escritura.
Se contrapone con el de oralidad, el juez o tribunal conoce las pretensiones y peticiones de las partes a través de actos “escritos”.

Pero en realidad, es difícil concebir hoy un proceso oral que admita en  algún grado la escritura, ni un proceso escrito que no admita en algún grado la oralidad.

El principio de oralidad requiere, sustancialmente, que la sentencia se funde tan sólo en aquéllas alegaciones que hayan sido verbalmente expresadas por las partes ante el tribunal de la causa. Por ello no excluye totalmente la necesidad de la escritura. En los sistemas legales regidos por el principio de oralidad, deben redactarse por escrito los actos preparatorios del examen de la causa, aunque las declaraciones contenidas en ellos, para ser jurídicamente eficaces, deben ser oralmente confirmadas en la audiencia. Cabe la posibilidad de modificar, rectificar e incluso abandonar, en dicho acto, las declaraciones anunciadas en los escritos preparatorios. También constituyen aplicación del principio de escritura, en el proceso oral, la documentación que debe realizarse de las declaraciones formuladas y de las pruebas recibidas en la audiencia, en aquellos regímenes procesales que instituyen, además, la doble instancia judicial.

El ordenamiento procesal vigente, pese a adherir al principio de escritura, tampoco descarta que ciertos actos procesales se realicen en forma oral. La oralidad, en tales supuestos, puede ser actuada, como ocurre con la prueba de absolución de posiciones, en la cual las declaraciones del confesante deben ser  extendidas en actas por el secretario “a medida que se presten, conservando en cuanto sea posible  el lenguaje de los que hubiesen declarado” (CPN, art.416) o cuando los peritos, en razón de su naturaleza de la diligencia, estén en condiciones de dar su dictamen en audiencia (CPN, art. 472); y puede ser simple, como sucede cuando los litigantes informan in voce ante las cámaras de apelaciones (CPN, art. 264).

Según Kisch: “ Los dos tienen sus ventajas e inconvenientes. el de la escritura tiene a su favor la mayor seguridad que proporciona el que las declaraciones queden fijas y permanentes, de suerte que en  cualquier momento pueden ser reconstruidas y examinadas. Pero en cambio, la reducción a escrito exige mucho tiempo, la lectura es incómoda y la sustanciación se hace pesada  por el continuo traslado de escritos de las partes al tribunal y de aquéllas entre sí.

Principio de Publicidad.

El principio de publicidad comporta la posibilidad de que los actos procesales sean presenciados o conocidos incluso por quienes no participan en el proceso como partes, funcionarios o auxiliares.   Ha sido adoptado por la mayor parte de las leyes procesales civiles modernas, y reconoce su fundamento en la conveniencia de acordar a la opinión pública un medio de fiscalizar la conducta de magistrados y litigantes. Por ello, aparte de cumplir una función educativa en cuanto facilita la divulgación de las ideas jurídicas, sirve para elevar el grado de confianza de la comunidad en la administración de justicia.

Desde luego, que es en los procesos orales donde este principio puede alcanzar su máxima efectividad.

Pero también ha sido adoptado  por las leyes dominadas por el principio de escritura: “Las audiencias serán públicas- dice el art. 125, inc. 1°, del CPN-a menos que los jueces o tribunales, atendiendo a las circunstancias del caso, dispusieren lo contrario mediante resolución fundada”.

La determinación de las causales de excepción queda librada en cada caso al prudente arbitrio de los jueces, contra cuyas resoluciones en tal sentido –que deben ser fundadas- no cabe recurso alguno, salvo que mediante ellas se excluyere la competencia de alguna de las partes, de sus letrados o apoderados.

Establece sobre el punto el Reglamento para la Justicia Nacional: “Podrán revisar los expedientes: a) Las partes, sus abogados, apoderados, representantes legales y los peritos designados en el juicio. También podrán hacerlo las personas autorizadas debidamente por los abogados, procuradores, y por los representantes de la Nación, de las provincias, de las municipalidades y de las reparticiones autárquicas; b) Cualquier abogado o procurador, aunque no intervenga en el juicio, siempre que justifique su calidad de tal cuando no fuese conocida; c) Los periodistas con motivo del fallo definitivo de la causa” (art. 63). Exceptúase de los incisos b y c del articulo precedente: a) los expedientes que contengan actuaciones administrativas que tengan carácter reservado; b) los expedientes referentes a cuestiones de derecho de flia. ( divorcio, filiación, nulidad de matrimonio, pérdida de la patria potestad, alimentos, insana, etc.), así como aquellos cuya reserva se ordene especialmente” (art. 64). “Los particulares que deseen ver un expediente en el que no sean partes, deberán hacerse acompañar por alguna de las personas mencionadas en el art. 63, salvo las excepciones por la jurisprudencia”. (art. 65).

El Principio de Preclusión.

Hay dos principios básicos: el de unidad de vista o de indivisibilidad y el de preclusión. De acuerdo con el primero, de cuya aplicación suministra un ejemplo la ordenanza procesal civil alemana, los distintos actos que integran el proceso no se hallan sujetos a un orden consecutivo riguroso, de manera que las partes puedan, hasta el momento en que el tribunal declara al asunto en condiciones de ser fallado, formular peticiones, oponer defensas y proponer elementos probatorios que no se hicieron valer en el período anterior. Según el segundo que tiene raíz histórica en el proceso romano canónico y es el que domina en nuestro ordenamiento jurídico, el proceso se halla articulado en diversos períodos o fases dentro de cada uno de los cuales deben cumplirse uno o más actos determinados que se cumplen fuera de la nulidad de tiempo que les está asignada.

Por efecto de la preclusión adquieren carácter firme los cumplidos dentro del período o sección pertinente, y se extinguen las facultades procesales que no se ejercieron durante el transcurso. La falta de presentación de la prueba documental con los escritos de demanda, reconvención o contestación de ambas impide aportar esa clase de prueba en una oportunidad posterior, las excepciones previas deben oponerse, en el proceso ordinario, dentro de los primeros diez días del plazo para contestar la demanda, no siendo admisible que con posterioridad, se reproduzcan las ya deducidas, o se deduzcan otras que no fueron planteadas en su momento; la falta de interposición de un recurso dentro del plazo respectivo produce la extinción de la facultad pertinente y lo decidido adquiere carácter firme, etc.

Tras definir a la preclusión como la pérdida, o extinción, o consumación de la facultad procesal. Tales situaciones pueden ser consecuencia de:

1°) no haberse observado el orden señalado por la ley para su ejercicio, como los plazos perentorios o la sucesión legal de las actividades y las excepciones;

2°)  haberse realizado una actividad incompatible con el ejercicio de la facultad, como la proposición de una excepción incompatible con otra, o el cumplimiento de un acto incompatible con la intención de impugnar una sentencia;

3°) haberse ejercitado ya válidamente una vez la facultad.

El concepto de preclusión no debe confundirse con el de la cosa juzgada. La incontestabilidad futura del derecho reconocido por una sentencia definitiva; incontestabilidad que puede hacerse valer en el proceso que aquélla se dictó o en cualquier otro proceso. El carácter definitivo de la sentencia supone, necesariamente, una preclusión, que se halla representada, en el caso, por la pérdida o consumación de  las impugnaciones de que aquélla pueda ser objeto. “La relación, pues, entre cosa juzgada y preclusión de cuestiones puede formularse así: la cosa juzgada es un bien de la vida reconocido o negado por el juez; la preclusión de cuestiones es el expediente del que se sirve el derecho para garantizar al vencedor el goce del resultado del proceso”.

El Principio de Economía Procesal.

Este principio es compresivo de todas aquellas previsiones que tienden a la abreviación y simplificación del proceso, evitando que su irrazonable prolongación haga inoperable la tutela de los derechos e intereses comprometidos con él. Constituyen variantes de este tipo de  principio los de concentración, eventualidad, celeridad y saneamiento.

El principio de concentración apunta a la abreviatura  del proceso mediante la reunión de toda la actividad procesal en la menor cantidad de actos, y a evitar, por consiguiente, la dispersión de dicha actividad.

Tiene vigencia, en los procesos orales, aun cuando no es incompatible con aquellos regidos por el principio de escritura, en los cuales su aplicación contribuye a eliminar inútiles dispendios de la actividad. El CPN lo consagra con carácter general, en tanto instituye como uno de los deberes de los jueces el de “concentrar en un mismo acto o audiencia todas las diligencias que sea menester realizar” (art.34, inc.5°). Ejemplos de aplicaciones particulares de  este principio se encuentran, en otras hipótesis, en la concentración de las audiencias de prueba (art. 368), de la intimación de pago, embargo y citación para defensa en juicio ejecutivo (art. 542) y del ofrecimiento de toda prueba en los escritos iniciales de los incidentes (arts. 178 y 180), de las excepciones previas (arts. 349 y 350) y de los procesos sumario y sumarísimo. (arts. 486 y 498).

El principio de eventualidad es aquél en cuya virtud todas las alegaciones que son propias de cada una de los períodos preclusivos  en que se divide el proceso puedan plantearse en forma simultánea y no sucesiva, de manera tal que, en el supuesto de rechazarse una de ellas, pueda obtenerse un pronunciamiento favorable sobre la otra u otras, que quedan planteadas in omnen eventum.

El principio de celeridad está representado por las normas que impiden la prolongación de los plazos y eliminan trámites procesales superfluos u onerosos. Son múltiples las disposiciones que el CPN contiene en este sentido.

Introduce numerosas normas que configuran concreta aplicación de este principio, como son las contenidas, entre otros, en los arts. 41, 120, 152, 153, 154, 247, 346, y 379.

El principio de saneamiento, denominada también de expurgación, es aquél en virtud del cual se acuerdan al juez facultades suficientes para resolver, in limine, todas aquéllas cuestiones susceptibles de entorpecer el pronunciamiento sobre el mérito de la causa, o de determinar, en su caso la inmediata finalización o a abreviación del proceso.

 El Principio de Adquisición.

Si bien las cargas de la afirmación de la prueba se hallan distribuidas entre cada una de las partes, los resultados de la actividad que aquéllas realizan en tal sentido se adquieren para el proceso en forma invocable, revistiendo carácter común a todas las partes que en él intervienen.

De acuerdo con éste principio todas las partes vienen a beneficiarse o a perjudicarse por igual con el resultado de los elementos aportados a la causa por cualquiera de ellas.

Otros Principios Procesales.

El principio de inmediación es aquél que exige el contacto directo y personal del juez  o tribunal con las partes y con todo el material del proceso, excluyendo cualquier medio indirecto de conocimiento judicial. Pese a las restricciones que la vigencia de este principio sufre en los procesos escritos, el CPN instituye, como regla, el deber de los jueces de asistir a las audiencias de prueba y suprime el principio de la recepción de la prueba testimonial de los secretarios.

Dicho ordenamiento supedita la nulidad del acto, en caso de incumplimiento de ese deber, al requisito de que cualquiera de las partes haya solicitado la asistencia del juez con anticipación no menor de dos días a la celebración de la audiencia (art. 34, inc. 1°, modificado por la ley 22.434). Esta ley introdujo como 125 bis del CPN una norma en cuya virtud “las audiencias de posiciones serán tomadas personalmente, por el juez, bajo sanción de nulidad”.

El principio de legalidad de las formas excluye la posibilidad de que las partes convengan libremente los requisitos de forma, tiempo y lugar a que han de hallarse sujetos los actos procesales, pues tales requisitos se encuentran predeterminados por la ley. Está limitado, por la existencia de normas dispositivas y es inaplicable en los procesos de árbitros y amigables componedores (CPN, arts. 741, inc. 1° y 769).

Se funda sustancialmente en la consideración de la idoneidad de los actos procesales desde el punto de vista de la finalidad que en cada caso están llamados a cumplir, sin que la inobservancia de las formas, por sí sola, pueda dar lugar a la nulidad. El CPN consagra este principio en el art. 169.

Distintas Clases de Procesos.

Generalidades.

Según la naturaleza del órgano interviniente, el proceso puede ser judicial o arbitral. El primero a su vez, puede dividirse en contencioso o voluntario, según tenga por objeto, respectivamente, la resolución de un conflicto o el otorgamiento de autenticidad o eficacia a un estado o relación jurídica.

El proceso judicial contencioso, a su turno, puede clasificarse de acuerdo con la finalidad de la pretensión que lo origina (declaración, de ejecución y cautelar) y con su estructura (ordinario y especiales).

Cabe finalmente, una clasificación general del proceso judicial atendiendo a su singularidad o universalidad.

Procesos Judiciales Arbitrales.


La ley admite la posibilidad de que las partes sometan la decisión de sus diferencias a uno o más jueces privados, llamados árbitros, o amigables componedores, según que, respectivamente, deban o no sujetar su actuación a normas determinadas y fallar con arreglo a las normas jurídicas.

Toda cuestión entre partes, salvo las que estén expresamente, excluidas, “podrá ser sometida a la decisión de jueces o árbitros, antes o después de deducida en juicio y cualquiera fuere el estado de éste”, pudiendo tal sujeción ser convenida en el contrato o en un acto posterior (CPN, art. 736). Igual principio rige tratándose de amigables componedores ( CPN, art. 766).

De la norma contenida en el 766 se sigue, en primer lugar, pues es ajena a los árbitros y a los amigables componedores toda función procesal voluntaria, pues exige, para la viabilidad del proceso arbitral, el planteamiento de un conflicto entre partes. El carácter de imperium, les está vedada a los árbitros y amigables componedores la actividad ejecutiva y cautelar (CPN, art. 737).

No pueden comprometerse en árbitros, bajo pena de nulidad, las cuestiones que no pueden ser objeto de transacción (CPN, art. 737).

Procesos Contenciosos y Voluntarios.


Se denomina contencioso al proceso que tiende a la obtención de un pronunciamiento que dirima un conflicto u oposición de intereses suscitados entre dos personas que revisten calidad de partes. Tiene por objeto una pretensión, siendo indiferente que el demandado se oponga a ella o que rehuya la discusión o la controversia, ya sea no compareciendo al proceso (rebeldía) o a través del expreso reconocimiento de los hechos invocados por el actor (allanamiento).

En el proceso voluntario los órganos judiciales cumplen la función consistente en integrar, constituir o acordar eficacia a ciertos estados o relaciones jurídicas privadas. Su objeto se halla configurado por una o más peticiones extracontenciosas y sus sujetos privados se denominan peticionarios o solicitantes.

El CPN incluye entre procesos voluntarios a los de mensura, autorización para contraer matrimonio, tutela y curatela, copia y renovación de títulos, autorización para comparecer en juicio y ejercer actos jurídicos, examen de libros por el socio y reconocimiento, adquisición y venta de mercaderías.

Procesos de Declaración, de Ejecución y Cautelares.

El proceso de declaración, llamado también de conocimiento o de cognición, es aquél que tiene como objeto una pretensión tendiente a lograr que el órgano judicial (o arbitral) dilucide y declare, mediante la aplicación de las normas pertinentes a los hechos planteados y (eventualmente) discutidos, el contenido y alcance de la situación jurídica existente entre las partes. El contenido se halla representado por una declaración de certeza sobre la existencia o inexistencia del derecho pretendido por el actor.

El proceso de ejecución tiene por finalidad hacer efectiva la sanción impuesta por la anterior sentencia de condena que, como tal, impone al vencido la realización u omisión de un acto, cuando éste no es voluntariamente realizado u omitido por aquél.

En la legislación procesal argentina constituyen procesos mixtos, por cuanto constan de un período declarativo de conocimiento destinado al planteamiento y examen de ciertas defensas.

El proceso cautelar tiende a impedir que el derecho cuyo reconocimiento o actuación se pretende obtener a través de un proceso (de conocimiento o ejecución),  pierda su virtualidad o eficacia durante el tiempo que transcurre entre su iniciación y el pronunciamiento de la sentencia que le pone fin (desaparición de los bienes del presunto deudor, o modificación de la situación de hecho existente al tiempo de deducirse la pretensión).

La característica fundamental de este tipo de procesos consiste en que carecen de autonomía, pues su finalidad se reduce a asegurar el resultado práctico de la sentencia que debe recaer en otro proceso.

Proceso Ordinario y Procesos Especiales.

Desde el punto de vista estructural corresponde distinguir el proceso ordinario de los procesos especiales.

Al primero el art. 319 en tanto que dispone: “ Principio general. Todas las contiendas judiciales que no tuvieren señalada una tramitación especial, serán ventiladas en juicio ordinario, salvo cuando este Código autoriza al juez a determinar la clase de proceso aplicable.”

El proceso ordinario (que es siempre contencioso y de conocimiento) está estructurado atendiendo a que la ley le asigna la posibilidad de que en él se planteen y decidan, en forma definitiva, la totalidad de las cuestiones jurídicas que pueden derivar de un conflicto entre partes. Consta fundamentalmente de tres etapas: introductiva o de planteamiento, probatoria y decisoria.

Los procesos especiales son aquéllos procesos judiciales contenciosos que se hallan sometidos a trámites específicos, total o parcialmente distintos a los del proceso ordinario. Se caracterizan por la simplificación de sus dimensiones temporales y formales, por la mayor celeridad con que son susceptibles de sustanciarse y resolverse. Pueden clasificarse en plenarios rápidos o abreviados y sumarios.

Los plenarios rápidos son aquéllos cuya simplicidad formal no obsta al conocimiento judicial exhaustivo del litigio, el cual resulta decidido, por consiguiente, en forma total y definitiva. Solo se diferencian, por lo tanto, de los ordinarios desde el punto de vista de su simplicidad formal, la que está dada, generalmente, por la escasa cuantía de las cuestiones debatidas o por la presunta facilidad con que pueden resolverse.

A ésta categoría pertenecen los procesos denominados sumario y sumarísimo.

En los procesos sumarios propiamente. Dichos, a diferencia de lo que ocurre con los “plenarios rápidos”, la simplicidad de las formas está determinada por la fragmentariedad o por la superficialidad impuesta al conocimiento judicial.

En el segundo lugar figuran los procesos cautelares, en los que sólo se requiere la justificación de la apariencia o verosimilitud del derecho invocado, por cuya razón su característica fundamental es la máxima simplicidad formal.

Procesos Singulares  y Universales.


Los primeros son aquellos cuyo objeto consiste en una o más pretensiones o peticiones referentes a hechos, cosas o relaciones jurídicas específicamente determinadas. Los segundos, son los que versan sobre la totalidad de su patrimonio, con miras a su liquidación y distribución. Le es inherente el llamado fuero de atracción, en cuya virtud los jueces que conocen en ellos tienen competencia con respecto a los procesos pendientes o que se promuevan contra el caudal común.

En nuestro derecho son procesos universales el sucesorio y el concursal, los que se hallan respectivamente regulados por el CPN y por la ley 19.551.

UNIDAD 5.  SUJETOS PROCESALES.

El Juez.
Concepto y Caracteres.
La administración de justicia, hállase confiada a determinados órganos del estado, cada uno de los cuales se compone de un conjunto o agregado de personas cuyas actividades concurren al cumplimiento integral de la función judicial.

La más trascendente de esas actividades incumbe al juez o, eventualmente, a varios jueces, según se trate, de un órgano unipersonal (juzgado) o colegiado (tribunal). Las restantes actividades como son por ejemplo, las referentes a la custodia de expedientes o documentos, o a las notificaciones revisten carácter secundario o instrumental respecto de aquéllas, y se hallan encomendadas a quienes cabe denominar auxiliares  de los jueces.

Solamente en los jueces reside la potestad que le imprime a dichos órganos un sentido específico dentro de nuestro régimen institucional de división de poderes, potestad que consiste en juzgar determinada clase de conflictos, sea originariamente o mediante revisión de lo resuelto por funcionarios u organismos administrativos.

Los jueces nacionales revisten los siguientes caracteres:

1°) son permanentes, pues el art. 18 de la CN ha proscrito los juicios por comisiones especialmente designados para un caso determinado, aunque, esta cualidad no apunta a los jueces como personas físicas sino a los órganos que integran, ya que aquéllos pueden cambiar por renuncia, jubilación, fallecimiento o remoción.

2°) son sedentarios, que solo pueden cumplir sus funciones dentro de la circunscripción territorial establecida como sede del respectivo juzgado. Hacen excepción a ésta regla los jueces de la cámara nacional electoral, quienes pueden trasladar su sede temporariamente a otros distritos.

3°) son inamovibles, por cuanto, sin perjuicio de la caducidad y duración limitada de sus designaciones por razones de edad, conservan sus empleos mientras dure su buena conducta y no pueden ser separados del cargo sino por juicio político. (CN, arts. , 99, inc. 4° y 110).

4°) son letrados, pues constituye requisito de su designación la posesión del título de abogado.

Modos de Designación y Requisitos.
Corresponde distinguir, de acuerdo con la reforma constitucional operada en 1994, según se trate de los magistrados de la corte suprema de justicia o de los que integran los tribunales inferiores.

Los primeros, deben ser designados por el presidente de la nación con acuerdo del senado por dos tercios de sus miembros presentes, en sesión pública convocada al efecto (CN, art. 99, inc. 4°)

También incumbe al presidente de la nación el nombramiento de los jueces integrantes de los tribunales inferiores, aunque con la diferencia de que debe hacerlo sobre la base de una propuesta en terna vinculante emitida por el consejo de la magistratura, entidad a regularse mediante ley especial y que deberá integrarse de modo de procurar equilibrio entre la representación de los órganos políticos resultantes de elección popular, de los jueces de todas las instancias y de los abogados de la matricula nacional, requiriéndose que también lo integren otras personas del ámbito académico y científico, en el modo y forma que indique la mencionada ley (CN, art 114).

Otra variante reside en el hecho de que el acuerdo del senado, si bien debe prestarse en sesión pública en la que corresponde tener en cuenta la idoneidad de los candidatos, no exige un quórum especial. (art. 99 CN).

En relación con todos los jueces nacionales es, sin embargo, necesario un nuevo nombramiento para mantenerlos en el cargo una vez que cumplan la edad de sesenta y cinco años. Asimismo todos los nombramientos de magistrados cuya edad sea la indicada o mayor deben hacerse  por cinco años, y podrán repetirse indefinidamente por el mismo trámite.

Para ser juez de la corte suprema de justicia se requiere ser ciudadano argentino, abogado graduado en Universidad Nacional, con 8 años de ejercicio y tener las calidades exigidas para ser senador, o sea, treinta años de edad, haber sido seis años ciudadano de la nación y disponer de una renta anual de 2000 pesos fuertes o de una entrada equivalente.

Para ser juez de la cámara nacional de casación penal, de las cámaras nacionales de apelaciones y de los tribunales orales se requiere ser ciudadano argentino, abogado con título que tenga validez nacional, con 6 años de ejercicio de la profesión o función judicial que requiera el título indicado y treinta años de edad. Los mismos requisitos de ciudadanía y título se requieren para ser juez nacional de primera instancia, bastando 4 de ejercicio y 25 de edad.

Deberes.

El deber primario y fundamental de los jueces es el de administrar justicia cada vez que tal actividad les sea requerida en un caso concreto. Existe un deber de ejercer la actividad  judicial, que es correlativo del derecho que incumbe alas partes en sentido de que sus peticiones sean resueltas o proveídas, independientemente del contenido de la respectiva decisión.

El art. 34, inc 3 del CPN establece que los jueces deben dictar las resoluciones con sujeción a los siguientes plazos: a) Las providencias simples dentro de los tres días de presentadas las peticiones por las partes o el vencimiento del plazo conforme a lo prescripto en el art. 36, inc. 1, e inmediatamente si debieran ser dictadas en una audiencia o revistieran carácter de urgente; b) Las sentencias definitivas en juicio ordinario, salvo disposición en contrario, dentro de los 40 o 60  días según se trate de juez unipersonal o de tribunal colegiado. El plazo se computará, en el primer caso, desde que el llamamiento de autos para sentencia quede firme; en el segundo, desde la fecha de sorteo de expediente; c) La sentencia definitiva en juicio sumario, según se trate de juez unipersonal o tribunal colegiado. El plazo se computará en la forma establecida en la letra b); d) Las sentencias definitivas en el juicio sumarísimo dentro de los quince o veinte días de quedar el expediente a despacho en el caso del art. 321, inc. 1°, y de los diez o quince días en los demás supuestos, según se trate de juez unipersonal o de tribunal colegiado; e) Las sentencias interlocutorias y las senteì
a condición de órganos de aplicación de aplicación de derecho vigente, va entrañablemente unida la obligación legal de los jueces de fundar sus sentencias y que la exigencia de que las decisiones judiciales tengan fundamentos serios reconoce raíz constitucional.

Incumbe a los jueces dirigir el procedimiento, debiendo, dentro de los límites expresamente establecidos en el código: 1) Concentrar, en lo posible, en un mismo acto o audiencia todas las diligencias que sea menester realizar. 2) Señalar, antes de dar trámite a cualquier petición, los defectos u omisiones de que adolezcan, ordenando que se subsanen dentro del plazo que fije, y disponer de oficio toda diligencia que fuere necesaria para evitar nulidades. 3) Mantener  la igualdad de las partes en el proceso. 4) prevenir y sancionar todo acto contrario al deber de lealtad, probidad y buena fe. 5) Vigilar  para que en la tramitación de la causa se procure la mayor economía procesal. Igualmente deben los jueces declarar, en oportunidad de dictar sentencias definitivas, la temeridad o malicia en que hubieren incurrido los litigantes o profesionales intervinientes.

En materia civil les está vedado a los jueces proceder de oficio. La regla, expresamente consagrada en el art. 2 de la ley 27, surge asimismo del contexto del CPN
, especialmente de la norma contenida en el art. 163, inc 6, en cuya virtud la sentencia definitiva debe contener decisión expresa, positiva y precisa, con arreglo a las pretensiones deducidas en juicio. La regla no es aplicable con respecto al derecho, pues de conformidad con el ppio. iuria novit curia  incumbe a los jueces la facultad de calificar jurídicamente los hechos de la causa, con prescindencia de la norma o de las normas invocadas por las partes. Existen, disposiciones expresas que autorizan al juez,  durante el desarrollo del proceso, a pronunciarse sin que medie petición de parte, por ej., en los casos en que su incompetencia resulte de los términos de la demanda.

“Los jueces de 1° instancia (art. 1 del decreto-ley 1285/58) concurrirán a su despacho todos los días hábiles, durante las horas que funcione el tribunal. Los jueces de la corte suprema, de la cámara nacional de casación penal, de las demás cámaras nacionales de apelación y de los tribunales orales lo harán los días y horas  que el respectivo tribunal fije para los acuerdos y audiencias”.

La proximidad entre la residencia de los jueces y el asiento del juzgado o tribunal en que desempeñen sus funciones, constituye una exigencia fundada  en la necesidad de que aquéllos se encuentren en condiciones de concurrir con prontitud a sus despachos siempre que el tratamiento de alguna cuestión urgente así lo requiera. El art. 10 del decreto 1285/58, conforme a la cual “los jueces residirán en la ciudad en que ejerzan sus funciones o en un radio hasta 60 Km de la misma. Para residir a mayor distancia, deberán recabar autorización de la corte suprema”.

Facultades.

Tanto los tribunales nacionales, como, los provinciales, tienen la facultad de declarar la inconstitucionalidad de las leyì¥Á
el ejercicio de sus funciones, aplicando la CN como ley suprema de la 
Nación, las leyes que haya sancionado o sancione el congreso, los tratados con naciones extranjeras, las leyes particulares de las provincias, las leyes generales que han regido anteriormente a la nación y los principios del derecho de gentes, según lo exijan respectivamente las causas que se sujeten a su conocimiento, en el orden de prelación que va establecido.

Ésta  facultad reconoce dos limitaciones fundamentales, que son: 1) La prohibición de declarar de oficio la inconstitucionalidad de las leyes nacionales.  

La corte suprema ha dicho al respecto, “Que si bien la constitución, las leyes de la nación que en su consecuencia se dicten por el congreso y los tratados con potencias extranjeras, son ley suprema de la nación conforme a lo preceptuado por el art. 31 de la carta fundamental de la nación, ello no significa que los jueces puedan declarar de oficio la inconstitucionalidad de las leyes vigentes sancionadas por el congreso, porque como lo tiene reiteradamente declarado la corte, es condición esencial de la organización del poder judicial, el que no le sea posible controlar con su propia iniciativa, los actos legislativos, ni aún los actos administrativos que, por serlo, tienen en su favor una presunción de constituir el ejercicio legítimo de la actividad administrativa y, por consiguiente, toda invocación de nulidad contra ellos debe necesariamente ser alegada y probada en juicio”. En otros precedentes, aparte de aludir a la presunción de validez de los actos estatales, el mismo tribunal dijo que sólo condicionando la declaración de inconstitucionalidad al pedido expreso de parte mantiene el equilibrio entre los poderes y no se quiebra  por la absorción del poder judicial en desmedro de los otros;  2°) El deber de los jueces de respetar los actos de los otros poderes del estado que signifiquen, por parte de éstos, el ejercicio de facultades privativas.

En el art. 36 del CPN, confiere a los jueces diversas facultades ordenatorias e introductorias.

Entre las primeras figuran las de: 1) tomar medidas tendientes a evitar la paralización del proceso (inc. 1°); 2°) corregir errores materiales, aclarar conceptos oscuros o suplir cualquier omisión acerca de las pretensiones discutidas en el litigio siempre que la enmienda, aclaración o arreglo no altere lo sustancial de la decisión, y ésta no hubiese sido notificada a las partes (inc. 3°); y 3°) disponer,, en cualquier momento,  y sin perjuicio del deber  que les impone el art. 360, inc. 5° CPN en su actual versión, la comparecencia personal de las partes para intentar una conciliación (inc. 2°, a().

Entre las facultades introductorias, la norma citada prevé las siguientes:

1) Ordenar las diligencias necesarias para esclarecer la verdad de los hechos controvertidos, respetando el derecho de defensa de las partes (inc. 2°);

2) Disponer en cualquier momento, la comparecencia personal de las partes para requerir las explicaciones que estimen necesarias al objeto del pleito (inc. 2, a();

Decidir en cualquier momento la comparecencia de los testigos, peritos y consultores técnicos para interrogarlos acerca de todo aquello que creyeren necesario (inc. 2°, b();

Mandar que se agreguen los documentos existentes en poder de las partes o de los terceros, en los términos de los art. 387 a 389 (inc. 2°, c().

En virtud de las facultades disciplinarias que la ley acuerda a los jueces para mantener el decoro y buen orden de los juicios que tramitan ante sus estrados, aquéllos hállanse autorizados para: 1°) Mandar que se teste toda frase injuriosa o redactada en términos indecorosos u ofensivos; 2°) Excluir de las audiencias a quienes perturben indebidamente su curso; 3°) Aplicar  las correcciones disciplinarias autorizadas por el código, la ley orgánica y el reglamento para la justicia nacional (art. 35). A su turno el art. 18 del decreto-ley 1285/58 autoriza a los tribunales colegiados y jueces de 1 instancia a imponer arresto personal hasta de cinco días, así como las sanciones de prevención, apercibimiento y multa que no exceda de una suma determinada, a los abogados, procuradores y otras personas que cometieren faltas del tipo de las antes mencionadas.

Incompatibilidades.

Es imposible el ejercicio de la magistratura judicial “con toda actividad política”.

La prohibición de “estar afiliados a partidos políticos” o de “actuar en política”.

El art. 22 del cod. de com., prohíbe  a los jueces el ejercicio del comercio dentro del territorio donde ejercen su autoridad y jurisdicción con título permanente, agregando el art. 23 de dicho código que la prohibición no comprende la facultad de dar dinero a interés, con tal que no se haga de ello profesión habitual, ni tampoco la de ser accionista de sociedades comerciales, siempre que no tomen parte de la gerencia administrativa.

También es incompatible el ejercicio de la magistratura judicial con “la realización de cualquier actividad profesional, salvo cuando se trate de la defensa de los intereses personales, del cónyuge, de los padres y de los hijos”. 
“A los jueces de la nación, les está prohibido   practicar juegos de azar o concurrir habitualmente a lugares destinados a ellos, o ejecutar actos que comprometan la dignidad del cargo”.

“No podrán ser, simultáneamente, jueces del mismo tribunal colegiado, parientes o afines dentro del cuarto grado civil. En caso de afinidad sobreviniente, el que la causare abandonará el cargo.”

Garantías.

Cuentan con dos garantías: la inamovilidad y la intangibilidad de sus retribuciones.

La inamovilidad significa, que los jueces no pueden ser separados de sus cargos o cesar en el ejercicio de sus funciones sino cuando median algunas de las circunstancias  específicamente previstas por la constitución o por la ley. Según los principales sistemas conocidos, tales circunstancias pueden consistir en el vencimiento del período para el cual fueron designados, en el cumplimiento de cierta edad, o en el propio comportamiento de los magistrados, previamente calificado mediante un proceso de responsabilidad.

A raíz de la reforma que se introdujo en 1994 a la CN, ésta ha venido a consagrar un sistema mixto en tanto que establece, por un lado, que los jueces nacionales  “conservarán sus empleos mientras dure su buena conducta”, pudiendo solamente ser removidos de sus cargos mediante el llamado juicio político y, por otro lado, prevé la caducidad y duración limitada de las designaciones en función del cumplimiento de determinada edad.

La garantía de la inamovilidad comprende, el derecho de los jueces a no ser trasladados, sin su conformidad, a otra circunscripción territorial, aún en el caso de que el nuevos destino asignado no comporte una disminución jerárquica.

Aparte de consagrar la garantía de inamovilidad el art. 110 de la constitución nacional dispone que los jueces nacionales “recibirán por sus servicios una compensación que determinará la ley, y que no podrá ser disminuida en manera alguna, mientras permaneciesen en sus funciones”. Agrega, al respecto, el art. 2° del decreto-ley 1285/58, que la “compensación será uniforme para todos los jueces de una misma instancia, cualquiera sea el lugar donde desempeñen sus funciones”.

Sanciones.

Sin perjuicio de la máxima sanción a que pueden ser pasibles -que consiste en su remoción mediante previo proceso de responsabilidad- los jueces pueden ser sancionados por los tribunales superintendentes, a título de corrección disciplinaria, por las faltas que cometieren en el desempeño de sus funciones, las que pueden consistir en actos de irresponsabilidad hacía los tribunales superiores, ofensivos al decoro de la administración de justicia, y de negligencia en el cumplimiento de sus deberes.

El art. 16 del decreto-ley 1285/58, establece que las faltas de los jueces  podrán ser sancionadas con prevención, apercibimiento y multa hasta determinada cantidad de pesos, “sin perjuicio de lo dispuesto sobre enjuiciamiento y remoción”. La aplicación de tales sanciones corresponde a la corte suprema respecto de los jueces de las cámaras de apelaciones y de los de 1° instancia, y a las cámaras con relación a éstos últimos, aunque es del caso recordar que en tanto el art., 141, inc. 4° de la CN acuerda al denominado consejo de la magistratura  la atribución de “ejercer facultades disciplinarias sobre magistrados” vino a asignarle a ese organismo un área de competencia concurrente con el que corresponde a la corte y a las cámaras.

Aparte de tales medidas disciplinarias, interesa recordar que el art. 167 del CPN sanciona con multa que no puede exceder del 15% de su remuneración básica  a los jueces de 1° o 2° instancia que no dictaren las sentencias definitivas dentro del plazo legal o del que hubiera sido fijado a su pedido.

Responsabilidad.

De acuerdo con el principio gral., establecido en el 1112 cod. civ. los jueces responden ante los tribunales ordinarios por los daños y perjuicios que pudiera ocasionar en el desempeño de sus funciones.

Los jueces pueden también incurrir en responsabilidad penal en el caso de que su conducta encuadre en alguna de las hipótesis contempladas en los art. 257, 269, 270 y 273 del cod. Penal. También en éste caso constituye  presupuesto de la pretensión penal el previo desafuero del juez, pero no es necesario, como en la hipótesis  de responsabilidad civil, que el tribunal  que haya  decretado  la separación se pronuncie sobre la conducta del juez desde el punto de vista penal, porque la ley atribuye  expresamente esa función a los jueces ordinarios.

Remoción.

Los jueces nacionales de cualquier jerarquía sólo pueden ser separados de sus cargos  mediante el procedimiento del juicio político, el cual puede intentarse por “mal desempeño o por delito en el ejercicio de sus funciones o por crímenes comunes”; debiendo incluirse, dentro del concepto de “mal desempeño”, todos aquéllos casos que, sin tipificar una conducta delictiva importen actitudes o hechos incompatibles con el adecuado ejercicio de la función judicial.

De acuerdo con las pertinentes disposiciones constitucionales, cuando se trata de miembros  de la corte suprema, el derecho de acusación corresponde a la cámara de diputados, la que previamente debe declarar haber lugar a la formación de causa por mayoría de dos terceras partes de sus miembros presentes. Al senado corresponde juzgar en juicio político al acusado por la cámara de diputados, debiendo sus miembros prestar juramento para este acto. El acusado no podrá ser declarado culpable sino por mayoría de los dos tercios de los miembros presentes. Pero la parte condenada quedará, no obstante, sujeta a acusación, juicio y castigo, conforme a las leyes, ante los tribunales ordinarios.

Si se trata de los jueces o tribunales inferiores de la nación, la facultad de decidir la apertura  del procedimiento de remoción y de ordenar  en su caso la suspensión de aquéllos, así como la de formular la acusación correspondiente incumbe al consejo de la magistratura.

La potestad de decidir la remoción pertenece en cambio al jurado  de enjuiciamiento integrado por legisladores, magistrados y abogados de la matrícula federal, mediante fallo que es irrecurrible y tiene el mismo efecto que el previsto respecto del fallo del senado  en el art. 60.

Prescribe asimismo el art. 115, Párr. 3° de la CN, que corresponde  archivar las actuaciones y, en su caso, responder al juez suspendido, si transcurriesen ciento ochenta días  desde la decisión de abrir el procedimiento de remoción sin que se haya dictado el fallo.

Recusación y Excusación.

Llámese recusación al remedio legal de que los litigantes pueden valerse para excluir al juez del conocimiento de la causa, en el supuesto de que las relaciones o actitudes de aquél con alguna de las partes o con la materia del proceso sean susceptibles de poner en duda la imparcialidad de sus decisiones. La excusación tiene lugar, en cambio, cuando concurriendo las mencionadas circunstancias, el juez se inhibe espontáneamente de conocer en el juicio.

El CPN admite la facultad de recusar a los jueces sin expresarse causa alguna para ello, consagrando de tal manera un principio que representa una garantía para el litigante, particularmente cuando, pese a mediar una causa legal de recusación, la prueba de los hechos pertinentes resulta dificultosa o imposible. La facultad de recusar sin expresión de  causa debe ejercerse, por el actor, al entablar la demanda o en su primera presentación; y por el demandado en su primera presentación antes o al tiempo de contestar la demanda, o de oponer excepciones en el juicio ejecutivo, o de comparecer a la audiencia señalada como primer acto procesal.

Aunque la ley se refiere al actor y al demandado, también pueden recusar sin causa quienes lleguen a adquirir  el carácter de partes en el proceso, como ocurre  con el tercero coadyugante cuya intervención hubiese sido admitida, o con el presunto beneficiario de la transferencia de la locación cuya validez  se cuestiona en el juicio de desalojo.

Las partes pierden la facultad la facultad de recusar sin causa cuando no hacen uso de ella al cumplir cualquier acto procesal anterior a  mero pueda, bajo pena de nulidad, producir actuación alguna en el expediente, como no sea proveer sobre la recusación. El juez recusado, tiene facultades para examinar la oportunidad de la recusación y el carácter de parte de quien la deduce. En consecuencia, puede desestimar la recusación deducida fuera de las oportunidades antes mencionadas, o por quien no reviste la calidad de parte.

La ley 22434, receptando un criterio jurisprudencial firmemente consolidado, introdujo al art. 16 CPN un párrafo en virtud del cual “si la primera presentación del demandado fuere posterior a los actos indicados en el segundo párrafo del art. 14, y en ella promoviere la nulidad de los procedimientos recusando sin expresión  de causa, dicha nulidad será resuelta por el juez recusado”. Esta solución se justifica porque, frente  al supuesto de que la nulidad prospere, la retrogradación del procedimiento que aquélla lleva aparejada debe necesariamente producirse hasta la etapa en la cual el demandado pudo ejercer válidamente la facultad de recusar. En otras palabras, dependiendo del resultado de la impugnación determinar si la recusación fue o no oportuna, es razonable conferir al propio juez recusado la potestad de pronunciarse acerca de la procedencia de dicha impugnación.

Puede ser recusado sin expresión de causa un juez de las cámaras de apelaciones, al día siguiente de la notificación de la primera providencia que se dicte (CPN, art. 14, Párr. , 4°).

En lo que respecta a la recusación con expresión de causa, el art. 17 CPN contempla las siguientes circunstancias que autorizan a plantearlas:

a) El parentesco por consanguinidad dentro del cuarto grado y segundo de afinidad con alguna de las partes, sus mandatarios o letrados.

b) Tener el juez o sus consanguíneos o afines dentro del grado expresado en el inc. Anterior, interés en el pleito o en otro semejante, o sociedad o comunidad con alguno de los litigantes, procuradores o abogados, salvo que la sociedad fuere anónima.

c) Tener el juez pleito pendiente con el recusante.

d) Ser el juez acreedor, deudor o fiador de alguna de las partes, con excepción de los bancos oficiales.

e) Ser o haber sido el juez autor de la denuncia o querella contra el recusante, o denunciado o querellado o éste con anterioridad a la iniciación del pleito.

f) Ser o haber sido el juez denunciado por el recusante en los términos de la ley de enjuiciamiento de magistrados, siempre que la corte suprema hubiere dispuesto dar curso a la denuncia.

g) Haber sido el juez defensor de alguno de los litigantes o emitido opinión o dictamen o dado recomendaciones acerca del pleito, antes o después de comenzado. Las circunstancias descriptas en este inciso configuran la causal corrientemente llamada de “prejuzgamiento”, en cuya virtud procede apartar del conocimiento de la causa al juez que, sea como apoderado, letrado, perito o funcionario judicial, haya exteriorizado su opinión acerca de la forma de resolver las cuestiones debatidas en aquélla. La norma no es aplicable, según la jurisprudencia, con respecto a las opiniones expresadas por los jueces en sus sentencias, sobre los puntos cuya  dilucidación requirieron  los juicios en los que fueron dictadas, aún en el supuesto  de que se plantean nueva cuestiones idénticas o análogas a las ya resueltas, o las opiniones abstractas, vertidas en trabajos de índole teórica. Tampoco con relación a las decisiones que no recaigan sobre la cuestión de fondo debatida en el pleito, como son, por ej., las que se pronuncian sobre la administración o rechazo de una medida cautelar.

h) Haber recibido el juez beneficios de importancia de alguna de las partes.

i) Tener el juez con alguno de los litigantes amistad que se manifieste por gran familiaridad o frecuencia en el trato.

j) Tener contra el recusante enemistad, odio o resentimiento, que se manifieste por hechos conocidos. En ningún caso procederá la recusación por ataques u ofensas inferidas al juez después que hubiere comenzado a conocer del asunto.

En cuanto a la oportunidad de la recusación con causa, el CPN determina que ella debe plantearse en las mismas oportunidades previstas para la recusación sin expresión de causa, salvo que la causal sea sobreviniente, en cuyo caso puede hacerse valer dentro del quinto día de haber llegado a conocimiento del recusante y antes de quedar el expediente en estado de sentencia (art. 18). 

La recusación debe deducirse ante el juez recusado, o ante la corte suprema o cámara de apelaciones respectiva, cuando lo fuese de uno de sus miembros, pero la procedencia de aquélla no puede, en ningún caso, ser decidida por el juez recusado, sino, como se verá, por el tribunal jerárquicamente superior sise trata de un juez de primera instancia o por el mismo tribunal a que pertenece si se trata de un juez de cámara o de corte.

El incidente de recusación se inicia mediante un escrito en el cual la parte que recusa debe expresar la causa de la recusación, y proponer y acompañar, en su caso, toda la prueba de que intenta valerse. Los testigos ofrecidos no pueden exceder de tres.

El tribunal competente para conocer de la recusación se halla habilitado para desecharlo, sin darle curso, cuando en el escrito no se alegare concretamente alguna de las causales previstas por la ley, la invocada fuere manifiestamente improcedente, o el resultante se hubiese presentado fuera de las oportunidades anteriormente referidas.

Cuando la recusación se deduce contra un juez de primera instancia, conoce de ella la cámara de apelaciones respectiva.

El juez recusado debe, dentro de los cinco días, remitir a la cámara dicho escrito con un informe sobre las causas alegadas, y pasar el expediente principal al juez que sigue en el orden del turno o, donde no hubiese, al subrogante legal. El trámite del incidente de recusación no suspende, por lo tanto, los procedimientos del juicio, que continúa sustanciándose ante el juez subrogante.

El procedimiento ante la cámara varía según que del informe elevado por el juez resultare  la exactitud de los hechos , o éstos hubieran sido negados. En el primer caso se tendrá el juez por separado de la causa; en el segundo, se recibirá el incidente  a prueba por el plazo de diez días o la ampliación que corresponda según la distancia, vencido el cual se agregarán las pruebas producidas, se dará vista al juez recusado y se resolverá el incidente dentro de los cinco días de contestada aquélla o vencido el plazo para hacerlo. 

Si la recusación fuese desechada, corresponde hacer saber la resolución al juez subrogante a fin de que devuelva los autos al juez recusado. Si fuese admitida, los autos quedan radicados ante el juez subrogante con noticia al juez recusado, aun cuando con posterioridad desaparezcan las causas que la originaron.

Cuando la recusación se deduzca contra  uno de los jueces de la corte suprema o de las cámaras de apelaciones, aquélla debe serle comunicada a fin de que  informe sobre las causas  alegadas. Si el recusado reconociese los hechos se lo tendrá por separado  de la causa; sino los negase, se procederá  a sustanciar el incidente, que tramitará en expediente por separado. Conocen de la recusación los jueces que quedan hábiles, debiendo integrarse el tribunal, si correspondiese, en la forma prescripta por ley orgánica.

Si se hace lugar a la recusación, siguen conociendo en la causa él o los integrantes o sustitutos legales que hubieren resuelto el incidente.

A titulo de sanción contra el litigante que se vale de la recusación como instrumento meramente dilatorio, dispone el art. 29 del CPN, que desestimada una recusación con causa, se aplicarán las costas y una multa de hasta cierta suma por cada recusación, si ésta fuere calificada de maliciosa por la resolución desistimatoria.

Las partes no pueden oponerse a la excusación ni dispensar las causales invocadas. En el supuesto de que el juez que sigue en el orden del turno entienda que aquélla no procede, corresponde formar incidente por separado y remitirlo sin más trámite a un tribunal de alzada, sin que ello paralice la sustantación de la causa. Si la excusación es aceptada, el expediente queda radicado en el juzgado que corresponde, aún cuando con posterioridad desaparezcan las causas que la originaron. El art. 32 del código, finalmente, establece que incurrirá en la causal de “mal desempeño”, en los términos de la ley de enjuiciamiento de magistrados, el juez a quien se probare que estaba impedido de entender en el asunto y haya dictado en él resolución que no sea de mero trámite.

Las partes. Generalidades.

Concepto de Parte. Es parte el que demanda en nombre propio (o en cuyo nombre se demanda) una actuación de ley, y aquél contra el cual eì¥Á
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prescindencia de que revistan o no el carácter de sujetos legitimados, porque la legitimación constituye un requisito de la pretensión y no de la calidad de la parte. Sí esta no se encuentra legitimada ocurrirá que su pretensión será rechazada, pero ésta contingencia no lo privará de aquélla calidad;

b) Que sólo es parte quien actúa en nombre propio. No reviste tal calidad, en consecuencia, quien, como el representante (legal o convencional), actúa en el proceso  en nombre y por un interés ajeno.

Corresponde reconocer calidad de partes tanto al sustituto procesal como a los terceros que ingresan al proceso mediante cualquiera de las modalidades de la intervención. También son partes quienes, siendo ajenos a la relación jurídica sustancial que se debate en el proceso, actúan en él defendiendo un derecho o un interés propio. Tal lo que ocurre con los peritos en los incidentes promovidos con motivo de su recusación; con los abogados y procuradores cuando intentan el cobro de sus honorarios regulados con motivo de una condena en costas, etc.

Las partes no pueden ser más que dos: actora y demandada, el proceso puede desenvolverse con la actuación de más de un sujeto en la misma posición de parte.

La posición de las partes en el proceso puede no coincidir  con la que les corresponde en la relación jurídica sustancial que en aquél se discute. Porque si bien es lo normal que el sujeto activo de la relación sustancial sea quien adopte en el proceso la calidad de actor, también puede ocurrir que sea el sujeto pasivo de dicha relación quien asume aquélla calidad (caso de la pretensión declarativa de nulidad del crédito deducida por el deudor).

Sólo resultan aplicables a los procesos contenciosos, pues únicamente en ellos cabe hablar de “partes” en sentido estricto. En los procesos voluntarios el concepto de parte debe ser reemplazado por el de “peticionarios”, a quienes corresponde definir, como aquéllas personas que, en nombre propio, o en cuyo nombre o interés reclama, ante un órgano judicial, la emisión de un pronunciamiento que constituya, integre o acuerde eficacia a determinado estado o relación jurídica privada. No obstante, con la salvedad que se formulará al examinar la capacidad procesal, son aplicables a los peticionarios que se analizarán seguidamente con relación a las partes.

Capacidad para Ser Parte.

Este tipo de capacidad, que constituye un reflejo de la capacidad de derecho genéricamente considerada, se refiere a la posibilidad jurídica de figurar como parte en un proceso, y no es otra cosa, por consiguiente, que la aptitud para ser titular de derechos y de deberes procesales.

Toda persona por el hecho de serlo goza de la capacidad para ser parte. La adquisición y pérdida de esta clase de capacidad, ha de coincidir necesariamente con la adquisición y pérdida de la personalidad.

Las personas naturales o de existencia visible adquieren capacidad para ser parte desde la concepción en el seno materno y la pierden con la muerte, sea que éste hecho resulte acreditado mediante el hallazgo e identificación del cadáver o que el juez lo tenga por comprobado en el supuesto de que la desaparición de la persona se haya producido en circunstancias tales que la muerte deba ser tenida como cierta.

Tienen también capacidad para ser partes las personas jurídicas, sean de derecho público (estado nacional, pcial. , o municipal, entidades autárquicas e iglesia) o de derecho privado (asociaciones, fundaciones, sociedades).

Generalmente, la jurisprudencia ha reconocido capacidad para ser parte a las asociaciones sin personalidad jurídica, admitiendo su representación procesal por el presidente de la entidad.

Capacidad Procesal.

Es la aptitud necesaria para ejecutar personalmente actos procesales válidos.

La capacidad procesal supone, la actitud legal de ejercer los derechos y de cumplir los deberes y cargas inherentes a la calidad de parte. Coincide con la capacidad de hecho reglamentada en el código civil, cuyas normas sobre el tema resultan aplicables a ella.

Son incapaces procesales absolutos:

Las personas por nacer;

Los menores impúberes, o sea, “los que aún no tuvieren edad de catorce años cumplidos” (art. 127);

Los dementes, siempre que la demencia sea previamente verificada y declarada por juez competente (art. 140). 

Los sordomudos que no saben darse a entender por escrito, siempre que también medie declaración judicial en ese sentido.

Las personas precedentemente enunciadas carecen de toda aptitud para actuar válidamente dentro de un proceso, en su lugar los representantes necesarios a que se refiere el art. 57 del c.c., sin perjuicio de la representación promiscua del ministerio pupilar (art. 59).

Conforme al art. 55 los menores adultos sólo tienen capacidad para los actos que las leyes autorizan a otorgar. En lo que respecta ala mujer mayor de edad, cualquiera que sea su estado, goza de plena capacidad civil y, por ende, procesal.

En principio los menores adultos se hallan sometidos a la representación necesaria de sus padres o tutores.

El art. 281 del mismo código les acuerda la facultad de comparecer en juicio como actores, previa autorización dada por el padre. El requisito de la autorización paterna no es necesario cuando el menor fuese demandado criminalmente y para estar en juicio laboral. Debe entenderse, asimismo, que el menor adulto goza de plena capacidad procesal para intervenir en todos aquéllos juicios relacionados con actos civiles que puede válidamente ejecutar sin autorización paterna o con actos respecto de los cuales ha mediado tal autorización de sus representantes legales para realizar determinados actos jurídicos.

La modificación introducida al art. 28 por la 17.711, el menor que ha cumplido 18 años puede celebrar contrato de trabajo en actividad honesta sin consentimiento ni autorización de su representante, quedando a salvo al respecto las normas del derecho laboral.

El menor puede administrar y disponer libremente de los bienes  que adquiere con el producto de su trabajo y estar en juicio civil o penal por pretensiones vinculadas con ellos.

La reforma introducida al cod. civil por la ley 17.711 consagra dos clases de emancipación: por matrimonio y por habilitación de edad.

La primera es irrevocable y produce el efecto de habilitar a los casados para todos los actos de la vida civil, salvo lo dispuesto en los arts. 134 y 135, aunque el matrimonio se disuelva en su menor edad por muerte de uno de ellos, tengan o no hijos.

La segunda se produce por decisión de quien ejerza sobre el menor que hubiere cumplido 18 años la patria potestad, y si aquél se encontrase bajo tutela, mediante decisión del juez pronunciada a pedido del tutor o del menor, previa sumaria información sobre la aptitud de este. A diferencia de la emancipación por matrimonio, la emancipación por habilitación puede revocarse judicialmente a pedido del padre.

Adquieren plena capacidad para administrar y disponer de sus bienes, salvo que se trate de bienes adquiridos por título gratuito antes o después de la emancipación, pues para disponer de ellos debe solicitar autorización judicial. Si se trata de emancipación por matrimonio, la autorización judicial puede suplirse mediante acuerdo de ambos cónyuges, siempre que uno de ellos sea mayor de edad.

Los menores emancipados tienen plena capacidad procesal para intervenir personalmente en cualquier proceso que verse:

1º) Sobre actos de disposición relativos a bienes adquiridos a título oneroso o a título gratuito siempre que, en éste último caso, haya mediado autorización judicial para disponer de ellos, o acuerdo de los cónyuges en los términos señalados;

2º) Sobre actos de administración relativos a bienes adquiridos por cualquier título.

El fallido, goza de plena capacidad para intervenir en los procesos relativos a pretensiones inherentes a su persona.

La situación de los penados se halla prevista en el art. 12 del cod. Penal, conforme al cual “la reclusión y la prisión por más de tres años llevan como inherente la inhabilitación absoluta, por el tiempo de la condena, la que podrá durar hasta 3 años más, si así lo resuelve el tribunal, de acuerdo con la índole del delito. Importan, además, la privación, mientras dure la pena, de la patria potestad, de la administración de los bienes y del derecho de disponer de ellos por actos entre vivos. El penado quedará sujeto a la curatela establecida por el cod. civil para los incapaces”. El penado, queda privado de capacidad procesal para intervenir en aquéllos juicios en los cuales se ventilen pretensiones de naturaleza patrimonial, pero no en los que versen sobre derechos personalísimos.

Deberes de las Partes.

La actividad de las partes en el proceso se manifiesta, mediante el cumplimiento de cargas, ello no descarta la existencia de ciertos deberes procesales. Son éstos el de respeto al tribunal y el de legalidad y buena fe.

Infringe el deber de respeto al tribunal la parte o el representante o el patrocinante de ella que, en la ejecución de cualquier acto procesal, asume actitudes o utiliza expresiones reñidas con la autoridad, dignidad o decoro de la magistratura.

La admisibilidad de la adopción de sanciones a abogados y funcionarios por faltas que cometieren contra la dignidad de los jueces y tribunales, debe considerarse extensiva, en virtud de lo dispuesto por el art. 85 del CPN, a las cometidas contra la dignidad de los mismos abogados.

Entre los poderes acordados a los jueces, el CPN incluye el de “prevenir y sancionar todo acto contrario al deber de lealtad, probidad y buena fe” (art. 34, inc. 5°, Párr. d).

Para delimitar el alcance de tales deberes corresponde, descartar la hipótesis de que mediante ellos se exija a las partes la total certidumbre  de que sus pretensiones o defensas han de ser favorablemente resueltas por el órgano judicial, o la observancia de una conducta procesal que redunde en detrimento de sus intereses, como podría ser la consistente en no omitir alegaciones o actos probatorios que incluso perjudiquen la posición que han asumido en el proceso.

Existen, dos clases de aptitudes procesales reñidas con la vigencia de aquéllos deberes. Una de ellas es la litigante que deduce pretensiones o defensas cuya falta de fundamento no puede ignorar de acuerdo con una mínima pauta de razonabilidad.

Tal sería, por ej., el caso de la parte que, al contestar la demanda, manifiesta categóricamente que no le consta en modo alguna la existencia del hecho ilícito en que se fundó la demanda, si en esa oportunidad ya  habían transcurrido 5 meses desde la fecha de la sentencia definitiva recaída en un proceso penal en que se impuso pena de multa e inhabilitación a su dependiente, y en cuyo trámite también prestó declaración el gerente y representante de la empresa demandada, a quien se hizo entrega del camión que ocasionó el accidente; el del ejecutado que, después de haber negado su firma, desiste de la excepción opuesta con tal fundamento o que reconoce, en el memorial, que alegó la falsedad de la firma como medio de dilatar la causa.

La otra actitud que transgrede de los deberes de lealtad, probidad y buena fe es la del litigante que opone injustificada resistencia a la marcha del proceso, mediante la realización de actos tendientes a obstruir o dilatar su curso normal, tales como la promoción de incidentes o la deducción de recursos manifiestamente inadmisibles.

La norma transcripta sanciona la inconducta procesal genérica, es decir, aquella  que se manifiesta a lo largo del proceso. Por ello la declaración de temeridad o malicia sólo puede pronunciarse en oportunidad del dictado de la sentencia definitiva, como lo establece el art. 34, inc. 6° CPN.

Durante el transcurso del proceso, procede a aplicar a cualquiera de las partes que incurra en actitudes reñidas con el deber de lealtad, probidad o buena fe.

El art. 551 del CPN establece que “al ejecutado que hubiese litigado sin razón valedera, u obstruido el curso normal del proceso con articulaciones manifiestamente improcedentes, o que de cualquier manera hubiese demorado injustificadamente el trámite,  se le impondrá una multa al favor del ejecutante, cuyo monto será fijado entre el 5 y 30 % del importe de la deuda, según la incidencia de su inconducta procesal sobre la demora del procedimiento”. La misma sanción es aplicable al ejecutado que hubiera provocado dilación innecesaria en el cumplimiento de la sentencia de remate, en cuyo caso la multa debe fijarse sobre la base del importe de la liquidación aprobada. (art. 594).

Las sanciones a que tales normas se refieren pueden ser aplicadas al ejecutado, o al letrado patrocinante, o a ambos conjuntamente, de acuerdo con el principio general contenido en el art. 45 CPN.

Representación de las Partes.

Justificación de la Personería.

La capacidad procesal habilita, a quien goza de ella, para intervenir en el proceso personalmente o por medio de un representante convencional.

A quienes afecta una incapacidad de hecho, funciona, la denominada representación legal. En análoga situación a los incapaces de hecho se encuentran las personas de existencia ideal (corporaciones, sociedades, etc.), que por efecto de su propia naturaleza y composición solamente pueden actuar por medio de sus representantes legales o estatutarios.

El art. 46 del CPN impone a los representantes, sean legales o convencionales, la carga de acreditar formalmente la personería que invocan. Dispone que “la persona que se presente en juicio por un derecho que no sea propio, aunque le competa ejercerlo en virtud de una representación legal, deberá acompañar con su primer escrito los doc. que  acrediten el carácter que inviste”.( Párr. 1)

Así los tutores y curadores, cuando actúan en ejercicio de la representación legal, deben exhibir el testimonio de la resolución o la escritura relativa al discernimiento de la tutela o curatela; los representantes de una sociedad o asociación deben justificar tal carácter mediante el testimonio del acta de la asamblea o reunión de socios o asociados que los haya designado, etc.

El 2 Párr. de la norma agrega: “si se invocare  la imposibilidad de presentar el documento, ya otorgado, que justifique la representación y el juez considerare atendibles las razones que se expresen, podrá acordarle un plazo de hasta 20 días para que acompañe dicho documento, bajo apercibimiento de tener por inexistente la representación invocada”.

Excepción al principio gral., que impone la carga de acreditar la personería lo constituye el último párrafo del art. 46 del CPN, con arreglo al cual “los padres que comparezcan en representación de sus hijos y el marido que lo haga en nombre de su mujer, no tendrán obligación de presentar las partidas correspondientes, salvo que el juez, a petición de parte o de oficio, los emplazare a presentarlas, bajo apercibimiento del pago de costas y perjuicios que ocasionen”.

El art. 47 del CPN, refiriéndose a los abogados y procuradores, dispone que éstos “acreditarán  su personalidad desde la primera gestión que hagan en nombre de sus poderdantes, con la  competente escritura del poder” y añade:

“Sin embargo, cuando se invoque un poder gral., o especial para varios actos, se lo acreditará con la agregación de una copia íntegra   firmada por el letrado  patrocinante o el apoderado. De oficio o a petición de parte, podrá intimarse la presentación del testimonio original”. Aunque la norma no exige la declaración jurada del letrado o apoderado sobre la fidelidad de la copia, es obvio que aquellos son legalmente responsables de cualquier falsedad o inexactitud.

El Gestor. Denominase gestor a quien, limitándose a invocar la representación de un tercero, o careciendo de poder suficiente, comparece en nombre de aquel para realizar uno o más actos procesales que no admiten demora, aunque con la condición de acreditar la personería  o de obtener la ratificación de su actuación dentro de un plazo determinado.

El art. 48 CPN dispone: “ Gestor. Cuando deban realizarse actos procesales urgentes y existan hechos o circunstancias que impidan la actuación de la parte que ha de cumplirlos, podrá ser admitida la comparecencia en juicio de quien no tuviere representación conferida. Si dentro de los cuarenta días hábiles, contados desde la primera presentación del gestor, no fueren acompañados los instrumentos que acrediten la personalidad o la parte no ratificase la gestión, será nulo todo lo actuado por el gestor y éste deberá satisfacer el importe de las costas, sin perjuicio de su responsabilidad por el daño que hubiere producido.

En su presentación, el gestor, además de indicar la parte en cuyo beneficio pretende actuar, deberá expresar las razones que justifiquen la seriedad del pedido. La nulidad, en su caso, se producirá por el solo vencimiento del plazo sin que se requiera intimación previa.

La facultad acordada por este artículo sólo podrá ejercerse una vez en el curso del proceso”.

La gestión procesal sólo puede admitirse en los casos urgentes. Ej., si se encuentra en curso un plazo para contestar la demanda u oponer excepciones o está por prescribir la acción.

La ley 22.434 se ha inclinado hacia este último criterio, pues condiciona la admisibilidad de la comparecencia de quien carece de representación conferida a la existencia de “hechos o circunstancias que impidan la actuación de la parte” que ha de cumplir los actos procesales de que se trate, e impone al gestor la carga de “indicar la parte en cuyo beneficio pretende actuar” y de “expresar las razones que justifiquen la seriedad del pedido”.

La norma contenida en el art. 48 es aplicable a cualquier clase de representación (voluntaria o necesaria), y no sólo rige con respecto a los actos de constitución del proceso (demanda, reconvención o contestación de ambas), sino que es extensiva a cualquier acto urgente que deba realizarse dentro de un proceso  en trámite, con prescindencia del estado de éste.

Ella puede ejercerse una sola vez en el curso del proceso, según lo dispone con acierto el párrafo final del art. 48.

En el art. 46, la calidad de gestor, en sentido estricto, depende de la circunstancia de que el otorgamiento del poder sea posterior al momento en que aquel se presente en el expediente invocando el impedimento de la parte en cuyo reemplazo actúa, siempre, naturalmente, que el documento habilitante se acompañe dentro del plazo de 40 día hábiles que fija el 48, por cuanto la mencionada circunstancia importa ratificación en los términos de los arts. 1936 y 2304 cod. civil. Incluso cabe, de acuerdo con la redacción acordada a la norma la convalidación de lo actuado por quien en momento alguno obtuvo el correspondiente mandato.

Pese a la diversidad de situaciones previstas por los arts. 46 y 48, cabe interpretar que debe admitirse como gestor, y, por consiguiente, beneficiario del mayor plazo establecido en la segunda de las normas citadas, a quien, no obstante tener representación conferida, acredita no sólo la imposibilidad de presentar el documento, sino también los hechos o circunstancias que obstan a la actuación de la parte que debe cumplir el acto o los actos procesales urgentes.

El plazo legal, se computa “desde la primera presentación del gestor”, o sea, de la fecha  en que éste se arroga la facultad o de obrar en sustitución de la parte impedida con prescindencia de su eficacia y de toda declaración sobre el particular.

Finalmente, dispone el art. 48 que “la nulidad, en su caso, se producirá por el sólo vencimiento del plazo sin que se requiera intimación previa”. Esta norma no ha hecho perder virtualidad a la jurisprudencia en cuyo mérito la tardía acreditación de la personería sanea la nulidad cuando la agregación del poder o de la ratificación ha sido admitida, por la parte contraria y no ha mediado hasta entonces decisión judicial que la declare.

La Representación Convencional.

Si bien toda persona procesalmente capaz tiene el derecho de comparecer en juicio personalmente o por intermedio de un mandatario, sólo puede conferir el mandato aquellas personas que la ley 10.996 (modificada por la 22.892) habilita para ejercer la procuración judicial.

Dispone, dicha ley, que la representación en juicio ante los tribunales de cualquier fuero en la Capital de la República, así como ante la justicia federal de las provincias, sólo podrá ser ejercida por las personas que enumera, entre las cuales corresponde hacer un distingo según deban o no inscribirse en la matrícula de procuradores que la misma ley crea.

Deben cumplir con el requisito de la inscripción de los procuradores y los escribanos que no ejerzan la profesión de tales. Los abogados, actualmente, deben inscribirse en las matriculas creadas por las leyes 22.192 y 23.187, conforme a cuyos preceptos una vez cumplida esa exigencia aquellos están habilitados para ejercer la procuración.

Se hallan eximidos del requisito analizado, en cambio: 1) Los que ejerzan una representación legal, como los padres respecto de los hijos, los tutores o curadores con respecto a sus pupilos, etc.; 2) Las personas de familia dentro del segundo grado de cosanguineidad y primero de afinidad, vale decir, los padres, hijos, abuelos, nietos, hermanos, suegros, yernos y nueras; 3) Los mandatarios generales  con facultades de administrar, respecto de los actos de administración; 4) Los que han de representar a las oficinas públicas de la nación, de las provincias y de las municipalidades, cuando obren exclusivamente en ejercicio de esa representación.

La circunstancia de que las personas mencionadas en último término no necesiten título habilitante ni deban cumplir con el requisito de la inscripción en la matricula no significa, sin embargo, que ellas se encuentren eximidas del cumplimiento de los deberes que impone a los procuradores judiciales el art 11 de la ley.

Están inhabilitados para inscribirse en la matrícula de procuradores: 

a) Los que hubiesen sido condenados a penitenciaría o presidio o a cualquier pena por delitos contra la propiedad o contra la administración o fe pública, lo mismo que en las falsedades y en las falsificaciones.

b) Los escribanos con registro, titulares o adscriptos, que ejerzan la profesión de tales.

c) Los funcionarios o empleados públicos nacionales, provinciales o municipales que hagan parte del personal administrativo de organización jerárquica y retribuido (art. 5).

El art. 3 de la ley 10.996 dispone que para obtener la inscripción en la matrícula se requieren las siguientes condiciones:

1) Acreditar identidad personal; 2) Mayoría de edad; 3) Presentar título universitario habilitante; 4) constituir domicilio legal en la jurisdicción que corresponda, y declarar el domicilio real; 5) Prestar juramento de tener el pleno goce de los derechos civiles, de no estar afectado por ninguna de las inhabilidades establecidas en la ley y que la profesión se ejercerá con decoro, dignidad y probidad.

Según el art. 8 de la ley examinada, los procuradores pueden ser eliminados del registro en los siguientes casos: 1) Por cancelación voluntaria de la inscripción; 2) Por reiteradas represiones o disciplinarias o una grave incorrección en el desempeño del mandato judicial; 3) Por condena sobreviniente a causa de los delitos en el inc. 1 del art. 5; 4) Por insana o incapacidad declarada judicial//; 5) Por pérdida de los derechos civiles posterior a la inscripción.

Los procuradores pueden ser suspendidos por un plazo de 1 a 6 meses, como máximo, en los casos autorizados por las leyes de procedimiento y por haberse dictado auto de prisión preventiva en cualquier proceso criminal.

Con arreglo a lo dispuesto por los arts. 6 y 9 de la ley constituye facultad de los distintos jueces y tribunales disponer la eliminación o suspensión de los procuradores, sea por mediar respecto de ellos  alguna de las inhabilidades legales o título de medida disciplinaria, pudiendo el afectado interponer el recurso de apelación ante el tribunal superior correspondiente, o el de revocatoria, si la medida fuese dictada por la Corte Suprema o cualquiera de las cámaras de apelaciones. La eliminación por reiteradas correcciones disciplinarias sólo puede ser decretada por la autoridad judicial que tiene a su cargo el registro.

Deberes de los Procuradores.

Una vez aceptado el poder por el hecho de presentarse a ejercitar el mandato, y admita su personería, el apoderado asume todas las responsabilidades que las leyes imponen y sus actos obligan al poderdante como si él personalmente los practicase (art. 49).

Están obligados a seguir el juicio mientras no hayan cesado legalmente en el caso.

Sólo se exceptúan por disposición de la ley.

El poderdante debe abonar a su poderdante las costas causadas por su exclusiva culpa o negligencia, cuando  éstas son declaradas judicialmente.

El art. 11 de la ley 10.966 y los arts. 56 y 57 del CPN imponen también a los procuradores los siguientes deberes: 1) Interponer los recursos legales contra toda sentencia definitiva adversa a su parte y contra toda regulación de honorarios que le corresponda abonar a aquella, salvo el caso de tener instrucciones por escrito en contrario de su respectivo comitente; 2) Asistir, por lo menos en los días designados para las notificaciones en la oficina, a los juzgados o tribunales donde tengan pleitos y con la frecuencia necesaria en los casos urgentes; 3) Presentar los escritos, debiendo llevar firma del letrado los indicados en el art. 56 del CPN; 4) Concurrir puntual// a las audiencias que se celebren en los juicios en que intervengan.

Extinción del Mandato.

“El poder conferido para un pleito determinado comprende la facultad de interponer los recursos legales y seguir todas las instancias del pelito. También comprende la facultad de intervenir en los incidentes y de ejercitar todos los actos que ocurran durante la secuela de la litis, excepto aquéllos  para los cuales la ley requiere facultad especial, o se hubiesen reservado expresamente en el poder”.

La norma es aplicable a los poderes otorgados para intervenir en todos los juicios iniciados o a iniciarse por o contra el mandante, y a los que se confieren para un juicio determinado.

Las facultades que requieren mención expresa en el poder son las enumeradas en el art. 1881 cod, civil: transigir, reconocer o confesar obligaciones anteriores al mandato, etc.

Cesación del Mandato:

Termina el mandato judicial:

Por revocación expresa del mandato en el expediente.

Por renuncia. Esta debe notificarse al mandante por cédula, en su domicilio real, y el apoderado deberá continuar sus gestiones hasta que  haya vencido el plazo señalado al apoderado para reemplazarlo o comparecer por sí, bajo pena de daños y perjuicios.

Por haber cesado la personalidad con que litigaba el  poderdante. Por ejemplo, cuando por haber llegado a la mayoría de edad el pupilo, cesa la personalidad del tutor y, por consiguiente, los poderes que en tal calidad hubiese conferido éste último.

Por haber concluido la causa para la cual se le otorgó el poder.

Por muerte e incapacidad del poderdante.  en estos casos el apoderado debe continuar ejerciendo la personería hasta que los herederos o el representante legal tomen la intervención que les corresponda en el proceso o venza el plazo que se les fije.

Por muerte o inhabilidad del apoderado. Producido el caso, debe suspenderse la tramitación del juicio y el juez fijar al mandante un plazo para que comparezca por sí o por nuevo apoderado, citándolo en la forma ya descripta para el caso de fallecimiento del poderdante. vencido el plazo sin que el mandante satisfaga el requerimiento, se continuará el juicio en rebeldía.

La Representación Legal.

Son representantes de los incapaces, según el art. 57 del cod, civil:

1) De las personas por nacer, sus padres, y a falta o incapacidad de éstos, los curadores que se les nombren; 2) De los menores no emancipados, sus padres o tutores; 3) De los dementes o sordomudos, los curadores que se les nombre. Sin perjuicio de ello,  debe recordarse, que de acuerdo con el art. 59 del mismo código, el ministerio público de menores es representante promiscuo de los incapaces y reviste el carácter  de parte legítima y esencial en todo asunto judicial o extrajudicial que verse acerca de la persona o bienes de aquellos.

Además lo dispuesto en el art. 1276 del cod, civil cualquiera  de los cónyuges puede administrar los bienes propios o los gananciales cuya administración está reservada al otro, siempre que tenga mandato expreso o tácito de éste, pudiendo asumir en juicio la correspondiente representación.

La representación legal de la mujer por el marido desapareció con la sanción de la 11.357, cuyo art. 2, inc. 2, g) autoriza a aquella para estar en juicio en causas civiles que afecten su persona o sus bienes o a la persona o bienes de sus hijos. 

Aunque la ausencia judicialmente declarada no comporta un supuesto de incapacidad, la ley 14.394 instituye un sistema de representación que subsiste hasta la declaración de fallecimiento presunto.

Sustitución Procesal.

Existe sustitución procesal cuando la ley habilita para intervenir en un proceso, como parte legítima, a una persona que es ajena a la relación jurídica sustancial que ha de discutirse en ese proceso.

Constituye un ejemplo de legitimación procesal “anómala o extraordinaria”, por cuanto a través de ella se opera una disociación entre el legitimado para obrar en el proceso y el sujeto titular de la relación jurídica sustancial ñeque se funda la pretensión.

Se diferencia de la representación en la circunstancia de que, mientras el sustituto reclama la protección judicial en nombre e interés propio, aunque en virtud de un derecho vinculado a una relación jurídica ajena, el representante actúa en nombre de un tercero y carece de todo interés personal en relación con el objeto del proceso.

El sustituto es parte del proceso. Tiene, por ellos, todos los derechos, cargas, deberes y responsabilidades inherentes a tal calidad, con la salvedad de que no puede realizar aquellos actos procesales que comporten, directa o indirectamente, una disposición de los derechos del sustituido.

El demandado puede oponer a su pretensión las mismas defensas que cabrían contra la pretensión del sustituido, desde que ambas tienen sustancialmente el mismo contenido.

La sentencia pronunciada con respecto al sustituto produce, como, principio, eficacia de cosa juzgada contra el sustituido, aunque éste no haya sido parte en el proceso.

Distintos Supuestos.

Entre las hipótesis más frecuentes, la representación por el ejercicio de la pretensión oblicua o subrogatoria a que se refiere el art. 1196 del código civil, según el cual “los acreedores pueden ejercer todos los derechos y acciones de su deudor con excepción de los que sean inherentes a su persona”.

La admisibilidad de la pretensión oblicua se halla condicionada a la demostración, por parte del acreedor, de que es titular de un título cierto, líquido y exigible, y de que el deudor ha sido negligente en el ejercicio de sus derechos, siendo suficiente, respecto de éste último extremo, la mera comprobación de la inactividad del deudor. Por otra parte, la jurisprudencia predominante considera que el ejercicio de la pretensión oblicua no se halla supeditada al requisito de que el acreedor sea judicialmente subrogado en los derechos de su deudor.

Esta última conclusión jurisprudencial ha sido expresamente recogida por el art. 111 del CPN, el cuál además, reglamenta el trámite de esa pretensión.

Lo mismo que algunos códigos provinciales, el CPN admite la previa audiencia del deudor y su eventual intervención en los procedimientos.

Dispone el art. 112 CPN que antes de conferirse traslado al demandado, se citará al deudor por el plazo de 10 días durante el cual éste podrá : 1) Formular oposición fundada en que ya ha interpuesto la demanda o en la manifiesta improcedencia de la subrogación; 2) Interponer la demanda, en cuyo caso se le considerará como actor y el juicio seguirá con el demandado.

Pero aunque el deudor, no ejerza ninguno de los derechos mencionados en el art. 112, puede intervenir en el proceso como litisconsorte del actor, sin que su presentación sea susceptible de  retrogradar o suspender el curso del proceso.

Aún en los casos en que el deudor interponga la demanda al ser citado, o lo haya deducido con anterioridad, el acreedor puede intervenir en el proceso como tercero adhesivo simple, siendo por lo tanto su actuación accesoria y subordinada al deudor.

El deudor puede ser llamado a absolver posiciones y reconocer documentos.

Prescribe, el art. 114 CPN que la sentencia hará cosa juzgada a favor o en contra del deudor citado haya o no comparecido.

Ejecutoriada la sentencia, el sustituto puede también intervenir en el procedimiento de ejecución a fin de posibilitar el ingreso de bienes suficientes en el patrimonio de su deudor.

Pero sólo puede prescribir el importe resultante de la ejecución hasta cubrir el monto de su crédito.

Revisten el carácter de sustitutos procesales, el asegurador que ejerce los derechos que corresponden  al asegurado contra un tercero, en razón del siniestro, y hasta el monto de la indemnización abonada; el enajenante citado de evicción cuando el adquirente demandado opta por ser excluido de la causa; etc.

Procesos con Partes Múltiples.

Litisconsorcio.

Concepto y Clasificación.

Existe litisconsorcio cuando, por mediar contitularidad activa o pasiva con respecto a una pretensión única, o un vínculo de conexión entre distintas pretensiones, el proceso se desarrolla con la participación de más de una persona en la misma posición de parte.

Según en que la pluralidad de sujetos consista en las actuación de varios demandados, el litisconsorcio se denomina, respectivamente, activo, pasivo y mixto.

El litisconsorcio es facultativo cuando su formación obedece a la libre y espontánea voluntad de las partes, y es necesario cuando lo impone la ley o la misma naturaleza de la relación o situación jurídica que constituye la causa de la pretensión.

Puede también ser litisconsorcio originario o sucesivo, según que la pluralidad de litigantes aparezca desde el comienzo del proceso o se verifique durante su desarrollo posterior.

Litisconsorcio Necesario.

Es necesario cuando la sentencia sólo puede dictarse últimamente frente a todos los partícipes de la relación jurídica sustancial convertida en el proceso, de modo tal que la eficacia de éste se halla subordinada a la citación de esas personas. El art. 89 CPN prescribe por ello: “cuando la sentencia no pudiere pronunciarse útilmente más que con respecto a varias partes, éstas habrán de demandar o ser demandadas en un mismo proceso”.

El fundamento último de litisconsorcio necesario reside en la exigencia de resguardar el derecho de defensa en juicio de todos aquellos cointeresados a quienes ha de extenderse la cosa juzgada propia de la sentencia dictada sobre el fondo del litigio.

Existe siempre una pretensión única, cuya característica esencial reside en la circunstancia de que sólo puede ser  interpuesta por o contra varios legitimados, y no por o contra alguno de ellos solamente, por cuanto la legitimación, activa o pasiva, corresponde en forma conjunta a un grupo  de personas y no independientemente a cada una de ellas.

El litisconsorcio necesario produce los siguientes efectos: 1°) Los actos de disposición realizados por uno de los litisconsortes, no producen sus efectos normales hasta tanto los restantes litisconsortes adopten igual actitud, pues en razón de la indivisibilidad que caracteriza a la relación jurídica controvertida, tales actos sólo producen la consecuencia de liberar a su autor  de las cargas inherentes al ulterior desarrollo del proceso, pero no lo excluyen de los efectos de las sentencias, cuyo contenido debe ser el mismo para todos los litisconsortes; 2°) Las defensas opuestas por uno o alguno de los litisconsortes , sea que se funden en hechos comunes o individuales, favorecen a los demás; 3°) Las alegaciones y las pruebas aportadas por los litisconsortes deben valorarse en su conjunto, aunque resulten contradictorias, pero la confesión o admisión de hechos formulados por uno o por alguno de los litisconsortes no pueden invocarse contra los restantes sin prejuicio de que tales actos valgan, eventualmente, como prueba indiciaria; 4°) Los recursos  deducidos por uno de ellos aprovechan o perjudican a todos; 5°) La existencia de litisconsorcio necesario comporta una derogación de las reglas de competencia. Corresponde tener en cuenta, por último, que en virtud del principio general contenido en el art. 312 CPN cualquiera que sea el tipo de litisconsorcio de que se trate, el impulso del procedimiento por uno de los litisconsortes beneficia a los restantes.

El Litisconsorcio Facultativo.

Es el que depende, de la libre y espontánea voluntad de las partes, y su formación puede obedecer a: 1°) A la existencia  de un vínculo de  conexión entre distintas pretensiones; 2°) A la adhesión que un tercero  puede formular respecto de una pretensión ya deducida, o de la oposición a ella, en el supuesto de que, según las normas del derecho sustancial, hubiese estado legitimado para  demandar o ser demandado en el juicio en el que la pretensión se hizo valer.

La primera hipótesis se halla contemplada en el art. 88 CPN, conforme al cual “podrán varias partes demandar o ser demandadas en un mismo proceso cuando las acciones sean conexas por el título, o por el objeto, o por ambos elementos a la vez”. A la segunda hipótesis  se refiere el art. 90 inc. 2° del mismo ordenamiento, al definir la condición del interviniente adhesivo autónomo o litisconsorcial.

La característica de éste tipo de litisconsorcio reside en la circunstancia de que cada uno de los litisconsortes goza de legitimación procesal independiente, razón por la cual tanto el resultado del proceso como el contenido de la sentencia pueden ser distintos con respecto a cada uno de ellos.

El litisconsorcio facultativo produce los siguientes efectos: 1°)  El proceso puede  concluir para uno o alguno de los litisconsortes y continuar en relación con los restantes.

Ello puede ocurrir sea por efecto de una excepción procesal que prospere tan sólo respecto de uno o alguno de los sujetos que se encuentran en la misma posición de parte, o como consecuencia de un acto de disposición realizado por uno o alguno de ellos; 2°) En relación con la prueba es menester distinguir entre los hechos comunes y los hechos individuales a cada litisconsorte. Si uno de ellos, por ej., produce una prueba  acerca de un hecho común, ella bastará para tenerlo por acreditado con respecto a todos, pero debe tenerse en cuenta que, como ocurre en el necesario, la confesión o el reconocimiento de un hecho de ese tipo formulado por uno de ellos, no perjudica a los restantes. Si se trata de hechos individuales, debe estarse a la prueba  producida por el litigante al cual ellos se refieren,  sin perjuicio de que la prueba producida por otros litisconsortes pueda ser tenida en cuenta  como indicio; 3°) Los recursos  interpuestos por un litisconsorte no benefician  a los restantes,  salvo que la aplicación de esa regla conduzca  al pronunciamiento de sentencias contradictorias respecto de un hecho común a todos los litisconsortes; 4°) En ciertas hipótesis, el litisconsorcio facultativo trae aparejada una derogación de las reglas de competencia.

Intervención de Terceros.

Concepto y Clases.

Tiene lugar cuando, durante el desarrollo del proceso, y sea en forma espontánea o provocada, se incorporan a él personas distintas a las partes originarias a fin de hacer valer derechos o intereses propios, pero vinculados con la causa o el objeto de la pretensión.

Según que la intervención responda a la libre y espontánea determinación del tercero, o a una citación judicial dispuesta de oficio o a petición de alguna de las partes originarias, se la denomina voluntaria o coactiva.

Una vez declarada admisible la intervención en cualquiera de sus formas, el tercero deja de ser tal para asumir la calidad de parte, pues el objeto de la institución consiste en brindar a aquél la posibilidad de requerir la protección judicial de un derecho o interés propio.

Intervención Voluntaria.

La doctrina, contempla generalmente tres categorías de este tipo de intervención: 1°) principal o excluyente; 2°) adhesiva autónoma o litisconsorcial; 3°) adhesiva simple.

En la intervención principal el tercero hace valer un derecho propio y una pretensión incompatible con la interpuesta del actor.

La intervención principal constituye un caso de acumulación sucesiva por inserción de pretensiones, y se halla reglamentada en algunos códigos provinciales. El CPN ha omitido esta regulación.

Este tipo de intervención no debe ser confundido con las “tercerías”. En estas últimas el tercero se limita a hacer valer su derecho sobre algún bien que haya sido embargado en el proceso principal, o el derecho a ser pagado con preferencia al ejecutante con motivo de la venta de la cosa embargada; y en tanto no deduce una pretensión incompatible o conexa con aquélla sobre que versa la litis, a cuyo resultado, por ,lo demás, es indiferente, no pierde su condición de tercero. En la intervención excluyente, en cambio, el tercero asume la calidad de parte.

En la intervención adhesiva autónoma o litisconsorcial, la participación del tercero en el proceso tiene por objeto hacer valer un derecho propio frente a alguna de las partes originarias, adhiriendo a la calidad asumida por el otro litigante.

La característica primordial de esta forma de intervención está dada por las circunstancias de que el tercero habría gozado de legitimación propia para demandar o ser demandado en el proceso, a título individual o juntamente con el litigante a quien adhiere. Tal proceso se enuncia en el art. 90, inc. 2° CPN, “según las normas del derecho sustancial, hubiese estado legitimado para demandar o ser demandado en juicio”.

La intervención adhesiva simple, llamada también coadyuvante, tiene lugar cuando el tercero, en razón de ser titular de un derecho conexo o dependiente respecto de las pretensiones articuladas en el proceso, participa en éste a fin, de colaborar en la gestión procesal de alguna de las partes. El CPN autoriza a intervenir en el proceso, como tercero adhesivo simple, a quien “acredite sumariamente que la sentencia pudiere afectar su interés propio”. (art. 90, inc. 1°).

Se sigue de lo expuesto que el tercero coadyuvante no reviste el carácter de parte autónoma, por cuanto su legitimación para intervenir en el proceso es subordinada o dependiente respecto de la que corresponde al litigante con quien coopera y colabora.

La actuación procesal del tercero coadyuvante se encuentra limitada por la conducta del litigante principal, pues si bien se halla autorizado para realizar toda clase de actos procesales, éstos sólo son eficaces en la medida en que no sean incompatibles o que no perjudiquen  el interés de aquél.

El CPN prescribe que la actuación del interviniente simple “será accesoria y subordinada a la de la parte a quien apoyare, no pudiendo alegar ni probar lo que estuviese prohibido a ésta”.

En lo que respecta al procedimiento a observar, el art. 92 CPN dispone que “el pedido de intervención se formulará por escrito, con los requisitos de la demanda, en lo pertinente. Con aquél se presentarán los documentos y se ofrecerán las pruebas de los hechos en que se fundare la solicitud. Se conferirá traslado a las partes y, si hubiese oposición, se sustanciará en una sola audiencia. La resolución se dictará dentro de los diez días”.

“En ningún caso –dice el art. 93​​​- la intervención del tercero retrogradará el juicio ni se suspenderá su curso”.

Intervención Obligada o Coactiva.

Tiene lugar  cuando el juez, de oficio o a petición de alguna de las pares, dispone que se cite a un tercero para participar en el proceso a fin de que la sentencia que en él se dicte pueda serle eventualmente opuesta. El art. 94 CPN contempla  esta modalidad de la intervención en tanto dispone que “ el actor en el escrito de demanda, y el demandado dentro del plazo para oponer excepciones previas o para contestar la demanda, según la naturaleza del juicio, podrán solicitar la citación de aquél a cuyo respecto consideren que la controversia es común”: ello no descarta, que la intervención pueda ser ordenada de oficio, lo que se halla autorizado, en los supuestos de integración de la litis. (CPN, art. 89).

Fundamentalmente, el art. 94 CPN es aplicable cuando la parte, en el caso de ser vencida, se halle para intentar una pretensión de regreso contra el tercero.

Este art. No descarta la admisibilidad de otras modalidades de la intervención obligada, como son las denominatio o laudatio auctoris y llamado de tercero pretendiente.

La denominatio o laudatio auctoris se verifica cuando ,  entablada  una pretensión real contra quien tiene temporariamente la posesión de una cosa ajena el demandado denuncia en el proceso el nombre y domicilio del  poseedor  mediato a fin de que el litigio continúe con éste.    

El llamado del tercero pretendiente tiene lugar en el caso de que, denunciada por alguna de las partes la existencia de un tercero que pretende un derecho sobre la cosa que es objeto del proceso.

Puede ser también la parte actora quien solicite la citación del tercero o terceros pretendientes, como ocurre en el caso del pago por consignación “cuando fuese dudoso el derecho del acreedor a recibir el pago”.

Un caso de aplicación de esta modalidad de la intervención obligada puede verse en un fallo, en el cual se decidió asumir, en un juicio  por escrituración de un inmueble, la citación, pérdida por el propietario demandado, de un tercero que, con título de inquilino principal pretendía el mismo derecho que el actor a la compra del inmueble, habiendo expresado el demandado, que vendería a quien justificase mejor derecho.

Al comparecer al proceso al cual ha sido citado, el tercero asume calidad de parte. Pero a diferencia de lo que ocurre con el interviniente voluntario, no puede ser obligado a aceptar el proceso in statu et terminis, pues ello podría configurar un injusto menoscabo  de su derecho de defensa , susceptible  de haberse ejercido  con toda amplitud  en un proceso independiente. Por ello el art. 95 del CPN dispone que la citación del tercero (que debe hacerse  en la misma forma que al demandado), “suspenderá el procedimiento hasta su comparecencia o hasta el vencimiento del plazo que se le hubiese señalado para comparecer”.

En lo que respecta al alcance de la sentencia, y a la apelabilidad de la resolución, son aplicables las normas enunciadas  al examinar a la intervención voluntaria.

Citación de Evicción.

Puede ser pedida tanto por el actor como por el demandado: el primero debe hacerlo al deducir la demanda, y el segundo  dentro del plazo para oponer excepciones previas en el juicio ordinario, o dentro del fijado para la contestación de la demanda en los demás procesos.

La citación solicitada oportunamente suspende el curso del proceso durante el plazo que fije el juez, siendo carga del citante activar las diligencias necesarias para el reconocimiento del citado. La suspensión no alcanza  al plazo para oponer excepciones previas ni a la sustanciación de éstas. (art. 107, CPN).

  Si el citado no comparece, o habiendo comparecido se resiste a asumir la defensa, el juicio debe proseguir con quien pidió la citación salvo los derechos de éste contra aquél. (art. 108)

Si el citado comparece, pueden presentarse las siguientes situaciones: 1°) Que asuma la defensa del citante, y éste último opte, mediando conformidad de la contraparte, por ser excluido de la causa; 2°) Que el citado obre conjunta o separadamente con el citante, en calidad de litisconsorte.

Si el citado comparece espontáneamente, debe tomar la causa en el estado en que se encuentre, aunque en la contestación puede invocar las excepciones que no hubieran sido opuestas como previas.

Si el citado pretende, a su vez, citar a su causante, puede hacerlo en los primeros 5 días de haber sido notificado, sin perjuicio de la carga de proseguir el proceso por sí. En las mismas condiciones cada uno de los causantes puede requerir la citación de su respectivo antecesor, siendo admisible el pedido de citación simultánea  de dos o más causantes. Pero en todo caso es ineficaz la citación practicada sin la antelación necesaria para que el citado pueda comparecer antes del pronunciamiento de la sentencia de primera instancia.

Tercerías.

Concepto y Clases.

Es la pretensión en cuya virtud una persona distinta a las partes intervinientes en un determinado proceso, reclama el levantamiento de un embargo trabado en dicho proceso sobre un bien de su propiedad, o el pago preferencial de un crédito con el producido de la venta del bien embargado.

Este concepto comprende a las dos clases de tercerías que admite el ordenamiento procesal, o sea a las de dominio y a las de mejor derecho.

Las primeras deben fundarse en el dominio de los bienes embargados; las segundas, en el derecho que el tercerista  tenga a ser pagado  con preferencia al embargante (CPN, art 97, Párr. 1°).

La admisibilidad de la tercería, se halla condicionada a la existencia de un embargo. En caso contrario no existiría  interés jurídico que la sustentase, pues en el supuesto de que en un proceso constituido entre otras personas la controversia versará sobre el bien de propiedad del tercerista, la sentencia que en ese proceso se dictará le sería inoponible y carecería por lo tanto de toda virtualidad  para despojarlo de ese bien.

Las tercerías tienen su mayor ámbito de aplicabilidad en los procesos de ejecución, ellas son procedentes, según lo tiene resuelto la jurisprudencia, en cualquier clase de procesos. De allí que el CPN reglamente la institución en la parte gral.

Requisitos:

La ley procesal sujeta a las tercerías a requisitos específicos de tiempo y forma.

El requisito de tiempo varía según se trate de tercería de dominio o de mejor derecho.

En el primer caso la pretensión debe deducirse antes de que se otorgue la posesión del bien embargado al comprador (CPN, art. 97, Párr. 2°), pues este último cuenta, una vez cumplida aquella formalidad, con una presunción de propiedad. Corresponde aclarar, que la extemporaneidad de la tercería no obsta a la posterior pretensión reivindicatoria que le tercerista puede hacer valer contra el tercer adquirente, en el correspondiente proceso ordinario (cod, civil, arts. 2758 y 2765).

La de mejor derecho debe deducirse antes de que se pague al acreedor que ha obtenido el embargo (art. 97, Párr. 2°).

Si el tercerista dedujere demanda después de diez días desde que tuvo o debió tener conocimiento del embargo  o desde que se rechazó el levantamiento del embargo sin tercería, debe abonar  las costas  que origine su presentación extemporánea, aunque las del juicio sean interpuestas a la otra parte por ser procedente la tercería (art. 97, Párr. 3°).

Constituye requisito de forma que el tercerista pruebe, con instrumentos fehacientes o en forma sumaria, la verosimilitud del derecho en que se funde. Pero no cumplido dicho requisito la tercería es admisible si quien la promueve  da fianza para responder de los perjuicios que puede producir la suspensión del proceso principal (art. 98, Párr. 1°).

Si se trata de un bien inmueble el tercerista debe acompañar el testimonio de la escritura pública respectiva. En materia de bienes muebles, si el tercerista prueba sumariamente que, a la fecha de la traba del embargo, se encontraba en posesión de aquellos, por cuanto el poseedor cuenta a su favor con una presunción de propiedad establecida por el art. 2412 código civil, incumbiendo al embargante la prueba tendiente a desvirtuar esa presunción. Si, por el contrario, a la fecha de trabarse el embargo el bien se encontraba en posesión del embargado, el tercerista debe acompañar elementos de juicio que prueben la verosimilitud de su derecho de dominio.

Si la tercería deducida es de mejor derecho, el tercerista debe acreditar la titularidad del crédito y la existencia de un privilegio especial a su favor o de un embargo obtenido con anterioridad.

En el supuesto de  desestimarse la tercería, no es admisible su reiteración si se funda en título que hubiese poseído o conocido el tercerista al tiempo de entablar la primera; pero ésta regla es inaplicable si la tercería no hubiese sido admitida sólo por falta de ofrecimiento o constitución de la fianza (CPN, art 98, Párr. 2°).

Efectos.

Difieren según se trate  de tercerías de dominio  o de mejor derecho.

En el primer caso, consentida o ejecutoriada la orden de venta de los bienes, corresponde disponer de los bienes, corresponde disponer la suspensión del procedimiento principal hasta tanto se decida la tercería (art. 99, Párr. 1°).

La admisibilidad de la tercería está condicionada a la prueba de la verosimilitud del derecho en que se funda, el juez está habilitado  para desestimar la suspensión en el supuesto de que, al tiempo de que ella deba disponerse, existan en el proceso elementos de juicio que  hayan logrado desvirtuar esa verosimilitud inicial.

El CPN, establece que no corresponde decretar la suspensión cuando se tratare de bienes sujetos a desvaloralización o desaparición o que irroguen excesivos gastos de conservación, en cuyo caso el producto de la venta quedará afectado  a las resueltas de la tercería. 

Otorga también al tercerista el derecho de obtener, el levantamiento del embargo, dando garantía suficiente de responder al crédito del embargante por capital, dando garantía suficiente de responder al crédito embargante por capital, intereses y costas en caso de que, en definitiva, no llegare a acreditar que los bienes embargados le pertenecen art. 99, Párr. 2°).

Si se trata de tercerías de mejor derecho, previa citación tercerista, pueden venderse los bienes y sólo corresponde suspender el pago hasta que se decida sobre la preferencia invocada, salvo que el embargante otorgue fianza para responder puede desestimar la pretensión si la verosimilitud inicial del derecho ha quedado desvirtuada.

Constituye un efecto común a ambas clases de tercerías que el embargante puede pedir una ampliación o mejora del embargo, o la adopción de otras medidas precautorias necesarias (CPN, art. 102).

Procedimiento.

Las tercerías deben deducirse contra ambas partes del proceso principal, configurándose por lo tanto un caso litisconsorcio pasivo necesario, al que le son aplicables las reglas oportunamente enunciadas. La norma anteriormente, enunciada dispone que el allanamiento y los actos de admisión realizados por el embargado no pueden ser invocados en perjuicio del embargante.

El trámite de la tercería puede ser del juicio ordinario, el del juicio sumario o el del incidente, según lo determine el juez atendiendo a las circunstancias.

El CPN, concede al tercero perjudicado por un embargo el derecho de pedir su levantamiento sin promover tercería para la cual debe acompañar título de dominio u ofrecer sumaria información sobre su posesión, según la naturaleza de los bienes. Previo traslado al embargante, el juez debe dictar resolución que es recurrible si hace lugar al embargo. Si el pedido es denegado, el interesado puede deducir directa// la tercería, cumpliendo los requisitos exigidos por el art. 98.

Convivencia entre el Tercerista y el Embargado.

En el caso de resultar probada la convivencia con el embargado en juez  debe ordenar, la remisión de los antecedentes a la justicia penal, e imponer al tercerista, al embargado o a los profesionales que los hayan representado o patrocinado, o ambos, las sanciones disciplinarias que correspondan. Puede disponer, asimismo, la detención del tercerista y del embargado hasta el momento en que comience a actuar el juez en lo penal (CPN, art. 103).

 Conforme a la jurisprudencia, las medidas a que se refiere la norma sólo pueden ser decretadas en la sentencia y deben fundarse en las pruebas producidas, siendo improcedente adoptarlas cuando el proceso ha concluido en otra forma, como puede ser la caducidad de la instancia.

El Ministerio Público.

Concepto y Composición.

Denomínese ministerio público al conjunto de funcionarios a quienes se halla confiada, como misión esencial, la defensa de intereses vinculados al orden público y social.

Sus miembros integran una magistratura especial, distinta y autónoma  con respecto a la de los jueces  y tribunales, con quienes colaboran en toda la función  de administrar justicia, pero de cuyos poderes ordenatorios , instructorios  y decisorios carecen. Se dice que frente a la función juzgadora que ejercen los órganos judiciales, a los integrantes del ministerio público incumbe el cumplimiento  de la llamada función requirente, la cual se manifiesta a través de la interposición de cierta clase de pretensiones y del control que deben ejercer con respecto  a la observancia de determinadas normas que interesan al orden público.

El art. 120 de la CN, dispone que “el Ministerio Público es un órgano independiente con autonomía  funcional y autarquía financiera, que tienen por función promover la actuación de la justicia en defensa de la legalidad, de los intereses generales de la sociedad, en coordinación con las demás autoridades de la República”, agregando que “está integrado por un procurador  general de la nación y un defensor general de la nación y los demás miembros que la ley establezca”, y que “sus miembros gozan de inmunidades funcionales e intangibilidad de remuneraciones”.

Se lo ha colocado dentro de los órganos extrapoder en tanto no se lo incorpora dentro del Poder Judicial ni se lo subordina al Poder Ejecutivo. Se le otorgó asimismo, una jefatura bicéfala ejercida por el procurador  general de la Nación como cabeza del ministerio pupilar, concebido, en términos generales, como el conjunto de funcionarios encargados de la defensa de los incapaces, pobres y ausentes.

El ministerio público fiscal, de acuerdo con lo dispuesto en la ley 24.121, se compone de fiscales en lo criminal  de instrucción, en lo correccional, de menores y en lo penal económico, a quienes fundamentalmente incumbe la interposición y prosecución de la pretensión pública penal ante  los respectivos juzgados de primera instancia, tribunales orales y cámaras de apelaciones, y de agentes fiscales en lo civil y comercial, que actúan  ante los órganos judiciales de esos fueros en la forma y en los asuntos.

Al ministerio público pupilar concierne la función de intervenir en los asuntos  judiciales  que interesen a la persona o bienes de los menores de edad, dementes y demás incapaces, como así también en las causas penales  seguidas contra menores de 18 años.

Y a las defensorías de pobres y ausentes, finalmente, corresponde la función de representar judicialmente a las personas que se encuentren en esas condiciones.

En el fuero del trabajo, la ley 18.345 ha adjudicado todas las funciones precedentemente mencionadas a los miembros del ministerio público del trabajo.

Corresponde señalar, que en la justicia federal los defensores de pobres y ausentes  desempeñan también, en materia civil y comercial, el ministerio público pupilar.

Los funcionarios del ministerio público, no pueden ser recusados; pero “si tuviesen  algún motivo  legítimo de excusación, deberán manifestarlo al juez o tribunal o éstos podrán separarlo de la causa, dando intervención a quien deba subrogarlos” (CPN, art 33).

El Ministerio Público Fiscal.

Tuvo su origen en la organización judicial de la Francia medieval. Inicialmente, el ministerio público fiscal se hallaba representado por procuradores o abogados ordinarios a quienes el, rey confiaba  la defensa de sus propios intereses patrimoniales y fiscales, cumpliendo aquéllos tales tareas sin perjuicio  de la atención de su clientela privada. La designación de tales funcionarios obedeció a la necesidad de mantener la influencia de la corona ante los tribunales, así como a la del defensor de sus derechos y prerrogativas contra las pretensiones de los señores feudales; pero más tarde, a raíz del fortalecimiento de la autoridad real, los procuradores y abogados del rey se convirtieron en verdaderos magistrados, dejando así de entender los asuntos de clientes particulares y añadiendo, a su primitiva función de defensa de los intereses patrimoniales y fiscales del rey, la consistente en defender los intereses generales de la sociedad y del estado. Posteriormente, esa última función se convirtió  en la única y exclusiva encomendada  a los miembros del ministerio público. El sistema fue recogido  por las sucesivas reglamentaciones de la institución, y es el que mantienen las actuales leyes francesas.

La antigua legislación hispánica no contiene una reglamentación específica de la institución, se considera  como una manifestación de ella al llamado Patronus fisci.

La ley  1ª, título 5, del Libro II de la Recopilación de las Leyes de Indias, mencionaba la existencia  del Fiscal del Consejo de Indias, cuyas funciones consisten en la defensa de la jurisdicción, patrimonio t hacienda real, en la vigilancia del cumplimiento de las leyes y en la protección y amparo de los indios y de “personas pobres y miserables”. Con análogas funciones a las de dicho magistrado, el mismo ordenamiento instituye dos fiscales en las Audiencias de Lima y de México, uno en la de Bs. As.

Con respecto a los antecedentes de nuestro derecho patrio, interesa recordar que los reglamentos  de administración de justicia  dictados en 1812 y 1813 instituyeron el cargo de “agente de la cámara”, en reemplazo del Fiscal de la Audiencia, y que de aquél deriva, luego de sucesivas transformaciones, la organización actual del ministerio público fiscal.

En el orden federal, el ministerio público fiscal se halla organizado en la forma y con las atribuciones que se mencionarán a continuación.

Su más alto funcionario es el Procurador General de la Nación, que ejerce en ministerio público ante la Corte Suprema de Justicia, es designado por el presidente de la Nación y debe reunir  los mismos requisitos  exigidos para ser juez de dicho tribunal, pero carece de la garantía de la inamovilidad.

El Procurador General tiene los siguientes atribuciones: 1°) Ejercer la pretensión pública penal en las causas de competencia originaria de la Corte Suprema; 2°) Emitir dictamen sobre la competencia de dicho tribunal  respecto de las pretensiones  deducidas en la instancia originaria, así como en las cuestiones de competencia civiles y penales y en los casos en que se alegue privación de justicia; 3°) Intervenir en las causas  en que hubieren sido parte  los fiscales federales, continuando por lo tanto ante la Corte la intervención asumida por dichos funcionarios ante las instancias inferiores; 4°) Dictaminar en las causas de competencia originaria y apelada en las cuales resulte conveniente, a juicio de la Corte, escuchar su opinión por aparecer comprendidos aspectos esenciales del ordenamiento constitucional, relativos a sus facetas  institucionales, así como en las causas en que el tribunal entiende, a raíz del recurso  de apelación ordinaria, en las materias previstas en el art. 24, inc. 6°, apartados b) y c) del decreto-ley 1285/58.

 La ley  15.464 creó dos cargos  de procuradores fiscales de la corte suprema de justicia , cuyos titulares  deben reunir los requisitos exigidos para ser juez de la corte suprema o Procurador General, y son designados por el ministro de justicia.

Según el art. 3° de la ley citada  los procuradores fiscales se hallan  equiparado ì¥Á
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lo resuelve el Procurador General.

Sustituir al Procurador General de la Nación en las causas sometidas a su dictamen cuando aquel así  lo resuelva;

Reemplazar al Procurador General de la Nación en caso de licencia, excusación, impedimento o vacancia;

Informar al Procurador General de la Nación acerca de las causas sometidas a su dictamen, debiendo hacerlo por escrito  en los casos en que aquél lo disponga;

Ejercer las funciones que les encomendaban las leyes y reglamentos.

Ante la cámara nacional de casación penal, los tribunales orales en lo criminal federal y las cámaras federales de apelaciones con asiento en las provincias y en la Capital Federal, el ministerio público fiscal se halla representado por fiscales que son designados por el ministerio de justicia  y deben reunir los mismos requisitos que corresponden a las cámaras.

Les corresponde continuar ante las mencionadas cámaras la intervención que el ministerio público hubiese tenido ante los jueces o tribunales inferiores o bien actuar durante el desarrollo del juicio oral.

Ante cada uno de los juzgados federales con sede en las provincias el ministerio público fiscal es desempeñado por un procurador fiscal que interviene en las causas civiles, contencioso-administrativas, comerciales y penales. En la Capital Federal, existen, por un lado, procuradores fiscales federales en lo civil, comercial y contencioso-administrativo y, por otro lado, en lo criminal y correccional. Todos esos funcionarios son designados por el ministro de justicia, carecen de la garantía de la inamovilidad, y deben reunir los mismos requisitos que para ser juez federal.

Según el art. 119 de la ye 1823, con las modificaciones introducidas por la ley 17.516, les corresponde intervenir: 1) En los juicios sucesorios  en los casos que por ley corresponda; 2) En las declinatorias de jurisdicción y contenidas de competencia; 3) En las causas sobre divorcio y nulidad de matrimonio; 4) En las causas sobre filiación y todas las demás relativas al estado civil de las personas; 5) En los juicios sobre venias supletorias a mujeres casadas; 6) En las declaratorias de pobreza; 7) En todos los demás casos en que el ministerio público deba ejercer funciones según lo dispongan  los códigos civil, Mercantil o leyes especiales.

Ante las cámaras nacionales de apelaciones en lo civil y comercial de la Capital, el ministerio público fiscal es desempeñado por dos y un fiscal de cámara, respectiva//, los cuales son designados por el ministro de justicia y deben reunir las mismas condiciones que los jueces de los tribunales.

Tienen las siguientes atribuciones:

1°) Continuar ante las cámaras la intervención que el ministerio público hubiese tenido ante los jueces inferiores; 2°) Intervenir en los asuntos que se promovieron relativos a la superintendencia de las cámaras; 3°) Promover la aplicación de penas disciplinarias contra los jueces inferiores y demás empleados subalternos de la administración de justicia; 4°) Cuidar de que los agentes fiscales promuevan las gestiones que les correspondan; 5°) Asistir a los acuerdos de las cámaras cuando fuesen invitados.  

 Ante la justicia nacional del trabajo actúan en primera instancia fiscales que deben reunir las mismas condiciones exigidas para los jueces de 1ª instancia están, con sólo dos años de ejercicio de la profesión de abogado y son destinados por el ministro de justicia.

Ante la cámara de Apelaciones del Trabajo, desempeñan el ministerio público un procurador y un subprocurador general del trabajo, quienes deben reunir los requisitos establecidos por la ley de organización de la justicia nacional para los jueces de cámara, y son designados por el ministro de justicia.

El Ministerio Pupilar.

El ministerio público pupilar es la rama del ministerio público cuya misión consiste en la defensa de los derechos e intereses de los menores y de las demás personas a quienes afecta una incapacidad de hecho en los términos del cod. civil.

En nuestra legislación tiene su origen en las ordenanzas provisionales del Excelentísimo cabildo, justicia y reglamento de la ciudad de Bs.As., del 21 de octubre de 1814, que crearon  el cargo de asesor, con facultades para intervenir en todas las instancias judiciales cuando aparecen comprometidos los derechos e intereses de los menores. Desde entonces algunos de nuestros ordenamientos legales se apartan del criterio vigente en la legislación europea, en el cual  los funcionarios del ministerio público ejercen indistintamente las facultades de nuestros fiscales, asesores de menores y defensores de pobres y ausentes, aunque, según se ha visto, esa unificación funcional rige en la justicia del trabajo, de la Capital Federal así como, con carácter general, en algunas provincias.

Hasta la creación del consejo nacional del menor por el decreto ley 5285/57 el ministerio de menores se hallaba integrado, en la Capital Federal, por dos departamentos: uno, de carácter administrativo, encargado del cuidado y vigilancia de los menores y demás incapaces en orden al trato, educación y demás condiciones de existencia, y otro, de carácter  judicial, encargado de la defensa de la persona o bienes de los menores y demás incapaces. Los funcionarios que desempeñaban las tareas de orden administrativo eran los defensores de menores, a quienes designaba y removía en sus cargos el presidente de la república, y que requerían, para ser nombrados, la ciudadanía argentina y ser mayores de 50 años.

En virtud del mencionado decreto-ley y leyes posteriores las funciones de los defensores de menores fueron transferidas a un órgano administrativo actualmente denominado Consejo Nacional de Protección de Menores, manteniéndose la institución de los asesores de menores e incapaces, a quienes corresponde intervenir en todo asunto judicial que interese a la persona o bienes de los menores de edad, dementes y demás incapaces, y entablar en su defensa las acciones o recursos necesarios, sea directa o juntamente con los representantes de aquellos.

El art. 59 del código civil establece, como regla general que “a más de los representantes necesarios los incapaces son promiscuamente representados por el ministerio de menores, que será parte legítima y esencial en todo asunto judicial o extrajudicial, de jurisdicción voluntaria o contenciosa, en que los incapaces demanden o sean demandados, o en que se trate de las personas o bienes de ellos, so pena de nulidad de todo acto y de todo juicio que hubiere lugar sin su participación”.

No siempre el ministerio de incapaces ejerce funciones de representación. El funcionario respectivo asume  la calidad de representante del incapaz cuando, por ejemplo, peticiona judicialmente la remoción de los tutores o curadores por su mala administración o pide que se decrete la pérdida o suspensión de la patria potestad; etc., o sea en todos aquellos casos en que,  por cualquier motivo, actúa judicialmente en lugar de los representantes legales del incapaz. En los demás casos, cuando los incapaces se hallan debidamente representadas en la causa, el ministerio pupilar no es más que un órgano de vigilancia y asesoramiento, y no puede, como principio, sustituirse a la actividad directa del representante. La jurisprudencia tiene decidido, que no es necesaria la intervención del ministerio pupilar cuando los poderes actúan por sus hijos menores en ejercicio de la patria potestad, salvo que los deberes de aquéllos estén limitados o sujetos a intervención judicial, como ocurre en los casos contemplados en los arts. 278, 282, 285,294, etc., del código civil.

En el orden federal, el ministerio pupilar es ejercido por los defensores de los pobres, incapaces y ausentes ante la corte suprema y juzgados federales.

En el fuero del trabajo, finalmente, el ministerio público y pupilar es ejercido por los representantes del ministerio público.

Defensorías de Pobres y Ausentes.

Las defensorías de pobres y ausentes integran otra de las ramas en que se divide el ministerio público, y se hallan desempeñadas por funcionarios a quienes incumbe, en materia civil y comercial: 1) Patrocinar en juicio a las personas que hubiesen obtenido carta de pobreza para litigar y les requieran sus servicios, como así también en los trámites necesarios para obtenerla, si lo pidiesen; 2) Evacuar consultas que le sean solicitadas por las personas que sólo tengan lo necesario para su subsistencia y redactar los escritos respectivos; 3) Representar y defender a los ausentes con presunción de fallecimiento y a aquellas personas cuyo nombre no se conociera o se ignorara su domicilio; 4) Defender a los incapaces y denunciados como dementes, cuando concurran razones especiales de pobreza.

Los defensores de pobres y ausentes deben asistir  diariamente a su despacho; notificarse de las providencias que recaigan en los juicios en que intervengan; pedir las medidas conducentes al impulso del procedimiento; mantener su intervención en todas las instancias o incidentes; etc.

Carecen de derecho a cobrar honorarios, aún en el caso de condenación en costas a la parte contraria. Se ha decidido, sin embargo, que la situación es distinta en el supuesto de que el litigante posea bienes y la defensa oficial se haya cumplido en virtud de su incomparecencia al proceso.

Los defensores de pobres y ausentes son designados y removidos por  el Ministerio de Justicia, sin perjuicio de que la Corte Suprema o la cámara de apelaciones, según los casos, pueden también amonestarlos, suspenderlos temporalmente, o destituirlos. Para ser designado en el cargo se requiere ser ciudadano argentino, haber ejercido en el país durante dos años por lo menos la profesión de abogado, o haber desempeñado durante ese plazo una magistratura.

En materia  penal los defensores oficiales actúan frente a los casos en que el imputado no haya designado defensor de confianza. Algunos de estos funcionarios actúan ante los juzgados de primera instancia y sus respectivas cámaras de apelaciones, y otros ante los tribunales orales de instancia única.

El Personal Judicial.

Generalidades.

El acuerdo desarrollo del proceso requiere la actividad de un conjunto de personas que colaboran con los jueces y tribunales en la función de administrar justicia y a las que cabe la denominación de auxiliares internos de aquellos. Se hallan agrupados en categorías que responden a la mayor o menor importancia de sus funciones, las cuales están previstas en las leyes orgánicas, códigos de procedimientos y acordadas y reglamentos de los tribunales superiores.

En el orden nacional, tales auxiliares se dividen en funcionarios y empleados. El RJN, llama magistrados a los jueces de todos los grados; “funcionarios” a los secretarios de 1ª y 2ª instancias y a los demás empleados de los tribunales nacionales que perciben igual o mayor sueldo, y “empleados” al resto del personal.

El nombramiento y remoción de los funcionarios y empleados que dependan de la Justicia Nacional se realiza por la autoridad judicial establecida por los reglamentos de la corte. Tales reglamentos disponen que la Corte Suprema y las cámaras de apelaciones designa al personal que respectivamente depende de ellas.

La designación del personal de los juzgados  y ministerios públicos se practica por las cámaras respectivas a propuesta de los jueces y funcionarios titulares.

Para ser funcionario de la justicia nacional se requiere ser argentino mayor de edad y, para ser empleado, argentino mayor de 18 años debiendo darse preferencia, respecto a éstos últimos, a quienes hayan completado estudios secundarios y sepan escribir a máquina. El citado reglamento dispone, que los funcionarios y empleados “deberán observar una conducta irreprochable”, teniendo, entre otras obligaciones, las de residir en el lugar en que desempeñen sus tareas o dentro de un radio de pronta comunicación que no exceda 70 Km.; guardar reserva con respecto a los asuntos judiciales; no gestionar asuntos de terceros, salvo en los supuestos de representación necesaria; rehusar dádivas o beneficios, no practicar juegos por dinero; no ejercer profesiones liberales; no practicar deportes como profesional; etc.

Los empleados y funcionarios de la justicia de la nación no pueden ser removidos sino por causa de ineptitud o mala conducta previo sumario administrativo con audiencia del interesado. Las faltas que cometieren podrán ser sancionadas con prevención, apercibimiento, multa hasta una suma determinada, suspensión no mayor de 30 días, cesantía y exoneración debiendo éstas dos últimas ser decretadas por las autoridades judiciales respectivas que tengan la facultad de designación.

Secretarios.

El secretario es el más importante de los auxiliares del juez o tribunal, con quien colabora en los actos de transmisión y documentación del proceso ocupándose, fundamentalmente, de todo lo relativo a la ordenación, formación  material y custodia de los expedientes judiciales, y ejerciendo, además, ciertas funciones decisorias.

Para ser secretario de primera instancia se requiere ser ciudadano argentino, mayor de edad y abogado graduado en la Universidad nacional o privada reconocida, no pudiendo designarse en tal carácter el pariente del juez dentro del cuarto grado de consanguinidad o segunda de afinidad.

Los secretarios de 1ª instancia tienen los siguientes deberes: 

1º) Concurrir diariamente a su despacho y presentar al juez los escritos y documentos que les fueron entregados por los interesados.

2º) Autorizar las diligencias y demás actuaciones que pasen ante ellos y darles su debido cumplimiento en la parte que les concierne.

3º) Organizar los expedientes a medida que se vayan formando, y cuidar de que se mantengan en buen estado (aunque la tarea material, incumbe en la práctica, a los empleados subalternos).

4º) Custodiar los expedientes y documentos que estuvieren a su cargo, siendo directamente responsables por su pérdida o por mutilaciones o alteraciones que en ellos se hicieren.

5º) Redactar las actas, declaraciones y diligencias en que intervengan, con excepción de las que constaten notificaciones personales en el expediente o la remisión de éste a la cámara, las cuales deben ser extendidas por los oficiales primeros.

6º) Llevar los libros de conocimientos y demás que establezcan los reglamentos, en las secretarías de los juzgados nacionales se llevarán  libros de entradas y salidas de expedientes; de oficios y comunicaciones; de recibos de giros y transferencias; de sentencias; de causas promovidas de oficio o a instancia del ministerio público y de los trámites principales del procedimiento.

7º) Dar recibo de los documentos que les entregaren los interesados, siempre que éstos los soliciten.

8º) Desempeñar todas las demás funciones designadas en las leyes generales y disposiciones reglamentarias. A este respecto interesa señalar que el art. 38 CPN impone a los secretarios los siguientes deberes:

a) Comunicar a las partes y a los terceros las decisiones judiciales, mediante la firma de oficios, mandamientos, cédulas y edictos, sin perjuicio de las facultades que se acuerdan a los letrados respecto de las cédulas y oficios, y de lo que establezcan los convenios sobre comunicaciones entre magistrados de distintas jurisdicciones. Las comunicaciones dirigidas al Presidente de la Nación, ministros y secretarios del Poder Ejecutivo y magistrados judiciales, serán firmadas por el juez. 

b) Extender certificados, testimonios y copias de actas. 

c) Conferir vistas y traslados.

d) Firmar, sin perjuicio de las facultades que se confieren al oficial primero o jefe de despacho, las providencias de mero trámite, observando, en cuanto al plazo, lo dispuesto en el artículo 34 inciso 3 a). 

e) Devolver los escritos presentados fuera de plazo. Además de los deberes que en otras disposiciones de este Código y en las leyes de organización judicial se imponen a los oficiales primeros o jefes de despacho, las funciones de éstos son: firmar las providencias simples que dispongan: a)Agregar partidas, exhortos, pericias, oficios, inventarios, tasaciones, división o partición de herencia, rendiciones de cuentas y, en general, documentos o actuaciones similares; b)Remitir las causas a los ministerios públicos, representantes del fisco y demás funcionarios que intervengan como parte. 

f) Devolver los escritos presentados sin copias. Dentro del plazo de tres días, las partes podrán requerir al juez que deje sin efecto lo dispuesto por el secretario o el oficial primero o jefe de despacho. Este pedido se resolverá sin sustanciación. La resolución es inapelable.


Aun que el párrafo final del art. 38 agrega que la resolución de juez es inapelable, debe entenderse que se coloca en la hipótesis de que aquella no cause un gravamen que no pueda ser reparado por la sentencia definitiva, porque de lo contrario es susceptible del recurso de apelación en los términos del art. 242, inc. 3° CPN.
Los secretarios de las cámaras deben reunir los siguientes deberes:

concurrir a los acuerdos y redactarlos en el libro respectivo.

Formular los proyectos de sentencia en vista de los acuerdos.

Dar cuenta de los escritos , peticiones, oficios y demás despachos, sin demora.

Autorizar las actuaciones que ante ellos pasen.

Custodiar los expedientes y documentos que estuvieran a su cargo, siendo directamente responsables de su pérdida o deterioro.

Llevar en buen orden los libros que prevengan las leyes y disposiciones reglamentarias.

Conservar el sello de las cámaras.

Cumplir las demás obligaciones que les impongan las leyes y reglamentos.

También incumbe a los secretarios de las cámaras el cumplimiento de los deberes impuestos por el art. 38 del CPN.

Los secretarios de la Corte Suprema deben reunir los requisitos exigidos para el juez de las cámaras nacionales de apelaciones, y tienen su jerarquía, remuneración, condición y trato.

Conforme el art. 99, 89 y 100 del RJN les corresponde:

Proveer con su sola firma el despacho de los juicios;

Expedir los testimonios, certificados y demás piezas análogas, correspondientes a los expedientes judiciales;

Intervenir en: a) la clasificación y distribución de los expedientes en el estado de las sentencias; b) la confrontación y autenticación de las sentencias; c) el registro de la jurisprudencia; d) la publicación oficial de los fallos, acordadas y digesto del tribunal.

Los secretarios de 1ª instancia únicamente pueden ser recusados por las causas previstas en el art 17 del CPN, las mismas que a los jueces.

Deducida la recusación, el juez se informará sumariamente sobre el hecho en que se funde, y sin más tramite dictará resolución que será inapelable.

 Los secretarios de la corte suprema y los de las demás cámaras de apelaciones no son recusables: pero deben manifestar toda causa de impedimento que tuvieren, a fin de que el tribunal lo considere y resuelva lo que juzgue procedente.

En todos los casos son aplicables, en lo pertinente, las reglas establecidas para la recusación y excusación de los jueces(CPN, art. 39).

Oficiales Primeros y Jefes de Despacho.

Incumbe a los oficiales primeros, en su calidad de auxiliares internos de los jueces de primera instancia, el cumplimento de las funciones administrativas y notariales consistentes en certificar la circunstancia de suplirse la omisión de firma del letrado en los escritos o firmas puestas a ruego; librar el acta de mandato conferido  por parte de quien se concedió el beneficio de litigar sin gastos; autorizar el argo puesto en los escritos; mantener a disposición  de los litigantes y profesionales el libro de asistencia; extender la diligencia de las notificaciones personales; requerir ese tipo de notificación a quienes concurran a examinar el expediente y firmar, junto con el secretario, la atestación referente a la negativa al requerimiento  o a la circunstancia de que el interesado no supiere o no pudiere firmar; dejar constancia de la remisión del expediente  a la cámara en los casos de los arts. 245 y 250, y recibir la aceptación del cargo por el perito.

Las mismas funciones competen, a  los jueces de despacho, en su carácter de auxiliares de las cámaras  que en otras disposiciones de este Código y en las leyes de organización judicial se imponen a los oficiales primeros o jefes de despacho, las funciones de éstos son: 

1) Firmar las providencias simples que dispongan: 

a) Agregar partidas, exhortos, pericias, oficios, inventarios, tasaciones, división o partición de herencia, rendiciones de cuentas y, en general, documentos o actuaciones similares. 

b) Remitir las causas a los ministerios públicos, representantes del fisco y demás funcionarios que intervengan como parte. 

2) Devolver los escritos presentados sin copias. Dentro del plazo de tres días, las partes podrán requerir al juez que deje sin efecto lo dispuesto por el secretario o el oficial primero o jefe de despacho. Este pedido se resolverá sin sustanciación. La resolución es inapelable.

Asimismo el art. 482 CPN acuerda a los oficiales primeros, en el proceso ordinario, la función de dictar la providencia que pone los autos en secretaria para alegar.

Oficiales de Justicia y Ujieres.

El oficial de justicia es el encargado de cumplir las diligencias ordenadas por los jueces. En la actualidad tales empleados dependen de la Oficina de Mandamientos y Notificaciones, repartición que fue organizada por el decreto 25.559/48 con la finalidad de diligenciar  los mandamientos y cédulas de notificación expedidas por los juzgados nacionales de 1ª instancia de la Capital Federal y que actualmente se encuentra sometida a la superintendencia de la Corte Suprema.

Los ujieres son los empleados que en los tribunales superiores tienen a su cargo el cumplimiento de las notificaciones, embargos y demás diligencias que les encomiende el respectivo tribunal o su presidente.

Los Cuerpos Técnicos Periciales.

Como auxiliares de la justicia nacional, y bajo la superintendencia de la Corte Suprema actúa: 1) Cuerpos técnicos periciales de médicos forenses, contadores y calígrafos; 2)  Peritos ingenieros, tasadores, traductores e intérpretes.

Cabe añadir que el cuerpo médico forense cuenta con uno o más peritos químicos y odontólogos que deben reunir las mismas condiciones que sus miembros y tienen sus mismas obligaciones.

Intervienen en los procesos a requerimiento de los jueces en lo penal, pero sus servicios pueden ser excepcionalmente utilizados por los jueces de los restantes fueros cuando medien notorias razones de urgencia, pobreza o interés público; o cuando las circunstancias particulares del caso, o el monto del juicio, a criterio del juez, hicieren necesario su asesoramiento.

Los integrantes de los cuerpos técnicos y los peritos son designados y removidos por la corte suprema.

Los primeros requieren para ser designados, ciudadanía argentina, 25 años de edad y 3 de ejercicio de la respectiva profesión o docencia universitaria. Los primeros requisitos son necesarios para ser perito ingeniero o traductor. Para ser tasador oficial se exigen las mismas condiciones de ciudadanía y edad y 3 años de ejercicio de la profesión de martillero público o de funciones de tasación en instituciones públicas especializadas. Y para la designación del interprete oficial se requieren idénticas condiciones de ciudadanía y edad y tener versación comprobada por título nacional, cuando lo hubiere, en los idiomas para los cuales haga la respectiva designación el Poder Ejecutivo.

Auxiliares de las Partes.

Generalidades.

Razones de orden técnico justifican la actuación procesal de dos clases de auxiliares de las partes: los abogados y los procuradores.

Llámese abogado a la persona que, contando con el respectivo título profesional y habiendo cumplido los requisitos legales que la habilitan para hacerlo valer ante los tribunales, asiste jurídicamente a las partes durante el transcurso del proceso.

Procurador, es la persona que teniendo título de abogado, escribano o procurador, y habiendo cumplido los requisitos legales que la habilitan para ejercitarlo, representa a las partes ante los tribunales.

De lo dicho se infiere que, a diferencia del procurador, que actúa en lugar de la parte a quien representa, el abogado desempeña su función junto a aquélla o a su representante, prestándole auxilio técnico-jurídico que requiere el adecuado planteamiento de las cuestiones comprendidas en el proceso. El abogado patrocina a su cliente, sin perjuicio de que, al mismo tiempo, ejerza su representación, pues no existe incompatibilidad entre ambas funciones.

El Patrocinio Letrado.

El patrocinio letrado comprende no sólo la facultad de asesorar a las partes en el planteamiento de las cuestiones de hecho y de derecho sobre las que versa el pleito, sino también la de asistirlas en la ejecución de los actos que requieran la expresión verbal como medio de comunicación con el tribunal. En ésta última clase de actos, la regla consiste en que el abogado formule directamente las peticiones que correspondan.

La institución del patrocinio letrado responde, por un lado, a la conveniencia de que la defensa de los derechos e intereses comprometidos en el proceso sea confiada a quienes, por razones de oficio, poseen una competencia técnica de la que generalmente carecen las partes; y, por otro lado, a la necesidad de evitar que éstas, llevadas por su apasionamiento o ignorancia obstruyan la gestión normal del proceso.

Los arts. 11, inc. 3 de la ley 10.996, y art. 45 de la ley 12.997, el art. 56 CPN impone el patrocinio obligatorio en los siguientes términos: “Los jueces no proveerán ningún escrito de demanda  ningún escrito de demanda o excepciones y sus contestaciones, alegatos o expresiones de agravios, ni aquéllos en que se promuevan incidentes, o se pida nulidad de actuaciones y, en general, los que sustenten o controviertan derechos, si no llevan firma de letrado. No se admitirá tampoco la presentación de pliegos de posiciones ni de interrogatorios que no lleven firma de letrado, ni la promoción de cuestiones, de cualquier naturaleza, en las audiencias, ni su contestación, si la parte que las promueve o contesta no esté acompañada de letrado patrocinante”. El procurador tampoco puede, durante las audiencias, ampliar el pliego de posiciones o preguntas, o repreguntar a los testigos, si carece de patrocinio letrado.

En cuanto al procedimiento a observar frente a los escritos que no llevan   firma del letrado.

Requisitos, Derechos, Deberes, Prohibiciones e Incompatibilidades.

El primer requisito  para el ejercicio de la profesión de abogado es la posesión de título habilitante, expedido por universidad nacional o privada autorizada, o revalidado ante la universidad nacional. Según el tratado de Montevideo de 1888, celebrado entre nuestro país, Perú, Paraguay, Bolivia y Uruguay, los nacionales o extranjeros que en cualquiera de los Estados signatarios de esa Convención hubiesen obtenido título o diploma expedido por la autoridad nacional competente para ejercer profesiones liberales, se tendrán por habilitados para ejercerlas en los otros estados.

A parte de la posesión de título profesional, el abogado debe hallarse inscripto en la matrícula correspondiente.

El CPN ha asignado a los abogados el cumplimento de diversas funciones cuya índole no se ajusta, al concepto de patrocinio anteriormente mencionado, pero que revisten señalada utilidad en orden a la economía y simplificación de los trámites procesales.

Los abogados están facultados para:

Certificar la fidelidad de copias de poderes generales que se agreguen a la causa. La misma atribución se ha conferido a los procuradores (art. 47, Párr. 2°).

Firmar las cédulas de notificación que interesen a sus patrocinados, salvo las que tengan por objeto notificar resoluciones que dispongan sobre medidas cautelares o la entrega de bienes (art. 137).

Firmar  y diligenciar los oficios mediante los cuales se requieran informes, expedientes, testimonios y certificados de oficinas públicas o de entes privados (art. 400, Párr. 2°).

En los juicios sucesorios dirigirse directamente mediante oficio, sin necesidad de previa petición judicial, a bancos, oficinas públicas y entes privados al público de acreditar el haber (art. 400, Párr. 2°). 

UNIDAD 6. ACTOS PROCESALES.

Generalidades.

Concepto y Naturaleza  del Acto Procesal.


Son los hechos voluntarios que tienen por efecto inmediato la constitución, el desenvolvimiento o la extinción del proceso, sean que proceden de las partes (peticionarios) o de sus auxiliares, del órgano judicial (o arbitral) o de sus auxiliares, o de terceros vinculados con motivo de una designación, citación o requerimiento destinados al cumplimiento de una función determinada.


 Constituyen manifestaciones voluntarias de quienes los cumplen. En tal reside su diferencia respecto de los hechos procesales, en relación de género a especie, y a los que cabe definir como todos los sucesos o acontecimientos susceptibles de producir sobre el proceso los efectos antes mencionados.


No encuadran en el concepto aquellas actividades cumplidas fuera del ámbito del proceso, aunque puedan producir efectos en él. No son actos procesales, por ejemplo, la elección de un domicilio especial, el otorgamiento de un poder para estar en juicio o una confesión extrajudicial, pero revestiría aquel carácter la presentación de los documentos que acreditasen cualquiera de las mencionadas circunstancias.


Deben excluirse del concepto las actividades meramente preparatorias de los actos procesales: instrucciones impartidas al apoderado para interponer la demanda, el estudio de la causa por el juez con carácter previo a la decisión. Actos procesales serían, respectivamente, la presentación de la demanda y el pronunciamiento de la decisión.


Si el acto se cumple dentro del proceso, no afecta su calidad de acto procesal la circunstancia de que también produzca consecuencias jurídicas fuera de aquel, según ocurre con el desistimiento del derecho, la confesión judicial, la sentencia definitiva, etc.


No se excluyen todas aquellas actividades quienes despliegan en el proceso quienes no revisten carácter de sujetos directos o de auxiliares permanentes de estos, como los testigos, peritos, interpretes, martilleros, depositarios, etc.


La circunstancia aducida en apoyo de la exclusión, de que los actos de los terceros se integran con actos procesales de las partes y del órgano judicial, comprueba, la existencia de actuaciones subjetivamente complejas que también tienen lugar con respecto a los sujetos directos del proceso. Existen numerosos actos de terceros dotados de suficiente autonomía como para incluirlos en el concepto analizados: presentación de un informe pericial, realización de una subasta, etc. Partiendo de la distinción de los sujetos procesales en principales y secundarios, no es posible ni reabsorber estos en aquellos, ni  muchísimo menos, porque sería negar la evidencia, sostener que no realizan actos procesales.

Elementos.


Son tres: los sujetos, el objeto y la actividad que involucra; elemento este que se descompone en tres dimensiones: de lugar, de tiempo y de forma.


Se ha dicho que pueden ser sujetos de los actos procesales las partes (o peticionarios), el órgano judicial (o arbitral) o sus auxiliares y los terceros directamente vinculados al proceso.


Su posición acusa diferencias de importancia, pues mientras que el órgano judicial y sus auxiliares cumplen sus actividades en ejercicio de un deber de oficio hacia el Estado, los actos de las partes y peticionarios responden a la libre determinación de estas, que no se hallan sujetas a deber alguno, sino a cargas instituidas en su propio interés. Cuando los actos de los terceros responden al cumplimiento de una carga pública, la actuación personal de aquellos resulta equiparable a la del órgano o a la de sus auxiliares permanentes.


Para que el acto procesal produzca sus efectos normales es necesario que el sujeto que lo realiza tanga aptitud para ello: el órgano, en ese sentido, debe ser competente y las partes y peticionarios procesalmente capaces.


Aparte de la aptitud, constituye un requisito subjetivo del acto procesal el de la voluntad, pues aquel comporta una expresión voluntaria de  quien lo realiza. Ocurre que, mientras en estos últimos la voluntad del sujeto determina directamente la producción de los efectos jurídicos, los actos procesales producen en la medida en que se hayan cumplido, los requisitos prescriptos por la ley con prescindencia de las motivaciones internas del sujeto de quien proceden. Es regla del derecho procesal la de la prevalencia de la voluntad declarada sobre la voluntad real. Algunos autores admiten la aplicación analógica de las normas referentes a los actos jurídicos del derecho privado con respecto a los actos procesales a los que atribuyen el carácter de negocio jurídico, como el juramento, la renuncia, etc. Corresponde dejar aclarado que, aún en el caso de admitirse la relevancia jurídica de la voluntad en el cumplimiento de los actos procesales, los vicios serían, en todo caso, convalidables dentro del proceso y conforme al régimen prescripto en la ley procesal.


Aunque con exclusiva referencia a las partes y peticionarios, constituye requisito subjetivo del acto procesal el interés que determina su cumplimiento. No concurriría tal requisito respecto de la parte o peticionario que impugnase una actuación o resolución que la beneficia.


El objeto es la materia sobre la cual el acto procesal recae. Debe ser: a) Idóneo: apto para lograr la finalidad pretendida por quien lo realiza; b) Jurídicamente posible: no prohibido por la ley. 

Clasificación.


Sobre un criterio objetivo o funcional, y concibiendo el proceso como una secuencia cronológica, resulta adecuado formular una clasificación de los actos procesales atendiendo a la incidencia que estos revisten en las tres etapas fundamentales de dicha secuencia; en concordancia con la definición resulta pertinente distinguir entre actos procesales de iniciación, de desarrollo y de conclusión o terminación.


Son actos de iniciación aquellos que tienen por finalidad dar comienzo a un proceso. Se halla constituido por la demanda.


Los actos de desarrollo son aquellos que, una vez producida la iniciación del proceso, propenden a su desenvolvimiento ulterior hasta conducirlo a su etapa conclusional. Este tipo de actos admite una subclasificación fundada en la circunstancia de que tiendan a proporcionar al órgano judicial la materia sobre la cual ha de versar la decisión definitiva o a posibilitar la adecuada utilización o manejo de esta materia. Cabe hablar, respectivamente, de actos de instrucción y de dirección.


Los actos de instrucción implican el cumplimiento de dos tipos de actividades. Por un lado es preciso que las partes introduzcan al proceso los datos de hecho y de derecho involucrados en el conflicto determinante de la pretensión, y, por otro lado, la necesidad de comprobar la exactitud de tales datos. La diferencia entre esas dos clases de actividades permite subclasificar a los actos de instrucción en actos de alegación y de prueba.


Los actos de dirección pueden a su vez subdividirse en actos de ordenación, de comunicación o transmisión, de documentación y cautelares.


Son de ordenación los que tienden a encauzar el proceso a través de sus etapas, sea impulsándolo para lograr el tránsito de una a otra de estas etapas, sea admitiendo o rechazando las peticiones formuladas por las partes
, sea impugnando los actos que se estiman defectuosos o injustos. Cabe diferenciar tres tipos de actos: de impulso, de resolución o decisión y de impugnación.


Son actos de impulso aquellos que una vez iniciado el proceso, tienden a hacerlo avanzar a través de las diversas etapas que lo integran. Los de resolución son los que tienen por objeto proveer las peticiones formuladas por las partes durante el curso del proceso a adoptar, de oficio, las medidas adecuadas al trámite de este o a la conducta asumida por las partes. Este tipo de actos carece de un encuadramiento jurídico autónomo, ya que, al mismo tiempo,  pueden revestir el carácter de actos de impulso, de instrucción (prueba de oficio), de comunicación (traslados y vistas) y cautelares.


Son actos de impugnación aquellos que tienden a obtener la sustitución de una resolución judicial por otra que la reforme, anule rectifique o integre, o a lograr la invalidación de uno o más actos procesales defectuosos. Son actos típicos de impugnación los recursos y el incidente de nulidad.


Los actos de transmisión o comunicación son aquellos que tienen por finalidad poner en conocimiento de las partes, de los terceros o funcionarios judiciales o administrativos, una petición formulada en el proceso o el contenido de una resolución judicial. Algunos de estos actos, como las resoluciones que disponen traslados, vistas o intimaciones, incumben  a los jueces y, excepcionalmente a los secretarios. Otros competen al órgano judicial, a los auxiliares de este o de las partes.


Son actos de documentación aquellos cuya finalidad consiste en la formación material   de los expedientes a través de la incorporación ordenada de los escritos y documentos presentados por las partes o remitidos por terceros; en dejar constancia, en los expedientes, mediante actas, de las declaraciones verbales emitidas en el curso de las audiencias o en oportunidad de realizarse otros actos procesales que permiten esa forma de expresión. Y finalmente, en la expedición de certificados o testimonios de determinadas piezas del expediente. El cumplimiento de estos actos corresponde a los secretarios y excepcionalmente a los oficiales primeros.


Los actos cautelares son los que tienden a asegurar preventivamente el efectivo cumplimiento de la decisión judicial definitiva. Se disponen mediante actos de resolución y su ejecución incumbe a los auxiliares del órgano: oficiales, notificadores, oficiales de justicia y ujieres.


Constituyen actos de conclusión aquellos que tienen por objeto dar fin al proceso. El acto normal de conclusión de todo proceso hállase representado por la sentencia definitiva, aunque los procesos de ejecución ofrecen la variante de que aquel acto debe complementarse con otro acto: la entrega o transformación de los bienes embargados.


Existen otros actos anormales de terminación, los cuales pueden provenir de declaraciones de voluntad formuladas por una o por ambas partes: allanamiento, desistimiento, transacción y conciliación; o ser la consecuencia de un hecho, como es el transcurso de ciertos plazos de inactividad, a los que la ley atribuye efectos extintivos sobre el proceso: caducidad de la instancia.

Lugar, Tiempo y Forma de los Actos Procesales.

El Lugar de los Actos Procesales.


Con respecto al ámbito espacial corresponde hacer un distingo que atiende a los sujetos de que dichos actos provienen.


Los actos del juez y de las partes se realizan en la sede o recinto en que funciona el respectivo juzgado o tribunal.


Existen excepciones: la recepción de la prueba de confesión o testimonial en el domicilio de la persona que se encuentra imposibilitada de concurrir al juzgado y el reconocimiento judicial de lugares o de cosas.


Prescribe el Art. 382 del CPN: 


Art. 382. Prueba fuera del radio del juzgado. Cuando las actuaciones deban practicarse fuera del radio urbano, pero dentro de la circunscripción judicial, los jueces podrán trasladarse para recibirlas, o encomendar la diligencia a los de las respectivas localidades.


Si se tratare de un reconocimiento judicial, los jueces podrán trasladarse a cualquier lugar de la República donde deba tener lugar la diligencia.


Además, cuando se trata de actos procesales que deben realizarse fuera de la circunscripción, debe encomendarse el cumplimiento de aquellos mediante libramiento de exhorto u oficio, al juez de la correspondiente localidad.


Los actos de ciertos auxiliares del juez (notificadores, hujieres, oficiales de justicia) se cumplen en el domicilio de las partes o de los terceros, aunque las constancias de tales actos deben incorporarse luego al expediente. A los efectos de realizar las notificaciones la ley impone a todo litigante el cumplimiento de una carga específica: la constitución de domicilio procesal dentro de un radio determinada y la denuncia del domicilio real.


Prescribe el Art. 40 del CPN: 

 
Art. 40. Domicilio. Toda persona que litigue por su propio derecho o en representación de tercero, deberá constituir domicilio legal dentro del perímetro de la ciudad que sea asiento del respectivo juzgado o tribunal. Ese requisito se cumplirá en el primer escrito que presente, o audiencia a que concurra, si es ésta la primera diligencia en que interviene. En las mismas oportunidades deberá denunciarse el domicilio real de la persona representada.


Se diligenciarán en el domicilio legal todas las notificaciones por cédula, que no deban serlo en el real.


El domicilio contractual constituido en el de la parte contraria no es eficaz para las notificaciones que deben ser realizadas en el domicilio del constituyente.


El Art. 41 del CPN contempla las consecuencias de la falta de constitución y denuncia del domicilio, disponiendo que cuando no se cumpliera con esa carga, las sucesivas resoluciones se tendrán por notificadas en la forma y oportunidad fijadas por el Art. 133, salvo la notificación de la audiencia para absolver posiciones y la sentencia.


En lo que se refiere a la falta de denuncia del domicilio real o de su cambio esta establece que las resoluciones que deban notificarse en ese domicilio se notificarán en el lugar en que se hubieren constituido, y, en defecto también de este,  se observará lo dispuesto en el primer párrafo.


Tanto el domicilio procesal como el real subsisten para los efectos legales hasta la terminación del juicio o su archivo, mientras no se constituyan o denuncien otros.


Corresponde destacar que de conformidad con numerosos precedentes la vigencia del domicilio procesal cede frente a circunstancias de excepción como pueden ser el fallecimiento del mandatario que lo constituyó en sus oficinas, etc.


El Art. 42 prescribe que todo cambio de domicilio deberá notificarse por cédula a la otra parte.


Los actos de los terceros deben cumplirse, sea en el recinto del tribunal (declaraciones, testimoniales) o fuera de él (subastas judiciales). Cuando se ejecutan fuera de la circunscripción territorial del juzgado lo deben ser con intervención del juez de la respectiva localidad.

El Tiempo de los Actos Procesales.


La eficacia de los actos procesales depende de su realización en el momento oportuno. De allí que la ley haya reglamentado la incidencia del tiempo en el desenvolvimiento del proceso, sea estableciendo períodos genéricamente aptos para realizar actos procesales, sea fijando lapsos específicos dentro de los cuales es menester cumplir cada acto procesal en particular.


Al primer aspecto se halla vinculada la determinación de los días y horas hábiles e inhábiles. Las actuaciones judiciales se practicarán en días y horas hábiles, bajo pena de nulidad. Son días hábiles todos los del año con excepción de los que determine el Reglamento para la Justicia Nacional. Los tribunales nacionales no funcionarán durante el mes de enero, feria de julio, los días domingo, los que por disposición del Congreso o Poder Ejecutivo no sean laborables y los que la Corte Suprema declare feriados judiciales.


La inhabilidad de un día determinado produce dos efectos: a) No corren ese día los plazos procesales salvo los establecidos a los efectos de la caducidad de la instancia y con la excepción que se señalará oportunamente; b) Durante su transcurso no puede cumplirse ningún acto procesal útil.


En lo que concierne a las horas hábiles, hay que distinguir:

1º) Con respecto al transcurso de los plazos procesales y a algunas clases de notificaciones (como la telegráfica), son hábiles todas las horas de los días hábiles.

2º) Para los actos que deben realizarse en el expediente (peticiones, audiencias, notificaciones personales, etc), solamente son hábiles las comprendidas dentro del horario establecido por la Corte Suprema par el funcionamiento de los tribunales. El Art. 152 establece también que para la celebración de las audiencias de prueba, las cámaras de apelaciones podrán declarar horas hábiles, con respecto a juzgados bajo su dependencia y cuando las circunscripciones lo exigieren, las que median entre las 7 y las 17 o entre las 9 y las 19 Hs.


Con relación a los actos que deben cumplirse fuera del expediente (diligenciamiento de cédulas, etc) son hábiles las horas que median entre las 7 y las 20 Hs. Pero los días y horas inhábiles pueden habilitarse, o sea, declararse utilizables para el cumplimiento de actos procesales.


Disponen los Art. 153 y 154 del CPN: 

Art. 153. Habilitación expresa. A petición de parte o de oficio, los jueces y tribunales deberán habilitar días y horas, cuando no fuere posible señalar las audiencias dentro del plazo establecido por este Código, o se tratase de diligencias urgentes cuya demora pudiera tornarlas ineficaces u originar perjuicios evidentes a las partes. De la resolución sólo podrá recurrirse por reposición, siempre que aquélla fuera denegatoria.


Incurrirá en falta grave el juez que, reiteradamente, no adoptare las medidas necesarias para señalar las audiencias dentro del plazo legal.

Art. 154. Habilitación tácita. La diligencia iniciada en día y hora hábil, podrá llevarse hasta su fin en tiempo inhábil sin necesidad de que se decrete la habilitación. Si no pudiere terminarse en el día, continuará en el siguiente hábil, a la hora que en el mismo acto establezca el juez o tribunal.


Los plazos, lapsos dentro de los cuales es preciso cumplir cada acto procesal en particular, pueden ser:

1º) Legales, judiciales y convencionales.

2º) Perentorios y no perentorios.

3º) Prorrogables e improrrogables.

4º) Individuales y comunes.

5º) Ordinarios y extraordinarios.


1º) Los plazos legales son aquellos cuya duración se halla expresamente establecida por la ley. Son judiciales los fijados por el juez o tribunal. Son convencionales los que las partes pueden fijar de común acuerdo.


Las partes pueden acordar la abreviación de un plazo mediante una manifestación expresa por escrito.


2º) Un plazo es perentorio (preclusivo o fatal) cuando, una vez vencido se opera automáticamente la caducidad de la facultad procesal para cuyo ejercicio se concedió. El CPN consagra el principio de la perentoriedad de todos los plazos legales y judiciales (Art. 155).


3º) Un plazo es prorrogable cuando cabe prolongarlo a raíz de una petición unilateral en ese sentido formulada con anterioridad a su vencimiento, y es improrrogable cuando no puede ser objeto de tal prolongación.


En la actualidad no existen plazos prorrogables para las partes, pues la excepción contenida en el Art. 155 comporta un supuesto de plazo convencional y no de plazo prorrogable. El CPN asigna tal carácter al plazo que tienen los jueces y tribunales para dictar sentencia, supeditando la concepción de la prórroga al requisito de que la imposibilidad de cumplir dicho acto dentro del plazo legal, se informe al tribunal superior con anticipación de 10 días a su vencimiento.


No debe confundirse plazo improrrogable con plazo perentorio. Todo plazo perentorio es improrrogable, ya que, por esencia, descarta la posibilidad de que pueda ser prolongado a pedido de una de las partes. Pero no todo plazo improrrogable es perentorio, pues mientras que el primero admite su prolongación tácita en el sentido de que el acto correspondiente puede cumplirse después de su vencimiento, pero antes de la otra parte pida el decaimiento del derecho o se produzca la pertinente declaración judicial, el segundo produce a su vencimiento, la caducidad automática del derecho, sin necesidad de que el otro litigante lo pida ni de que medie declaración judicial alguna.


4º) Son plazos individuales aquellos que corren independientemente para cada parte. Son comunes los plazos cuyo cómputo se efectúa conjuntamente para todos los litigantes, sean partes contrarias o litisconsortes.


5º) Los plazos son ordinarios o extraordinarios según que, respectivamente, se hallen previstos para los casos comunes o atendiendo a la distancia existente entre el domicilio de las partes y la circunscripción territorial donde funciona el juzgado o tribunal.


El Art. 29 del Cód. Civil determina con relación a los modos de contar los intervalos del derecho, que son aplicables a todos los plazos señalados por las leyes, por los jueces o por las partes en los actos jurídicos, siempre que en las leyes o en esos actos no se disponga de otro modo. De allí que las reglas establecidas por el Cód. Civil revistan carácter supletorio en materia procesal.


Los plazos empezarán a correr desde la notificación y si fuesen comunes, desde la última. No se contará el día en que se practique aquella diligencia, ni los días inhábiles.


Los plazos procesales se computan a partir del día siguiente a aquel en que tuvo lugar la notificación, a partir del momento en que finaliza el día de la notificación, esto es a las 24 Hs.. La norma se refiere solo a los plazos en días, excluyendo del cómputo a los días inhábiles, tal exclusión no es aplicable a los plazos fijados en meses. Los plazos fijados en horas corren ininterrumpidamente salvo que ínterin medie un día inhábil, en cuyo caso corresponde descontar esas horas. Los plazos fijados en días o meses terminan a la medianoche del día de su vencimiento. Si se trata de un plazo fijado en horas, el vencimiento se opera al terminar la última de las horas fijadas.


Los plazos procesales son susceptibles de suspensión o de interrupción. Suspender implica privar temporariamente de efectos a un plazo, inutilizar a sus fines, un lapso del mismo; interrumpirlo, en cambio, implica cortar un plazo haciendo ineficaz el tiempo transcurrido. La suspensión de los plazos procesales puede producirse de hecho, por resolución del juez o por acuerdo de las partes.


La suspensión de los plazos se produce se produce por resolución judicial, entre otros casos, en los de fallecimiento o incapacidad de alguna de las partes que actuare personalmente; en los de fuerza mayor que hicieran imposible la realización del acto pendiente.


La fijación convencional del plazo que prevé el Art. 155 del CPN comprende la suspensión de aquellos por acuerdo de partes. Una aplicación de tal modalidad se halla prevista en el Art. 375 con respecto al plazo de prueba. Los apoderados no pueden acordar una suspensión mayor de veinte días sin acreditar ante el juez o tribunal la conformidad de sus mandantes.


El plazo de caducidad de la instancia, se interrumpe de hecho a raíz de cualquier petición de las partes o resolución o actuación del juez, secretario u oficial primero que tuviese por efecto impulsar el procedimiento.


La interrupción de los plazos por resolución judicial puede tener lugar en los mismos casos mencionados al tratar la suspensión.


La interrupción de los plazos por acuerdo de partes se configura toda vez que estas, en uso de la facultad que les concede el Art. 155 del CPN, resuelven neutralizar el tiempo transcurrido desde que aquellos han comenzado a correr.


Con respecto a la ampliación, establece el Art. 158 del CPN que para toda diligencia que deba practicarse dentro de la República y fuera del asiento del juzgado o tribunal, quedarán ampliados los plazos legales a razón de un día por cada doscientos Km., o fracción que no baje de cien. 

La Forma de los Actos Procesales.


Es la disposición mediante la cual el acto procesal se exterioriza. Es menester distinguir entre el modo de expresión y el modo de recepción de la actividad procesal.

A) Modo de Expresión.

Impone, a su vez, el análisis del lenguaje y del idioma de los actos procesales. En lo que atañe al lenguaje el ordenamiento procesal vigente adhiere a la forma escrita. Solo constituye una excepción a esa regla el informe in voce que autoriza el Art. 264 del CPN, y naturalmente, la emisión de declaraciones verbales que deben recibirse en audiencias, aunque en este último caso no cabe hablar de oralidad en sentido estricto, sino de oralidad actuada.

En la realización de los actos procesales debe utilizarse el idioma nacional. Cuando este no fuera conocido por la persona que deba prestar declaración, el juez o tribunal designará por sorteo un traductor público.

En todos los escritos debe utilizarse tinta negra, encabezándose con la expresión de su objeto (suma), el nombre de quien lo presenta, su domicilio constituido y la enunciación precisa de la carátula del expediente. Las personas que actúen por terceros deberán expresar en cada escrito, el nombre completo de todos sus representados y del letrado patrocinante si lo hubiere. Los abogados y procuradores deben indicar el tomo y folio o número de la matrícula de su inscripción.

Cuando un escrito fuere firmado a ruego del interesado, el secretario o el oficial primero deberán certificar que el firmante, cuyo nombre expresarán, ha sido autorizado para ello en su presencia o que la autorización ha sido ratificada ante él.

Como arbitrio tendiente a facilitar la actuación procesal de las partes, el Art. 117 del CPN establece que podrá solicitarse la reiteración de oficios o exhortos, desglose de poderes o documentos, agregación de pruebas, entrega de adictos y, en general, que se dicten providencias de mero trámite, mediante simple anotación en el expediente, firmada por el solicitante.

B) Modo de Recepción.


Se relaciona con los principios de publicidad e inmediación. 

Al pié de cada escrito el oficial primero debe asentar una constancia, denominada cargo, que tiene por objeto dar fecha cierta a las peticiones formuladas en el proceso y a las comunicaciones dirigidas al tribunal.

El CPN establece que el escrito no presentado dentro del horario judicial del día en que venciere el plazo, solo podrá ser entregado válidamente en la secretaría que corresponda el día hábil inmediato y dentro de las dos primeras horas del despacho.

El Art. 124 del CPN prescribe también que si la Corte Suprema o las cámaras de apelaciones hubiesen dispuesto que la fecha y hora de presentación de los escritos se registre con fechador mecánico el cargo quedará integrado con la firma del secretario o del oficial primero.

Con el modo de recepción se relacionan las llamadas audiencias que son los actos en los cuales el juez (o el secretario, en su caso) escucha las declaraciones de las partes y de los testigos, el dictamen inmediato de los peritos o sus explicaciones, etc., de todo lo cual se deja constancia en el expediente mediante el levantamiento de actas.

En principio las audiencias son públicas, salvo que los jueces o tribunales, atendiendo a las circunstancias del caso, dispongan lo contrario mediante resolución fundada.

Actos de Transmisión y de Documentación.

Actos de Transmisión.


Corresponde incluir en esta categoría a los traslados, vistas, oficios, exhortos y notificaciones.

A) Traslados.

Son las providencias mediante las cuales el juez o tribunal resuelve poner en conocimiento de una de las partes alguna petición formulada por la otra.

El Art. 120 del CPN prescribe que todo escrito de que deba darse vista o traslado y de sus contestaciones, y de los documentos con ellos agregados, deberán acompañarse tantas copias firmadas como partes intervengan, salvo que hayan unificado la representación.


Si por inadvertencia del juzgado se corre traslado de un escrito al cual no se han agregado las copias pertinentes, la parte a quien incumbe contestarlo debe requerir expresamente , dentro del plazo establecido para la contestación, que se suspenda dicho plazo y se exija el cumplimiento del requisito analizado.


Puede ocurrir, que pese a la circunstancia de haberse acompañado las copias, se omita su entrega al interesado en el acto de la notificación. En tal hipótesis corresponde disponer la suspensión del plazo hasta tanto se haga efectiva la entrega.

Las copias pueden ser firmadas indistintamente por las partes, sus apoderados o letrados que intervengan en el juicio. Deben glosarse al expediente, salvo que por su volumen, formato u otras características resulte dificultoso o inconveniente. Solo pueden entregarse a la parte interesada, su apoderado o letrado que intervenga en el juicio, con nota de recibo.


No es obligatorio acompañar la copia de documentos cuya reproducción resulte dificultosa por su número, extensión o cualquier otra razón atendible, siempre que así lo resuelva  el juez a pedido formulado en el mismo escrito. El juez debe arbitrar las medidas necesarias para obviar a la otra u otras partes los inconvenientes derivados de la falta de copias.

Cuando con una cuenta se acompañen libros, recibos o comprobantes, es suficiente que estos se presenten numerados y se depositen en secretaría para que la parte o partes interesadas puedan consultarlos.


El Art. 122 del CPN dispone que en el caso de acompañarse expedientes administrativos deberá ordenarse su agregación sin el requisito de acompañar las copias.

En cuanto al plazo para contestar vistas y traslados, es de cinco días, El Art. 150 del CPN dispone asimismo, que todo traslado o vista se considerará decretado en calidad de autos, debiendo el juez o tribunal dictar resolución sin más trámite. Una vez contestado el traslado o vencido el plazo respectivo no procede el llamamiento de autos, debiendo resolverse la cuestión planteada sin necesidad de ningún otro trámite.


La falta de contestación del traslado no importa consentimiento a las pretensiones de la contraria, consagrando el principio de que el mero silencio de la parte carece de aptitud para vincular al juez a los términos de una petición que puede contrariar el orden jurídico vigente.

B) Vistas.

Las vistas tienen la misma finalidad que los traslados. Se reserva la vista para la intervención que se confiere a los magistrados, y el traslado para la que se otorga a las partes.

El CPN establece que en los juicios de divorcio, separación personal y nulidad de matrimonio solo se dará vista a los representantes del ministerio público en los siguientes casos: a) Luego de contestada la demanda o reconvención; b) una vez vencido el plazo de presentación de los alegatos; y c) cuando se planteare alguna cuestión vinculada a la representación que ejercen.

C) Oficios.

Son las comunicaciones  escritas que los jueces nacionales pueden cursar: 1º) A otros del mismo carácter, Art. 131 del CPN, a fin de encomendarles alguna diligencia o de requerirles informes sobre el estado de una causa o remisión de algún expediente, medio de comunicación normal entre todos los jueces de la República, sean nacionales o provinciales; 2º) A los funcionarios del Poder Ejecutivo que enumera el Art. 38 del CPN (Presidente de la Nación, ministros y secretarios del Poder Ejecutivo), con el objeto de pedirles  informes o la remisión  de actuaciones administrativas.

El artículo 1º de la Ley 22.172 dispone que la comunicación entre los tribunales de diferente jurisdicción territorial se realizará directamente por oficio, sin distinción de grado o clase, siempre que ejerzan la misma competencia en razón de la materia.

Dicho ordenamiento establece  que el oficio no requiere legalización y debe contener: 1º) Designación y número de tribunal y secretaría y nombre del juez y secretario; 2º) Nombre de las partes, objeto o naturaleza del juicio y valor pecuniario, si existiera; 3º) Mención sobre la competencia del tribunal oficiante; 4º) Transcripción de las resoluciones que deban notificarse o cumplirse, y su objeto expresado si no resultare de la resolución transcripta; 5º) Nombre de las personas autorizadas para intervenir en el trámite; 6º) El sello del tribunal y la firma del juez y del secretario en cada una de sus hojas.

D) Exhortos.

Se denominan exhortos o cartas rogatorias a las comunicaciones escritas que los jueces nacionales dirigen a los jueces provinciales con el objeto de requerirles el cumplimiento de determinadas diligencias, o para hacerles conocer resoluciones adoptadas con motivo de una cuestión de competencia planteada por vía de inhibitoria. También debe emplearse el exhorto en las comunicaciones dirigidas a autoridades judiciales extranjeras.

Pueden entregarse al interesado, bajo recibo en el expediente, o remitirse por correo, siendo admisible, que en los casos urgentes, se expidan o anticipen telegráficamente. Debe dejarse copia fiel en el expediente de todo exhorto u oficio que se libre.


El Art. 132 del CPN dispone: 


Art. 132. Comunicaciones a autoridades judiciales extranjeras o provenientes de éstas. Las comunicaciones dirigidas a autoridades judiciales extranjeras, se harán mediante exhorto.


Se dará cumplimiento a las medidas solicitadas por autoridades judiciales extranjeras, cuando de la comunicación que así lo requiera resulte que han sido dispuestas por tribunales competentes según las reglas argentinas de jurisdicción internacional y siempre que la resolución que las ordene no afecte principios de orden público del derecho argentino. En su caso, se aplicarán los demás recaudos establecidos en los tratados y acuerdos internacionales, así como la reglamentación de superintendencia.
E) Notificaciones.

Son los actos mediante los cuales se pone en conocimiento de las partes, o de terceros, el contenido de una resolución judicial. Tienen por objeto asegurar la vigencia del principio de contradicción y establecer un punto de partida para el cómputo de los plazos. El Art. 134 del CPN prevé una modalidad especial, la notificación tácita,  que consiste en la notificación de todas las resoluciones por el mero hecho del retiro del expediente.

a) Notificación personal: tiene lugar en el expediente mediante diligencia extendida por el  oficial primero que, con indicación de fecha, debe ser firmada por el interesado. Así lo establece el Art. 142 del CPN, agregando que en oportunidad de examinar el expediente, el litigante que actuare sin representación o el profesional que interviniere en el proceso como apoderado, estarán obligados a notificarse expresamente de las resoluciones mencionadas en el Art. 135. Si no lo hicieren, previo requerimiento que les formulará el oficial primero, o si el interesado no pudiere o no supiese firmar, valdrá como notificación la atestación acerca de tales circunstancias y la firma de dicho empleado y la del secretario.

b) Notificación por cédula: es la que se practica en el domicilio de la parte o de su representante. De acuerdo con lo prescripto en el Art. 135 del CPN, solo se notificarán por cédula: 

1º) La que dispone el traslado de la demanda, de la reconvención y de los documentos que se acompañen con sus contestaciones.

2º) La que dispone correr traslado de las excepciones.

3º) La que cita a absolver posiciones, salvo respecto del declarado rebelde.

4º) La que declare la cuestión de puro derecho y la que ordena la apertura a prueba.

5º) Las que se dictan entre el llamamiento para la sentencia y ésta.

6º) Las que ordenan intimaciones, o apercibimientos no establecidos por la ley, o la reanudación de plazos suspendidos por tiempo indeterminado, aplican correcciones disciplinarias o hacen saber medidas precautorias o sus modificaciones o levantamientos.

7º) La providencia que hace saber la devolución del expediente, cuando no haya habido notificación de la resolución de alzada o cuando tenga por objeto reanudar los plazos suspendidos por tiempo indeterminado.

8º) La primera providencia que se dicte después de que un expediente haya vuelto del archivo de los tribunales, o haya estado fuera de la secretaría por más de tres meses.

9º) Las que disponen traslado de liquidaciones.

10º) La que ordena el traslado del pedido de levantamiento de embargo sin tercería.

11º) La que dispone la citación de personas extrañas al proceso.

12º) Las que se dicten como consecuencia de un acto procesal realizado antes de la oportunidad que la ley señala para su cumplimiento.

13º) Las sentencias definitivas y las interlocutorias con fuerza de tales, con excepción de las que resuelvan caducidad de la prueba por negligencia.

14º) La providencia que reniega el recurso extraordinario.

15º) La providencia que hace saber al juez o tribunal que va a conocer en caso de recusación, excusación o admisión de la excepción de incompetencia.

16º) La que dispone el traslado del pedido de caducidad de la instancia.

17º) La que dispone el traslado de la prescripción en los supuestos del Art. 346, es decir, cuando el declarado rebelde opone excepción una vez vencido el plazo para contestar la demanda o la reconvención, siempre que justifique haber incurrido en rebeldía por causas que no hayan estado a su alcance superar; y en los casos en que la carga de comparecer surge con posterioridad al plazo acordado al demandado o al reconvenido para contestar.

18º) Las demás resoluciones de que se haga mención expresa en la ley o cuando excepcionalmente el juez lo disponga por resolución fundada.


Quedan exceptuadas de la notificación por cédula las regulaciones de honorarios que estén incluidas o sean consecuencia de resoluciones no mencionadas en dicho artículo.


La cédula constituye un documento que consta de un original y de una copis, y que debe contener las siguientes enunciaciones: 

1º) Nombre y apellido de la persona a notificar, o designación que corresponda y su domicilio, con indicación del carácter de este.

2º) Juicio que se practica.

3º) Juzgado y secretaría en que se tramita el juicio.

4º) Trascripción de la parte pertinente de la resolución.

5º) Objeto, claramente expresado, si no resulta de la resolución transcripta.


Las cédulas son firmadas por el letrado patrocinante de la parte que tenga interés en la notificación o por el síndico, tutor o curador ad litem, en su caso, quienes deben aclarar su firma con el sello correspondiente. La presentación de l cédula en la secretaría importa la notificación de la parte patrocinada o representada. Deben ser firmadas por los secretarios de las cédulas, que dispongan sobre medidas cautelares o entrega de bienes, y las que correspondan a actuaciones en que no intervenga letrado patrocinante.


La secretaría debe enviar las cédulas a la oficina de notificaciones dentro de las veinticuatro horas, debiendo ser diligenciadas y devueltas en la forma y en los plazos en que disponga la reglamentación de superintendencia. La demora en su agregación se considera falta grave del oficial primero, Art. 138 del CPN. Dicho funcionario debe agregar las cédulas al expediente en el plazo de cuarenta y ocho horas a partir de la devolución de aquellas al tribunal, siempre que el expediente se encuentre en secretaría.


El funcionario o empleado encargado de practicarla dejará en el domicilio del interesado copia de la cédula haciendo constar con su firma, el día y la hora de la entrega. El original se agregará al expediente con nota de lo actuado, lugar, día y hora de la diligencia, debiendo aquella estar suscripta por el notificador y el interesado, salvo que este se negare o no pudiere firmar.


La validez de la notificación diligenciada con otra persona de la casa, departamento u oficina, se halla condicionada a la circunstancia de que el notificador se cerciore previamente acerca de la presencia de la persona a quien va a notificar.


Dispone el Art. 139 del CPN que en los juicios relativos al estado y capacidad de las personas, cuando deba practicarse la notificación por cédula, las copias de los escritos de demanda, contestación, reconvención y contestación de ambas, así como la de otros escritos cuyo contenido pudiere afectar el decoro de quien ha de recibirlas, serán entregadas bajo sobre cerrado. Igual requisito  respecto de las copias de los documentos agregados a dichos escritos.


c) Notificación automática o misterio legis: antes denominada notificación por nota, es la que se verifica en determinados días prefijados por la ley, aún en el supuesto de que, por incomparecencia de la parte, esta no haya tomado un efectivo conocimiento de la resolución de que se trate.


d) Notificaciones por telegrama colacionado o recomendado: está previsto por el CPN,  a solicitud de parte, también por carta documentada, de todas las resoluciones salvo el traslado de la demanda o reconvención, la citación a absolver posiciones y la sentencia. 


La notificación debe contener los enunciados esenciales de la cédula y el telegrama colacionado o carta documento debe emitirse en doble ejemplar, uno de los cuales, bajo atestación, entregará el secretario para su envío, y el otro con su firma, se agregará al expediente.


e) Notificación por edictos: es aquella que se practica mediante publicaciones por la prensa, tendientes a hacer conocer una resolución judicial a alguna persona incierta o cuyo domicilio se ignore.


Dispone el Art. 145, 146 y 147 del CPN:  


Art. 145. Notificación por edictos. Además de los casos determinados por este Código, procederá la notificación por edictos cuando se tratare de personas inciertas o cuyo domicilio se ignore. En este último caso, la parte deberá manifestar bajo juramento que ha realizado sin éxito las gestiones tendientes a conocer el domicilio de la persona a quien se deba notificar.


Si resultare falsa la afirmación de la parte que dijo ignorar el domicilio, o que pudo conocerlo empleando la debida diligencia, se anulará a su costa todo lo actuado con posterioridad, y será condenada a pagar una multa.


Art. 146. Publicación de los edictos. La publicación de los edictos se hará en el Boletín Oficial y en un diario de los de mayor circulación del lugar del último domicilio del citado, si fuera conocido o, en su defecto, del lugar del juicio, y se acreditará mediante la agregación al expediente de un ejemplar de aquellos y del recibo del pago efectuado. A falta de diarios en los lugares precedentemente mencionados, la publicación se hará en la localidad más próxima que los tuviera, y el edicto se fijará, además, en la tablilla del juzgado y en los sitios que aseguraren su mayor difusión.


Salvo en el proceso sucesorio, cuando los gastos que demandare la publicación fueren desproporcionados con la cuantía del juicio, se prescindirá de los edictos; la notificación se practicará en la tablilla del juzgado.


Art. 147. Formas de los edictos. Los edictos contendrán, en forma sintética, las mismas enunciaciones de las cédulas, con transcripción sumaria de la resolución.


El número de publicaciones será el que en cada caso determine este Código.


La resolución se tendrá por notificada al día siguiente de la última publicación.


La Corte Suprema podrá disponer la adopción de textos uniformes para la redacción de los edictos.


El Poder Ejecutivo podrá establecer que, en el Boletín Oficial, los edictos a los que corresponda un mismo texto se publiquen en extracto, agrupados por juzgados y secretarías, encabezados por una fórmula común.


f) Notificación por radiodifusión: incorporada por el CPN y si bien el sistema ya había sido adoptado por algunos códigos provinciales, en la práctica, particularmente por su elevado costo, no se utiliza.


Cada una de las distintas formas de notificación está sujeta al cumplimiento de determinados requisitos. El incumplimiento de los recaudos que en cada caso exige el CPN, siempre que la irregularidad fuere grave e impidiere al interesado cumplir oportunamente los actos procesales vinculados a la resolución que se notifica, trae aparejada la nulidad de la notificación, Art. 149 del CPN.


El alcance de la responsabilidad del funcionario o empleado que realizó la notificación, al margen de los requisitos impuestos, solo es susceptible de hacerse efectiva en el supuesto de declararse la nulidad de la notificación, sin perjuicio, desde luego, de que puedan aplicarse al oficial notificador sanciones disciplinarias menores de las que corresponden en los casos de falta grave.

Actos de Documentación.


Se exteriorizan a través de la formación del expediente judicial, que constituye un legajo de foliatura corrida en el cual se reúnen, en forma ordenada, todas las actuaciones producidas por las partes, el juez, y sus auxiliares y los terceros.

a) Los expedientes serán compaginados en cuerpos que no excedan  de doscientas fojas. Se llevarán cosidos y foliados, y estarán provistos de carátulas en que se indique el nombre de las partes, la naturaleza del juicio, el tomo y folio de su registro y el año de su iniciación.

b) Los documentos deberán ser agregados a los autos en forma tal que sean legibles en su totalidad

c) Cuadernos de prueba (se ven más adelante).

d) En las actas de las audiencias debe expresarse el nombre de los asistentes destacándose con letra  mayúscula el del absolvente o testigo, y en sus referencias a interrogatorios, pliegos de posiciones y documentos, hacerse constar la foja en que corren agregados.

e) Los desgloses de poder en los juicios en trámite deberán hacerse con trascripción íntegra de ellos en el expediente.

f) Los expedientes únicamente pueden ser retirados de la secretaría, bajo la responsabilidad de los abogados, apoderados, peritos o escribanos, en las siguientes casos: 1º) Para alegar de bien probado, en el juicio ordinario; 2º) Para practicar liquidaciones  y pericias; partición de bienes sucesorios; operaciones de contabilidad; mensura y deslinde; división de bienes comunes; cotejo de documentos y redacción de escrituras públicas; 3º) Cuando el juez lo dispusiere por resolución fundada.

Si vencido el plazo el expediente no es devuelto, quien lo retiró es pasible de una multa fijada entre un mínimo y un máximo de pesos por días de retardo, salvo que manifieste haberlo perdido (Art. 128 CPN). En caso de comprobarse que la pérdida es imputable a alguna de las partes o aun profesional, estos son también pasibles de una multa fijada en la misma forma, sin perjuicio de su responsabilidad civil o penal.

Dispone el Art. 128 del CPN que cuando un expediente fuere retenido por la parte que lo retiró, el secretario debe intimar su inmediata devolución y si esta no se efectuara, el juez mandará secuestrar el expediente con el auxilio de la fuerza pública. 

En materia de reconstrucción de expedientes, el Art. 129 del CPN, dispone que una vez comprobada la pérdida, el juez debe ordenar la reconstrucción conforme al siguiente procedimiento: 

1º) El nuevo expediente se iniciará con la providencia que disponga la reconstrucción.

2º) El juez intimará a la parte actora, o iniciadora e las actuaciones, para que dentro del plazo de cinco días presente la copia de los escritos, documentos y diligencias que se encontraren en su poder y correspondieren a actuaciones cumplidas en el expediente perdido.

3º) El secretario agregará copias de todas las resoluciones correspondientes al expediente extraviado que obren en los libros del juzgado o tribunal, y recabará copias de los actos y diligencias que pudieren obtenerse de las oficinas o archivos públicos.

4º) Las copias que se presentaren u obtuvieren serán agregadas al expediente por orden cronológico.

5º) El juez podrá ordenar, sin sustanciación ni recurso alguno, las medidas que considerase necesarias. Cumplidos los trámites enunciados dictará solución teniendo en por reconstruido el expediente.

Resoluciones Judiciales.

Concepto y Clasificación.


El modo normal de terminación de todo proceso es el pronunciamiento de la sentencia definitiva, que constituye el acto mediante el cual el juez decide el mérito de la pretensión, y cuyos efectos trascienden al proceso en que fue dictada, pues lo decidido por ella no puede ser objeto de revisión en ningún otro proceso (cosa juzgada).


Durante el transcurso del proceso, el juez debe dictar numerosas resoluciones, destinadas a producir efectos únicamente dentro de aquel, y cuya adecuada clasificación reviste singular importancia desde el doble punto de vista  de las formas en que deben dictarse y de los recursos que contra ellas proceden.


El CPN divide a este tipo de resoluciones en dos categorías: providencias simples y sentencias interlocutorias.


Son providencias simples aquellas resoluciones que propenden simplemente al desarrollo o impulso del proceso u ordenan actos de mera ejecución. Su característica  primordial reside en la circunstancia  de que son dictadas sin sustanciación, es decir, sin necesidad de instrucción o discusión previas. 


Esta clase de resoluciones admite a su vez una subclasificación, fundada en el hecho de que causen o no gravamen irreparable. Una providencia causa gravamen irreparable cuando, una vez consentida, sus efectos no pueden subsanarse o enmendarse en el curso ulterior del procedimiento. En esta categoría cabe incluir, por ejemplo, a la resolución que dispone declarar la causa de puro derecho o que aplica una sanción. 


Las providencias simples son las únicas resoluciones judiciales susceptibles de recurso de reposición o revocatoria, siendo apelables solamente aquellas que causan gravamen irreparable.


Se denomina sentencias interlocutorias a las que resuelven cuestiones que requieren sustanciación, planteadas durante el curso del proceso, Art. 161 del CPN. Deciden todo conflicto que se suscite durante el desarrollo del juicio y se diferencian  de las providencias simples porque se dictan previa audiencia d ambas partes. Constituyen sentencias interlocutorias aquellas que se pronuncian sobre una excepción previa o sobre un incidente de nulidad. Esta clase de sentencias solo son susceptibles del recurso de apelación.

Requisitos.


Existen requisitos comunes a todas las resoluciones judiciales, cualquiera sea su naturaleza, incluyendo a la sentencia definitiva. Revisten carácter extrínseco, y son las siguientes: 

1º) Su redacción por escrito, tratándose de instrumentos públicos, en el idioma nacional.

2º) La indicación de la fecha y del lugar en que se dictan.

3º) La firma del juez, cuando se trate de resoluciones dictadas en primera instancia, o de los miembros del tribunal o del presidente de ésta según se trate, respectivamente, de sentencias (definitivas o interlocutorias) o de providencias simples dictadas en ulteriores instancias .


En lo que respecta a los requisitos específicos a cada tipo de resoluciones judiciales, interesa señalar que las providencias simples no requieren otra formalidades que su expresión por escrito, indicación de fecha y de lugar, y la firma del juez o presidente del tribunal. Ellas deben ser motivadas cuando causan gravamen irreparable, porque tal caso entrañan, para el litigante afectado, la pérdida de una facultad procesal.


En cuanto a las sentencias interlocutorias, deben contener, aparte de los requisitos precedentemente señalados, los siguientes: 

1º) Los fundamentos. Deben apoyarse en los hechos controvertidos en el respectivo incidente y en las normas jurídicas que los rigen, respetando la jerarquía de las normas vigentes y el principio de congruencia.

2º) La decisión expresa, positiva y precisa de las cuestiones planteadas.

3º) El pronunciamiento sobre costas.


En lo que atañe a las sentencias dictadas con motivo de un desistimiento, de una transacción o de una conciliación, deben dictarse en la forma prevista para las providencias simples o para las sentencias interlocutorias según que, respectivamente, homologuen o no tales actos.

Nulidades Procesales.

Concepto.


La nulidad procesal es la privación de efectos imputada a los actos del proceso que adolecen de algún vicio en sus elementos esenciales, y que por ello, carecen de aptitud para cumplir el fin al que se hallen destinados.


No existen razones válidas que autoricen a excluir, del concepto enunciado, aquellos vicios que afecten a los requisitos propios de los restantes elementos del acto procesal (falta de competencia del órgano o capacidad de las partes; vicios del consentimiento cuando ellos fueren irrevocables; ilicitud del acto).


Constituye un principio afianzado, el de que todas las nulidades procesales son susceptibles de convalidarse por el consentimiento expreso o presunto de las partes a quienes perjudiquen. No existen por lo tanto en el proceso nulidades absolutas. No altera esta conclusión la circunstancia de que la ley autorice a declarar de oficio la nulidad, Art. 172 del CPN. Esta norma condiciona la declaración a la circunstancia de que el vicio no se hallare consentido.

Nulidad e Inexistencia.


Frente a los actos procesales nulos (nulidad relativa) solo corresponde diferencia la categoría de los denominados actos procesales inexistentes. Estos últimos suelen caracterizarse como aquellos actos que se hallan desprovistos de los requisitos mínimos indispensables para su configuración jurídica, como serían, en el ámbito procesal, la sentencia dictada por un funcionario ajeno a la magistratura, o pronunciada oralmente, o carente de la parte dispositiva, o provista de un dispositivo imposible o absurdo, etc.


La inexistencia no apunta a la validez del acto, es decir, a su coherencia con los elementos y requisitos que la ley impone, sino a su vigencia o sea a la posibilidad de su efectivo acatamiento.


El interés práctico de la distinción entre actos nulos  e inexistentes reside en la forma y plazo en que pueden o deben repararse las consecuencias de unos y de otros. Mientras la sentencia afectada por nulidad es susceptible de convalidarse al tener lugar la preclusión o renuncia de las impugnaciones que caben contra ella, la sentencia inexistente carece de toda posibilidad de pasar en autoridad de cosa juzgada, y puede ser objeto de impugnación  sin límite temporal alguno, incluso mediante el ejercicio de una simple pretensión declarativa
 de la inexistencia.

Presupuestos.


Son tres los presupuestos a los que se halla condicionada la declaración de nulidad: 1º) Existencia de un vicio en alguno de los elementos del acto procesal; 2º) Demostración de interés jurídico en la invalidación del acto, y de que la nulidad no es imputable a quien pide su declaración; 3º) Falta de convalidación del acto viciado.


En relación al primero de ellos, el Art. 169 del CPN prescribe:


Art. 169. Trascendencia de la nulidad. Ningún acto procesal será declarado nulo si la ley no prevé expresamente esa sanción.

Sin embargo, la nulidad procederá cuando el acto carezca de los requisitos indispensables para la obtención de su finalidad.

No se podrá declarar la nulidad, aun en los casos mencionados en los párrafos precedentes, si el acto, no obstante su irregularidad, ha logrado la finalidad a que estaba destinado.

La finalidad a la que tienden los requisitos de los actos procesales no es otra que la de salvaguardar el adecuado ejercicio del derecho de defensa, de modo que no puede haber declaración de nulidad cuando el acto impugnado, pese a su irregularidad, exista o no expresa sanción de esta en la ley, no ha afectado el mencionado derecho.


Para declarar la nulidad no basta con que haya mediado la violación de  algún requisito del acto, si no resulta que tal violación ha impedido al interesado ejercer sus facultades procesales y si aquel no demuestra el perjuicio concreto que le ha inferido el vicio que invoca. Si quien pide la nulidad no indica cuales son las defensas o pruebas  de que se vió privado como consecuencia de los actos que impugna, aquella carece de finalidad práctica y su declaración no procede, pues no existe la nulidad por la nulidad misma. Por ello el Art. 172 del CPN impone al impugnante la carga de expresar, al promover el respectivo incidente, el perjuicio sufrido y el interés que procura subsanar con la declaración de nulidad y mencionar, en su caso, las defensa que no pudo oponer como consecuencia del vicio alegado. El incumplimiento de dicha carga autoriza al juez a desestimar sin más trámite el pedido de nulidad.


Tampoco puede pedir la declaración de nulidad el litigante que ha contribuido con su conducta a la producción del vicio. Quien ha pedido expresamente que se imprima a una cuestión un trámite determinado, a pesar de no ser dicho trámite el adecuado, no puede sostener luego la nulidad de aquel.


La declaración de nulidad es inadmisible si el interesado consintió, expresa o tácitamente, el acto defectuoso. En consecuencia, cuando no se reclama el pronunciamiento de la nulidad dentro de los plazos que la ley fija al efecto, corresponde presumir que aquella, aunque existía, no ocasiona perjuicio, y que la parte ha renunciado a la impugnación, convalidando de tal manera al acto de que se trate. Todo lo cual obedece a razones de seguridad y de orden

Formas de Alegar la Nulidad.


Existen en nuestro derecho cuatro formas para alegar la nulidad de los actos procesales: el incidente, el recurso, la excepción y la acción de nulidad.


El incidente constituye la única vía adecuada para plantear la nulidad de cualquier acto procesal realizado en el curso de la instancia, aún cuando, como consecuencia de un procedimiento irregular, se haya dictado alguna resolución judicial. Si, por ejemplo, en un juicio ejecutivo se dicta sentencia de remate habiéndose omitido citar de remate al deudor, la nulidad resultante de tal omisión no puede hacerse valer mediante recurso interpuesto contra esa sentencia, sino por incidente de nulidad que debe promoverse ante el mismo juez que la dictó y contra cuya resolución, al respecto, cabrá el recurso de apelación.


El CPN no admite la acción (pretensión) de nulidad como vía autónoma tendiente a obtener la declaración de nulidad total o parcial de un proceso. El único supuesto es el del Art. 771 del CPN.

Efectos de las Nulidades.


La nulidad del acto, dispone el Art. 174 del CPN, no importará la de los anteriores ni la de los sucesivos que sean independientes de dicho acto.


Por acto sucesivos debe entenderse, no a los simplemente inmediatos al acto nulo, sino a los que son una consecuencia directa de él. Asimismo, la nulidad de una parte del acto no afecta a las demás partes que sean independientes de aquella, Art. 174 del CPN.

UNIDAD 7. LA DEMANDA.

Concepto.


Al caracterizar la demanda como un mero acto de iniciación procesal quedó esbozada la idea de que aquella, a diferencia de la pretensión, no implica el planteamiento de un conflicto entre partes y el consiguiente reclamo de una sentencia de fondo que lo dirima, sino que se configura, con motivo de la petición formulada ante un órgano judicial, por una persona distinta de este, en el sentido de que se disponga la iniciación y el ulterior trámite de un determinado proceso.


No obsta a la diversidad conceptual entre pretensión y demanda , el hecho que, en la inmensa mayoría de los casos, ambos actos se presentan fundidos en uno solo, es decir,  al mismo tiempo en que el actor solicita la apertura del proceso, formula la pretensión que ha de constituir el objeto de éste.


Tal simultaneidad no reviste carácter forzoso, según lo demuestran, por una parte, los regímenes procesales que admiten la formulación de la pretensión procesal en una etapa posterior a la de la presentación de la demanda y, por otra parte, las normas que autorizan a integrar la causa de una pretensión ya contenida en dicho acto. La simultaneidad se explica pensando que, siendo la pretensión procesal un supuesto lógico del proceso conviene regularla como un supuesto cronológico para evitar el riesgo de que, al no formular luego la pretensión el proceso se desarrolle en el vacío. Es frecuente que la pretensión se produzca al iniciar el proceso, acompañando al acto típico de iniciación, a la demanda; más dicha frecuencia no justifica una equiparación no ya cronológica, sino lógica, de ambas actividades.


Al menos en el ordenamiento procesal nacional, la demanda contiene la formulación de una o más pretensiones, se comprende que el contenido de aquella debe vincularse a los distintos elementos de que se compone la pretensión procesal.

Contenidos y Forma de la Demanda.


Al contenido de la demanda se refiere el Art. 330 del CPN en los siguientes términos: La demanda será deducida por escrito y contendrá:

a) El nombre y domicilio del demandante.

b) Nombre y domicilio del demandado.

c) La cosa demandada, designándola con toda exactitud.

d) Los hechos en que se funde, explicados claramente.

e) El derecho expuesto sucintamente, evitando repeticiones innecesarias.

f) La petición en términos claros y positivos.

La indicación del nombre del actor o demandante, constituye un requisito que hace a la esencia misma de la demanda, su omisión impediría determinar quien es la persona que deduce la pretensión e imposibilitaría la defensa del demandado. Tratándose de una persona de existencia ideal, debe indicar con precisión el nombre o razón social con el cual actúa.

El domicilio es el real del actor, que no debe confundirse con el domicilio procesal. Cuando el actor se presente por apoderado, este deberá, además de constituir domicilio procesal, denunciar el domicilio real de su mandante, donde deben notificarse diversas resoluciones de carácter personalísimo como la que ordena la absolución de posiciones, o la que dispone la citación de la persona a quien se le atribuya la letra para que forme un cuerpo de escritura al dictado y a requerimiento de los peritos, bajo apercibimiento de tener por reconocido el documento.

La denuncia del domicilio real no se suple por la manifestación, contenida en el poder, en el sentido de que el otorgante es vecino de tal o cual lugar.

La cosa demandada constituye el objeto mediato de la pretensión deducida en la demanda. El Art. 330 requiere que la designación de la cosa demandada sea exacta: si, por ejemplo, se reclama el pago de una indemnización, debe indicarse con precisión la suma de dinero en que se estiman los daños; si la demanda versa sobre un bien inmueble, el actor debe indicar concretamente su superficie, ubicación, linderos, etc.

La carga de reclamar el monto reclamado admite excepción cuando no le fuese posible determinarlo al promover la demanda.

La exposición de los hechos tiene por finalidad la determinación de la causa, o sea la razón o fundamento en cuya virtud la pretensión se deduce.

A diferencia de lo que ocurre en las legislaciones que siguen el principio de individualización, conforme al cual es suficiente que el demandante mencione la relación jurídica de la que deriva la pretensión  que hace valer, nuestras leyes procesales exigen la exposición circunstanciada de los hechos que definen esa relación (principio de sustanciación). La vigencia de uno o de otro principio se halla vinculada a la forma de procedimiento; se explica así el predominio del primero en el proceso oral, en el cual la demanda reviste el carácter de un mero escrito preparatorio que solo llega a su pleno desarrollo en el debate oral. En el proceso escrito la fundamentación de la demanda constituye una exigencia derivada de la índole misma de aquel acto, respecto del cual no cabe la posibilidad de un perfeccionamiento ulterior.

La claridad en la exposición de los hechos reviste importancia por cuanto: a) Al demandado incumbe la carga de reconocerlo o negarlos categóricamente, aquella exigencia es decisiva  a los efectos de valorar su silencio o sus respuestas evasivas; b) Los hechos articulados en la demanda determinan la pertinencia de la prueba a producirse en el proceso; c) La sentencia debe considerar solamente los hechos alegados por las partes.

En la sentencia, el juez solo debe atenerse a las alegaciones de hecho y a las peticiones formuladas por las partes y no a las normas jurídicas que estas hayan invocado. El juez es libre en la elección de la norma o normas aplicables en virtud del principio iura novit curia. Ni la designación técnica de la pretensión entablada, ni la mención de las normas pertinentes constituyen requisitos necesarios de la demanda.

Mediante la petición el actor concreta el objeto inmediato de la pretensión contenida en la demanda. 

La ley no admite las peticiones implícitas o genéricas, el juez podría declarar la rescisión de un contrato cuando el actor se ha limitado a demandar la indemnización de daños y perjuicios derivados del incumplimiento de aquel, máxime teniendo en cuenta que esta última pretensión es subsidiaria con respecto a la rescisión, la cual no puede, por lo tanto, reputarse implícita en aquella.

En cuanto a sus formas, la demanda debe reunir los requisitos exigidos con respecto a los escritos en general. Debe ser presentada con copias.

En el supuesto de que la demanda no se ajuste a las reglas precedentemente examinadas, el juez está facultado para rechazarla de oficio, expresando el defecto que contenga. La misma facultad incumbe al juez, en el caso de que, de la exposición de los hechos formulados por el actor,  resulte que la demanda no corresponde a su competencia.

Efectos Jurídicos de la Demanda.


Corresponde distinguir los efectos que produce la demanda antes y después de su notificación al demandado.


En virtud de la simple presentación la demanda produce efectos:

Sustanciales.

1º) Interrumpe el curso de la prescripción, aunque sea interpuesta ante juez incompetente y sea nula por defecto de forma o porque el demandante no haya tenido capacidad legal para presentarse en juicio.

2º) Impide la extinción de ciertos derechos sujetos a plazos de caducidad o solo susceptibles de transmisión a los herederos cuando la demanda ha sido entablada por el causante.

3º) Determina la prestación debida en las obligaciones alternativas cuando la elección de aquella fuere dejada al acreedor.

4º) Extingue el derecho a intentar ciertas pretensiones cuyo ejercicio queda descartado ante la elección de otras.

5º) Invalida la venta y la cesión de la cosa o crédito que estuviesen en litigio hecha a los abogados, procuradores y funcionarios que intervengan en el respectivo proceso.

Procesales:

1º) Hace perder al actor la ulterior posibilidad de recusar sin expresión de causa.

2º) Prorroga la competencia del juez con relación al actor en los casos en que la ley lo admite.

3º) Determina el objeto de la sentencia, por cuanto si bien ésta debe pronunciarse también sobre las defensas del demandado, ellas deben  referirse a las cuestiones planteadas en la demanda.

La notificación de la demanda produce, por su parte,  los siguientes efectos:

a) Sustanciales:

1º) Constituye en mora al demandado, quien es desde entonces deudor de los intereses cuando se persigue el cumplimiento de las obligaciones cuyo plazo no se encuentre convenido pero resulte tácitamente de la naturaleza y circunstancias de aquellas.

2º) Desde la fecha en que la notificación tiene lugar, el poseedor de buena fe que es condenado a la restitución de la cosa es responsable de los frutos percibidos y de los que por su negligencia hubiere dejado de percibir. Cuando no es posible determinar el tiempo en que comenzó la mala fe, debe estarse a la fecha de la notificación de la demanda.


b) Procesales:


1º) El actor no puede desistir de la pretensión sin la conformidad del demandado.


2º) A partir de ese momento el demandado asume la carga procesal de defenderse y la facultad de promover por su cuenta el impulso del proceso no obstante la inactividad del actor, pudiendo oponerse, como se acaba de ver, al desistimiento de la pretensión formulado por aquel.


3º) Autoriza a oponer la excepción de litispendencia en otro proceso que se constituya entre las mismas partes y que verse sobre el mismo objeto y la misma causa.

Documentos que Deben Acompañarse con la Demanda.


El CPN mantiene la vigencia del principio de lealtad  procesal evitando a las partes sorpresas procesales, o sea, la desventaja de ignorar la existencia de algún documento que pueda ser fundamental para su defensa en el juicio.

El Art. 333 del CPN prescribe que con la demanda, reconvención y contestación de ambas en toda clase de juicios, deberá acompañarse la prueba documental que estuviese en poder de las partes. La norma no admite distinciones, es aplicable tanto al caso de documentos emanados de las partes como a los que correspondan a terceros, siempre que estuviesen en poder del actor, demandado o reconviniente.

 El Art. establece que si la prueba documental no estuviese a disposición de las partes, la individualizarán indicando su contenido, el lugar, archivo, oficina pública y persona en cuyo poder se encuentre.

El precepto requiere que la parte precise el contenido del documento. La exigencia se cumple mediante la transcripción del documento en el escrito de demanda o por la agregación de copias de aquel y a través de indicaciones concretas que posibiliten a la otra parte expedirse sobre el tema.

El Art. dice en su párrafo 3º: 

“...Si se tratare de prueba documental oportunamente ofrecida, los letrados patrocinantes, una vez interpuesta la demanda, podrán requerir directamente a entidades privadas, sin necesidad de previa petición judicial, y mediante oficio en el que se transcribirá este artículo, el envío de la pertinente documentación o de su copia auténtica, la que deberá ser remitida directamente a la secretaría, con transcripción o copia del oficio.”

El Art. 335 del CPN dispone:

Art. 335. Documentos posteriores o desconocidos. Después de interpuesta la demanda, no se admitirán al actor sino documentos de fecha posterior o anteriores, bajo juramento o afirmación de no haber antes tenido conocimiento de ellos. En tales casos se dará traslado a la otra parte, quien deberá cumplir la carga que prevé el artículo 356, inciso 1.
Es obvia la razón por la cual la ley admite la presentación de documentos de fecha posterior a la interposición de la demanda. En lo que concierne a los de fecha anterior, pero desconocidos, corresponde señalar que el juramento o afirmación que la parte preste en tal sentido es susceptible de desvirtuarse mediante prueba en contrario.

La agregación de tales documentos puede disponerse durante el período de prueba e, inclusive, hasta la citación para sentencia. Importa señalar que la falta de presentación de documentos en el momento procesal oportuno autoriza a la parte interesada para oponerse a su agregación posterior, pero no justifica la deducción de una excepción de defecto legal. Si se ha consentido la agregación extemporánea de documentos, el tribunal está obligado a considerarlos.

El Art. 332 del CPN determina que cuando procediere el fuero federal por razón de la nacionalidad o domicilio de las personas, el demandante deberá presentar con la demanda documentos o informaciones que acrediten aquella circunstancia.

Demanda y Contestación Conjuntas.


Como arbitrio encaminado a concretar la máxima efectividad de los principios de concentración y economía procesal, el CPN admite la posibilidad de que, en un mismo acto, se reúnan la formulación de la pretensión por parte del actor, el planteamiento de las defensas del demandado y el ofrecimiento de la prueba que ambos litigantes intentan hacer valer.


A tal posibilidad se refiere el Art. 336, que dispone:


Art. 336. Demanda y contestación conjuntas. El demandante y el demandado, de común acuerdo, podrán presentar al juez la demanda y contestación en la forma prevista en los artículos 330 y 356, ofreciendo la prueba en el mismo escrito.


El juez, sin otro trámite, dictará la providencia de autos si la causa fuere de puro derecho. Si hubiese hechos controvertidos, recibirá la causa a prueba.


Las audiencias que deban tener lugar en los juicios iniciados en la forma mencionada en el párrafo anterior, serán fijadas con carácter preferente.


Quedan excluidas de esta disposición las acciones fundadas en el derecho de familia.




La aplicabilidad de este Art. se haya condicionada por la existencia de una efectiva controversia entre partes, es decir, de una pretensión y de la oposición de esta. De allí que la Corte Suprema haya resuelto que la norma es inaplicable a la causa iniciada por cumplimiento de contrato y subsidiariamente daños y perjuicios, si en el mismo escrito los demandados se allanan a la pretensión y proponen términos de ejecución de la sentencia que la actora acepta en un “otrosí”.

Diligencias Preliminares.

Concepto y Clases.


Los Art. 323 a 329 del CPN enumeran y reglamentan diversas medidas susceptibles de diligenciarse con carácter previo a la interposición de la demanda. Pueden ser pedidas tanto por el actor como por el demandado, ya que el Art. 323 acuerda este derecho al que pretenda demandar o a quien prevea que será demandado.


No todas estas medidas preliminares participan de la misma naturaleza jurídica y, según sea su finalidad, pueden dividirse en preparatorias y conservatorias.


Las preparatorias tienen por objeto asegurar a las partes la posibilidad de plantear sus alegaciones en la forma más precisa y eficaz. Persiguen la determinación de la legitimación procesal de quienes han de intervenir en el proceso, o la comprobación de ciertas circunstancias cuyo conocimiento es imprescindible, o manifiestamente ventajoso desde el punto de vista de la economía procesal.


Las medidas conservatorias procuran, ante la posibilidad de que desaparezcan determinados elementos probatorios durante el transcurso del proceso, que estos queden adquiridos antes de que ese riesgo se produzca o bien impedir que la cosa mueble reivindicada se pierda o deteriore en manos del poseedor.

Examen de las Diligencias Preparatorias.


a) Declaración jurada sobre hechos relativos a la personalidad. El Art. 323 del CPN autoriza al actor a pedir que la persona contra quien se proponga dirigir la demanda preste declaración jurada, por escrito y dentro del plazo que fije el juez, sobre algún hecho relativo a su personalidad, sin cuyo conocimiento no pueda entrarse en juicio. La declaración solo puede versar sobre circunstancias relativas  ala legitimación del futuro demandado. La medida es admisible para determinar, por ejemplo, si aquel es propietario del edificio que amenaza ruina o del animal que causó el daño; o es heredero de determinada persona, etc. La providencia que disponga esta medida debe notificarse por cédula.


b) Exhibición y Secuestro de Cosas Muebles. Podrá solicitarse la exhibición de la cosa mueble que haya de pedirse por acción real, sin perjuicio de su depósito o de la medida precautoria que corresponda. Tal medida puede revestir el doble carácter de preparatoria y conservatoria. Se da el primer supuesto cuando se solicita la mera exhibición de la cosa, con el objeto de formular la demanda con mayor precisión y claridad, o cuando se pide su secuestro como consecuencia de no haberse exhibido  dentro del plazo fijado por el juez. En cambio, constituye una medida conservatoria cuando se solicita su depósito o otra medida precautoria.


c) Exhibición del Testamento. Cuando el solicitante se crea heredero, coheredero o legatario, sino pudiere obtenerlo sin recurrir a la justicia. La exhibición solo es admisible en los casos de testamentos ológrafos o cerrados.


d) Exhibición de Títulos en Caso de Evicción. Puede pedirse que el enajenante o el adquirente, en caso de evicción, exhiba los títulos u otros documentos que se refieran a la cosa vendida. Cuando se intenta la demanda contra el comprador, puede solicitar que el vendedor exhiba los títulos referentes a la cosa vendida. Si se cita de evicción al vendedor, es este quien tiene el derecho de exigir la exhibición al adquirente.


e) Exhibición de Documentos Comunes. Se puede pedir que el socio o comunero o quien tenga en su poder los documentos d la sociedad o comunidad, los presente o exhiba.


f) Declaración sobre el Título en cuya virtud se ocupa la Cosa Objeto del Juicio. El Art. autoriza al apersona que haya de ser demandada por reivindicación u otra acción que exija conocer el carácter en cuya virtud ocupa la cosa objeto del juicio a promover, exprese a que título la tiene.


g) Nombramiento del Tutor o Curador. El Art. permite solicitar que se nombre un tutor o curador para el juicio d que se trate.


h) Citación al Eventual Demandado para que Constituya Domicilio. Dispone el Art. que si el eventual demandado tuviere que ausentarse del país, podrá solicitarse que constituya domicilio dentro de los cinco días de notificado.


i) Mensura Judicial. Autoriza la norma a pedir que se practique una mensura judicial, medida que sería admisible para preparar, por ejemplo, una pretensión reivindicatoria o de división de condominio.


j) Citación para Reconocer la Obligación de Rendir Cuentas. El Art. prevé la posibilidad de que se solicite la citación para el reconocimiento de la obligación de rendir cuentas, con lo cual el actor puede evitar la promoción del juicio sumario.


k) Reconocimiento de Mercaderías en los Términos del Art. 782 del CPN. 


Salvo en los casos de los incisos 9º, 10º, y 11º, no podrán invocarse las diligencias decretadas a pedido de quien pretende demandar, si no se dedujere la demanda dentro de los 30 días de su realización. Si el reconocimiento a que se refiere el inciso 1º, y el Art. 324 fuere ficto, el plazo correrá desde que la resolución que lo declare hubiere quedado firme.


El fundamento de esta norma estriba no solo en la falta de interés de traduce la inactividad procesal del peticionario, sino en la necesidad de evitar al destinatario de la diligencia de la incertidumbre y los eventuales perjuicios que esa actitud le puede generar, particularmente a raíz de las modificaciones a que se hallan expuestas , por el transcurso del tiempo las circunstancias de hecho inicialmente existentes. El plazo se computa desde que la medida fue realizada.


La caducidad de las diligencias preparatorias no se produce en forma automática y se halla por lo tanto supeditada al pedido que en ese sentido formule la parte afectada por la medida.


No se opera la caducidad cuando se trate de una mensura judicial, de la citación para el reconocimiento de mercaderías, así como en los supuestos de las medidas conservatorias de prueba previstos en el Art. 326 del CPN.

Medidas Conservatorias.


El Art. 326 autoriza a quienes sean o vayan a ser parte en un proceso de conocimiento a solicitar el diligenciamiento de prueba anticipada, siempre que esas personas tengan motivos justificados para temer que la producción de sus pruebas pueda resultar imposible o muy dificultosa en el período probatorio. Las medias pueden consistir: 1º) La declaración de algún testigo de muy avanzada edad o gravemente enfermo, o próximo a ausentarse del país; 2º) El reconocimiento judicial o dictamen pericial para constar la existencia de documentos, o el estado, calidad o condición de cosas o lugares; 3º) El pedido de informes. En cuanto a la absolución de posiciones, la norma citada dispone que únicamente puede pedirse en proceso ya iniciado.


Las medidas solo tienen lugar antes de trabada la litis y, después de esta, cuando mediasen las razones de urgencia indicadas en la misma norma.

Procedimiento y Responsabilidad por Incumplimiento de las Medidas Preliminares.


El CPN contiene diversas normas con respecto  a las medidas preeliminares. Algunas son comunes a ambos tipos de medidas, preparatorias y conservatorias, y otras son aplicables a cada una de estas en particular.


Son normas comunes las contenidas en los tres primeros párrafos del Art. 327 y en los párrafos 1º y 4º del Art. 329.


Prescribe el Art. 327 del CPN que en el escrito en que se soliciten medidas preliminares se indicará el nombre de la futura parte contraria, domicilio y fundamentos de la petición. El juez accederá a las pretensiones si estimare justas las causas en que se fundan, caso contrario, las repelerá de oficio. Solo podrá apelarse de la resolución si fuere denegatoria de la diligencia. 


Dispone el Art. 329 del CPN con respecto a la responsabilidad por el incumplimiento de las medidas ordenadas, que cuando sin justa causa el interpelado no cumpliere la orden del juez en el plazo fijado, o diere informaciones falsas o que pudieren inducir a error o destruyere u ocultare los instrumentos o cosas cuya exhibición o presentación  se hubiere requerido, se le aplicará una multa, sin perjuicio de las demás responsabilidades en que hubiere incurrido.


Los Art. 324, 325, y los últimos tres párrafos del 329 se refieren a medidas preparatorias. Establece el primero que en el caso de declaración jurada, la providencia se notificará por cédula.


En cuanto a la exhibición o presentación de cosas o instrumentos, se hará en el tiempo, modo y lugar que determine el juez. Cuando el requerido no los tuviere en su poder deberá indicar, si lo conoce, el lugar en que se encuentren o quien los tiene. La orden de exhibición o presentación de instrumento o cosa mueble que no se cumpliere debe hacerse efectiva mediante secuestro y allanamiento de lugares, si resultare necesario.


Cuando la diligencia preliminar consista en la citación para el reconocimiento  de la obligación de rendir cuentas y el citado no compareciese, corresponde tener por admitida dicha obligación y la cuestión debe tramitar por el procedimiento de los incidentes. En el supuesto que el citado comparezca y niegue el deber de rendir cuentas, pero en el juicio a que se refiere el Art. 652 se declare procedente la rendición, el juez debe imponer al demandado una multa que oscila entre determinados importes, cuando la negativa sea maliciosa.


Dispone el Art. 329 que si correspondiere, por la naturaleza de la medida preparatoria y la conducta por el requerido, los jueces y tribunales podrán imponer sanciones conminatorias, en los términos del Art. 37. Pueden aplicarse tanto a las eventuales partes como a terceros, y deben ser compatibles con la naturaleza de la medida preliminar de que se trate, como ocurre, en los supuestos de orden de exhibición de cosas y de documentos.

Citación del Demandado.


Presentada la demanda en la forma prescripta, el juez conferirá traslado de ella al demandado para que comparezca y la conteste dentro de 15 días. (Art. 338, párrafo 1º, CPN) Esta disposición determina el contenido de la primera resolución judicial que debe recaer en un proceso ordinario, siendo su finalidad asegurar la vigencia del principio de contradicción. El juez debe disponer que se confiera traslado de la demanda a su destinatario, o sea, que se pongan en conocimiento del demandado las pretensiones formuladas por el actor y ordenar que aquel sea citado para comparecer y contestar la demanda. La misma disposición rige en los procesos sumarios, con la diferencia de que los plazos para la contestación son de diez a cinco días, respectivamente. Si la demanda se dirige contra el Estado nacional, una provincia o una municipalidad, el plazo para contestarla es de sesenta días en el proceso ordinario, y de veinte para el sumario y el sumarísimo.

Formas de la Citación.


Varían según ocurran las siguientes circunstancias: a) Que el demandado tenga su domicilio en la jurisdicción del juzgado; b) Que lo tenga fuera de dicha jurisdicción; c) Que se ignore el nombre, domicilio o residencia del demandado.


a) Respecto de la primera hipótesis, dispone el Art. 339 del CPN: 


Art. 339. Demandado domiciliado o residente en la jurisdicción del juzgado. La citación se hará por medio de cédula que se entregará al demandado en su domicilio real, si aquél fuere habido, juntamente con las copias a que se refiere el artículo 120.


Si no se le encontrare, se le dejará aviso para que espere al día siguiente y si tampoco entonces se le hallare, se procederá según se prescribe en el artículo 141.


Si el domicilio asignado al demandado por el actor fuere falso, probado el hecho, se anulará todo lo actuado a costa del demandante.
La ley lo ha revestido de una formalidad específica: el aviso, con designación de día y hora, que el notificador deberá dejar en el domicilio del demandado si no lo encontrare.


En caso de informarse que el demandado no vive en el lugar indicado como su domicilio real, el notificador, sin dejar la cédula, debe dar cuenta al juzgado de tal circunstancia. Una vez que se ha hecho saber al actor el informe del notificador, puede aquel solicitar que la notificación se practique bajo su responsabilidad, o en caso de existir error, denunciar un nuevo domicilio. En el primer supuesto el juez no puede denegar la petición, pues dada la consecuencia que la ley imputa a la denuncia de un domicilio falso (nulidad de lo actuado y pago de las costas), el actor es el primer interesado en extremar las precauciones para evitarla. El demandado irregularmente notificado puede plantear la nulidad de la notificación.


b) Frente a la segunda situación, dispone el Art. 340 del CPN: 

Art. 340. Demandado domiciliado o residente fuera de la jurisdicción. Cuando la persona que ha de ser citada no se encontrare en el lugar donde se le demanda, la citación de hará por medio de oficio o exhorto a la autoridad judicial de la localidad en que se halle, sin perjuicio, en su caso, de lo dispuesto en la ley de trámite uniforme sobre exhortos.


En los casos en que fuere parte una provincia, la citación debe hacerse por oficios dirigidos al gobernador y al fiscal de Estado o funcionario que tuviere sus atribuciones.


c) Finalmente, prescribe el Art. 343 del CPN que la citación a personas inciertas o cuyo domicilio o residencia se ignore se hará por edictos publicados por dos días en la forma prescripta en los Art. 145, 146 y 147 del CPN.

Plazos de la Citación.


Varían en cada una de las tres situaciones recién mencionadas.


a) Si el demandado se domicilia dentro de la jurisdicción del juzgado, el plazo es de quince, diez o cinco días, según se trate de proceso ordinario, sumario o sumarísimo.


b) Con respecto a la segunda situación, el Art. 342 del CPN amplía el plazo distinguiendo según que el demandado esté domiciliado en la República Argentina o fuera de ella. En el primer caso, se amplía dicho plazo a razón de un día por cada 200 Km. o fracción que no baje de cien. En el segundo, el juez lo fija atendiendo  las distancias y a la mayor o menor facilidad de las comunicaciones.


c) En el supuesto de la notificación por edictos, el plazo corre desde la última publicación, dice el Art. 343 del CPN que si vencido el plazo de los edictos no comparece el citado, se nombrará al defensor oficial para que lo represente en el juicio.


La situación procesal del demandado que habiendo sido citado por edicto no comparece es, distinta a la del demandado que ha adoptado la misma actitud no obstante haber sido notificado personalmente de la citación: mientras en este último supuesto corresponde a pedido del actor la declaración de rebeldía, en el primero es menester la designación del defensor oficial, a quien debe corrérsele traslado de la demanda, siendo deber de dicho funcionario, tratar de hacer llegar a conocimiento del interesado la existencia del juicio  y, en su caso, recurrir de la sentencia.


El CPN contempla el caso de que sean varios los demandados y se hallen en distintas jurisdicciones, en cuyo caso el plazo de citación será para todos el que resulte mayor, sin atender al orden en que las notificaciones fueron practicadas.

UNIDAD 8. LA DEFENSA.

Generalidades.

Concepto y Clasificación.


La postura procesal que adopta el sujeto frente a quien se deduce la pretensión, consiste en resistirse a ella mediante la formulación de declaraciones tendientes a que su actuación sea desestimada por el órgano judicial. Aparece frente a la pretensión del actor, la oposición del demandado; y en la medida en que la primera configura un ataque, la segunda se caracteriza como una defensa.


La oposición, lo mismo que la pretensión, constituye un acto, no un derecho, aunque solo la segunda configura en rigor el objeto del proceso, pues las oposiciones o defensas que el demandado puede formular contra la pretensión únicamente inciden en la delimitación del área litigiosa.


Las oposiciones se clasifican, desde su contenido, en negaciones y excepciones y desde el punto de vista de los efectos que producen, en dilatorias y perentorias.

Régimen Legal.


El sistema del CPN es de acuerdo a las siguientes pautas:


1º) Restituyendo carácter previo a las oposiciones de cosa juzgada, transacción y prescripción.


2º) Acordando el mismo carácter previo a las oposiciones de falta de legitimación para obrar cuando fuere manifiesta, de conciliación y de desistimiento del derecho.


3º) Confiriendo carácter previo a las denominadas “defensas temporarias” que consagra la legislación de fondo.


4º) Tanto las oposiciones precedentemente mencionadas, con excepción de la prescripción y falta de legitimación, como las dilatorias, deben deducirse  únicamente como artículos de previo y especial pronunciamiento, dentro de los primeros días del plazo para contestar la demanda o la reconvención, en el proceso ordinario, y juntamente con la contestación a la demanda, en el proceso sumario.


El fundamento de las pautas señaladas con los números 1º) y 2º) reside en que la mayor facilidad con que las oposiciones allí mencionadas pueden probarse, hacen inadecuada sus sustanciación conjunta con las restantes cuestiones de fondo involucradas en el proceso, cuya decisión resulta innecesaria en el supuesto de que cualquiera de aquellas prospere.


La misma consideración es aplicable a las llamadas “defensas temporarias”, con el agregado de que, revistiendo el carácter de oposiciones meramente dilatorias, pueden conducir al desarrollo de un proceso inútil en tanto su admisión impide el pronunciamiento de una sentencia de mérito.

Excepciones Previas.

Enumeración.


Aunque el CPN enumera, en sus Art. 346, 347 y 348, excepciones previas, es preciso aclarar que el uso de dicha expresión responde, más que a un criterio técnico, al hecho de contar con mayor arraigo en el lenguaje y las costumbres judiciales. A todas esas llamadas excepciones, les corresponde el nombre de defensas, pues aquellas que no implican el aporte de nuevas circunstancias de hecho, distintas a las invocadas por el actor, constituyen meras negociaciones.


Formulada esa salvedad y dada la circunstancia de que las oposiciones previas que el código enumera revisten el carácter de excepciones, en adelante se utilizará la terminología legal. 


Dispone el Art. 347 del CPN:


Art. 347. Excepciones admisibles. Sólo se admitirán como previas las siguientes excepciones:


1. Incompetencia.


2. Falta de personería en el demandante, en el demandado o sus representantes, por carecer de capacidad civil para estar en juicio o de representación suficiente.


3. Falta de legitimación para obrar en el actor o en el demandado, cuando fuere manifiesta, sin perjuicio, en caso de no concurrir esta última circunstancia, de que el juez la considere en la sentencia definitiva.


4. Litispendencia.


5. Defecto legal en el modo de proponer la demanda.


6. Cosa juzgada. Para que sea procedente esta excepción, el examen integral de las dos contiendas debe demostrar que se trata del mismo asunto sometido a decisión judicial, o que por existir continencia, conexidad, accesoriedad o subsidiariedad, la sentencia firme ya ha resuelto lo que constituye la materia o la pretensión deducida en el nuevo juicio que se promueve.


7. Transacción, conciliación y desistimiento del derecho.


8. Las defensas temporarias que se consagran en las leyes generales, tales como el beneficio de inventario o el de excusión, o las previstas en los artículos 2486 y 3357 del Código Civil.


La existencia de cosa juzgada o de litispendencia podrá ser declarada de oficio, en cualquier estado de la causa.


El Art. 346 incluye entre estas excepciones a la de prescripción, cuando pudiere resolverse como de puro derecho y el Art. 348 a la del arraigo.

Excepciones Dilatorias.


Son definidas como aquellas oposiciones que, en caso de prosperar, excluyen temporariamente un pronunciamiento sobre el derecho del actor, de manera tal que solo hacen perder  a la pretensión su eficacia actual, pero no impiden que esta sea satisfecha una vez eliminados los defectos de que adolecía.


El CPN prevé como tales la incompetencia, falta de personería, defecto legal, arraigo y las defensas temporarias.

A) Incompetencia.

Su planteamiento constituye el modo de hacer valer la declinatoria a que se refiere el Art. 7 del CPN, o sea la presentación ante el juez que haya empezado a conocer la causa, pidiéndole que se separe del conocimiento de ella.

Los jueces pueden declarar de oficio la incompetencia absoluta (materia, valor, grado), pero si se trata de incompetencia relativa (por razón de las personas, del territorio), la falta de planteamiento de la excepción comporta sumisión tácita a la jurisdicción del juez interviniente (prórroga).

B) Falta de Personería. No solo procede en el caso de que el actor o el demandado sean civilmente incapaces, en forma absoluta o relativa, sino también en el supuesto de que sea defectuoso o insuficiente el mandato invocado por quienes pretendan representar a aquellos. Lo dispone el Art. 347.

Es procedente la excepción analizada cuando el mandato adolezca de defectos de forma o la actuación del mandatario no se ajuste a los términos en que aquel fue conferido.

Mediante la excepción de la falta de personería solo cabe poner de manifiesto la falta de capacidad procesal o cualquiera de los defectos de representación recién mencionados, pero la ausencia de legitimación para obrar, circunstancia que constituye objeto de una excepción previa independiente, en el caso de ser manifiesta, o de la llamada defensa de falta de acción, que debe deducirse en el escrito de contestación a la demanda.

C) Litispendencia. Hay litispendencia cuando existe otro proceso pendiente entre las mismas partes, en virtud de la misma causa y por el mismo objeto. Se infiere que el fundamento de la excepción reside en la necesidad de evitar que una misma pretensión sea juzgada dos veces, con la consiguiente inoperancia de la actividad judicial que esa circunstancia necesariamente comporta.

Aparte de la concurrencia de la triple identidad, son requisitos de la litispendencia:

a) Que el primer proceso tramite ante otro tribunal competente.

b) Que el traslado de la demanda del primer proceso haya sido notificado.

c) Que ambos procesos sean susceptibles de sustanciarse por los mismos trámites.

d) Que las partes actúen con la misma calidad en ambos procesos. 

La admisión de la litispendencia, en el caso de mediar identidad de partes, causa y objeto, determina la ineficacia del proceso iniciado con posterioridad. Pero aún en el supuesto de no concurrir las tres identidades, cuando por conexidad, exista la posibilidad de que se dicten sentencias contradictorias, de oficio o a petición de parte formulada al contestar la demanda, o por incidente que cabe promover hasta que el proceso quede en estado de sentencia, puede obtenerse la acumulación de procesos. 

La existencia de litispendencia puede ser declarada de oficio en cualquier estado de la causa.

D) Defecto Legal en el Modo de Proponer la Demanda. 

Procede esta cuando la demanda no se ajusta, en su forma y contenido, a las prescripciones legales. Ocurre, por ejemplo, cuando se omite la denuncia del domicilio real del actor; o no se precisa con exactitud la cosa demandada; o la exposición de los hechos adolece de ambigüedad; etc.

La excepción no procede fundada en la circunstancia de no haberse acompañado los documentos a que se refiere el Art. 333 del CPN. Tampoco es admisible cuando se la funda en la falta de presentación de copias de esos documentos, porque esa circunstancia solo da lugar a la sanción que prevé el Art. 120 del CPN.

E) Defensas Temporarias. El Art. 347 del CPN acuerda el carácter  de excepciones de previo y especial pronunciamiento a las defensas temporarias que se consagran en las leyes generales, tales como el beneficio de inventario o el de excusión. Tales situaciones previstas son:


1º) Beneficio de Excusión.


2º) Condenaciones del Posesorio.


3º) Días de Llanto. Hasta pasados nueve días desde la muerte de aquel de cuya sucesión se trate, no puede intentarse pretensión alguna contra el heredero para que acepte o repudie la herencia: pero los jueces, a instancia de los interesados, pueden entretanto dictar las medidas necesarias para la seguridad de los bienes.


4º) Arraigo. Prescribe el Art. 348 del CPN: 

Art. 348. Arraigo. Si el demandante no tuviere domicilio ni bienes inmuebles en la República, será también excepción previa la del arraigo por las responsabilidades inherentes a la demanda.

De acuerdo con esta norma, que tiende asegurar la responsabilidad del actor por los gastos y honorarios a cuyo pago puede ser eventualmente condenado, la excepción procede cuando aquel no tiene su domicilio real y efectivo en el país, no siendo suficiente la ausencia accidental, temporaria o periódica.

El arraigo no procede: a) Cuando el actor ha obtenido el beneficio de litigar sin gastos; b) Cuando la demanda debe necesariamente deducirse ante un juez determinado; c) Cuando se ha convenido un domicilio especial.

La determinación de la garantía que debe prestarse a los efectos del arraigo, queda librada, en cuanto a su monto, al criterio del juez; pero la jurisprudencia ha establecido que debe ser proporcionado al valor del reclamo formulado en la demanda y apreciado con referencia a los gastos y honorarios hipotéticos cuyo pago puede originar el juicio al demandado. 

El arraigo se extingue cuando el actor traslada su domicilio al lugar del juicio, cualquiera sea el estado de este.

Excepciones Perentorias.


Son aquellas oposiciones que, en el supuesto de prosperar, excluyen definitivamente el derecho del actor, de manera tal que la pretensión pierde toda posibilidad de volver a proponerse eficazmente.


El CPN acuerda el carácter de excepciones de previo y especial pronunciamiento a las de prescripción, falta de legitimación para obrar, cosa juzgada, transacción, conciliación y desistimiento del derecho. Las restantes excepciones perentorias deben hacerse valer en el escrito de contestación a la demanda y resolverse en la sentencia definitiva.


El Art. 346 del CPN determina que la prescripción puede oponerse hasta el vencimiento del plazo para contestar la demanda o la reconvención. Corresponde destacar que el demandado que opone excepciones previas tiene la ineludible carga de plantear, juntamente con ellas, la de prescripción, porque de lo contrario y en razón de que dicha conducta procesal importa la primera presentación del juicio, pierde el derecho de hacerlo en la oportunidad de contestar la demanda.


Por ello corresponde considerar correcta la doctrina jurisprudencial en cuya virtud la primera presentación en que se puede oponer la excepción de prescripción es la realizada por el demandado antes de contestar la demanda, motivo por el cual quien no compareció al proceso en el momento oportuno no puede articularla en su presentación posterior.


La norma es clara en el sentido de que si la prescripción a criterio del juez, no puede resolverse como de puro derecho, no cabe la posibilidad de decidirla con carácter previo, debiendo ser objeto de prueba durante el período ordinario y resuelta la sentencia definitiva.


a) Falta Manifiesta de Legitimación para Obrar. Tiene por objeto manifestar alguna de las siguientes circunstancias: 1º) Que el actor o el demandado no son los titulares de la relación jurídica sustancial en que se funda la pretensión; 2º) Que mediando la hipótesis de litisconsorcio necesario, la pretensión no ha sido deducida por o frente a todos los sujetos procesalmente legitimados; 3º) Que no concurre, respecto del sustituto procesal, el requisito que lo autoriza para actuar en tal carácter.


La razón por la cual el Art. 347 del CPN ha conferido carácter previo a esta excepción es la misma que determinó la inclusión de las llamadas defensas temporarias, o sea la necesidad de evitar el desarrollo total de un proceso que ha de concluir sin posibilitar la resolución de mérito solicitada mediante el planteamiento de la pretensión.


En razón de la estrecha vinculación que guarda la legitimación para obrar con la cuestión de fondo sometida a la decisión del juez, la excepción solo puede resolverse como artículo de previo y especial pronunciamiento en el supuesto de que la ausencia de legitimación aparezca en forma manifiesta.


El rechazo de esta excepción solo puede fundarse en la falta de concurrencia del mencionado atributo, en la circunstancia de que la pretendida ausencia de legitimación procesal no resulte manifiesta. Esa decisión no constituye obstáculo para que el juez, en la sentencia definitiva, y valorando los elementos de juicio aportados durante el proceso, se pronuncie acerca de la existencia o inexistencia de legitimación para obrar, aún en el caso de que el demandado, tratándose de un proceso ordinario, se haya limitado a deducir la excepción como de previo pronunciamiento y no haya opuesto la tradicionalmente denominada defensa de falta de acción.

b) Cosa Juzgada. Procede cuando ha recaído sentencia  firme respecto de una pretensión anteriormente sustanciada entre las mismas partes y por la misma causa y objeto.

El Art. 347 en su inciso 6º dispone: 

Inciso 6º. Cosa juzgada. Para que sea procedente esta excepción, el examen integral de las dos contiendas debe demostrar que se trata del mismo asunto sometido a decisión judicial, o que por existir continencia, conexidad, accesoriedad o subsidiariedad, la sentencia firme ya ha resuelto lo que constituye la materia o la pretensión deducida en el nuevo juicio que se promueve.


Frente a la imposibilidad o dificultad de determinar una rigurosa coincidencia entre los elementos de la pretensión que fue objeto del juzgamiento mediante sentencia firme, y la pretensión posterior, debe reconocerse a los jueces un suficiente margen de arbitrio a fin de establecer si los litigios son o no idénticos, contradictorios o susceptibles de coexistir. La existencia de cosa juzgada puede declararse de oficio en cualquier estado de la causa.


c) Transacción, Conciliación y Desistimiento del Derecho. Estas deben fundarse en la existencia de cualquiera de esos actos, los cuales configuran modos anormales de terminación del proceso, y cuyos efectos son equivalentes a los de la cosa juzgada.

Sustanciación.


El Art. 346 del CPN establece que, en el proceso ordinario, las excepciones previas deben oponerse en un solo criterio, y dentro de los primeros diez días del  plazo para contestar la demanda o reconvención en su caso.


En el caso de que la parte  demandada sea la Nación, una provincia o una municipalidad, el plazo para oponer excepciones es de veinte días. 


En el escrito en que se proponen las excepciones debe agregarse toda la prueba instrumental y ofrecerse la restante, Art. 350 del CPN. La oposición de excepciones no suspende el plazo para contestar la demanda, salvo si se tratare de las de falta de personería, defecto legal o arraigo.


En el proceso sumario las excepciones previas se rigen por las mismas normas del proceso ordinario, pero deben oponerse conjuntamente con la contestación de la demanda. La regla de la oposición conjunta rige en el proceso sumarísimo, aunque en el las excepciones no pueden resolverse como artículos de previo y especial pronunciamiento y deben ser decididas en la sentencia definitiva.


Antes de sustanciar las excepciones, el juez debe examinar si son admisibles, es decir, si están enumeradas por el Art. 347. Dispone el Art. 349 que no se dará curso a las excepciones en los siguientes casos: 


Art. 349. Requisito de admisión. No se dará curso a las excepciones:

1.
Si la de incompetencia lo fuere por razón de  distinta nacionalidad y no se acompañare el documento que acredite la del oponente; si lo fuere por distinta vecindad y no se presentare la libreta o partida que justificare la ciudadanía argentina del oponente; si lo fuere por haberse fijado de común acuerdo por las partes el juez competente, cuando ello es admisible, y no se hubiere presentado el documento correspondiente.

2.
Si la de litispendencia no fuere acompañada del testimonio del escrito de demanda del juicio pendiente.

3.
Si la de cosa juzgada no se presentare con el testimonio de la sentencia respectiva.

4.
Si las de transacción, conciliación y desistimiento del derecho no fueren acompañadas de los instrumentos o testimonios que las acrediten. 


Del escrito en que se oponen las excepciones corresponde conferir traslado al actor, quien, al contestarlo, debe cumplir también con el requisito de la agregación de la prueba instrumental y ofrecimiento de la restante, Art. 350 del CPN.


Prescribe el Art. 351 que vencido el plazo con o sin respuesta, el juez designará audiencia para recibir la prueba ofrecida, si lo estimare necesario. En caso contrario, resolverá sin más trámite. La apertura a prueba de las excepciones es facultativa para el juez, contra cuya resolución no cabe recurso alguno.


Las primeras excepciones que deben resolverse son las de declinatoria y litispendencia, orden este que encuentra justificación en que si el juez se declara incompetente o existe un proceso pendiente, resulta inútil el pronunciamiento sobre las excepciones restantes.


La resolución que recaiga es apelable en relación, salvo en el caso de que el juez, , al pronunciarse sobre la excepción de falta de legitimación para obrar resuelva que esta  no es manifiesta. Esa resolución es irrecurrible.


El recurso se concede al solo efecto devolutivo cuando únicamente se ha opuesto la excepción de incompetencia por el carácter civil o comercial del asunto y esta se rechaza.


En el proceso sumario corresponde conceder en efecto diferido las apelaciones deducidas contra resoluciones que desestimen  las excepciones previstas por los incisos 6º, 7º y 8º del Art. 347 del CPN.


Una vez firme la resolución que desestima la incompetencia , las partes no la pueden argüir en lo sucesivo ni puede ser declarada de oficio. Así lo dispone el Art. 352, exceptuando a la incompetencia federal, la que puede ser declarada por la Corte Suprema, cuando interviene en instancia originaria, y por los jueces federales con asiento en las provincias.

Efectos.


El Art. 354 del CPN se refiere a los efectos de las excepciones en los siguientes términos: 


Art. 354. Efectos de la admisión de las excepciones. Una vez firme la resolución que declare procedentes las excepciones previas, se procederá:

1.
A remitir el expediente al tribunal considerado competente, si perteneciere a la jurisdicción nacional. En caso contrario, se archivará.

2.
A ordenar el archivo si se tratase de cosa juzgada, falta de legitimación manifiesta, prescripción o de las previstas en el inciso 8 del artículo 347, salvo, en este último caso, cuando sólo correspondiere la suspensión del procedimiento.

3.
A remitirlo al tribunal donde tramite el otro proceso si la litispendencia fuese por conexidad. Si ambos procesos fueren idénticos, se ordenará el archivo del iniciado con posterioridad.

4.
A fijar el plazo dentro del cual deben subsanarse los defectos o arraigar, según se trate de las contempladas en los incisos 2 y 5 del artículo 347, o en el artículo 348. En este último caso se fijará también el monto de la caución.


Vencido el plazo sin que el actor cumpla lo resuelto se lo tendrá por desistido del proceso, imponiéndosele las costas. 

Acorde  al principio establecido por el nuevo Art. 346 del CPN, con respecto a las excepciones de falta de personería, defecto legal o arraigo, la Ley 22.434 incorporó, como Art. 354 bis el siguiente:


Art. 354 bis. Efectos del rechazo de las excepciones o de la subsanación de los defectos. Consentida o ejecutoriada la resolución que rechaza las excepciones previstas en el artículo 346, último párrafo o, en su caso, subsanada  la falta de personería o prestado el arraigo, se declarará reanudado el plazo para contestar la demanda; esta resolución será notificada personalmente o por cédula.

Subsanado el defecto legal, se correrá nuevo traslado, por el plazo establecido en el artículo 338.



La norma dispensa un tratamiento distinto a las excepciones de falta de personería y de arraigo, por un lado, y a las de defecto legal, por el otro, mientras que en el caso de las dos primeras el plazo para contestar la demanda se suspende para reiniciarse, en el supuesto de la última excepción, dicho plazo se interrumpe para dar comienzo a uno nuevo de la misma extensión.

Contestación de la Demanda.

Concepto, Efectos y Plazos.


La contestación a la demanda es el acto mediante el cual el demandado alega, en el proceso ordinario, aquellas defensas que no deban ser opuestas  como de previo y especial pronunciamiento, Art. 356 del CPN, y en los procesos sumario y sumarísimo, toda clase de defensas que intente hacer valer contra la pretensión procesal. Dicho acto reviste importancia por cuanto determina los hechos sobre los cuales deberá producirse la prueba , Art. 360, y delimita el thema decidendum, pues la sentencia definitiva solo puede versar sobre las cuestiones planteadas por ambas partes. Con la contestación a la demanda  queda integrada la llamada relación jurídica procesal.
 


La contestación produce los siguientes efectos: 1º) El demandado que no ha opuesto excepciones previas y que no hace uso de la facultad de recusar sin causa en el escrito de contestación, no puede ejercer esa facultad con posterioridad; 2º) Puede determinar la prórroga de la competencia por razón del territorio y de las personas.


En el proceso ordinario, el plazo para la contestación es de quince días. Dicho plazo no se suspende por la oposición de excepciones previas salvo si se tratare  de las de falta de personería, arraigo y defecto legal. En los procesos sumarios y sumarísimos el plazo para contestar la demanda es de diez días y de cinco  respectivamente.

Requisitos y Formas de la Contestación.


De acuerdo con lo prescripto en el Art. 356 del CPN, en la contestación a la demanda, el demandado, además de oponer todas las defensas que no tuvieran carácter previo, deberá: 


1º) Reconocer o negar categóricamente cada uno de los hechos expuestos, pudiendo su silencio, sus respuestas evasivas o la negativa general, ser estimadas como reconocimiento (admisión) de la verdad de los hechos, pertinentes y lícitos a que se refieran. 


La negativa genérica e indeterminada de los hechos expuestos en la demanda no satisface el requisito legal y equivale al silencio que autoriza a estimar la existencia de una admisión de aquellos. Si bien no es necesario que el demandado admita o niegue punto por punto todos los detalles y circunstancias incluidos en la exposición del demandante, corresponde que se pronuncie en forma clara y explícita con respecto a cada uno de los hechos esenciales sobre los que debe versar el litigio, de modo que no cumple la exigencia analizada la simple manifestación, corrientemente utilizada, de que se deben tener por negados los hechos no reconocidos expresamente. 


La carga procesal examinada se refiere a los hechos personales del demandado. Con respecto a los hechos de terceros puede limitarse a manifestar ignorancia. El CPN en el Art. 356 inciso 1º, dispone que el defensor oficial y el demandado que intervenga en el proceso como sucesor a título universal de quien participó en los hechos, no quedan sujetos al cumplimiento de esa carga. A estos les están permitidas las llamadas respuestas de expectativa, las cuales consisten en la manifestación de que se ignoran los hechos del representado, o del causante, respectivamente, y en la consiguiente reserva de expedirse sobre ellos luego de producida la prueba por parte del actor.


Constituyen respuestas evasivas aquellas manifestaciones reticentes o ambiguas del demandado.


2º) Reconocer la autenticidad de los documentos acompañados que se le atribuyan y la recepción de las cartas y telegramas a él dirigidos cuyas copias se acompañen. En caso de silencio o evasivas, dichos documentos se le tendrán por reconocidos, o recibidos según el caso con lo cual esas actitudes dejan de ser una fuente de presunción judicial, para adquirir el carácter de un reconocimiento ficto. Existe una diferencia entre el silencio o evasivas ante los hechos y esas mismas actitudes frente a los documentos presentados por el actor. En el primer caso queda librado l arbitrio judicial valorar tales actitudes de acuerdo con los elementos de convicción que la causa ofrezca, en el segundo caso el juez debe, sin más, tener por reconocidos o recibidos los documentos de que se trate.


3º) Especificar con claridad los hechos que alegare como fundamento de su defensa y observar los requisitos prescriptos para la demanda, como son la constitución y denuncia de domicilio, la enunciación del derecho que se considera aplicable, la petición, etc. 


4º) Agregar la prueba documental que estuviere en su poder y en el caso de no tenerla, individualizarla, indicando su contenido, el lugar, archivo, ofician pública y persona en cuyo poder se encuentre.


En caso de acompañarse documentos por el demandado, corresponde dar traslado de ellos al actor por el plazo de cinc días, debiendo éste expedirse en la forma mencionada en el apartado 2º), o sea, reconociendo o negando categóricamente su autenticidad o recepción. El silencio o las respuestas evasivas del actor con relación a los documentos acompañados por el demandado, determinará que se los tenga por reconocidos o recibidos. El traslado de los documentos presentados por el demandado no autoriza al actor a replicar  las argumentaciones formuladas en la contestación, debiendo limitarse a expedirse sobre los documentos agregados, y que la exigencia del traslado es también aplicable en los procesos sumarios.


Después de contestada la demanda no se admitirán al demandado sino documentos de fecha posterior, o anteriores, bajo juramento o afirmación de no haber tenido antes conocimiento de ellos.


El Art. 334 del CPN prescribe: 

Art. 334. Hechos no invocados en la demanda o contrademanda. Cuando en el responde de la demanda o de la reconvención se alegaren hechos no invocados en la demanda o contrademanda, los demandantes o reconvinientes, según el caso, podrán agregar, dentro de los cinco días de notificada la providencia respectiva, la prueba documental referente a esos hechos. En tales casos se dará traslado a la otra parte quien deberá cumplir la carga que prevé el artículo 356, inciso 1.

A raíz del traslado a que se refiere la norma, el eventual reconocimiento expreso o ficto de la prueba documental agregada por el actor exime a este de la necesidad de cumplir la carga consistente en acreditar, durante el período de prueba, la autenticidad o recepción de los documentos.

Si se trata de un proceso sumario, dentro del mismo plazo el actor o reconviniente pueden ampliar su prueba con respecto a los nuevos hechos invocados por el demandado o reconvenido que no hubieren sido aducidos en la demanda o reconvención, siempre que tengan relación con las cuestiones a que se refiere el proceso y directa incidencia en la decisión del litigio.

Efectos de la Falta de Contestación.


El CPN prescribe que en el supuesto de que el demandado no niegue los hechos expuestos en la demanda, el juez puede estimar su silencio, sus respuestas evasivas o su negativa general como un reconocimiento (admisión) de la verdad de los hechos. El silencio del demandado puede ser total o parcial, según deje de contestar o, contestándola, omita formular una negativa respecto de uno o más hechos contenidos en aquella. Esas situaciones determinarán la extensión del reconocimiento. No siempre la falta de contestación a la demanda trae aparejada la rebeldía del demandado, pues esta situación no tiene lugar cuando aquel, no obstante comparecer al proceso, se abstiene de contestar la demanda.


A diferencia de lo que ocurre con los documentos, el silencio del demandado no obliga al juez a tener por admitidos los hechos invocados por el actor. La ley deja librada tal consecuencia al criterio de aquel, que debe pronunciarse al respecto en oportunidad de dictar sentencia definitiva. Dada la presunción de verdad de los hechos invocados por el actor que produce la falta de contestación a la demanda, es a la contraparte a quien corresponde demostrar lo contrario, aportando los elementos de juicio que sean necesarios para tal fin.


Ninguna de esas conclusiones es excluyente de las otras. Que el actor deba producir prueba corroborante; cual sea el alcance que cabe atribuir a esa prueba, o que la contestación traiga aparejada una inversión de la carga respectiva, son cuestiones que el juez debe resolver en cada caso particular.

Allanamiento.

Concepto, Oportunidad y Clases.


El allanamiento es una de las actitudes posibles que el demandado puede asumir frente a la demanda, y consiste en la declaración en cuya virtud aquel reconoce que es fundada la pretensión interpuesta por el actor.


No debe confundirse  el allanamiento con la admisión expresa de los hechos. La admisión expresa solo trae aparejada la consecuencia de revelar al actor de la carga probatoria respecto de los hechos admitidos, pero no hace desaparecer la litis, pues esta continua desarrollándose  como una cuestión de puro derecho. El allanamiento, en cuanto comporta un reconocimiento de la razón que asiste al actor y, por consiguiente, una conformidad con sus alegaciones jurídicas, no solo releva al actor del onus probandi sino que, produce la extinción de la litis.


Con respecto a la oportunidad de su formulación, el allanamiento no solo puede tener lugar dentro del plazo establecido para la contestación de la demanda, sino en cualquier estado del proceso anterior a la sentencia definitiva.


En lo que concierne a su forma, el allanamiento debe ser categórico y terminante, debiendo utilizar fórmulas precisas que no dejen lugar a dudas.


Puede ser expreso o tácito, según que el demandado reconozca manifiestamente la justicia de la pretensión frente a él deducida o adopte una actitud concordante con esa pretensión, cumpliendo, por ejemplo, la prestación que el actor reclama. Puede ser total o parcial, según recaiga sobre todas o algunas de las pretensiones planteadas en la demanda.


El mandatario no requiere poder especial para allanarse a la demanda, salvo que el documento habilitante contenga una restricción expresa sobre el punto.

Naturaleza Jurídica.


Algunos autores lo ubican entre los actos procesales, o en la categoría de los negocios jurídicos procesales; otros entienden que se trata de una institución típica del derecho material. Existe una tercera dirección, que cuadra reputar más acertada, según la cual el allanamiento constituye un acto mixto: es por un lado, un negocio jurídico privado, dispositivo y unilateral, que produce efectos directos en la relación de derecho material sobre que versa el proceso en la medida en que elimina el estado de incertidumbre jurídica existente al tiempo de iniciarse aquel; y es, un acto procesal también, pues merced al allanamiento  se modifica sustancialmente, por vía de abreviación, el desarrollo normal del proceso.

Efectos.


Que el demandado se allane no exime al juez de la obligación de dictar sentencia sobre el fondo del asunto, pues el allanamiento carece de fuerza decisoria.


No obstante el allanamiento el juez está obligado a dictar una sentencia acorde con la petición formulada en la demanda. Dispone el Art. 307 párrafo 2º del CPN que el juez dictará sentencia conforme a derecho, pero si estuviese comprometido el orden público, el allanamiento carecerá de efectos y continuará el proceso según su estado.


El juez está habilitado para desestimar el allanamiento y disponer la continuación del proceso, si el objeto de este se halla sustraído al poder dispositivo de las partes. Sería procedente el rechazo inmediato de la pretensión, y por consiguiente, del allanamiento a ésta, si el juez comprobase que la pretensión reclamada es de cumplimiento imposible o contraria a la moral o buenas costumbres, o que se trate de un proceso simulado.


Cuando el allanamiento fuere simultáneo con el cumplimiento de la prestación reclamada, la resolución que lo admita será dictada en la forma prescripta por el Art. 161 (Art. 307 del CPN).


En caso de litisconsorcio voluntario, el allanamiento de un litisconsorte autoriza a dictar sentencia respecto de él. Sin perjuicio de que la causa continúe con los restantes. Si se trata de litisconsorcio necesario, el allanamiento formulado por uno de ellos carece de eficacia mientras los restantes no adopten la misma actitud, en razón de la indivisibilidad que caracteriza al objeto del proceso, aquel acto solo lleva aparejada la consecuencia de liberar a su autor de las cargas inherentes al desarrollo ulterior del litigio y de eximirlo de la responsabilidad del pago de las costas.

Curso de las Costas.


El CPN prescribe en el Art. 70 que no se impondrán costas al vencido cuando hubiese reconocido oportunamente como fundadas las pretensiones de su adversario allanándose a satisfacerlas, a menos que hubiere incurrido en mora o que por su culpa hubiere dado lugar a la reclamación.


Constituye causal de eximición el hecho de que el demandado se allane dentro del quinto día de tener conocimiento de los títulos o instrumentos tardíamente presentados.


Dispone que para que proceda la exención de costas, el allanamiento debe ser real, incondicionado, oportuno, total y efectivo.


Si de los antecedentes del proceso resultare que el demandado no hubiere dado motivo a la promoción del juicio y se allanare dentro del plazo para contestar la demanda, cumpliendo su obligación, las costas se impondrán al actor.

Reconvención.

Concepto.


El Art. 357 del CPN expresa: 


Art. 357. Reconvención. En el mismo escrito de contestación deberá el demandado deducir reconvención, en la forma prescripta para la demanda, si se creyere con derecho a proponerla. No haciéndolo entonces, no podrá deducirla después, salvo su derecho para hacer valer su pretensión en otro juicio.


La reconvención será admisible si las pretensiones en ella deducidas derivaren de la misma relación jurídica o fueren conexas con las invocadas en la demanda.


Sin perjuicio de las defensas que el demandado puede oponer en el escrito de contestación de la demanda, la ley acuerda el derecho de deducir reconvención, la cual constituye una pretensión planteada por el demandado frente al actor y que configura un supuesto de acumulación sucesiva por inserción de pretensiones.


En tanto la demanda y la reconvención deben tramitar en un mismo proceso y resolverse en una sentencia única, está claro que el fundamento de la institución reside, por un lado, en razones de economía procesal. Pero si bien solo a tales razones atiende, al menos en lo que atañe al proceso ordinario, la mayoría de los ordenamientos vigentes, la reconvención también responde a la necesidad de evitar el pronunciamiento de sentencias contradictorias respecto de pretensiones conexas.


La reconvención es inadmisible en procesos sumarísimos.

Contenido y Requisitos de la Reconvención.


Debe contener las enunciaciones que la ley prescribe con respecto a la demanda. Aparte de observar formalidades de rigor, debe el reconviniente exponer con claridad los hechos en que se funda, determinar con exactitud  la cosa demandada y la petición, y acompañar la prueba instrumental que estuviese en su poder.


Constituyen requisitos:


1º) Que se deduzca en el mismo escrito de contestación de la demanda.


2º) Que corresponda a la competencia del juez que conoce la pretensión inicial; el principio cede cuando se trata de pretensiones civiles y comerciales.


3º) Que sea susceptible de ventilarse por los mismos trámites de la demanda principal. Debe considerarse que sería admisible deducir, en un proceso ordinario, una reconvención que estuviese sujeta al trámite del proceso sumario, siempre que la decisión que haya de dictarse respecto de una de las pretensiones pueda producir efectos de cosa juzgada con relación a la otra.


4º) Que se deduzca en vía principal, y no en forma subsidiaria.


5º) Que la reconvención derive de la misma relación jurídica o sea conexa con la pretensión originaria.


6º) Que se funde en un interés directo del reconviniente.


El derecho de reconvenir solo puede ejercerse contra el actor, y en la calidad asumida por este en la demanda. No es admisible, que se ejerza contra un tercero extraño al proceso. El reconvenido según la jurisprudencia, no puede a su vez reconvenir.

Procedimiento.


Art. 358. Traslado de la reconvención y de los documentos. Propuesta la reconvención, o presentándose documentos por el demandado, se dará traslado al actor quien deberá responder dentro de quince o cinco días respectivamente, observando las normas establecidas para la contestación de la demanda.


Para el demandado regirá lo dispuesto en el artículo 335.


El plazo que la norma fija solo rige para el proceso ordinario, pues en el sumario es de diez días. En el proceso sumario el reconviniente debe ofrecer todos los medios de prueba de que intente valerse.


El actor dentro de los primeros diez días a partir de la fecha en la que se notifica el traslado de la reconvención, puede oponer, si se trata de proceso ordinario, excepciones de previo y especial pronunciamiento. La oposición se excepciones tampoco suspende el plazo para contestar la reconvención, salvo que se trate de la incompetencia y del defecto legal.


En el proceso sumario, las excepciones previas deben ser opuestas por el actor juntamente con la contestación a la reconvención.


La contestación debe limitarse a las cuestiones incluidas en ella, no pudiendo el actor refutar las manifestaciones formuladas en la contestación de la demanda.


Si se trata de un proceso sumario, en el escrito de contestación a la reconvención debe ofrecerse toda la prueba.


Cuando en la contestación de la reconvención se agregaren hechos no considerados en la contrademanda, el reconviniente podrá agregar dentro de los cinco días, la prueba documental referente a tales hechos. En el proceso sumario tiene también el derecho de ampliar su prueba con respecto a los hechos nuevos alegados por el reconvenido.

Reconvención y Compensación.


Aunque la reconvención reconoce su origen histórico en la compensación y media entre ambas cierta vinculación jurídica, se trata de dos instituciones autónomas.


La compensación tiene lugar cuando dos personas por derecho reúnen la calidad de acreedor y deudor recíprocamente, cualquiera que sean las causas de una y de otra deuda y extingue con fuerza de pago las dos deudas. Desde el punto de vista procesal la compensación constituye una excepción y tiende, como tal, a obtener el rechazo total o parcial de la pretensión hecha valer por el actor, según que, respectivamente el crédito invocado por el demandado sea igual o de menor monto que el reclamado en la demanda. Si la cantidad reclamada por el demandado supera a la pedida por el actor, aquel deberá utilizar la vía de reconvención por el excedente. Dado que la compensación importa la admisión del crédito del actor, y la reconvención es independiente de esa admisión, puede resultar más ventajoso al demandado optar por esta última. Mientras la compensación nunca puede dar lugar a la condena del actor, la reconvención puede producir ese efecto, ya sea por el excedente del crédito del demandado con respecto al del actor, o porque el juez estime que es infundada la demanda y fundada la reconvención.

Reconvención Compensativa.


La compensación legal requiere, entre otras condiciones, que ambas deudas sean líquidas. Si el demandado tiene un crédito ilíquido contra el actor, puede deducir reconvención a fin de que aquel sea reconocido en la sentencia y compensado con el crédito del actor. La compensación, en este caso, es judicial y obedece a la conveniencia de evitar al demandado la necesidad de pagar previamente la deuda y de deducir una demanda contra el actor, la que puede ser inoperante ante la posible insolvencia de este último. 

La Rebeldía.

Concepto.


Rebeldía o contumacia es la situación que se configura respecto de la parte que no comparece al proceso dentro del plazo de la citación, o que lo abandona después de haber comparecido. Implica ausencia total de cualquiera de las partes en un proceso en el cual les corresponde intervenir y no debe confundirse con la omisión del cumplimiento de actos procesales, pues esa circunstancia solo determina el decaimiento de la facultad procesal  que se dejó de ejercitar y no genera, como la rebeldía, efectos dentro de la estructura total del proceso.

Requisitos.


Dispone el Art. 59 del CPN, en su párrafo 1º :


Art. 59. Rebeldía. Incomparecencia del demandado no declarado rebelde. La parte con domicilio conocido debidamente citada que no compareciere durante el plazo de la citación o abandonare el juicio después de haber comparecido será declarada en rebeldía a pedido de la otra.


La declaración de rebeldía se halla condicionada a la concurrencia de los siguientes requisitos: 1º) La notificación de la citación en el domicilio del litigante; 2º) La incomparecencia de este una vez transcurrido el plazo de la citación, o el abandono posterior del proceso; 3º) La falta de invocación y justificación de alguna circunstancia que haya impedido la comparecencia; 4º) La petición de la parte contraria.


El CPN subordina la declaración de rebeldía a la circunstancia de que la citación se haya practicado en el domicilio de la parte, y que esta sea conocida, pues respecto de las personas inciertas o de domicilio ignorado, a quienes debe notificarse por edictos, no cabe dicha declaración en caso de incomparecencia sino la designación del defensor oficial a fin de que las represente en el juicio.


Puede ser declarado en rebeldía el actor o el demandado que ya compareció, cuando actuando por medio de un representante, sobrevenga la revocación o renuncia del mandato y el poderdante no compareciese por si mismo o por otro apoderado. La misma solución cabe en caso de fallecimiento del mandatario. En caso de muerte o incapacidad sobreviniente del poderdante procede la declaración de rebeldía si, citados los herederos o representante legal no concurren a estar a derecho dentro del plazo que el juez determine.


La invocación y prueba de alguna circunstancia configurativa de fuerza mayor (enfermedad, incapacidad, ausencia), puede impedir la declaración de rebeldía o la producción de sus efectos.


El CPN supedita la declaración de rebeldía al pedido de la parte contraria. El carácter perentorio que reviste el plazo para contestar la demanda no excluye la necesidad de tal petición, pues el vencimiento de aquel solo autoriza al juez para dar por perdida, de oficio, la facultad no ejercitada oportunamente, pero para declarar la rebeldía.

Efectos de la Declaración de Rebeldía.


Aunque la declaración no altera la secuela regular del proceso, produce efectos que se concretan en el régimen de las notificaciones, en la posibilidad de adoptar medidas cautelares contra el rebelde, en el contenido de la sentencia, en las posibilidades probatorias y en el curso de las costas.


El proceso contumacial se caracteriza por la considerable limitación que en el sufren las notificaciones que deben practicarse  al rebelde. Dice el Art. 59, párrafo 2º del CPN: que la resolución que declara la rebeldía se notificará por cédula o, en su caso, por edictos durante dos días. Las sucesivas resoluciones se tendrán por notificadlas por ministerio de la ley. Agrega el Art. 62: que la sentencia  se hará saber al rebelde en la forma prescripta para la notificación de la providencia que declara la rebeldía.


La situación procesal del declarado en rebeldía y la del mero incompareciente se diferencian, por lo que concierne al régimen de las notificaciones, en las siguientes circunstancias: 1º) Mientras que al primero corresponde notificarle por cédula la resolución declarativa de la rebeldía y la sentencia, al segundo se le deben notificar en la misma forma la citación para absolver posiciones y la sentencia; 2º) La notificación por medio de edictos, cuando corresponda, solo puede practicarse con respecto a la parte declarada en rebeldía. Si se desconoce el domicilio del mero incompareciente por haber abandonado aquel en el cual se notificó el traslado de la demanda, corresponde que todas las notificaciones le sean practicadas por ministerio de la ley.


Expresa el Art. 63 del CPN: 


Art. 63. Medidas precautorias. Desde el momento en que un litigante haya sido declarado en rebeldía podrán decretarse si la otra parte lo pidiere las medidas precautorias necesarias para asegurar el objeto del juicio o el pago de la suma que se estime en concepto de eventuales costas si el rebelde fuere el actor.


Para el otorgamiento de tales medidas no basta la mera declaración de rebeldía, sino que es necesario que la respectiva resolución se encuentre consentida o ejecutoriada. Como la rebeldía crea una pretensión de verosimilitud del derecho pretendido, las medidas no se hallan supeditadas al previo examen judicial de los elementos del juicio que funden su procedencia, aunque tampoco cabe desconocer al juez la posibilidad de denegarlas en el caso de que las constancias del proceso demuestren que su improcedencia es manifiesta.


Con relación a los hechos afirmados el ordenamiento procesal vigente adhiere al sistema en cuya virtud dicha declaración solo puede configurar una presunción simple o judicial. Es el juez, quien apreciando la conducta de las partes, y las constancias del proceso, debe estimar si la incomparecencia o el abandono importan o no el reconocimiento de los hechos afirmados por la otra parte.


Dispone el Art. 60 del CPN: 


Art. 60. Efectos. La rebeldía no alterará la secuela regular del proceso.


El rebelde podrá oponer la prescripción en los términos del artículo 346.


La sentencia será pronunciada según el mérito de la causa y lo establecido en el artículo 356 inciso 1. En caso de duda la rebeldía declarada y firme constituirá presunción de verdad de los hechos lícitos afirmados por quien obtuvo la declaración.


Serán a cargo del rebelde las costas causadas por su rebeldía.


La declaración de rebeldía no exime al actor de acreditar los extremos de su pretensión, ni descarta la posibilidad de que aquellos sean desvirtuados por la prueba de la otra parte.


No obstante la ausencia de controversia que implica el procedimiento en rebeldía, prescribe el Art. 61 del CPN: 


Art.61. Prueba. A pedido de parte el juez abrirá la causa a prueba o dispondrá su producción según correspondiere conforme al tipo de proceso; en su caso podrá mandar practicar las medidas tendientes al esclarecimiento de la verdad de los hechos autorizadas por este Código.


La resolución de apertura a prueba en el proceso ordinario, o de fijación de plazo para su recepción en los procesos sumario y sumarísimo se halla ahora subordinada al cumplimiento de una carga de la parte interesada, consistente en solicitar el pronunciamiento de la correspondiente decisión. Ello no importa que la petición sea vinculatoria para el juez, ya que este puede rechazarla cuando cualquiera de las partes hubiese aportado elementos de juicio suficientes para generar su convicción lo que ocurriría, en el caso de que el actor o demandado hubiesen acompañado, con la demanda o responde, respectivamente, prueba documental susceptible de acreditar suficientemente los derechos que invocan, porque en tal hipótesis la incomparecencia del demandado o el abandono del proceso por parte del actor implican, necesariamente, el reconocimiento de esa prueba.


Si bien el rebelde puede ofrecer y producir prueba tendiente a desvirtuar la de la otra parte, en ningún caso es admisible que, a través de ese procedimiento, pretenda hacer valer hechos que solo son susceptibles de alegarse en el momento procesal oportuno, como es, el de la contestación de la demanda.


La norma no se refiere a las costas de todo el proceso, sino solamente a las ocasionadas con motivo de la incomparecencia o abandono del litigante declarado en rebeldía.


Ejecutoriada la sentencia pronunciada, dice el Art. 67 del CPN, no se admitirá recurso alguno contra ella. Esta norma no impide que, siendo nula la notificación del traslado de la demanda, o demostrándose la existencia de un hecho impeditivo de la comparecencia, pueda declararse la nulidad de lo actuado, que cabría obtener mediante la promoción del respectivo incidente.

Cesación del Procedimiento en Rebeldía.


Art. 64. Comparecencia del rebelde. Si el rebelde compareciere en cualquier estado del juicio será admitido como parte y cesando el procedimiento en rebeldía se entenderá con él la sustanciación sin que ésta pueda en ningún caso retrogradar. 


El rebelde que se apersona debe aceptar el proceso in statu et terminis.


Art. 65. Subsistencia de las medidas precautorias. Las medidas precautorias decretadas de conformidad con el artículo 63 continuarán hasta la terminación del juicio a menos que el interesado justificare haber incurrido en rebeldía por causas que no haya estado a su alcance vencer.


Serán aplicables las normas sobre ampliación, sustitución o reducción de las medidas precautorias.


Las peticiones sobre procedencia o alcance de las medidas precautorias tramitarán por incidente sin detener el curso del proceso principal.


Finalmente, prescribe el Art. 66 del CPN: 


Art.66. Prueba en segunda instancia. Si el rebelde hubiese comparecido después de la oportunidad en que ha debido ofrecer la prueba y apelare de la sentencia, a su pedido se recibirá la causa a prueba en segunda instancia en los términos del artículo 260, inciso 5, apartado a).


Si como consecuencia de la prueba producida en segunda instancia la otra parte resultare vencida, para la distribución de las costas se tendrá en cuenta la situación creada por el rebelde.
UNIDAD IX. LA PRUEBA.

Generalidades.

Concepto y Finalidad de la Prueba en Materia Civil.

Toda norma jurídica condiciona la producción de sus efectos a la existencia de determinada situación de hecho. Por consiguiente, la parte que pretende haberse verificado, en la realidad, la situación de hecho descripta por la norma o normas que invoca como fundamento de su pretensión o defensa, debe, ante todo, asumir la carga de afirmar la existencia de esa situación.

Ahora bien: los hechos sobre los que versan tales afirmaciones pueden ser, a su vez, admitidos o negados por la otra parte.

En el primer caso, con las limitaciones enunciadas en oportunidad de examinar el principio dispositivo, el juez debe tener por exacto el hecho concordante afirmado por las partes y no cabe otra actividad de éstas como sea la consistente en exponer sus respectivos puntos de vista acerca del derecho aplicable al caso.

En el segundo supuesto, la carga de la afirmación debe ir acompañada de una actividad distinta de la meramente alegatoria, cuya finalidad consiste en formar la convicción del juez acerca de la existencia o inexistencia de los hechos sobre los que versan las respectivas afirmaciones de las partes.

Desde un primer punto de vista la expresión “prueba” denota esa peculiar actividad que corresponde desplegar durante el transcurso del proceso y que tiende a la finalidad mencionada. Pero también, abarca, por un  lado, el conjunto de modos u operaciones (medios de prueba) del que se extraen, a raíz de la “fuente” que proporcionan, el motivo o motivos generadores de la convicción judicial, o sea del resultado de la actividad probatoria. En ánimo de formular un concepto comprensivo de todas esas significaciones puede decirse que la prueba es la actividad procesal, realizada con el auxilio de los medios establecidos por la ley, y tendiente a crear la convicción judicial sobre la existencia o inexistencia de los hechos afirmados por las partes como fundamento de sus pretensiones o defensas.

Objeto de la Prueba.

En principio, sólo los hechos afirmados por los litigantes pueden constituir objeto de prueba. Pero aquellos deben ser, además:

 a) Controvertidos, o sea, afirmados por una parte y desconocidos o negados por la otra (afirmación unilateral); 

b) Conducentes para la decisión de la causa. 

Puede suceder, en efecto, que un hecho haya sido afirmado, pero que carezca de relevancia para resolver las cuestiones sobre las cuales versa la litis. En tal caso se dice que el hecho es inconducente. A esos dos requisitos de los hechos se refiere el CPN, cuando supedita la apertura de la causa a la circunstancia de que se hayan alegado hechos conducentes acerca de los cuales no hubiese conformidad entre las partes (art. 360).

Se hallan, en cambio, excluidos de la prueba: 

a) Los hechos no afirmados por ninguna de las partes. Dado que debe existir una ineludible correlación entre el contenido de la sentencia y las afirmaciones formuladas por las partes (principio de congruencia: CPN, art. 163), es obvio que el juez no puede hacer mérito de un hecho que no haya sido afirmado por ninguna de ellas.

La regla por lo tanto, es que no podrán producirse pruebas sino sobre hechos que hayan sido articulados por las partes en sus escritos respectivos (art. 364, párr. 1°). En suma, los hechos no afirmados no son para el juez.

b) Los hechos afirmados por una de las partes y admitirlos por la otra. La vigencia del principio dispositivo impone la juez deber de aceptar, sin más,  la existencia de aquellos hechos que son concordantemente afirmados por ambas partes (afirmación bilateral). Esta regla, sin embargo, sufre excepción en el caso de mediar una regla limitativa como la que contiene, por ejemplo, el art. 232 C.C., conforme a la cual la confesión o la admisión de los hechos no son por sí solas suficientes para decretar la separación personal o el divorcio vincular; y, en general, siempre que el objeto procesal sea indisponible para las partes. Es obvio, por los demás, por el juez no se halla ligado por las afirmaciones de hechos inverosímiles, aunque con relación a éstos tampoco cabe la posibilidad de prueba.

Cuando no media la admisión expresa de las afirmaciones, sino el silencio o la respuesta evasiva de la parte a quien se oponen, esas actitudes autorizan al juez a estimarlas como reconocimiento de la verdad de los hechos pertinentes y lícitos a que se refieren CPN, art. 356, inc. 1°). Tales actitudes, por lo tanto, sólo pueden generar una presunción judicial que no descarta la necesidad de prueba corroborante o de prueba en contrario.

Los hechos notorios, aquellos que entran naturalmente en el conocimiento, en la información normal de los individuos, con relación a un círculo social o a un lugar o momento determinado, en la oportunidad en que ocurre la decisión.

Es necesario distinguir del concepto de hecho notorio las siguientes características:

1) Generalidad. No es necesario que el hecho sea conocido de todo el mundo, pues la notoriedad se halla referida necesariamente a un determinado círculo social.

2) El conocimiento absoluto. Basta pues, el conocimiento relativo, o sea la posibilidad de verificar la existencia  del hecho de que se trate mediante el auxilio de una simple información.

3) El conocimiento efectivo. No se requiere la percepción directa del hecho, pues basta su difusión en el medio respectivo.

Prueba del Derecho.

En tanto las normas jurídicas se presumen conocidas, y al juez incumbe la calificación jurídica de los hechos de la causa, ellas no deben ser objeto de prueba.

La regla reconoce, algunas excepciones. En primer lugar, el art. 13 C.C. dispone que la aplicación de las leyes extranjeras, en los casos en que el código la autoriza, no tendrá lugar nunca sino a solicitud de parte interesada, a cuyo cargo será la prueba de la existencia de dichas leyes, con excepción de las leyes extranjeras que se hiciesen obligatorias en la República por convenciones diplomáticas o en virtud de ley especial. Importa destacar, sin embargo, que el Tratado de Derecho Procesal Internacional de Montevideo de 1889, arts. 1° y 2° del Protocolo Adicional, dispone que el derecho de los países signatarios no necesita ser objeto de prueba, bastando que el juez se ilustre respecto de él.   

Asimismo, el art. 377 CPN, faculta al juez a investigar la existencia y aplicar la ley extranjera invocada por alguna de las partes en la hipótesis de que ésta omita probarla.

A los efectos de la prueba de la ley extranjera, la jurisprudencia ha admitido la opinión y declaración de jurisconsultos o peritos en derecho del país respectivo; el informe diplomático o consular sobre el texto de la ley, y las referencias de obras conocidas sobre el derecho del país de que se trate. Sin embargo, se ha resuelto  que la prueba  resulta innecesaria cuando el régimen legal es de difícil conocimiento, como ocurre, por ejemplo, con el francés en lo que se refiere al mandato y a sus formas.

Otra excepción cabe respecto de la costumbre, la que también debe ser  objeto de prueba en el caso de que su existencia no fuese notoria.

Los Medios de Prueba: Concepto y Clasificación.

Son medios de prueba los modos u operaciones que, referidos a cosas o personas, son susceptibles de proporcionar un dato  demostrativo de la existencia o inexistencia de uno o más hechos.

Del concepto precedentemente enunciado se infiere que todo medio de prueba: 

1) Entraña una actividad procesal referida a un instrumento real o personal sobre el que recae la percepción judicial; 

2) Actúa como vehículo para lograr un dato a través del cual el juez determina la existencia o inexistencia de un hecho. 

Son fuentes de prueba, en ese orden de ideas, las características de la cosa reconocida, el hecho consignado en el documento, el declarado por la parte, el testigo o el informante o aquel sobre el cual versa el dictamen pericial.

La doctrina ha clasificado a los medios de prueba con arreglo a diversos criterios, de los cuales sólo han de mencionarse los más difundidos. Se habla así, de pruebas directas o indirectas, según que, respectivamente, se hallen constituidas por el hecho mismo a probar o por objeto distinto de él. El ejemplo típico de la prueba directa es el reconocimiento judicial, en el cual media la coincidencia entre el hechos a probar y el hecho percibido por le juez. Son pruebas indirectas, en cambio, la testimonial, la pericial y la documental, pues en ellas la percepción judicial recae sobre un objeto, del cual el juez deduce la existencia del hecho a probar.

Pero el objeto percibido por el juez puede, a su vez, ser o no representativo del hecho a probar. La forma en que se produjo un accidente de tránsito, por ejemplo, puede deducirse de una fotografía tomada en el lugar o de la narración de los testigos que lo presenciaron; pero también la convicción del juez puede basarse en la posición en que quedaron los vehículos o en las características de los daños producidos en ellos. La fotografía y el testimonio constituyen objetos representativos de un hecho pasado, y son, por lo tanto, pruebas históricas. La posición de los vehículos o la característica de los daños carecen, en cambio, de esa aptitud representativa: se trata de circunstancias que sirven para la deducción del hecho a probar, pero que son autónomas con respecto a éste. Se las denomina pruebas críticas (presunciones) pero no configuran, en rigor, medios, sino argumentos de prueba.

Ciertas pruebas se hallan formadas con anterioridad al proceso, de modo tal que para valerse de ellas basta con ponerlas a disposición del juez: son las llamadas pruebas preconstituidas (por Ej., los documentos). Otras, por el  contrario, deben constituirse en el mismo proceso mediante la actividad de las partes o del juez, y se las denomina, por ello, circunstanciales (por Ej. el testimonio de las partes o de los terceros, el reconocimiento judicial, etc.).

Régimen Legal de la Prueba.

En lo que concierne al régimen legal de la prueba, es preciso recordar que las facultades de las provincias para legislar en materia de procedimientos judiciales deben ser entendidas sin prejuicio de las normas procesales que puede dictar el gobierno central con el fin de asegurar la efectividad del ejercicio de los derechos que consagra la legislación de fondo.

Tanto el código civil como el de comercio contienen disposiciones relativas a los medios de prueba admisibles con respecto a diversas materias por ellos legisladas. Así,  el art.  1190 C.C. establece que los contratos se prueban por el modo que dispongan los códigos de procedimientos de las provincias federadas: 

1) Por instrumentos públicos; 

2) Por instrumentos particulares firmados o no; 

3) Por confesión de partes, judicial o extrajudicial; 

4) Por juramento judicial; 

5) Por presunciones legales o judiciales; 

6) Por testigos. 

Los contratos que tengan una forma determinada por las leyes (art. 1191 C.C.), no se juzgarán probados sino estuviesen en la forma prescripta, a no ser que hubiese habido imposibilidad de obtener la prueba designada por la ley, o que hubiese habido un principio de prueba por escrito en los contratos en que pueden hacerse por instrumentos privados, o que la cuestión versare sobre los vicios de error, dolo, violencia, fraude, simulación o falsedad de los instrumentos donde constare, o cuando una de las partes hubiese recibido alguna prestación y se negare a recibir el contrato. En éstos casos son admisibles los medios de prueba designados. El art. 1193 expresa que los contratos que tengan  por objeto una cantidad de más de diez mil pesos (de la antigua moneda), deben hacerse por escrito y no pueden ser probados por testigos.

Con respecto a los hechos, el Cód. civil admite en aquellos casos que pueden acreditarse por cualquier medio de prueba, como ocurre con la filiación natural (art. 325), la inexistencia de la donación (art. 1817), etc., y en otros casos excluye la admisibilidad de determinados medios de prueba, como ocurre con los testigos cuando  el signatario de un documento dado en blanco impugna su contenido (art. 1017). En otros supuestos, finalmente, el mencionado código exige un tipo determinado de prueba. Ejemplos de ellos son los arts. 79 a 88, referentes a la prueba de la defunción; el art. 142, que exige el previo examen de facultativos como requisito de la declaración judicial de demencia; el art. 1627, que dispone que para el supuesto de que no se haya convenido precio de locación de servicios, debe entenderse que los contratantes ajustaron el precio de costumbre para ser determinado por peritos; el art. 3466, que exige la prueba pericial para la tasación de los bienes hereditarios; etc.

El art. 208 C.com., enumera, como medios de prueba de los contratos comerciales, los instrumentos públicos; las notas de los corredores o certificados extraídos de sus libros; los documentos privados firmados por las partes o algún testigo a su ruego y en su nombre; la correspondencia epistolar o telegráfica; los libros de los comerciantes y facturas aceptadas; la confesión; el juramento y los testigos.

El CPN establece que la prueba debe producirse por los medios previstos expresamente por la ley y por los que el juez disponga, a pedido de parte o de oficio, siempre que no afecten la moral, la libertad personal de los litigantes o terceros, o no  estén expresamente prohibidos para el caso. Los medios de prueba no previstos se diligencian aplicando por analogía las disposiciones de los que sean semejantes o, en su defecto, en la forma que establezca el juez (art. 378).

Dicho ordenamiento reglamenta específicamente los siguientes medios de prueba: 

1) Documental; 

2) Informativa; 

3) Confesión judicial y extrajudicial; 

4) Testimonial; 

5) Pericial; 

6) Reconocimiento judicial. 

Admite también la prueba de presunciones, aunque no en el sentido de medio probatorio, cuando aquellas “se funden en hechos reales y probados y cuando por su número, precisión, gravedad y concordancia, produjeren convicción según la naturaleza del juicio, de conformidad con las reglas de la sana crítica” (art. 163, inc. 5, párr. 2).

La Carga de la Prueba.

Concepto.

El problema de la carga de la prueba surge, en rigor, frente a la ausencia de elementos de juicio susceptibles de fundar la convicción del juez sobre la existencia o inexistencia de los hechos afirmados por las partes.


La necesidad de ciertas reglas que le permitan establecer sobre cual de las partes ha de recaer el perjuicio derivado de la ausencia de prueba. Ante la incertidumbre que tal circunstancia comporta, el juez dictará sentencia en contra de la parte que omitió probar pese a la regla que ponía tal actividad a su cargo.

Las reglas sobre la carga de la prueba son, pues, aquellas que tienen por objeto determinar cómo debe distribuirse, entre las partes, la actividad consistente en probar los hechos que son materia de litigio. Tales reglas, sin embargo, no imponen deber alguno a los litigantes. Quien omite probar, no obstante la regla que pone tal actividad a su cargo, no es pasible de sanción alguna. Sólo ocurre que se expone al riesgo de no formar la convicción del juez sobre la existencia de los hechos de que se trate, y, por consiguiente, a la perspectiva de una sentencia desfavorable. La actividad probatoria constituye, pues,  como toda carga procesal, un imperativo del propio interés.

Hechos Constitutivos, Impeditivos y Extintivos.

Durante largo tiempo estuvo  firmemente arraigado el principio en cuya virtud la carga de la prueba incumbe a la parte que afirma, de modo tal que el actor debe probar su pretensión y el demandado sus defensas. Tal principio, sin embargo, adolece de insuficiencia para la comprensión integral de las numerosas situaciones que en el proceso cabe prever. Resulta inaplicable, en primer lugar, cuando por mediar una presunción legal a favor  de cualquiera de las partes, se opera un desplazamiento de la carga de la prueba hacia el adversario.

No todos  los hechos que fundan la pretensión o defensa o la defensa son susceptibles de prueba: no lo son los hechos admitidos, los hechos notorios, ciertas condiciones generales de las relaciones jurídicas, los hechos cuya peculiar estructura imposibilita, en mayor o menor medida, la actividad probatoria, etc.

Consistente de esa insuficiencia, la doctrina ha tratado de solucionar el problema sobre la base de ciertas discriminaciones que atiende, más que a la condición asumida por las partes en el proceso,  a la naturaleza de los hechos que deban ser objeto de prueba. Es así como, generalmente, se reconoce la existencia de tres clases de hechos: constutivos, impeditivos y extintivos, que funcionan de la siguiente manera:

1) Al actor incumbe, la prueba de los hechos constitutivos de su pretensión. Pero como toda pretensión involucra, por lo común, una situación fáctica compleja, es necesario determinar cual es el hecho que reviste aquel carácter. Se han enunciado, diversos criterios, en los cuales parece preferible aquel que atribuye carácter constitutivo al hecho específico del que surge, en forma inmediata, el efecto jurídico pretendido. De una pretensión por cumplimiento del contrato de compraventa, será hecho específico su celebración, y, por consiguiente, el conjunto de circunstancias que lo tipifican. Hállense, en cambio, excluidas del ámbito del hecho específico otras circunstancias o modalidades del contrato, como la capacidad de las partes, la constituyen requisitos generales o comunes a todas las relaciones jurídicas, y cuya misma normalidad excusa la prueba  de su existencia en cada caso concreto.

 
2) Al demandado incumbe, como regla, la prueba de los hechos impeditivos, los cuales comportan, precisamente, la ausencia de cualquiera de esos requisitos generales o comunes. Serían hechos impeditivos, en el caso del ejemplo mencionado, la incapacidad de los contratantes, la existencia de un vicio del consentimiento, etc. Si bien, en consecuencia, el actor no debe probar la ausencia de los hechos impeditivos, al demandado corresponde la prueba de su presencia, cuando los afirma como fundamento de una defensa.

3) También al demando corresponde, como principio, probar la existencia de los hechos extintivos, los que serían, en nuestro ejemplo, el pago del precio por parte del comprador o la entrega de la cosa por parte del vendedor.

En materia de obligaciones de no hacer, en cambio, el actor debe probar, además, la acción positiva del demandado mediante la cual éste dejó de cumplir su pretensión.  

4) Los hechos impeditivos o extintivos deben ser probados por el actor en los casos en que ellos constituyen el fundamento de una pretensión. Tal ocurre cuando se pide la nulidad de un acto jurídico en razón de mediar alguna circunstancia que obste a su validez, en el caso en que el deudor demanda para que se declare la eficacia de un pago de consignación, etc.

Como consecuencia de las observaciones precedentemente expuestas, puede formularse la conclusión de que cada parte soporta la carga de la prueba respecto de los hechos a los que atribuye la producción del efecto jurídico que pretende.

Sin formular discriminaciones relativas a la naturaleza de los hechos  a probar,  el CPN coincide sustancialmente con la precedente conclusión. Tras establecer  el principio, el Art. 377 dispone: 


Art. 377. Carga de la prueba. Incumbirá la carga de la prueba a la parte que afirme la existencia de un hecho controvertido o de un precepto jurídicoì¥Á
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mente orientando en el sentido de que,  cuando la responsabilidad se funda en la culpa, la carga respectiva recae con mayor intensidad sobre quien se halle en mejor situación de probar.

La ley 22.434 agregó un párrafo al art. 377 en cuya virtud si la ley extranjera invocada por alguna de las partes no hubiese sido probada, el juez podrá  investigar su existencia y aplicarla a la relación jurídica materia del litigio. Si bien la norma no altera la carga de la alegación de la ley extranjera, se ha apartado de una interpretación estrictamente literal del desafortunado art. 13 del C.C. y adherido a la doctrina de los precedentes judiciales en cuya virtud  las prueba  de la ley extranjera resulta innecesaria cuando se trata de un régimen legal de fácil conocimiento o asimilable a un hecho notorio.

El Hecho Negativo.

Las máximas et incumbit quit decit, non qui negat y negativa non sunt probanda, sólo son válidas en cuanto se refieren a la mera negativa o desconocimiento, por parte del demandado, de los hechos afirmados por el actor. Resultan inaplicables, en cambio,  en todos aquellos casos en que la ley hace de un hecho negativo el presupuesto de un efecto jurídico determinado. Cuando tal circunstancia ocurre, no media razón alguna que justifique  eximir de la prueba respectiva a la parte  que invoque un hecho negativo, o un no-hecho, como fundamento de su pretensión o defensa. Por ello se ha decidido  que la alegación de que se trata de un hecho negativo no releva de la prueba a quien  lo aduce, si aquel es presupuesto de actuación de la norma  que esa parte invoca a su favor.

Lo que ocurre es que tales hechos no son susceptibles de prueba directa, sino que se deducen a través de la demostración de la existencia de hechos positivos. La falta de culpa que debe probar el dueño de una cosa para destruir la presunción establecida por el art. 1113, párr. 2° C.C. es un hecho negativo cuya existencia puede deducirse de la prueba realizada en el sentido de que aquel adoptó las precauciones y diligencias necesarias para impedir el daño; la pretensión fundada en la inejecución de una obligación de no hacer no releva  al actor de probar el hecho positivo contrario; etc.

Las dificultades que a veces provoca la prueba de ese tipo de hechos, explica que la jurisprudencia haya atenuado el rigorismo de lasa reglas atenientes a la carga de la prueba cuando de ellos se trate, pero tal criterio no comporta una excepción al principio arriba enunciado.

Las Medidas para Mejor Proveer.

Concepto y Finalidad.

La vigencia estricta del principio dispositivo requeriría no solamente que la iniciativa del proceso y la aportación de hechos dependiesen de la voluntad de las partes, sino que, se confiase exclusivamente a éstas la actividad consistente en ofrecer y producir las pruebas tendientes a la demostración de sus afirmaciones. Pero en razón de que ésta última limitación es susceptible de impedir, en ciertos casos, el esclarecimiento de la verdad jurídica objetiva, que, pese a las restricciones propias de la prueba civil, constituye la meta a que debe aspirar una recta administración de justicia, las leyes procesales admiten, en forma concurrente con la carga de la prueba que incumbe a las partes, la facultad de los jueces en el sentido de complementar, por propia iniciativa, el material probatorio aportado por aquellas. Tal facultad se concreta en la posibilidad de adoptar las denominadas medidas para mejor proveer.

Régimen Legal.

El art. 36 CPN establece, como regla de carácter general, que los jueces están facultados para ordenar, de oficio, “las diligencias necesarias para establecer la verdad de los hechos controvertidos, respetando el derecho de defensa de las partes” (inc. 2). La misma norma  consagra aplicaciones particulares de esa regla en tanto autoriza a los jueces para decidir en cualquier momento la comparecencia de los peritos, consultores técnicos y testigos para interrogarlos acerca de todo aquello que creyeren necesario y para mandar que se agreguen documentos en poder de las partes o de los terceros, en los términos de los art. 387 a 389. otras normas del CPN aparecen orientadas en el mismo sentido, como las contenidas en el art. 452 con respecto a la prueba de testigos, y en el art. 479 con relación al reconocimiento judicial.

Esta claro que los poderes de iniciativa probatoria que se acuerdan a los jueces no significan, de ninguna manera, una derogación del principio dispositivo. Ello es así, porque tales poderes no autorizan la producción de diligencias probatorias que sean ajenas a los “hechos controvertidos” en el caso concreto. Y en segundo lugar, porque los poderes del juez no están destinados a excluir la actividad de las partes, sobre quienes continúa pesando la carga de la prueba.

En rigor la iniciativa judicial en materia probatoria reviste carácter complementario con respecto a aquella carga, y su objetivo consiste en eliminar las dudas con que puede tropezar la apreciación del juez en los casos en que la prueba producida por las partes no sea lo suficientemente esclarecedora.

Las facultades instructorias de los jueces no pueden ejercerse, según la jurisprudencia, para suplir la omisión o la negligencia de las partes, pues ello implicaría una manifiesta alteración del principio de igualdad procesal.

La garantía constitucional de defensa en juicio requiere, asimismo, que se acuerde a las partes la posibilidad de ser oídas sobre el resultado de las medidas adoptadas, e incluso la de producir prueba en contrario. De allí que el art. 36, inc. 2° CPN imponga a los jueces el deber de respetar, en tales casos, el derecho de defensa de las partes.

Alternativas Posteriores a la Traba de la Litis.

Apertura de la Causa a Prueba y Audiencia Preliminar.

Contestado el traslado de la demanda o reconvención, en su caso, o vencidos los plazos para cumplir tales actos, resueltas las excepciones previas y siempre que se hayan alegado hechos conducentes acerca de los cuales no hubiese conformidad entre las partes, aunque éstas no lo pidan debe el juez recibir la causa a prueba y proceder de acuerdo con lo prescripto en el art. 360 (CPN, art. 359 conforme a la modificación que le introdujo la ley 24.573).

La apertura de la causa a prueba sólo corresponde, por lo tanto, en el caso de que existan hechos controvertidos, y esos hechos, además, puedan incidir en la solución del pleito, es decir revistan el carácter de conducentes. De ello se sigue que no cabe tal procedimiento cuando media allanamiento a la pretensión del actor o admisión expresa de los daños afirmados por éste. En el primer caso corresponde que se dicte sentencia de inmediato y, en segundo, que la causa se declare de puro derecho.

En la misma providencia en la cual dispone la apertura de la causa a prueba debe ser el juez, de acuerdo con el régimen establecido en la ley 24.573, fijar una audiencia a celebrarse con su presencia bajo pena de nulidad, y en la que le incumbe el cumplimiento de las funciones a las que alude el art. 360 CPN en su versión resultante  de dicha ley y de inmediato se explican.

En ese acto debe el juez invitar a las partes a una conciliación, conducta a la que se erige, por lo tanto, a diferencia a lo que ocurría con anterioridad a la vigencia de la ley 24.573, en trámite de cumplimiento obligatorio. Debe además entenderse que, no obstante figurar la tentativa conciliadora como último inciso del art. 360 CPN, en su actual versión, es obvio que, cronológicamente, debe hacerse efectiva al iniciarse la audiencia, pues frente a la hipótesis de arribarse a una conciliación carece de sentido el cumplimiento de las  restantes funciones que menciona aquella norma.

El mismo argumento lógico precedentemente enunciado es aplicable para deducir que, debe el juez recibir las manifestaciones que las partes formulen para oponerse a la apertura a prueba o para prescindir, de común acuerdo, de dicho trámite.

Una vez superada la mencionada contingencia, recién debe el juez, en su caso, fijar por sí los hechos articulados por las partes que sean conducentes para la decisión del juicio sobre los que versará la prueba, y desestimar los que considere inconducentes de acuerdo con los términos de la demanda, reconvención y contestación de ambas. Ya no son las partes a quienes corresponde la determinación inicial, en la audiencia, de los hechos controvertidos, sino que se trata de un acto confiado exclusivamente al juez. Las decisión que éste adopte al respecto debe reputarse inapelable, aunque en virtud de la directa incidencia que ella puede tener sobre la admisibilidad de las pruebas propuestas, cabe concluir  que es susceptible de replanteo en los términos del art. 379 del CPN.

A continuación constituye deber del juez emitir pronunciamiento acerca de  cuales pruebas son admisibles y cuales no de acuerdo, naturalmente, con lo decidido precedentemente sobre el tema probatorio, siendo susceptible de replanteo sólo la resolución denegatoria.

Aunque el nuevo art. 360 dispone, en su inc. 4 que: .
Declarará en la audiencia si la cuestión fuese de puro derecho con lo que la causa quedará concluida para definitiva.

No resulta de modo alguno coherente que, a pesar de mediar esa circunstancia, aquel hubiese dispuesto la realización de un acto sólo compatible con la existencia de hechos controvertidos. En el mejor de los casos debe entenderse que, declarada por el juez la cuestión como de puro derecho, la fijación de audiencia es pertinente al solo fin de que las partes concreten una conciliación.


Dispone el art. 360 ter, incorporado al CPN por la ley 24.573, que: [360 ter.* En los juicios que tramiten por otros procedimientos, se celebrará asimismo la audiencia prevista en el artículo 360 del Código Procesal Civil y Comercial de la Nación, observándose los plazos procesales que se establecen para las mismas.]


Aunque el 360 imputa nulidad a la audiencia celebrada sin la presencia del juez debe interpretarse que aquella, como todas las nulidades procesales, es relativa y susceptible, por consiguiente, de convalidación a través del consentimiento expreso o presunto del acto irregular.

Oposición.


El CPN acuerda facultad de impugnar la resolución prevista en el art. 259 en tanto prescribe, en su versión resultante de la ley 24.573, que:

.* Oposición. Si alguna de las partes se opusiese a la apertura a prueba en la audiencia prevista en el artículo 360 del presente Código, el juez resolverá lo que sea procedente luego de escuchar a la contraparte.


La norma transcripta innova, respecto de la originaria, en la circunstancia de que ésta autorizaba a formular la oposición dentro del quinto día de notificada la providencia de apertura a prueba  y preveía el deber del juez de resolver la cuestión previo traslado.


A diferencia de la norma en su versión anterior a la reforma el actual art. 361 CPN no dispone expresamente que la resolución es apelable si deja sin efecto la apertura  aprueba, corresponde inclinarse hacia la misma solución por cuanto, por una parte, aquella causa gravamen irreparable en los términos del art. 242, inc. 3° CPN y, por otra parte, se trata de una situación equiparable, en sus efectos, a la declaración de la causa como de puro derecho, la que siendo susceptible de apelación en el proceso sumario debe serlo, con mayor razón, en el ordinario.

Procedencia de la Apertura a Prueba.


En la audiencia prevista en el art. 360 CPN todas las partes pueden asimismo manifestar que no tienen ninguna prueba a producir, o que ésta consiste únicamente en las constancias del expediente o en la documental ya agregada y no cuestionada. En ese supuesto la causa quedará conclusa para definitiva y el juez llamará autos para sentencia.


La norma precedentemente recordada reproduce, en lo esencial, el texto originario, con la variante de que no prevé, respecto del proceso ordinario, la concesión de un nuevo traslado por su orden con carácter previo al llamamiento de autos.

Declaración de Puro Derecho.


La causa debe declararse como de puro derecho cuando el demandado admite los hechos expuestos en la demanda pero desconoce, en cambio, los efectos jurídicos que el actor les ha asignado.


La resolución que declara la causa como de puro derecho es susceptible, en los procesos sumarios y ordinario, del recurso de apelación (CPN, arts. 242, inc. 3° y 469). Es en cambio inapelable en los procesos sumarísimos (CPN, art. 498, inc. 5).

El Hecho Nuevo.


Los hechos sobre los cuales debe versar la prueba y recaer la sentencia definitiva son los que las partes afirman en sus escritos de demanda y contestación. A título excepcional, sin embargo, el CPN admite  la alegación de hechos con posterioridad al cumplimiento de aquellos actos procesales. Dispone, en efecto, el art. 365, que:


Art. 365. Cuando con posterioridad a la contestación de la demanda o reconvención, ocurriere o llegase a conocimiento de las partes algún hecho que tuviese relación con la cuestión que se ventila, podrán alegarlo hasta cinco días después de celebrada la audiencia prevista en el artículo 360 del presente Código.


Del escrito que se alegue se dará traslado a la otra parte, quien, dentro del plazo para contestarlo, podrá también alegar otros hechos en contraposición a los nuevamente alegados. En este caso quedará suspendido el plazo de prueba hasta la notificación de la resolución que los admita o los deniegue.


En los supuestos mencionados en el párrafo precedente, las pruebas podrán recaer también sobre los hechos nuevamente aducidos.


El juez podrá convocar a las partes, según las circunstancias del caso, a otra audiencia en términos similares a lo prescripto en el artículo 360 del presente Código.

La norma trascripta requiere las siguientes aclaraciones: 1) El plazo de 5 días sólo rige en los procesos ordinario y sumario, pues en el sumarísimo es de tres días; 2) El hecho o hechos nuevos no sólo deben tener relación con la cuestión que se ventila, y ser conducentes, sino que además, deben hallarse encuadrados en los términos de la causa y del objeto de la pretensión deducida en el proceso; 3) La novedad del hechos o de su conocimiento, sólo debe ser afirmada, sin necesidad de juramento, pero puede ser desvirtuada por la parte a quien el hecho se opone; 4) Al contestar el traslado, que se notifica por ministerio de la ley, la contraparte puede admitir los hechos, negarlos o alegar otros que necesariamente deben ser contrapuestos. También cabe a la contraparte la posibilidad de cuestionar la admisibilidad del hecho/s nuevo/s, sea por que se hayan deducido fuera del plazo o porque carezcan de novedad. En éste último caso la prueba pertinente debe producirse durante el plazo ordinario y valorarse en la sentencia final; 5) La prueba debe ofrecerse en el mismo escrito en el cual se alega el hecho nuevo.


En el proceso ordinario la resolución que admite el hecho nuevo es inapelable y la que lo rechaza es apelable en efecto diferido, es decir, que su consideración se posterga hasta la oportunidad prevista en el art. 260, inc. 1 CPN. En los procesos sumario y sumarísimos la resolución es siempre inapelable.

Procedimiento Probatorio.

Plazo de Prueba.

Prescribe el art. 367 que: 


Art. 367. Plazo y ofrecimiento de la prueba. El plazo de prueba será fijado por el juez, y no excederá de cuarenta días. Dicho plazo es común y comenzará a correr a partir de la fecha de celebración de la audiencia prevista en el artículo 360 del presente Código.


A  diferencia del régimen vigente con anterioridad a la reforma, no existe actualmente, en el proceso ordinario, un plazo específicamente destinado al ofrecimiento de la prueba, si bien, la práctica judicial ha suplido la omisión legal mediante el arbitrio consistente en que tal ofrecimiento debe producirse con la anticipación establecida en la resolución que fija la fecha de la audiencia preliminar, de manera que, al celebrarse ésta, el juez se encuentre en condiciones de cumplir la función que le encomienda el art.  360, inc. 3 CPN.


El nuevo art. 367, en cambio, no innova respecto de la duración del plazo probatorio, que debe ser fijado por el juez y no exceder de 40 días; pero, como según lo prescripto en dicha norma el plazo comienza a correr desde la fecha en que tuvo lugar la audiencia preliminar, debe concluirse que también, en ese acto, incumbe al magistrado no sólo fijar el plazo de prueba sino también disponer la producción de la ofrecida por las partes  (o sea ordenar el libramiento de los oficios pedidos, designar al perito y fijar las audiencias destinadas a las declaraciones de las partes y de los testigos).


Resulta sin embargo inexplicable que, en su actual versión, el art. 367 acuerde al  plazo carácter común, pues éste supone, una última notificación que en el caso no existe ni puede existir.


Asimismo, salvo en lo dispuesto en el art. 157, el plazo de prueba no se suspenderá.


Concordantemente con ello los arts. 379 y 385, in fine, disponen que son inapelables las resoluciones del juez sobre producción, denegación y sustanciación de las pruebas, así como las que dan por decaída la facultad de producirlas. Esos mismos preceptos establecen, sin embargo, que cuando se niegue alguna medida, la parte interesada puede solicitar a la cámara que la diligencie, en oportunidad en que el expediente le es remitido para conocer del recurso contra la sentencia definitiva. Es decir, que se acuerda a las partes la posibilidad de replantear, en la alzada, las pruebas denegadas en primera instancia y si la cámara entiende que deben ser producidas, su recepción tendrá lugar ante ese tribunal.


Cuadra finalmente señalar que el período de prueba puede quedar clausurado antes de su vencimiento sin necesidad de aclaración expresa, cuando todas han producido, o si las partes renuncian a las pendientes (art. 363, CPN).


En el proceso sumario el ofrecimiento de toda la prueba debe formularse, en los escritos de demanda, reconvención y contestaì¥Á
9 

$
e ordenarse la producción de la prueba propuesta (art. 489).


En todo lo demás son aplicables las reglas enunciadas con respecto al proceso ordinario.


En el proceso sumarísimo se halla sujeto a las mismas reglas del sumario, con la variante de que la audiencia de prueba debe señalarse dentro de los diez días de contestada la demanda o de vencido el plazo para hacerlo inc. 3. resulta empero improbable que esta norma puede cumplirse dentro del impreciso régimen estructurado por la ley 24.573.


Es necesario advertir, que la apertura del procedimiento probatorio produce, en el proceso ordinario, una variante momentánea en la estructura del expediente en que se tramita la causa. Ocurre, que todos los actos procesales hasta ahora examinados (demanda, excepciones, contestación de la demanda, reconversión y su contestación), incluyendo la resolución que dispone la apertura de la causa a prueba y la audiencia preliminar, se cumplen en el expediente principal. Pero una vez que comienza a correr el plazo probatorio, se forman dos expedientes (llamados cuadernos de prueba), uno para cada parte, en los cuales constan todos los escritos, documentos y actas relacionadas con el ofrecimiento y la producción de pruebas. Durante el plazo de prueba, los cuadernos mencionados se folian en la parte inferior de cada hoja; pero operado el vencimiento del plazo son incorporados al expediente principal (primero el del actor y luego el del demandado), que entonces se folian con numeración corrida. En los procesos sumario y sumarísimo, en cambio, la prueba debe diligenciarse en el mismo expediente, aunque en algunos fueros se dispuso, a través de sendas acordadas, que en el primero se observará el mismo procedimiento que en el segundo.

Prueba a Producir en el Extranjero.


Frente al supuesto de que la prueba, debiera producirse fuera del territorio de la República, el art. 369 CPN, en su versión anterior a la reforma que le introdujo la ley 22.434, disponía que el juez debía señalar el plazo extraordinario que considerase suficiente, el que no podía exceder de 95 y 80 días según se tratase, o no, de un país limítrofe. 


La posibilidad de conceder dicho plazo se hallaba expresamente excluida en los procesos sumario y sumarísimo. En materia de incidentes, dado que el art. 183 dispone que las declaraciones testimoniales no pueden recibirse fuera de la jurisdicción, cualquiera que sea el domicilio de los testigos, también podía descartar el otorgamiento de plazo extraordinario. Con respecto a las ejecuciones especiales, finalmente, el art. 596, inc. 2 CPN prescribe que sólo cabe admitir prueba que deba rendirse fuera de la circunscripción territorial del juzgado cuando el juez, de acuerdo con las circunstancias, lo considere imprescindible, en cuyo caso debe fijar el plazo dentro del cual corresponde su producción.


La ley 22.434 sustituyó el texto del art. 369 por el siguiente: 


Art. 369. Prueba a producir en el extranjero. La prueba que deba producirse fuera de la República deberá ser ofrecida dentro del plazo o en la oportunidad pertinente según el tipo de proceso de que se trate. En el escrito en que se pide deberán indicarse las pruebas que han de ser diligenciadas, expresando a qué hechos controvertidos se vinculan y los demás elementos de juicio que permitan establecer si son esenciales, o no.


Esta norma elimina el denominado plazo extraordinario de prueba, de manera que todos los actos probatorios, con prescindencia de que corresponda efectuar su práctica dentro o fuera del territorio de la República, deben cumplirse dentro del plazo único que al efecto incumbe fijar al juez, y que en el proceso ordinario no puede exceder el tope de cuarenta días determinado por el art. 367.


La prueba a producirse fuera de la República debe ofrecerse, en el proceso ordinario, con la anticipación establecida en la resolución que fija la fecha de la audiencia preliminar; en los procesos sumario y sumarísimo en los escritos de demanda, reconvención y contestación de ambas y en el juicio ejecutivo dentro del plazo para oponer excepciones el ejecutado, y al contestar el traslado que de ellas se corra, el ejecutante.


Aparte de la indicación de las pruebas que deben practicarse fuera de la República, el art. 369 impone al solicitante la carga de señalar cuales son, concretamente, los hechos controvertidos vinculados con aquellas, así como la de alegar las circunstancias que permiten al juez emitir pronunciamiento acerca de si tales hechos revisten o no carácter esencial para resolver el litigio. Estas exigencias adicionales se explican si se tiene en cuenta que el diligenciamiento de la prueba de que se trate incide, por un lado, en la duración del plazo probatorio y, por otro, en las eventuales erogaciones que puede ser obligada a afrontar la parte contraria.


La disposición comentada no establece restricción alguna con respecto al tipo de medios de prueba que pueden diligenciarse en el extranjero, pero el art. 370 CPN, requiere la enunciación de determinadas  especificaciones relativas a la prueba testimonial y documental. Aquel precepto expresa que: Especificaciones. Si se tratare de prueba testimonial, deberán expresarse los nombres, profesión y domicilio de los testigos y acompañarse los interrogatorios. Si se requiere el testimonio de documentos, se mencionarán los archivos o registros donde se encuentren.


El art. 372 CPN prescribe que: 


Art. 372. Facultad de la contraparte. Deber del juez. La parte contraria y el juez tendrán, respectivamente, la facultad y el deber atribuidos por el artículo 454.

 
De modo que en el supuesto de requerirse la producción de la prueba testimonial en el extranjero, el proponente no sólo debe indicar el nombre, profesión y domicilio de los testigos, o en el caso de imposibilidad, los datos necesarios para individualizarlos (art. 429, párr. 2), sino también acompañar el interrogatorio a fin de que la contraparte, dentro del quinto día desde que fue puesto a su disposición, proponga preguntas, sin perjuicio de que el juez elimine las superfluas y agregue las que considere pertinentes.


Si se trata de prueba documental, la parte contraria se halla facultada parea ofrecer prueba tendiente a la impugnación de aquellas, siempre que sea susceptible de diligenciarse en el mismo lugar.


Determina el art. 371 que: 


Art.371. In admisibilidad. No se admitirá la prueba si en el escrito de ofrecimiento no se cumplieren los requisitos establecidos en los dos artículos anteriores.


Si el proponente omite satisfacer la carga que establece el art. 369 o formular las especificaciones que exige el art. 370, el juez debe, sin más trámite, rechazar la prueba ofrecida. La ley 22.434 reemplazó el texto del 373 por el siguiente:  Prescindencia de prueba no esencial. Si producidas todas las demás pruebas quedare pendiente en todo o en parte únicamente la que ha debido producirse fuera de la República, y de la ya acumulada resultare que no es esencial, se pronunciará sentencia prescindiendo de ella. Podrá ser considerada en segunda instancia si fuese agregada cuando la causa se encontrare en la alzada, salvo si hubiere mediado declaración de caducidad por negligencia.


Fuera de su adecuación al nuevo régimen, el fundamento de esta disposición no difiere del que tenía la norma derogada, en el cual no es otro que el consistente en neutralizar la incidencia negativa que obre el principio de celeridad provoca el transcurso infructuoso del plazo probatorio en relación con las medidas a diligenciarse fuera del país. Los mismo que con respecto a la norma en su  primera versión, conviene advertir que la posibilidad de dictar sentencia de primera instancia con prescindencia de la prueba a diligenciarse en el exterior se halla supeditada al vencimiento del plazo probatorio sin que aquella se haya producido, a la recepción de toda la prueba que debió practicarse en la República y a la apreciación judicial acerca de la gravitación que puede tener la prueba no diligenciada sobre el contenido del fallo. Tal apreciación debe efectuarse con anterioridad a la agregación de la prueba producida o, en su caso, a la declaración de clausura el período probatorio, porque de lo contrario las contingencias procesales ulteriores (transcurso del plazo para alegar, agregación de los alegatos y llamamiento de autos) podrán descartar la posibilidad de valorar una prueba de carácter esencial. Cuadra añadir que la mera agregación de la prueba durante el transcurso del procedimiento de segunda instancia no determina, por si sola, la necesidad de su consideración por el tribunal de alzada, quien puede prescindir de aquella en el caso de no estimarla esencial para la resolución del litigio. 


Art. 374. Costas. Cuando sólo una de las partes hubiere ofrecido prueba a producir fuera de la República y no la ejecutare oportunamente, serán a su cargo las costas originadas por ese pedido, incluidos los gastos en que haya incurrido la otra para hacerse representar donde debieran practicarse las diligencias.

Recepción de la Prueba.


El CPN contiene diversas normas aplicables, con carácter general, a toda clase de pruebas. Ellas se relacionan con las audiencias, la asistencia del juez, la práctica de pruebas fuera del radio urbano del juzgado, etc.


Con relación a la hora de comienzo de las audiencias, el art. 125, inc. 4 dispone que empezarán a la hora designada y que los citados sólo tendrán obligación de esperar treinta minutos, transcurridos los cuales podrán retirarse dejando constancia en el libro de asistencia.


Las audiencias destinadas a recibir declaraciones probatorias deben ser perdidas, ordenadas y realizadas durante el plazo de prueba (art. 384). Si ello no fuera posible o si se trata de diligencias urgentes, cuya demora pudiera tornarlas ineficaces u originar perjuicios a las partes, a petición de éstas o de oficio, los jueces y tribunales deben habilitar días y horas (art. 153). Con el mismo objeto de que las actuaciones de prueba se cumplan dentro del período probatorio, las cámaras de apelaciones están autorizadas, cuando las circunstancias lo exijan y con respecto a juzgados bajo su dependencia, a declarar horas hábiles las que median entre las 7 y las 17 o entre las 9 y las 19, según ríjale horario matutino o vespertino.


Las audiencias públicas, a menos que los jueces o tribunales, dispusiesen lo contrario mediante resolución fundada.


Las audiencias se deben señalar con anticipación no menor de tres días, salvo las razones especiales exijan mayor brevedad.


La presencia del juez en las actuaciones probatorias, el art. 34, inc. 1 dispone que aquel debe asistir a las audiencias de prueba, bajo pena de nulidad, en los supuestos en que la ley lo establece, o cuando cualquiera de las partes lo pida con anticipación no menor de dos días a su celebración. El art. 125, inc. 2, prescribe que en el caso de que las audiencias se hubiesen fijado con una anticipación menor de tres días, la presencia del juez puede ser requerida el día de la audiencia si ella no estuviere impuesta bajo pena de nulidad.


Cuando la prueba deba practicarse  fuera de la sede del juzgado o tribunal, pero dentro del radio urbano, también los jueces deben asistir a las actuaciones de la prueba (art. 381).


Si las diligencias probatorias deben practicarse fuera del radio urbano, pero dentro de la circunscripción judicial, los jueces pueden trasladarse para recibirlas o encomendar la diligencia a las respectivas localidades (art. 382). Se trata, pues, de un caso en el que la delegación está expresamente autorizada .


El CPN en el art. 382 dispone:


Art. 382. Prueba fuera del radio del juzgado. Cuando las actuaciones deban practicarse fuera del radio urbano, pero dentro de la circunscripción judicial, los jueces podrán trasladarse para recibirlas, o encomendar la diligencia a los de las respectivas localidades.


Si se tratare de un reconocimiento judicial, los jueces podrán trasladarse a cualquier lugar de la República donde deba tener lugar la diligencia.


Finalmente el Art. 383 dispone: 


Art. 383. Plazo para el libramiento y diligenciamiento de oficios y exhortos. Las partes, oportunamente, deberán gestionar el libramiento de los oficios y exhortos, retirarlos para su diligenciamiento y hacer saber, cuando correspondiere, en qué juzgado y secretaría ha quedado radicado. En el supuesto de que el requerimiento consistiese en la designación de audiencias o cualquier otra diligencia respecto de la cual se posibilita el contralor de la otra parte, la fecha designada deberá ser informada en el plazo de cinco días contados desde la notificación, por ministerio de la ley, de la providencia que la fijó.


Regirán las normas sobre caducidad de pruebas por negligencia.

En el caso de que la prueba consista en constancias de  otros expedientes judiciales no terminados, la parte debe agregar los testimonios o certificados de las piezas pertinentes, sin perjuicio de la facultad del juez de requerir dichas constancias o los expedientes en oportunidad de encontrarse el expediente en estado de dictar sentencia (art. 376).


Ninguna norma especial contiene el CPN respecto de la forma de notificarse las resoluciones dictadas durante el período probatorio, de manera que aquellas están sometidas al régimen general de la  notificación de oficio los días martes  y viernes, o el siguiente día hábil si alguno de ellos  fuera feriado (art. 133).

Pertinencia, Admisibidad y Atendibilidad de la Prueba.


La prueba es pertinente cuando existe adecuación entre ella y los hechos controvertidos del proceso.  A dicho atributo se refieren el art. 364 CPN en tanto dispone que:  


Art. 364. Pertinencia y admisibilidad de la prueba. No podrán producirse pruebas sino sobre hechos que hayan sido articulados por las partes en sus escritos respectivos.


No serán admitidas las que fueren manifiestamente improcedentes o superfluas o meramente dilatorias.


La admisibilidad de la prueba se relaciona con la legalidad de ésta o con la oportunidad procesal en que se ofrece. En ese orden de ideas una prueba puede ser inadmisible: 


1) Cuando una producción se halla prohibida por la ley; tal ocurre, por ejemplo, con el reconocimiento de las cartas misivas dirigidas a terceros, aunque en ellas se mencione alguna obligación (C.C. art. 1036); con la prueba testimonial tendiente a acreditar que las declaraciones u obligaciones que constan en un documento firmado en blanco no son las que el signatario tuvo intención de hacer o de contratar (art. 1017 C.C.); etc.

 
2) Cuando se ofrece fuera de los plazos que la ley determina; por ejemplo, si se pretende la agregación de la prueba documental no acompañada con la demanda o la contestación, o si se propone  cualquier otra después de transcurridos 10 días desde que quedó firme la providencia de la apertura a prueba.


A diferencia de lo que ocurre con los supuestos de impertinencia, la prueba inadmisible debe ser desestimada por el juez inmediatamente después de su ofrecimiento.


La atendibilidad de la prueba hace a la idoneidad o eficacia de aquella para crear, en un caso concreto, la convicción del juez sobre la verdad de los hechos afirmados por las partes. La atendibilidad supone la previa valoración de la prueba producida en el proceso, y sólo puede surgir, por lo tanto, del contenido de la sentencia final.

La Negligencia en la Producción de la Prueba.


El art. 384 prescribe: 

Art. 384. Negligencia. Las medidas de prueba deberán ser pedidas, ordenadas y practicadas dentro del plazo. A los interesados incumbe urgir para que sean diligenciadas oportunamente.


Si no lo fueren por omisión de las autoridades encargadas de recibirlas, podrán los interesados pedir que se practiquen antes de los alegatos siempre que, en tiempo, la parte que ofreció la prueba hubiese informado al juzgado de las dificultades y requerido las medidas necesarias para activar la producción.


Existe negligencia con la norma transcripta, cuando cualquiera de las partes , por omisión  o error imputables, ocasiona una demora,  injustificada en la producción de la prueba ofrecida. El efecto de la declaración judicial de negligencia consiste en la pérdida del derecho a producir la prueba de que se trate.


La jurisprudencia tiene resuelto que incurre en negligencia: 


1) La parte que, al no realizarse la audiencia de absolución de posiciones  por ella pedida en el día fijado, omite solicitar, dentro de un plazo prudencial, la fijación de la nueva fecha al mismo efecto o no activa la notificación de la audiencia respectiva; 


2) Quien habiendo omitido notificar  a los testigos propuestos la fecha de la primera audiencia, pretende que se celebre la audiencia suplementaria, que reviste carácter excepcional y sólo puede tener lugar el fracaso de la primera obedece a motivos no imputables a la parte interesada; 


3) El litigante que, ante la demora en la contestación de un pedido de informas, omite solicitar la reiteración del oficio respectivo; 


4) El proponente de la prueba pericial que no realiza gestión alguna tendiente a que el perito acepte el cargo; 


5) El litigante que denuncia erróneamente el domicilio de los testigos propuestos y no formula la pertinente rectificación al tener conocimiento del resultado negativo de las notificaciones, etc.


No media negligencia cuando la demora no es imputable a la parte que ofreció la prueba. De allí la excepción que contempla el art. 384 CPN, referente a la omisión de las autoridades encargadas de la recepción de la prueba. Tampoco corresponde la declaración de negligencia cuando se trata de una prueba en común, o sea, ofrecida por ambos litigantes, por que en tal caso la carga de activar su producción pesa sobre cada uno de ellos por igual.

 
Cabe agregar: 

1) La acusación de negligencia suspende la realización de la prueba cuestionada, por lo que no es dado llevarla adelante hasta tanto el incidente quede decidido por resolución firme; 


$
 hubiere producido y agregado antes de vencido el plazo para contestarlo. También, y sin sustanciación alguna, si se acusare negligencia respecto de la prueba de posiciones y de testigos antes de la fecha y hora de celebración de la audiencia, o de peritos, antes de que hubiese vencido el plazo para presentar la pericia.
En estos casos, la resolución del juez será irrecurrible. En los demás, quedará a salvo el derecho de los interesados para replantear la cuestión en la alzada, en los términos del artículo 260, inc.2.

Por consiguiente, toda vez que medie declaración de negligencia, la parte afectada puede, en oportunidad de ser remitido el expediente a la cámara con motivo de la apelación de la sentencia definitiva, replantear ante ese tribunal la respectiva cuestión y pedir que se reciba, en segunda instancia, la prueba sobre la que haya versado la declaración de negligencia.

Apreciación de la Prueba.

Generalidades.


La doctrina reconoce la existencia de dos sistemas fundamentales en lo que concierne a la apreciación de la prueba: el de la prueba legal (o tasada) y el de libre apreciación del juez (o de la prueba racional).


La eficacia de los distintos medios probatorios se halla fijada mediante reglas vinculantes para el juez, quien debe atenerse a ellas con prescindencia de su convicción personal.  Su origen  histórico se remonta al primitivo derecho germánico en el cual, la prueba no tenía por objeto formar la convicción del juez, sino obtener, a través de ciertas experiencias, la manifestación de la voluntad divina.



Posteriormente, el llamado proceso común o romano canónico acusó notablemente la influencia de dicho sistema, que vino a sustituir, en importante medida, al sistema romano de la libre convicción del juez. En materia testimonial, por ejemplo, la regla en cuya virtud un testigo intachable hacía media prueba y uno sospechoso, en tanto que un testigo intachable más uno sospechoso establecían más de media prueba.


Paulatinamente, la legislación fue apartándose de esas reglas probatorias y se orientó en el sentido de acordar a los jueces mayor libertad de apreciación.


El sistema de la prueba legal no ha sido excluido de los códigos modernos, que contiene diversas reglas tendientes a determinar, por anticipado la eficacia de ciertos elementos probatorios. En nuestro ordenamiento jurídico constituyen aplicaciones de tal sistema el principio en cuya virtud los actos para los cuales se han prescripto exclusivamente una clase de instrumento público carecen de eficacia si no se ha observado esa formalidad; la plena fe que hacen los instrumentos públicos respecto de ciertas circunstancias; la prohibición de probar por testigos los contratos que tengan por objeto una cantidad superior a cierta cantidad de dinero. Constituyen también manifestaciones del sistema de la prueba legal el carácter vinculante de la confesión expresa; las limitaciones impuestas a la prueba testimonial por razón de la edad o del parentesco, etc.

Sistema Vigente.


El sistema de apreciación que, como regla, ha adoptado el CPN, es el denominado de la “sana crítica”.dice el art. 386: 


Art. 386. Apreciación de la prueba. Salvo disposición legal en contrario, los jueces formarán su convicción respecto de la prueba, de conformidad con las reglas de la sana crítica. No tendrán el deber de expresar en la sentencia la valoración de todas las pruebas producidas, sino únicamente de las que fueren esenciales y decisivas para el fallo de la causa.


A demás se remite en particular a las reglas de la sana crítica, en materia de presunciones (art. 163, inc. 5) y respecto de la prueba testimonial y pericial (arts. 456 y 477). 


Art. 456. Idoneidad de los testigos. Dentro del plazo de prueba las partes podrán alegar y probar acerca de la idoneidad de los testigos. El juez apreciará, según las reglas de la sana crítica, y en oportunidad de dictar sentencia definitiva, las circunstancias y motivos que corroboren o disminuyan la fuerza de las declaraciones.


Art. 477. Eficacia probatoria del dictamen. La fuerza probatoria del dictamen pericial será estimada por el juez teniendo en cuenta la competencia del perito, los principios científicos o técnicos en que se funda, la concordancia de su aplicación con las reglas de la sana crítica, las observaciones formuladas por los consultores técnicos o los letrados, conforme a los artículos 473 y 474 y los demás elementos de convicción que la causa ofrezca.


La expresión sana critica proviene de la ley de enjuiciamiento civil española de 1855.


Las reglas de la sana crítica entendidas como normas de criterio fundadas en la lógica y en la experiencia, no constituyen un sistema intermedio entre el de las pruebas legales y el de la libre convicción, sino un modo particular de designar al sistema de la libre apreciación de la prueba.  


UNIDAD 10. MEDIOS DE PRUEBA.

Concepto y Naturaleza de la Prueba de Confesión.

El testimonio, al que Carnelutti define como el acto humano dirigido a representar un hecho no presente, incluye las declaraciones que pueden prestar tanto las partes como los terceros ajenos al proceso. Según sea uno u otro caso, estaremos en presencia de la prueba de confesión o de la prueba de testigos.


Dentro de la categoría  del testimonio, la confesión es la declaración que hace una parte respecto de la verdad de hechos pasados, relativos a su actuación personal, desfavorables para ella y favorables para la otra parte. Este concepto, requiere algunas aclaraciones: 

1º) La confesión debe versar sobre hechos y no sobre el derecho. El juez debe aceptar los términos de la confesión, no pudiendo realizar actividad alguna que comporte una verificación de su exactitud, en lo que concierne a la materialidad de los hechos sobre los cuales recae la declaración, más no respecto de la calificación jurídica que a esos hechos asigna el confesante.

2º) Solo puede tener como objeto hechos pasados. Una declaración formulada sobre hechos presentes puede constituir, eventualmente, una pericia o el contenido de un documento, pero no comporta una confesión.

3º) Este medio probatorio debe recaer sobre hechos personales o de conocimiento del confesante.

4º) Los hechos sobre los que versa la confesión deben ser, por último, desfavorables al declarante y favorables a la otra parte.


Gran parte de la doctrina erigen en requisito de la confesión la necesidad de quien la presta tenga cabal conocimiento de que mediante ella suministra una prueba a su contrario.


Así como la admisión releva al actor de la carga de la prueba respecto de los hechos admitidos, la confesión prestada por cualquiera de las partes es suficiente para que el juez tenga por existentes los hechos que han sido objeto de ella, sin necesidad de que se produzcan otras pruebas. De allí que la prueba constituya la prueba más importante y eficaz que existe en el proceso civil.


Solo pueden confesar quienes gozan de capacidad para disponer del respectivo derecho, la confesión solo puede ser revocada cuando concurre alguno de los vicios del consentimiento.

Confesión, Admisión y Reconocimiento.


Aunque a veces se considera a la admisión de los hechos como una especie de confesión (confesión espontánea), existen entre ambas instituciones las siguientes diferencias: 

1º) La admisión es un acto que solo puede provenir del demandado, la confesión puede ser prestada por cualquiera de las partes.

2º) La admisión puede referirse a cualquier clase de hechos, en tanto que la confesión solo puede versar sobres hechos personales del confesante.

3º) La admisión constituye un acto procesal de alegación, la confesión es un medio de prueba.


De acuerdo con el Art. 718 del Cód. Civil, el reconocimiento es la declaración por la cual una persona reconoce que está sometida a una obligación respecto de otra. El reconocimiento comporta la admisión de que se ha operado un efecto jurídico (exigibilidad de la prestación), él supone la confesión de los hechos que han producido ese efecto, pues mal puede admitirse este último si no se admite también la causa (hechos) que lo han determinado.


El reconocimiento constituye una especie dentro del género confesión: puede existir confesión sin reconocimiento, pero no reconocimiento sin confesión.

Confesión y Convención.


Mientras que la confesión solo puede versar sobre hechos pasados, la convención tiene por objeto hechos presentes. Además la confesión comporta la admisión de una obligación ya contraída, en tanto que la convención determina el nacimiento de una obligación.


No obstante puede ocurrir que, por vía de la confesión, las partes persigan la creación de una obligación inexistente con el fin de perjudicar a un tercero. Aquí la confesión involucra una verdadera convención y cabe incluso la posibilidad de que el juez, comprobada la mala fe de las partes, prescinda de aquella como elemento probatorio.

Sujetos de la Prueba de Confesión.


Solo las partes pueden ser sujetos de la prueba de confesión. A la calidad de parte debe ir unida la capacidad procesal, la aptitud legal para el ejercicio de que se trate. Son las reglas referentes a la capacidad e incapacidad de hecho las que corresponde aplicar para determinar la capacidad del confesante.


Los menores de 21 años carecen de capacidad para confesar, debiendo hacerlo en su lugar sus padres o tutores siempre, desde luego, que la confesión no comporte una violación de las limitaciones que el Cód. Civil impone a la patria potestad y a la tutela. Los menores adultos, cuando son autorizados por sus padres o por el juez a comparecer en juicio pueden ser sujetos directos de la prueba de confesión. También pueden confesar cuando son parte de un juicio laboral.


En representación de los dementes y sordomudos que no saben darse a entender por escrito, deben confesar los curadores que se les nombre.


Los menores emancipados tienen capacidad para confesar con respecto a todos los actos de administración. En cuanto a los actos de disposición, la tienen cuando tratándose de bienes adquiridos a título gratuito, han obtenido la correspondiente autorización.


La mujer casada tiene plena capacidad y la confesión que preste en cualquier clase de juicio es plenamente eficaz.


Por el efecto del desapoderamiento de sus bienes que sufren los concursados y fallidos, carece de eficacia la confesión que pudieren prestar respecto de esos bienes.

Objeto de la Prueba de Confesión.

Ya se ha adelantado que la confesión debe versar sobre hechos pasados, personales, desfavorables al confesante y favorables a la otra parte. Solo resta añadir que esos hechos deben ser: 1º) controvertidos, pues no cabe producir prueba alguna sino sobre los hechos respecto de los cuales no hubiere conformidad entre las partes; 2º) verosímiles, o sea conformes a las leyes de la naturaleza; 3º) no excluidos expresamente por la ley como materia de confesión.


El derecho no puede ser objeto de la prueba de confesión, salvo que se trate de acreditar la existencia de una ley extranjera, porque esta, se halla asimilada a un hecho. La jurisprudencia ha admitido la confesión para probar la interpretación dada por las partes al derecho nacional en oportunidad de celebrar un contrato.

Clases o Formas de la Confesión.

La doctrina clasifica a la confesión en: judicial o extrajudicial; espontánea o provocada; expresa o tácita; simple, calificada o compleja; divisible o indivisible.


Llámese judicial a la que se presta en juicio y con arreglo a las formalidades pertinentes. La validez de este tipo de confesión requiere que ella haya sido presentada ante el juez que interviene en la causa. Es extrajudicial la que se presta fuera del juicio. A ella se refiere el Art. 425 del CPN.


Según medie o no requerimiento judicial para prestarla, la confesión puede ser espontánea o provocada.


Es expresa la que importa un reconocimiento terminante y categórico de los hechos respectivos. Este tipo de confesión reviste carácter vinculante para el juez y es, en principio, irrevocable. La tácita es cuando se infiere de actitudes asumidas por el litigante contra quien se pide la prueba: tales son su incomparecencia, sin alegar justa causa, a la audiencia fijada para la absolución de posiciones, su negativa a contestar categóricamente o sus respectivas evasivas. Es susceptible de destruirse mediante prueba en contrario.


La confesión es simple cuando se reconoce lisa y llanamente, sin salvedades el hecho afirmado por la parte contraria; es calificada cuando, reconociéndose el hecho, se agrega un hecho no independiente que modifica o limita sus alcances; y es compleja, cuando reconociéndose el hecho, y agregándose asimismo otro hecho que modifica o limita sus alcances, ambos hechos resultan separables o independientes.


La clasificación precedente se halla vinculada a la divisibilidad o indivisibilidad  de la confesión. Es divisible cuando quien propuso la prueba puede hacerla valer en la parte que lo favorece, correspondiendo al confesante la prueba del hecho agregado al principal. Solo es divisible la confesión compleja.

Absolución de Posiciones.

Concepto.

 Así se denomina a la confesión prestada en juicio, con arreglo a las formalidades legales, y con motivo del requerimiento formulado por una de las partes. Se llama ponente a quien ofrece este medio de prueba, y absolvente a quien debe prestar la confesión. La absolución de posiciones constituye una confesión judicial y provocada.


No obstante este último carácter y la circunstancia de que la incomparecencia del litigante citado a absolver posiciones, su negativa a contestar o sus respuestas evasivas autorizan al juez a tenerlo por confeso, la institución analizada no es violatoria de la garantía constitucional según la que nadie puede ser obligado a declarar contra sí mismo, art. 18 de la Constitución, solo tiene vigencia en el proceso penal.

Oportunidades en que Puede Solicitarse.


En la oportunidad establecida para el ofrecimiento de prueba, según el tipo de proceso, prescribe el Art. 404 del CPN, cada parte podrá exigir que la contraria absuelva, con juramento de decir verdad, posiciones concernientes a la cuestión que se ventila.


La precedente disposición elimina el tratamiento diferencial que acordaba la norma en su versión primitiva a la absolución de posiciones en el tratamiento ordinario, ya que permitía ofrecerla tanto inmediatamente después de contestada la demanda, cuanto dentro de los 10 días primeros contados desde que adquiere firmeza la mencionada providencia.


En el proceso sumario la absolución debe proponerse en los escritos de demanda, reconvención y contestación de ambas, Art. 486 y 490 del CPN. La misma regla rige en el proceso sumarísimo, excluida la posibilidad de ofrecer la prueba en el escrito de reconvención, o en el de contestación a esta, pues dichos actos no proceden en este tipo de proceso.

Art. 408. Posiciones sobre incidentes. Si antes de la contestación se promoviese algún incidente, podrán ponerse posiciones sobre lo que sea objeto de aquél.


El incidente a que alude el Art. ha de ser una excepción previa, en cuyo supuesto las posiciones deben ser ofrecidas en el escrito en que aquella se proponga, Art. 350 del CPN, y tendrá lugar en la audiencia que el juez designe para recibir las demás pruebas ofrecidas. Si se trata de un proceso sumario, las posiciones relativas a una excepción previa deben ser pedidas en el escrito de contestación a la demanda o reconvención.


Con respecto al proceso ordinario, el CPN solo autoriza a utilizar este medio probatorio una vez en cada instancia: en la primera, en la oportunidad ya mencionada en el Art. 404; y en alzada, en el supuesto del Art. 260 inciso 4, y sobre hechos que no han sido antes objeto de posiciones. La innovación que registra el CPN con respecto al código derogado, consiste en la eliminación de las segundas posiciones en primera instancia, con referencia a los hechos o documentos aducidos, Art. 137 CPN. Por lo tanto, las posiciones relativas a tales hechos o documentos deberán pedirse en segunda instancia.


En los procesos sumario y sumarísimo, la absolución de posiciones únicamente puede pedirse en primera instancia y una sola vez, Art. 274 y 490.


La absolución de posiciones no puede ser solicitada como prueba anticipada en las diligencia preliminares, por cuanto el Art. 326 del CPN, prescribe que solo puede pedirse en proceso ya iniciado.

Sujetos de la Absolución de Posiciones.


Cualquiera de las partes tiene la facultad de solicitar que su contraria absuelva posiciones. Corresponde también a cada uno de los litisconsortes, quienes, sin embargo, no puede poner posiciones a los litigantes que actúan en su misma posición, pues estos no revisten el carácter d partes contrarias. Se ha decidido que es admisible el pedido de posiciones entre litisconsortes que sustenten derechos distintos.


El sustituto procesal y los terceros, son también como partes, titulares de la mencionada facultad.


Cualquiera de las partes puede ser llamada a absolver posiciones. La carga se extiende  a cada uno de los litisconsortes, a los terceros intervinientes y al sustituto procesal.


El Art. 405 del CPN prevé:

Art. 405. Quiénes pueden ser citados. Podrán, asimismo, ser citados a absolver posiciones:

1.Los representantes de los incapaces por los hechos en que hayan intervenido personalmente en ese carácter.

2.Los apoderados, por hechos realizados en nombre de sus mandantes, estando vigente el mandato; y por hechos anteriores cuando estuvieren sus representados fuera del lugar en que se sigue el juicio, siempre que el apoderado tuviese facultades para ello y la parte contraria lo consienta.

3.Los representantes legales de las personas jurídicas, sociedades o entidades colectivas, que tuvieren facultad para obligarlas.


En el caso de ser varios los representantes, al ponente corresponde la facultad de elegir entre cualquiera de ellos. Con miras a asegurar la eficacia de la prueba el Art. 406 del CPN otorga a la persona jurídica, sociedad o entidad colectiva, la facultad de oponerse dentro del quinto día de notificada de la audiencia, a que absuelva posiciones el representante elegido por el ponente, debiendo para ello alegar que aquel no intervino personalmente o no tuvo conocimiento directo de los hechos; indicar el nombre del representante que absolverá posiciones y dejar constancia de que dicho representante está notificado de la audiencia, a cuyo efecto este también debe suscribir el escrito. Esta sustitución de la persona que ha de absolver posiciones debe ser aceptada por el juez sin sustanciación alguna. El Art. Además prevé que cuando no se formule oportunamente, o hecha la opción, si el absolvente manifiesta que ignora los hechos, se tendrá por confesa a la parte que represente.


El CPN en su Art. 407 dispone que cuando litigare la Nación, una provincia, una municipalidad o repartición nacional, municipal o provincial, la declaración deberá requerirse por oficio al funcionario facultado por la ley para representarla, bajo apercibimiento de tener por cierta la versión de los hechos contenida en los pliegos, si no es contestado dentro del plazo que el tribunal fije o no lo fuera en forma clara y categórica, afirmando o negando. Esta norma no excluye la obligación de los funcionarios públicos de comparecer personalmente  a absolver posiciones cuando se trate de procesos en los cuales sean partes directas.

El Pliego de Posiciones.

Se llama así al conjunto de afirmaciones que el ponente debe formular a fin de que el absolvente se expida sobre ellas en oportunidad de comparecer a la audiencia que el juez señale al efecto. Las posiciones deben ser: 

1º) Formuladas por escrito, Art. 410 CPN. El pliego deberá ser entregado en secretaría media hora antes de la fijada para la audiencia, en sobre cerrado, al que se le pondrá cargo.

2º) Claras y concretas, Art. 411 CPN.

3º) Relativas, cada una de ellas, a un solo hecho (norma citada). Esto no obsta a que se admita la posición que verse sobre más de un hecho, cuando estos se encuentren íntimamente vinculados entre sí, y la posición sea clara y concreta.

4º) Redactadas en forma asertiva. Este requisito, exigido por el Art. 411 del CPN se justifica fácilmente si se tiene en cuenta que, debiendo ser las respuestas del absolvente afirmativas o negativas, no existe otra manera de obtener ese resultado.

5º) Relativas a puntos controvertidos que se refieran a la actuación personal del absolvente. Cada posición importa para el ponente, el reconocimiento del hecho al que se refiere. Dado que cada posición comporta la afirmación de un hecho por parte del ponente, tal afirmación hace prueba contra el aún cuando el absolvente negare el hecho. De acuerdo con dicho proceso, el juez puede modificar de oficio y sin recurso alguno de orden y los términos de las posiciones propuestas por las partes, sin alterar su sentido, así como eliminar las que fuesen manifiestamente inútiles.

Procedimiento para el Examen del Absolvente.

Art. 409. Forma de la citación. El que deba declarar será citado por cédula, bajo apercibimiento de que si dejare de comparecer sin justa causa será tenido por confeso en los términos del artículo 417.


La cédula deberá diligenciarse con tres días de anticipación por lo menos. En casos de urgencia debidamente justificada ese plazo podrá ser reducido por el juez, mediante resolución que en su parte pertinente se transcribirá en la cédula; en este supuesto la anticipación en su diligenciamiento no podrá ser inferior a un día.

La parte que actúa por derecho propio será notificada en el domicilio constituido.

No procede citar por edictos para la absolución de posiciones.



La Ley 22.434 reemplazó el texto del Art. 409 del CPN, citado precedentemente. En esta nueva redacción el Art. Cubre la omisión de que adolecía la norma en su versión originaria con respecto al lapso que debe mediar entre la recepción de la cédula y la fecha de audiencia, previendo la posibilidad de que el plazo correspondiente se reduzca en caso de urgencia debidamente justificada.


Aclara asimismo que el litigante que actúa por derecho propio debe ser notificado en el domicilio constituido, en el supuesto de intervenir por medio de representante, debe ser notificado en el domicilio real.


En el caso de desconocerse el domicilio real del absolvente, cabe formular una distinción sobre la base de que la ignorancia respecto de ese extremo sea anterior o posterior a la iniciación del proceso. En el primer supuesto el CPN ha desechado expresamente la posibilidad de que se practique la notificación por medio de edictos. En el segundo caso, la notificación debe practicarse, como regla general, en el último domicilio real denunciado en el expediente. Si la parte no hubiese denunciado dicho domicilio, la audiencia se le notificará en el domicilio procesal constituido, y a falta también de este, por ministerio de la ley.


Cuando el absolvente se domicilie o resida fuera de la sede del juzgado y no sea procedente la absolución de posiciones por el apoderado, solamente podrá declarar por oficio o exhorto librado a las autoridades judiciales correspondientes,  cuando su domicilio esté a más de 300 Km. del asiento del juzgado.


En caso de enfermedad del que debe declarar, el juez o uno de los miembros de la Corte o de las cámaras, se trasladará al domicilio o lugar que se encuentre el absolvente, donde se llevará a cabo la absolución, en presencia de la otra parte o de su apoderado.


La enfermedad debe justificarse con anticipación suficiente a la audiencia mediante certificado médico, en el que se debe consignar la fecha, el lugar donde s encuentra el enfermo y el tiempo que durará el impedimento para concurrir al tribunal. En caso de que el ponente impugne el certificado, el juez debe ordenar el examen por un médico forense, y si se comprobase que pudo comparecer, las posiciones se declararán absueltas en rebeldía. De acuerdo con el régimen actual, las posiciones deben declararse absueltas en rebeldía tanto en el caso de acreditarse la falsedad del impedimento como en el caso de que, habiéndose dispuesto  celebrar la audiencia en dicho lugar, el absolvente se hallare ausente de el.


El Art. 409 del CPN prevé una sola citación al absolvente, la que debe practicarse bajo apercibimiento de que, si dejare de comparecer sin justa causa, será tenido por confeso.


El apercibimiento no puede hacerse efectivo cuando aquel acredita que su incomparecencia obedeció a justa causa. Los motivos que la fundan, librados a la apreciación del juez, deben ser invocados antes de la hora señalada para que tenga lugar la declaración. 


Si se hallare pendiente la absolución la parte que tuviere que ausentarse del país debe requerir al juez que anticipe la audiencia. Si no formulare oportunamente dicho pedido la audiencia se llevará a cabo y se tendrá a dicha parte por confesa si no compareciere. Acreditada la necesidad de viaje, la imposibilidad de anticipar la fecha de la audiencia también configura justa causa que obsta a la confesión ficta.


Prescribe el Art. 410 del CPN que si la parte que pidió las posiciones no compareciere sin justa causa, ni hubiese dejado pliego, y compareciere el citado, perderá el derecho de exigirlas. La negligencia del ponente no puede declararse sin este, no obstante su inasistencia al acto, ha acompañado con anticipación el pliego de posiciones, posibilitando de tal manera el examen del absolvente.


La audiencia de absolución de posiciones debe comenzar con el juramento o promesa de decir la verdad del absolvente. La negativa a formular tales manifestaciones puede autorizar eventualmente, a tenerlo por confeso.


El absolvente responderá por si mismo de palabra y en presencia del contrario, si asistiese, sin valerse de consejos de ni de borradores, pero el juez podrá permitirle la consulta de anotaciones o apuntes cuando debe referirse a nombres, cifras u operaciones contables o cuando así lo aconsejaran circunstancias especiales. No se interrumpirá el acto por falta de dichos elementos, a cuyo efecto el absolvente deberá concurrir a la audiencia munido de ellos.


Dispone el Art. 413 del CPN, que cuando las posiciones se refieran a hechos personales las contestaciones deben ser afirmativas o negativas, pudiendo el absolvente agregar las explicaciones que estime necesarias. En razón de que las posiciones deben de redactarse en forma asertiva, las respuestas del absolvente deben ser por sí o por no, sin perjuicio de lo que pueda agregar a título aclaratorio. Cuando el absolvente manifieste no recordar el hecho acerca del que se le pregunta, el juez lo tendrá por confeso en la sentencia, siempre que las circunstancias hagan inverosímil esa contestación.


El absolvente puede negarse a responder fundado en que una o más de las posiciones que se le dirigen: 1º) no versen sobre los hechos controvertidos del proceso; 2º) se refieran a hechos que no pueden ser objeto de la prueba de confesión; 3º) se formulen en contravención a los requisitos legales. El primer supuesto plantea un problema  pertinencia de la prueba de absolución, que el Art. 414 del CPN resuelve de la siguiente forma: 

Art. 414. Posición impertinente. Si la parte estimare impertinente una pregunta, podrá negarse a contestarla en la inteligencia de que el juez podrá tenerla por confesa si al sentenciar la juzgare procedente. De ello sólo se dejará constancia en el acta, sin que la cuestión pueda dar lugar a incidente o recurso alguno.


La pertinencia de la prueba debe apreciarse en virtud de la sentencia definitiva. Corresponde dejar constancia en el acta, de las razones en que se funda la negativa a contestar las posiciones, a fin de resolver en definitiva en oportunidad de dictarse sentencia, sin que la cuestión pueda dar lugar a incidente o recurso alguno.


La solución es distinta en los supuestos 2º) y 3º). Ellos se relacionan con la admisibilidad de la prueba y autorizan un procedimiento judicial inmediato, sea admitiendo o desechando la posición o posiciones de que se trate. El juez puede eliminar de oficio y sin recurso alguno las posiciones que fuesen manifiestamente inútiles.


Las declaraciones serán extendidas por el secretario a medida que se presten conservando, el lenguaje de los que hubieren declarado. Terminado el acto el juez la hará leer, y preguntará a las partes si tienen algo que agregar o rectificar.

Preguntas Recíprocas.


Las partes, prescribe el Art. 415 del CPN, podrán hacerse recíprocamente las preguntas y observaciones que juzgaren convenientes, con autorización o por medio del juez. Este podrá también interrogarlas de oficio, sobre todas las circunstancias que fueren conducentes a la averiguación de la verdad.


En la misma audiencia de absolución de posiciones, por lo tanto cuadra la posibilidad de que ambas partes se dirijan preguntas recíprocamente, sea para aclarar el sentido de una posición o para precisar el alcance de una respuesta. Estas preguntas no deben formularse como las posiciones, en forma afirmativa, sino como interrogaciones tendientes a eliminar cualquier oscuridad o imprecisión en el contenido de las posiciones o de las respuestas. También el juez, de oficio, puede interrogar ambas partes, aunque sin esa limitación.


En nuestro medio, y pese a los beneficios que puede brindar este tipo de interrogatorio en punto al esclarecimiento de la verdad de los puntos controvertidos, raramente los jueces y litigantes hacen uso de la facultad que les confiere el mencionado Art.

Fuerza Probatoria de la Confesión.

Efectos de la Confesión Expresa.


Esta, prestada en juicio, constituye en principio plena prueba de la verdad de los hechos que han sido materia de ella y no es susceptible de destruirse mediante prueba en contrario, aunque puede revocarse en el caso de resultar acreditado que fue prestada por error, dolo o violencia. Dice el Art. 423 del CPN: 

Art. 423. Efectos de la confesión expresa. La confesión judicial expresa constituirá plena prueba, salvo cuando: 

1.Dicho medio de prueba estuviere excluido por la ley respecto de los hechos que constituyen el objeto del juicio, o incidiere sobre derechos que el confesante no puede renunciar o transigir válidamente.

2. Recayere sobre hechos cuya investigación prohíba la ley.

3.Se opusiere a las constancias de instrumentos fehacientes de fecha anterior, agregados al expediente.
Las circunstancias en los dos primeros incisos remiten a requisitos de admisibilidad de la confesión en general. La situación que contempla el último parece contradecir lo manifestado, en el sentido de que la confesión judicial expresa no es susceptible de destruirse mediante prueba en contrario. Se trata de una excepción al tratamiento privilegiado que, como principio, la ley otorga a la confesión expresa, ya que si frente a una ostensible contradicción entre la declaración confesoria y la contenida en un documento público o privado reconocido y agregado al expediente, el juez debiese otorgar referencia a la primera, desconocería, por un lado, la plena fe que a ese tipo de documentos atribuyen los Art. 955 y 1026 del Cód. Civil, y renunciaría concientemente, por otro lado, al esclarecimiento d la verdad objetiva.

La Confesión Ficta: Concepto y Efectos.


Prescribe el Art. 417 del CPN:

Art. 417. Confesión ficta. Si el citado no compareciere a declarar dentro de la media hora de la fijada para la audiencia, o si habiendo comparecido rehusare responder o respondiere de una manera evasiva, el juez, al sentenciar, lo tendrá por confeso sobre los hechos personales, teniendo en cuenta las circunstancias de la causa y las demás pruebas producidas.


En caso de incomparecencia del absolvente, aunque no se hubiere extendido acta se aplicará lo establecido en el párrafo anterior, si el ponente hubiere presentado oportunamente el pliego de posiciones y el absolvente estuviere debidamente notificado.


Resulta que el juez se halla autorizado para tener por confeso al litigante, que citado para absolver posiciones bajo apercibimiento, dejare de concurrir, sin justa causa, o al que compareciendo, rehusare responder o lo hiciera de una manera evasiva.


En el primer supuesto, incomparecencia del absolvente, constituyen requisitos de la confesión ficta no solo que la citación se haya practicado bajo apercibimiento, y que no medie una causa que justifique la inasistencia, sino que se haya agregado al expediente el pliego de posiciones.


En el segundo supuesto, a raíz de la modificación introducida por la Ley 22434, ya no es necesario repetir bajo apercibimiento las posiciones respecto de las cuales medien aquellas circunstancias. En ambos casos la confesión ficta tiene lugar aunque la parte interesada no lo pida expresamente.


Produce los mismos efectos que la confesión expresa en cuanto hace a la admisión de los hechos contenidos en la posición o posiciones de que se trate, pero a diferencia de aquella, es susceptible de desvirtuarse mediante prueba en contrario.

Confesión Extrajudicial.

Requisitos.

Es aquella que se presta fuera del juicio, y se halla sometida a los mismos requisitos de la confesión judicial en lo que respecta a la capacidad del confesante y al objeto sobre el cual puede recaer.


El Art. 425 del CPN dispone que la confesión hecha fuera del juicio, escrita o verbalmente, frente a la parte o a su representante, obliga en el proceso siempre que esté acreditada por los medios de prueba establecidos por la ley. La norma excluye la admisibilidad de la prueba de testigos cuando no hubiere principio de prueba por escrito, pero tal exclusión debe considerarse circunscripta al caso de que la confesión entrañe el reconocimiento de una obligación y esta tenga por objeto una cantidad que exceda la tasa legal. La prueba testimonial es admisible si la confesión versa sobre simples hechos o sobre una obligación cuyo monto sea inferior a dicha tasa.

Efectos.

La confesión extrajudicial hecha frente a la parte contraria o a su representante constituye plena prueba respecto de los hechos sobre los cuales versó y, por lo tanto, releva a la parte a cuyo favor se ha formulado, de la carga de producir otros medios probatorios.

Revocabilidad de la Confesión.

Causales.


La voluntad del agente constituye una  de los requisitos de todo acto procesal. Es sabido que los actos procesales producen consecuencias jurídicas en la medida en que se hayan cumplido, a su respecto, las formalidades prescriptas por la ley, con prescindencia de las motivaciones subjetivas que los determinan. De allí que como regla, se excluya la aplicabilidad, a los actos procesales, de las normas que el Cód. Civil contiene acerca de los vicios del consentimiento. Se admite una excepción en el caso de la confesión, en virtud del tratamiento privilegiado que la ley confiere a su eficacia probatoria.

Forma de Obtener la Revocación.

La confesión, sea judicial o extrajudicial, es susceptible de revocarse cuando ha sido prestada por error de hecho u otros vicios susceptibles de anular el conocimiento. Sin embargo, tales vicios, como todos los que pueden afectar los actos procesales, deben alegarse y probarse en la forma y oportunidad específicamente previstas por la ley, pues de lo contrario se presumen consentidos. Cualquiera de las causales susceptibles de invalidar la confesión debe ser hecha valer en la forma y modos establecidos con respecto a las nulidades procesales, con prescindencia de los plazos de prescripción previstos en el Cód. Civil.

Divisibilidad de la Confesión.

Se dijo que solo es divisible la confesión compleja, o sea aquella en que el hecho agregado por el confesante es separable del hecho reconocido. En cambio, tanto la simple como la calificada son indivisibles, lo cual significa que la parte que quiere aprovecharse de ella no puede aceptar lo que fuere favorable y rechazar lo que fuere perjudicial.

 Incidencia sobre la Causa de la Prueba.

Mientras en la confesión  compleja incumbe al confesante la carga de la prueba del hecho añadido al principal, en la calificada es la parte interesada en la prueba quien, para aprovecharse de ella, debe probar la falsedad del hecho añadido.


Luego de disponer que, en caso de duda, la confesión debe interpretarse a favor de quien la hace, el Art. 424 del CPN establece que aquella es indivisible salvo cuando:

Art. 424. Alcance de la confesión. En caso de duda, la confesión deberá interpretarse en favor de quien la hace.

La confesión es indivisible, salvo cuando:

1.El confesante invocare hechos impeditivos, modificativos o extintivos, o absolutamente separables, independientes unos de otros.

2.Las circunstancias calificativas expuestas por quien confiesa fueren contrarias a una presunción legal o inverosímiles.

3. Las modalidades del caso hicieren procedente la divisibilidad.

El último inciso acuerda a los jueces un margen de apreciación frente a aquellos supuestos en los cuales la prueba de confesión no puede ser rigurosamente encuadrada dentro de los tipos antes mencionados, o deba ser necesariamente apreciada en función de actitudes asumidas por las partes, sea en el proceso en el cual se ha prestado o en otro proceso.

El Perjurio.

Es la situación que se configura cuando alguna de las partes incurre en falsedad al contestar, bajo juramento, una posición formulada por su adversario. La Ley 2, título 7, libro IV de la Recopilación Castellana, reproducida en la novísima Recopilación, disponía que quien a sabiendas perjuró, si fuera el actor pierde la causa y si fuera el reo sea habido por confeso.


En el régimen actual el CPN no contiene una norma relativa al perjurio, aunque su eventual configuración unida a los restantes elementos de juicio que ofrezca la causa, puede ser tenida en cuenta en la sentencia definitiva, sea para calificar la conducta del litigante a los efectos de las sanciones previstas en el Art. 45, o como argumento de prueba a fin de juzgar la procedencia de la pretensión o de la oposición.

Prueba de Presunciones.

Concepto y Clasificación.

Se definen siguiendo a Pothier como las consecuencias que la ley o un juez deducen de un hecho conocido para afirmar un hecho desconocido. Comporta un razonamiento que, partiendo de un hecho determinado ( indicio), y de conformidad con la experiencia referente al orden normal de las cosas, permite afirmas la existencia del hecho que se desea probar.


Las presunciones pueden ser: legales y simples o judiciales. Las legales pueden ser a su vez, iuris tantum o iure et de iure. Unas y otras tiene en común que dispensan a la parte beneficiada por la presunción de la carga de probar el hecho deducido por la ley. Pero mientras que las primeras tienen el efecto de invertir la carga de la prueba, transfiriéndola a la parte contraria, las segundas no admiten prueba alguna.


Las presunciones simples, llamadas también judiciales o del hombre, se encuentran libradas al criterio del juez cuyas conclusiones deben ser fijadas de acuerdo con los principios de la sana crítica.


La ley procesal enuncia requisitos que condicionan la fuerza probatoria de las presunciones como garantía tendiente  a evitar la absoluta discrecionalidad judicial.


El Art. 163, inciso 5º del CPN, dispone que las presunciones no establecidas por la ley constituirán prueba cuando se funden en hechos reales y probados y cuando por su número, precisión, gravedad y concordancia, produjeren convicción según la naturaleza del juicio, de conformidad con las reglas de la sana crítica. Por lo tanto, es necesario para admitir el valor probatorio de las presunciones: 

1º) Que el hecho o indicio del cual parte el razonamiento se encuentre debidamente comprobado.

2º) Que las presunciones sean: a) varias; b) graves, aptas para producir la convicción del juez sobre la verdad del hecho; c) precisas, que el hecho productor de la presunción sea susceptible de interpretarse en un único sentido, pues aquella no puede admitirse cuando el respectivo razonamiento conduce a dos o más resultados distintos; d) concordantes, que formen entre sí un todo coherente y natural.


Se discute si las presunciones constituyen o no medios de prueba. En sentido afirmativo se pronuncian entre otros, De la Plaza y Guasp. La mayor parte de la doctrina lo hace de manera contraria y sostienen que: a) las presunciones legales no configuran medios probatorios, sino reglas jurídicas sustanciales que gravitan, en el proceso sobre la carga de la prueba, sea por la inversión o exención de la correspondiente actividad. B) Las presunciones simples tampoco constituyen medios de prueba y son el resultado de las operaciones intelectuales que el juez realiza en oportunidad de dictar sentencia, basándose en hechos  indiciarios que se han demostrado, a su vez, merced a la utilización de otros medios probatorios. Se trata no de medios, sino de argumentos de prueba.

Reconocimiento Judicial.

Concepto y Naturaleza.

Se denomina reconocimiento o examen judicial a la percepción sensorial directa efectuada por el juez o tribunal sobre cosas, lugares o personas, con el objeto de verificar sus cualidades, condiciones o características.  Algunos códigos provinciales denominan a este medio probatorio “inspección ocular” o “inspección judicial”.


El Art. 479 del CPN autoriza al juez o tribunal a ordenar, de oficio o a pedido de parte, el reconocimiento judicial de lugares o cosas.


La cosa sobre la que versa el reconocimiento no configura en sí misma una prueba sino un instrumento probatorio del cual cabe extraer un dato (fuente de prueba) que, cotejado con los hechos controvertidos (objeto de prueba), permitirán al juez convencerse de la existencia o inexistencia de estos.


El reconocimiento judicial constituye una medida potestativa para el juez, que puede decretarla o denegarla aún en el supuesto que las partes lo soliciten y que, por lo mismo, no cabe recurso alguno contra la respectiva resolución.

Procedimiento.

Prescribe el Art. 479 del CPN: 

Art. 479. Medidas admisibles. El juez o tribunal podrá ordenar, de oficio o a pedido de parte:

1.El reconocimiento judicial de lugares o de cosas.

2.La concurrencia de peritos y testigos a dicho acto.

3.Las medidas previstas en el artículo 475.


Al decretar el examen se individualizará lo que deba constituir su objeto y se determinará el lugar, fecha y hora en que se realizará. Si hubiere urgencia, la notificación se hará de oficio y con un día de anticipación.


La última parte del precepto tiene en cuenta la naturaleza de esta medida de prueba y la necesidad que puede existir de que se practique con la mayor premura.


La medida debe ser realizada personalmente por el juez, pues de ello depende su eficacia.


El reconocimiento judicial también está incluido entre las medidas preliminares, lo que resulta razonable si se tiene en cuenta que aquel puede revestir el carácter de una medida conservatoria indispensable.


Fuera de este supuesto el reconocimiento debe solicitarse, como las demás medidas probatorias, dentro de los primeros diez días del plazo de prueba en el proceso ordinario y en los escritos de constitución del proceso en los procesos sumarios y sumarísimos, pero el juez puede diferir su diligenciamiento hasta la oportunidad en que la causa se encuentre en estado de sentencia.


A la diligencia, dispone el Art. 480 del CPN, asistirá el juez o los miembros del tribunal que este determine. Las partes podrán concurrir con sus representantes y letrados.


La ley rodea al acto de una garantía de control y publicidad, evitando así que aquel se convierta en una simple expresión del reconocimiento privado del juez. En el acta deben hacerse contar las impresiones que el juez reciba, así como también las observaciones que las partes formulen; lo cual se justifica, tanto para que al sentenciar se recuerde fielmente lo que se haya visto y expuesto, cuanto para que el tribunal de segunda instancia tome el conocimiento que necesite, sin perjuicio de que decrete otra inspección.

 Prueba de Testigos.

Concepto.

Los testigos son las personas físicas, distintas de las partes, que deben declarar sobre sus percepciones o deducciones de hechos pasados.


Las personas jurídicas carecen de aptitud para percibir o deducir hechos, no pueden ser llamadas a declarar como testigos.


Tampoco pueden serlo las partes, cuyo testimonio debe rendirse mediante la absolución de posiciones, aunque es admisible que un litigante, a fin de acreditar un hecho propio, ofrezca como testigo a uno de sus litisconsortes.


Objeto de esta clase de prueba no son solamente los hechos que el testigo ha conocido a través de su percepción sensorial, sino también los hechos que aquel ha deducido de sus percepciones. Importa destacar que las deducciones o ilaciones lógicas relatadas por el testigo valen como hechos subjetivos personales suyos, y como expresión de lo que objetivamente debe estimarse como consecuencia de determinados hechos.


Ello no obsta a que las deducciones que el testigo haya extraído de sus percepciones solo fuesen posibles a raíz de conocimientos técnicos, en cuyo caso estaríamos en presencia de un testigo – perito.

Reglas de Admisibilidad.

Es respecto de los hechos donde la prueba de testigos reviste mayor trascendencia, en los que resulta insusceptible de reemplazarse por otros elementos probatorios. Por ello, salvo lo dispuesto en relación con el nacimiento, el matrimonio y la defunción de las personas, deben probarse mediante la copia del acta correspondiente y siempre que no medie una expresa prohibición legal, la admisibilidad de la prueba de testigos no reconoce limitaciones en tanto se trate de acreditar simples hechos.


En materia de contratos, el Art. 1193 del Cód. Civil establece: “Los contratos que tengan por objeto una cantidad de más de diez mil pesos, deben hacerse por escrito y no pueden ser probados por testigos”.


La norma se refiere a la prueba de la existencia misma del contrato, y no comprende los supuestos en que se discutan cuestiones de hecho vinculadas, como son las referentes a la determinación de su naturaleza o alcance, a la forma en que corresponde cumplirlos, etc.


La prueba de testigos no es admisible, cuando se trata de acreditar una modificación o ampliación del contenido del contrato.


El principio que consagra el Art. 1193 reconoce:

1º) Cuando media imposibilidad de obtener la prueba designada por la ley.

2º) Cuando existe principio de prueba por escrito en los contratos que pueden hacerse por instrumento privado.

3º) Cuando una de las partes hubiese recibido alguna prestación y se negase a cumplir el contrato.

4º) Cuando la cuestión versare sobre los vicios de error, dolo, violencia, simulación, fraude o falsedad del instrumento donde constare el contrato.

Clasificación de los Testigos.

Los testigos pueden clasificarse desde dos puntos de vista: el de la admisibilidad y el de la eficacia o atendibilidad de su testimonio. Un testigo es admisible cuando la ley no prohíbe su declaración. Si media una prohibición legal, el testigo comprendido en ella se denomina excluido. Un testigo es atendible, cuando su declaración es idónea para crear la convicción del juez sobre la verdad de los hechos a que aquella se refiere.


Los testigos excluidos pueden subclasificarse según que la ley  prohíba que sean citados a declarar: a) en cualquier juicio; b)  en contra o favor de ciertas personas; c) respecto de determinados actos. En la primera clasificación se hallan comprendidos los menores de catorce años. A la segunda se refiere el Art. 427, en tanto dispone que no podrán ser ofrecidos como testigos los consanguíneos o afines en línea directa, ni el cónyuge aunque estuviere separado legalmente. El fundamento de esta norma reside en la conveniencia de preservar la solidaridad familiar. En la tercera hipótesis se hallan comprendidos los testigos de un instrumento público, quienes no pueden ser llamados a declarar en tanto su testimonio tenga por objeto, contradecir o variar el contenido del instrumento.


En relación con todos los supuestos mencionados, el juez puede desestimar de oficio y sin sustanciación el ofrecimiento de prueba testimonial que no sea admisible, o de testigos cuya declaración no proceda por disposición de la ley.


Los testigos son atendibles o inatendibles de acuerdo con la valoración que el juez haga de su testimonio en oportunidad de dictar sentencia definitiva.

Número de Testigos.

Dispone el Art. 430 del CPN que los testigos no podrán exceder  de ocho por cada parte, si se hubiese propuesto un número mayor, se citará a los ocho primeros y luego, el juez de oficio o a petición de parte, podrá disponer la recepción de otros testimonios entre los propuestos.


Cualquiera sea el número de testigos propuestos o examinados el juez puede disponer de oficio la declaración testimonial de personas mencionadas por las partes en los escritos de constitución del proceso, o cuyo conocimiento acerca de hechos conducentes resulte de la producción de otras pruebas.

Procedimiento para el Examen del Testigo.

a) Citación: una vez señalados por el juez el día y la hora en que tendrán lugar las declaraciones de los testigos, deben ser citados por cédula, cuyo diligenciamiento debe hacerse con tres días de anticipación. En ella debe transcribirse las disposiciones referentes a la obligación de comparecer y las sanciones de que el testigo puede ser pasible en caso de no cumplirla, Art. 433 del CPN.

Agrega el Art. 434 que el testigo será citado por el juzgado, salvo cuando la parte que lo propuso asumiere la carga de hacerlo comparecer; en este caso, si el testigo no concurriese sin justa causa, de oficio o a pedido de parte y sin sustanciación, se lo tendrá por desistido.

La Ley 22.434 agregó al Art. 426: los testigos que tengan domicilio fuera del lugar de asiento del tribunal, pero dentro de un radio de 70 Km., están obligados a comparecer para prestar declaración, si lo solicitare la parte que lo propone y el testigo no justificare imposibilidad para concurrir.

La imposibilidad de traslado debe ser alegada por el testigo o por la parte que lo propuso con anticipación suficiente a la fecha designada para recibir la declaración, procede que aquel deponga ante la autoridad judicial de su domicilio, a la que debe remitirse el pertinente oficio o exhorto.

b) Recepción: al referirse a las audiencias de prueba, y salvo la destinada a la absolución de posiciones y la audiencia preliminar, el CPN dispone que los jueces deben asistir a ellas, bajo pena de nulidad si cualquiera de las partes lo pidiere con anticipación no menor de dos días, o el mismo día, cuando la audiencia se hubiere fijado con antelación menor de tres días.

c) Fecha de las declaraciones: por razones de concentración procesal, el Art. 431 del CPN establece que el juez mandará a recibir la prueba testimonial en la audiencia que señalará para el examen, en el mismo día, de todos los testigos, agregando, que cuando el número de testigos ofrecidos por las partes permitiere suponer la imposibilidad de que todos declaren en la misma fecha, se señalarán tantas audiencias como fueren necesarias, determinando cuales testigos depondrán en cada una de ellas.

d) Orden de las declaraciones: Los testigos, dice el Art. 439 del CPN, estarán en un lugar desde no puedan oír las declaraciones de los otros. Serán llamados sucesiva y separadamente, alternándose los del actor con los del demandado.

e) Apertura del acto: si las partes estuviesen presentes, dice el Art. 438, el juez o secretario, podrá pedirles las explicaciones que estimare necesarias sobre los hechos. Esta tiene por objeto evitar que los testigos sean inducidos a error por preguntas imprecisas o incorrectamente formuladas, y acuerda el juez la facultad de modificar los términos en que aquellas se hallan concebidas.

f) Juramento: antes de declarar, el Art. 440 del CPN dispone, que los testigos prestarán juramento o formularán promesa de decir la verdad, a su elección, y serán informados de las consecuencias penales a que pueden dar lugar las declaraciones falsas o reticentes.

El juramento o promesa de decir la verdad constituye un requisito esencial de la declaración del testigo y su omisión, puede ocasionar la nulidad de la prueba. Si el testigo se niega a prestar juramento, caben distinguir dos situaciones:  si las partes están de acuerdo en que se omita el cumplimiento de dicho requisito, la declaración será válida; si no media tal conformidad, la negativa debe considerarse como una negativa a prestar declaración, que hace incurrir al testigo en el delito de desobediencia.

g) Interrogatorio preliminar: prescribe el Art. 411 que aunque las partes no lo pidan, los testigos serán siempre preguntados: 1º) por su nombre, estado civil, edad, profesión y domicilio; b) si es pariente por consaguinidad o por afinidad de alguna de las partes   y en que grado; 3º) si tiene interés directo o indirecto en el pleito; 4º) si es amigo íntimo o enemigo; 5º) si es dependiente, acreedor o deudor de alguno de los litigantes o si tiene algún otro género de relación con ellos.

Las preguntas a que se refiere la norma, que suelen denominarse generales de la ley, tienen por objeto: 1º) identificar al testigo, determinar si es la misma persona que fue oportunamente ofrecida como tal; 2º) verificar si no se trata de un testigo excluido; 3º) valorar, en su oportunidad, la idoneidad o atendibilidad de su testimonio.

h) Examen de los testigos: Una vez que ha prestado juramento y ha sido examinado de las generales de la ley, debe ser interrogado libremente por el juez o por quien lo reemplace legalmente, acerca de lo que sabe de los hechos controvertidos con sujeción al interrogatorio propuesto. El juez pude modificar, de oficio y sin recurso alguno, el orden y los términos de las preguntas propuestas por las partes, sin alterar su sentido, y eliminar las que sean manifiestamente inútiles. Puede también prescindir de continuar interrogando al testigo cuando las preguntas que se propongan o las respuestas dadas demuestren que es ineficaz proseguir la declaración. Concluido el examen cabe dos posibilidades: 1º) que la parte que propuso al testigo amplíe verbalmente el interrogatorio, en cuyo caso las preguntas correspondientes serán consignadas en el acta y contestada por el testigo a medida que se le formulen, sin perjuicio de la facultad acordada al juez por el Art. 442; 2º) que la parte contraria formule repreguntas al testigo, observándose las mismas formas que en supuesto anterior.

i) Interrupciones: a título de medida disciplinaria determina el Art. 446 del CPN que a quien interrumpiese al testigo en su declaración podrá imponérsele una multa que no exceda de la suma que la norma fija, y en caso de reiteración incurrirá en el doble de la multa, sin perjuicio de las sanciones que correspondieren.

j) Permanencia: después que prestaren declaración los testigos permanecerán en la sala del juzgado hasta que concluya la audiencia, a no ser que el juez dispusiese lo contrario. Lo prescribe el Art. 447 del CPN como arbitrio destinado a evitar que se comuniquen con los testigos que aún no hubiesen declarado, y de facilitar el eventual careo en caso de mediar contradicciones. Si por cualquier circunstancia, algún testigo hubiere presenciado la declaración del otro, no obsta para que a su vez preste declaración, sin perjuicio de la facultad del juez para apreciar en su oportunidad la fuerza probatoria de ese testimonio en función de dicha circunstancia.

k) Falso testimonio: si las declaraciones ofrecieren indicios graves de falso testimonio u otro  delito, el juez podrá decretar la detención de los presuntos culpables, remitiéndolos a disposición del juez competente, a quien se enviará también testimonio de lo actuado, Art. 449 del CPN. La facultad judicial a que se refiere la norma solo puede ejercerse respecto  de los testigos presentes, en caso contrario, el juez debe limitarse a remitir los antecedentes a la justicia penal.

l) Reconocimiento de lugares: si el reconocimiento de algún sitio contribuyese a la eficacia del testimonio, podrá hacerse en él, el examen de los testigos, Art. 451 del CPN, Puede realizarse a petición de parte o de oficio.

m) Careo: consiste en la declaración simultánea de dos testigos que ya han sido examinados y que han declarado diversamente sobre los mismos hechos, y tiene por objeto, a través de la discusión, lograr el esclarecimiento de la verdad. El Art. 448 del CPN autoriza no solo el careo entre testigos, sino también entre estos y las partes frente a aquellos casos en los que se advierten contradicciones entre las declaraciones testimoniales y las declaraciones de los litigantes en su absolución de posiciones. Si por residir los testigos y las partes en distintos lugares el careo fuere dificultoso o imposible, el juez pude disponer declaraciones por separado de acuerdo con el interrogatorio que el formule. El careo constituye una medida cuya realización depende del arbitrio del juez, quien puede o no decretarla aunque medie pedido de parte.

n) Declaraciones fuera de la jurisdicción del juzgado: dispone el Art. 453 del CPN que en estos casos, en el escrito de ofrecimiento de prueba se acompañará el interrogatorio y se indicarán los nombres de las personas autorizadas para el trámite del exhorto u oficio, quienes deben ser abogados o procuradores de la matrícula de la jurisdicción en el tribunal requerido, excepto cuando por las leyes locales estuviesen autorizadas otras personas, pudiendo los comisionados sustituir la autorización. Prescribe además que el interrogatorio debe quedar a disposición de la parte contraria, la que puede, dentro del quinto día, proponer preguntas. El juez examinará los interrogatorios, pudiendo eliminar las preguntas superfluas y agregar las que considere pertinentes. No cabe la posibilidad d que la parte proponente de la prueba inserte nuevas preguntas relacionadas con las propuestas por la otra parte, pues el ciclo se cierra con el examen judicial de ambos interrogatorios. De acuerdo con lo mencionado por el Art. 454, el juez fijará el plazo dentro del cual la parte que ofreció la prueba debe informar acerca del juzgado en el que ha quedado radicado el exhorto y la fecha de la audiencia, bajo apercibimiento de tenerlo por desistido.

o) Prueba de oficio: la Ley 22.434 reemplazó el texto del Art. 452 del CPN por el siguiente: 

Art. 452. Prueba de oficio. El juez podrá disponer de oficio la declaración en el carácter de testigos, de personas mencionadas por las partes en los escritos de constitución del proceso o cuando, según resultare de otras pruebas producidas, tuvieren conocimiento de hechos que puedan gravitar en la decisión de la causa.


Asimismo, podrá ordenar que sean examinados nuevamente los ya interrogados, para aclarar sus declaraciones o proceder al careo.


La norma transcripta no limita la facultad judicial a la citación de aquellos testigos mencionados por las partes en los escritos de demanda, reconvención o contestación de ambas, que son los escritos de constitución del proceso, sino que amplía dicha facultad a la citación de las personas que, por su conocimiento de los hechos, hayan sido indicadas por los testigos propuestos por las partes e incluso por estas en oportunidad de absolver posiciones o de declarar en los términos del Art. 415.

La Obligación de Comparecer a Prestar Declaración.

La comparencia del testigo que ha sido citado a declarar constituye una obligación, cuyo incumplimiento puede traer aparejada la imposición de sanciones de índole procesal y penal.


El Art. 431 del CPN  prescribe que si la prueba testimonial fuese admisible en el caso, el juez debe mandar recibirla en la audiencia que se señalará para el examen, en el mismo día, de todos los testigos. El juzgado preverá una audiencia supletoria con carácter de segunda citación, en fecha próxima, para que declaren los testigos que faltaren a las audiencias preindicadas. Al citar al testigo deben notificársele ambas audiencias, con la advertencia de que si faltare a la primera, sin causa justa, se lo hará comparecer a la segunda por medio de la fuerza pública y se le impondrá una multa cuyo importe oscile entre el mínimo y el máximo que el precepto determine.


Dispone el Art. 432 del CPN que a pedido de parte y sin sustanciación alguna, se tendrá por desistida del testigo a la parte que lo propuso si: 1º) no hubiere activado la citación del testigo y este no hubiera asistido por esa razón; 2º) no habiendo comparecido aquel a la primera audiencia, sin invocar causas justificadas, no requiriere oportunamente las medidas de compulsión necesarias; 3º) fracasada la segunda audiencia por motivos no imputables a la parte, esta no solicitare audiencia dentro del quinto día. Resulta así claro que la segunda audiencia reviste carácter excepcional y estrictamente supletorio, de manera tal que si la primera no se celebra por motivos  imputables a la parte interesada, como es la falta de oportuna citación, se pierde el derecho a la realización de aquella. La audiencia complementaria, en otras palabras solo rige respecto del testigo que, debidamente notificado, no concurrió por su culpa, pero no para aquel que no fue notificado o no fue traído por la parte que sumió la carga de hacerlo comparecer. En segundo lugar cuadra observar que el ejercicio de la facultad de solicitar una tercera audiencia está condicionada no solo al requisito de que el litigante interesado haya extremado las diligencias para que los testigos sean notificados de las dos fechas fijadas para su declaración, sino también al de que, fracasada la primera audiencia por incomparecencia injustificada del testigo resulte comprobado que el fracaso de la segunda no obedeció a motivos imputables al litigante. Por ello se ha resuelto reiteradamente que incurre en negligencia la parte que, frente al fracaso de la primera audiencia por incomparecencia no justificada del testigo, omitió realizar las diligencias necesarias para que se librase el oficio compulsorio.


También prescribe el Art. 437 del CPN que cuando la parte que ofrece el testigo no concurre a la audiencia por sí o por apoderado, y no deja interrogatorio,  debe tenérsela por desistida de aquel, sin sustanciación alguna. Debe tenerse por desistida a la parte que propuso al testigo domiciliado fuera de la jurisdicción del juzgado, en el caso que contempla el Art. 454 al que se ha hecho referencia.


Cuando alguno de los testigos se hallare imposibilitado de comparecer o tuviera alguna otra razón atendible a juicio del juez para no hacerlo, se lo examinará en su casa, ante el secretario, presentes o no las partes, según las circunstancias. La enfermedad debe justificarse con anticipación suficiente a la audiencia, mediante certificado médico, pero si se comprueba que pudo comparecer, el testigo será pasible de una multa cuyo monto debe fijarse entre determinadas sumas.


El Art. 435 del CPN establece que, además de las causas de justificación de la inasistencia libradas a la apreciación judicial, lo serán las siguientes: 1º) Si la citación fuera nula; 2º) Si el testigo hubiese sido citado con intervalo menor al dispuesto en el Art. 433 (tres días), salvo que la audiencia se hubiera anticipado por razones de urgencia y constare en el texto de la cédula esa circunstancia.


En razón de la naturaleza de las funciones que desempeñan, ciertas personas se hallan excluidas de la obligación de comparecer a prestar declaración testimonial, debiendo hacerlo mediante informes que le son requeridos por el juez de la causa o por el juez a quien se ha encomendado el diligenciamiento de la prueba.


El CPN no enumera cuales son las personas exceptuadas de esta obligación, dejando librada dicha enumeración a la reglamentación de la Corte Suprema. Dispone que esos testigos declararán por escrito, con la manifestación de que lo hacen bajo juramento o promesa de decir la verdad, dentro del plazo que fije el juzgado, debiendo entenderse que no excederá de diez días si no se lo hubiese indicado especialmente. La parte contraria  a la que ofreció el testigo podrá presentar un pliego de preguntas a incluir en el interrogatorio.

Obligación de Declarar y de Decir la Verdad.

El testigo no solo tiene la obligación de comparecer, sino también la de prestar declaración. Sin perjuicio d las sanciones procesales que caben en caso de incomparecencia, el Art. 2463 del Cód. Penal sanciona el incumplimiento de las dos obligaciones mencionadas en tanto dispone que será reprimido con prisión de quince días a un mes el que siendo legalmente citado como testigo  se abstuviese de comparecer o de prestar declaración o exposición respectiva. Pesa sobre el testigo la obligación de decir la verdad, pues el mismo código reprime con prisión de uno a cinco años al testigo que afirmase una falsedad o negare o callare la verdad, hechos estos que, autorizan al juez ante quien se presta la declaración para decretar la detención del testigo presuntamente culpable remitiéndolo a disposición de la justicia penal.


La obligación de declarar admite excepción, según el Art. 444 del CPN:

1º) Si la respuesta expusiere al testigo a enjuiciamiento penal o comprometiera su honor.

2º) Si el testigo no pudiere responder sin revelar un secreto profesional, militar, científico, artístico o industrial.


En ninguno de los casos, el testigo será eximido de la obligación de comparecer a la citación del juzgado, recién cuando se le formule la pregunta o preguntas respectivas que aquel puede abstenerse de contestarlas mediante la invocación de alguna de las circunstancias previstas en la norma mencionada.


En ambas hipótesis la negativa a declarar por razón de concurrir cualquiera de aquellas circunstancias, constituye una cuestión de conciencia individual.

Nulidad de la Prueba Testimonial.

El CPN no contiene ninguna norma que prevea específicamente la nulidad de dichas declaraciones. Corresponde atenerse a los principios generales del Art. 169. Sería procedente la nulidad de la declaración si la audiencia se hubiese llevado a cabo sin la presencia del juez y se hubiese formulado el pedido a que se refiere el Art. 34 inciso 1º, o el acto careciera de algunos de los requisitos indispensables para la obtención de su finalidad. La nulidad no podrá declararse si, pese a la irregularidad del acto, dicha finalidad se logra.


La declaración de nulidad de la prueba testimonial es inadmisible si el impugnante estuvo presente en la audiencia respectiva y suscribió el acta sin formular objeción alguna. Si la parte interesada en la prueba no concurrió a la audiencia en contravención a los requisitos legales, se halla facultada para impugnar la validez del acto mediante incidente que debe promover dentro del plazo establecido en el Art. 170.

Apreciación de la Prueba Testimonial.

Régimen Legal.


El código derogado enumeraba causales que los litigantes podían hacer valer para invalidar o disminuir el valor de las declaraciones de los testigos. Esas tachas se dividían en absolutas o relativas. Las primeras restaban todo valor a la declaración, aunque no impedían que esta tuviese lugar, aquel efecto se producía una vez acreditada y declarada la existencia de alguna de las circunstancias que el código calificaba como tales: enajenación mental, ebriedad, etc; las segundas que se fundaban en ciertas circunstancias susceptibles de comprometer la imparcialidad del testigo, quedaban libradas a la apreciación del juez, quien podía en la sentencia admitir o desechar la correspondiente declaración de conformidad con las reglas de la sana crítica.


La Ley 14.237 derogó las normas que regulaban el sistema de tachas así como la clasificación en absolutas o relativas, y concedió al juez amplias facultades para valorar, conforme  a las reglas de la sana crítica, la fuerza probatoria de las declaraciones testimoniales.


El Art. 456 del CPN reproduce, sustancialmente, la norma contenida en el art. 32 de dicha ley, y dispone que dentro del plazo de prueba, las partes podrán alegar y probar acerca de la idoneidad de los testigos. L juez apreciará, según las reglas de la sana crítica, y en oportunidad de dictar sentencia, las circunstancias y motivos que corroboren o disminuyan las fuerzas de sus declaraciones.


La norma remite exclusivamente a la apreciación que de ella los jueces formulen, en cada caso concreto, de acuerdo con las reglas de la lógica, los principios científicos y las máximas de experiencia.

El Testigo Único.

Tampoco es compatible el sistema de la sana crítica con la vigencia del conocido principio testis unus testis nullus, que consagraron las Leyes de Partida por influencia del Derecho Canónico. Tanto la doctrina como la jurisprudencia, actualmente, consideran que aquella máxima es inaplicable y que la declaración de un testigo único puede fundar una sentencia si merece fe de acuerdo con la aplicación de las reglas de la sana crítica, y sin perjuicio de que la valoración de la prueba se efectúe, en tal caso, con mayor estrictez.

Prueba Pericial, de Presunciones y de Reconocimiento Judicial.

Prueba Pericial. Concepto.

Acontece, que la explicación o comprobación de ciertos hechos controvertidos n el proceso, requiere conocimientos técnicos ajenos al saber específicamente jurídico del juez. De allí la necesidad de que este último sea auxiliado, , en la apreciación de esa clase de hechos, por personas que posean conocimientos especiales en alguna ciencia, arte o industria y a quienes se denomina peritos. La prueba pericial consiste en la actividad que aquellos deben cumplir con la mencionada finalidad. El Art. 475 del CPN establece que será admisible la prueba pericial cuando la apreciación de los hechos controvertidos, requiera conocimientos especiales en alguna ciencia, arte, industria, o actividad técnica especializada.


Los peritos están llamados a informar al juez acerca de las consecuencias que de acuerdo con su saber y experiencia técnica, deben extraerse de los hechos sometidos a su observación. Esta idea sirve para determinar las siguientes circunstancias que caracterizan la posición del perito frente al testigo: a) mientras que el testigo declara sobre hechos percibidos o realizados fuera y con independencia del proceso, el perito informa sobre hechos percibidos en ocasión de aquel; b) en tanto que el testigo debe declarar sobre lo que ha visto u oído, el perito debe formular deducciones sobre los hechos percibidos. Si bien la declaración testimonial puede versar sobre las deducciones del testigo, estas valen solamente como hechos subjetivos, pero no como conclusiones objetivas; c) en virtud de la relación especial que generalmente tiene el testigo con el hecho, aquel es, como regla, insustituible. El perito es, en cambio, sustituible o fungible, pues sus conocimientos son comunes a todos aquellos que integran el sector de su especialidad técnica.

Requisitos y Clases.

Si la profesión estuviere reglamentada, dice el Art. 464 del CPN, el perito deberá tener título habilitante en  la ciencia, arte, industria, o actividad técnica especializada a que pertenezcan las cuestiones acerca de las cuales deba expedirse. Constituye un requisito condicionado a las circunstancia de que la respectiva profesión s halle reglamentada, como ocurre con las profesiones de ingeniero, agrimensor, agrónomo, médico, etc.


Agrega sobre el punto el mismo Art. Que en caso contrario o cuando no hubiere en el lugar del proceso perito con título habilitante podrá ser nombrado cualquier persona con conocimiento en la materia.


Fuera de la exigencia del título o de suficiente idoneidad técnica, el CPN no contiene restricciones de edad o de sexo para desempeñar el cargo de perito. Cabe la designación, en ese carácter, de una corporación académica o institución cultural. A petición de parte o de oficio, dice el Art. 476, el juez podrá solicitar opinión a Universidades, academias, corporaciones, institutos y entidades públicas o privadas de carácter científico o técnico, cuando el dictamen pericial requiriese operaciones o conocimientos de alta especialización.


La función pericial no constituye una carga pública y el perito puede rehusarse a aceptar su designación. Distinta es la situación del perito que, habiendo aceptado el cargo, rehusare dar su dictamen.


La prueba pericial puede ser voluntaria o necesaria, según que las partes recurran a ella espontáneamente  o la ley la imponga, como ocurre para la determinación de la edad en ausencia de otra prueba, para la declaración de incapacidad o el cese de ella por insana o sordomudez, para la partición judicial en las sucesiones, etc.


Aún cuando el juez posea conocimientos técnicos en la materia de que se trate, necesariamente debe ser auxiliado por peritos cuando esta prueba fuere de rigor, ya que solo de esa manera cuentan las partes con la posibilidad de controlar, con objetividad, como se ha formado la convicción judicial.

Número de Peritos.


El Art. 458 del CPN prescribe que la prueba pericial estará a cargo de un perito único designado de oficio por el juez salvo cuando una ley especial establezca un régimen distinto. 


El Art. 458 prevé dos excepciones. Una se refiere a los procesos de declaración de incapacidad y de inhabilitación, a cuyo respecto el Art. 626 impone la designación de oficio de tres médicos psiquiatras o legistas. La otra concierne a los juicios por nulidad de testamento, en los cuales el juez se halla facultado para nombrar de oficio tres peritos si lo considera conveniente en razón de la importancia y complejidad del asunto.


Agrega el Art. 458 que si los peritos fuesen tres, el juez les impartirá las directivas sobre el modo de proceder para realizar las operaciones tendientes a la producción y presentación del dictamen.

Los Consultores Técnicos.


El Art. 458 acuerda a cada una de las partes la facultad de designar un consultor técnico. Debe ser una persona especializada en alguna ciencia, arte industria, o actividad técnica, se diferencia del perito en sentido estricto, en la circunstancia de que, mientras este reviste carácter de un auxiliar del juez o tribunal y, por lo tanto, adquiere su condición procesal a raíz del nombramiento judicial y de la subsiguiente aceptación del cargo, el consultor técnico es un verdadero defensor de la parte, quien lo designe para que la asesore en los ámbitos de la técnica ajenos al específico saber jurídico. A diferencia del perito, no debe ser designado por el juez, sino por la parte, salvo cuando mediando litisconsorcio, sus integrantes no concuerden en su designación, en cuyo caso incumbe al juez desinsacular (no ya nombrar) a uno de los propuestos.


El consultor técnico, prescribe el Art. 461, podrá ser reemplazado por la parte que lo designó: el reemplazante no podrá pretender una intervención que importe retrogradar la práctica de la pericia. El reemplazo debe tenerse por configurado a través de la mera manifestación de la parte, sin se requiera conformidad de la otra ni decisión judicial alguna, bastando con que el juez tenga presente dicha manifestación. 


Los honorarios del consultor técnico integran la condena de costas, pero su pago se halla a cargo exclusivo de la parte que lo designó si, impugnada por el adversario la procedencia de la prueba, de la sentencia resulta que aquella no constituyó uno de los elemento de convicción coadyuvantes para la decisión, o la otra parte manifestó su carencia de interés en la pericia.

Proposición y Determinación de los Puntos de la Pericia.


Al ofrecer la prueba pericial, dispone el Art. 459 del CPN, se indicará la especialización que ha de tener el perito y se propondrán los puntos de pericia; si la parte ejerciere la facultad de designar consultor técnico, deberá indicar su nombre, profesión, y domicilio. La otra parte podrá formular la manifestación a que se refiere el Art. 478 o proponer otros puntos que a su juicio deban constituir también objeto de prueba y observar la procedencia de los mencionados por quien la ofreció. Si se hubiesen  presentado otros puntos de pericia u observado la procedencia de los propuestos por la parte que ofreció la prueba, se otorgará traslado a esta.


La prueba pericial, en el proceso ordinario, debe ofrecerse con la anticipación determinada en la resolución que fija la fecha de la audiencia preliminar, correspondiendo que en un único escrito se indique la especialización que ha de tener el perito, se propongan los puntos de pericia y se designe el consultor técnico. De ese escrito debe conferirse traslado a la otra parte por el plazo de cinco días, quien, al contestarlo puede manifestar su desinterés en la prueba, u objetar su admisibilidad, o bien, proponer otros puntos de pericia.


Si se trata de un proceso sumario, el ofrecimiento debe realizarse, cumpliéndose los mismos requisitos, en los escritos de demanda, reconvención y contestación de ambas. En el caso de ofrecerse la prueba en el escrito de demanda, el demandado puede en el escrito de contestación, proponer otros puntos de pericia y observar la procedencia de los mencionados por el actor. Ocurrido esto corresponde conferir traslado al actor por el plazo de cinco días. La ley no provee el caso de que la prueba pericial se ofrezca en el escrito de contestación de la demanda, debe concluirse que configurado aquel, corresponde conferir traslado por cinco días al actor a fin de que ejerza las facultades mencionadas, debiendo correrse al demandado, por el mismo plazo, traslado del escrito pertinente.


Igual procedimiento corresponde en el trámite sumarísimo, con la variante de que los traslados deben conferirse por el plazo de tres días.


En los juicios ejecutivos corresponde formular el ofrecimiento de la prueba pericial en los escritos de oposición de excepciones y de contestación a estas.

Art. 460. Determinación de los puntos de pericia. Plazo. Contestado el traslado que correspondiere según el artículo anterior o vencido el plazo para hacerlo, el juez designará el perito y fijará los puntos de pericia, pudiendo agregar otros o eliminar los que considere improcedentes o superfluos, y señalará el plazo dentro del cual el perito deberá cumplir su cometido. Si la resolución no fijare dicho plazo se entenderá que es de quince días.


Las funciones que la norma otorga al juez deben ejercerse en la audiencia preliminar prevista en el Art. 360, y esa circunstancia autoriza a concluir que, cuando en el proceso ordinario se ofrece prueba pericial, en la providencia de apertura a prueba el juez debe fijar un plazo suficientemente amplio a fin de que los diversos actos de parte contemplados en el Art. 459 se cumplan con suficiente antelación a la fecha de la mencionada audiencia.


En los procesos sumarios, sumarísimo, y ejecutivo, el perito debe presentar su dictamen  con anticipación de cinco días al acto de audiencia de prueba.

La resolución a la que alude la norma es irrecurrible, pero en el caso de que el juez decida eliminar puntos de pericia por considerarlos improcedentes o superfluos, es aplicable, tratándose de procesos ordinarios o sumarios, el régimen de replanteo previsto por el Art. 479 del CPN.

Que las partes hayan arribado a un acuerdo sobre los puntos de pericia, no excluye la posibilidad de que el juez elimine los que considere improcedentes o superfluos o de que agregue los que estime convenientes.

Procedimiento.

a) Notificación, aceptación del cargo y juramento: el perito debe aceptar el cargo dentro del tercer día de notificado su designación. Dicha aceptación, es facultativa, tiene lugar ante el oficial primero, mediante levantamiento de acta en el expediente, en la cual también debe hacerse constar  que el perito ha prestado juramento o formulado promesa de desempeñar fielmente el cargo, en el caso de no tener título habilitante. La citación debe efectuarse por cédula u otro medio autorizado por el código.

La cámara debe determinar el plazo durante el cual quedarán excluidos de la lista peritos que reiterada  e injustificadamente se hubieran negado a aceptar el cargo, o incurrieren en alguna de las causales de remoción del Art. 470 del CPN.

b) Recusación: el perito podrá ser recusado por justa causa, dentro del quinto día de notificado el nombramiento por ministerio de la ley. El plazo se reduce a tres días en los procesos sumario y sumarísimos. En caso de ser admitida la recusación, dice el Art. 468 del CPN, el juez de oficio reemplazará el perito recusado, sin otra sustanciación.

c) Práctica de la prueba: dispone el Art. 471 que la pericia estará a cargo del perito designado por el juez, agregando que los consultores técnicos, las partes y sus letrados podrán presenciar las operaciones técnicas que se realicen y formular las consideraciones que consideraren pertinentes.
 

d) Obligación del perito de expedirse: será removido el perito que, después de haber aceptado el cargo renunciare sin motivo atendible, rehusare a dar su dictamen o no lo presentare oportunamente. El juez de oficio nombrará otro en su lugar y lo condenará a pagar los gastos de la diligencias frustradas y los daños y perjuicios ocasionados a las partes, si estas lo reclamasen. El reemplazado perderá el derecho a cobrar honorarios.

El perito también puede ser reemplazado cuando no acepta el cargo o no concurre dentro del plazo fijado. Pero esta situación es diferente a la que contempla la norma, pues como la aceptación es facultativa, la actitud del perito no lo hace incurrir en responsabilidad alguna.

e) Dictamen pericial y puntos de pericia: dispone el Art. 472 del CPN que el perito presentará su dictamen por escrito, con copias para las partes. Contendrá la explicación de las operaciones técnicas realizadas y de los principios científicos en que se funde. Los consultores técnicos de las partes dentro del plazo fijado al perito podrán presentar por separado sus respectivos informes, cumpliendo los mismos requisitos.

f) Traslado, explicaciones y nueva pericia: expresa el Art. 473 del CPN:

Art. 473. Traslado. Explicaciones. Nueva pericia. Del dictamen del perito se dará traslado a las partes, que se notificará por cédula. De oficio o a instancia de cualquiera de ellas, el juez podrá ordenar que el perito dé las explicaciones que se consideren convenientes, en audiencia o por escrito, atendiendo a las circunstancias del caso.


Si el acto se cumpliere en audiencia y los consultores técnicos estuvieren presentes, con autorización del juez, podrán observar lo que fuere pertinente; si no comparecieren esa facultad podrá ser ejercida por los letrados.


Si las explicaciones debieran presentarse por escrito, las observaciones a las dadas por el perito podrán ser formuladas por los consultores técnicos o, en su defecto, por las partes dentro de quinto día de notificadas por ministerio de la ley. La falta de impugnaciones o pedidos de explicaciones u observaciones a las explicaciones que diere el perito, no es óbice para que la eficacia probatoria del dictamen pueda ser cuestionada por los letrados hasta la oportunidad de alegar con arreglo a lo dispuesto por el artículo 477.


Cuando el juez lo estimare necesario podrá disponer que se practique otra pericia, o se perfeccione o amplíe la anterior, por el mismo perito u otro de su elección.


El perito que no concurriere a la audiencia o no presentare el informe ampliatorio o complementario dentro del plazo, perderá su derecho a cobrar honorarios, total o parcialmente.

El pedido de explicaciones tiene por objeto aclarar algún punto oscuro, completar una aseveración brevemente expuesta o suplir alguna omisión en que hubieren incurrido los peritos al redactar el dictamen, siendo facultativo para el juez acceder al mencionado pedido.

Si bien las circunstancias de no haberse impugnado la pericia, requerido explicaciones o formulado observaciones a las explicaciones dadas por el perito no obstan a que tales alegaciones sean articuladas en los alegatos, tal solución no es aplicable cuando la prueba pericial es impugnada con fundamento en la existencia de vicios ocurridos en su producción, en tal hipótesis la irregularidad queda consentida si no se requiere la declaración de nulidad en oportunidad de contestar el traslado del dictamen. El juez se halla habilitado, dentro del mismo plazo, para declarar de oficio la nulidad de la pericia. 

g) Dictamen inmediato: al respecto dispone el Art. 474:

Art. 474. Dictamen inmediato. Cuando el objeto de la diligencia pericial fuese de tal naturaleza que permita al perito dictaminar inmediatamente, podrá dar su informe por escrito o en audiencia; en el mismo acto los consultores técnicos podrán formular las observaciones pertinentes.


h) Medidas complementarias: asimismo y de acuerdo con lo prescripto en el Art. 475 del CPN, de oficio o a pedido de parte, el juez podrá ordenar:


1º) Ejecución  de planos, relevamientos, reproducciones fotográficas, cinematográficas, o de otra especie, de objetos, documentos o lugares, con empleo de medios o instrumentos técnicos.


2º) Exámenes científicos necesarios para el mejor esclarecimiento de los hechos controvertidos.


3º) Reconstrucción de los hechos, para comprobar si se han producido de una manera determinada. La ley 22.434 ha ampliado el alcance de las potestades del juez por el apartado final de la norma, que ahora expresa: a estos efectos podrá disponer que comparezcan el perito y los testigos y hacer saber a las partes que podrán designar consultores técnicos o hacer comparecer a los ya designados para que participen en las tareas, para presenciar las operaciones técnicas que se realicen o formulan las observaciones y requerir las explicaciones que estimen convenientes.

Honorarios y Gastos de los Peritos.


Los peritos y los consultores técnicos tienen derecho a percibir honorarios por los trabajos realizados. Prescribe el Art. 478 del CPN que los jueces deben regular los honorarios de los peritos y demás auxiliares de la justicia conforme a los respectivos aranceles, debiendo adecuarlos inclusive por debajo de sus topes mínimos a las regulaciones que se practiquen a favor de los restantes profesionales intervinientes, ponderando la naturaleza, complejidad, calidad y extensión en el tiempo de los respectivos trabajos.


A fin de determinar sobre cual de los litigantes recae la obligación de pagar los honorarios del perito y de los consultores técnicos, es menester establecer en primer término, si la prueba reviste o no carácter común. La prueba pericial será común cuando los dos litigantes participan en su ofrecimiento o producción.


La Ley 22.434 reemplazó el Art. 478 por el siguiente:

Art. 478. Impugnación. Desinterés. Cargo de los gastos y honorarios. Al contestar el traslado a que se refiere el segundo párrafo del artículo 459, la parte contraria a la que ha ofrecido la prueba pericial podrá:

1.Impugnar su procedencia por no corresponder conforme a lo dispuesto en el artículo 457; si no obstante haber sido declarada procedente, de la sentencia resultare que no ha constituido uno de los elementos de convicción coadyuvante para la decisión, los gastos y honorarios del perito y consultores técnicos serán a cargo de la parte que propuso la pericia.

2.Manifestar que no tiene interés en la pericia, y que se abstendrá, por tal razón, de participar en ella; en este caso, los gastos y honorarios del perito y consultor técnico serán siempre a cargo de quien la solicitó, excepto cuando para resolver a su favor se hiciere mérito de aquélla.

La norma contempla dos situaciones: en las cuales los gastos y honorarios del perito y los consultores técnicos deben ser pagados por la parte que propuso la prueba pericial. Una consiste en que la parte contraria a la que ofreció la prueba haya impugnado la procedencia de esta y a pesar de haber sido declarada procedente, de la sentencia resulte que no constituyó uno de los elementos de convicción coadyuvantes para la decisión del pleito. La otra situación se configura cuando dicha parte manifiesta que carece de interés en la pericia y que por tal razón, se abstendrá de participar en ella.


Mientras que en la primera situación el perito y el consultor no se hallan habilitados para requerir el pago de los gastos y honorarios a la parte contraria a la que ofreció la prueba, en la segunda pueden hacerlo cuando esta obtuvo el pronunciamiento de la sentencia favorable que hizo mérito de la prueba pericial. En este supuesto el derecho del perito y del consultor puede ejercerse contra cualquiera de las partes, sin perjuicio de los reclamos que estas pueden formularse de conformidad con el modo en que fueron impuestas las costas.


La impugnación infructuosa de la precedencia de la prueba pericial no es incompatible con la posibilidad de que el impugnante, proponga puntos de pericia y designe consultor técnico. En razón de que en este caso la prueba obtiene carácter común, el hecho de que ella haya carecido de incidencia en la solución del pleito no excluye el derecho del perito a solicitar el pago de sus honorarios al impugnante, sin perjuicio de los reclamos, entre partes a que se ha aludido.


El CPN prevé la posibilidad de que se anticipen los gastos de que demanden las diligencias que debe cumplir el perito, pues no es justo que este se vea obligado a efectuar desembolsos cuyo reintegro recién tiene lugar en la oportunidad de percibir los honorarios. Dispone el Art. 463:

Art. 463. Anticipo de gastos. Si el perito lo solicitare dentro de tercero día de haber aceptado el cargo, y si correspondiere por la índole de la pericia, la o las partes que han ofrecido la prueba deberán depositar la suma que el juzgado fije para gastos de las diligencias.


Dicho importe deberá ser depositado dentro de quinto día, plazo que comenzará a correr a partir de la notificación personal o por cédula de la providencia que lo ordena; se entregará al perito, sin perjuicio de lo que en definitiva se resuelva respecto de las costas y del pago de honorarios. La resolución sólo será susceptible de recurso de reposición.


La falta de depósito dentro del plazo importará el desistimiento de la prueba.

Fuerza Probatoria del Dictamen Pericial.


El CPN somete la apreciación de la prueba pericial, cualesquiera que fueren las circunstancias en que se produzca, a las reglas de la sana crítica.


La fuerza probatoria del dictamen pericial, prescribe el Art. 477, será estimada por el juez teniendo en cuenta la competencia del perito, los principios científicos o técnicos en que se funda, la concordancia de su aplicación con las reglas de la sana crítica, las observaciones formuladas por los consultores o los letrados, conforme a los Art. 473 y 470, y los demás elementos de convicción que la causa ofrezca.


La libertad judicial de apartarse de las conclusiones del perito no significa arbitrariedad. Aunque el apartamiento no necesite apoyarse en consideraciones de orden técnico, debe fundarse en un análisis crítico de las opiniones del perito, confrontándolas con los restantes elementos del juicio obrantes en el proceso.

Prueba Documental.

Concepto y Clases de Documentos.


En sentido lato se llama documento a todo objeto susceptible de representar una manifestación del pensamiento, con prescindencia de la forma en que esa representación se exterioriza. No solo son documentos los que llevan signos de escritura sino también todos aquellos objetos como los hitos, planos, marcas, contraseñas, mapas, películas cinematográficas, cintas megatofónicas, videos, etc, poseen la misma aptitud representativa.


La legislación sustancial utiliza las expresiones documento  e instrumento como equivalentes a documentos escritos y para denotar, a los que se encuentran firmados por sus autores. Bajo el nombre de prueba documental, el CPN comprende a ese tipo de documentos, aunque las normas pertinentes no excluyan a los restantes objetos representativos anteriormente mencionados.


Pueden clasificarse atendiendo primordialmente a su contenido, a su función y al carácter de los sujetos de quienes provengan.


Desde el punto de vista de su contenido, son susceptibles de clasificarse en declarativos y meramente representativos, según que, respectivamente, el hecho documentado comporte o no una declaración del hombre.


Los documentos declarativos atendiendo a la declaración que contienen, pueden subclasificarse en  dispositivos e informativos. Son dispositivos los constituyen, modifican o extinguen relaciones jurídicas: un contrato, una sentencia, etc.;  e informativos los que se limitan a dejar constancia de una determinada situación de hecho: asientos de libros de los comerciantes, informaciones periodísticas, etc. Si se toman en cuanta los efectos de la declaración entre los documentos declarativos cabe diferenciar los confesorios de los testimoniales, según que, respectivamente, aquella sea o no contraria al interés de quien la emite.


Son documentos meramente representativos todos los restantes, es decir, aquellos que no contienen declaración alguna: hitos, fotografías, planos, etc.


De acuerdo con su función los documentos pueden clasificarse en constitutivos y meramente probatorios. Los constitutivos se llaman tanto aquellos a los que la ley erige en requisito formal indispensable para la validez de ciertos actos jurídicos, excluyendo cualquier otro medio de prueba para su existencia: escritura pública; como a aquellos cuyo otorgamiento exige el Art. 1193 del Cód. Civil con relación a contratos que tengan por objeto una cantidad superior a determinada cantidad, aunque en este caso, solo es el testimonio de terceros, el medio de prueba in susceptible de reemplazar al documento.


Son meramente probatorios, los que constatan la existencia de un acto jurídico respecto del cual la ley no exige una forma determinada y sirven como medios de prueba  de ese tipo de actos sin excluir la admisibilidad de otros medios.


Mientras que los documentos constitutivos son siempre dispositivos y escritos, los meramente probatorios pueden no revestir esas calidades y ser, por lo tanto, dispositivos no escritos, informativos y meramente representativos.


Desde el punto de vista de los sujetos de quienes emanan, pueden ser públicos o privados.

El documento tiene en común con el testimonio la circunstancia de que ambos constituyen medios representativos del hecho a probar. Pero difieren, ya que mientras el documento constituye un objeto que se crea contemporáneamente al hecho en el representado, el testimonio es un acto que tiene lugar con posterioridad al hecho que representa. Frente a la representación testimonial, esencialmente mediata y transeúnte, la documental es inmediata y permanente. La constitución preprocesal de la prueba y su disponibilidad, abonan las ventajas de la prueba documental sobre la testimonial, cuya fidelidad se halla expuesta  no solo a los efectos que la acción del tiempo produce en la memoria humana, sino también a las influencias corruptoras que los intereses en conflicto pueden suscitar.

Documentos Públicos y Privados.


Son documentos públicos los otorgados por un funcionario público o depositario de la fe pública dentro de los límites de su competencia y de acuerdo a las formalidades prescritas por la ley. Son privados todos aquellos que no revistan las mencionadas características, sea que emanen de las partes o de terceros.


Mientras que los públicos tienen valor probatorio por si mismos, los privados carecen de valor hasta tanto se acredite la autenticidad de la firma que figura en ellos, sea mediante el reconocimiento de la parte a quien se atribuye o mediante la comprobación que puede realizarse por cualquier clase de pruebas, entre las cuales el cotejo de letras es la que reviste mayor eficacia. Los documentos privados no reconocidos pueden valer como indicios de los cuales se extraigan presunciones.

Oportunidad en que los Documentos Deben ser Ofrecidos como Prueba.


La prueba documental que se encuentra en poder de las partes debe acompañarse con los escritos de demanda, reconvención y contestación de ambas, cualquiera que sea la clase de proceso aplicable.


La regla no ofrece dificultad alguna cuando se trata de documentos dispositivos y escritos, cuya propia índole resulta compatible con su presentación en las oportunidades procesales señaladas.


Por lo que concierne a los restantes tipos de documentos, es inevitable  atenerse a un criterio casuista que contemple: 1º) la aptitud del documento para ser transportado a la sede del órgano judicial; 2º) la posibilidad de su inmediato reconocimiento por la parte a quien se opone.


Las dos condiciones enunciadas concurren respecto de planos, recortes periodísticos y fotografías, pues aparte de ser susceptibles de llevarse a la presencia del órgano judicial y de agregarse al expediente, excluyen la necesidad de otra prueba como cuando son reconocidos por la otra parte.


Si se trata de objetos cuya naturaleza impide su traslado a la sede del juzgado, requieren inevitablemente la práctica de prueba complementaria, es suficiente con que la parte que intenta hacerlos valer como prueba se limite a mencionarlos y a referir su contenido en los escritos iniciales.

Exhibición de Documentos.


El CPN distingue según que los documentos se encuentren en poder de una de las partes o de un tercero.


Como regla general establece el Art. 387 que las partes y los terceros en cuyo poder se encuentren documentos esenciales para la solución del litigio, están obligados a exhibirlos o a designar el protocolo o archivo donde se encuentran los originales. El juez ordenará la exhibición de los documentos sin sustanciación alguna, dentro del plazo que señale.


La inexistencia de previa sustanciación no exime a la parte que solicita la exhibición de la carga de presentar una copia del documento o de mencionar las circunstancias en que se funda para afirmar que aquel se encuentra en poder de su contrario o de un tercero. Estos pueden producir pruebas tendientes a desvirtuar las manifestaciones formuladas por el interesado.


En lo que se refiere al documento que se encuentra en poder de alguna de las partes, el Art. 388 del CPN dispone, que se le intimará su presentación en el plazo que el juez determine y si se negare a presentarlo, la negativa constituirá presunción en su contra, cuando por otros elementos de juicio resultare manifiestamente verosímil su existencia y contenido.


Si el documento se halla en poder de un tercero, también se le intimará para que lo presente. Si lo acompañare podrá solicitar su oportuna devolución dejando testimonio en el expediente. Prevé el precepto la posibilidad del que requerido se oponga a su presentación cuando el documento fuere de su exclusiva propiedad y la exhibición pudiere ocasionarle perjuicio, en cuyo caso, ante la oposición formal, no se insistirá en el requerimiento.


Por oposición formal debe entenderse aquella que aparezca concretamente fundada en las condiciones previstas por la norma: propiedad exclusiva y perjuicio.

Documentos Públicos.

Clases.


El Art. 979 del Cód. Civil asigna el carácter de documentos públicos a los siguientes:

a) Las escrituras públicas hechas por los escribanos en sus libros de protocolo o por otros funcionarios con las mismas atribuciones, y las copias de esos libros sacadas en la forma que prescribe la ley.

b) Cualquier otro instrumento que extendieren los escribanos o funcionarios públicos en la forma que las leyes hubieran determinado: inventarios hechos por escribanos públicos, partidas de estado civil, actuaciones realizadas en expedientes administrativos; y en general, los documentos extendidos por toda clase de funcionarios públicos, ya sean de cualquier de los tres poderes, como los emanados del Presidente de la Nación o sus ministros.

c) Los asientos de los libros de los corredores.

d) Las actas judiciales hechas en los expedientes por los respectivos escribanos (secretarios) y firmadas por las partes, en los casos y en la forma que determinen las leyes.

e) Las letras aceptadas por el gobierno o sus delegados, los billetes o cualquier título de crédito emitido por el Tesoro Público, las cuentas sacadas de las cuentas fiscales, autorizadas por el encargado de llevarlas.

f) Las letras de particulares dadas en pago de derechos de aduana con expresión o con la anotación correspondiente de que pertenecen al Tesoro Público.

g) Las inscripciones de la deuda pública, tanto nacionales como provinciales.

h) Las acciones de las compañías autorizadas especialmente, emitidas de conformidad con sus estatutos.

i) Los billetes, libretas y toda cédula emitida por los bancos autorizados para tales emisiones.

j) Los asientos matrimoniales en los libros parroquiales o en los registros municipales; y las copias sacadas de esos libros o registros.

Fuerza Probatoria de los Documentos Públicos.


El valor probatorio de los documentos públicos debe considerarse desde el doble punto de vista del documento en sí mismo y de su contenido.


Respecto del documento público en sí mismo existe la presunción de su autenticidad, que ha sido realmente otorgado por el funcionario público que lo suscribe. No es necesario que la parte que lo invoca acredite que es auténtico, correspondiendo a la parte que se opone, si pretendiera que el documento es falso, invocar y demostrar esa circunstancia mediante la querella de falsedad. La mencionada presunción desaparece, sin embargo, y el juez está facultado para ordenar de oficio la confrontación del documento con su original, en el supuesto de que aquel presente irregularidades notables.


 Con respecto a su contenido es menester distinguir las tres clases de enunciaciones a que se refieren los Art. 993, 994 y 995 del Cód. Civil.


El instrumento público dice el Art. 993 hace plena fe hasta que sea argüido de falso, por acción civil o criminal, de la existencia material de los hechos que el oficial público hubiese anunciado como cumplidos por el mismo o que han pasado en su presencia. La norma se refiere a todos aquellos hechos ha debido comprobar, o de los cuales ha adquirido un conocimiento personal, por haberlos visto u oído, como son la fecha y lugar de otorgamiento del acto, el hecho de la comparecencia de las partes en el mencionadas, o el hecho de las declaraciones formuladas por estas.


Ala segunda clase se refiere el Art. 994: los instrumentos públicos hacen plena fe, no solo entre las pares, sino contra terceros, en cuanto el hecho de haberse ejecutado el acto, de las convenciones, disposiciones, pagos, etc, contenidos en ellos. Este Art. se refiere a los hechos relatados por las partes al oficial público, quien no garantiza el grado de verdad que ellos encierran. Para impugnar la verdad de este tipo de enunciaciones no es necesario promover querella de falsedad, sino que basta producir prueba en contrario, la cual, cuando la impugnación sea formulada por una de las partes, debe consistir en la presentación de un documento público o privado.


Dispone el Art. 995 que los instrumentos públicos hacen plena fe de las enunciaciones de hechos o actos jurídicos directamente relativos al acto jurídico que forma el objeto principal, no solo entre las partes, sino también entre terceros. El código se refiere a las cláusulas enunciativas, las cuales a diferencia de las dispositivas, pueden suprimirse sin riesgo de alterar la naturaleza o condiciones del acto. Cuando estas cláusulas se relacionan directamente con el objeto del documento, quedan equiparadas, en cuanto a su fuerza probatoria, a las cláusulas dispositivas, y lo mismo que ellas, hacen plena fe hasta la prueba en contrario. En cuanto a las cláusulas enunciativas extrañas al objeto principal del documento público, pueden constituir, aunque únicamente respecto de las partes de quien emanan, un principio de prueba por escrito.

Procedimiento.


El CPN no contiene normas del procedimiento a seguir en los casos en que alguna de las partes impugne la exactitud de las copias de una escritura pública, en tales supuestos es admisible el pedido de confrontación o cotejo con el original, y que la respectiva diligencia debe practicarse por el secretario del juzgado o el funcionario que se designe, citándose a las partes para que comparezcan a presenciarla. Sin perjuicio de la facultad anteriormente referida, consistente en ordenar de oficio, la confrontación de copias que adolecieren de irregularidades notorias.

Documentos Privados.

Formas y Requisitos.


Para los actos bajo firma privada, dice el Art. 1020 del Cód. Civil, no hay forma alguna especial. Las partes pueden formularlos en el idioma y con las formalidades que juzguen más convenientes. El Art. 1015 dispone, que los documentos privados pueden ser firmados en cualquier día, hasta en un día feriado.


La ley sustancial supedita la validez de los documentos privados a dos requisitos: el primera, de carácter general y hace, más que a la validez, a la existencia misma del documento, es la firma de las partes, la cual según prescribe el Art. 1012 del Cód. Civil, no puede ser reemplazada por signos ni por las iniciales de los nombres y apellidos. El segundo requisito está establecido por el Art. 1021 del Cód. Civil, según el cual los actos que contengan convenciones perfectamente bilaterales deben ser redactados en tantos originales como partes haya con un interés distinto (doble ejemplar). La falta de tal recaudo no anula las convenciones contenidas en el acto si por otras pruebas se demuestra que aquel fue concluido de una manera definitiva.

Reconocimiento.


Como estos carecen de valor probatorio por si mismos, a la parte que los presenta corresponde acreditar, mediante el reconocimiento o la eventual comprobación, que el documento emana de la persona a quien se atribuye.


Toda persona contra quien se presente en juicio un documento privado que se le atribuya tiene la carga procesal de declarar si es o no suya la firma. Esta carga debe cumplirse toda vez que a aquella persona se confiera traslado de un documento que su adversario acompañe al juicio, pues el silencio o la respuesta evasiva sobre el punto importa un reconocimiento tácito de aquel. Dichas actitudes han dejado de constituir una fuente de presunción judicial para configurar un reconocimiento ficto, de modo que actualmente el reconocimiento o desconocimiento de la firma, no pueden tener lugar más que en la oportunidad en que deba contestarse el traslado del respectivo documento.


Los sucesores del supuesto firmante del documento pueden limitarse a manifestar que ignoran si la firma es o no del causante. Por otra parte, aquellos están eximidos de la carga de reconocer o negar categóricamente la autenticidad  de los documentos agregados por la otra parte. 

Procedimiento Aplicable en Caso de Desconocimiento de la Firma.


Dispone el Art. 1033 del Cód. Civil que si el que aparece firmando negare su firma, o los sucesores de el declarasen que no la conocen, se ordenará el cotejo y comparación de letra. Pueden también admitirse otras pruebas sobre la verdad de la firma que lleva el acto.


Aunque el cotejo de letras constituye el medio de prueba provisto de mayor eficacia para acreditar la autenticidad de la firma, la ley no excluye el empleo de otros elementos probatorios (presunciones, testigos). Ellos pueden sustituir la prueba del cotejo cuando, por motivos justificados, resulte justificado prescindir de ella.


Prescribe el Art. 390 del CPN que si el requerido negare la firma que se le atribuye o manifestare no conocer la que se atribuye a otra persona, deberá procederse a la comprobación del documento de acuerdo con lo establecido en los Art. 458 y siguientes, en lo que corresponda.


La norma se refiere al cotejo, que es la comparación que se efectúa, por peritos, de la letra o firma de un documento cuya autenticidad se niega, con las de otros documentos indubitados, a fin de determinar si pertenecen a una misma persona.


El precepto remite a las normas relativas a la prueba pericial con respecto a la forma en que debe realizarse el cotejo. Desconocido el documento por la persona a quien se atribuye , o manifestando esta que no conoce la que se atribuye a otra persona, la parte interesada en la comprobación deberá solicitar el diligenciamiento de prueba pericial, de acuerdo con lo dispuesto en los Art. 458 y siguientes.


Dispone asimismo el Art. 391 del CPN que en los escritos a que se refiere el Art. 459, en los que se ofrece la prueba pericial, las partes indicarán los documentos que han de servir para la pericia.


Cualquiera de las partes puede pedir, antes de la realización del cotejo, que el secretario certifique sobre el estado material  del documento cuya comprobación se trata, indicando las enmiendas, entrerrenglonaduras u otras particularidades que en el se adviertan.


Con respecto a cuales documentos han de usarse para determinar la autenticidad del instrumento desconocido, el Art. 393 del CPN, distingue según que medie o no acuerdo entre las partes en la elección de los que han de servir de base para el cotejo. En el primer caso se consideran indubitados aquellos documentos sobre los cuales exista conformidad entre las partes. En el segundo, el juez solo tendrá por indubitados los siguientes:

1º) Las firmas consignadas en documentos auténticos, públicos en general: originales de escrituras públicas, escritos agregados a expedientes judiciales o administrativos, etc.

2º) Los documentos privados reconocidos en juicio por la persona a quien se atribuya el que sea objeto de comprobación: reconocimiento que puede ser expreso o tácito.

3º) El impugnado, en la parte en que haya sido reconocido como cierto por el  litigante a quien perjudique, es decir, los agregados hechos a documentos cuya firma y texto principal se desconocen.

4º) Las firmas registradas en establecimientos bancarios.


A falta de documentos indubitados, o siendo ellos insuficientes, el juez puede ordenar que la persona a quien se atribuya la letra forme un cuerpo de escritura al dictado y a requerimiento del perito. Esta diligencia debe cumplirse en el lugar que el juez designe y bajo apercibimiento de que si no compareciere o rehusare escribir, sin justificar impedimento legítimo, se tendrá por reconocido el documento.

Efectos del Reconocimiento de la Firma de los Documentos Privados.


  El reconocimiento judicial de la firma de un documento privado es suficiente para que el cuerpo del documento quede también reconocido, en cuyo supuesto la ley le atribuye el mismo valor que el documento público entre los que lo han suscripto y sus sucesores. Se sigue que los documentos privados reconocidos hacen plena fe: a) hasta la querella de falsedad en cuanto a su contenido material (solo mediante esa vía cabe alegar que ha sido lavado o adulterado); b) hasta la simple prueba en contrario en cuanto a la sinceridad de las enunciaciones contenidas en ellos.


Pero respecto de los terceros y de los sucesores a título singular, los documentos privados reconocidos tienen la misma fuerza probatoria que los documentos públicos solamente después de haber adquirido fecha cierta.


El Art. 1035 del Cód. Civil establece los siguientes modos por los cuales un documento privado reconocido adquiere fecha cierta:

1º) La de su exhibición en juicio o en cualquier repartición pública para cualquier fin, si allí quedase archivado.

2º) La de su reconocimiento ante un escribano y dos testigos que lo firmaren.

3º) La de su transcripción en cualquier registro público.

4º) La del fallecimiento de la parte que lo firmó, o del que lo escribió o del que firmó como testigo.


Debe tenerse en cuenta que en materia comercial la fecha cierta es susceptible por toda clase de medios de prueba, con prescindencia de las limitaciones establecidas en la norma citada.

Redargución de Falsedad.

Concepto e Hipótesis.


En materia civil, es el acto tendiente a obtener la declaración de invalidez de un documento público o de un documento privado reconocido, en razón de carecer autenticidad. Si se trata de un documento público, la falsedad puede consistir: 1º) en la adulteración material resultante de no haber sido otorgado por el funcionario que aparece suscribiéndolo o de haberse suprimido, modificado o añadido alguna de sus enunciaciones; 2º) en la inexactitud de los hechos que el oficial público hubiese anunciado como cumplidos por el mismo o que han pasado en su presencia. Si se trata de un documento privado la falsedad solo puede fundarse en su adulteración material, en razón de haberse alterado su texto por vía  de supresiones, modificaciones o agregados. La querella de falsedad de las manifestaciones de las partes a que se refieren los Art. 994 y 995 del Cód. Civil y de las manifestaciones que consten en documento privado.

Modos de Plantearla.


Elegida la vía civil la querella de falsedad puede plantearse mediante el ejercicio de una pretensión autónoma, de carácter declarativo, o por vía incidental dentro de un proceso pendiente. A esta última se refiere el CPN.


Dispone el Art. 395: 

Art. 395. Redargución de falsedad. La redargución de falsedad de un instrumento público tramitará por incidente que deberá promoverse dentro del plazo de diez días de realizada la impugnación, bajo apercibimiento de tenerla por desistida. Será inadmisible si no se indican los elementos y no se ofrecen las pruebas tendientes a demostrar la falsedad.


Admitido el requerimiento, el juez suspenderá el pronunciamiento de la sentencia, para resolver el incidente juntamente con ésta.


Será parte el oficial público que extendió el instrumento.

Correspondencia Particular.

Generalidades.


Las cartas, como medios de comunicación escrita frecuentemente utilizados en el ámbito de las relaciones jurídicas, revisten el carácter de documentos privados y se hallan regidas sustancialmente por los principios y reglas procesales inherentes a estos. Es requisito de ellas la firma del remitente, aunque algunos precedentes jurisprudenciales han mitigado a se respecto las exigencias del Art. 1012 del Cód. Civil, admitiendo incluso el reconocimiento forzoso de cartas suscriptas con sobrenombres, iniciales o expresiones cariñosas o afectivas, cuando aquellas han sido escritas por parientes o amigos íntimos. La naturaleza  misma  de las cartas, excluye la aplicabilidad del requisito del doble ejemplar.

Cartas Dirigidas a Terceros o por Terceros.


El destinatario de una carta puede hacerla valer, como medio de prueba, y con prescindencia de su carácter, si ella proviene de la contraparte. Distinto es el caso de las cartas dirigidas a terceros, respecto de las cuales  el Art. 1036 del Cód. Civil dispone que las caratas misivas dirigidas  a terceros aunque en ellas se mencione alguna obligación no serán admitidas a su reconocimiento. Esta norma, que se funda en el principio de la inviolabilidad de la correspondencia privada, ha sido objeto de una extensa elaboración jurisprudencial que atenuó en gran medida su aparente rigidez. La prohibición legal solo alcanza las cartas confidenciales, carácter que no depende de la circunstancia de que el remitente así las califique, sino del propio contenido de la carta. La jurisprudencia ha restringido la significación del término terceros contenido en la norma, considerando como tales a quienes carecen de toda vinculación con las partes o con el juicio de que se trate. Es admisible la agregación de cartas remitidas al apoderado o representante legal de quien las exhibe, o a su abogado o al corredor que ha intervenido en la operación que es materia de litigio; etc. Pero en todos los casos constituye requisito para que una carta pueda hacerse valer como prueba, el de que quien la presente la haya obtenido por medios lícitos y regulares.


Las partes pueden presentar en juicio las cartas que ellos hayan recibido de terceros, siempre que medie, en el caso de ser confidenciales, el consentimiento del remitente. Pero no puede hablarse en tal supuesto de prueba instrumental, pues la ratificación del contenido de la carta por parte de tercero comporta un caso de prueba testimonial.

Libros de Comercio y de Sociedades y Asociaciones Civiles.

Libros de Comercio: Eficacia y Procedimiento Probatorio.


Los libros de comerciantes constituyen uno de los medios de prueba de los contratos que admite el Código Comercial. Dos son legalmente indispensables: el Diario y el de Inventarios y Balances, debiendo ser llevados con arreglo a las formalidades prescriptas por el Art. 53 del Cód. Comercial.


Los libros llevados en forma y con los requisitos prescriptos, serán admitidos en juicio, como medio de prueba entre comerciantes y por hechos  de su comercio, correspondiendo distinguir, en cuanto a su eficacia probatoria, las siguientes hipótesis:

1º) Aunque no estuviesen llevados en forma, sus asientos probarán contra los comerciantes a quienes pertenezcan o sus sucesores, sin admitírseles prueba en contrario. Pero como las constancias de los libros equivalen a una confesión por parte del comerciante y participan del carácter indivisible de aquella, la ley agrega que el adversario no podrá aceptar los asientos que le sean favorables y desechar los que le perjudiquen, sino que habiendo aceptado este medio de prueba, estará por las resultas combinadas que presenten todos los asientos relativos al punto.

2º) Los libros llevados en forma prueban a favor de sus dueños, cuando su adversario no presente asientos en contrario hechos en libros arreglados, a derecho u otra prueba plena y concluyente.

3º) Cuando resulte prueba contradictoria de los libros de las partes que litigan  y unos y otros se hallen con todas las formalidades necesarias y sin vicio, el tribunal prescindirá de este medio de prueba y procederá por los méritos de las demás probanzas que se presenten, calificándolas con arreglo a las disposiciones del Cód. de Comercio. No existe la prueba  contradictoria a que se refiere esta norma cuando de los libros de uno resulta haberse realizado una operación, en tanto que los libros de la otra parte no registran ningún asiento acerca de ella. Existe tal contradicción cuando los libros de ambas partes registran la operación, pero de manera divergente.


En los litigios entre comerciantes y no comerciantes los libros de comercio carecen de eficacia probatoria, pero cuando son invocados o aceptados como elementos de juicio por la parte no comerciante, los respectivos asientos prueban en contra o a favor de esta última. Si se trata de actos no comerciales, los libros de comercio solo sirven como principio de prueba.


La exhibición general de los libros de los comerciantes únicamente pueden decretarse a instancia de parte en los juicios de sucesión, comunión o sociedad, administración o gestión mercantil por cuenta ajena y en caso de liquidación o quiebra. Puede decretarse la exhibición, incluso de oficio, pero solo en cuanto ella tenga relación con las cuestiones de que se trate.


La compulsa de libros de comercio requiere la posesión de conocimientos técnicos. Por ello el procedimiento utilizado en la práctica consiste en la designación de un perito contador para que realice de acuerdo con los puntos de pericia propuestos por las partes.


La negativa a exhibir los libros autoriza al juez a decretar una intimación bajo apercibimiento de pasarse por lo que resulte de los asientos contenidos en los libros del adversario; o en caso de no llevarse libros por este, la negativa puede considerarse como un asentamiento con respecto a las afirmaciones formuladas en el correspondiente cuestionario.


No procede asignar eficacia probatoria a los asientos contenidos en los libros de comercio si no existen o no se presentan los comprobantes que respaldan a dichos asientos.

Libros de Sociedades y Asociaciones Civiles.


La única disposición del Cód. Civil que se refiere a los libros de las sociedades civiles es la contenida en el Art. 1696:

Art. 1696. La prohibición legal o convencional de ingerencia de los socios en la administración de la sociedad, no priva que cualquiera de ellos examine el estado de los negocios sociales, y exija a ese fin la presentación de los libros, documentos y papeles, y haga las reclamaciones que juzgue convenientes.

Tales libros hacen prueba entre los socios respecto de los negocios sociales. Con relación a terceros carecen de eficacia probatoria a favor de la sociedad, pero pueden tenerla en su contra.

Otras Medidas de Prueba Equiparables a la Documental.


Según el Art. 378 del CPN

Art. 378. Medios de prueba. La prueba deberá producirse por los medios previstos expresamente por la ley y por los que el juez disponga, a pedido de parte o de oficio, siempre que no afecten la moral, la libertad personal de los litigantes o de terceros, o no estén expresamente prohibidos para el caso.


Los medios de prueba no previstos se diligenciarán aplicando por analogía las disposiciones de los que sean semejantes o, en su defecto, en la forma que establezca el juez.

Prueba de Informes.

Concepto.


Puede caracterizarse como un medio de aportar al proceso datos concretos acerca de actos o hechos resultantes de la documentación, archivos o registros contables de terceros o de las partes, siempre que tales datos no provengan necesariamente del conocimiento personal de aquellos.


Esta clase de prueba presenta rasgos que la distinguen suficientemente de los restantes medios probatorios. No entraña una especie de prueba documental, porque requiere la aportación directa de documento al proceso. El informante se limita a transmitir al órgano judicial, tras la orden pertinente, el conocimiento que le proporcionan las constancias documentales que se encuentran en su poder. El informante se asemeja al testigo porque tanto el informe como el testimonio se refieren a hechos pasados, pero se diferencian en cuanto: 1º) El informante puede ser una persona jurídica, mientras que el testigo debe ser necesariamente física; 2º) El informante, a diferencia del testigo, puede adquirir conocimiento de los hechos  de que se trate en el momento mismo de expedir el informe; 3º) El testigo declara sobre percepciones o deducciones de carácter personal el informante debe atenerse a las constancias de la documentación que posee. Y en tanto, la expedición de un informe no requiere conocimientos técnicos especiales, el informante tampoco puede asimilarse a un perito.

Procedencia.


Según el Art. 396 del CPN los informes que se soliciten a las oficinas públicas, escribanos con registro y entidades privadas, deben versar sobre hechos concretos individualizados, controvertidos. Proceden respecto de actos o hechos que resulten de la documentación, archivos o registros contables del informante. Cabe requerir a las oficinas públicas la remisión de expedientes, testimonios o certificados, relacionados con el juicio aunque no se trata de una prueba de informes en sentido estricto.


Dentro de “entidades privadas” se hallan comprendidas no solo las sociedades y asociaciones, sino también los simples particulares.


Al prescribir que la prueba de informes solo procede respecto de actos o hechos que resulten de la documentación, archivos o registros contables del informante, el Art. 396 del CPN excluye la posibilidad de que aquella verse sobre cuestiones susceptibles de apreciación personal por parte del destinatario del informe, pues en tal caso serían procedentes otras medidas de prueba. El CPN refrenda esta última conclusión en tanto establece que el pedido de informes es inadmisible cuando manifiestamente tienda a sustituir o a ampliar otro medio de prueba que específicamente corresponda por ley o por la naturaleza de los hechos controvertidos.


El Art. 397 del CPN prevé la posibilidad de que el informante se niegue a contestar el informe o a remitir el expediente. Para ello exige que exista justa causa de reserva o de secreto, circunstancia que debe ponerse a conocimiento del juzgado dentro del quinto día de recibido el oficio. La apreciación de los motivos indicados queda librada al criterio judicial. La resolución que se dicte es apelable, pero el recurso debe tramitar en expediente por separado.

Procedimiento Probatorio.

Diligenciamiento de los Oficios. Atribuciones y Responsabilidad de los Letrados.


Las oficinas públicas deben contestar el pedido de informes o remitir el expediente dentro de veinte días hábiles y las entidades privadas dentro de diez. Si por circunstancias atendibles, dice el Art. 399 del CPN, el requerimiento no pudiere ser cumplido dentro del plazo, se deberá informar al juzgado, antes del vencimiento de aquel, sobre las causas y fecha en que se cumplirá.


El segundo y tercer párrafo del Art. prevén el caso de retardo injustificado en la contestación de los informes, distinguiendo reparticiones públicas o entidades privadas. En el primer supuesto cuando se trata de una repartición que incurre reiteradamente en demoras, sin causa justificada el juez debe poner el hecho en conocimiento del ministro de Justicia a los efectos que correspondan, sin perjuicio de las otras medidas a que hubiere lugar. En el segundo, se impondrá a las entidades privadas una determinada multa por día de demora.


Frente a la hipótesis de que, so pretexto de prácticas burocráticas resulte obstaculizada la práctica de la prueba de informes, el Art. 398 del CPN dispone que las oficinas públicas no podrán establecer recaudos o requisitos para los oficios sin previa autorización del Poder Ejecutivo, no otros aranceles que los determinen las leyes, decretos u ordenanzas.


En lo que atañe a la forma de los oficios, el Art. 400 del CPN dispone que cuando interviniere letrado patrocinante, los pedidos de informes, expedientes, testimonios y certificados ordenados en el juicio deben ser requeridos por medio de oficios firmados, sellados y diligenciados por aquel, con transcripción de la resolución que los ordena y que fija el plazo en que deben expedirse. En el oficio debe consignarse la prevención que establece el Art. 399, es decir, hacer conocer a las entidades privadas la multa de que serán pasibles si no contestaren oportunamente.


Los oficios dirigidos a bancos, oficinas públicas o entidades privadas que tuvieron por único objeto acreditar el haber del juicio sucesorio, serán presentados directamente por el abogado patrocinante, sin necesidad de la previa petición judicial. En todos los casos los informantes deben otorgar recibo del pedido de informes y remitir las contestaciones directamente a la secretaría con transcripción o copia del oficio.


El Art. 400 contempla la responsabilidad disciplinaria de los letrados patrocinantes, disponiendo que ella se hará efectiva de oficio o a petición de parte, cuando en la redacción de los oficios los profesionales se apartaren de lo establecido en la providencia que los ordena, o de las normas legales.

Remuneración del Informante.


El CPN prescribe en su Art. 401  que las entidades privadas que no fueren parte del proceso, al presentar el informe y si los trabajos que han debido efectuar para contestarlo implicaren gastos extraordinarios, podrán solicitar una compensación, que será fijada por el juez previo traslado a las partes. La apelación que se dedujere contra la respectiva resolución tramitará en expediente por separado.


Se explica que el derecho de requerir el pago inmediato de la compensación solo corresponde a las entidades privadas que no sean partes, ya que si el informante reviste esta calidad puede eventualmente obtener el reembolso de las erogaciones realizadas con motivo de la condena en costas a la otra parte.


La exigencia de que el informe se presente por duplicado, obedece a la necesidad de agregar al expediente un ejemplar de aquel por separado, que debe remitirse a la cámara en caso de apelación, a fin de que el tribunal de alzada se encuentre en condiciones de juzgar acerca de la procedencia de la compensación y, en su caso, del monto fijado por el juez.

Caducidad de la Prueba.


Dispone el Art. 402 del CPN: 

Art. 402. Caducidad. Si vencido el plazo fijado para contestar el informe, la oficina pública o entidad privada no lo hubiere remitido, se tendrá por desistida de esa prueba a la parte que la pidió, sin sustanciación alguna, si dentro de quinto día no solicitare al juez la reiteración del oficio.


En los procesos sumario y sumarísimo cabe la posibilidad de que se dicte sentencia en el caso de que, producidas las pruebas, quede pendiente la de informes, en su totalidad o en parte, y ella no fuese esencial para resolver el pleito. Dicha prueba puede ser considerada en segunda instancia si es agregada cuando la causa se encuentra en la alzada.
Impugnación del Informe.


La eficacia probatoria de los informes puede ser destruida mediante impugnación por falsedad. Establece el Art. 403 del CPN:

Art. 403. Impugnación por falsedad. Sin perjuicio de la facultad de la otra parte de formular las peticiones tendientes a que los informes sean completos y ajustados a los hechos a que han de referirse, en caso de impugnación por falsedad, se requerirá la exhibición de los asientos contables o de los documentos y antecedentes en que se fundare la contestación.


La impugnación sólo podrá ser formulada dentro de quinto día de notificada por ministerio de la ley la providencia que ordena la agregación del informe.


Cuando, sin causa justificada, la entidad privada no cumpliere el requerimiento, los jueces y tribunales podrán imponer sanciones conminatorias, en los términos del artículo 37 y a favor de la parte que ofreció la prueba.

UNIDAD 11. TERMINACION DEL PROCESO.

La Sentencia Definitiva.

Procedimientos Preliminares.

Conclusión de la Causa para Sentencia.
a) Proceso Ordinario.

Los requisitos que preceden al pronunciamiento de la sentencia definitiva, dependen de las actitudes que adopte el demandado cuando contesta la demanda. Cuando media allanamiento, el juez falla la causa sin más trámite, y cuando el demandado admite los hechos en que se funda la demanda, pero les asigna un sentido jurídico diferente al del actor, procede declarar la causa como de puso derecho, en cuyo caso el proceso queda concluido para definitiva.

Pero cuando hay hechos controvertidos, se ha dispuesto la apertura de la causa a prueba , es aplicable el procedimiento prescripto por el Art. 482 del CPN: 

Art. 482. Agregación de las pruebas. Alegatos. Producida la prueba, el oficial primero, sin necesidad de gestión alguna de los interesados, o sin sustanciarla si se hiciere, ordenará que se agregue al expediente.


Cumplido este trámite, el oficial primero pondrá los autos en secretaría para alegar; esta providencia se notificará personalmente o por cédula y una vez firme se entregará el expediente a los letrados por su orden y por el plazo de seis días a cada uno, sin necesidad de petición escrita y bajo su responsabilidad, para que presenten, si lo creyeren conveniente, el escrito alegando sobre el mérito de la prueba.


Se considerará como una sola parte a quienes actúen bajo representación común.


Transcurrido el plazo sin que el expediente haya sido devuelto, la parte que lo retuviere perderá el derecho de alegar sin que se requiera intimación.


El plazo para presentar el alegato es común.


Esta norma descarta la necesidad de certificación previa sobre la prueba producida, la que debe considerarse reemplazada por la simple agregación material de los cuadernos de prueba al expediente principal. El oficial primera debe abstenerse de dictar providencia que pone los autos en secretaría  para alegar si comprueba que existe alguna prueba pendiente de producción, porque en tal caso corresponde hacer saber esa circunstancia para que las partes formulen las peticiones a que se creyeren con derechos.


En el caso de que el oficial primero disponga poner el expediente en la secretaría para alegar pese a la circunstancia de existir prueba pendiente  de producción, la parte interesada debe formular el pedido a que se refiere el Art. 38 del CPN. La providencia queda firme cuando transcurre el plazo previsto computado desde la notificación personal o por cédula que de aquella se practique.


Frente al supuesto de que el juez disponga la práctica de la prueba pendiente de producción debe declarar la suspensión del plazo para alegar y, una vez producida, decretar la reanudación de dicho plazo.


El alegato es el acto mediante el cual cada una de las partes expone al juez, por escrito, las conclusiones que le sugieren las pruebas producidas en el proceso. No procede que en él los litigantes introduzcan cuestiones o defensas que no fueran propuestas en oportunidad de la demanda, contestación o reconvención debiendo limitarse a destacar el mérito o poder de convicción de los elementos probatorios.


El plazo para presentar el alegato reviste carácter común, vence para todas las partes el mismo día. De allí que el actor pueda diferir su presentación hasta que venza el plazo del demandado.


Es menester distinguir entre el plazo para presentar el alegato y el plazo durante el cual cada una  de las partes tiene el derecho de retener el expediente en su poder para consultarlo. Este último corre individualmente para cada una de las partes, y si vencido el expediente no es devuelto, la parte que lo haya retenido perderá el derecho de alegar sobre la prueba.


La demora en devolver el expediente, afectará y aún podrá absorber, el plazo que la ley acuerde al demandado para tenerlo a su vez en su poder. Se ha decidido que el demandado debe solicitar la suspensión del plazo para alegar hasta tanto el expediente sea devuelto, debiendo correrle a aquel desde que se le notifica que el expediente se encuentra en secretaría a su disposición.


En caso de litisconsorcio deben computarse tantos plazos de seis días cuantos sean los litisconsortes, salvo que haya mediado unificación de la personería.


Transcurrido el plazo para la presentación de los alegatos, el secretario debe poner el expediente a despacho y agregar los alegatos que se hubiesen presentado. El juez debe dictar la providencia llamando autos para sentencia.


Una vez dictada queda cerrada toda discusión y no procede la presentación de nuevos escritos ni la producción de más pruebas, salvo aquellas que el juez dispusiere diligenciar. El juez puede pronunciar sentencia en el proceso ordinario dentro de los cuarenta días contados desde que queda firme el llamamiento a autos.


En caso de ordenarse prueba de oficio no cabe computar los días que requiera el diligenciamiento de dicha prueba, se trata de un supuesto de suspensión de plazo.

b) Proceso Sumario.

Cuando no exista prueba pendiente de producción, el juez debe declarar clausurado el período correspondiente, y notificada esta dentro de los seis días de tener conocimiento de ella las partes pueden presentar alegato. El plazo para alegar es común, pero las partes no pueden retirar el expediente de la secretaría. Presentados los alegatos el secretario debe poner el expediente a despacho y agregar los alegatos, y el juez llamar a autos para sentencia, debiendo ésta dictarse dentro de los treinta días.

c) Proceso Sumarísimo.

No procede la presentación de alegatos y el juez debe pronunciar sentencia dentro de los quince días de quedar el expediente a despacho en el caso del Art. 321 inciso 1º, y de los diez días en los demás supuestos: Art. 34, inciso 3º, subíndice d).

Forma y Contenido de la Sentencia.

Sentencia de Primera Instancia.

El Art. 163 del CPN enuncia dos requisitos que son comunes a todas las resoluciones judiciales. Tales son los referentes a la mención del lugar y fecha de pronunciamiento y a la firma del juez. A tales requisitos la norma agrega otros que han de analizar  agrupándolos dentro de las tres partes en que se divide el contenido de las sentencias definitivas, o sea: los resultados, los considerandos y la parte dispositiva o fallo propiamente dicho.


A los resultandos se refieren los incisos 3º y 4º del Art. 163 y disponen respectivamente, que la sentencia debe contener el nombre y apellido de las partes y la relación sucinta de las cuestiones que constituyen el objeto del juicio, es decir, la mención de los hechos alegados por las partes en sus escritos de demanda, contestación, reconvención y contestación de esta, así como del objeto y de la causa de la pretensión o pretensiones deducidas.


A los considerandos aluden los incisos 4º y 5º de dicha norma. El primero dispone que la sentencia debe contener la consideración, por separado, de las cuestiones a que se refiere el inciso anterior. El segundo exige consignar en el pronunciamiento los fundamentos y la aplicación de la ley, agregando que las presunciones no establecidas por ley constituyen prueba cuando se funden en hechos reales y probados, y cuando por su número, precisión, gravedad y concordancia, produjeren convicción.


La conducta observada por las partes durante la sustanciación del proceso podrá constituir un elemento de convicción corroborante de las pruebas, para juzgar la procedencia de las respectivas pretensiones. Esta norma, otorga el carácter de argumentos de prueba a las conclusiones que el juez puede extraer de la conducta observada por las partes durante el desarrollo del proceso. Tales argumentos pueden diferirse de la negativa a exhibir documentos, Art. 388 del CPN; de la resistencia opuesta a un reconocimiento corporal o de las respuestas dadas por las partes cuando son citadas a fin de suministrar explicaciones sobre el objeto del pleito.


Los considerandos constituyen la parte más importante de la sentencia, en ella el juez debe exponer los motivos o fundamentos que lo determinan a adoptar una u otra solución para resolver la causa. El juez debe remitirse a los hechos invocados por las partes, confrontarlos con la prueba que se haya producido, apreciar el valor de esta y aplicar la norma o normas jurídicas mediante las cuales considera que debe resolverse el pleito. No está obligado a hacerse cargo de todas las pruebas producidas ni a analizar todas las cuestiones propuestas por las partes, pudiendo desechar a aquellas que considere innecesarias o inconducentes.


En lo concerniente a la determinación de las normas aplicables, el juez debe atenerse exclusivamente a su conocimiento del orden jurídico vigente, hallándose  facultado a prescindir  de las argumentaciones del orden legal formulado por las partes.


Asimismo, no siempre constituye requisito indispensable la mención explícita de la norma o normas que rigen el caso. 


A la parte dispositiva se refieren los incisos 6º, 7º y 8º. El primero exige que la sentencia contenga la decisión expresa, positiva y precisa, calificadas según correspondiere por ley declarando el derecho de los litigantes y condenando a absolviendo de la demanda y reconvención en su caso, en todo o en parte.


La ley exige  una correspondencia entre el contenido de la sentencia y las cuestiones oportunamente planteadas por las partes, lo que supone la adecuación del pronunciamiento a los elementos de la pretensión deducida en el juicio (sujetos, objeto y causa). Se trata de una aplicación del principio de congruencia, que constituye una de las manifestaciones del principio dispositivo y que reconoce fundamento constitucional, porque comportan un agravio a la garantía de defensa tanto las sentencia que omiten el examen de cuestiones propuestas oportunamente por las partes, que sean conducentes para la decisión del pleito, como aquellas que se pronuncien sobre pretensiones o defensas no articuladas en el proceso. En este último supuesto, la sentencia incurre en el vicio llamado extra petita. También puede darse el caso de que el juez emita pronunciamiento ultra petita, el cual es igualmente violatoria de la mencionada garantía y tiene lugar cuando el fallo excede el límite cuantitativo o cualitativo de las peticiones contenidas en la pretensión o la oposición, concediendo o negando más de lo reclamado por las partes. 


La sentencia debe guardar estricta correlación con lo pretendido en la demanda o reconvención en su caso. Lo cual no obsta a que, si el proceso ocurren hechos que extingan o consoliden el derecho de las partes, el juez pueda hacer mérito de esos hechos sobrevinientes para rechazar o admitir la demanda. De allí que el CPN agregue en el inciso 6º que la sentencia podrá hacer mérito de los hechos constitutivos, modificativos o extintivos producidos durante la sustanciación del juicio y debidamente probados, aunque no hubiesen sido invocados como hechos nuevos. Si se ha interpuesto la demanda con anterioridad el vencimiento del plazo de la obligación, cabe admitirla si tal vencimiento se produjo durante la sustanciación del juicio, pues se trata de un hecho constitutivo que consolida el derecho del actor.


Completan la parte dispositiva la fijación del plazo que se otorgase para el cumplimiento de la sentencia, si fuese susceptible de ejecución y el pronunciamiento sobre costas y regulación de honorarios, así como, en su caso, la declaración de temeridad o malicia en los términos del Art. 34, inciso 6º.


Cuando la sentencia contenga condena al pago de frutos, intereses, daños y perjuicios, dice el Art. 165 del CPN, fijará su importe en cantidad líquida o establecerá por lo menos las bases sobre que haya de hacerse la liquidación. La norma transcripta supone: 1º) que la parte interesada haya practicado la estimación de esos rubros; 2º) que exista prueba sobre la existencia de esos rubros y de su monto.


La sentencia debe fijar el importe del crédito de los perjuicios reclamados, siempre que su existencia esté legalmente comprobada.


Pronunciada la sentencia, dispone el Art. 166 del CPN, concluirá la competencia del juez respecto del objeto del juicio y no podrá sustituirla o modificarla. La norma agrega que le corresponderá:


a) Ejercer de oficio antes de la notificación de la sentencia, la facultad que le otorga el Art. 36, inciso 3º. Los errores numéricos podrán ser corregidos aún durante el trámite de ejecución de la sentencia.

b) Corregir a pedido de parte cualquier error material, aclarar algún concepto oscuro, sin alterar lo sustancia de la decisión y suplir cualquier omisión en que hubiese incurrido sobre alguna de las pretensiones deducidas y discutidas en el litigio.

c) Ordenar, a pedido de parte, las medidas precautorias que fueren pertinentes.

d) Disponer las anotaciones establecidas por la ley y la entrega de testimonios.

e) Proseguir la sustanciación y decidir los incidentes que tramiten por separado.

f) Resolver acerca de la admisibilidad de los recursos y sustanciar los que se concedan.

g) Ejecutar la sentencia.

La sentencia debe ser notificada de oficio. Al litigante que lo pida, debe entregársele una copia simple de la sentencia, firmada por el secretario o por el oficial primero. 

Sentencia de Segunda o Ulterior Instancia.


Las definitivas dictadas en segunda instancia, o en las extraordinarias, se hallan sujetas a los requisitos comunes a todas las resoluciones judiciales (redacción por escrito, idioma, fecha y firma) y deben contener, las enunciaciones y requisitos establecidos con respecto a la primera instancia. Difieren de estas en ciertas formas.


Sentencias de segunda instancia a dictarse con motivo de un recurso concedido libremente, aquellas deben contener el voto individual de los jueces que integran el tribunal. Previamente se procede al sorteo de los expedientes entre los miembros de la cámara. El Art. 269 dispone, que en las secretarías de las cámaras de apelaciones se llevará un libro que podrá ser examinado por las partes, sus mandatarios o abogados, en el que se hará constar la fecha del sorteo de las causas.


Las sentencias de las cámaras se pronuncian previa celebración de los llamados acuerdos y que constituyen las reuniones destinadas a la determinación de las cuestiones a resolver y a la discusión verbal de los asuntos. En la práctica, por regla general, dado que las cuestiones ya han sido acordadas para el sorteo del expediente, y cada uno de  los jueces ha formulado su voto por escrito, la reunión de estos es innecesaria. Así debe interpretarse el Art. 271 del CPN que dispone: 


Art. 271. Acuerdo. El acuerdo se realizará con la presencia de todos los miembros del tribunal y del secretario. La votación se hará en el orden en que los jueces hubiesen sido sorteados. Cada miembro fundará su voto o adherirá al de otro. La sentencia se dictará por mayoría, y en ella se examinarán las cuestiones de hecho y de derecho sometidas a la decisión del juez de primera instancia que hubiesen sido materia de agravios.


Las cuestiones de hecho y de derecho a que se refiere  la norma son examinadas conjuntamente, en forma de respuesta al siguiente interrogante que encabeza el acto: ¿es ajustada a derecho la sentencia apelada?. Cada uno de los jueces de la cámara expone sus argumentos acerca de cada una de las cuestiones que fueron materia de agravio, y concluye votando por la afirmativa o por la negativa, por la confirmación o revocación de la sentencia impugnada.


La exigencia del voto individual rige si se trata de sentencias definitivas dictadas en procesos sumarios. Las sentencia interlocutorias de la cámara, así como las recaídas con motivo de recursos concedidos en relación, deben ser redactadas en forma impersonal.


Las decisiones de las cámaras nacionales de apelaciones o de sus salas, se adoptarán por el voto de la mayoría absoluta de los jueces que la integran, siempre que estos concordaran en la solución del caso. Si hubiese desacuerdo, se requerirán los votos necesarios para obtener mayoría de opiniones.


El Art. 272 del CPN prescribe que concluido el acuerdo, debe ser redactado en el libro correspondiente, suscripto por los jueces del tribunal y autorizado por el secretario y que se pronunciará la sentencia en el expediente, precedida de copia íntegra del acuerdo, autorizado también por dicho funcionario.


Las sentencias de la Corte Suprema deben redactarse en forma impersonal, sin perjuicio de que los jueces disidentes con la opinión de la mayoría emitan su voto por separado.

Retardo de Justicia.


El CPN instituyó como arbitrio tendiente a solucionar el problema de la posible morosidad judicial, el sistema consistente en la pérdida automática de la competencia de que eran pasibles los jueces que no pronunciaban sentencia dentro de los plazos correspondientes y de sus eventuales prórrogas.


El Art. 167 del CPN dispone: 


Art. 167. Demora en pronunciar sentencia. Si la sentencia definitiva no pudiere ser pronunciada dentro del plazo establecido en el artículo 34 u otra disposición legal, el juez o tribunal deberá hacerlo saber a la cámara de apelaciones que corresponda o, en su caso, a la Corte Suprema de Justicia de la Nación, con anticipación de diez días al del vencimiento de aquél si se tratare de juicio ordinario, y de cinco días en los demás casos, expresando las razones que determinen la imposibilidad.


Si considerare atendible la causa invocada, el superior señalará el plazo en que la sentencia debe pronunciarse, por el mismo juez o tribunal, o por otro del mismo fuero cuando circunstancias excepcionales así lo aconsejaren.


Al juez que no hubiere remitido oportunamente la comunicación a que se refiere el primer párrafo, o que habiéndolo hecho, sin causa justificada no pronunciare la sentencia dentro del plazo que se le hubiere fijado, se le impondrá una multa que no podrá exceder del quince por ciento de su remuneración básica, y la causa podrá ser remitida, para sentencia, a otro juez del mismo fuero.


Si la demora injustificada fuere de una cámara, la Corte impondrá la multa al integrante que hubiere incurrido en ella, quien podrá ser separado del conocimiento de la causa, integrándose el tribunal en la forma que correspondiere.


Si se produjere una vacancia prolongada, la cámara dispondrá la distribución de expedientes que estimare pertinente.


De acuerdo a lo dispuesto en el párrafo 4º del Art. mencionado con referencia a la posibilidad de que un miembro de un órgano colegiado sea separado del conocimiento de la causa por razón de morosidad en la emisión del voto, debe entenderse que la integración del tribunal, pese a los términos imperativos de la norma, solo corresponde cuando los restantes jueces no constituyan mayoría absoluta ni concuerden en la solución del juicio. En caso contrario la decisión puede ser dictada por ellos, dejándose constancia de la separación del juez moroso.


El párrafo 5º no contempla específicamente el supuesto de los jueces que ejercen sus funciones por sustitución a raíz de licencia acordada al titular. Debe estimarse que la sanción  prevista por la norma es inaplicable al juez sustituto, por cuanto su situación configura, por si misma, una hipótesis de justificación atendible.


Dispone el Art. 168 del CPN que la imposición de la multa establecida en el Art.  anterior sin perjuicio de la responsabilidad penal, o de la sujeción del juez al tribunal de enjuiciamiento, si correspondiere.

Publicidad de las Sentencias.


Las sentencias de cualquier instancia pueden ser dadas a publicidad, salvo que, por la naturaleza del juicio en que se dictan, razones de decoro aconsejen su reserva, en cuyo caso debe mediar declaración expresa.

Clasificación de las Sentencias.

Generalidades.


La sentencia definitiva, como acto decisorio que pone fin a las cuestiones de fondo planteadas en el proceso, puede ser caracterizada desde distintos puntos de vista. Se habla de sentencias de primera y de segunda o ulterior instancia, atendiendo al órgano del cual emanan, de sentencias estimatorias o desestimatorias de la demanda, de sentencias que adquieren fuerza de cosa juzgada en sentido material o formal, etc.


La clasificación que mayor difusión ha alcanzado en la doctrina es aquella que, atendiendo al contenido específico de las sentencias, las divide en declarativas, de condena y determinativas.

Sentencias Declarativas.


O de mera declaración, aquellas que eliminan la falta de certeza acerca de la existencia, eficacia, modalidad o interpretación de una relación o estado jurídico. La declaración contenida puede ser positiva o negativa: es positiva cuando afirma un determinado efecto jurídico a favor del actor; es negativa cuando, afirma a favor del actor o del demandado, la inexistencia de un determinado efecto jurídico contra ellos pretendido por la contraparte.


Toda sentencia contiene una declaración de certeza como premisa necesaria de la decisión principal, pues tanto para pronunciar una condena cuanto para determinar las condiciones o modalidades de una relación jurídica, es necesario que el juez declare la existencia de las circunstancias que conducen a esas consecuencias. La característica fundamental de esta clase de sentencias reside en que la actividad del juez se agota en la declaración de certeza.


Como ejemplos tenemos aquellas que declaran la nulidad o la simulación de un acto jurídico, la falsedad de un documento, el alcance de una cláusula contractual, la adquisición de la propiedad por prescripción, etc.


Una modalidad de estas, son las llamadas sentencias constitutivas, a las que se define como aquellas que, insustituiblemente, producen los efectos anteriormente mencionados. Cabrá hablar de sentencia constitutiva siempre que la ley condicione insustituiblemente a una declaración judicial la eliminación de la incertidumbre respecto de la existencia, validez, etc, de una declaración o estado jurídico.


Tampoco es admisible destacar como nota distintiva de este tipo, la circunstancia de que solo produzcan efectos a partir del momento en que pasan en autoridad de cosa juzgada, pues existen muchas sentencias constitutivas, como las que declaran la nulidad de un matrimonio contraído de mala fe, que retrotraen sus efectos hacia el pasado.

Sentencias de Condena.


Son aquellas que imponen el cumplimiento de una prestación. Es el tipo más frecuente y en ella prestaron su atención quienes en el siglo pasado, al concebir la acción como un elemento o función del derecho subjetivo, consideraban que aquella no existía si no mediaba la efectiva lesión de un derecho.


Además de declarar la existencia del derecho a una prestación y el incumplimiento de esta por parte del obligado, las sentencias de condena aplican la sanción que la ley imputa a ese incumplimiento, y crean  a favor del titular del derecho, la acción tendiente a obtener su ejecución coactiva.


Las leyes procesales modernas admiten la posibilidad de que se dicten sentencias de condena sin que medie la lesión actual de un derecho, con la finalidad de asegurar al actor el goce de un beneficio en una época determinada o de prevenir la eventual insolvencia del demandado.

Sentencias Determinativas o Especificativas.


Son aquellas mediante las cuales el juez fija los requisitos o condiciones a que deberá quedar subordinado el ejercicio de un derecho. Complementan o integran ciertas relaciones jurídicas cuyos elemento o modalidades no se encuentran determinados por completo. Por ejemplo, son las que fijan el plazo de cumplimiento de una obligación en los términos de los Art. 618 y 751 del Cód. Civil; las que determinan en que forma deben dividirse los bienes comunes; etc.

Art. 618. Si no estuviere determinado en el acto por el que se ha constituido la obligación, el día en que debe hacerse la entrega del dinero, el juez señalará el tiempo en que el deudor deba hacerlo. Si no estuviere designado el lugar en que se ha de cumplir la obligación, ella debe cumplirse en el lugar en que se ha contraído. En cualquier otro caso la entrega de la suma de dinero debe hacerse en el lugar del domicilio del deudor al tiempo del vencimiento de la obligación.


Art. 751. Si no hubiese plazo designado, se observará lo dispuesto en el art. 618.
La Sentencia Definitiva.

Efectos Jurídicos de la Sentencia.


Mediante la sentencia el juez crea una norma individual que constituye una nueva fuente reguladora de la situación jurídica controvertida en el proceso, y que debe ser acatada por las partes y respetada por los terceros.


El efecto natural de toda sentencia consiste en su obligatoriedad o imperatividad, pues si así no fuere, es obvio que carecería de objeto y de razón de ser.


Existen efectos particulares  que resultan del contenido de la sentencia: quedará eliminada la incertidumbre sobre la existencia, eficacia, modalidad o interpretación de una relación o estado jurídico si se trata de una sentencia meramente declarativa; nacerá un título ejecutivo a favor del vencedor en el supuesto de que el sujeto pasivo de una sentencia de condena no se avenga a cumplir la prestación que aquella le impuso y quedará integrada la correspondiente relación jurídica si se trata de una sentencia determinativa.


Algunos consideran que también constituye un efecto de la sentencia la extinción de la competencia del juez con respecto al objeto del proceso. Se trata de un efecto relativo, pues el juez que dictó la sentencia tiene atribuciones para conocer del recurso de aclaratoria, decretar medidas cautelares, decidir los incidentes que tramitan por separado, etc.


Aparte de los mencionados, produce efectos secundarios o indirectos, a los cuales caracteriza el hecho de ser consecuencia directa de algún efecto principal o del simple pronunciamiento del fallo. Tales son, por ejemplo, la facultad de pedir el embargo preventivo en el caso de obtenerse una sentencia favorable y la imposición de costas al vencido.

Efectos Temporales.


La clase de sentencia de que se trate determina el alcance temporal de sus efectos. Las declarativas proyectan sus efectos hacia el momento en que tuvieron lugar los hechos; declarada la nulidad absoluta de un acto, la declaración judicial se retrotrae a la fecha en que aquel se celebró.


Las sentencias constitutivas solo producen efecto hacia el futuro. Pero la regla no es absoluta, y en cada caso será necesario atenerse a lo que dispongan las pertinentes prescripciones legales.


Si se trata de sentencias de condena, el tema reviste importancia a los fines de determinar la fecha desde la cual corresponde abonar los intereses y los frutos. En lo que atañe a los intereses, cabe distinguir de obligaciones derivadas de contratos o de hechos ilícitos. En el primer caso, si las obligaciones son a plazo, los intereses se devengan desde el vencimiento de aquel, pues la mora se produce de pleno derecho; y si, el plazo no estuviere convenido, pero resultare tácitamente de la naturaleza de la obligación, los interese corren desde que se interpeló extrajudicialmente. O desde la notificación de la demanda.


En el segundo caso, los intereses deben liquidarse desde la fecha en que se produjeron los perjuicios sobre que versa la reparación. Con respecto a los frutos, el Art. 2433 del Cód. Civil prescribe que ellos deben restituirse desde la fecha de notificación de la demanda. Importa señalar que la mayor parte de los precedentes judiciales se orienta en el sentido de que es procedente la aplicación de intereses aunque la suma reclamada fuere líquida, en cuyo caso aquellos deben correr desde la fecha de notificación de la demanda.


Las determinativas solo producen efectos hacia el futuro, ya que la integración de la respectiva relación jurídica se opera con motivo del fallo.

La Cosa Juzgada.

Concepto, Requisitos e Importancia Constitucional.

La cosa juzgada significa la irrevocabilidad que adquieren los efectos de la sentencia cuando contra ello no procede ningún recurso que permita modificarla. No constituye un efecto de la sentencia, sino una cualidad que se agrega a ella para aumentar su estabilidad y que igualmente vale para todos los posibles efectos que produzca.


La cosa juzgada supone la inimpugnabilidad de la sentencia, o, la preclusión de los recursos que procedan contra ella. Al operarse tal preclusión, se dice que esta adquiere autoridad de cosa juzgada en sentido formal. Cuando la sentencia, aparte de ser insusceptible de ese ataque directo mediante la interposición de un recurso, también lo es de ataque indirecto a través de la apertura de un nuevo proceso, se dice que aquella goza de autoridad de cosa juzgada en sentido material.


Existe cosa juzgada en sentido formal, cuando no obstante ser inimpugnable la sentencia dentro  del proceso en el cual se dictó, existe la posibilidad de obtener, en un proceso posterior, un resultado distinto al alcanzado en aquel. Existe cosa juzgada en sentido material cuando, a la irrecurribilidad de la sentencia, se agrega la posibilidad de que en cualquier circunstancia y en cualquier otro proceso se juzgue de un modo contrario a lo decidido por aquella. La cosa juzgada en sentido material comporta la normatividad del contenido de la sentencia, es decir, de la afirmación de la existencia o inexistencia de la consecuencia jurídica pretendida por una de las partes y expresada por el fallo, para todo procedimiento en que se cuestione la misma consecuencia jurídica. La cosa juzgada en sentido material presupone la cosa juzgada en sentido formal; y que esta última, por consiguiente, puede existir con independencia de la primera.


Para que una decisión judicial adquiera autoridad de cosa juzgada, es necesario que se haya dictado en un proceso contradictorio y con carácter final.


De allí que no sean susceptibles de adquirir aquella calidad los pronunciamiento dictados en jurisdicción voluntaria. Aún tratándose de procesos contenciosos, no cabe invocar la defensa de cosa juzgada sobre la base de lo decidido en un proceso anterior tramitado en rebeldía de una de las partes, en tal caso la rebeldía adquiere proporciones desmesuradas e injustas.


Tampoco adquieren autoridad de cosa juzgada las sentencias interlocutorias, pues estas solo producen preclusión acerca de las cuestiones procesales sobre que versan y carecen de efectos extraprocesales.


En su acepción constitucional, la palabra propiedad no se refiere solamente al dominio de las cosas materiales, sino que comprende, como lo ha dicho la Corte Suprema, todos los intereses apreciables que un hombre pueda poseer fuera de si mismo, fuera de su vida y de su libertad.


En ese orden de ideas, la Corte ha expresado que el derecho reconocido por una sentencia pasada en autoridad  de cosa juzgada constituye un bien que queda incorporado al patrimonio del interesado.

Teorías Enunciadas Acerca de su Fundamiento.


Constituye una preocupación doctrinaria la de hallar una justificación racional al principio de la inmutabilidad de los pronunciamientos jurisdiccionales definitivos.


Así Savigny, sostuvo que toda sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada queda a cubierto de eventuales impugnaciones por cuanto representa una ficción de la verdad, creada frente a la conveniencia de promover la estabilidad de las relaciones jurídicas. Esta teoría es susceptible de objeción si se considera que el esclarecimiento de la verdad no constituye más que un meta ideal del proceso civil, y que, no es necesario recurrir al arbitrio de la ficción para salvar aquellos casos en que esa verdad no se logra.


Mayor difusión alcanzó la teoría de Pothier en el sentido de que la autoridad de la cosa juzgada responde a la presunción absoluta de verdad de la sentencia.


Ugo Rocco, tiene su tesis que parte de una hipótesis opuesta a la de la ficción de la verdad, mientras esta última trata de legitimar el error posible de la sentencia, aquella se funda en la probabilidad de que la sentencia no contiene error, transformando esa mera probabilidad en una presunción iure et de iure.


La cosa juzgada no constituye un atributo esencial y necesario de la sentencia, sino una simple creación del ordenamiento jurídico que puede o no acordar tal autoridad a los pronunciamientos judiciales definitivos sin que con ello quede afectado principio lógico u ontológico alguno. La cosa juzgada no es más que la duración de la vigencia de las sentencias judiciales, de cualquier norma jurídica, originada en la prohibición impuesta normativamente a los órganos de la colectividad de derogarlas por medio de otras normas jurídicas posteriores. Y en ese orden de ideas, parece obvio que son valoraciones de seguridad y de orden las que sustentan su mantenimiento en el orden jurídico.

Límites Objetivos de la Cosa Juzgada.


El problema de los límites objetivos ha sido encarado desde dos puntos de vista. Uno, que es fundamentalmente procesal, atiende a la parte o partes de la sentencia que adquieren fuerza de cosa juzgada; el otro se refiere a la determinación de las cuestiones litigiosas que se hallan amparadas por esa fuerza.

a) En relación con el primero ha sido debatido por la doctrina el problema consistente en determinar si la autoridad de la cosa juzgada comprende a la sentencia considerada como una unidad jurídica, tanto a los fundamentos como a la parte dispositiva, o si es solo esta última la que puede alcanzar dicha autoridad.  



Savigny se encuentra entre los principales defensores de esta tesis. Consideraba que la comprensión del pensamiento del juez impone la necesidad de examinar los motivos en que se funda la decisión, pues de lo contrario la excepción de cosa juzgada deducida en un proceso posterior no podría ser aceptada ni rechazada.

Formula además, una distinción entre los motivos que determinan la decisión: los objetivos, a los que define como los elementos constitutivos de las relaciones jurídicas invocadas por las partes, y los subjetivos, que son los móviles que influyen sobre el espíritu del juez llevándolo a afirmar o negar la existencia de aquellos elementos, siendo solamente los motivos objetivos los que pueden alcanzar autoridad de cosa juzgada.

La doctrina rioplatense de derecho procesal ha asumido una actitud conciliadora, Jofré y Alsina entienden que cuando la parte dispositiva no se basta a si misma, procede examinar los motivos a fin de precisar o interpretar su alcance, agregando que tal recurso es incluso válido para rectificar algún error material del dispositivo, cuando con ello no se altere la sustancia de la decisión. Couture considera que si bien como regla las premisas o considerandos del fallo no hacen cosa juzgada, por excepción adquieren es autoridad cuando lo dispositivo se remite a ellos en forma expresa o cuando constituyen un antecedente lógico absolutamente inseparable.

Imaz, sobre la base de que el consistir de la sentencia es ser una norma individual, llega a la conclusión de que el límite procesal de la cosa juzgada debe determinarse con referencia al contenido de la norma individual creada en cada caso concreto y en la medida en que su constitución sea requerida para la solución del litigio de que se trate, con prescindencia del lugar de pronunciamiento en el cual se enuncia la decisión.

b) En cuanto al segundo de los aspectos, rige el principio de que la autoridad de la cosa juzgada se extiende a todas aquellas cuestiones que han sido debatidas en el proceso y decididas por la sentencia.

La cosa juzgada cubre incluso aquellas cuestiones que, pudiendo haber sido objeto de debate entre las partes, no lo fueron.

No adquieren autoridad de cosa juzgada los meros argumentos corroborantes, tales los que puede formular el juez acerca del derecho de propiedad en un proceso que versa exclusivamente sobre la posesión o la tenencia, ni las declaraciones incidentales que no sean requeridas para la solución del pleito.

Límites Subjetivos de la Cosa Juzgada.


Es regla que la cosa juzgada solo afecta a quienes fueron parte en el proceso en que se dictó la sentencia investida de aquella autoridad. Esta no puede beneficiar ni perjudicar a los terceros que han sido ajenos al proceso. Por partes debe entenderse  no solo a los sujetos activo y pasivo de la pretensión procesal sino también a todas aquellas personas que, en las condiciones previstas en la ley, se han incorporado voluntariamente al proceso o han sido citadas para intervenir en él, y a quienes la sentencia afecta como a los litigantes principales.


La cosa juzgada no se extiende a quien habiendo actuado en el primer proceso por derecho propio, lo hace en el segundo como representante legal o convencional de un tercero, ni a quien reclama como heredero beneficiario de un proceso y como acreedor hipotecario en otro, etc. Por el contrario, no obstante el cambio de personas físicas, la cosa juzgada alcanza a los sucesores universales de quienes intervinieron en el proceso como parte.


La regla de la cosa juzgada admite algunas excepciones fundadas en las vinculaciones jurídicas existentes entre las partes y terceros. Tratándose de obligaciones solidarias, la cosa juzgada es invocable por los coacreedores que no participaron en el proceso, así como los codeudores contra el coacreedor que fue parte en el juicio; la sentencia obtenida por el usufructuario tanto en el juicio petitorio como en el posesorio beneficia al nudo propietario para la conservación de los derechos sobre los cuales debe velar; etc.

La Cosa Juzgada en las Sentencias de Estado.


Tanto la jurisprudencia como la doctrina aceptan generalmente la regla de que las sentencias dictadas en cuestiones de estado, adquieren autoridad de cosa juzgada no solo respecto de quienes han intervenido en el proceso, sino erga omnes. El fundamento de tal conclusión suele enunciarse con referencia al carácter indivisible que reviste el estado civil de las personas, y al principio de orden público que se halla comprometido en todas las cuestiones que afecten a la organización de la familia.


No se trata de un principio absoluto. Es indiscutible la autoridad de cosa juzgada erga omnes que reviste la sentencia de estado dictada frente a los legítimos contradictores primarios, o sea, a los sujetos directos de la relación jurídica controvertida, como serían en un juicio de filiación el padre y el hijo. No ocurre lo mismo cuando el juicio se ha sustanciado con la intervención de legítimos contradictores secundarios, como serían en materia de filiación, los parientes del supuesto padre. El interés de estos, queda desplazado por el de los legítimos contradictores primarios, pero entre sí, gozan de una legitimación de igual grado, y como consecuencia de ello, su actividad procesal no puede afectar el ejercicio de los derechos pretendidos por los restantes legitimados que se encuentren en su misma posición. Si la sentencia fue pronunciada frente a un legítimo contradictor secundario, la cosa juzgada es oponible a todos los terceros, menos a los otros legítimos contradictores secundarios, porque estos tienen en comparación con los que fueron parte en el juicio, un interés y un derecho igual. Si se admitiese la cosa juzgada en estos supuestos, se consagraría la injusticia de hacer recaer, sobre los que demandaron posteriormente, las consecuencias de la actuación negligente o deficiente de los que primero lo hicieron.

Efectos de la Cosa Juzgada Penal en Materia Civil y Viceversa.


El Art. 1102 del Cód. Civil expresa: 


Art.1102. Después de la condenación del acusado en el juicio criminal, no se podrá contestar en el juicio civil la existencia del hecho principal que constituya el delito, ni impugnar la culpa del condenado.


La sentencia penal condenatoria hace cosa juzgada en el proceso civil. En consecuencia, los jueces intervinientes en la causa civil sobre indemnización de daños y perjuicios derivados de un delito sancionado en sede penal, no se hallan habilitados para rever lo allí decidido acerca de la existencia del hecho delictuoso y de la responsabilidad del acusado, aunque ello no impide que en el juicio civil pueda probarse la existencia de culpa concurrente de la víctima.


Art. 1103. Después de la absolución del acusado, no se podrá tampoco alegar en el juicio civil la existencia del hecho principal sobre el cual hubiese recaído la absolución.



Esta norma contempla el caso de que la sentencia penal haya declarado que el hecho imputado no existe o que, aún habiendo existido, el acusado no fue su autor. No es aplicable cuando el pronunciamiento absolutorio, no obstante declarar la existencia del hecho y la autoría del acusado, resuelve que aquel no constituye delito; o cuando, reconociendo la existencia de un delito, no aplica la pena por concurrir un eximente legal.


El Cód. Civil expresa: 


Art.1105. Con excepción de los dos casos anteriores, o de otros que sean exceptuados expresamente, la sentencia del juicio civil sobre el hecho no influirá en el juicio criminal, ni impedirá ninguna acción criminal posterior, intentada sobre el mismo hecho, o sobre otro que con él tenga relación.


Art. 1106. Cualquiera que sea la sentencia posterior sobre la acción criminal, la sentencia anterior dada en el juicio civil pasada en cosa juzgada, conservará todos sus efectos.
Otras Formas de Terminación del Proceso.

Generalidades.


Frente a la sentencia definitiva que constituye el modo normal de terminación de todo proceso, existen diversos actos y situaciones que producen el mismo resultado, aunque algunos de ellos no afectan al derecho sustancial que puede asistir a las partes y posibilitan la reproducción de la pretensión en un proceso posterior.


Cuatro de esos modos anormales de terminación constituyen manifestaciones expresas de voluntad de las partes. Son ellos: allanamiento, desistimiento, transacción y conciliación. Con excepción del desistimiento de la pretensión, los restantes componen definitivamente el litigio e impiden, por lo tanto, su ulterior renovación.


Estos actos se complementan, como principio, mediante un acto decisorio del juez. El allanamiento no excluye la necesidad de una sentencia, y los restantes requieren, para perfeccionarse jurídicamente, una resolución homologatoria.


Otro modo anormal es la caducidad de la instancia, que no reviste el carácter de acto procesal, y se funda en la voluntad presunta de abandono del proceso por parte del litigante a quien incumbe la carga de impulsar la marcha de la instancia, sea esta principal o incidental. Además, la caducidad de la instancia no impide la renovación de la pretensión.


La mediación, regulada por la Ley 24.573, si bien puede culminar con la realización de un acto provisto de la misma eficacia de la transacción y la conciliación, actúa no ya como medio anormal de terminación del proceso, sino como medio de evitar su promoción.

Desistimiento.

Concepto, Clases y Efectos.


No es posible enunciar un concepto unitario, por cuanto reviste características autónomas y nítidamente diferenciables según sea la finalidad que persigue.


Existen dos clases de desistimiento: la de pretensión (o del proceso) y del derecho.


a) El desistimiento de la pretensión es el acto mediante el cual el actor manifiesta su voluntad de poner fin al proceso sin que se dicte una sentencia de fondo respecto del derecho material invocado como fundamento de aquella.


Esta clase solo comporta el expreso abandono del proceso y la consecuente desaparición de su objeto, pero no afecta al derecho material que pudiere corresponder al actor. No impide el planteamiento de la misma pretensión en otro proceso ulterior, de idéntico contenido.


Como consecuencia del desistimiento de la pretensión, que el Art. 304 del CPN denomina desistimiento del proceso, quedan sin efecto los actos procesales cumplidos, pero las pruebas incorporadas al proceso que se extingue pueden ser utilizadas en el proceso posterior que se inicie.


Formulado el desistimiento de la pretensión y cumplidos los requisitos, el juez debe disponer la extinción del proceso y el archivo de las actuaciones, imponer las costas en la forma que corresponda y practicar las regulaciones de honorarios de los profesionales intervinientes.


b) El desistimiento del derecho es el acto en cuya virtud el actor abdica del derecho material invocado como fundamento de la pretensión. Constituye un acto paralelo al allanamiento, pues consiste en la declaración formulada por el actor de que su pretensión es infundada. 


Este desistimiento produce efectos equivalentes a los de la cosa juzgada, pues constituye un impedimento a la discusión posterior del derecho material que el actor invocó como fundamento de su pretensión. Este no vincula necesariamente al juez, pues este tiene la facultad de desestimarlo, no dictando la correspondiente resolución homologatoria, en el supuesto de que aquel versare sobre derechos indisponibles.


El CPN se refiere a ambas clases de desistimiento en los Art. 304 y 305.


Art. 304. Desistimiento del proceso. En cualquier estado de la causa anterior a la sentencia, las partes, de común acuerdo, podrán desistir del proceso manifestándolo por escrito al juez quien, sin más trámite, lo declarará extinguido y ordenará el archivo de las actuaciones.


Cuando el actor desistiera del proceso después de notificada la demanda deberá requerirse la conformidad del demandado, a quien se dará traslado notificándosele personalmente o por cédula, bajo apercibimiento de tenerlo por conforme en caso de silencio. Si mediare oposición, el desistimiento carecerá de eficacia y proseguirá el trámite de la causa.


Art. 305. Desistimiento del derecho. En la misma oportunidad y forma a que se refiere el artículo anterior el actor podrá desistir del derecho en que fundó la acción. No se requerirá la conformidad del demandado debiendo el juez limitarse a examinar si el acto procede por la naturaleza del derecho en litigio, y a dar por terminado el juicio en caso afirmativo. En lo sucesivo no podrá promoverse otro proceso por el mismo objeto y causa.


Requisitos según se trate de Desistimiento de la Pretensión o del Derecho.


La primer de la norma se refiere al desistimiento por acto bilateral de las partes, el que configura un verdadero convenio procesal.


La segunda parte contempla, en cambio, la hipótesis del desistimiento unilateral. Del texto surge claramente que antes de la notificación de la demanda no cabe requerir la conformidad de la contraparte, del demandado, siendo ineludible, en cambio, el cumplimiento de tal requisito, cuando ya ha sido notificada la demanda.


La diferencia, que resulta de la oportunidad en que se formula el desistimiento de la pretensión, se explica si se tiene en cuenta que al no impedir aquel acto la renovación de la misma litis en un ulterior proceso, parece razonable suponer que el demandado, en conocimiento de la demanda por la notificación, puede tener interés en que el proceso continúe hasta obtener una sentencia final que dilucide el conflicto y lo favorezca, autorizándolo, asimismo, a valerse de la excepción de cosa juzgada.


El Art. 304 del CPN prescribe que si media oposición el desistimiento carecerá de eficacia y proseguirá el trámite de la causa. Es preciso aclarar que, en este caso, no incumbe al demandado la carga de justificar o fundamentar su oposición: basta que se formule para que el proceso no pueda tenerse por extinguido. Podría desestimarse la oposición en el supuesto de que el demandado hubiese adoptado alguna actitud incompatible con ella, como ocurriría si hubiera deducido alguna excepción dilatoria, pues estas, tienen por objeto lograr la extinción de la pretensión sin afectar el derecho.


El desistimiento del derecho no requiere la conformidad de la contraparte. La razón de esta diferencia es que no siendo posible renovar el litigio en un proceso posterior, no se concibe el interés que podría tener el demandado en deducir oposición.


La solución legal resulta contradictoria con la del Cód Civil en su Art. 868, que condiciona la renuncia de los derechos del acreedor a la aceptación del deudor. Aparte de la circunstancia de que las pretensiones procesales no siempre se hallan coordinadas a la satisfacción de un derecho creditorio, parece claro que una cosa es la renuncia a un derecho material cuya existencia no está en tela de juicio, y otra distinta es el desistimiento del derecho, institución típicamente procesal que involucra un litigio en el cual se discute la existencia misma de ese derecho.


Agrega el Art. 306 del CPN:


Art. 306. Revocación. El desistimiento no se presume y podrá revocarse hasta tanto el juez se pronuncie, o surja del expediente la conformidad de la contraria.

Capacidad.


La capacidad para desistir, en general, coincide con la capacidad procesal, o sea, con la aptitud para ejecutar actos procesales válidos.


En el ámbito de la representación convencional, el desistimiento de la pretensión no requiere facultad especial contenida en el mandato. Para desistir del derecho es necesario poder especial cuando el comporta la renuncia gratuita a un derecho


Si se trata de representantes legales, toda vez que no pueden renunciar a los derechos de sus pupilos o curados, ni aún con autorización judicial, carecen de facultades para desistir del derecho judicialmente invocado en nombre de aquellos.

Forma.


Tanto el desistimiento a la pretensión como el del derecho no se presuponen. Deben, por consiguiente, ser expresos. Cabe la posibilidad de que se formulen con carácter parcial, por ejemplo, en el caso de la acumulación de pretensiones.

Curso de las Costas.


El CPN establece, como principio general, que las costas se impondrán a quien desiste, pero exceptúa el caso de que el desistimiento obedezca exclusivamente a cambios de legislación o jurisprudencia y se lleve a cabo sin demora injustificada. Esta excepción es solo aplicable al supuesto de desistimiento del derecho. El CPN contempla además los cambios de legislación que pudieren haberse producido con posterioridad a la deducción de la demanda.


Si el desistimiento se produce de común acuerdo y las partes nada estipulan acerca del pago de las costas, estas deben pagarse en el orden causado.

Transacción.

Concepto.


Constituye una de los modos de extinción de las obligaciones, al que el Art. 832 del Cód. Civil define:


Art. 832. La transacción es un acto jurídico bilateral, por el cual las partes, haciéndose concesiones recíprocas, extinguen obligaciones litigiosas o dudosas.



Forma.


Dispone el Art. 838 del mismo Código:


Art. 838. Si la transacción versare sobre derechos ya litigiosos no se podrá hacer válidamente sino presentándola al juez de la causa, firmada por los interesados. Antes que las partes se presenten al juez exponiendo la transacción que hubiesen hecho, o antes que acompañen la escritura en que ella conste, la transacción no se tendrá por concluida, y los interesados podrán desistir de ella.


El Art. 308 del CPN dispone a su vez:


Art. 308. Forma y trámite. Las partes podrán hacer valer la transacción del derecho en litigio, con la presentación del convenio o suscripción de acta ante el juez. Este se limitará a examinar la concurrencia de los requisitos exigidos por la ley para la validez de la transacción, y la homologará o no. En este último caso, continuarán los procedimientos del juicio.

Efectos.


Dice el Art. 850 del Cód. Civil:


Art. 850. La transacción extingue los derechos y obligaciones que las partes hubiesen renunciado, y tiene para con ellas la autoridad de la cosa juzgada.



En cuanto al momento en que este efecto se produce, tratándose de derechos litigiosos, el Cód. lo fija en el de la presentación de la transacción ante el juez de la causa, e implícitamente, en el de su celebración verbal en presencia del juez.


No puede desconocerse a este último la facultad de examinar la capacidad y personería de quienes realizaron el acto, así como también la transigibilidad de los derechos de que se trate, en los términos de las diferentes normas contenidas en el Código Civil.


Sin perjuicio de que la transacción surta efectos desde la presentación del escrito o de la suscripción del acta ante el juez, ella se integra, procesalmente, mediante la homologación judicial. En ausencia de resolución homologatoria el proceso no se extingue y tampoco cabe la posibilidad de obtener el cumplimiento de la transacción por la vía de la ejecución de sentencia.

Conciliación.

Concepto y Forma.

La doctrina no ha logrado todavía formular un concepto inequívoco de la conciliación  como modo anormal autónomo de terminación de los procesos. Alsina se limita a decir que la conciliación no importa una transacción, aunque esta pueda ser a veces la consecuencia de aquella. Ayarragaray sostiene que la diferencia fundamental entre la conciliación y la transacción reside en que, mientras esta última solo cabe en materia de intereses pecuniarios, la conciliación puede comprender otro género de pretensiones jurídicas, como podrían ser, por ejemplo, los referentes a la residencia de los cónyuges durante el juicio de divorcio o a la tenencia de los hijos.


Concluimos que si cabe hablar de conciliación como un medio anormal autónomo de terminación de los procesos, solo puede serlo en el sentido de que ella supone la iniciativa y la intervención del juez en la celebración del acto.  En lo que concierne a su contenido debe estimarse que es susceptible de participar de las características de los restantes modos anormales de conclusión del juicio, pues mediante ella las partes pueden concretar un desistimiento, una transacción o un allanamiento, o una figura compleja que presente, al mismo tiempo, notas comunes a esas instituciones.


Entre las facultades ordenatorias que el CPN acuerda a los jueces figura la de disponer en cualquier momento la comparecencia personal de las partes para intentar una conciliación, según el Art. 36, Inc. 2.


La tentativa de conciliación no se halla instituida por la norma mencionada, como un trámite previo y obligatorio, sino como una facultad cuyo ejercicio queda librado al arbitrio judicial, los jueces pueden disponer la citación de las partes, con ese objeto, en cualquier momento del proceso.


El CPN contempla además dos casos particulares de tentativa obligatoria de conciliación, los que se hallan previstos en los Art. 34 Inc. 1 y Art. 639. El primero dispone que en los juicios de divorcio y nulidad de matrimonio se fijará una audiencia a la que deberán comparecer personalmente las partes y el representante del Ministerio Público. En ella el juez tratará de reconciliar a las partes y de avenirlas a las cuestiones relacionadas con la tenencia de hijos, régimen de visitas y atribución del hogar conyugal. El segundo, relativo al juicio de alimentos, el juez deberá señalar una audiencia que deberá tener lugar en un plazo no mayor de diez días contado desde la fecha del pedido. En ella deberán comparecer las partes personalmente y el representante del Ministerio Pupilar, el juez procurará que lleguen a un acuerdo directo, en cuyo caso lo homologará en ese mismo acto, poniendo fin al juicio. La incomparecencia injustificada a quien se le requieren los alimentos determina la aplicación de una multa, a favor de la otra parte, que debe fijarse entre un importe mínimo y máximo que se establece en el Art. 640 del CPN.


La fijación de estas audiencias constituye un deber del juez, a quien incumbe intentar una conciliación. En ambos supuestos se trata de trámites previos y obligatorios. Fuera del supuesto previsto por el Art. 640, la incomparecencia al acto no autoriza la aplicación de sanciones de ninguna naturaleza.

Efectos.


Concretado el avenimiento, el juez debe como regla general, verificar la capacidad de los intervinientes en el acto o la suficiencia del mandato de sus representantes, así como la disponibilidad de los derechos sobre los que aquel versó, y dictar, en caso afirmativo, la correspondiente resolución homologatoria, la cual debe contener, además, la regulación de honorarios de los trabajos realizados por los profesionales. Dispone el Art.. 309 del CPN:


Art. 309. Efectos. Los acuerdos conciliatorios celebrados por las partes ante el juez y homologados por éste, tendrán autoridad de cosa juzgada.


En relación con la audiencia preliminar regulada por el 360 bis del CPN, este dispone: 


Art. 360 bis. Conciliación Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 36, inciso 2, apartado a), en la audiencia mencionada en el artículo anterior, el juez y las partes podrán proponer fórmulas conciliatorias.


Si se arribase a un acuerdo conciliatorio, se labrará acta en la que conste su contenido y la homologación por el juez interviniente. Tendrá efecto de cosa juzgada y se ejecutará mediante el procedimiento previsto para la ejecución de sentencia. Si no hubiera acuerdo entre las partes, en el acta se hará constar esta circunstancia, sin expresión de causas. Los intervinientes no podrán ser interrogados acerca de lo acontecido en la audiencia.

Caducidad de la Instancia.

Concepto.


La caducidad o perención de la instancia constituye un modo de extinción del proceso que tiene lugar cuando en el no se cumple acto de impulso alguno durante los plazos establecidos por la ley.


Una de las características del principio dispositivo reside en el hecho de que el proceso civil no solo se promueve sino que, además, avanza y se desarrolla en sus distintas etapa a expensas de la voluntad particular. La parte que da vida al proceso contrae la carga de urgir su sustanciación y resolución, carga que se justifica tanto porque no es admisible exponer a la contraparte a la pérdida de tiempo y de dinero que importa una instancia indefinidamente abierta, cuanto porque media interés público en que el Estado, libere a sus propios órganos de la necesidad de proveer a las demandas, así como de todos los deberes derivados  de la existencia del proceso.


El fundamento de esta institución, desde el punto de vista subjetivo, estriba en la presunción de renuncia de la instancia que comporta el hecho de la inactividad procesal prolongada, y en la consiguiente conveniencia de que el órgano judicial se desligue de los deberes que la subsistencia de los deberes le impone. Apreciada desde un punto de vista objetivo, parece claro que su fundamento radica en la necesidad de evitar la duración indeterminada de los procesos judiciales.

Presupuestos de la Caducidad de la Instancia.

a) Existencia de una Instancia, Principal o Incidental.


Instancia es el conjunto de actos procesales que se suceden desde la interposición de una demanda, la petición que abre una etapa incidental del proceso o la concesión de un recurso, hasta la notificación de la sentencia o resolución que se persigue mediante tales actos.

b) Inactividad Procesal.

Significa la paralización total del trámite judicial útil, el no cumplimiento de acto idóneo alguno por ambas partes, por el juez o tribunal, o por los auxiliares de unos y otros. Es preciso aclarar que la caducidad no se produce cuando los juicios están pendientes de alguna resolución, y la demora en dictarla es imputable al órgano judicial.

La inactividad debe ser continuada durante los lapsos que la ley determina. Cualquier petición de las partes o actuación del tribunal o de los mencionados funcionarios que sea adecuada para impulsar el desarrollo del proceso y que se verifique antes del vencimiento de los plazos pertinentes, tiene por efecto la interrupción de la caducidad y determina la iniciación del curso de un nuevo plazo.

c) Transcurso de un Plazo.

Los períodos de inactividad procesal que deben transcurrir para que se produzca la caducidad se encuentran establecidos en el Art. 310 del CPN:


Art. 310. Plazos. Se producirá la caducidad de la instancia cuando no se instare su curso dentro de los siguientes plazos:

1. De seis meses, en primera o única instancia.

2. De tres meses, en segunda o tercera instancia y en cualquiera de las instancias en el juicio sumario o sumarísimo, en el juicio ejecutivo, en las ejecuciones especiales y en los incidentes.

3. En el que se opere la prescripción de la acción, si fuere menor a los indicados precedentemente.

4. De un mes, en el incidente de caducidad de instancia.

La instancia se abre con la promoción de la demanda aunque no hubiere sido notificada la resolución que dispone su traslado.


Prescribe el Art. 311 del CPN: 


Art. 311. Cómputo. Los plazos señalados en el artículo anterior se computarán desde la fecha de la última petición de las partes, o resolución o actuación del juez, secretario u oficial primero, que tenga por efecto impulsar el procedimiento; correrán durante los días inhábiles salvo los que correspondan a las ferias judiciales.


Para el cómputo de los plazos de descontará el tiempo en que el proceso hubiere estado paralizado o suspendido por acuerdo de las partes o por disposición del juez, siempre que la reanudación del trámite no quedare supeditada a actos procesales que deba cumplir la parte a quien incumbe impulsar el proceso.

El último párrafo del Art. 311 contempla el caso de que el proceso haya estado paralizado o suspendido por acuerdo de las partes o por disposición del juez, en cuyo supuesto corresponde descontar el tiempo de la paralización o suspensión, salvo que la reanudación del trámite se haya subordinado a la actuación de la parte a quien incumbe la carga del impulso procesal, lo que ocurriría si se hubiese dispuesto la suspensión del plazo con vistas a que la parte interesada presentase un documento cuya carencia  motivó la suspensión y aquella omitiese cumplir el acto al reanudarse el curso del plazo.

d) Resolución Judicial que la Declare Operada.

En el caso de litisconsorcio, finalmente, el impulso del procedimiento por uno de los litisconsortes beneficia a los restantes. El Art. 312 del CPN dispone:


Art. 312. Litisconsorcio. El impulso del procedimiento por uno de los litisconsortes beneficiará a los restantes.


Formas en que se Produce la Caducidad.


El artículo 3º de la derogada Ley 14.191 disponía que la caducidad se opera de pleno derecho y verificado el vencimiento del plazo, debe ser declarada de oficio, ordenándose el archivo del proceso. Las partes o los terceros interesados podrán pedir su declaración si no lo hiciere el tribunal.


La interpretación de esta norma dividió la doctrina y jurisprudencia nacionales. Un sector: Spota, Areal, etc., entendieron que los términos de pleno derecho, utilizados en el citado artículo, significaban que la caducidad se producía ipso iure como consecuencia del simple transcurso de los plazos legales y que carecía de relevancia cualquier acto de las partes o actuación del tribunal posteriores al vencimiento de aquellos. Otros autores: Podetti, Mercader, Parry y Colombo, sostuvieron que no  obstante la expresión utilizada por la ley, la caducidad era susceptible de convalidarse o de purgarse, cuando no habiendo sido declarada por el juez o tribunal, tenía lugar un acto de impulso procesal que era consentido expresa o tácitamente por la parte interesada en la declaración de caducidad. La mayoría de los tribunales y la Corte adhirieron a este criterio.


Tal solución se apoyaba en los siguientes fundamentos:


1º) El consentimiento en la parte interesada en la declaración de caducidad comporta una presunción de renuncia a la facultad de hacerla valer.


2º) Los actos posteriores a la producción de la caducidad y su consentimiento posterior por el litigante contrario, se hallan amparados por el principio de preclusión, que impide retrotraer el procedimiento ya cumplido y consentido.


3º) Todas las nulidades procesales, entre las que se encontrarían los actos producidos con posterioridad a los plazos de caducidad, revisten carácter relativo y son susceptibles de convalidarse por el consentimiento expreso o presunto de la parte a quien afecta.


4º) La solución contraria a nadie beneficia: ni al Estado en cuanto la declaración tardía de la caducidad desvirtúa los propósitos de celeridad procesal que informan a aquella; ni a las partes, porque la continuación del curso del proceso, que descarta la presunción de abandono de la instancia, impide la interposición de una nueva demanda.


La expresión “de pleno derecho” se entendía en el sentido de que una vez verificado el vencimiento del plazo legal, el juez o tribunal debía, por lo pronto, declarar operada la caducidad, aún en el caso de que, con posterioridad a dicho vencimiento, hubiera mediado la actividad unilateral del litigante a quien incumbía el impulso del proceso. La resolución del juez revestía carácter declarativo, pues sus efectos se retrotraían al momento en que el plazo se cumplió (ex tunc). Si por inadvertencia del juez o tribunal la caducidad no se declaraba, la parte interesada en la declaración tenía la facultad de pedirla y de oponerse a cualquier acto de impulso realizado por la contraparte, solicitando el correspondiente pronunciamiento.


El CPN adoptó un sistema diferente al de la derogada Ley 14.191 y que coincide, en parte, con las conclusiones de la jurisprudencia mencionada. Dicen los Art. 315 y 316 del CPN: 


Art. 315. Quiénes pueden pedir la declaración. Oportunidad. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo siguiente, la declaración de caducidad podrá ser pedida en primera instancia, por el demandado; en el incidente, por el contrario de quien lo hubiere promovido; en el recurso, por la parte recurrida. La petición deberá formularse antes de consentir el solicitante cualquier actuación del tribunal o de la parte posterior al vencimiento del plazo legal, y se sustanciará únicamente con un traslado a la parte contraria.


El pedido de caducidad de la segunda instancia importa el desistimiento del recurso interpuesto por el peticionario, en el caso de que aquél prosperare.


Art. 316. Modo de operarse. La caducidad será declarada de oficio, sin otro trámite que la comprobación del vencimiento de los plazos señalados en el artículo 310, pero antes de que cualquiera de las partes impulsare el procedimiento.


El Art. 316 se complementa con el segundo párrafo del Art. 315 trascripto. Se sigue que el CPN admite que la caducidad de la instancia se declare de oficio por los jueces o tribunales, pero no que aquella se produzca de pleno derecho.


 La particularidad reside en la circunstancia de que la caducidad se tiene por operada a partir del momento en que el juez o tribunal la declara, por lo que dicha resolución  reviste carácter constitutivo. En el régimen actual no cabe declarar la caducidad, aún cuando haya transcurrido el plazo legal, si se activa el procedimiento en virtud de algún acto de impulso cumplido por cualquiera de las partes. Corresponde aclarar que esta norma solo rige respecto del tribunal y no con relación a la parte interesada en la declaración de caducidad, quien como lo dispone el Art. 315,  puede pedir dicha declaración antes de consentir cualquier actuación del tribunal o de la parte posterior al vencimiento del correspondiente plazo. Si bien la declaración de oficio no procede cuando aún vencido el plazo legal ha mediado un acto de impulso proveniente de cualquiera de las partes, la parte interesada en la declaración puede solicitarla cuando, habiendo vencido el plazo, tiene lugar una actuación del tribunal o de la otra parte, y dicha actuación no se encuentra consentida.

Legitimación y Sustanciación.


La declaración de caducidad puede ser pedida, en primera instancia, por el demandado; en los incidentes, por el contrario de quien lo hubiere promovido; y en los recursos, por la parte recurrida.


La petición debe formularse antes de consentir el solicitante cualquier actuación del tribunal o de la parte posterior al vencimiento del plazo, y se sustancia con un traslado a la parte contraria, siendo nula la resolución que se dicte omitiendo ese requisito. Dicho traslado debe ser notificado personalmente o por cédula.


Repasando el Art. 315 del CPN, siendo efecto de la caducidad de las instancias ulteriores a la primera el consistente en acordar fuerza de cosa juzgada a la resolución recurrida, el pedido de caducidad formulado por uno de los recurrentes con respecto a la instancia abierta por otros debe ser tenido como un desistimiento tácito de todos los recursos interpuestos.

Suspensión de los Plazos de Caducidad.


Los plazos se suspenden cuando por razones de fuerza mayor o en virtud de cualquier otra causa independiente de la voluntad de las partes, estas se encuentran en la imposibilidad de activar la marcha del proceso. La suspensión comporta la extinción de los efectos del tiempo transcurrido mientras subsisten los hechos que la motivan, pero no priva de utilidad al lapso de inactividad anterior a esos hechos, el cual es nuevamente computable cuando estos desaparecen.


El Art. 311 del CPN contempla dos casos de suspensión de plazos: uno se refiere al descuento de los lapsos correspondientes a las ferias judiciales y el otro al tiempo en que el proceso haya estado suspendido o paralizado por acuerdo de partes o por disposición del juez.


La jurisprudencia ha decidido que constituyen causales de suspensión de los plazos de caducidad, entre otras, el fallecimiento de alguno de los litigantes o de sus apoderados hasta tanto venza el plazo acordado a los herederos o al mandante, respectivamente, para que comparezcan al juicio; el extravío del expediente; la sustanciación de un incidente suspensivo de los procedimientos; la permanencia del expediente en la justicia de instrucción o fuera de la jurisdicción del juzgado, siempre que se haya activado su devolución y no resulte que ha permanecido en el juzgado requirente sin objeto alguno, etc.

Interrupción de los Plazos de Caducidad.


La interrupción torna ineficaz el tiempo transcurrido con anterioridad al acto interruptivo, y comienza a correr un nuevo plazo de caducidad.


Como principio general constituyen actos interruptivos de la caducidad toda petición de las partes, o resolución o actuación del tribunal, secretario u oficial primero que tuviese por efecto impulsar el procedimiento, según el Art. 311 del CPN.


Se ha resuelto que son actos interruptivos, entre otros, los siguientes: el pedido de notificación del traslado de la demanda; el pedido de nueva audiencia y la fijación de esta; el escrito dándose por notificado  de la providencia de apertura de la causa a prueba, siempre que vaya acompañado de la actividad necesaria para notificar a la otra parte; el pedido de búsqueda de un expediente extraviado; la presentación en secretaría de las cédulas necesarias para la notificación de una providencia; la providencia de prueba dictada de oficio con prescindencia de la notificación pertinente a las partes; un dictamen del Ministerio Público; los trámites realizados para obtener la concesión del beneficio de litigar sin gastos; el escrito en el cual se denuncia el domicilio de uno de los codemandados a los efectos de notificar el traslado de la demanda; el pedido de que se eleve el expediente a la cámara para que esta conozca de un recurso; etc.


No constituyen actos interruptivos: el pedido de desglose de un poder; la constitución de un nuevo domicilio; la presentación de copias; el escrito por el cual el profesional renuncia al mandato, pues aquel debía proseguir la causa hasta el vencimiento del plazo fijado en el Art. 53 Inc. 2º del CPN; el pedido de medidas cautelares; las actuaciones relacionadas con los honorarios de los peritos; la mera solicitud de que el expediente se saque del legajo de paralizados para peticionar o de que el expediente sea devuelto al juzgado, si al mismo tiempo no se libra el oficio pertinente; en general, las peticiones extemporáneas o inoperantes; etc.

Procesos y Personas a los Cuales se Aplica.


Con excepción de los procesos que tramitan ante la jurisdicción de los tribunales del trabajo, la caducidad se produce en toda clase de juicios, sean civiles, comerciales, o contencioso-administrativo.


El Art. 313 del CPN dispone: 


Art. 313. Improcedencia. No se producirá la caducidad:


1. En los procedimientos de ejecución de sentencia, salvo si se tratare de incidentes que no guardaren relación estricta con la ejecución procesal forzada propiamente dicha.


2. En los procesos sucesorios y, en general, en los voluntarios, salvo en los incidentes y juicios incidentales que en ellos se suscitaren.


3. Cuando los procesos estuvieren pendientes de alguna resolución y la demora en dictarla fuere imputable al tribunal, o la prosecución del trámite dependiere de una actividad que este Código o las reglamentaciones de superintendencia imponen al secretario o al oficial primero.

Esta disposición, en primer lugar, aclara cuales son los incidentes que, suscitados durante el procedimiento de ejecución de sentencia, no son susceptibles de perimir. Es necesario que el incidente guarde estricta relación con la ejecución procesal forzada propiamente dicha, lo que sucedería si se produjera controversia acerca de la determinación del monto de los daños derivados del incumplimiento de una condena a hacer o a entregar alguna cosa, Art. 513 y 515 del CPN. Cuando aquella relación no existe, la caducidad es procedente, lo que ocurre con respecto al incidente de nulidad de la ejecución o a los que se promuevan sobre intereses, honorarios, etc.

En segundo lugar, se excluye el régimen de caducidad a los procesos sucesorios y a los voluntarios en general, no aludiendo a los procedimientos concursales en cuanto estos se hallan regidos por la Ley 19.551. Son susceptibles de perimir los incidentes y juicios incidentales, los atraídos por el fuero de atracción, que en dichos procesos pueden sucederse.

En tercer lugar, exceptúa de la caducidad no solo el caso de que el proceso se encuentre pendiente de alguna resolución y la demora en dictarla sea imputable al tribunal, sino también la hipótesis de que la prosecución del trámite dependa de una actividad impuesta por el código de las reglamentaciones de superintendencia al secretario o al oficial primero, lo que acontece, entre otros supuestos, cuando la inactividad procesal obedece a la demora en remitir el proceso a los ministerios públicos u otros funcionarios, o en enviar el expediente a la cámara a raíz de la interposición de un recurso, pues se trata de actuaciones cuyo cumplimiento se halla impuesto al oficial primero.

Por último, se pone fin a las discrepancias jurisprudenciales suscitadas en torno a la hipótesis de que, con posterioridad al llamamiento de autos, se disponga alguna medida para mejor proveer, tomando partido por el criterio en cuya virtud el cumplimiento de tales medidas no excluye la carga de impulsar el procedimiento, ni la posibilidad de que opere la caducidad de la instancia. Aclara que cuando la producción de la prueba dependa de la actividad de las partes, la carga de impulso renace a partir del momento en que estas tomaren conocimiento de las medidas ordenadas.

Dispone el Art. 314 del CPN: 

Art. 314. Contra quiénes se opera. La caducidad se operará también contra el Estado, los establecimientos públicos, los menores y cualquier otra persona que no tuviere la libre administración de sus bienes, sin perjuicio de la responsabilidad de sus administradores y representantes. Esta disposición no se aplicará a los incapaces o ausentes que carecieren de representación legal en el juicio.

Dentro del concepto de Estado (nacional, provincial y municipal) debe entenderse la actuación judicial de sus reparticiones centralizadas, descentralizadas y autárquicas. En lo que se refiere a los incapaces, la regla coincide, como se advierte, con la establecida por el Art. 3966 del Cód. Civil en relación con la prescripción.

Efectos de la Caducidad de la Instancia.


El Art. 318 del CPN dispone: 


Art. 318. Efectos de la caducidad. La caducidad operada en primera o única instancia no extingue la acción, la que podrá ejercitarse en un nuevo juicio, ni perjudica las pruebas producidas, las que podrán hacerse valer en aquél. La caducidad operada en instancias ulteriores acuerda fuerza de cosa juzgada a la resolución recurrida. La caducidad de la instancia principal comprende la reconvención y los incidentes; pero la de éstos no afecta la instancia principal.


Del mismo modo que el desistimiento de la pretensión, la declaración de caducidad de la primera o única instancia solamente produce la extinción del proceso, sin afectar el derecho material invocado como fundamento de la pretensión. Lógico derivado es que una vez firme la resolución que declara la caducidad, corresponde el levantamiento de las medidas cautelares trabadas en el proceso perimido. Indirectamente, la caducidad de la instancia puede extinguir el derecho en el supuesto del Art. 3987 del Cód. Civil, pues esta norma dispone que la interrupción de la prescripción causada por la demanda “se tendrá por no sucedida”, entre otros casos, “si ha tenido lugar la deserción de la instancia”.


Están incluidas, dentro del Art. 318 del CPN, las instancias extraordinarias, es decir, las que se abren con motivo de los recursos extraordinarios ante la Corte y la de inaplicabilidad de la ley ante las cámaras en pleno.


Este también dispone que la caducidad de la instancia principal comprende la reconvención y los incidentes; pero la de estos no afecta la instancia principal. Perimen con independencia del proceso principal las instancias abiertas, por un juicio de alimentos deducido autónomamente con respecto al divorcio, por pedido de un embargo preventivo, por una tercería, etc.

Curso de las Costas e Impugnación de la Resolución que Declara la Caducidad.


Dispone el Art. 73 del CPN: 


Art. 73. Transacción. Conciliación. Desistimiento. Caducidad de instancia. Si el juicio terminase por transacción o conciliación, las costas serán impuestas en el orden causado respecto de quienes celebraron el avenimiento; en cuanto a las partes que no lo suscribieron, se aplicarán las reglas generales.


Si el proceso se extinguiere por desistimiento, las costas serán a cargo de quien desiste, salvo cuando se debiere exclusivamente a cambios de legislación o jurisprudencia y se llevare a cabo sin demora injustificada.


Este debe soportar, no solo las costas correspondientes al incidente de caducidad, sino también las del juicio perimido. En cambio, si la caducidad comprende a la demanda y a la reconvención, las costas deben imponerse en el orden causado.


De las reglas generales contenidas en los Art. 73 y 74 y de lo prescripto en el Art. 315 acerca de quienes pueden pedir la declaración de caducidad, se infiere que, en los incidentes, las costas deben pagarse por la parte que los hubiese promovido, y en los recursos por el recurrente.


Respecto de la impugnación de la resolución que declara la caducidad la ley formula una distinción basada en la instancia de que se trate. En relación con la caducidad de la primera instancia, el Art. 317 del CPN prescribe en su párrafo 1º.A propósito de la segunda instancia, se sigue que es irrecurrible la declaración de caducidad dictada a pedido de parte.


Art. 317. Resolución. La resolución sobre la caducidad sólo será apelable cuando ésta fuere declarada procedente. En segunda o ulterior instancia, la resolución sólo será susceptible de reposición si hubiese sido dictada de oficio. 



Mediación.

Concepto, Modalidades y Extensión.


Definimos la mediación como el procedimiento que, desarrollado con anterioridad a la iniciación o durante el curso del proceso, comienza con la intervención de un tercero, ajeno al órgano judicial, que se limita a sugerir la conveniencia de concretar una solución amigable para utilizar luego tácticas de comunicación y entendimiento entre las partes, y concluye con la celebración, por estas, un acuerdo que compone el conflicto y reviste eficacia equivalente a la de una sentencia firme. Se trata de una verdadera autocomposición del litigio lograda a través del acercamiento que, entre las posiciones e intereses de las partes, lleva a cabo el mediador.


A diferencia de la conciliación, esta descarta no solo la iniciativa y la intervención del juez o tribunal en la celebración del acuerdo, sino también la posibilidad de que el mediador proponga fórmulas o soluciones de avenimiento. A diferencia del árbitro, el mediador carece en absoluto de potestades decisorias y en modo alguno ejerce, en consecuencia, funciones jurisdiccionales.


A semejanza de lo que ocurre con la conciliación, el contenido del acuerdo con el que eventualmente puede concluir el procedimiento de mediación es susceptible de encuadrar en un desistimiento, una transacción o un allanamiento, o bien conformar un acto complejo que exhiba, al mismo tiempo, notas comunes a aquellos modos de conclusión procesal.


La mediación puede, por un lado, ser preprocesal o procesal, según que, respectivamente,  se realice con anterioridad a la interposición de la demanda o durante el transcurso de un proceso ya iniciado. El procedimiento es facultativo cuando su cumplimiento obedece a la libre determinación de ambas partes, y es obligatorio cuando viene impuesto por la ley.


La mediación se halla estructurada como una etapa preprocesal y obligatoria, por cuanto, salvo casos excepcionales, es previa a la iniciación del juicio y su fracaso constituye requisito de admisibilidad de la demanda, a cuyo escrito el actor debe acompañar la documentación demostrativa de que no ha arribado a un acuerdo en la mediación intentada.


Para desempeñarse como mediador se requiere poseer título de abogado con dos años de antigüedad en aquel, haber aprobado el curso y el entrenamiento promovidos por el Ministerio de Justicia u otros equivalentes, disponer de oficinas adecuadas al trámite de la mediación y hallarse inscripto, previa aprobación sobre idoneidad por parte de la Comisión de Selección y Contralor integrada por dos representantes de cada uno de los tres poderes del Estado, en el Registro de Mediadores que funciona en el ámbito de la Secretaría de Justicia del Ministerio mencionado.


El designado en calidad de mediador tiene derecho a percibir, por la tarea desempeñada, una suma fija cuyo monto y personas obligadas al pago dependen del éxito o fracaso del procedimiento de mediación. Tales honorarios deben ser satisfechos, en la audiencia en la cual se concrete el acuerdo. 


El procedimiento de mediación obligatoria regulado por la ley es inaplicable: 1º) en las causas penales; 2º) en las pretensiones de separación personal y divorcio, nulidad de matrimonio, filiación y patria potestad con excepción de las cuestiones patrimoniales emergentes de estas; 3º) en los procesos de declaración de incapacidad y de rehabilitación; 4º)  en las causas en que el Estado nacional y/o sus entidades descentralizadas sean parte; 5º) en los procesos de amparo, habeas hábeas e interdictos; 6º) hasta tanto se decidan mediante el agotamiento de los recursos ordinarios, las medidas cautelares requeridas con carácter previo; 7º) en las diligencias preliminares y prueba anticipada; 8º) en los juicios sucesorios y voluntarios; 9º) en los concursos y quiebras; 10º) en las causas que tramitan ante la justicia nacional del trabajo.

Reglas Aplicables.


Dentro del plazo de diez días hábiles judiciales de haber tomado conocimiento de su designación, incumbe al mediador fijar la fecha de la audiencia a la que deben comparecer las partes, así como notificarla mediante cédula.


Si el mediador advierte que resulta necesaria la intervención de un tercero, a pedido de parte o de oficio, puede citarlo, en la misma forma que a las partes, a fin de que comparezca a la instancia mediadora con carácter obligatorio.


Frente a la hipótesis de que en el procedimiento de mediación se encuentren involucrados intereses de incapaces, el mediador debe citar al asesor de menores e incapaces al que le correspondería intervenir en un eventual juicio, notificándolo con los mismos recaudos establecidos respecto de las partes y de los terceros, pero si dicho funcionario no concurre igual se debe llevar a cabo la mediación.


El plazo para la mediación es de 60 días corridos a partir de la última notificación al requerido o al tercero en su caso y de 30 días también corridos en el caso de mediación optativa.


Las actuaciones deben ser confidenciales y con asistencia letrada obligatoria, y el mediador debe solicitar a los comparecientes, en la primera audiencia, la firma de un compromiso de confidencialidad respecto de las alternativas que ocurran durante las sesiones, aunque las partes de común acuerdo y ante el mediador, pueden eximirse recíprocamente de ese compromiso.


A las mencionadas sesiones deben concurrir las partes personalmente y solo pueden hacerlo por apoderado aquellas que tienen su domicilio a más de 100 Km. de la Capital Federal, si bien el reclamante puede solicitar la comparencia personal de la otra parte ofreciendo hacerse cargo de los gastos de traslado y estadía.


El procedimiento concluye, para dar paso a la vía judicial, frente a tres hipótesis algunas de las cuales, a su vez generan efectos específicos.


La primera concurre ante la incomparecencia de cualquiera de las partes a la audiencia inicial sin que hayan acreditado debidamente, por escrito y ante el mediador, razones de fuerza mayor que lo justifiquen, o actuando el demandado por medio de apoderado, o tratándose de una persona jurídica, aquel no acredite la suficiencia de su personería dentro del plazo de tres días hábiles judiciales desde la fecha en que fue intimado para ello el mediador. Cada uno de los incomparecientes o el presunto mandante, deben abonar una multa cuyo monto equivale a dos veces la retribución básica que le corresponde percibir al mediador.


La segunda hipótesis de conclusión sin éxito del procedimiento, resulta configurada cuando, habiendo comparecido personalmente o por medio de apoderado, a la primera audiencia y previa intervención del mediador, cualquiera de las partes da por terminado el procedimiento de mediación, o sea, manifiesta expresamente su voluntad de no aceptar la sujeción a dicho procedimiento. Tal declaración puede formularse, con el mismo efecto extintivo del procedimiento, en cualquiera de las audiencias que se lleven a cabo con posterioridad a la inicial.


La tercera hipótesis concurre, implícitamente, cuando transcurren los plazos legalmente previstos para la mediación o sus prórrogas, sin que las partes hayan llegado a concretar un acuerdo.


En los tres casos deben redactarse actas de las audiencias en tantos ejemplares como partes involucradas haya en el proceso, con la variante que mientras en la primera corresponde dejar constancia, en el acta, de la incomparecencia de una o de ambas partes, en las restantes se debe consignar únicamente la circunstancia de que las partes no arribaron a un acuerdo, quedando prohibido dejar constancia de los pormenores ocurridos en las audiencias realizadas.


El procedimiento de mediación concluye exitosamente cuando las partes arriban a un acuerdo que pone fin a sus diferencias, en cuyo supuesto corresponde labrar el acta en la que deben constar los términos de aquel y la firma del mediador, las partes y los letrados intervinientes.


En caso de incumplimiento del acuerdo este puede ejecutarse mediante el procedimiento de ejecución de sentencia regulado en el CPN, Art. 499 y siguientes, con la variante, desproporcionada por cierto, de que el juez debe aplicar la multa prevista en el Art. 45 del CPN en relación con los casos de temeridad y malicia.


La Ley 24.573 contempla la posibilidad de que las partes se eximan del cumplimiento del trámite precedentemente explicado, si acreditan que, con anterioridad a la iniciación del juicio, existió mediación ante mediadores registrados por el Ministerio de Justicia.


Se trata de una mediación privada llevada a cabo a través del procedimiento que las partes convengan, ante un mediador oficialmente registrado. En el caso de no haberse podido arribar a un acuerdo, el actor debe acompañar junto con el escrito de demanda un certificado expedido por el mediador en el que conste dicha circunstancia.

UNIDAD 12. LOS RECURSOS.

Generalidades. 

Concepto.


Recurso es el acto procesal en cuya virtud la parte que se considera agraviada por una resolución judicial pide su reforma o anulación, total o parcial, al mismo juez o tribunal que la dictó o a un juez o tribunal jerárquicamente superior.


Al referirse a los medios de impugnación de las sentencias, parte de la doctrina moderna formula una distinción entre remedios y recursos. Los primeros tiene por objeto la reparación de errores procesales y su decisión se confía al propio juez que incurrió en ellos; los segundos persiguen un nuevo examen por parte de un tribunal jerárquicamente superior, llamado a ejercer un control sobre la justicia de la resolución impugnada.


Más apropiado parece, por ello, caracterizar a los recursos como una especie dentro de losa remedios que la legislación en general acuerda a fin de complementar, rescindir,  anular o modificar actos jurídicos. Dentro del ámbito del proceso existen, a su vez, remedios que no constituyen recursos en sentido estricto, como son los de acción de nulidad que se concede contra los laudos de los amigables componedores, el proceso de conocimiento subsiguiente al de ejecución, el llamado recurso de revisión, etc.


Los recursos revisten dos características fundamentales que los distinguen de los simples remedios procesales:

a) No cabe, mediante ellos, proponer al tribunal el examen y decisión de cuestiones que no fueron sometidas al conocimiento del tribunal que dictó la resolución impugnada.

b) Los recursos, tanto ordinarios como extraordinarios, no proceden cuando la resolución ha alcanzado autoridad de cosa juzgada o se encuentra preclusa.

Requisitos Comunes.


1º) Que quien lo deduzca revista la calidad de parte. Dentro de parte corresponde a incluir a los terceros que se incorporan al proceso en virtud de alguna de las formas de la intervención y al sustituto procesal, así como a los funcionarios que desempeñan en ministerio público. Excepcionalmente, se ha admitido el recurso extraordinario federal interpuesto por terceros ajenos al proceso, en el caso de que la sentencia afecte un interés legítimo que resulte insusceptible de ser amparado en las instancias ordinarias.


2º) La existencia de un gravamen, de un perjuicio concreto resultante de la decisión.


3º) Su interposición dentro de un plazo perentorio, que comienza a correr a partir de la notificación de la resolución respectiva y que reviste, además, carácter individual.

Clasificación.


La clasificación básica está determinada por el carácter ordinario o extraordinario de aquellos.


La pauta para distinguir a los recursos ordinarios de los extraordinarios debe buscarse en la mayor o menor medida de conocimiento que respectivamente acuerdan a los tribunales competentes para conocer de ellos. Los primeros hállanse previstos para los casos corrientes y tienen por objeto reparar cualquier irregularidad procesal o error en juicio; los segundos se conceden con carácter excepcional, respecto de cuestiones específicamente determinadas por la ley.


Así, el recurso de apelación tiende a subsanar cualquier error de juicio o juzgamiento, sea que él se haya producido al aplicar la ley o al valorar los aspectos de hecho y prueba de la causa. Distinta es la finalidad de los recursos de casación: mediante ellos no cabe la revisión de las conclusiones de hecho establecidas por los tribunales ordinarios, sino solamente la rectificación del juicio de derecho contenido en la sentencia recurrida.


Son recursos ordinarios los de aclaratoria, reposición o revocatoria, nulidad y directo o de queja por apelación denegada.

Fundamento.


La razón de ser de los recursos reside en la falibilidad del juicio humano y en la consiguiente conveniencia de que, por vía de reexamen, las decisiones judiciales se adecuen, en la mayor medida posible, a las exigencias de la justicia. El Estado apoya esta tendencia, porque el examen mediante el tribunal superior aporta mayor seguridad a la justicia de la resolución y aumenta la confianza del pueblo en la jurisdicción estatal; y, además, le interesa al Esta porque la jurisprudencia de los tribunales superiores sirve para dirigir y formar a los inferiores, para elevar su administración de justicia y unificar la aplicación del derecho.

Recurso de Aclaratoria.

Concepto y Naturaleza Jurídica.


Es el remedio que se concede a las partes para obtener que el mismo juez o tribunal que dictó una resolución subsane las deficiencias materiales o conceptuales que contenga, o la integre de conformidad con las peticiones oportunamente formuladas.


El Art. 166 del CPN, dispone en su 2º párrafo:


Art. 166. Actuación del juez posterior a la sentencia. Pronunciada la sentencia, concluirá la competencia del juez respecto del objeto del juicio y no podrá sustituirla o modificarla.


Le corresponderá, sin embargo:

1. Ejercer de oficio, antes de la notificación de la sentencia, la facultad que le otorga el artículo 36 inciso 3. Los errores puramente numéricos podrán ser corregidos aun durante el trámite de ejecución de sentencia.

2. Corregir, a pedido de parte, formulado dentro de los tres días de la notificación y sin sustanciación, cualquier error material; aclarar algún concepto oscuro, sin alterar lo sustancial de la decisión y suplir cualquier omisión en que hubiese incurrido sobre alguna de las pretensiones deducidas y discutidas en el litigio.

3. Ordenar, a pedido de parte, las medidas precautorias que fueren pertinentes.

4. Disponer las anotaciones establecidas por la ley y la entrega de testimonios.

5. Proseguir la sustanciación y decidir los incidentes que tramiten por separado.

6. Resolver acerca de la admisibilidad de los recursos y sustanciar los que se concedan en relación y, en su caso, decidir los pedidos de rectificación a que se refiere el artículo 246. 

7. Ejecutar oportunamente la sentencia.  

Supuestos y Trámites.


Constituyen errores materiales los errores de copia o aritméticos, los equívocos en que hubiese incurrido el juez acerca de los nombres y calidades de las partes y la contradicción que pudiere existir entre los considerandos y la parte dispositiva.


Por “concepto oscuro” debe entenderse cualquier discordancia que resulte entre la idea y los vocablos utilizados para representarla.


Este recurso tiene también por objeto suplir cualquier omisión en que hubiese incurrido sobre alguna de las pretensiones deducidas y discutidas en el litigio. Los términos de la norma autorizan a interpretar que la aclaratoria es procedente para suplir omisiones de pronunciamiento tanto sobre cuestiones accesorias, cuanto sobre pretensiones principales o defensas oportunamente articuladas en el proceso.


El recurso se interpone por escrito y corresponde fundarlo, debiendo el juez o tribunal resolverlo sin ninguna clase de sustanciación.

Recurso de Reposición.

Concepto, Objeto y Sustanciación.


El recurso de reposición o revocatoria constituye el remedio procesal tendiente a que el mismo  juez o tribunal  que dictó una resolución subsane, por contrario imperio, los agravios que aquella haya inferido a alguna de las partes.


Este recurso evita los gastos y demoras que siempre supone la segunda instancia, su fundamento estriba en razones de economía procesal.


El Art. 238 del CPN dispone:


Art. 238. Procedencia. El recurso de reposición procederá únicamente contra las providencias simples, causen o no gravamen irreparable, a fin de que el juez o tribunal que las haya dictado las revoque por contrario imperio.


La reposición solo procede respecto de las providencias simples, que son aquellas resoluciones judiciales que se dictan sin sustanciación previa, sea para impulsar el proceso o para ordenar actos de mera ejecución.


Quedan excluidas las sentencias interlocutorias y las sentencias definitivas.


Las providencias simples son siempre recurribles mediante reposición, causen o no gravamen irreparable, pero a condición de que el recurrente tenga interés en la reconsideración de lo decidido.


El recurso es procedente en cualquier instancia, incluso en las extraordinarias, cuando la índole de la resolución lo justifique. Por consiguiente, las providencias simples dictadas por la Corte o las cámaras de apelaciones, las cuales deben ser suscriptas por los presidentes de esos tribunales, son susceptibles de reposición ante el respectivo tribunal.


La jurisprudencia ha reconocido a los jueces la facultad de revocar, de oficio, las providencias simples que no hayan sido notificadas, en tanto no constituyen actos procesales integrados., no producen efectos con relación a las partes. 


Es discutible si tienen los jueces la facultad de revocar de oficios resoluciones ya notificadas. La solución justa es la consistente en reconocer a los jueces  dicha facultad en situaciones excepcionales, entre las que pueden incluirse la de haberse dictado la resolución con visible error de hecho o violación de formas esenciales que afecten el derecho de defensa en juicio, Art. 172 del CPN, pero limitando su ejercicio a aquellos casos en los cuales no medie  el consentimiento de las partes.


El recurso debe deducirse dentro de los tres días contados desde el siguiente al de la notificación de la respectiva providencia, y el escrito mediante el cual se lo interpone, a diferencia de lo que la ley establece, debe ser fundado.


Si la resolución se dicta en el curso de una audiencia, el recurso debe interponerse verbalmente, según lo dispone el Art. 239 del CPN:


Art. 239. Plazo y forma. El recurso se interpondrá y fundará por escrito dentro de los tres días siguientes al de la notificación de la resolución; pero cuando ésta se dictare en una audiencia, deberá interponerse verbalmente en el mismo acto.


Si el recurso fuese manifiestamente inadmisible, el juez o tribunal podrá rechazarlo sin ningún otro trámite.
El recurso debe decidirse previa sustanciación, lo dispone el Art. 240 del CPN: 


Art. 240. Trámite. El juez dictará resolución, previo traslado al solicitante de la providencia recurrida, quien deberá contestarlo dentro del plazo de tres días si el recurso se hubiese interpuesto por escrito, y en el mismo acto si lo hubiese sido en una audiencia.


La reposición de providencias dictadas de oficio o a pedido de la misma parte que recurrió, será resuelta sin sustanciación.


Cuando la resolución dependiere de hechos controvertidos, el juez podrá imprimir al recurso de reposición el trámite de los incidentes.

La razón de ser de la excepción del 2º párrafo radica en la circunstancia de que carece de justificación acordar audiencia a la parte que no peticionó la providencia impugnada, pues falta en tal supuesto la concurrencia de interés jurídico.

Art. 241. Resolución. La resolución que recaiga hará ejecutoria, a menos que:

1. El recurso de reposición hubiere sido acompañado del de apelación subsidiaria y la providencia impugnada reuniere las condiciones establecidas en el artículo siguiente para que sea apelable.

2. Hiciere lugar a la revocatoria, en cuyo caso podrá apelar la parte contraria, si correspondiere.
Por aplicación del principio de eventualidad el citado Art. admite que juntamente con el pedido de revocatoria se interponga el recurso de apelación, para el caso de que el primero no prospere. A fin de que el juez, en el supuesto de mantener la providencia recurrida pueda conceder el recurso de apelación, aquella debe ser de las que causen gravamen irreparable. Por su parte, en el inciso 2º la norma deja aclarado que si bien la interlocutoria que desestima el recurso de reposición es inapelable para quien lo interpuso, no lo es en cambio con respecto a la otra parte, en el supuesto de que el prospere, ya que la solución contraria implicaría cercenar el derecho de la parte a quien favorecía la resolución revocada y que, a raíz de esa circunstancia, no pudo  interponer contra ella la apelación subsidiaria.

Recurso de Apelación.

Concepto y Objeto.


La apelación es el remedio procesal  tendiente a obtener que un tribunal jerárquico superior, generalmente colegiado, revoque o modifique una resolución judicial que se estima errónea en la interpretación o aplicación del derecho, o en la apreciación de los hechos o la prueba.


Este recurso supone la doble instancia, pero no significa una revisión de la instancia anterior, el tribunal de apelación debe limitarse a revisar la decisión impugnada sobre la base del material reunido en primera instancia.


Con respecto a las resoluciones que son susceptibles del recurso de apelación, el Art. 242 del CPN dispone que: 

a) Las sentencias definitivas.

b) Las sentencias interlocutorias.

c) Las providencias simples que causen un gravamen que no pueda ser reparado por la sentencia definitiva.

La norma agrega que son inapelables las sentencias definitivas y las demás resoluciones, cualquiera sea su naturaleza, que se dicten en procesos en los que el valor cuestionado no exceda de determinada suma, la que en cada caso debe fijarse atendiendo exclusivamente al capital reclamado en la demanda; esta disposición no es aplicable a los procesos en que se pretenda el desalojo de inmuebles.

Solo se encuentran excluidas del ámbito de aplicación del recurso de apelación las siguientes resoluciones: 

1º) Las providencias simples que no causen gravamen irreparable, las cuales, únicamente son susceptibles del recurso de reposición. Determinar si una resolución causa o no gravamen es materia que, en ausencia de definición normativa, queda librada en caso concreto a la libre apreciación del juez, quien debe efectuarla en presencia de los antecedentes, naturaleza y efectos de la decisión de que se trate.

2º) Las sentencias definitivas y las demás resoluciones que recaigan en procesos en los que el valor cuestionado no exceda la suma que el precepto determina y no versen sobre el desalojo de inmuebles.

Con relación al proceso ordinario, en primer lugar, el CPN ha aumentado el número de resoluciones inapelables. Participan de ese carácter, por ejemplo, las que admiten la intervención de terceros; las que hacen lugar a la acumulación de procesos; las que admiten un hecho nuevo; las relativas a la producción, denegación y sustanciación de las pruebas; las que desestiman el acuse de negligencia; la que decide sobre la recusación de los peritos; etc.

En el proceso sumario dicho margen es sensiblemente mayor, pues solo son apelables la resolución que rechaza de oficio la demanda; la que declara la cuestión de puro derecho; la que decide las excepciones previas;  las providencias cautelares; las resoluciones que ponen fin al juicio o impiden su continuación y la sentencia definitiva.

En el proceso sumarísimo solo son apelables las sentencias definitivas y las providencias que decreten o denieguen medidas precautorias. La procedencia del recurso de apelación se halla sumamente restringida en los procesos de ejecución.

Constituye un presupuesto inexcusable del recurso, que la decisión respectiva cause agravio al litigante que lo deduce, debiendo entenderse por agravio la insatisfacción, total o parcial, de cualquiera de las pretensiones planteadas en el litigio, o el rechazo de las defensas opuestas. Es la derrota total o parcial, del litigante, la circunstancia que determina la existencia de agravio en cada caso concreto. Y para ello es menester atenerse, como principio, a la parte dispositiva de la sentencia.

En principio, solo las partes gozan de legitimación para apelar. También la tiene los representantes del Ministerio Público. Los terceros carecen de legitimación para deducir el recurso, salvo que se incorporen al proceso mediante alguna de las formas de la intervención, voluntaria o forzosa, en cuyo caso dejan de ser terceros para constituirse como partes.

Plazos para Interponer el Recurso.


El plazo, no habiendo disposiciones en contrario, es de cinco días. La salvedad contenida en la norma solo tiene aplicación, dentro del código, en los procesos sumarísimos en los cuales es de tres días el plazo para apelar. 


El plazo reviste las siguientes características: 


1º) Es perentorio, producido su vencimiento sin haberse interpuesto el recurso, la sentencia o resolución respectiva queda firme. Las partes pueden prolongarlo de común acuerdo.


2º) Es individual, es decir que corre separadamente para cada una de las partes, y desde el día siguiente a aquel en que tuvo lugar la notificación de la resolución.

Lugar y Forma de la Interposición.


Dispone el Art. 245 del CPN:


Art. 245. Forma de interposición del recurso. El recurso de apelación se interpondrá por escrito o verbalmente. En este último caso se hará constar por diligencia que el secretario o el oficial primero asentará en el expediente.


El apelante deberá limitarse a la mera interposición del recurso y si esta regla fuere infringida se mandará devolver el escrito, previa anotación que el secretario o el oficial primero pondrá en el expediente, con indicación de la fecha de interposición del recurso y del domicilio que se hubiese constituido, en su caso.


La apelación no puede fundarse en el acto de interposición, pues solo ante el tribunal de segunda instancia, si se trata de recurso que debe concederse libremente o en primera instancia dentro de los cinco días de notificada la providencia que lo acuerda, si se trata de recurso que debe concederse en relación (sin efecto diferido), corresponde expresar los motivos en virtud de los cuales se procede, a juicio del apelante, revocar, o modificar la resolución. En el supuesto de contravenir dicha prohibición, el litigante no pierde la facultad de apelar, pues a la devolución del escrito debe preceder la anotación del secretario u oficial primero mediante la cual se deja constancia en el expediente, del hecho de haberse apelado y de la fecha  en que tal facultad se ejercitó.


Para los casos en que el tribunal que haya de conocer el recurso tuviere su asiento en distinta localidad impone a las partes la carga de constituir domicilio en dicha localidad. Si el recurso procede libremente, la mencionada carga debe cumplirse, por el apelante en el acto de interposición del recurso, y por el apelado, dentro del quinto día de concedido aquel.

Formas de Concesión del Recurso.


Desde el punto de vista del procedimiento a observar con motivo de la interposición del recurso, la apelación puede concederse en dos formas: “libremente” o “en relación”. Más adecuado resulta hablar de apelación libre y apelación limitada. 


Entre ambas formas de concesión del recurso median las siguientes diferencias: 


1º) Cuando el recurso se concede libremente existe la posibilidad de que en el procedimiento de segunda instancia, las partes aleguen hechos nuevos posteriores a la oportunidad prevista en el Art. 356, y se intercale un período instructorio. Si el recurso ha sido concedido en relación no procede admitir la apertura a prueba ni la alegación  de hechos nuevos, debiendo el tribunal resolver sobre la base de las actuaciones producidas en primera instancia.


2º) Las sentencias que deban recaer con motivo de una apelación libre se dictan mediante el voto individual de los integrantes del tribunal, las dictadas a raíz de un recurso concedido en relación deben serlo en forma impersonal.


3º) Cuando procede la apelación en relación sin efecto diferido el recurso debe sustanciarse en primera instancia, la sustanciación de la apelación libre únicamente procede ante la cámara.


4º) El recurso de apelación debe ser concedido libremente solo cuando se trata de sentencias definitivas dictadas en juicios ordinarios y sumarios. En todos los demás casos el recurso únicamente puede concederse en relación. Por lo tanto, esta última procede cuando se trata de providencias simples que causen gravamen irreparable, sentencias interlocutorias y sentencias definitivas dictadas en procesos sumarísimos, de ejecución y voluntarios.

Efectos.


Los efectos del recurso se vinculan, por un lado, con la ejecución de la resolución que es objeto del recurso, y por otro lado, con la oportunidad en que aquel debe ser decidido y sustanciado.


En el primero el recurso puede tener efecto suspensivo o devolutivo, según que paralice o no el cumplimiento o ejecución de la resolución que se impugna.


Estrictamente, la terminología adecuada sería la de apelación con o sin efecto suspensivo, aunque el CPN habla de apelación en efecto suspensivo y apelación en efecto devolutivo, manteniendo una expresión que si bien solo tiene fundamento histórico, está avalada por un inveterado uso judicial que la dotado de una significación equívoca


Como principio general, el CPN establece que el recurso de apelación procede siempre en efecto suspensivo, a menos que la ley disponga que lo sea en el devolutivo. Significa que la concesión del recurso solo suspende la competencia del juez de primera instancia y que no cabe la ejecución de lo decidido, hasta tanto recaiga resolución definitiva del tribunal superior.


El CPN determina las resoluciones respecto de las cuales el otorgamiento del recurso no impide su ejecución. Con relación a las sentencias definitivas, procede la concesión del recurso en dicho efecto respecto de la que rechaza la oposición a la ejecución de sentencia; la sentencia de remate; la que concede los alimentos y la litisexpensas; y las dictadas en procesos sumarísimos. Respecto de las restantes resoluciones son apelables en efecto devolutivo la que concede el beneficio de litigar sin gastos; la que deniega la intervención de terceros, o la citación de evicción; la que concede alguna medida cautelar; etc.


Distintas son las reglas a las que se halla sometido el trámite del recurso según que se lo haya concedido en efecto suspensivo o devolutivo.


En el primer caso, el expediente debe remitirse a la cámara dentro del quinto día desde que se concedió el recurso si este procede libremente, o desde que se ha contestado el traslado del memorial presentado por el apelante o ha vencido el plazo para hacerlo, si el recurso procede en relación.


Si el recurso procede en efecto devolutivo, corresponde observar las siguientes reglas establecidas por el Art. 250 del CPN: 


1º) Si la sentencia fue definitiva se remitirá el expediente a la cámara y quedará en el juzgado copia de lo pertinente.


2º) Si la sentencia fuere interlocutoria, el apelante presentará copia de lo que señale del expediente y de lo que el juez estimare necesario. Igual derecho asistirá al apelado.


3º) Se declara desierto el recurso si dentro del quinto día de concedido, el apelante no presentare las copias mencionadas precedentemente y que estuvieren a su cargo. Si no lo hiciere el apelado, se prescindirá de ellas.


De acuerdo con la oportunidad en que el recurso de apelación debe ser sustanciado y resuelto, puede ser concedido en efecto inmediato o diferido.


En el primer supuesto, si el juez concede el recurso, la providencia correspondiente determina la iniciación de un procedimiento tendiente a obtener una decisión del tribunal superior. Esta modalidad es independiente del efecto suspensivo o devolutivo otorgado al recurso, la circunstancia de que en la segunda hipótesis pueda cumplirse inmediatamente la resolución impugnada no obsta para que, en forma paralela con los trámites de la ejecución, se desarrolle el mencionado procedimiento.


Si la apelación procede en efecto diferido, la sustanciación y decisión del recurso no tienen lugar inmediatamente después de dictada la providencia que lo concede, sino en oportunidad de encontrarse radicado el expediente en la cámara con motivo de la apelación interpuesta contra la sentencia definitiva.


El fundamento reside en la necesidad de evitar las continuas interrupciones que sufre el trámite de primera instancia en un régimen de apelaciones inmediatas.


La apelación en efecto diferido solo procede cuando aquella deba ser concedida en relación y la ley prevea expresamente dicho efecto con referencia a la resolución de que se trate.


El CPN establece que deben concederse en efecto diferido las apelaciones deducidas contra las resoluciones sobre imposición de costas y regulación de los honorarios en los incidentes; las que declaran la inadmisibilidad de un hecho nuevo invocado en primera instancia; las que, en el proceso sumario, desestiman las excepciones de falta de legitimación para obrar, cosa juzgada, transacción, conciliación y desistimiento del derecho o las defensas temporarias, y las que se dicten en proceso de ejecución, con excepción de las que procedieran contra la sentencia y la providencia que denegare la apertura del proceso.


Cuando la apelación procede en efecto diferido, el escrito de interposición del recurso debe presentarse dentro del plazo de cinco días desde la notificación de la resolución que se intenta impugnar. Si se trata de procesos ordinarios y sumarios, las apelaciones concedidas en dicho efecto deben  fundarse ante la cámara respectiva,  dentro del quinto día de notificada la providencia. En los procesos de ejecución, deben fundarse en el escrito de interposición del recurso deducido contra la sentencia definitiva y resolverse juntamente con aquel.

Reclamación de las Partes sobre la Forma en que se Ha Concedido el Recurso.


El CPN contempla la posibilidad de que, por inadvertencia, se conceda en relación un recurso, que debió serlo libremente, o viceversa, y prevé la forma en que procede rectificar la correspondiente resolución.


Establece el Art. 264 en su párrafo 2º que si cualquiera de las partes pretendiere que el recurso ha debido otorgarse libremente, podrá solicitar dentro de tres días que el juez rectifique el error. Si el juez hace lugar a la reclamación corresponde que disponga la inmediata elevación del expediente a la cámara, a fin de que el recurso se sustancie ante esta en los términos que dispone el Art. 259.


El Código prevé asimismo, la posibilidad de que el juez persista en el error y admite, en tal caso, que la cámara de oficio o a pedido de parte que debe formularse dentro del tercer día contado desde la notificación de la providencia de autos, imprima al recurso el trámite previsto en el Art. 260. La presentación del memorial y su contestación producidos en primera instancia equivalen a la expresión de agravios y a su contestación, debiendo el tribunal de alzada limitarse a disponer que dentro de los cinco días a partir de la notificación de la providencia que rectifica a la dictada en primera instancia, las partes hagan uso de las facultades que les confieren el Art. 260, o sea, que funden los recursos concedidos en efecto diferido, replanteen las cuestiones relativas a la denegatoria de medidas de prueba, presenten nuevos documentos, etc.


Si por el contrario cualquiera de las partes pretende que un recurso concedido libremente debe serlo en relación, debe también solicitar que dentro de los tres días el juez rectifique el error. En el supuesto de que el juez accede a la reclamación, debe disponer que el apelante presente el correspondiente memorial en primera instancia, del cual corresponde conferir traslado a la otra parte.


El error del juez es subsanable ante la cámara, por cuanto puede esta de oficio o a petición de parte, hecha esta dentro de los tres días de notificada la providencia que ordena poner el expediente en la oficina para expresar agravios, disponer la presentación de memoriales en los términos del Art. 246.


Art. 246. Apelación en relación sin efecto diferido. Objeción sobre la forma de concesión del recurso. Cuando procediere la apelación en relación sin efecto diferido, el apelante deberá fundar el recurso dentro de los cinco días de notificada la providencia que lo acuerde. Del escrito que presente se dará traslado a la otra parte por el mismo plazo. Si el apelante no presentare memorial, el juez de primera instancia declarará desierto el recurso.


Si cualquiera de las partes pretendiese que el recurso ha debido otorgarse libremente, podrá solicitar, dentro de tres días, que el juez rectifique el error.


Igual pedido podrán las partes formular si pretendiesen que el recurso concedido libremente ha debido otorgarse en relación.


Estas normas regirán sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 276.


Art. 259. Trámite previo. Expresión de agravios. Cuando el recurso se hubiese concedido respecto de sentencia definitiva dictada en proceso ordinario o sumario, en el día en que el expediente llegue a la cámara, el secretario dará cuenta y se ordenará que sea puesto en la oficina. Esta providencia se notificará a las partes personalmente o por cédula. El apelante deberá expresar agravios dentro del plazo de diez días o de cinco días, según se tratare de juicio ordinario o sumario.


Art. 260. Fundamento de las apelaciones diferidas, actualización de cuestiones y pedido de apertura a prueba. Dentro de quinto día de notificada la providencia a que se refiere el artículo anterior y en un solo escrito, las partes deberán: 

1. Fundar los recursos que se hubiesen concedido en efecto diferido. Si no lo hicieren, quedarán firmes las respectivas resoluciones.

2. Indicar las medidas probatorias denegadas en primera instancia o respecto de las cuales hubiese mediado declaración de negligencia, que tengan interés en replantear en los términos de los artículos 379 y 385 in fine. La petición será fundada, y resuelta sin sustanciación alguna.

3. Presentar los documentos de que intenten valerse, de fecha posterior a la providencia de autos para sentencia de primera instancia, o anteriores, si afirmaren no haber tenido antes conocimiento de ellos. 

4. Exigir confesión judicial a la parte contraria sobre hechos que no hubiesen sido objeto de esa prueba en la instancia anterior. 

5. Pedir que se abra la causa a prueba cuando: 


a) Se alegare un hecho nuevo posterior a la oportunidad prevista en el artículo 365, o se tratare del caso a que se refiere el segundo párrafo del artículo 366;


b) Se hubiese formulado el pedido a que se refiere el inciso 2 de este artículo.

Recurso Ordinario de Apelación Ante la Corte Suprema.

Concepto y Objeto.


El ordenamiento procesal nacional admite, excepcionalmente, un tercer grado de conocimiento en la hipótesis del recurso ordinario de apelación ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación.


Originariamente instituido por la Ley 4055 y modificado por leyes posteriores, actualmente dicho recurso procede contra las sentencias definitivas de las Cámaras Nacionales de Apelaciones, en los siguientes casos: 


1º) Causas en que la Nación, directa o indirectamente, sea parte, cuando el valor disputado en último término sin sus accesorios,  sea superior a determinada suma; 2º) Extradición de criminales reclamados por países extranjeros; 3º) Causas a que dieren lugar los apresamientos o embargos marítimos en tiempo de guerra, sobre salvamento militar y sobre nacionalidad del buque.


El CPN se ha limitado a reglamentar el procedimiento aplicable al mencionado recurso cuando el procediere en causa civil, en el apartado 1º), aunque debe considerarse extensivo a los recursos deducidos contra las sentencias definitivas de la Cámara Federal de la Seguridad Social.

Requisitos de Lugar, Tiempo y Forma.


Este recurso debe interponerse dentro del plazo de cinco días contados a partir del día siguiente al de la notificación de la sentencia que se impugna, Art. 244 y 254 del CPN.


Debe deducirse ante la Cámara de Apelaciones que hubiese dictado la sentencia, por escrito o verbalmente. El apelante debe limitarse a la mera interposición del recurso.


En el supuesto de que el tribunal que dictó la sentencia tenga su asiento en alguna provincia, el apelante y la otra parte, deben constituir domicilio en la Capital Federal.


Concedido el recurso y si se trata de una Cámara con asiento en la Capital Federal, el expediente debe ser elevado a la Corte Suprema dentro de los cinco días mediante constancia y bajo la responsabilidad del oficial primero.

Sentencias Recurribles.


Este solo procede respecto de las sentencias definitivas, debiendo entenderse por tales aquellas que ponen fin al pleito e impiden su continuación. El criterio utilizable para la calificación de sentencia definitiva, a los efectos de la apelación ordinaria en tercera instancia es más severo que en la hipótesis del artículo 14 de la Ley 48 (recurso extraordinario federal), ya que con respecto a aquella hipótesis son equiparables a la sentencia definitiva las resoluciones que causen gravámenes irreparables.


No constituyen sentencias definitivas, entre muchas otras, las que se limitan a declarar la nulidad de las actuaciones; la que practica una regulación de honorarios con carácter provisional; la que rechaza una ejecución fiscal en el caso de que las cuestiones planteadas sean susceptibles de discutirse eficazmente en el proceso de conocimiento posterior; la que se pronuncia sobre la procedencia o improcedencia de una medida cautelar; la que desestima la defensa de falta de acción y decreta la nulidad de lo actuado sin la intervención de la parte presuntamente legitimada; etc.


Son equiparables a sentencias definitivas aquellas que aún cuando no se pronuncian sobre el fondo del litigio, impiden su continuación y privan al interesado del medio legal para la tutela de su derecho. 


Corresponde señalar que el monto disputado en último término al cual se halla condicionada la admisibilidad del recurso, no está dado por el valor discutido en la causa, sino por aquel  en que se pretenda la modificación de la sentencia, o sea, por el monto del agravio.

Recurso de Queja por Apelación Denegada.

Concepto.


Dispone el Art. 282 del CPN: 


Art. 282. Denegación de la apelación. Si el juez denegare la apelación, la parte que se considere agraviada podrá recurrir directamente en queja ante la cámara, pidiendo que se le otorgue el recurso denegado y se ordene la remisión del expediente.


El plazo para interponer la queja será de cinco días, con la ampliación que corresponda por razón de la distancia, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 158.


Si bien el juez de primera instancia se halla facultado para denegar la apelación, el juicio definitivo sobre la admisibilidad del recurso incumbe al tribunal superior, porque de otro modo quedaría en las manos de los jueces o tribunales inferiores la posibilidad de frustrar la vigencia misma del sistema de la instancia plural admitido por la ley.


El ordenamiento procesal prevé un recurso denominado de queja directo o de hecho, que debe deducirse directamente ante el tribunal de alzada y tiene por objeto que este, mediante una revisión del juicio de admisibilidad formulado por el juez o tribunal inferior, revoque la resolución denegatoria del recurso, lo declare, por consiguiente admisible, y disponga sustanciarlo.

Régimen Legal.


El recurso de queja debe interponerse dentro de los cinco días de notificada la resolución denegatoria. En cuanto el procedimiento del recurso, la Ley 22.434 reemplazó el Art. 283 del CPN por el siguiente: 


Art. 283. Admisibilidad. Trámite. Son requisitos de admisibilidad de la queja:


1. Acompañar copia simple suscripta por el letrado del recurrente:


a) Del escrito que dio lugar a la resolución recurrida y de los correspondientes a la sustanciación, si ésta hubiere tenido lugar;


b) De la resolución recurrida;


c) Del escrito de interposición del recurso y, en su caso, de la del recurso de revocatoria si la apelación hubiese sido interpuesta en forma subsidiaria;


d) De la providencia que denegó la apelación.


2. Indicar la fecha en que:


a) Quedó notificada la resolución recurrida;


b) Se interpuso la apelación;


c) Quedó notificada la denegatoria del recurso.


La cámara podrá requerir copia de otras piezas que considere necesarias y, si fuere indispensable, la remisión del expediente.


Presentada la queja en forma la cámara decidirá, sin sustanciación alguna, si el recurso ha sido bien o mal denegado; en este último caso, dispondrá que se tramite.


Mientras la cámara no conceda la apelación no se suspenderá el curso del proceso.


La nueva norma determina con toda precisión cuales son los recaudos necesarios, con lo que facilita en gran medida la actividad del recurrente y se acuerda la necesaria certeza a la cuestión.


Aunque el Código no lo dice expresamente, la naturaleza misma del recurso impone la carga de fundarlo, o sea de demostrar, en el escrito que se presente ante la cámara, la admisibilidad del recurso denegado.


Las mismas reglas rigen si se trata de queja por denegación del recurso ordinario ante la Corte, con la diferencia de que, en este caso, únicamente es obligatoria la presentación de las copias cuando dicho tribunal lo exija.


La cámara está habilitada para desestimar la queja sin más trámite en supuesto de que el recurrente omita cumplir los requisitos de tiempo y de forma prescriptos en los Art. 282 y 283 del CPN o resultare que la apelación ha sido correctamente denegada. El pedido de remisión del expediente principal constituye una medida facultativa del tribunal de alzada.


En el caso de hacerse lugar a la queja, corresponde conceder el recurso denegado y ordenar la remisión del expediente en el caso de que este no hubiese sido requerido con anterioridad: Llegado el expediente a la Cámara esta debe disponer la sustanciación del recurso en la forma que corresponda.


El recurso de queja es también admisible cuando se cuestiona el efecto con que se ha concedido el recurso de apelación: suspensivo, devolutivo, o diferido.

Recurso de Nulidad.

Concepto y Alcance.


Las nulidades ocurridas durante el curso del proceso deben alegarse mediante la promoción del respectivo incidente de nulidad y quedan convalidadas si la parte interesada no hace uso de ese remedio dentro del plazo que la ley prescribe, dentro de los cinco días contados desde que tuvo conocimiento del acto viciado.


La vía incidental era igualmente admisible aún en el supuesto de que el pronunciamiento de alguna resolución, tanto definitiva como interlocutoria, hubiese estado precedido por un trámite viciado de nulidad. Si el interesado no estuvo en condiciones de conocer el acto irregular con anterioridad al pronunciamiento de la decisión, debe hacer valer la nulidad mediante incidente dentro del plazo de cinco días desde que tuvo conocimiento de ella.


Esa fue la conclusión a que llegó la jurisprudencia de los tribunales de Capital Federal. Dicha jurisprudencia se fundó en la autonomía de que goza el incidente de nulidad con relación as los demás incidentes que proceden durante el proceso, y en la circunstancia de que no media impedimento legal alguno para que el propio juez que dictó la sentencia conozca del respectivo incidente de nulidad; la extinción de competencia que produce el pronunciamiento de aquella supone la validez de los actos que le han precedido.


El ámbito del recurso de nulidad se circunscribe a las impugnaciones dirigidas contra los defectos del lugar, de tiempo o de forma que pudieren afectar a alguna resolución en si misma, quedando por lo tanto excluidas de dicho ámbito aquellas irregularidades que afecten a los actos procesales que la precedieron. El recurso sería admisible si la sentencia omite la indicación de la fecha en que es dictada y tal omisión ocasiona algún perjuicio a las partes; si por contener errores sobre el nombre de los litigantes, no es posible ejecutarla; si se pronuncia sobre cuestiones no debatidas en el proceso o excede los límites de lo reclamado en la demanda de reconvención; etc.


Su objeto no consiste en obtener la revisión de un pronunciamiento judicial que se estima injusto, sino en lograr la rescisión o invalidación de una sentencia por haberse dictado sin sujeción a los requisitos de lugar, tiempo y forma prescriptos por la ley. No constituyen materia del recurso de nulidad, sino del recurso de apelación, los agravios que hacen a la cuestión de fondo debatida en el pleito, como los relativos a la errónea aplicación del derecho o valoración de la prueba.


Si bien el objeto inmediato de este recurso consiste en la denuncia de defectos atinentes a la actividad que supone la sentencia, su objeto mediato no es otro que el de hacer posible un fallo ajustado a derecho, pues las nulidades procesales carecen de un fin en si mismas, y su declaración comporta una vía indirecta para asegurar la justicia del caso.

Requisitos de Lugar, Tiempo y Forma.


El Código derogado subordinaba la admisibilidad del recurso  a aquellos casos en que fuera procedente el de apelación, asignaba al primero autonomía formal en tanto prescribía que debía ser expresamente interpuesto, junto con el segundo ante el juez de primera instancia.


Las normas fueron luego modificadas por la Ley 14.237 que dispuso que el recurso de apelación comprende el de nulidad. La misma regla ha sido establecida por el Art. 253 del CPN el cual agrega, luego del vocablo “nulidad”, la expresión “por defectos de la sentencia”. 


Es innecesaria la interposición expresa del recurso de nulidad, pues el se halla implícito en el de apelación. Ello no exime al apelante de la carga de invocar, ante el tribunal de segunda instancia, los defectos de actividad que a su juicio afecten a la sentencia, pues en caso contrario aquellos quedan convalidados.

Art. 253. Nulidad. El recurso de apelación comprende el de nulidad por defectos de la sentencia.

Si el procedimiento estuviere ajustado a derecho y el tribunal de alzada declarare la nulidad de la sentencia por cualquier otra causa, resolverá también sobre el fondo del litigio.

Efectos del Recurso.


El Art. 240 del código derogado prescribía que si el procedimiento estuviese arreglado a derecho y la nulidad consistiese en las formas de la sentencia, el tribunal declarará esta por nula, y mandará a pasar los autos a otro juez de primera instancia para que sentencie. Si la nulidad procediese de vicio en el procedimiento, se declarará por nulo todo lo obrado y se pasarán igualmente los autos a otro juez para que conozca.


La Ley 4.128 modificó la norma y dispuso: si el procedimiento estuviese arreglado a derecho y la nulidad consistiese en la forma de la sentencia, el tribunal al declararla nula resolverá también sobre el fondo del litigio. Posteriormente tal principio fue rectificado por la Ley 14.237 que prescribía: si el procedimiento estuviese arreglado a derecho y el tribunal de alzada declarara la nulidad de la sentencia por cualquier otra causa, resolverá también sobre el fondo del litigio.


El CPN omitió contemplar el efecto imputable a una declaración de nulidad de sentencia por defectos inherentes a ella. La directiva de economía procesal que orienta a ese ordenamiento, el régimen adoptado en materia de nulidades de actos procesales, la supresión del recurso de nulidad como medio autónomo y la aplicación extensiva del Art. 278, conducía a la conclusión de que, declarada la nulidad de la sentencia, correspondía que el tribunal emitiese pronunciamiento sobre el fondo del asunto.


El sistema de reenvío del expediente a otro juez solo es aplicable en el supuesto de prosperar un incidente de nulidad promovido con posterioridad al pronunciamiento de la sentencia. El fundamento de esta solución estriba en la circunstancia de que, aparte de haber prejuzgado, el juez que ha producido actos que adolecen de nulidad o los ha tolerado, no ofrece suficientes garantías para el afectado o agraviado por esos actos.

UNIDAD 13. PROCEDIMIENTO ANTE LOS TRIBUNALES SUPERIORES.

Apelación Libremente Concedida.

Expresión de Agravios.


El procedimiento a desarrollarse ante los tribunales de segunda instancia difiere según que el recurso se haya concedido libremente o en relación.


Dispone el Art. 259 del CPN: 


Art. 259. Trámite previo. Expresión de agravios. Cuando el recurso se hubiese concedido respecto de sentencia definitiva dictada en proceso ordinario o sumario, en el día en que el expediente llegue a la cámara, el secretario dará cuenta y se ordenará que sea puesto en la oficina. Esta providencia se notificará a las partes personalmente o por cédula. El apelante deberá expresar agravios dentro del plazo de diez días o de cinco días, según se tratare de juicio ordinario o sumario.


Llegado el expediente a la cámara de apelaciones respectiva, el presidente del tribunal debe dictar una providencia disponiendo que el apelante presente la expresión de agravios, acto que cumple en el procedimiento de apelación, una función sustancialmente similar a la de la demanda en primera instancia, ya que delimita las facultades decisorias del tribunal de alzada.


La mencionada providencia debe notificarse personalmente o por cédula, tanto el apelante como apelado.


El apelante debe presentar el escrito de expresión de agravios dentro del plazo de diez días o de cinco, según sea proceso ordinario o sumario, desde el día de la notificación de la providencia que dispone poner los autos en la oficina. Se trata de un plazo individual y no común, de manera que corre independientemente para cada uno de los apelantes.


La expresión de agravios es el escrito mediante el cual el apelante pone de manifiesto ante la cámara los errores de que, a su juicio, adolece la sentencia de primera instancia.


El Código derogado no determinaba los requisitos que debe reunir la expresión de agravios, la jurisprudencia había decidido que debe contener la crítica razonada y concreta del fallo de primera instancia, que puntualice y demuestre los errores de hecho y de derecho en que el juez pudo haber incurrido. De acuerdo a este principio no se consideró expresión de agravios la remisión de lo expresado en oportunidades anteriores a la causa; las generalizaciones y apreciaciones subjetivas que no cuestionan concretamente las conclusiones de la sentencia apelada; el simple pedido de que se revoque el fallo, sin argumentar contra el; la remisión al contenido de un dictamen agregado al proceso; etc.


El CPN prescribe que en su Art. 265:


Art. 265. Contenido de la expresión de agravios. Traslado. E1 escrito de expresión de agravios deberá contener la crítica concreta y razonada de las partes del fallo que el apelante considere equivocadas. No bastará remitirse a presentaciones anteriores. De dicho escrito se dará traslado por diez o cinco días al apelado, según se trate de juicio ordinario o sumario.


La jurisprudencia ha establecido que la brevedad de la expresión de agravios no constituye razón suficiente la declarar la deserción del recurso, si el apelante individualiza los motivos de su disconformidad con la sentencia, la gravedad de los efectos que la ley imputa a la insuficiencia de aquel acto procesal hace aconsejable aplicarla ampliamente, favorable al recurrente.


Las reglas enunciadas sufren excepción en el supuesto de agravios determinados por resoluciones apelables en efecto diferido.

Deserción del Recurso.


Prescribe el Art. 266 del CPN:


Art. 266. Deserción del recurso. Si el apelante no expresare agravios dentro del plazo o no lo hiciere en la forma prescripta en el artículo anterior, el tribunal declarará desierto el recurso, señalando, en su caso, cuáles son las motivaciones esenciales del pronunciamiento recurrido que no han sido eficazmente rebatidas.


Declarada la deserción del recurso la sentencia quedará firme para el recurrente.


Esta deserción cuya consecuencia es que la sentencia de primera instancia pase a autoridad de cosa juzgada, puede producirse tanto por no haberse presentado la expresión de agravios dentro del plazo establecido por la ley, cuanto por no reunir aquella los requisitos mencionados.


La deserción puede ser parcial, en el supuesto de que habiéndose deducido recurso de apelación contra la totalidad de la sentencia, la expresión de agravios omita la objeción de alguna o algunas de sus partes, las cuales deben tenerse por consentidas y firmes.


La innovación que muestra el Art. 266 es la exigencia que pesa sobre la cámara en el sentido de señalar las motivaciones esenciales de la sentencia recurrida que no fueron eficazmente rebatidas por el apelante. Dicha exigencia deriva del requisito de fundamentación que deben reunir las sentencias definitivas e interlocutorias, el que cuenta con raigambre constitucional, y esta previsto por el Art. 34 del CPN.

Contestación a la Expresión de Agravios.


Así como el apelante tiene la carga de expresar al tribunal cuales son los motivos concretos de su disconformidad con la sentencia, el apelado la tiene de defender la sentencia que ha reconocido sus derechos. La ley prescribe que del escrito de expresión de agravios debe darse traslado por diez o cinco días al apelado según sea juicio ordinario o sumario, Art. 265 del CPN.


Corresponde que se haga entrega al apelado de las copias del escrito , las cuales debieron ser acompañadas por el apelante, Art. 120 del CPN. En el supuesto de no agregarse las copias, o de no subsanarse la omisión dentro del plazo legal, corresponde declarar la deserción del recurso. 


Si el apelado no contestare el escrito de expresión de agravios, el Art. 267 dispone que aquel no podrá hacerlo en adelante y la instancia seguirá su curso. Agrega el Art. 268 que con la expresión de agravios y su contestación o vencido el plazo para la presentación de esta y sustanciadas y resueltas las cuestiones a que se refieren los Art. 260 y siguientes, se llamará a autos y consentida la providencia, el expediente pasará al acuerdo sin más trámite.

Fundamentación de las Apelaciones Diferidas. 

Replanteo de Cuestiones y Pedido de Apertura a Prueba.


El régimen del CPN en materia de apelaciones y de inimpugnabilidad de las resoluciones denegatorias de medidas de prueba, ha determinado una modificación en la estructura tradicional del procedimiento ordinario en segunda instancia.


Establece el Art. 260 que dentro del plazo de cinco días desde la notificación de la providencia que ordena poner el expediente en la oficina, las partes deberán: 


1º) Fundar los recursos que se hubiesen concedido en efecto diferido. Si no lo hicieren quedarán firmes las resoluciones.


2º) Indicar las medidas probatorias denegadas en primera instancia o respecto de las hubiere mediado declaración de negligencia, que tengan interés en replantear en los términos de los Art. 379 y 385. La petición debe ser fundada, es menester demostrar concretamente la necesidad de la prueba y resuelta sin sustanciación alguna.


Las normas mencionadas establecen el principio de la inapelabilidad de las resoluciones del juez de primera instancia sobre producción, denegación o sustanciación de las pruebas, pero dejan a salvo el derecho de la parte interesada para solicitar a la cámara que diligencie las medidas probatorias denegadas o respecto de las cuales hubiese mediado declaración de negligencia.


3º) Presentar los documentos de que intenten valerse, de fecha posterior a la providencia de autos para sentencia de primera instancia, o anteriores, si afirmaren no haber tenido antes conocimiento de ellos.


4º) Exigir la confesión judicial a la parte contraria sobre hechos que no hubiesen sido objeto de esa prueba en la instancia anterior.


5º) Pedir que se abra a prueba cuando: 

a) Se alegare un hecho nuevo posterior a la oportunidad prevista en el Art. 365 o del segundo párrafo del Art. 366.

b) Se hubiese formulado el pedido a que se refiere el apartado 2): indicación de medidas probatorias denegadas en primera instancia.

c) De las presentaciones y peticiones a que se refieren los apartados 1º), 3º) y 5º), Inc. a) del Art. 260, o sea, de los escritos en los cuales se fundan las apelaciones diferidas, se acompañan documentos o se alega un hecho nuevo, corresponde conferir traslado a la parte contraria quien debe contestarlo dentro del quinto día, Art. 261.

El CPN reglamenta en los Art. 260 y 261 un trámite paralelo vinculado con la presentación de la expresión de agravios y su contestación. 


Art. 260. Fundamento de las apelaciones diferidas, actualización de cuestiones y pedido de apertura a prueba. Dentro de quinto día de notificada la providencia a que se refiere el artículo anterior y en un solo escrito, las partes deberán: 


1. Fundar los recursos que se hubiesen concedido en efecto diferido. Si no lo hicieren, quedarán firmes las respectivas resoluciones.


2. Indicar las medidas probatorias denegadas en primera instancia o respecto de las cuales hubiese mediado declaración de negligencia, que tengan interés en replantear en los términos de los artículos 379 y 385 in fine. La petición será fundada, y resuelta sin sustanciación alguna.


3. Presentar los documentos de que intenten valerse, de fecha posterior a la providencia de autos para sentencia de primera instancia, o anteriores, si afirmaren no haber tenido antes conocimiento de ellos. 


4. Exigir confesión judicial a la parte contraria sobre hechos que no hubiesen sido objeto de esa prueba en la instancia anterior. 


5. Pedir que se abra la causa a prueba cuando: 


a)  Se alegare un hecho nuevo posterior a la oportunidad prevista en el artículo 365, o se tratare del caso a que se refiere el segundo párrafo del artículo 366;


b) Se hubiese formulado el pedido a que se refiere el inciso 2 de este artículo.


Art. 261. Traslado. De las presentaciones y peticiones a que se refieren los incisos 1, 3 y 5 a), del artículo anterior, se correrá traslado a la parte contraria, quien deberá contestarlo dentro de quinto día.

La vinculación está dada por la circunstancia de que, aún en el supuesto de que cualquiera de las partes hubiese hecho uso de los derechos que le acuerda el Art. 260, corresponde declarar la deserción del recurso si el apelante no presenta la expresión de agravios dentro del plazo legal.


Las razones en que deben fundarse las apelaciones diferidas y los replanteos relativos a pruebas denegadas en primera instancia forman parte de los agravios del apelante respecto de la sentencia de primera instancia, con excepción de la hipótesis del Art. 69, tienden a la modificación de tal sentencia, cuyo contenido puede estar determinado por las resoluciones que corresponde cuestionar en la oportunidad que indica el Art. 260.


Se advierte en materia probatoria:  si las pretensiones o defensas del apelante se han rechazado con fundamento en la falta o insuficiencia de prueba que las respaldara y resulta que esa prueba ha sido denegada, durante la primera instancia total o parcialmente, el replanteo del tema ante el tribunal de alzada tiene como finalidad última desvirtuar ese fundamento a través de un fallo revocatorio que se base, en la prueba diligenciada en segunda instancia.


Tanto las apelaciones diferidas como los replanteos deben resolverse por la cámara con anterioridad al pronunciamiento de la sentencia definitiva, Art. 268; las primeras, una vez contestado el traslado a que se refiere el Art. 261, y los segundos inmediatamente después de formulados. Hacen excepción las apelaciones diferidas otorgadas en los procesos de ejecución, las cuales deben resolverse juntamente con la apelación deducida contra la sentencia, Art. 247.


Existe un caso en el que la resolución sobre una apelación diferida puede tornar innecesario el pronunciamiento de una sentencia de fondo. Es el que se configuraría en los procesos sumarios, si llegare a prosperar alguna de las excepciones contempladas en los Inc. 6º, 7º y 8º del Art. 347 (cosa juzgada, transacción, conciliación, desistimiento del derecho y defensas temporarias). Si e único agravio del apelante radica en el rechazo de alguna de esas excepciones, la presentación del escrito en que se funda la apelación contra la respectiva interlocutoria es suficiente para mantener abierta la segunda instancia, aún cuando no se presente el escrito de expresión de agravios.

La Prueba en Segunda Instancia.


El CPN ha debido ampliar las excepciones al tradicional principio según el cual el procedimiento de segunda instancia debe circunscribirse al debate y decisión sobre el acierto o error de la sentencia impugnada, quedando excluidos de el los materiales de conocimiento no incorporados al proceso en primera instancia.


Las facultades instructorias que el CPN acuerda a los tribunales de alzada pueden ejecutarse respecto de: 


1º) Hechos invocados en primera instancia que no hayan sido admitidos o cuya prueba se haya declarado inadmisible o caduca en cuanto a su producción.


2º) Hechos invocados en primera instancia que se pretenda acreditar mediante elementos probatorios originariamente ofrecidos en segunda instancia.


3º) Hechos no invocados durante el procedimiento de primera instancia.


El procedimiento probatorio ante los tribunales de alzada se halla sujeto a las mismas normas que rigen en primera instancia:


Art. 262. Prueba y alegatos. Las pruebas que deban producirse ante la cámara se regirán, en cuanto fuere compatible, por las disposiciones establecidas para la primera instancia.


Para alegar sobre su mérito, las partes no podrán retirar el expediente. El plazo para presentar el alegato será de seis días.


Si se trata de un proceso sumario, y dado que el Art. 486 del CPN exige que en ese tipo de proceso las pruebas sean ofrecidas con la demanda o su contestación, las pruebas relativas al hecho nuevo que se introduce en segunda instancia deben ser indicadas en el escrito en que aquel se invoca.


Los miembros del tribunal deben asistir a todos los actos de prueba en los supuestos que la ley lo establece (audiencia de absolución de posiciones), o cuando así lo hubiese solicitado oportunamente alguna de las partes.


Establece el Art. 264:


Art. 264. Informe "in voce". Si se pretendiere producir prueba en segunda instancia, dentro de quinto día de notificada la providencia a que se refiere el artículo 259, las partes manifestarán si van a informar in voce. Si no hicieren esa manifestación o no informaren, se resolverá sin dichos informes. 


Apelación Concedida en Relación.

Generalidades.


Cuando la apelación se concede en relación, la cámara debe resolver sobre la base de las actuaciones producidas en la instancia anterior y mediante un procedimiento más breve y expeditivo.


Consecuencia de ello es que no admita la posibilidad de que en segunda instancia se aleguen hechos nuevos, se agreguen documentos o se disponga de apertura a prueba. Ello no obsta a que el tribunal de alzada haga uso de las medidas instructorias a que se refiere el Art. 36 del CPN.

Memoriales.


Cuando el recurso procede en relación y sin efecto diferido el apelante debe fundar el recurso ante el juez de primera instancia dentro de los cinco días de notificada la providencia que lo acuerda, Art. 246.


El escrito en el cual se funda el recurso en relación se denomina memorial, éste debe contener una crítica concreta y razonada de la resolución recurrida, siendo insuficiente la simple remisión a los fundamentos  de escritos presentados con anterioridad.


Del memorial presentado por el apelante debe darse traslado a la otra parte por el mismo plazo de cinco días. Dicho traslado se notifica por ministerio de la ley.


La presentación del memorial constituye una carga del apelante, cuyo incumplimiento trae aparejada la deserción del recurso, la cual debe ser declarada por el juez de primera instancia. Es causal de deserción la insuficiencia del memorial, pero en tal supuesto es a la cámara a quien corresponde declararla.


Concedido el recurso, el expediente debe ser elevado a la cámara, la que dictará pronunciamiento sin más trámite en el supuesto de que aquel tuviere radicación de sala. En caso contrario debe dictar la providencia de autos. Tal diferencia en el trámite tiene fundamento en la necesidad de acordar a las partes la posibilidad de recusar sin causa a uno de los jueces de la sala o tribunal, derecho que debe ejercerse al día siguiente de la notificación de la providencia de autos.


Cuando el recurso de apelación se hubiese interpuesto subsidiariamente con el de reposición, no procede admitir ningún escrito para fundar la apelación, Art. 248.

La Sentencia de Segunda Instancia.

Facultades del Tribunal de Alzada.


Las facultades decisorias  de los tribunales de segunda instancia están limitadas al conocimiento de las cuestiones que: 1º) Hayan sido oportunamente propuestas a la decisión del inferior; 2º) No hayan sido expresa o implícitamente excluidas por el apelante, sea en la expresión de agravios o en el memorial.


Dispone el Art. 277, con respecto a la primera limitación: 

Art. 277. Poderes del tribunal. El tribunal no podrá fallar sobre capítulos no propuestos a la decisión del juez de primera instancia. No obstante, deberá resolver sobre los intereses y daños y perjuicios, u otras cuestiones derivadas de hechos posteriores a la sentencia de primera instancia.


La regla establecida coincide con la solución del Art. 163, deriva de la vigencia del principio dispositivo, una de cuyas manifestaciones se traduce en la prohibición de que los tribunales de justicia se pronuncien sobre cuestiones que no hayan sido objeto de litigio entre las partes.


El ámbito de conocimiento de los tribunales de alzada se halla limitado por las cuestiones articuladas en el proceso, y no por lo decidido en primera instancia. El régimen de la doble instancia solo requiere que existan dos sentencias que examinen las cuestiones propuestas en los escritos de constitución del proceso, pero no que cada una de esas cuestiones sea sometida a un doble examen.


Existen casos en que los tribunales de alzada se hallan habilitados para resolver cuestiones que no han sido objeto de pronunciamiento en la instancia anterior, sea por omisión o por haberse hecho lugar a una defensa o argumento de carácter excluyente.


En relación con el primer supuesto el CPN establece en el Art. 278:


Art. 278. Omisiones de la sentencia de primera instancia. El tribunal podrá decidir sobre los puntos omitidos en la sentencia de primera instancia, aunque no se hubiese pedido aclaratoria, siempre que se solicitare el respectivo pronunciamiento al expresar agravios. 


Con referencia a la segunda hipótesis el tribunal de alzada tiene facultades para pronunciarse sobre cuestiones involucradas en la demanda que no fueron objeto de examen en la primera instancia por haber prosperado una defensa del demandado. Revocada por la cámara, la sentencia  que rechaza una demanda por indemnización de daños y perjuicios en virtud de haberse admitido una defensa previa deducida por el demandado, aquella debe proceder a fijar la indemnización sin más trámite, no siendo necesario que el expediente sea devuelto al juez de primera instancia para que se pronuncie sobre aquel punto.


La jurisprudencia tiene decidido que las defensas opuestas por la parte que no apela el fallo de primera instancia por serle favorable,  y que fueron desestimadas, quedan sometidas a la decisión del tribunal de alzada en virtud de la apelación deducida por la otra parte. Lo mismo en el caso de que ciertas defensas no hayan sido consideradas por la sentencia de primera instancia, por ser innecesario su examen para resolver la causa: si por ejemplo,  se han opuesto en primera instancia las excepciones de prescripción y nulidad, y el juez hace lugar a la primera y omite examinar la segunda, esta puede ser objeto de pronunciamiento en la alzada si el tribunal declara que no existe prescripción. 


Mientras que para algunos tribunales es necesario que la parte triunfadora plantee la cuestión ante el tribunal de alzada al contestar los agravios de la otra parte, o al presentar el memorial; otros consideran que queda implícitamente sometida a la decisión de la cámara como consecuencia del recurso deducido por la otra parte. Esta última solución es la que mejor se adecua a los principios que rigen el mecanismo de la apelación, uno de los cuales consiste en que, con excepción de las cuestiones excluidas por el apelante, el tribunal de alzada tiene, con respecto a los puntos debatidos en la causa, la misma competencia que el juez inferior.


Sobre la base del principio según el cual  es condición de validez de los fallos judiciales el que se pronuncien sobre todas las cuestiones conducentes para la decisión de la causa, y que hayan sido propuestas por las partes, la Corte tiene establecido que las sentencias de los tribunales de alzada deben contener decisión sobre las defensas que oportunamente opuestas ante el inferior y rechazadas por este, son mantenidas en segunda instancia por la parte triunfadora, aún cuando la apelación hubiera sido deducida por el litigante vencido. La Corte ha expresado que el triunfo en primera instancia cercenaría la defensa del vencedor, imposibilitado de apelar respecto de los fundamentos de una sentencia que le es favorable.


El tribunal de alzada no puede revisar aquellas cuestiones que, resueltas en primera instancia en contra del apelante, esta las excluye, expresa o implícitamente, en oportunidad de deducir el recurso de apelación o de presentar  la expresión de agravios. De allí el paralelismo puntualizado entre la demanda y la expresión de agravios, consideradas ambas como los actos cuyos contenido determina la competencia del tribunal de primera y de segunda instancia, respectivamente.


La competencia del tribunal de alzada tampoco se abre en los supuestos de declararse la deserción del recurso, sea por no haberse presentado la expresión de agravios dentro del plazo que fija la ley, o por carecer aquella de la necesaria fundamentación.


Es consecuencia del principio dispositivo que el tribunal de segunda instancia carezca de facultades para modificar la sentencia en perjuicio del litigante que apeló, si su contrario no lo hizo (reformatio in peius).


La Corte tiene jurisprudencia establecida en el sentido de que la competencia de los tribunales de alzada en lo civil, se halla limitada por la extensión de los recursos concedidos para ante ellos, y que la transgresión de tales límites comporta agravio a las garantías constitucionales de la propiedad  y de la defensa en juicio.

Trámite del Recurso Extraordinario ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Concesión del Recurso y Providencia de Autos.


La sustanciación del recurso extraordinario debe llevarse a cabo ante el superior tribunal de la causa mediante un traslado por el plazo de diez días que corresponde conferir, a la otra u otras partes, del escrito en el cual aquel se interpuso, correspondiendo luego emitir pronunciamiento sobre la admisibilidad de la impugnación y remitir el expediente a la Corte si dicho pronunciamiento es favorable al recurrente.


En este último supuesto, la recepción del expediente por la Corte implica el llamamiento de autos, Art. 280 del CPN.


La concesión del recurso extraordinario tiene efecto suspensivo. El Art. 285 consagra una excepción a este principio en tanto dispone: 


Art. 285. Queja por denegación de recursos ante la Corte Suprema. Cuando se dedujere queja por denegación de recursos ante la Corte Suprema, la presentación, debidamente fundada, deberá efectuarse en el plazo que establece el segundo párrafo del artículo 282.


La Corte podrá desestimar la queja sin más trámite, exigir la presentación de copias o, si fuere necesaria, la remisión del expediente.


Si la queja fuere por denegación del recurso extraordinario, la Corte podrá rechazar este recurso en los supuestos y formas previstos en el artículo 280, párrafo segundo. Si la queja fuere declarada procedente y se revocare la sentencia, será de aplicación el artículo 16 de la ley 48.


Mientras la Corte no haga lugar a la queja no se suspenderá el curso del proceso.

Resolución.


La sentencia de la Corte puede ser confirmatoria o revocatoria de la sentencia dictada por el superior tribunal de la causa, salvo que el recurso hubiese sido mal concedido en cuyo caso debe limitarse a declararlo inadmisible, por resolución fundada o por la invocación del Art. 280: “según su sana discreción” considere que no existe agravio federal suficientes o las cuestiones planteadas por el impugnante resulten insustanciales o carentes de trascendencia.


Si la Corte confirma lo decidido por el tribunal de la causa acerca de los puntos de derecho federal sometidos a su conocimiento, la sentencia recurrida queda firme en su totalidad.


Cuando la decisión es revocatoria, corresponde tener en cuenta si para completar la decisión del pleito resulta o no necesario resolver otras cuestiones no examinadas por la sentencia recurrida. En el primer supuesto la Corte debe limitarse a hacer una declaración sobre el punto disputado y devolver la causa al respectivo tribunal a fin de que se pronuncie sobre tales cuestiones. En el segundo caso, el pronunciamiento revocatorio sustituye lo resuelto por el superior tribunal de la causa acerca de los respectivos puntos de derecho federal y comporta así el fallo definitivo del pleito.


El artículo 16 de la Ley 48 autoriza a la Corte a resolver sobre el fondo, a pronunciarse sobre todas las cuestiones (federales y no federales) discutidas en el juicio y aún ordenar la ejecución. Se trata de una facultad excepcional, de la cual la Corte ha hecho uso para evitar la prolongación indefinida de las causas en las que los tribunales inferiores no adecuaron sus pronunciamientos a declaraciones contenidas en sentencias anteriores dictadas por aquella.


Tal facultad constituye un resabio de la primitiva avocación, la cual se sustentaba en el principio, hoy inaplicable, en cuya virtud se consideraba que la jurisdicción de los jueces inferiores era ejercida por delegación de los más altos tribunales y que estos, por lo tanto, podían reasumirla.

Trámite del Recurso Ordinario de Apelación ante la Corte Suprema.

Concesión del Recurso y Providencia de Autos.


Concedido el recurso ordinario de apelación ante la Corte y recibido el expediente por esta, debe notificarse la providencia que así lo ordene personalmente o por cédula. El apelante debe presentar el memorial dentro del plazo de diez días y de este corresponde conferir traslado a la otra parte por el mismo plazo. La falta de presentación trae aparejada la deserción del recurso. Contestado el traslado o transcurrido el plazo, debe dictarse la providencia de autos, no pudiendo admitirse la apertura a prueba ni la alegación de hechos nuevos, Art. 280 del CPN.

Resolución.


Cuando es procedente el recurso ordinario la competencia de la Corte es equiparable a la de cualquier tribunal de alzada, y puede versar,  sobre todas las cuestiones de hecho y de derecho, común o federal, que hayan sido materia de agravios.

UNIDAD 14. EJECUCION DE SENTENCIAS.

Procedimiento de Ejecución de Sentencias.

Sentencias Ejecutables.


El proceso de ejecución es aquel que tiene por objeto asegurar la eficacia de las sentencias de condena, de los pronunciamientos que imponen el cumplimiento de alguna prestación, ello significa que solo respecto de esa clase de sentencias rige el procedimiento específico y no excluye la posibilidad de que también las sentencias declarativas y determinativas se ejecuten mediante el cumplimiento de los actos que las complementan.


Los árbitros, sean de derecho o amigables componedores, no cuentan con imperium para ordenar el cumplimiento del laudo que emitan, la ejecución de ésta debe pedirse al juez a quien hubiera correspondido conocer del litigio de no haberse sometido éste al arbitraje, Art. 499, 753 y 763 del CPN.

Presupuestos de la Ejecución.


El Art. 499 del CPN dispone: 


Art. 499. Resoluciones ejecutables. Consentida o ejecutoriada la sentencia de un tribunal judicial o arbitral y vencido el plazo fijado para su cumplimiento, se procederá a ejecutarla, a instancia de parte, de conformidad con las reglas que se establecen en este Capítulo.


Podrá ejecutarse parcialmente la sentencia aunque se hubiere interpuesto recurso ordinario o extraordinario contra ella, por los importes correspondientes a la parte de la condena que hubiere quedado firme. El título ejecutorio consistirá, en este caso, en un testimonio que deberá expresar que ha recaído sentencia firme respecto del rubro que se pretende ejecutar por haber sido consentido.


Si hubiere duda acerca de la existencia de ese requisito se denegará el testimonio; la resolución del juez que lo acuerde o, en su caso, lo deniegue, es irrecurrible.


Constituye primer supuesto para la ejecución que la sentencia se encuentre consentida y ejecutoriada. Ocurre lo primero cuando las partes dejan transcurrir los plazos sin interponer recurso alguno; pese a haberse deducido y otorgado un recurso, se lo declara desierto en virtud no haberse cumplido con la carga de expresar agravios o de presentar el memorial; o cuando se opera la caducidad de la segunda instancia. Una sentencia está ejecutoriada cuando ha mediado confirmación, por el tribunal superior, de un fallo condenatorio de primera instancia o cuando, siendo este absolutorio, ha sido revocado en segunda instancia.


El segundo presupuesto consiste en que haya vencido el plazo que la sentencia hubiese fijado para su cumplimiento. Tratándose de condenaciones de dar, la fijación de plazo no constituye más que un beneficio que la sentencia puede conceder por la naturaleza de la obligación. No es un derecho del vencido. Cuando el pronunciamiento no señala plazo para su cumplimiento es susceptible de ejecución inmediatamente después de quedar consentido o ejecutoriado.


Asimismo y en concordancia con el principio dispositivo que rige en materia civil, la ejecución de la sentencia solo puede llevarse a cabo a pedido el vencedor.


En los párrafos 2º y 3º del Art. 499 se contempla la posibilidad de que habiendo recaído sentencia que condena al cumplimiento de una obligación de carácter divisible, y mediando recurso del demandado tendiente a la modificación del pronunciamiento, éste se ejecute de inmediato con relación a la parte de la condena que adquirió carácter firme a raíz del alcance limitado de la impugnación.


Aunque el precepto alude a los importes correspondientes a la parte de la condena que hubiera quedado firme, debe entenderse que aquella es aplicable respecto de los fallos que imponen el cumplimiento de obligaciones de entregar cosas o de hacer, siempre que éste sea susceptible de fraccionarse.


La misma solución es extensiva al caso de que la sentencia imponga el cumplimiento de prestaciones de distinta naturaleza.

Competencia.


La legislación anterior a la promulgación del CPN no contenía ninguna norma que determinara cual era el juez competente para el procedimiento de ejecución de sentencia. Sobre la base de que este constituye una etapa del mismo proceso; la mayor parte de la doctrina entendió que era competente el juez que conoció en dicho proceso y que debía tramitar en el mismo expediente.


El principio reconoció excepciones: en razón de la naturaleza de la obligación impuesta deba cumplirse en el lugar en donde se encuentran las cosas sobre las cuales versa; o de las ejecuciones seguidas por letrados, apoderados o peritos, por honorarios en causas tramitadas ante la Corte en instancia originaria, las cuales no pueden sustanciarse ante dicho tribunal si no concurren los extremos necesarios para que surja su competencia.


El CPN recoge las conclusiones de esa jurisprudencia y determina el Art. 501:


Art. 501. Competencia. Será juez competente para la ejecución: 


1. El que pronunció la sentencia.


2. El de otra competencia territorial si así lo impusiere el objeto de la ejecución, total o parcialmente.

3.El que haya intervenido en el proceso principal si mediare conexión directa entre causas sucesivas.

Las disposiciones sobre ejecución de sentencia son también aplicables a: 

1º) La ejecución de transacciones o acuerdos homologados.

2º) La ejecución de multas procesales.

3º) El cobro de honorarios regulados en concepto de costas.


En todos los casos, es juez competente el del proceso principal.


El CPN reglamenta procedimientos diferentes para la ejecución de las sentencias, atendiendo a la índole de las obligaciones que aquellas imponen. Las reglas procesales varían según que la sentencia condene: 

a) Al pago de cantidad líquida.

b) Al pago de cantidad ilíquida.

c) A hacer o no hacer o a escriturar.

d) A entregar cosas.

A) Sentencia que Condena al Pago de Cantidad Líquida.

Concepto de Cantidad Líquida.



Art. 502. Suma líquida. Embargo. Si la sentencia contuviere condena al pago de cantidad líquida y determinada o hubiese liquidación aprobada, a instancia de parte se procederá al embargo de bienes, de conformidad con las normas establecidas para el juicio ejecutivo.


Se entenderá que hay condena al pago de cantidad líquida siempre que de la sentencia se infiera el monto de la liquidación, aun cuando aquél no estuviese expresado numéricamente.


Si la sentencia condenase a una misma parte al pago de una cantidad líquida y de otra ilíquida, podrá procederse a la ejecución de la primera sin esperar a que se liquide la segunda.


En los términos de esta norma, existirá cantidad líquida cuando: 


1º) La sentencia condene al pago de una suma determinada.


2º) La cantidad a pagarse por el vencido sea susceptible de determinación mediante una simple operación aritmética.


3º) El vencedor haya presentado liquidación de capital, intereses y costas, y el juez la haya aprobado.


La norma confiere al vencedor el derecho de pedir la ejecución inmediata de la condena de importe líquido sin necesidad de aguardar la terminación de los trámites procesales tendientes  a la liquidación de las restantes condenaciones. Podrá procederse en la hipótesis de que la sentencia imponga el cumplimiento de obligaciones distintas: el acreedor podrá ejecutar una de ellas y solicitar con posterioridad la ejecución de las otras.

Embargo.


Si la sentencia contuviese condena al pago de la cantidad líquida y determinada, o hubiese liquidación aprobada, se procederá al embargo de los bienes, de conformidad al 1º párrafo del Art. 502 del CPN.


A diferencia de lo que ocurre en el juicio ejecutivo, en el cual el embargo debe hallarse inevitablemente precedido por la intimación de pago, este trámite resulta innecesario en el procedimiento de ejecución de sentencia, pues la notificación de esta es equivalente y sustituye al requerimiento. Pero el embargo configura un trámite esencial y necesariamente previo a la citación de la venta, el procedimiento se cumple en función de la realización de los bienes para el pago del crédito reconocido por la sentencia.

Prescribe el Art. 504:


Art. 504. Conformidad. Objeciones. Expresada la conformidad por el deudor, o transcurrido el plazo sin que se hubiese contestado el traslado, se procederá a la ejecución por la suma que resultare, en la forma prescripta por el artículo 502.


Si mediare impugnación se aplicarán las normas establecidas para los incidentes en los artículos 178 y siguientes.


Sin perjuicio de lo dispuesto en este artículo y en los dos anteriores, el acreedor podrá solicitar se intime por cédula al ejecutado el pago de lo adeudado, cuando se trate de cantidad líquida y determinada o hubiere liquidación aprobada.


Se acuerda al ejecutante, como medio de evitar la traba del embargo y el ulterior trámite de la ejecución la facultad de solicitar la intimación de pago, cuando exista cantidad líquida y determinada o bien liquidación aprobada. Si, dentro del quinto día de notificado, el deudor no realiza el pago, el ejecutante debe solicitar el embargo.

Citación de Venta.


Art. 505. Citación de venta. Trabado el embargo se citará al deudor para la venta de los bienes embargados. Las excepciones deberá oponerlas y probarlas dentro de quinto día.


Mediante la citación de venta, que debe notificarse por cédula, se abre un período de conocimiento, de carácter limitado, durante el cual se sustancian las excepciones que el deudor puede oponer al progreso de la ejecución.


Según el Art. 506:


Art. 506. Excepciones. Sólo se considerarán legítimas las siguientes excepciones:


1. Falsedad de la ejecutoria.


2. Prescripción de la ejecutoria.


3. Pago.


4. Quita, espera o remisión.


Antigua jurisprudencia atendiendo a la índole de los procedimientos, declaró que la enunciación de excepciones contenidas en el precepto reviste carácter taxativo, varios fallo se pronunciaron a favor de la admisibilidad de las excepciones, como la de falta de personería en el supuesto que el ejecutante haya perdido la capacidad procesal con posterioridad al pronunciamiento de la sentencia en ejecución, o sea insuficiente el poder invocado por un nuevo representante, o la de nulidad de la ejecución originada en la violación de las formas sustanciales de aquella. La mayor parte de la doctrina nacional considera que es admisible la excepción de incompetencia, pues constituye presupuesto procesal de la ejecución de sentencia el que de ella se deduzca ante juez competente. La jurisprudencia fundada en que se halla virtualmente comprendida en la excepción de pago, siendo procesalmente equiparable a ella, ha declarado admisible la excepción de compensación.


El criterio general al que es menester atenerse para determinar el ámbito de aplicación del Art. 506 es el de que las excepciones oponibles en el procedimiento de ejecución solo pueden fundarse en condiciones sobrevinientes al pronunciamiento de aquella, Art. 507. Lo contrario significaría una reapertura del proceso de conocimiento que no es posible como consecuencia de la cosa juzgada.

1º) Falsedad de la ejecutoria. Se admite que esta excepción puede fundarse únicamente en la adulteración o falsificación material de la sentencia o copia que la reproduce. Sea parcial o total. La excepción sería admisible si se negase autenticidad a las firmas atribuidas al juez o jueces que la suscriben o se han alterado las cantidades de la condena  o los términos de la decisión.


En el procedimiento de ejecución de sentencia se halla excluida la excepción de inhabilidad de título. La jurisprudencia la ha declarado admisible, considerándola implícita dentro de la excepción de falsedad, en casos en que falta alguno de los requisitos del título ejecutorio. Por ejemplo, que no haya transcurrido el plazo fijado para el cumplimiento de la condena o que se pretenda seguir la ejecución contra quien no resulte deudor de acuerdo con los términos de la sentencia y carezca de legitimación procesal pasiva.


2º) Prescripción de la ejecutoria. En ausencia  de un texto legal expreso  y por tratarse de una pretensión personal, a la prescripción de la ejecutoria le es aplicable el plazo de diez años establecido por el Art. 4023 del Cód. Civil.


3º) Pago. Debe tratarse de un pago efectuado con posterioridad a la sentencia. Como el CPN establece que las excepciones en la ejecución de sentencia se probarán por las constancias del juicio o por documentos emanados del ejecutante que se acompañarán al deducirlas, en el caso de que el deudor pretendiese acreditar el pago con un documento privado y el ejecutante lo desconociese, no será precedente la autenticación de aquel en los términos de los Art. 1026 y 1028 del Cód. Civil, debiendo probarse la autenticidad en el proceso de conocimiento.. El pago debe ser total.


4º) Quita, espera o remisión. Estas también deben fundarse en hechos posteriores a la sentencia, salvo que la quita o espera resulte de un acuerdo homologado con anterioridad.

Trámite de las Excepciones.


Las excepciones deben operarse y probarse dentro de quinto día contado desde la citación de venta, Art. 505 del CPN.


Conforme al Art. 507 del CPN:


Art. 507. Prueba. Las excepciones deberán fundarse en hechos posteriores a la sentencia o laudo. Se probarán por las constancias del juicio o por documentos emanados del ejecutante que se acompañarán al deducirlas, con exclusión de todo otro medio probatorio.


Si no se acompañasen los documentos, el juez rechazará la excepción sin sustanciarla. La resolución será irrecurrible.


Antes de resolver las excepciones el juez debe oír al ejecutante, a quien corresponde conferir traslado por el plazo de cinco días, Art. 508. Deben empero rechazarse in limine cuando, no fundándose en hechos que surgen de las constancias del expediente el ejecutado no acompaña, el escrito correspondiente, los documentos que los acreditan.


La proscripción legal de un período probatorio dentro de la ejecución no excluye la posibilidad de que, en casos excepcionales, el juez disponga la realización de alguna diligencia complementaria que no desvirtúe la sumariedad del procedimiento. Existen dos casos en los cuales procede la apertura a prueba y que se configuran cuando: 


1º) Se opone la excepción de falsedad de la ejecutoria y resulta necesario complementar las constancias del juicio mediante otros elementos probatorios.


2º) Lo pide el ejecutante con el objeto de destruir el valor probatorio del o de los documentos acompañados por el deudor. En este caso, el plazo de prueba debe fijarse con arreglo a lo establecido para el juicio ejecutivo del Art. 549 del CPN.


Dispone el Art. 508 del CPN: 


Art. 508. Resolución. Vencidos los cinco días sin que se dedujere oposición, se mandará continuar la ejecución sin recurso alguno.

Si se hubiese deducido oposición, el juez, previo traslado al ejecutante por cinco días, mandará continuar la ejecución, o si declarare procedente la excepción opuesta, levantará el embargo.


La sentencia pronunciada en el procedimiento de ejecución de sentencia carece de eficacia de cosa juzgada material con respecto a las defensas que se hallen sujetas a limitaciones probatorias, en el proceso de conocimiento posterior es inadmisible el debate acerca de cualquier defensa fundada en hechos anteriores al pronunciamiento de la sentencia.


Con respecto a los recursos, establece el Art. 509 del CPN: 


Art. 509. Recursos. La resolución que desestime las excepciones será apelable en efecto devolutivo, siempre que el ejecutante diese fianza o caución suficiente.

Todas las apelaciones que fueren admisibles en las diligencias para la ejecución de la sentencia, se concederán en efecto diferido.


Corresponde aclarar que solo deben concederse en efecto diferido las apelaciones deducidas respecto de las resoluciones anteriores a la mencionada en el Art. 508.


Consentida o ejecutoriada la resolución que mande llevar adelante la ejecución debe procederse según las reglas establecidas para el cumplimiento de la sentencia de remate, hasta hacerse pago al acreedor, Art. 510 del CPN.


Dispone el Art. 511 del CPN:

Art. 511. Adecuación de la ejecución. A pedido de parte el juez establecerá las modalidades de la ejecución o ampliará o adecuará las que contenga la sentencia, dentro de los límites de ésta.


Esta norma guarda correlación con el Art. 558 bis del CPN, autoriza al juez para disponer medidas sustitutivas de la ejecución en forma específica, precisar el alcance de un apercibimiento e incluso imponer el cumplimiento de obligaciones reconocidas por aquella, siempre que se atenga a los límites del fallo, pues lo contrario implicaría desvirtuar la eficacia de cosa juzgada.

B) Sentencia que Condena al Pago de Cantidad Ilíquida.


El Art. 165 dispone que cuando la sentencia contenga condena al pago de frutos, intereses, daños y perjuicios, fijará su importe en cantidad líquida, o establecerá las bases sobre que haya de hacerse la liquidación.


Establecidas dichas bases resulta necesario determinar la suma específicamente que debe abonar el vencido al vencedor, a cuyo fin se requiere una estricta correspondencia entre dicho acto y el contenido del fallo.

Dispone el Art. 503 del CPN:


Art. 503. Liquidación. Cuando la sentencia condenare al pago de cantidad ilíquida y el vencedor no hubiese presentado la liquidación, dentro de diez días contados desde que aquélla fuere ejecutable, podrá hacerlo el vencido. En ambos casos se procederá de conformidad con las bases que en la sentencia se hubiesen fijado.


Presentada la liquidación se dará traslado a la otra parte por cinco días.

La ley concede al acreedor un plazo de diez días para que practique la liquidación y solo después de haber transcurrido el plazo sin que la hubiera efectuado, el cumplimiento de esa carga se desplaza hacia el deudor. En cualquiera de los dos supuestos se confiere traslado de la liquidación a la otra parte.


El Art. 504 dispone: 


Art. 504. Conformidad. Objeciones. Expresada la conformidad por el deudor, o transcurrido el plazo sin que se hubiese contestado el traslado, se procederá a la ejecución por la suma que resultare, en la forma prescripta por el artículo 502.


Si mediare impugnación se aplicarán las normas establecidas para los incidentes en los artículos 178 y siguientes.


Sin perjuicio de lo dispuesto en este artículo y en los dos anteriores, el acreedor podrá solicitar se intime por cédula al ejecutado el pago de lo adeudado, cuando se trate de cantidad líquida y determinada o hubiere liquidación aprobada.

La norma es extensiva al caso de que la liquidación hubiese sido presentada por el deudor, y la consecuencia de la conformidad o el silencio consiste en que se debe proceder a librar mandamiento de embargo por la suma resultante y a citar de venta al deudor una vez que aquella medida ha sido trabada.

C) Sentencia que Condena a Hacer o a No Hacer.



Art. 513. Condena a hacer. En caso de que la sentencia contuviese condena a hacer alguna cosa, si la parte no cumpliese con lo que se le ordenó para su ejecución dentro del plazo señalado por el juez, se hará a su costa o se le obligará a resarcir los daños y perjuicios provenientes de la inejecución, a elección del acreedor.

Podrán imponerse las sanciones conminatorias que autoriza el artículo 37.

La obligación se resolverá también en la forma que establece este artículo, cuando no fuere posible el cumplimiento por el deudor.

Para hacer efectiva la indemnización se aplicarán las reglas establecidas según que la sentencia haya fijado o no su monto para el caso de inejecución.

La determinación del monto de los daños tramitará ante el mismo juez por las normas de los artículos 503 y 504, o por juicio sumario, según aquél lo establezca. La resolución será irrecurrible.


Esta norma coincide con el principio de que las obligaciones da hacer pueden ejecutarse forzadamente siempre que no fuere necesario emplear violencia contra la persona del deudor, en tal caso el acreedor puede pedir autorización para ejecutar el hecho por cuenta del deudor, por sí o por un tercero.


En el supuesto de que el acreedor opte por la ejecución a través de un tercero, no solo debe previamente requerir autorización judicial, sino también proceder a la determinación del costo de la obra, ya que este corre por cuenta del deudor y no puede imponérsele el pago de erogaciones desproporcionadas a la naturaleza del hecho que se comprometió a realizar.


El régimen legal anterior a la vigencia del CPN no contenía previsión con respecto a las sentencias que imponen al vendedor la obligación de otorgar la escritura traslativa de dominio. Los precedentes judiciales llenaron ese vacío legislativo a través de numerosos fallos, llegando a resolver que el juez se hallaba facultado para firmar la correspondiente escritura en el caso de que no lo hiciere el obligado.


El CPN recogiendo toda esa jurisprudencia ha dispuesto en el Art. 512:


Art. 512. Condena a escriturar. La sentencia que condenare al otorgamiento de escritura pública, contendrá el apercibimiento de que si el obligado no cumpliere dentro del plazo fijado, el juez la suscribirá por él y a su costa.

La escritura se otorgará ante el registro del escribano que proponga el ejecutante, si aquél no estuviere designado en el contrato.

El juez ordenará las medidas complementarias que correspondan.


No es necesario que el apercibimiento haya sido pedido en la demanda, pues la ejecución del hecho por un tercero constituye una alternativa implícitamente contenida en toda  pretensión que persigue el cumplimiento de una obligación de hacer.


Antes de la sanción del CPN se suscitó el problema de saber si, consumada durante el pleito por escrituración la enajenación del inmueble a un tercero, y no habiendo el comprador propuesto subsidiariamente la pretensión tendiente al resarcimiento de los daños ocasionados por el incumplimiento del vendedor, corresponde dictar sentencia condenando al otorgamiento de la escritura o el pronunciamiento judicial debe  hacerse cargo de aquel hecho impeditivo del cumplimiento y declarar directamente la conversión de la primitiva obligación  en la de pagar daños y perjuicios, a determinarse en proceso aparte.


La mayor parte de la jurisprudencia se orientó en el sentido de que, constituyendo la enajenación del inmueble a favor de un tercero un supuesto de imposibilidad de cumplir la obligación de escriturar, la segunda solución es la que mejor se adecua a las normas contenidas en el Cód. Civil.


Es esta la solución que corresponde considerar correcta. Porque, como lo demuestra Llambías, si la obligación de escriturar no es más que el medio instrumental de satisfacer la prestación contraída por el vendedor de transmitir el dominio de la cosa vendida y si esta prestación supone que quien la cumpla sea el propietario de la cosa, la sentencia que impusiese al vendedor el cumplimiento específico de la obligación colocaría a este en la necesidad jurídica incomprensible de vender una cosa ajena. Y tras recordar la posibilidad de que los jueces tienen en el sentido de computar en la sentencia hechos impeditivos o extintivos acaecidos durante la tramitación del proceso, concluye  el autor afirmando que la enajenación del inmueble a favor de un tercero tiene su sanción adecuada en el Art. 889 del Cód. Civil que convierte ministerio legis la obligación primitiva, sea de dar o de hacer, en la de pagar daños y perjuicios. No es indispensable una petición explícita del acreedor, ya que se ha decidido que toda demanda por cumplimiento específico de la obligación lleva implícita la de su equivalente. 


Dispone el Art. 514 del CPN: 


Art. 514. Condena a no hacer. Si la sentencia condenare a no hacer alguna cosa, y el obligado la quebrantase, el acreedor tendrá opción para pedir que se repongan las cosas al estado en que se hallaban, si fuese posible, y a costa del deudor, o que se le indemnicen los daños y perjuicios, conforme a lo prescripto en el artículo anterior.


La norma reproduce las disposiciones de los Art. 633 y 634 del Cód. Civil y remite al Art. 513 en cuanto a la forma de hacerse efectiva la indemnización por daños y perjuicios. La sentencia de condena a que alude el Art. 514 no es tal, sino una sentencia que se ha limitado, en razón de mediar un estado de incertidumbre, a declarar la existencia de la obligación de no hacer, aunque el caso existe la particularidad de que el acreedor no ha de verse precisado a interponer una pretensión condenatoria y se halla facultado para requerir: sea la destrucción de lo hecho, a costa del deudor, o el pago de los daños y perjuicios.

D) Sentencia que Condena a Dar.


Establece el Art. 515 del CPN: 


Art. 515. Condena a entregar cosas. Cuando la condena fuere de entregar alguna cosa, se librará mandamiento para desapoderar de ella al vencido, quien podrá oponer las excepciones a que se refiere el artículo 506, en lo pertinente. Si la condena no pudiera cumplirse, se le obligará a la entrega del equivalente de su valor, previa determinación si fuere necesaria, con los daños y perjuicios a que hubiere lugar. La fijación de su monto se hará ante el mismo juez, por las normas de los artículos 503 o 504 o por juicio sumario, según aquél lo establezca. La resolución será irrecurrible.


Si bien la norma solo contempla, frente a la imposibilidad del desapoderamiento de la cosa debida, el pago de su valor, no implica negar al acreedor el derecho que le acuerda el Art. 505 del Cód. Civil, en el sentido de obtener el cumplimiento de la obligación por un tercero, a costa del deudor. El acreedor se halla por lo tanto habilitado para pedir que se lo autorice a adquirir la cosa de un tercero, por el precio corriente al tiempo de la adquisición, a cuyo fin corresponde la designación de un perito.

E) Rendiciones de Cuentas y Liquidaciones Complicadas.

Art. 516. Liquidación en casos especiales. Siempre que las liquidaciones o cuentas fueren muy complicadas y de lenta y difícil justificación o requirieren conocimientos especiales, serán sometidas a la decisión de peritos árbitros o, si hubiere conformidad de partes, a la de amigables componedores.


La liquidación de sociedades, incluida la determinación del carácter propio o ganancial de los bienes de la sociedad conyugal, impuesta por sentencia, se sustanciará por juicio ordinario, sumario o incidente, según lo establezca el juez de acuerdo con las modalidades de la causa.


La norma se refiere tanto al caso de que en oportunidad de dictar sentencia condenatoria a rendir cuentas, una vez agotada la controversia sobre estas, se halle pendiente la resolución sobre su aprobación o rechazo, cuanto al de que al emitir fallo que condena al pago de cantidad ilíquida procedente de frutos e intereses, o concluido el trámite de liquidación previsto  por los Art. 503 y 504, el juez advierta la conveniencia de someter la decisión a personas que posean conocimientos técnicos especiales con respecto a la materia de que se trate.


En lo que concierne a la liquidación de sociedades, la vía incidental prevista en el Art. 516 como una de los procedimientos que puede el juez establecer sería aplicable, si solo se tratase de interpretar una cláusula contenida en el convenio de liquidación de la sociedad conyugal.

Ejecución de Sentencias Extranjeras.

Concepto. Sistemas Legales.


Por conveniencia y solidaridad casi todas las leyes legales vigentes reconocen, bajo ciertas condiciones, la eficacia de las sentencias pronunciadas en el extranjero, y autorizan a promover su ejecución dentro de los respectivos territorios.


A la ejecución de las sentencias extranjeras antecede un trámite preparatorio que culmina con el exequátur, que es la declaración en cuya virtud se acuerda a aquellas la misma eficacia que revisten las sentencias dictadas por los jueces nacionales. Ese previo juicio de reconocimiento no versa sobre la relación sustancial controvertida que motivó la sentencia. Su objeto consiste en verificar, por un lado, aparte de la competencia del órgano judicial extranjero y del tipo de pretensión deducida, si el contenido del pronunciamiento se ajusta  a las reglas fundamentales de orden público y si en el procedimiento seguido en el extranjero se ha respetado la garantía del debido proceso; y por otro lado, si la sentencia reúne los recaudos de legalización y autenticación exigibles a todo instrumento extranjero.


La sentencia de exequátur resulta ineludible para que la sentencia extranjera adquiera la eficacia de una sentencia nacional, es acertada la opinión de la mayor parte de la doctrina en el sentido de que ella reviste carácter constitutivo. Pero también en la medida que constituye un elemento complementario de la sentencia que homologa, participa asimismo de la naturaleza de esta.


Según que sea el Poder Ejecutivo o un tribunal de justicia la autoridad para la concesión del exequátur, se conocen en la legislación comparada dos sistemas, denominados administrativo y judicial, siendo este último el más difundido.


Una sentencia extranjera puede invocarse en tres aspectos primordiales: como fundamento de una pretensión de ejecución, como fundamento de una excepción de cosa juzgada y como elemento probatorio. El exequátur solo en necesario en el primer caso, al que caracteriza el hecho de requerirse un acto de compulsión contra la parte. Si la sentencia extranjera es invocada como fundamento de una excepción de cosa juzgada no es en cambio exigible el exequátur pero sí el llamado reconocimiento incidental, el cual requiere como lo dispone el Art. 519 del CPN, la comprobación de la concurrencia de los mismos requisitos mencionados en el Art. 517. Cuando la sentencia extranjera se hace valer como elemento probatorio, debe ser considerada como prueba documental de hechos que incumbe al juez valorar de conformidad con las reglas de la sana crítica, no siendo necesarios ni el exequátur ni el reconocimiento incidental.

Requisitos Sustanciales.


Art. 517. Conversión en título ejecutorio. Las sentencias de tribunales extranjeros tendrán fuerza ejecutoria en los términos de los tratados celebrados con el país de que provengan.


Cuando no hubiese tratados, serán ejecutables si concurriesen los siguientes requisitos:


1. Que la sentencia, con autoridad de cosa juzgada en el Estado en que se ha pronunciado, emane del tribunal competente según las normas argentinas de jurisdicción internacional y sea consecuencia del ejercicio de una acción personal o de una acción real sobre un bien mueble, si éste ha sido trasladado a la República durante o después del juicio tramitado en el extranjero.


2. Que la parte demandada contra la que se pretende ejecutar la sentencia hubiese sido personalmente citada y se haya garantizado su defensa. 


3. Que la sentencia reúna los requisitos necesarios para ser considerada como tal en el lugar en que hubiere sido dictada y las condiciones de autenticidad exigidas por la ley nacional.


4. Que la sentencia no afecte los principios de orden público del derecho argentino.


5. Que la sentencia no sea incompatible con otra pronunciada, con anterioridad o simultáneamente, por un tribunal argentino.


La concesión del exequátur o del reconocimiento de la sentencia extranjera, depende de la circunstancia de que el tribunal que la dictó se halle provisto de competencia con arreglo a las disposiciones contenidas en el derecho argentino vigente al tiempo de su pronunciamiento. Este requisito no tiende a la preservación de la propia jurisdicción internacional, de manera que el rechazo de la eficacia extraterritorial de la sentencia extranjera no solo procede cuando se invade la jurisdicción de los tribunales argentinos, sino también cuando afecta la de un tercer país cuya legislación coincide con la Argentina en lo que atañe a la reglamentación de la jurisdicción internacional. La admisión de la eficacia de la sentencia extranjera depende del hecho de que el tribunal que la dictó sea competente no solo e acuerdo con las normas vigentes en el Estado a que pertenece, sino también de conformidad con las normas atributivas de competencia internacional contenidas en nuestra propia legislación.


La calidad de cosa juzgada atribuida a la sentencia extrajera debe juzgarse con arreglo a las normas vigentes en el Estado en que aquella se haya pronunciado. La prueba debe surgir de la copia auténtica de la resolución que declare que la sentencia tiene el carácter de ejecutoriada o pasada en autoridad de cosa juzgada, así como de las leyes en que dicha resolución se funda o bien del informe consular.


En relación al Inc. 1º del Art. no se trata de un principio absoluto, pues existen por un lado pretensiones personales, como las de divorcio, a cuyo respecto rige la competencia exclusiva de los jueces argentinos; y puede darse el caso de que la situación de las cosas sobre las cuales versa una pretensión real se haya modificado durante o después del proceso tramitado en el extranjero.


Acerca del Inc. 2º se exige que la notificación sea personal aún en el supuesto de que dicha parte tenga su domicilio en el extranjero, incluyendo al país en el cual se dictó la sentencia. Se excluye la posibilidad de computar la admisibilidad de aquellos actos de transmisión que, como con las notificaciones practicadas por edictos o por radiodifusión, solo generan una presunción de conocimiento, por parte del interesado, de la resolución que se pretende ejecutar. Colocado el demandado en aptitud de ser oído y asegurado el derecho de defensa, el requisito legal debe considerarse cumplido si aquel se abstuvo de comparecer al proceso, pues la declaración de rebeldía que puede proceder en ese caso no implica la vulneración del mencionado derecho y solo es consecuencia de la propia voluntad discrecional del interesado. Si la forma en que se practicó la notificación no surge de los términos de la sentencia cuya ejecución se pide, corresponde agregar un informe consular relativo al procedimiento aplicable.


Respecto del Inc. 5º dispone que la ejecutoria debe reunir los requisitos necesarios para ser considerada como tal en el lugar en que hubiere sido dictada, agregando el CPN que también debe reunir las condiciones de autenticidad exigidas por la ley nacional. El juez argentino ante quien se pide la ejecución de una sentencia extranjera debe examinar si concurren estas circunstancias, las que surgirán de los testimonios que el interesado exhiba, o, eventualmente, de las constancias del informe consular.


EL INCISO 6º DEL ART. 517  establece la preeminencia de la sentencia dictada por los jueces nacionales sobre la de los jueces extranjeros, supone que los fallos en pugna se han pronunciado a raíz de pretensiones idénticas en sus elementos subjetivo y objetivo o bien que, por razones de conexión por la causa o por el objeto, la sentencia argentina resulte de imposible cumplimiento con motivo de la eficacia de cosa juzgada adquirida por la sentencia extranjera.

Procedimiento.


Art. 518. Competencia. Recaudos. Sustanciación. La ejecución de la sentencia dictada por un tribunal extranjero se pedirá ante el juez de primera instancia que corresponda, acompañando su testimonio legalizado y traducido y de las actuaciones que acrediten que ha quedado ejecutoriada y que se han cumplido los demás requisitos, si no resultaren de la sentencia misma. 


Para el trámite del exequátur se aplicarán las normas de los incidentes.


Si se dispusiere la ejecución, se procederá en la forma establecida para las sentencias pronunciadas por tribunales argentinos.


La ejecución de la sentencia extranjera debe pedirse ante el juez de primera instancia, quien para el examen del exequátur aplicará las reglas de los incidentes. Formulada la solicitud el juez debe oír a la parte contra quien se dirige la sentencia y al agente fiscal, a quienes les conferirá respectivamente traslado y vista de aquella por cinco días a fin de que se expidan sobre la procedencia del exequátur, es decir, acerca de si la sentencia reúne los requisitos que ya se han analizado. En el caso de deducirse oposición por cualquiera de las personas mencionadas, el juez debe conferir traslado al interesado de la ejecutoria y resolver luego la cuestión, haciendo o no lugar a la homologación. Excepcionalmente puede ser necesaria la apertura a prueba, en cuyo caso se aplicarán las normas establecidas para los incidentes. De la resolución que se dicte podrá apelarse en relación.


El CPN prevé también la invocación que pudiere  hacerse en juicio de una sentencia extrajera, en cuyo caso esta solo tendrá eficacia si reúne los requisitos del Art. 517. Se trata del llamado “reconocimiento incidental”.

Ejecución de los Laudos Extranjeros.


Art. 519 bis. Laudos de tribunales arbitrales extranjeros. Los laudos pronunciados por tribunales arbitrales extranjeros podrán ser ejecutados por el procedimiento establecido en los artículos anteriores, siempre que:


1. Se cumplieren los recaudos del artículo 517, en lo pertinente y, en su caso, la prórroga de jurisdicción hubiese sido admisible en los términos del artículo 1.

2. Las cuestiones que hayan constituido el objeto del compromiso no se encuentren excluidas del arbitraje conforme a lo establecido por el artículo 737.

Los laudos pronunciados por tribunales extranjeros pueden ser objeto de exequátur o de reconocimiento incidental en los términos de los Art. 518 y 519 si: 

a) Reúnen los requisitos examinados.

b) En el caso de prórroga no afectan la jurisdicción internacional exclusiva de los tribunales argentinos o una prohibición legal.

c) No versan sobre cuestiones que, de acuerdo con el derecho argentino, no pueden ser materia de transacción.

Juicio Ejecutivo.

Concepto, Naturaleza y Caracteres del Juicio Ejecutivo.

Es el proceso especial, sumario y de ejecución, para hacer efectivo el cumplimiento de una obligación documentada en alguno de los títulos extrajudiciales convencionales o administrativos legalmente dotados de fehaciencia o autenticidad.


El carácter especial de este proceso deriva  de hallarse sometido a trámites específicos, distintos a los del proceso ordinario. El juicio ejecutivo carece de aptitud para el examen y solución total del conflicto, y la sentencia que en él se dicta solo produce, en principio,  eficacia de cosa juzgada en sentido formal. Y es un proceso de ejecución por cuanto: 


1º) Su objeto no consiste en obtener un pronunciamiento judicial que declare la existencia o inexistencia de un derecho sustancial incierto, sino en lograr la satisfacción de un crédito que la ley presume existente en virtud de la peculiar modalidad que reviste el documento que lo comprueba.


2º) A diferencia de lo que ocurre con las pretensiones de conocimiento, el efecto inmediato de la pretensión ejecutiva consiste en un acto conminatorio (intimación de pago)  y en un acto coactivo sobre el patrimonio del deudor (embargo).


Nuestro juicio ejecutivo tiene una etapa de conocimiento  durante la cual el deudor se halla facultado para alegar y probar la ineficacia del título, mediante la oposición de ciertas defensas que deben fundarse en hechos contemporáneos o posteriores a la creación de aquel. Se trata de un proceso mixto de ejecución y de conocimiento limitado.


Podetti considera inadmisible reunir bajo el título de ejecuciones, al juicio ejecutivo y al procedimiento de ejecución de sentencias, y critica el método adoptado por la doctrina nacional en el sentido de hacer preceder el estudio del juicio ejecutivo por una teoría general de la ejecución forzada. Sus argumentos: 1º) Resulta inadmisible equiparar las sentencias a los títulos ejecutivos, por cuanto existen entre la primera y los segundos, diferencias de origen, de forma, de sustancia y de efecto que se oponen a tal equiparación. Mucha importancia revestirían las diferencias sustanciales, puesto que la sentencia por su origen público y por su forma, como resultado de un proceso, es indiscutible y solo pueden oponerse en los trámites de su ejecución, las defensas nacidas con posterioridad a la fecha de ser dictada; y el título ejecutivo puede ser examinado oficiosamente por el juez y sufrir la oposición de excepciones anteriores y posteriores a su nacimiento, ya que surge de un acto privado. 2º) A la ejecución propiamente dicha antecede, en el juicio ejecutivo, un período de conocimiento  y una sentencia que actúa un derecho, pues, por ejemplo, el embargo con el que aquel se inicia no constituye ejecución sino una medida cautelar.


Tales argumentos no resultan convincentes. No cabe actualmente afirmar que en el juicio ejecutivo sean admisibles excepciones fundadas en hechos anteriores a la formación del título. Ello no implica desconocer las diferencias que Podetti señala entre las sentencias y los títulos ejecutivos.  En el procedimiento de ejecución de sentencias solo se pueden oponer defensas fundadas en hechos sobrevinientes a su pronunciamiento, por cuanto los hechos anteriores a ella, así como las posibles deficiencias que puede adolecer la sentencia misma, se hallan a cubierto de toda discusión por efecto de la cosa juzgada. Esa circunstancia no impide que el título ejecutorio y los títulos ejecutivos sean esencialmente equiparables desde el punto de vista de los procesos de ejecución general. Y ese es el criterio que informa el régimen legal analizado, con arreglo al cual, cualquiera sea la naturaleza del título, judicial o extrajudicial, no cabe articular, en el respectivo proceso de ejecución, defensa alguna que se relacione con la existencia o la legitimidad del crédito en el reconocido. La única diferencia que en este aspecto separa al título ejecutivo judicial de los títulos ejecutivos extrajudiciales, reside en la circunstancia de que contra estos últimos el deudor pueda oponer excepciones fundadas en hechos contemporáneos a su creación, pero siempre que se relacione con las formas extrínsecas del título y no con la legitimidad de la obligación. Y el fundamento de tal diferencia resulta obvio no bien se tiene en cuenta que los títulos ejecutivos extrajudiciales carecen de la autoridad de cosa juzgada que es propia de las sentencias judiciales y de los laudos arbitrales.


Desde el punto de vista de su estructura, no median diferencias entre el procedimiento de ejecución de sentencia y el juicio ejecutivo. El primero, como consecuencia del mayor grado de certeza que depara el título que le da origen, reviste una sumariedad más acentuada que el segundo, no es en nuestro derecho un proceso de ejecución puro, en él existe un período de conocimiento destinado a la alegación de ciertas defensas.


En contra del segundo de los argumentos debe señalarse que la sentencia de remate no versa sobre la existencia o inexistencia del crédito, ni tiene por objeto actuar el derecho del acreedor. La materia litigiosa del juicio ejecutivo no se halla representada por la existencia, inexistencia, legitimidad o ilegitimidad de la obligación, sino por la validez y eficacia del título en cuya virtud aquel se ha promovido. Si de algún derecho cabe hablar en el juicio ejecutivo es del derecho del acreedor a proceder ejecutivamente. Por ello tampoco es aceptable la opinión de Guasp, en el caso de mandar llevar adelante la ejecución, la sentencia de remate reviste el carácter de una sentencia condenatoria, pues siendo presupuesto del juicio ejecutivo la existencia de un título del cual emerja el reconocimiento, por parte del deudor, de una determinada obligación, resulta excluida la necesidad de un pronunciamiento judicial que declare la existencia de la obligación e imponga su cumplimiento.


No resulta apropiado, finalmente, asignar carácter cautelar al embargo que corresponda decretar como medida preliminar en el juicio ejecutivo. El embargo ejecutivo difiere del preventivo tanto por los presupuestos que lo condicionan como por los efectos que produce. El primero es una medida de ejecución demostrada por el hecho de que basta el simple silencio del deudor, en oportunidad de ser citado para la defensa para que pueda procederse al inmediato pago del acreedor o a la enajenación judicial de los bienes afectados por la medida.

Requisitos de la Pretensión Ejecutiva.


Los requisitos de admisibilidad de la pretensión ejecutiva son los mismos que debe reunir toda pretensión procesal. Dicha pretensión se halla sujeta a requisitos de admisibilidad y de fundabilidad, y entre los primeros están los extrínseco y los intrínsecos. La falta de algún requisito extrínseco autoriza al deudor a oponer determinadas defensas, y puede determinar que el juez rechace de oficio la demanda, como si alguna de las partes carecieran de capacidad procesal o que el juez fuese incompetente.


En cuanto a los requisitos intrínsecos es preciso tener en cuenta que solo es viable el juicio ejecutivo siempre que en virtud de un título que traiga aparejada ejecución se demande por obligación exigible de dar cantidades líquidas de dinero o fácilmente liquidables.


Siendo condición inexcusable de este tipo de proceso la existencia de un título ejecutivo, los requisitos intrínsecos de admisibilidad de la pretensión que en él se hacen valer deben determinarse con arreglo a las constancias del título respectivo y a los recaudos que, según nuestra ley, condicionan su fuerza ejecutiva.


La legitimación procesal de las partes debe resultar de la coincidencia entre quien deduce la pretensión y quien figura en el título como acreedor, y, de la coincidencia entre la persona ante quien se deduce la pretensión y quien figura también en el título como deudor. Solo corresponde atenerse a las constancias del título, con prescindencia de quienes sean los verdaderos titulares de la relación jurídica, ello no puede ser objeto de debate en el juicio. La ausencia de legitimación procesal debe hacerse valer mediante la excepción de inhabilidad de título.


Desde el punto de vista objetivo, la admisibilidad intrínseca de la pretensión ejecutiva se halla subordinada a la concurrencia de ciertos requisitos que debe reunir el título ejecutivo, mencionados en el Art. 520:


Art. 520. Procedencia. Se procederá ejecutivamente siempre que en virtud de un título que traiga aparejada ejecución, se demandare por obligación exigible de dar cantidades líquidas de dinero, o fácilmente liquidables.

Si la obligación estuviere subordinada a condición o prestación, la vía ejecutiva procederá si del título o de otro instrumento público o privado reconocido que se presente junto con aquél, o de la diligencia prevista en el artículo 525, inciso 4, resultare haberse cumplido la condición o prestación.

Si la obligación fuere en moneda extranjera, la ejecución deberá promoverse por el equivalente en moneda nacional, según la cotización del banco oficial que corresponda al día de la iniciación o la que las partes hubiesen convenido, sin perjuicio del reajuste que pudiere corresponder al día del pago.


1º) El título debe consignar la obligación de dar una suma de dinero. Algunos códigos procesales argentinos, también autorizan al juicio ejecutivo para obtener el cumplimiento de obligaciones de dar cosas o valores.


2º) Debe tratarse de una suma líquida o fácilmente liquidable. La primera es la que se encuentra en la sentencia determinada en el título y la segunda la que puede establecerse a través de una simple operación aritmética. 


En lo relacionado con obligaciones instrumentadas en moneda extranjera, el requisito previsto en el Art. 520 en el sentido de que la ejecución debía promoverse por el equivalente en pesos nacionales según la cotización del banco oficial debe considerarse implícitamente derogado por la reforma del Art. 517 del Cód. Civil por la Ley 23.928.


3º) La obligación debe ser exigible. Se requiere que aquella sea de plazo vencido. No constituye título ejecutivo el reconocimiento de deuda líquida sin fecha de vencimiento. Hacen excepción a esta regla ciertas obligaciones que, por carecer de plazo, son exigibles en cualquier momento: tal es el caso de las letras de cambio y documentos a ellas asimilados, pagaderos a la vista y del precio de las mercancías compradas al contado.


Relacionado con este requisito de exigibilidad se halla el supuesto de que se trate de una obligación subordinada a condición o prestación. El Art. 520 habla de una diligencia que constituye una de los medios de preparar la vía ejecutiva y consiste en que el deudor reconozca el cumplimiento de la condición, si la deuda fuese condicional.


Frente al supuesto de que del título ejecutivo resultare una deuda líquida y otra ilíquida, el CPN autoriza en su Art. 522 a proceder ejecutivamente respecto de la primera.

Etapas del Juicio Ejecutivo.


Consta de tres partes. La primera comprende la demanda, la intimación de pago, el embargo y la citación para defensa. La segunda se halla representada por los períodos destinados a la oposición de defensas, así como a la contestación y pruebas de estas, por el pronunciamiento de la sentencia de remate y por la sustanciación de los recursos que proceden contra ella. La tercera comprende los trámites necesarios para el cumplimiento de la sentencia de remate.


La primera se desarrolla con la exclusiva participación del ejecutante, cabe la posibilidad de que en ella se cite al ejecutado a los efectos de complementar o integrar ciertos títulos que no son suficientes para habilitar, por si mismos, la vía ejecutiva. La intervención del ejecutado comienza recién en la segunda etapa del proceso, durante el cual, y a partir de cierto plazo desde la citación para defensa, aquel se halla facultado para oponer ciertas excepciones al progreso de la ejecución. Durante la tercera etapa, y solo en el supuesto de haberse ordenado proseguir la ejecución, se procede a hacer efectiva la sentencia de remate mediante procedimientos que varían de acuerdo con la naturaleza de los bienes embargados.

Títulos que Traen Aparejada Ejecución.


Art. 523. Títulos ejecutivos. Los títulos que traen aparejada ejecución son los siguientes:

1. El instrumento público presentado en forma.

2. El instrumento privado suscrito por el obligado, reconocido judicialmente o cuya firma estuviese certificada por escribano con intervención del obligado y registrada la certificación en el protocolo.

3. La confesión de deuda líquida y exigible prestada ante el juez competente para conocer en la ejecución.

4. La cuenta aprobada o reconocida como consecuencia del procedimiento establecido en el art. 525.

5. La letra de cambio, factura de crédito, vale o pagaré, el cheque y la constancia del saldo deudor en cuenta corriente bancaria, cuando tuvieren fuerza ejecutiva de conformidad con las disposiciones del Código de Comercio o ley especial.


6. El crédito por alquileres o arrendamientos de inmuebles.

7. Los demás títulos que tuvieren fuerza ejecutiva por ley y no estén sujetos a un procedimiento especial.


De acuerdo con lo dispuesto en el Art. 524 del CPN también constituye título ejecutivo el crédito por expensas comunes de edificios sujetos al régimen de la propiedad horizontal.


Desde el punto de vista de su eficacia, no todos los títulos mencionados traen aparejada la ejecución por sí mismos, o sea, son títulos completos. Algunos de ellos requieren complementarse o perfeccionarse, y otros se forman en el trámite preliminar.

Estudio de los Títulos Ejecutivos en Particular.

a) Instrumentos públicos. Se trata de los mencionados por el Art. 979 del Cód. Civil, algunos de los cuales constituyen títulos fiscales que autorizan la vía prevista en el Art. 604 del CPN. Deben ser presentados en forma, o sea, rodeados de las solemnidades a que la ley condiciona su eficacia.

b) Instrumentos privados. Su fuerza ejecutiva se encuentra subordinada al reconocimiento de la firma, lo cual se obtiene mediante las diligencias preparatorias o a la certificación de aquella, hecha por escribano, siempre que se haya efectuado con la intervención del obligado y que la certificación esté registrada en el protocolo. Constituyen títulos hábiles, previo reconocimiento de la firma por parte del deudor, todos aquellos instrumentos privados en los cuales conste el reconocimiento de una deuda líquida y exigible y no requieran una interpretación incompatible con la limitación de conocimiento que es propia del proceso examinado, si las partes han pactado expresamente la vía ejecutiva.

c) Confesión. Debe serlo de deuda líquida y exigible, y ante un juez competente. Se trata de uno de los casos en que el título ejecutivo se forma durante el trámite previo a aquella, mediante la citación del presunto deudor con arreglo a las formas y requisitos previstos para la absolución de posiciones. La incomparecencia del demandado, o sus respuestas evasivas, autorizan por tener confesados los hechos.

En el caso de comparecer a la citación del tribunal, el reconocimiento de la deuda, así como la de su liquidez y exigibilidad, debe ser liso y llano. La confesión calificada no constituye título hábil para abrir la ejecución, tampoco la confesión extrajudicial.

d) Cuentas aprobadas y reconocidas en juicio. La ley no se refiere al saldo de cuentas aprobado mediante sentencia definitiva, en tal caso el acreedor puede utilizar el procedimiento más expeditivo de la ejecución de sentencia. Se trata de otro caso de formación del título en los trámites preparatorios, los que consistirán en la citación del presunto deudor a fin de que manifieste conformidad o disconformidad con la cuenta presentada por el actor bajo apercibimiento de ser aprobada de oficio, y en la eventual fijación de un plazo para el pago del saldo correspondiente. En el supuesto de que el deudor desconozca la cuenta presentada por el acreedor, no procede la vía ejecutiva y este debe hacer valer sus derechos en un proceso de conocimiento, ordinario o sumario.

e) Papeles de comercio. Se acuerda fuerza ejecutiva a las letras de cambio, factura conformada, vale o pagaré, al cheque y a la constancia del saldo deudor de cuenta corriente bancaria.

f) Créditos por alquileres o arrendamientos de inmuebles. La norma es consecuencia de los Art. 1578, 1581 y 1582 del Cód. Civil, que acuerdan la vía ejecutiva a favor del locador en contra del locatario, y a favor de este y de sus herederos, sucesores y representantes contra el sublocatario, así como a favor tanto del locador como del locatario contra el fiador.

g) Otros títulos. El ordenamiento vigente somete a sus disposiciones a aquellos títulos que tienen fuerza ejecutiva en virtud de una prescripción legal, siempre que no estén sujetos a un procedimiento especial.

h) Crédito por expensas comunes. Tienen también fuerza ejecutiva el crédito por expensas comunes de edificios sujetos al régimen de propiedad horizontal. Establece el Art. 524: 


Art. 524. Crédito por expensas comunes. Constituirá título ejecutivo el crédito por expensas comunes de edificios sujetos al régimen de propiedad horizontal.

Con el escrito de promoción de la ejecución deberán acompañarse certificados de deuda que reúnan los requisitos exigidos por el reglamento de copropiedad. Si éste no los hubiere previsto deberá agregarse constancia de la deuda líquida y exigible y del plazo concedido a los copropietarios para abonarla, expedida por el administrador o quien haga sus veces.

Aunque los certificados de deuda deben en principio remitir a las constancias de los libros rubricados del consorcio, en el supuesto de que el administrador de este sea una sociedad, configura título hábil para proceder ejecutivamente la certificación extraída de sus libros de comercio.

Preparación de la Vía Ejecutiva.


Mientras algunos de los títulos enumerados por la ley traen aparejada ejecución por si mismos, títulos completos, otros requieren ser complementados o perfeccionados, y aún formados, mediante el cumplimiento de ciertos trámites previos a la apertura del juicio ejecutivo.


Establece el Art. 525:


Art. 525. Preparación de la vía ejecutiva. Podrá prepararse la acción ejecutiva, pidiendo previamente:


1. Que sean reconocidos los documentos que por sí solos no traigan aparejada ejecución.


2. Que en la ejecución por alquileres o arrendamientos, el demandado manifieste previamente si es locatario o arrendatario y, en caso afirmativo, exhiba el último recibo. Si el requerido negase categóricamente ser inquilino y su condición de tal no pudiere probarse sumariamente en forma indubitada, no procederá la vía ejecutiva y el pago del crédito será reclamado por juicio sumario. Si durante la sustanciación de éste se probare el carácter de inquilino, en la sentencia se le impondrá una multa a favor de la otra parte, equivalente al treinta por ciento del monto de la deuda.


3. Que el juez señale el plazo dentro del cual debe hacerse el pago, si el acto constitutivo de la obligación no lo designare o si autorizare al deudor para realizarlo cuando pudiera o tuviese medios para hacerlo. El juez dará traslado y resolverá sin más trámite ni recurso alguno.


4. Que el deudor reconozca el cumplimiento de la condición, si la deuda fuese condicional.

a) Reconocimiento de documentos privados. El deudor debe ser citado para que efectúe el reconocimiento de la firma que se le atribuye. Dicha citación, según el Art. 526 del CPN, debe hacerse en la forma prescripta para la notificación del traslado de la demanda, por medio de cédula y en su domicilio real si este se halla dentro de la jurisdicción del juzgado, en caso contrario mediante oficio u exhorto. La citación contendrá el apercibimiento de que si el deudor no comparece o no contesta categóricamente, se tendrá por reconocido el documento.

En la cédula de citación debe constar el plazo otorgado para la comparecencia del presunto deudor, careciendo de eficacia la intimación si no cumple tal recaudo.


Si el citado no comparece o no prueba justa causa de inasistencia debe hacerse efectivo inexcusablemente el apercibimiento y procederse como si el documento hubiese sido reconocido por el deudor personalmente, corresponde librar un mandamiento de embargo y citar a aquel para la defensa. 


La Ley 22.434 agregó al Art. 526 una aclaración, como último párrafo, que resulta plausible, pues no existe razón válida alguna que obste a la intimación de pago y citación para defensa respecto de aquellos coejecutados que, en virtud del reconocimiento expreso o ficto de la firma, posibilitaron la integración del título ejecutivo. El Art. 526 del CPN dispone: 


Art. 526. Citación del deudor. La citación al demandado para que efectúe el reconocimiento de su firma se hará en la forma prescripta en los artículos 339 y 340, bajo apercibimiento de que si no compareciere o no contestare categóricamente, se tendrá por reconocido el documento, o por confesados los hechos en los demás casos.


El citado deberá comparecer personalmente y formular la manifestación ante el juez. Dicha manifestación no podrá ser reemplazada por un escrito; tampoco podrá formularse por medio de gestor.


Si el citado no compareciere, o no probare justa causa de inasistencia, se hará efectivo inexcusablemente el apercibimiento y se procederá como si el documento hubiere sido reconocido por el deudor personalmente, o hubiese confesado los hechos, en los demás casos.


El desconocimiento de la firma por alguno de los coejecutados no impide que se cumpla con lo dispuesto por los artículos 531 y 542, respecto de los deudores que la hayan reconocido, o a quienes se los haya tenido por reconocida.


En concordancia con el Art. 1028 del Cód. Civil, el Art. 527 del CPN prescribe: 


Art. 527. Efectos del reconocimiento de la firma. Reconocida la firma del instrumento quedará preparada la acción ejecutiva, aunque se hubiese negado su contenido.


Si el deudor reconoce la firma del instrumento, pero aduce que su contenido ha sido adulterado, tal manifestación no impide la apertura del juicio ejecutivo, sin perjuicio de que se haga valer oportunamente mediante excepción de falsedad, en cuyo caso incumbirá al ejecutado excepcionante la prueba de la adulteración.


El CPN en su Art. 528 dispone: 


Art. 528. Desconocimiento de la firma. Si el documento no fuere reconocido, el juez, a pedido del ejecutante, previo dictamen de un perito designado de oficio, declarará si la firma es auténtica. Si lo fuere, se procederá según lo establece el artículo 531 y se impondrá al ejecutado las costas y una multa equivalente al treinta por ciento del monto de la deuda, que aquél deberá dar a embargo como requisito de admisibilidad de las excepciones. Si no las opusiere, el importe de la multa integrará el capital a los efectos del cumplimiento de la sentencia de remate.


La resolución que declara la autenticidad de la firma e impone la multa será apelable en efecto diferido.


Si el documento fuere reconocido se procederá a librar mandamiento de embargo y se impondrá al ejecutado las costas y una multa equivalente al 30% del monto de la deuda. Para que el ejecutado pueda oponer excepciones y como requisito de admisibilidad de estas, aquel debe dar a embargo el importe de dicha multa. Si no opone excepciones, dicho importe integra el capital a los efectos del cumplimiento de la sentencia de remate. La resolución que declara la autenticidad de la firma y aplica la sanción prevista es apelable en efecto diferido.


El Art. 530 se refiere a los documentos  firmados por autorización o a ruego del obligado y distingue según la forma en que la autorización se confirió. Si resulta de documento privado o no se encuentra documentada, la vía ejecutiva queda preparada si, citado el deudor, reconoce la firma del documento o bien declara que otorgó la autorización o que es cierta la deuda. Si la autorización consta en instrumento público, basta la presentación de este y la citación al autorizado para que reconozca la firma del documento de la obligación.

b) Créditos por alquileres o arrendamientos. Es menester acreditar tanto la existencia del respectivo contrato de locación como el monto de la deuda. En lo que concierne al primero de esos extremos el procedimiento varía según exista o no contrato escrito y según este conste en instrumento público o privado.

Si el contrato consta en instrumento público, la citación del deudor se practica al solo efecto de que exhiba el último recibo de alquiler. 

Si el contrato consta en instrumento privado, la citación persigue el doble objetivo de obtener el reconocimiento de la firma y la exhibición del último recibo. El desconocimiento de la autenticidad de la firma determina la aplicación de la norma contenida en el Art. 528. Si el deudor reconoce la firma pero no presenta el último recibo, corresponde librar un mandamiento por la suma reclamada por el acreedor.

En el supuesto de no existir contrato escrito, el deudor debe ser citado para que manifieste si es locatario y para que, en caso afirmativo, exhiba el último recibo. La negativa del deudor acerca del primero de los extremos y la imposibilidad de acreditar tal condición sumariamente y en forma indubitada, impide la apertura de la ejecución, debiendo el pago del crédito reclamarse por juicio sumario, pero si durante la sustanciación se prueba el carácter de inquilino, en la sentencia corresponde imponer al demandado una multa equivalente al 30% del importe de la deuda. En cambio, el reconocimiento de la existencia de la relación locativa y la falta de exhibición del último recibo autoriza a despachar el mandamiento en la forma mencionada.

c) Fijación del plazo y reconocimiento de la condición. En la primera hipótesis, Art. 525 Inc. 3º, el título se integra mediante la resolución que, previo traslado, fija el plazo dentro del cual debe hacerse el pago.

En la segunda, Art. 525 Inc. 4º, corresponde citar al demandado bajo apercibimiento de tener por confesado el hecho afirmado por el ejecutante, Art. 526.

d) Las medidas preparatorias. Son susceptibles de caducidad, sin necesidad de declaración judicial, cuando no se deduce la demanda dentro de los quince días de su realización. En el caso de que el reconocimiento haya sido ficto, el plazo mencionado corre desde que la resolución que lo declara haya quedado firme, Art. 529 del CPN.

Intimación de Pago, Embargo y Citación para Defensa.

Despacho del Mandamiento.


Presentada la demanda, si se trata de un título ejecutivo completo, o concluidas las diligencias preparatorias tendientes a la integración o formación del título, dispone el Art. 531: 


Art. 531. Intimación de pago y procedimiento para el embargo. E1 juez examinará cuidadosamente el instrumento con que se deduce la ejecución, y si hallare que es de los comprendidos en los artículos 523 y 524, o en otra disposición legal, y que se encuentran cumplidos los presupuestos procesales, librará mandamiento de embargo, observándose el siguiente procedimiento:


1. Con el mandamiento, el oficial de justicia requerirá el pago al deudor. Si no se pagare en el acto el importe del capital reclamado, del estimado por el juez en concepto de intereses y costas, y de la multa establecida por el artículo 528, en su caso, dicho funcionario procederá a embargar bienes suficientes, a su juicio, para cubrir la cantidad fijada en el mandamiento. El dinero deberá ser depositado dentro del primer día hábil siguiente en el banco de depósitos judiciales.


2. El embargo se practicará aun cuando el deudor no estuviese presente, de lo que se dejará constancia.


En este caso, se le hará saber dentro de los tres días siguientes al de la traba.


Si se ignorase su domicilio, se nombrará al defensor oficial, previa citación por edictos que se publicarán por una sola vez.


3. El oficial de justicia requerirá al propietario de los bienes para que manifieste si se encuentran embargados o afectados por prenda u otro gravamen y, en su caso, por orden de qué juez y en qué expediente, y el nombre y domicilio de los acreedores, bajo apercibimiento de lo dispuesto en las leyes sobre la materia. Si el dueño de los bienes no estuviere presente, en la misma diligencia se le notificará que debe formular esta manifestación dentro del plazo para oponer excepciones.

Aunque no se hubiese trabado embargo, la ejecución continuará, pudiendo solicitar el ejecutante la medida cautelar que autoriza el artículo 534.


El juez puede denegar la ejecución si comprueba que el título acompañado no es de los que el código u otras leyes consideran como tales, o que es inhábil en razón de no documentar la existencia de una obligación en dinero, líquida y exigible, o que alguna de las partes carece de legitimación procesal. Tal examen no es definitivo, puede volver a efectuarse antes de dictar sentencia, e incluso cabe la posibilidad de que la inhabilidad del título sea declarada de oficio por el tribunal de alzada, con motivo de un recurso deducido contra dicha sentencia.


La ejecución puede ser rechazada in limine si no concurren los requisitos extrínsecos de admisibilidad de la pretensión ejecutiva, a los que el Art. 531 denomina “presupuestos procesales”.


No obstante la expresión “mandamiento de embargo” corresponde señalar que el respectivo instrumento tiene por fin primero y principal el requerimiento de pago y subsidiariamente, la traba del embargo.


En el mandamiento debe constar la cantidad cuyo pago se exige al deudor, más otra que el juez fija provisionalmente para responder a intereses y costas. Debe contener autorización para requerir el auxilio de la fuerza pública y allanar el domicilio del deudor en el caso de que este se resista a la diligencia. Pueden individualizarse en el mandamiento los bienes sobre los que se trabará el embargo.


El Art. 532 dispone: 

Art. 532. Denegación de la ejecución. Será apelable la resolución que denegare la ejecución.


En razón de que dicha resolución reviste el carácter de una providencia simple, también procede contra ella el recurso de reposición o revocatoria.

Forma y Lugar de la Intimación de Pago.


El mandamiento es entregado al ejecutante y diligenciado por los oficiales de justicia, que son funcionarios dependientes de la Oficina de Mandamientos y Notificaciones.


El requerimiento de pago debe hacerse en la persona del deudor, cabe deducir, del Art. 531 Inc. 1º y 2º, que este requerimiento constituye un trámite previo a dicha medida, puede hacerse a las personas que menciona el Art. 141 al referirse a las notificaciones por cédula. No son aplicables a la intimación de pago las restantes formalidades previstas respecto de esta clase de notificaciones.


Si el deudor no estuviese presente en el acto del embargo, además de dejarse constancia de ello, se le hará saber dentro de los tres días siguientes al de la traba; y si se ignorase el domicilio se nombrará al defensor oficial, previa citación por edictos que se publicarán por una sola vez.


Dispone el Inc. 3º del mismo Art. que el oficial de justicia debe requerir al propietario de los bienes para que manifieste si se encuentran embargados o afectados por prenda u otro gravamen y, en su caso, por orden de que juez y en que expediente, y el nombre y domicilio de los acreedores, bajo apercibimiento de lo dispuesto en las leyes sobre la materia.


La intimación de pago debe verificarse en el domicilio real del ejecutado o en el domicilio constitutivo de la obligación. Reviste eficacia el domicilio constituido en un documento privado, siempre que haya sido debidamente reconocido por el deudor o dado por reconocido ante su incomparecencia. Tratándose de documentos protestados, el hecho de que las diligencias de protesto se hayan practicado en el domicilio constituido en el documento no excluye la necesidad de que la intimación de pago se practique en el domicilio real del ejecutado, el protesto no hace perder a los instrumentos su carácter de tales.


La intimación de pago tiende a evitar la prosecución del proceso, otorgando al deudor la posibilidad de pagar la suma reclamada y las costas ya devengadas, y de impedir el embargo y venta de bienes.


 La circunstancia de que el ejecutado satisfaga el crédito reclamado en el acto de intimación, no lo exime del pago de las costas si se encuentra en mora. Solo constituye causal de eximición de costas el pago efectuado antes o al tiempo del requerimiento por el deudor no moroso.

El Embargo.


En el juicio ejecutivo, el embargo sobre bienes del deudor constituye una medida que es consecuencia inmediata del resultado negativo de la intimación de pago. 


Se ha discutido en la doctrina nacional, si el embargo constituye o no un trámite esencial del juicio ejecutivo.


Algunos autores se han pronunciado afirmativamente fundados en que siendo el juicio ejecutivo uno de los modos de la ejecución forzada y debiendo disponer la sentencia que en él se dicte, según el Art. 551: “que se lleve la ejecución adelante en todo o en parte, o su rechazo”, en el caso de no haberse trabado embargo sobre los bienes del deudor el juicio carecería de razón de ser, pues la ejecución solo puede ser llevada adelante mediante la venta de los bienes embargados.


La mayor parte de la doctrina y de los precedentes judiciales considera que el embargo no constituye un trámite esencial del juicio ejecutivo, y que se trata de una garantía establecida a favor del acreedor, quien puede renunciar a ella y pedir directamente que se cite al ejecutado para la defensa.


Esta última es la solución correcta, el contenido positivo de la sentencia de remate, en el supuesto de no haber mediado embargo, significará un pronunciamiento definitivo acerca de la efectiva existencia de un derecho de proceder ejecutivamente, pronunciamiento que permitirá la inmediata realización de los bienes que, en esta etapa procesal, deben ineludiblemente embargarse. El Art. 534 del CPN dispone que si no se conocieron bienes del deudor o si los embargados resultaren presuntamente insuficientes para cubrir el crédito del ejecutante, podrá solicitarse contra el ejecutado inhibición general de vender o de grabar sus bienes. A pesar de ser esta una medida cautelar que no se hace efectiva sobre bienes determinados, no se prescribe en ese caso la paralización del trámite sino que se autoriza su prosecución.

Citación para Defensa.


La citación para defensa es el acto mediante el cual se acuerda al deudor la posibilidad de oponerse a la actuación de la pretensión ejecutiva, valiéndose del planteamiento de alguna de las excepciones previstas por la ley.


Con la notificación de la citación para defensa comienza la intervención del deudor en el juicio ejecutivo, los trámites anteriores a ella se desarrollan únicamente con la participación del ejecutante, salvo que aquel haya sido citado a los efectos del cumplimiento de alguna medida preparatoria o se haya presentado para solicitar el levantamiento o sustitución de un embargo.


Aún en el supuesto de no haberse notificado la citación de remate, pero estando ella ordenada, el deudor puede presentarse espontáneamente, dándose por citado y planteando las defensas a que se crea con derecho.


Dice el Art. 542 del CPN que la intimación de pago importará la citación para oponer excepciones y que corresponde dejar al ejecutado copia de la diligencia, del escrito de iniciación del juicio y de los documentos acompañados.


En cuanto a las formas de diligenciamiento de la citación, rigen los mismos principios enunciados al examinar la intimación de pago.


Las excepciones deben oponerse dentro del plazo de cinco días, en un solo escrito, juntamente con el ofrecimiento de prueba. Corresponde cumplir lo que disponen los Art. 330 y 356 del CPN con respecto a la demanda y a su contestación, determinándose con exactitud cuales son las excepciones que se proponen. Dentro de ese plazo de cinco días el deudor debe constituir domicilio, ya que la intimación de pago importa también el requerimiento para la constitución de domicilio.


El plazo para oponer excepciones es: 


1º) Susceptible de ampliación en razón de la distancia.


2º) Perentorio, si no se oponen dentro de dicho plazo el juez sin otra sustanciación, pronunciará sentencia de remate.


3º) Individual, pues siendo varios los ejecutados corre independientemente para cada uno de ellos.

Renuncia a los Trámites del Juicio Ejecutivo.


Art. 543. Trámites irrenunciables. Son irrenunciables la intimación de pago, la citación para oponer excepciones y la sentencia.


En los casos en que de conformidad con el código corresponde un proceso de ejecución y el actor opta por un proceso de conocimiento, aquel acuerda al demandado el derecho de oponerse al trámite elegido, pero establece que es el juez quien, en caso de oposición, debe resolver, atendiendo a las circunstancias y sin recurso, cual es la clase de proceso aplicable, Art. 521 del CPN.

Ampliación de la Ejecución.


Art. 540. Ampliación anterior a la sentencia. Cuando durante el juicio ejecutivo y antes de pronunciarse sentencia, venciere algún nuevo plazo de la obligación en cuya virtud se procede, a pedido del actor podrá ampliarse la ejecución por su importe, sin que el procedimiento retrotraiga, y considerándose comunes a la ampliación los trámites que la hayan precedido.


En cada caso de ampliación deberá cumplirse con la intimación de pago.


La ampliación de la ejecución procede siempre que se trate de una misma obligación con vencimientos sucesivos. No se justifica si los nuevos documentos acompañados acreditan obligaciones diversas a aquella en virtud de la cual se promovió el juicio ejecutivo.


El requisito de que en cada caso de ampliación debe efectuarse la intimación de pago, tiene por objeto evitar al ejecutado los perjuicios que le pueda ocasionar el incremento de los intereses y la eventual ampliación del embargo con respecto a las nuevas cuotas, pero no lo autoriza a oponer excepciones pues lo contrario implicaría retrotraer el procedimiento en desmedro de la vigencia del principio de preclusión que el Art. 540 reserva.


El CPN contempla expresamente el caso de ampliación de la ejecución posterior a la sentencia y al respecto dispone el Art. 541:


Art. 541. Ampliación posterior a la sentencia. Si durante el juicio, pero con posterioridad a la sentencia, vencieren nuevos plazos o cuotas de la obligación en cuya virtud se procede, la ejecución podrá ser ampliada pidiéndose que el deudor exhiba dentro de quinto día los recibos correspondientes o documentos que acrediten la extinción de la obligación, bajo apercibimiento de hacerse extensiva la sentencia a los nuevos plazos y cuotas vencidos. Si el deudor no exhibiere recibos o documentos que fuesen reconocidos por el ejecutante, o no se comprobase sumariamente su autenticidad, se hará efectivo el apercibimiento sin recurso alguno. En cada caso de ampliación deberá cumplirse con la intimación de pago.


Lo dispuesto en este artículo y en el anterior regirá también en las ejecuciones por cobro de alquileres y expensas comunes.


La facultad que otorga este artículo no podrá ser ejercida una vez terminada la tramitación del juicio.

Oposición a la Pretensión Ejecutiva.

Clases de Oposiciones.


La ley autoriza al deudor para plantear, contra el progreso de la pretensión ejecutiva, oposiciones dilatorias o perentorias.


Las primeras tienen por objeto denunciar la ausencia de algún requisito extrínseco de admisibilidad de la pretensión, comprendidas en esta categoría están las de incompetencia, falta de personería, litispendencia, espera y compromiso, aunque también funciona como dilatoria de la inhabilidad de título cuando se la funda en la inexigibilidad actual del crédito.


Las perentorias pueden referirse a cualquiera de los requisitos de la pretensión ejecutiva. A los de admisibilidad extrínseca se vincula de cosa juzgada; a los de admisibilidad intrínseca la de falsedad e inhabilidad de título, suma líquida de dinero o legitimación procesal, y a los de fundabilidad las de prescripción, pago, compensación, quita, remisión, novación, transacción y conciliación.


Según los términos del Art. 544 del CPN, las únicas excepciones admisibles son las ya mencionadas, la jurisprudencia se ha pronunciado en el sentido de que son inadmisibles las de plus petitio, arraigo, abuso de derecho o de la firma en blanco y defecto legal.


Además, por aplicación del principio de acumulación eventual, el Art. 542 establece que las excepciones deben ser propuestas en un solo escrito dentro del plazo de cinco días. Se exige que en ese escrito se cumpla con los requisitos establecidos para la presentación de la demanda y contestación en general y que se ofrezca la prueba de que el ejecutante intentare valerse.  


Art. 544. Excepciones. Las únicas excepciones admisibles en el juicio ejecutivo son: 


1. Incompetencia.


2. Falta de personería en el ejecutante, en el ejecutado o en sus representantes, por carecer de capacidad civil para estar en juicio o de representación suficiente.


3. Litispendencia en otro juzgado o tribunal competente.


4. Falsedad o inhabilidad de título con que se pide la ejecución. La primera podrá fundarse únicamente en la adulteración del documento; la segunda se limitará a las formas extrínsecas del título, sin que pueda discutirse la legitimidad de la causa. El reconocimiento expreso de la firma no impide la admisibilidad de la excepción de falsedad fundada en la adulteración del documento.


Estas excepciones son inadmisibles si no se ha negado la existencia de la deuda.


5. Prescripción.


6. Pago documentado, total o parcial.


7. Compensación de crédito líquido que resulte de documento que traiga aparejada ejecución.


8. Quita, espera, remisión, novación, transacción, conciliación o compromiso documentados.


9. Cosa juzgada.

Examen de las Pretensiones en Particular.


a) Incompetencia. Son aplicables los principios expuestos al tratar de esta excepción en el proceso ordinario, con la salvedad, de que en el juicio ejecutivo no es una excepción de previo y especial pronunciamiento. Cuando se trata de incompetencia absoluta puede ser declarada de oficio durante el trámite de las diligencias preliminares. En el supuesto de no haberse opuesto excepciones, la incompetencia puede declararse hasta la oportunidad de la sentencia.


b) Falta de personería. Solo puede fundarse en la falta de capacidad de las partes, en ausencia de mandato otorgado a favor de quienes invocan la representación de aquellas, o en las deficiencias de que adolezca el mandato. No es la excepción adecuada para cuestionar la legitimación procesal del ejecutante, pues en tal caso corresponde oponer la excepción de inhabilidad de título. En tal, pueden los jueces, con prescindencia de la designación acordada por la parte, y por aplicación del principio iura novit curia, calificar autónomamente la excepción teniendo en cuenta los hechos en que se funda.


c) Litispendencia en otro juzgado o tribunal competente. Solo puede prosperar cuando se funda en la existencia de otro juicio ejecutivo seguido entre las mismas partes y en virtud del mismo título. No puede fundarse en la existencia de un proceso de conocimiento promovido por el deudor, pues ello importaría dejar librada al arbitrio de éste la frustración de la pretensión ejecutiva. La jurisprudencia se ha pronunciado en el sentido de que cuando la excepción se funda en un juicio de consignación promovido por el deudor, debe admitirse la posibilidad de que el tribunal examine las constancias del juicio pendiente con el objeto de verificar si ofrece apariencias de seriedad o  constituye un mero pretexto para frustrar la ejecución, y sin que ello comporte emitir pronunciamiento acerca de la validez de la consignación.


d) Falsedad e inhabilidad de título. La primera podrá fundarse únicamente en la adulteración del documento, la segunda se limitará a las formas extrínsecas del título, sin que pueda discutirse su legitimidad. El reconocimiento expreso de la firma no impide la admisibilidad de la excepción de falsedad fundada en la adulteración del documento y que estas excepciones son inadmisibles si no se ha negado la existencia de la deuda.


Mientras que la excepción de falsedad procede cuando el título que sirve de base para la ejecución ha sido materialmente adulterado, la excepción de inhabilidad de título procede cuando se cuestiona la idoneidad jurídica del título, sea porque no figura entre los mencionados en la ley, porque no reúne los requisitos a que esta condiciona su fuerza ejecutiva o porque el ejecutante o el ejecutado carecen de legitimación procesal, en razón de no ser los que aparecen en el título como acreedor y deudor.


Es común a ambas excepciones la prohibición de que, mediante ellas, se discuta la inexistencia, ilegitimidad o falsedad de la causa. De allí que una vez integrado el título en una ejecución por cobro de alquileres, no cabe cuestionar  la validez legal de la estipulación mediante la cual se convino una pena por la demora en restituir el bien, tal articulación no se refiere a los requisitos extrínsecos del título sino a la licitud de la causa. La prohibición cede cuando la ilicitud de la causa surge del documento mismo, el origen y el contenido de la deuda reclamada comportan un supuesto de nulidad absoluta o la inexistencia de la obligación resulte en forma manifiesta de las constancias de los expedientes.


Procede la excepción de falsedad cuando se ha escrito sobrerraspando el nombre del tomador, sin salvarse la enmienda; el avalista arguye que en el respectivo documento se han agregado las palabras que lo hacen aparecer como obligado en aquel carácter; en el cheque aparecen alteraciones no salvadas en los términos del artículo 211 del Cód. de Comercio; se niega categóricamente la autenticidad de la firma del ejecutado; etc.


Diversos precedentes resolvieron que la excepción de falsedad es improcedente si se la funda en la alegada existencia de abuso de la firma en blanco, ello no significa alegación de falsedad material de las firmas o inscripciones contenidas en el documento y que tampoco configura adulteración material que justifique esta excepción la alegada existencia de distintos tipos de letra o de tintas en el documento que se ejecuta.


Con respecto a la inhabilidad de título procede, por ejemplo, cuando la ejecución se promueve sobre la base de un documento que acredita una obligación no exigible o ilíquida; el documento aparece firmado por una sola de las personas cuya firma conjunta se requiere en el contrato social; cuando no existe cuanta corriente cuyo saldo se pretende ejecutar; cuando se alega que el otorgante del documento no es el demandado; etc.


Es improcedente si se la funda en circunstancias ajenas a las formas extrínsecas del título, como son: las referentes a las irregularidades del protesto cuando el ejecutado es el librador del documento; al exceso de los intereses pactados; al hecho de que el domicilio en el cual se realizó el protesto no es el domicilio del demandado; etc.


e) Prescripción. Procede cuando han transcurrido los lapsos a que la legislación de fondo supedita el ejercicio judicial de los derechos. La prescripción se interrumpe como consecuencia de las diligencias preparatorias del juicio ejecutivo.


f) Pago. El pago debe ser documentado. Debe acompañarse a tal fin el documento original, no pudiendo ser suplido por fotocopias de este, por constancias de los libros de comercio, por invocación de la entrega de cheques al ejecutante, etc. Tampoco es fundamento la existencia de un juicio de consignación promovido por el ejecutado, pues el pago por consignación solo puede ser eficazmente invocado cuando ha sido aceptado por el acreedor o declarado válido por sentencia firme; ni la existencia de un depósito judicial en calidad de embargo.


Se autoriza el pago parcial, lo que constituye una innovación con respecto al régimen anterior, durante cuya vigencia se decidió  que dicha modalidad no podía aducirse como fundamento de esta excepción. En el caso de prosperar la excepción de pago parcial, las costas deben imponerse respecto del saldo.


g) Compensación. Debe reunir las condiciones que determínale Art. 819 del Cód. Civil y resultar, el crédito respectivo, de documento que traiga aparejada ejecución. De allí que la excepción no proceda, por ejemplo, fundada en la existencia de un fallo judicial pendiente de recurso, o en obligaciones legales contraídas como agente de retención que no se cumplieron en el momento oportuno, o en la mera referencia a las cuentas existentes entre las partes.


h) Quita, espera, remisión, novación, transacción, conciliación o compromiso. Estas solo pueden acreditarse mediante prueba documental, como lo exige el Art. 544 del CPN.


Solo cabe excusar el cumplimiento de la carga de acompañar la prueba documental junto con el escrito en el caso de que el respectivo documento no se encuentre en poder del excepcionante, aunque en tal supuesto este debe formular las concretas manifestaciones que requiere el Art. 333 del CPN. La falta de presentación del documento original no puede suplirse mediante la invocación de que aquel se encuentra agregado a otro juicio, si no se especifica donde ni se suministran los datos necesarios para individualizar el contenido del documento, no siendo eficaces las manifestaciones del deudor de no tener en su poder el documento si resulta que pudo obtenerlo mediante medidas particulares o judiciales. 


La excepción de compromiso solo es admisible en el caso de que se haya sometido a la decisión de los árbitros la legitimidad del crédito que es objeto la ejecución.


i) Cosa juzgada. Esta excepción tiene por objeto impedir la inútil tramitación del proceso ejecutivo cuando media sentencia dictada en un proceso anterior sustanciado entre las mismas partes y en virtud del mismo título.


El CPN autoriza a solicitar la nulidad de la ejecución por vía de excepción o de incidente, disponiendo en el Art. 545 que solo puede fundarse en: 1º) No haberse hecho legalmente la intimación de pago, siempre que en el acto de pedir la declaración de nulidad, el ejecutado deposite la suma fijada en el mandamiento u oponga excepciones; 2º) Incumplimiento de las normas establecidas para la preparación de la vía ejecutiva, siempre que el ejecutado desconozca la obligación, niegue la autenticidad de la firma, el carácter de locatario, o el cumplimiento de la condición o prestación.

Sustanciación de las Excepciones.

Examen Previo y Traslado.


Prescribe el Art. 547 del CPN: 


Art. 547. Trámite. El juez desestimará sin sustanciación alguna las excepciones que no fueren de las autorizadas por la ley, o que no se hubieren opuesto en forma clara y concreta, cualquiera sea el nombre que el ejecutado les hubiese dado. En ese mismo acto dictará sentencia de remate.


Si se hallaren cumplidos los requisitos pertinentes, dará traslado de las excepciones al ejecutante por cinco días quien al contestarlo ofrecerá la prueba de que intente valerse.


No se hará declaración especial previa acerca de la admisibilidad o inadmisibilidad de las excepciones.

Prueba de las Excepciones.


Dispone el Art. 548 del CPN: 



Art. 548. Excepciones de puro derecho. Falta de prueba. Si las excepciones fueren de puro derecho o se fundasen exclusivamente en constancias del expediente, o no se hubiere ofrecido prueba, el juez pronunciará sentencia dentro de diez días de contestado el traslado; si no se lo hubiere contestado, el plazo se contará desde que se hubiere requerido la resolución.


Art. 549. Prueba. Cuando se hubiere ofrecido prueba que no consistiese en constancias del expediente, el juez acordará un plazo común para producirla, tomando en consideración las circunstancias y el lugar donde deba diligenciarse.

Corresponderá al ejecutado la carga de la prueba de los hechos en que funde las excepciones.

El juez, por resolución fundada, desestimará la prueba manifiestamente inadmisible, meramente dilatoria o carente de utilidad.

Se aplicarán las normas que rigen el juicio sumario supletoriamente, en lo pertinente.


La respectiva providencia debe notificarse personalmente o por cédula.


Art.550. Sentencia. Producida la prueba se declarará clausurado el período correspondiente; el juez pronunciará sentencia dentro de los diez días.

Sentencia.


Dispone el Art. 551 del CPN: 


Art. 551. Sentencia de remate. La sentencia de remate sólo podrá determinar que se lleve la ejecución adelante, en todo o en parte, o su rechazo.


En el primer caso, al ejecutado que hubiese litigado sin razón valedera u obstruido el curso normal del proceso con articulaciones manifiestamente improcedentes, o que de cualquier manera hubiese demorado injustificadamente el trámite, se le impondrá una multa a favor del ejecutante, cuyo monto será fijado entre el cinco por ciento y el treinta por ciento del importe de la deuda, según la incidencia de su inconducta procesal sobre la demora del procedimiento.


La primera hipótesis se configura cuando: 


1º) El deudor no opone excepciones, la ejecución se lleva adelante en forma total; si hubiese prosperado la excepción de pago parcial, lo será solo por el monto admitido.


2º) El deudor opone excepciones pero son rechazadas. 


La segunda hipótesis se presenta cuando las excepciones son declaradas procedentes.


Desde el punto de vista de su naturaleza ya quedó descartado el carácter condenatorio de la sentencia de remate, pues el reconocimiento de la prestación que contiene el título ejecutivo equivale a la imposición que de aquella puede disponer cualquier sentencia de condena. Tampoco se puede calificar de declarativa, si con tal expresión se entiende que la sentencia de remate tiende a eliminar alguna incertidumbre sobre la existencia o legitimidad de la obligación, por cuanto tales extremos no son susceptibles de debate, como regla, en el juicio ejecutivo. Puede afirmarse que la sentencia de remate es declarativa en el sentido de que, mediante ella, se declara la existencia o inexistencia del derecho a proceder ejecutivamente.


La sentencia a dictar en el juicio ejecutivo no se halla sujeta a aquellas que la ley prescribe respecto de las sentencias definitivas de los procesos de conocimiento. Si el deudor no ha opuesto excepciones  son innecesarios los fundamentos y la sentencia se reduce a la parte dispositiva. En el caso contrario, aquella debe examinar las cuestiones de hecho y de derecho involucradas en el juicio y adaptarse a las demás formas prescriptas en el Art. 163 del CPN. En el supuesto de ser varios los ejecutados, no procede que se dicte sentencia respecto de uno solo de ellos sin haberse previamente intimado el pago y citado de remate a los restantes, dentro de un mismo juicio únicamente cabe el pronunciamiento de una sola sentencia que comprenda a todos los demandados.


Dispone el Art. 552 del CPN: 


Art. 552. Notificación al defensor oficial. Si el deudor con domicilio desconocido no se hubiese presentado, la sentencia se notificará al defensor oficial.


Recursos.

El Art. 554 del CPN establece: 

Art. 554. Apelación. La sentencia de remate será apelable:


l. Cuando se tratare del caso previsto en el artículo 547, párrafo primero.


2. Cuando las excepciones hubiesen tramitado como de puro derecho. 


3. Cuando se hubiese producido prueba respecto de las opuestas.


4. Cuando versare sobre puntos ajenos al ámbito natural del proceso o causare gravamen irreparable en el juicio ordinario posterior.


Serán apelables las regulaciones de honorarios que contuviere la sentencia de remate o fueren su consecuencia, aunque ella, en el caso, no lo sea.


Con excepción de dicha sentencia y de la providencia que deniega la ejecución, las restantes apelaciones que se deduzcan en el juicio ejecutivo deben concederse en efecto diferido. El plazo para deducir el recurso es siempre de cinco días.


La ley acuerda al ejecutante la posibilidad de obtener el cumplimiento de inmediato, en las condiciones establecidas por el Art. 555: 


Art. 555. Efecto. Fianza. Cuando el ejecutante diere fianza de responder de lo que percibiere si la sentencia fuese revocada, el recurso se concederá en efecto devolutivo.


El juez establecerá la clase y el monto de la fianza. Si no se prestase dentro de los cinco días de haber sido concedido el recurso, se elevará el expediente a la cámara.


Si se diere fianza se remitirá también el expediente dejándose, en primera instancia, testimonio de las piezas necesarias para que prosiga la ejecución.


La concesión de la apelación en efecto devolutivo se halla condicionada a que el ejecutante lo pida y otorgue, dentro del plazo de cinco días que se cuentan desde la concesión del recurso, una fianza que puede ser sustituida por prenda o hipoteca, y cuyo monto cubra los derechos del deudor en la medida del eventual producido del remate judicial.


El Art. 556 del CPN agrega: 


Art. 556. Fianza requerida por el ejecutado. La fianza sólo se hará extensiva al resultado del juicio ordinario, cuando así lo requiriere el ejecutado en los casos en que, conforme al artículo 553, tuviere la facultad de promover el juicio ordinario posterior.

Quedará cancelada:


1. Si el ejecutado no promoviere el juicio dentro de los quince días de haber sido otorgada.

2. Si habiéndolo deducido dentro de dicho plazo, la sentencia fuere confirmada.


El CPN concede al deudor el derecho de pedir, una vez aprobada la liquidación, que antes de que el acreedor retire los fondos correspondientes, este preste fianza a las resultas del juicio ordinario de repetición. La norma transcripta le acuerda el derecho de solicitar, dentro del plazo de cinco días,  que la fianza prestada por el acreedor para obtener el inmediato cumplimiento de la sentencia de remate se extienda al resultado del mencionado juicio ordinario. El hecho de que el deudor se abstenga de solicitar la extensión, o que se opere la cancelación conforme al Art. 556, no obsta a que pueda pedir el otorgamiento de fianza en la oportunidad señalada por el Art. 591.

Costas.


Art. 558. Costas. Las costas del juicio ejecutivo serán a cargo de la parte vencida, con excepción de las correspondientes a las pretensiones de la otra parte que hayan sido desestimadas.

Si se hubiese declarado procedente la excepción de pago parcial, al ejecutado se le impondrán sólo las costas correspondientes al monto admitido en la sentencia.


El CPN adopta el principio general de la imposición de costas en virtud del hecho objetivo de la derrota. La norma no admite la posibilidad de que el juez exima del pago de las costas al vencido siempre que encontrare mérito para ello.


En el juicio ejecutivo solo cabe la eximición de costas relacionadas con pretensiones de la otra parte que no prosperan.


Si se rechaza la ejecución con respecto a pagarés no vencidos y a una cláusula penal, el ejecutante debe soportar el pago de las costas referentes a tales cuestiones.

Cumplimiento de la Sentencia de Remate.

Generalidades.


Frente a la hipótesis de que la sentencia haya ordenado que se lleve adelante la ejecución,  se abre la tercera y última etapa durante la cual se procede a hacer efectivo ese pronunciamiento mediante trámites que difieren de acuerdo con la naturaleza de los bienes embargados.


En el proceso de ejecución de sentencia dictada en proceso de conocimiento el embargo constituye un trámite esencial y necesariamente previo a la citación de venta, dicha medida reviste el mismo carácter en el trámite del cumplimiento de la sentencia de remate, pues se cumple con vistas a la realización de los bienes necesarios para satisfacer el crédito reconocido en la sentencia de condena o por cuyo monto se ordenó llevar adelante la ejecución. El Art. 561 del CPN prescribe que es requisito del trámite de cumplimiento de la sentencia de remate, la traba del embargo.


El CPN asimismo contiene disposiciones comunes al tipo de procedimiento examinado. Una es la del Art. 560: 


Art. 560. Recursos. Son inapelables, por el ejecutado, las resoluciones que se dictaren durante el trámite de cumplimiento de la sentencia de remate, salvo las que se refieran a cuestiones que:

1. No pueden constituir objeto del juicio ordinario posterior.

2. Debiendo ser objeto del juicio ordinario posterior, con arreglo al artículo 553, no obstante, han sido debatidas en la etapa de cumplimiento de la sentencia por haber asentido el ejecutante.

3. Se relacionen con el reconocimiento del carácter de parte.

4. En los casos de los artículos 554, inciso 4, y 591, primero y segundo párrafos.


Otra norma es la del Art. 594 del CPN: 


Art. 594. Temeridad. Si el ejecutado hubiere provocado dilación innecesaria en el cumplimiento de la sentencia de remate, el juez le impondrá una multa, en los términos del artículo 551, sobre la base del importe de la liquidación aprobada.

Caso de Embargo de Dinero, Títulos y Acciones.



La modalidad más sencilla del cumplimiento de la sentencia de remate se presenta en la hipótesis de que el embargo haya recaído sobre sumas de dinero cuyo importe resulte suficiente para cubrir el crédito reclamado y sus accesorios. Alude el Art. 561:


Art. 561. Embargo. Sumas de dinero. Liquidación. Pago inmediato. Es requisito del trámite de cumplimiento de la sentencia de remate, la traba de embargo.


Cuando lo embargado fuese dinero, una vez firme la sentencia o dada la fianza a que se refiere el artículo 555, el acreedor practicará liquidación de capital, intereses y costas, de la que se dará traslado al ejecutado, aplicándose, en lo pertinente, las reglas de los artículos 503 y 504. Aprobada la liquidación, se hará pago inmediato al acreedor del importe que de ella resultare.


Conforme a la jurisprudencia la resolución aprobatoria de la liquidación no adquiere eficacia de cosa juzgada en sentido material, puede ser objeto de rectificaciones, antes de efectuarse el pago, si hubiese mediado error al practicarla.


El Art. 562 dispone: 


Art. 562. Adjudicación de títulos o acciones. Si se hubiese embargado títulos o acciones que se coticen oficialmente en los mercados de valores, el ejecutante podrá pedir que se le den en pago al precio que tuvieren a la fecha de la resolución que así lo dispone; si no se cotizaren, se observará lo establecido por el artículo 573.


En el primer supuesto practicada la liquidación y agregado al expediente el informe que acredite el precio de cotización de los títulos o acciones, estas pueden serle adjudicadas a ese precio con la ventaja de su inmediata conversión en dinero en efectivo y el ahorro de los gastos que importa el remate. Si los títulos o acciones no se cotizan en los mercados de valores corresponde que se disponga su venta en subasta pública, en la forma prescripta por el Art. 573 del CPN con respecto al caso de que el embargo hubiese recaído en bienes muebles o semovientes.


Si se trata de la ejecución forzada de créditos, acciones o derechos litigiosos, corresponde que el acreedor ejerza la correspondiente pretensión subrogatoria, aunque la jurisprudencia tiene resuelto que procede la subasta cuando las acciones o créditos son definidos, claros y precisos como obligación transmisible y no inciertos, especulativos y de dudosa especificación.

La Subasta.


En el procedimiento para el cumplimiento de la sentencia de remate, la subasta es el acto procesal mediante el cual se enajenan, por un auxiliar del juez que actúa en representación de este, el bien o bienes embargados, con el objeto de satisfacer, con su producido, el importe del crédito de dio origen a la ejecución.


Prescribe el Art. 559 del CPN: 


Art. 559. Ámbito. Si la subasta se dispone a requerimiento de propietario o de condómino y no en cumplimiento de una sentencia de condena, la operación se regirá por las normas del derecho sustancial; en este caso, las que se establecen en este Código sólo serán aplicables en lo que fueren conciliables con aquéllas.


Esta disposición distingue entre la subasta decretada con el objeto de hacer efectiva la ejecución forzada y la venta en remate ordenada judicialmente a fin de dividir un conocimiento o realizar la partición de una herencia, ambas difieren en cuanto a sus presupuestos, naturaleza y efectos, sin perjuicio de que en los compatible, las reglas correspondientes a la primera se apliquen a la segunda.


La venta es realizada por el órgano judicial en representación del acreedor o del deudor a raíz de la expropiación de la facultad jurídica de la disposición que pertenece al propietario, cabe concluir que al proceder a la venta forzada el órgano judicial ejerce un poder de  imperio insito en la función jurisdiccional, el que no guarda relación con los eventuales poderes sustanciales que los sujetos privados del proceso tiene con respecto al bien o los bienes sobre los cuales versa la enajenación. El órgano judicial actúa en virtud del ejercicio de un poder autónomo y a raíz del pedido de venta formulado por el ejecutante en el período correspondiente al cumplimiento de la sentencia de remate.


La subasta debe caracterizarse como un acto procesal cuyo contenido consiste en el contrato de compraventa que se configura al aceptarse por el martillero, la oferta formulada por el mejor postor, dicho contrato queda sujeto a la condición suspensiva representada por la resolución judicial aprobatoria del acto.

El Martillero.


A diferencia de las subastas privadas, en las cuales el martillero actúa en calidad de mandatario o comisionista, según sea el dueño de los bienes que hayan de venderse, en las subastas judiciales aquel reviste el carácter  de auxiliar del órgano judicial, en cuya representación realiza el acto procesal.


El Art. 563 del CPN dispone: 


Art. 563. Martillero. Designación. Carácter de su actuación. Remoción. Las cámaras nacionales de apelaciones abrirán, cada año, un registro en el que podrán inscribirse los martilleros con más de dos años de antigüedad en la matrícula y que reúnan los demás requisitos de idoneidad que reglamente el tribunal. De dicha lista se sorteará el o los profesionales a designar, quienes deberán aceptar el cargo dentro de tercero día de notificados.

El martillero será nombrado de oficio, en la forma establecida en el párrafo precedente, salvo si existiere acuerdo de las partes para proponerlo y el propuesto reuniere los requisitos a que se refiere el párrafo primero. No podrá ser recusado; sin embargo, cuando circunstancias graves lo aconsejaren, el juez, dentro de quinto día de hecho el nombramiento, podrá dejarlo sin efecto.

Deberá ajustar su cometido a las instrucciones que le imparta el juez; si no cumpliere con este deber podrá ser removido; en su caso, se le dará por perdido total o parcialmente el derecho a comisión o se aplicará en lo pertinente la sanción que establece el tercer párrafo del artículo 565.

No podrá delegar sus funciones, salvo autorización expresa del juez.

El martillero no es parte en los trámites del cumplimiento de la sentencia de remate; sólo podrá tener intervención en lo que se refiere a su actuación, en los términos establecidos en este Código o en otra ley.


El martillero tiene derecho a percibir una remuneración por sus trabajos, llamada comisión y debe ser pagada por el adquirente de los bienes subastados. Dispone el Art.565:


Art. 565. Comisión. Anticipo de fondos. El martillero percibirá la comisión que corresponda conforme al bien subastado, establecida por la ley o, en su caso, la costumbre.

Si el remate se suspendiere o fracasare sin culpa del martillero, el monto de la comisión será fijado por el juez, de acuerdo con la importancia del trabajo realizado; si se anulare, también sin su culpa, tendrá derecho a la comisión que correspondiere. Si el mismo martillero vendiere el bien en un remate posterior, su retribución será determinada atendiendo al efectivo trabajo que le hubiese demandado esa tarea.

Si el remate se anulare por culpa del martillero, éste deberá reintegrar el importe de la comisión que percibió, dentro de tercero día de notificado por cédula de la resolución que decreta la nulidad.

Cuando el martillero lo solicitare y el juez lo considere procedente, las partes deben adelantar los fondos que se estimen necesarios para la realización de la subasta.


En el orden nacional dicha comisión no ha sido fijada legalmente, así que corresponde atenerse a la costumbre: es del 10% sobre el total de precio de venta en muebles y del 3% en bienes inmuebles.


Aparte del deber impuesto por el Art. 563, ajustar su cometido a las instrucciones que le imparta el juez, incumbe a aquel el deber de depositar el importe percibido en la subasta y el de rendir cuentas sobre el resultado de esta. Le corresponde dentro de los tres días de realizado el remate, y si omite la realización de ese acto sin justa causa, carece de derecho a cobrar comisión.


De la rendición de cuentas presentadas debe conferirse traslado a las partes por el plazo de cinco días . Transcurrido el plazo sin que mediaran objeciones el juez debe aprobar la venta y la rendición de cuentas, aunque en virtud de la calidad que reviste el martillero en la ejecución forzada, puede aquel rechazar o modificar las cuentas.


Además de la prohibición de delegar sus funciones sin contar para ello con autorización judicial, pesa sobre el martillero la de mencionar en la propaganda, o subastar en el mismo remate, bajo pena de perder su comisión, bienes distintos de aquellos cuya venta fue ordenada judicialmente.


El martillero no es parte en los trámites de cumplimiento de la sentencia de remate y solo puede tener intervención en lo que se refiere a su actuación en los términos establecidos en el CPN o en otra ley.

Reglas Comunes a la Subasta.


Los edictos constituyen el medio de publicidad de la subasta. Dispone el Art. 566 del CPN: 


Art. 566. Edictos. El remate se anunciará por edictos, que se publicarán por dos días en el Boletín Oficial y en otro diario, en la forma indicada en los artículos 145, 146 y 147. Si se tratare de bienes de escaso valor, sólo se publicarán en el Boletín Oficial por un día y podrá prescindirse de la publicación si el costo de la misma no guardare relación con el valor de los bienes.


Si se tratare de inmuebles, podrá, asimismo, anunciarse en diarios del lugar donde estén situados.


En los edictos se indicará el juzgado y secretaría donde tramita el proceso, el número del expediente y el nombre de las partes si éstas no se opusieren; el lugar, día, mes, año y hora de la subasta; no tratándose de bienes de escaso valor, se individualizarán las cantidades, el estado y el lugar donde podrán ser revisados por los interesados; se mencionará, asimismo, la obligación de depositar el importe de la seña y de la comisión en el acto de remate y, en su caso, las modalidades especiales del mismo.


Si la subasta fuere de inmuebles, deberá indicarse, además, la base, condiciones de venta, estado de ocupación y horario de visitas; si estuvieren sujetos al régimen de propiedad horizontal, en las publicaciones y en el acto del remate deberá determinarse el monto de las expensas comunes correspondientes al último mes, y la deuda por este concepto, si fuere posible.


En todos los casos, la última publicación deberá realizarse cuando menos cuarenta y ocho horas antes del remate.


No podrán denunciarse defectos de publicidad de la subasta vencidos cinco días contados desde la última publicación.


La publicación de edictos no excluye la posibilidad de que la subasta se difunda por otros medios de publicidad encaminados a atraer el mayor número de oferentes. A esta publicidad extraordinaria se la llama propaganda adicional, Art. 567, disponiendo que ella será a cargo del ejecutante, salvo si el ejecutado hubiese dado conformidad, si su costo no excediere del dos por ciento de la base.


Requerida por el martillero la publicidad extraordinaria puede presentarse las siguientes situaciones: 1º) que el costo de aquella no exceda el dos por ciento de base en cuyo caso corre por cuenta del ejecutado con prescindencia de su conformidad; 2º) que el costo exceda el mencionado monto, y para que la inversión corra por cuenta del ejecutado resulta ineludible la expresa conformidad de este; 3º) que el ejecutante acceda a la realización de publicidad extraordinaria por encima del referido porcentaje, supuesto en el cual el costo de será de su exclusivo cargo.


Prescribe el Art. 572 del CPN: 


Art. 572. Regularidad del acto. Si existieren motivos fundados y sin perjuicio de la facultad del juez para disponerlo de oficio, el ejecutante, el ejecutado o el martillero podrán solicitar al juzgado la adopción de las medidas necesarias para proveer a la regularidad del remate y al mantenimiento del orden que asegure la libre oferta de los interesados.


A fin de preservar la seguridad de la subasta e impedir que se alteren sus resultados normales, el juez puede disponer la vigilancia del acto por personal policial o por un veedor, por auxiliares internos del juzgado o por el propio magistrado.


Completa la norma anterior el Art. 570: 


Art. 570. Posturas bajo sobre. Cualquiera sea la naturaleza de los bienes a subastar, a pedido de parte o de oficio el juez podrá disponer que se admitan posturas en sobre cerrado, en las condiciones que fije, que deberán indicarse en los edictos y, en su caso, en la propaganda.


La Corte Suprema de Justicia de la Nación o las cámaras podrán establecer las reglas uniformes de aplicación de la expresada modalidad del remate.


Si se tratare de subasta de muebles que se realice por intermedio del Banco de la Ciudad de Buenos Aires u otras instituciones oficiales que admitan posturas bajo sobre, se aplicará esa modalidad en los términos que establezcan las respectivas reglamentaciones.


Esta norma posibilita la adjudicación de los bienes a quienes no estén presentes en el acto de  la subasta, proporciona un arbitrio idóneo para desbaratar las actividades ilícitas de las célebres ligas de compradores.


El Art. 569 instituye un mecanismo encaminado a conjurar el uso abusivo del derecho por parte del acreedor en tanto prescribe: 


Art. 569. Subasta progresiva. Si se hubiese dispuesto la venta de varios bienes, el juez, a pedido del ejecutado, podrá ordenar que la subasta se realice en distintas fechas y que se suspenda cuando el precio obtenido alcanzare a cubrir el crédito, intereses y costas reclamados.

 
Formulada la petición por el deudor, el juez, tratándose de bienes inmuebles, debe pronunciarse sobre la admisibilidad de la subasta progresiva, atendiendo a las bases fijadas para las subastas de aquellos y comparando su valor con el importe probable del crédito del actor y sus accesorios, normalmente no existe una liquidación que refleje el monto exacto de esos rubros. Si se trata de bienes muebles, incumbe al ejecutado la prueba sumaria de su valor venal.


El Art. 568 del CPN prescribe: 


Art. 568. Preferencia para el remate. Si el bien estuviere embargado en diversos procesos seguidos contra el ejecutado, salvo disposición específica de otra ley que regule ejecuciones especiales, la subasta se realizará en el que estuviere más adelantado en su trámite, con prescindencia de la naturaleza o garantías que tuvieren los créditos.


La preferencia que se acordare para la realización del remate importa reconocer al acreedor que promovió el juicio donde se ordena, la facultad de proponer martillero, si en el acto constitutivo de la obligación se le hubiere otorgado esa prerrogativa.

Esta norma prescinde de las fechas de traba de los embargos y acuerda prioridad a la ejecución que se encuentre más adelantada en su trámite, debiendo entenderse por tal aquella cuyo estado procesal permita inferir la mayor proximidad de la subasta.


El Art. 571 del CPN prescribe:


Art. 571. Compra en comisión. El comprador deberá indicar, dentro de tercero día de realizada la subasta, el nombre de su comitente, en escrito firmado por ambos. En su defecto, se lo tendrá por adjudicatario definitivo.

El comitente constituirá domicilio en esa presentación, bajo apercibimiento de lo dispuesto en el art.41, en lo pertinente. 


La subasta puede ser impugnada no solo en razón de vicios que afecten sus dimensiones de lugar, tiempo y forma, sino también con fundamento en la existencia de irregularidades que comprometan la validez de los requisitos atinentes a los restantes elementos que la integran, es decir, los que conciernen a los sujetos y al objeto.


El CPN distingue según que la nulidad sea articulada mediante petición de parte o declarada de oficio por el juez. La primera hipótesis el Art. 592 dispone: 


Art. 592. Nulidad de la subasta a pedido de parte. La nulidad del remate, a pedido de parte, sólo podrá plantearse hasta dentro de quinto día de realizado.

El pedido será desestimado in limine si las causas invocadas fueren manifiestamente inatendibles o no se indicare con fundamento verosímil el perjuicio sufrido. Esta resolución será apelable; si la cámara confirmare, se impondrá al peticionario una multa que podrá ser del cinco al diez por ciento del precio obtenido en el remate.

Si el pedido de nulidad fuere admisible, se conferirá traslado por cinco días a las partes, al martillero y al adjudicatario; dicho traslado se notificará personalmente o por cédula.


En relación a la segunda hipótesis tenemos el Art. 593 que prescribe: 

Art. 593. Nulidad de oficio. El juez deberá decretar de oficio la nulidad de la subasta cuando las irregularidades de que ella adoleciere comprometieren gravemente la actividad jurisdiccional; no podrá hacerlo si hubiere decretado medidas que importen considerar válido el remate.


En virtud del principio por el cual todas las nulidades procesales son relativas, la declaración de nulidad de oficio tampoco corresponde si la irregularidad de que adolece el remate ha sido consentida por todas las personas legitimadas para impugnarlo ya que por grave que sea, la validez del acto no puede quedar pendiente en forma indefinida sin riesgo de afectar una pauta elemental de seguridad jurídica.

Subasta de Muebles o Semovientes.


Cuando el embargo ha recaído en bienes muebles o semovientes, corresponde observar lo dispuesto en el Art. 573, las siguientes reglas: 


1º) Ordenar su venta en remate, sin base al contado o con las facilidades de pago que por resolución fundada se establezcan, por un martillero público que debe designarse conforme e lo establecido en el Art. 563 del CPN.


2º) Requerir al deudor para que manifieste si los bienes están prendados o embargados. En el primer caso debe indicar el nombre y domicilio de los acreedores y el monto del crédito y en el segundo, el juzgado, secretaría y la carátula del expediente.


3º) Puede ordenarse el secuestro de las cosas, que deben entregarse al martillero para su exhibición y venta. Este debe individualizarlas con indicación de su estado y lugar y fecha en que se lleva a cabo la entrega. La recepción se verifica en el acto de secuestro, que se lleva a cabo por intermedio del oficial de justicia.


4º) Si se trata de muebles registrables, requerir a los registros correspondientes un informe sobre las condiciones de dominio y gravámenes.


5º) Comunicar la providencia que decrete la venta a los jueces embargantes y notificarla por cédula a los acreedores prendarios, quienes pueden formular las peticiones que estimen pertinentes dentro del tercer día de notificados. Todo tiene por objeto brindar a los acreedores embargantes y prendarios no solo la posibilidad de vigilar la subasta, sino también la de hacer efectivo su privilegio sobre el precio obtenido en aquella.


a) Pagado el precio o la parte que en su caso corresponda, el martillero debe entregar al comprador los bienes que este haya adquirido, siempre que el juzgado no disponga otra cosa.


Subasta de Inmuebles.


  Antes de ordenar la subasta el juez, conforme a lo dispuesto por el Art. 576 del CPN, debe requerir informes: 1º) Sobre la deuda por impuestos, tasas y retribuciones; 2º) Sobre las deudas por expensas comunes si se trata de un bien sujeto al régimen de propiedad horizontal, debiendo el informe requerirse al administrador del consorcio; 3º) Sobre las condiciones de dominio, embargo e inhibiciones según las constancias de registro de propiedad inmueble, teniendo los informes una vigencia de 60 días a cuyo vencimiento deben actualizarse. La información debe extenderse a hipotecas, servidumbres y a todas las anotaciones que corresponde hacer en el registro de la propiedad, tanto más cuanto que el Art. 577 prescribe que decretada la subasta debe comunicarse a los jueces embargantes e inhibientes y citarse a los acreedores hipotecarios.


El juez debe intimar al deudor para que dentro del tercer día presente el título de propiedad del inmueble bajo apercibimiento de obtener testimonio a su costa, no pudiendo realizarse la subasta mientras no se haya agregado el título o, en su caso, el testimonio.


A diferencia de lo que ocurre con los bienes muebles o semovientes, la subasta de inmuebles debe hacerse inexcusablemente con una base determinada, cuyo monto debe figurar en los edictos.


Si no existe acuerdo de partes, corresponde fijar como base los dos tercios de la valuación fiscal actualizada. A falta de esta, el juez debe designar de oficio perito ingeniero, arquitecto o agrimensor, para que realice la tasación, la base equivaldrá a los dos terceras partes de dicha tasación. Para la aceptación del cargo por el perito, plazo para el cumplimiento de la tarea y en su caso, la remoción, son aplicables las reglas de los artículos 469 y 470. De la tasación corresponde dar traslado a las partes, quienes dentro de los cinco días, deben expresar su conformidad o disconformidad, fundando sus objeciones. El juez tiene la facultad de apartarse de la tasación o de lo estipulado por las partes, fijando la base en una suma que impida que los bienes sean malvendidos.


Una vez contestados los informes requeridos por el juez, corresponde a este dictar resolución ordenando la subasta, disponiendo la designación de un martillero y determinando la base.


Una vez comunicado el decreto de subasta a los jueces embargantes e inhibientes y citados los acreedores hipotecarios, corresponde que el juez fije el lugar donde el remate debe realizarse, que será donde tramita la ejecución o el de ubicación del inmueble. Deberá establecerse el día y la hora del remate, que no pueden ser alterados salvo autorización del juez o acuerdo de partes expresado por escrito.


En la misma resolución debe el juez precisar la propaganda adicional que haya sido objeto de autorización.


Decretada la subasta debe comunicarse a los jueces embargantes e inhibientes y citarse a los acreedores hipotecarios para que presenten sus títulos, pudiendo los de grado preferente, dentro del mismo plazo, solicitar el aumento de la base hasta cubrir el importe de sus créditos.


Los acreedores embargantes e inhibientes deben ser notificados por cédula. En la misma forma corresponde notificar a los acreedores hipotecarios, aunque en su domicilio real y no en el constituido en la escritura hipotecaria, pero respecto de quienes hubiesen promovido ejecuciones, la notificación debe practicarse en el domicilio procesal constituido en estas.


Si bien los acreedores embargantes pueden controlar el procedimiento y el acto de la subasta, no se hallan facultados para solicitar el aumento de la base. En cuanto a los acreedores inhibientes, a pesar de que carecen de preferencia, su notificación se justifica frente a la posibilidad de que, desinteresados el ejecutante y los acreedores privilegiados, el remate arroje un saldo sobre el cual estén aquellos en condiciones de ejercer sus derechos. 


La legitimación de los acreedores hipotecarios, cuya citación responde a lo prescripto en el Art. 3196 del Cód. Civil, se halla circunscripta a la defensa de sus créditos antes y después  de la subasta, por eso están habilitados no solo para requerir el aumento de la base hasta cubrir el importe de aquellos, sino para solicitar que se intime al comprador el depósito del precio e intervenir en la liquidación de este.


El adjudicatario no solo adquiere derechos y contrae obligaciones, sino que además se incorpora al proceso como parte incidental, el Art. 579 prescribe:

Art.579. Domicilio del comprador. El martillero requerirá al adjudicatario la constitución de domicilio en el lugar que corresponda al asiento del juzgado. Si el comprador no lo constituyese en ese acto y no lo denunciare oportunamente, se aplicará la norma del artículo 41, en lo pertinente.


Dentro de los cinco días de la aprobación del remate el comprador debe depositar el importe del precio que corresponda abonar al contado, en el banco de depósitos judiciales, y si no lo hace en esa oportunidad ni invoca motivos fundados para obtener la suspensión del plazo, corresponde que se ordene una nueva subasta en los términos del Art. 584.


La suspensión del plazo para abonar el saldo del precio solo puede ser concedida cuando medien circunstancias totalmente ajenas a la conducta del adquirente y en situaciones que no puedan ser superadas por la sola indisponibilidad de los fondos.


El ejecutante y el ejecutado están legitimados para requerir el cumplimiento de las obligaciones del comprador.


Como arbitrio tendiente a preservar el cumplimiento del deber de lealtad y buena, dispone el Art. 581 del CPN:

Art.581. Articulaciones infundadas del comprador. Al adjudicatario que planteare cuestiones manifiestamente improcedentes que demoraren el pago del saldo del precio, se le impondrá una multa que podrá ser del cinco por ciento al diez por ciento del precio obtenido en el remate.


A pesar de que el Art. 586 no supedita el perfeccionamiento de la venta judicial al otorgamiento de la escritura pública, siempre se consideró incuestionable el derecho del comprador de exigir dicho otorgamiento, así como de oponerse a que se disponga del precio  mientras no tenga lugar ese acto.


Prescribe el Art. 582:


Art. 582. Pedido de indisponibilidad de fondos. El comprador que hubiere realizado el depósito del importe del precio podrá requerir su indisponibilidad hasta tanto se le otorgue la escritura, o se inscriba el bien a su nombre si prescindiere de aquélla, salvo cuando la demora en la realización de estos trámites le fuera imputable.

La indisponibilidad no regirá respecto de los gastos de escrituración y pago de impuestos.


La venta judicial solo queda perfeccionada una vez aprobado el remate, pagado el precio o la parte que corresponda si se han otorgado facilidades y luego de realizada la tradición del inmuebles a favor del comprador.


La posesión del inmueble adquirido de esta forma debe ser conferida judicialmente, no pudiendo suplirse esa entrega por la efectiva ocupación del inmueble por el comprador.


Prescribe el Art. 587 del CPN: 


Art. 587. Escrituración. La escritura de protocolización de las actuaciones será extendida por escribano sin que sea necesaria la comparecencia del ejecutado.

El adquirente que solicita la escrituración toma a su cargo la realización de las diligencias tendientes a ella, pero no está obligado a soportar los gastos que corresponden a la otra parte.


Dado que la consolidación del dominio en cabeza del adquirente se halla reglada por el Art. 586 del CPN, el otorgamiento de la escrituración de protocolización a que alude la norma transcripta es facultativa para aquel, quien por lo demás puede optar por la inscripción de un testimonio de las pertinentes actuaciones de la ejecución,  tal como lo admitía la práctica judicial vigente con anterioridad a la promulgación del CPN.


Los embargos e inhibiciones deben levantarse al solo efecto de escriturar, con citación de los jueces que lo decretaron. Una vez escriturado el bien sin otro trámite, esas medidas deben levantarse definitivamente, si fuere procedente, con la presentación del testimonio para la inscripción en el registro de la propiedad, quedando los embargos transferidos al importe del precio.


Con respecto a la desocupación del inmueble subastado, el CPN distingue entre la oportunidad en que procede requerirla y el trámite a observar para obtenerla. En relación con la oportunidad y al trámite a seguir para obtener el desahucio de los ocupantes,  prescribe el Art. 589 en su párrafo 1º y 2º, respectivamente: 


Art. 589. Desocupación de inmuebles. No procederá el desahucio de los ocupantes del inmueble subastado hasta tanto no se hubiere pagado el saldo del precio y hecho la tradición.

Las cuestiones que se suscitaren con motivo de la desocupación del inmueble se sustanciarán por el trámite de los incidentes, cuando la ilegitimidad de la ocupación apareciere manifiesta, o no requiriere la dilucidación de controversias que por su naturaleza y complejidad deban, a criterio del juez, ser sometidas a otra clase de proceso.


Esta norma es inaplicable si quien ocupa el inmueble es el ejecutado, por cuanto teniendo este deber de entregar la cosa libre de toda otra posesión, solo corresponde acordarle un plazo para desocuparla bajo apercibimiento de lanzamiento.


Prescribe el Art. 584: 


Art. 584. Nueva subasta por incumplimiento del comprador. Cuando por culpa del postor cuya oferta hubiese sido aceptada como definitiva en el acto del remate la venta no se formalizare, se ordenará nuevo remate. Dicho postor será responsable de la disminución real del precio que se obtuviere en la nueva subasta, de los intereses acrecidos, de los gastos ocasionados y de las costas causadas con ese motivo.

El cobro del importe que resultare, previa liquidación, tramitará por el procedimiento de ejecución de sentencia, quedando embargadas a ese efecto las sumas que el postor hubiere entregado.

La responsabilidad del postor remiso comprende, el importe correspondiente a la disminución real del precio obtenido en el segundo remate, lo cual excluye la posibilidad de computar valores meramente nominales que solo se hallan determinados por factores monetarios y no traducen las modificaciones experimentadas en el mercado inmobiliario. Los intereses acrecidos deben liquidarse sobre la totalidad del precio de compra, y los gastos y las costas, finalmente, son los que corresponden al remate que no llegó a realizarse a raíz de la conducta culposa del postor remiso.


Prescribe el Art. 585 del CPN: 


Art. 585. Falta de postores. Si fracasare el remate por falta de postores se dispondrá otro, reduciendo la base en un veinticinco por ciento. Si tampoco existieren postores, se ordenará la venta sin limitación de precio.


Esta norma solo compromete intereses particulares, se ha resuelto que no media impedimento para que, a pedido del ejecutante, se ordene un segundo remate con la base reducida en un 25% y también que en la misma resolución, para el supuesto de que este fracase, se decrete una nueva subasta sin base para efectuarse en el mismo día y transcurrida media hora desde aquel, para evitar gastos inútiles.


El Art. 583 del CPN dispone: 


Art. 583. Sobreseimiento del juicio. El ejecutado sólo podrá liberar los bienes depositando el importe del capital y de lo presupuestado en concepto de intereses y costas, sin perjuicio de la liquidación que ulteriormente correspondiere; asimismo, una suma a favor del comprador, integrada por la comisión del martillero, sellado del boleto, y el equivalente a una vez y media del monto de la seña.

Los importes deberán ser satisfechos aunque el martillero hubiere descontado los gastos del remate de la cantidad correspondiente a seña.

La indemnización establecida sobre la base del valor de la seña es sin perjuicio de otras que pudieren corresponder en concepto de responsabilidad civil.

La simple promesa de pago no autoriza a pedir el sobreseimiento; tampoco podrá supeditarse el pago a la exigencia de una liquidación previa.

El ejecutado no podrá requerir el sobreseimiento si el comprador hubiese depositado en pago el saldo del precio dentro de los plazos a que se refiere el artículo 580, o antes. Por saldo de precio se entiende el que debe abonarse al contado.

La facultad de solicitar el sobreseimiento sólo podrá ser ejercida por el ejecutado o, en su caso, sus herederos.

Si el adquirente fuere el acreedor autorizado a compensar, el ejecutado podrá requerir el sobreseimiento antes de que se tenga por oblado o compensado el precio de venta con el crédito del adquirente.

En las cuestiones que se plantearen acerca de la suficiencia del pago realizado por el ejecutado, el comprador sólo es parte en lo que se refiere a las sumas que podrían corresponderle de conformidad con lo establecido en el párrafo primero.


Liquidación, Pago, Fianza y Preferencia.

Dispone el Art. 591: 


Art. 591. Liquidación. Pago. Fianza. Dentro de los cinco días contados desde que se pagó el precio o desde la aprobación del remate, en su caso, el ejecutante presentará la liquidación del capital, intereses y costas; de ella se dará traslado al ejecutado.

Si el ejecutante no presentare oportunamente la liquidación, podrá hacerlo el ejecutado, en cuyo caso se conferirá traslado a aquél. Contestado dicho traslado o vencido el plazo para hacerlo, el juez resolverá.

La falta de impugnación no obligará a aprobar la liquidación en cuanto ésta no se ajustare a derecho.

Si el ejecutado lo pidiere, el ejecutante deberá prestar fianza para percibir el capital y sus intereses. Dicha fianza quedará cancelada, sin que se requiera declaración expresa, si el deudor no promoviere el proceso ordinario dentro del plazo de quince días desde que aquélla se constituyó. En este caso se impondrá al ejecutado una multa que no podrá exceder del veinticinco por ciento del importe de la fianza, y que será a favor del ejecutante.


La suficiencia de la fianza a que alude esta norma queda librada a la apreciación del juez, quien debe computar el hecho de que aquella comporte garantía idónea para responder a la restitución de lo percibido por el acreedor, pudiendo ser personal o de un tercero, o consistir en una caución real sobre títulos o bienes muebles o inmuebles.


Prescribe el Art. 590 del CPN: 


Art. 590. Preferencias. Mientras el ejecutante no esté totalmente desinteresado, las sumas depositadas no podrán aplicarse a otro destino, salvo que se tratase de las costas de la ejecución, o del pago de otro acreedor preferente o privilegiado.


Los gastos causados por el deudor para su defensa no tendrán, en ningún caso, prelación, salvo cuando correspondiere por aplicación de la ley sustancial.


El defensor de ausentes no podrá cobrar honorarios al ejecutado por su intervención.


Tienen privilegio sobre la generalidad de los bienes del deudor, sean muebles o inmuebles, los gastos de justicia hechos en interés común de los acreedores: honorarios regulados al letrado y apoderado del ejecutante, erogaciones realizadas por el escribano interviniente, etc. Siguen en orden de prioridad los créditos hipotecarios y prendarios, aunque los primeros ceden ante los créditos impositivos anteriores a la constitución de la hipoteca. Si no existen acreedores privilegiados o estos se han desinteresado, desplazan al ejecutante los créditos de los acreedores que hubiesen obtenido el embargo con anterioridad. La circunstancia de que el acreedor inhibiente carezca de preferencia, no obsta a que haga valer sus derechos sobre el saldo que eventualmente arroje la subasta, una vez desinteresados los acreedores privilegiados y preferentes.

UNIDAD 15. MEDIDAS CAUTELARES E INCIDENTES.

Generalidades.

Concepto.

Se definió al proceso cautelar como aquel que tiende a impedir que el derecho cuyo reconocimiento o actuación se pretende obtener a través de otro proceso, pierda su virtualidad o eficacia durante el tiempo que transcurre entre la iniciación de ese proceso y el pronunciamiento de la sentencia definitiva.

Dado que la satisfacción instantánea de una pretensión de conocimiento o de ejecución resulta materialmente irrealizable, la ley ha debido prever la posibilidad de que, durante el lapso que inevitablemente transcurre entre la presentación de la demanda y la emisión  del fallo final, sobrevenga cualquier circunstancia que haga imposible la ejecución o torne inoperable el pronunciamiento judicial definitivo, lo que ocurriría, por ejemplo, si desapareciesen los bienes o disminuyese la responsabilidad patrimonial del presunto deudor, o se operase una alteración del estado de hecho existente al tiempo de la demanda.

Dicho proceso, carece de autonomía, pues su finalidad consiste en asegurar el resultado práctico de la sentencia que debe recaer en otro proceso.

Presupuestos:

Tres son los presupuestos de las medidas cautelares: 

1) La verosimilitud del derecho invocado como fundamento de la pretensión principal; 

2) El temor fundado de que ese derecho se frustre o sufra menoscabo durante la sustanciación del proceso tendiente a tutelarlo; 

3) La prestación de una contracautela por parte del sujeto activo.

En primer lugar, el otorgamiento de una medida cautelar no requiere la prueba terminante y plena del derecho invocado, porque si así fuese podría ocurrir que, interin, se consumasen los hechos que precisamente tienden a impedir. Basta, la simple apariencia o verosimilitud del derecho, a cuyo efecto el procedimiento probatorio es meramente informativo y sin intervención de la persona contra la cual se pide la medida.

Toda medida cautelar se halla condicionada a la circunstancia de que exista un peligro en la demora, es decir, a la posibilidad de que, en caso de no adoptarse, sobrevenga un perjuicio o daño inminente que transformará en tardío el eventual reconocimiento del derecho invocado como fundamento de la pretensión. En ese riesgo reside el interés procesal que respalda a toda pretensión cautelar. No siempre es necesario que el peticionario de la medida acredite prima facie la existencia del peligro en la demora, pues median situaciones en las que éste se presume por las circunstancias del caso.

Finalmente, constituye presupuesto de las medidas cautelares que recaigan sobre bienes, el previo otorgamiento, por su beneficiario, de una caución que asegure a la otra parte el resarcimiento de los daños que aquellas pueden ocasionarle en la hipótesis de haber sido pedidas indebidamente. La contracautela, en tanto asegura al destinatario de la medida la efectividad del resarcimiento de los posibles daños, concreta en cierto modo la igualdad de las partes en el proceso, pues viene a contrarrestar la falta de contradicción inicial que caracteriza el proceso cautelar.

Caracteres.

Las medidas cautelares  son provisionales: “subsistirán (art. 202 CPN) mientras duren las circunstancias que la determinaron”, y “en cualquier momento en que éstas cesaren se podrá requerir su levantamiento”.

Constituyen un anticipo de la garantía jurisdiccional, y se hallan encaminadas a asegurar el resultado práctico de otro proceso, aquellas caducan con la sentencia que desestima la pretensión deducida por quien la obtuvo.

Pero la provisionalidad juega también durante el proceso principal, y aún antes de que éste haya sido iniciado. Ocurre lo primero cuando, al desaparecer las circunstancias que las determinaron, carece de razón de ser la necesidad de cautela.

En segundo lugar, las medidas cautelares son modificables o mudables, característica que debe apreciarse con referencia a la adaptación de la medida a las necesidades de cada caso en particular.

El art. 203 CPN concede al acreedor la facultad de pedir la ampliación, mejora o sustitución de la medida cautelar decretada, si justifica que ésta no cumple la función de garantía  a que está destinada.  La misma norma acuerda al deudor  la facultad de requerir la sustitución de una medida cautelar por otra que le resulte menos perjudicial, siempre que ésta garantice suficientemente le derecho del acreedor. El deudor también puede pedir la sustitución por otros bienes del mismo valor o la reducción del monto por el cual la medida ha sido trabada, si correspondiere. La resolución debe dictarse previo traslado a la otra parte por el plazo de 5 días, que el juez debe abreviar según las circunstancias.

Constituye una consecuencia de ésta característica de las medidas cautelares la facultad que el CPN acuerda al juez para que, a fin de evitar perjuicios o gravámenes innecesarios al titular de los bienes, disponga una medida distinta de la solicitada, o bien la limite, teniendo en cuenta la importancia del derecho que se intenta proteger (art. 204). Dicha facultad no puede ejercerse cuando la medida ya ha sido cumplida y notificada, en cuyo caso está a cargo del afectado pedir la correspondiente sustitución.

Finalmente, se vincula con el carácter mudable de las medidas cautelares la hipótesis contemplada en el art. 206 con referencia a la traba de alguna de ellas sobre bienes muebles, mercaderías o materias primas pertenecientes a establecimientos comerciales, fabriles o afines que los necesitaren para su funcionamiento, en cuyo caso el juez puede autorizar la realización de los actos necesarios para no comprometer el proceso de fabricación o de comercialización.

Clasificación.

El CPN reglamenta las siguientes medidas cautelares: 

· Embargo preventivo (arts. 209 a 220).

· Secuestro (art. 221).

· Intervención judicial (arts. 222 a 227).

· Inhibición general de bienes (art. 228).

· Anotación de litis (art. 229).

· Prohibición de innovar y de contratar (arts. 230 y 231).

· Y protección de personas (arts. 234 a 237).

Prevé las llamadas medidas cautelares genéricas o innominadas frente a aquellos supuestos en que no exista, entre las legisladas expresamente, una medida que satisfaga estrictamente la necesidad de cautela que puede presentarse en casos particulares (art. 232).

Las mencionadas pueden clasificarse en dos categorías que atienden conjuntamente a la materia sobre la cual versan (cosas o personas) y a la finalidad a la que persiguen. Se formula la siguiente clasificación:

1) Medidas para asegurar los bienes: entre éstas cabe distinguir las que atienden a asegurar la ejecución forzada (embargo preventivo, intervención sustitutiva del embargo, secuestro, inhibición general) de las que persiguen mantener un status quo respecto de bienes o cosas (prohibición de innovar y de contratar, anotación de litis e intervención de mera vigilancia).

2) Medidas para asegurar a las personas: pueden a su vez tener por objeto la guarda provisional de aquellas (art. 234) y la satisfacción de sus necesidades urgentes (art. 237).

Disposiciones Comunes:

Las medidas cautelares pueden ser perdidas antes o después de deducida la demanda, a menos que de la ley resulte que ésta debe entablarse previamente.

Es competente  para disponer ésta clase de medidas el juez que lo sea respecto de la pretensión principal.

La medida será válida siempre que haya sido dispuesta de conformidad con las prescripciones legales, pero no implicará prórroga de competencia. 

          Art. 196. Medida decretada por juez incompetente. Los jueces deberán abstenerse de decretar medidas precautorias cuando el conocimiento de la causa no fuese de su competencia.


Sin embargo, la medida ordenada por un juez incompetente será válida siempre que haya sido dispuesta de conformidad con las prescripciones de este Capítulo, pero no prorrogará su competencia.


El juez que decretó la medida, inmediatamente después de requerido, remitirá las actuaciones al que sea competente.

Contra cautela y Responsabilidad del Peticionario.

La Contra cautela es uno de los presupuestos de las medidas cautelares que versan sobre bienes, y consiste en la garantía que deben suministrar quienes las solicitan con el objeto de asegurar la reparación de los daños que aquellas pueden ocasionar al afectado, en el supuesto de haber sido decretadas indebidamente.

En art. 199 dispone: 



Art. 199. Contra cautela. La medida precautoria sólo podrá decretarse bajo la responsabilidad de la parte que la solicitare, quien deberá dar caución por todas las costas y daños y perjuicios que pudiere ocasionar en los supuestos previstos en el primer párrafo del artículo 208.


En los casos de los artículos 210, incisos 2 y 3, y 212, incisos 2 y 3, la caución juratoria se entenderá prestada en el pedido de medida cautelar.


El juez graduará la calidad y monto de la caución de acuerdo con la mayor o menor verosimilitud del derecho y las circunstancias del caso.


Podrá ofrecerse la garantía de instituciones bancarias o de personas de acreditada responsabilidad económica.
Con arreglo a lo dicho en ese párrafo se exime de prestar caución previa al solicitante en los casos de mayor verosimilitud como son los contemplados en las normas citadas, sino que reconoce su procedencia y la considera implícitamente prestada en el escrito mediante el cual se requiere la traba del embargo, evitándose de tal manera un trámite superfluo.

El art. 200 del CPN autoriza a prescindir de la caución cuando quien obtuvo la medida: 

1) Fuere la Nación, una provincia, una municipalidad o persona quien justifique ser reconocidamente abonada; 

2) Actuare con beneficio de litigar sin gastos.

En cualquier estado del proceso, la parte contra quien se ha hecho   efectiva una medida cautelar puede pedir que se mejore la caución probando sumariamente que es insuficiente. El juez debe resolver previo traslado a la otra parte, correspondiendo que la resolución se notifique por ministerio de la ley (art. 201).

El art. 208 , finalmente, dispone:


Art. 208. Responsabilidad. Salvo en el caso de los artículos 209, inciso l y 212, cuando se dispusiere levantar una medida cautelar por cualquier motivo que demuestre que el requirente abusó o se excedió en el derecho que la ley otorga para obtenerla, la resolución lo condenará a pagar los daños y perjuicios si la otra parte lo hubiere solicitado.


La determinación del monto se sustanciará por el trámite de los incidentes o por juicio sumario, según que las circunstancias hicieren preferible uno u otro procedimiento a criterio del juez, cuya decisión sobre este punto será irrecurrible.
Caducidad.

En  relación al supuesto de que las medidas cautelares se soliciten con anterioridad a la formulación  de la pretensión principal, el CPN ha adherido al sistema en cuya virtud aquellas caducan automáticamente si dentro del determinado plazo no se inicia el juicio correspondiente.

El art. 207 dispone que: 


Art. 207. Caducidad. Se producirá la caducidad de pleno derecho de las medidas cautelares que se hubieren ordenado y hecho efectivas antes del proceso, si tratándose de obligación exigible no se interpusiere la demanda dentro de los diez días siguientes al de su traba, aunque la otra parte hubiese deducido recurso. Las costas y los daños y perjuicios causados serán a cargo de quien hubiese obtenido la medida, y ésta no podrá proponerse nuevamente por la misma causa y como previa a la promoción del proceso; una vez iniciado éste, podrá ser nuevamente requerida si concurrieren los requisitos de su procedencia.

Las inhibiciones y embargos se extinguirán a los cinco años de la fecha de su anotación en el registro que corresponda, salvo que a petición de parte se reinscribieran antes del vencimiento del plazo, por orden del juez que entendió en el proceso.
La caducidad sólo puede operarse en la hipótesis de que la correspondiente medida cautelar se haga efectiva con anterioridad a la presentación de la demanda, y que no procede, en consecuencia, si se solicita en forma simultánea con la iniciación del proceso, aun cuando la demanda no se notifique dentro del plazo previsto para la caducidad.

En virtud de la correlación que existe entre las medidas cautelares y la Contracautela, se ha decidido que ésta caduca de pleno derecho si la petición resarcitoria no se formula dentro del plazo de caducidad correspondiente a aquellas, el cual se computa desde el momento en que, al quedar firme la sentencia que rechaza la demanda, la medida cautelar aparece trabada indebidamente.

Embargo Preventivo.

Concepto.

Constituye la medida cautelar en cuya virtud se afectan e inmovilizan uno o varios bienes de quien es o ha de ser demandado en un proceso de conocimiento (ordinario, sumario, sumarísimo o especial) o en un proceso de ejecución, a fin de asegurar la eficacia práctica de las sentencias que en tales procesos se dicten.

Entre el embargo ejecutivo y el embargo preventivo median las siguientes diferencias:

1) Mientras que el primero procede solamente en el caso de demandarse el cobro de una suma de dinero (art. 520), el segundo se halla autorizado para asegurar el cumplimiento tanto de  obligaciones de dar sumas de dinero como de obligaciones consistentes en dar una cosa cierta y determinada; 2) Si se trata de obligaciones de dar sumas de dinero el embargo ejecutivo, además, se halla condicionado al requisito de que tales sumas sean líquidas o fácilmente liquidables y exigibles, en tanto que no constituye óbice para el otorgamiento del embargo preventivo ni la iliquidez del crédito, ni la circunstancia de que éste se encuentre sujeto a condición o pendiente de plazo, siempre que, en ambos casos, la inminencia de un perjuicio para el acreedor; 3) A diferencia del embargo ejecutivo, el embargo preventivo siempre debe decretarse bajo la responsabilidad y caución del solicitante.

Casos en que Procede.


El Art. 209 del CPN dispone: 


Art. 209. Procedencia. Podrá pedir embargo preventivo el acreedor de deuda en dinero o en especie que se hallare en alguna de las condiciones siguientes:


1. Que el deudor no tenga domicilio en la República.


2. Que la existencia del crédito esté demostrada con instrumento público o privado atribuido al deudor, abonada la firma por información sumaria de dos testigos


3. Que fundándose la acción en un contrato bilateral, se justifique su existencia en la misma forma del inciso anterior, debiendo en este caso probarse además sumariamente el cumplimiento del contrato por parte del actor, salvo que éste ofreciese cumplirlo, o que su obligación fuese a plazo.


4. Que la deuda esté justificada por libros de comercio llevados en debida forma por el actor, o resulte de boleto de corredor de acuerdo con sus libros, en los casos en que éstos puedan servir de prueba, o surja de la certificación realizada por contador público nacional en el supuesto de factura conformada.


5. Que aun estando la deuda sujeta a condición o plazo, se acredite sumariamente que el deudor trata de enajenar, ocultar o transportar sus bienes, comprometiendo la garantía, o siempre que se justifique del mismo modo que por cualquier causa ha disminuido apreciablemente la solvencia del deudor, después de contraída la obligación.



Art. 210. Otros casos. Podrán igualmente pedir el embargo preventivo:


l. El coheredero, el condómino o el socio, sobre los bienes de la herencia del condominio, o de la sociedad, si acreditaren la verosimilitud del derecho y el peligro de la demora.


2. El propietario o locatario principal de predios urbanos o rústicos, haya o no contrato de arrendamiento, respecto de las cosas afectadas a los privilegios que le reconoce la ley. Deberá acompañar a su petición el título de propiedad o el contrato de locación o intimar al locatario para que formule previamente las manifestaciones necesarias.


3. La persona a quien la ley reconoce privilegios sobre ciertos bienes muebles o inmuebles, siempre que el crédito se justificare en la forma establecida en el artículo 209 inciso 2.

4. La persona que haya de demandar por acción reivindicatoria petición de herencia, nulidad de testamento o simulación respecto de la cosa demandada, mientras dure el juicio, y siempre que se presentaren documentos que hagan verosímil la pretensión deducida.
Procedimiento.


Art. 213. Forma de la traba. En los casos en que deba efectuarse el embargo, se trabará en la forma prescripta para el juicio ejecutivo. Se limitará a los bienes necesarios para cubrir el crédito que se reclama y las costas.


Mientras no se dispusiese el secuestro o la administración judicial de lo embargado, el deudor podrá continuar en el uso normal de la cosa.

Art. 214. Mandamiento. En el mandamiento se incluirá siempre la autorización para que los funcionarios encargados de ejecutarlo soliciten el auxilio de la fuerza pública y el allanamiento de domicilio en caso de resistencia y se dejará constancia de la habilitación de día y hora y del lugar.
Contendrá asimismo, la prevención de que el embargado debe abstenerse de cualquier acto  respecto de los bienes objeto de la medida, que pueda causar la disminución de la garantía del crédito, bajo apercibimiento de las sanciones penales que correspondan.

Cuando los bienes embargados fuesen muebles serán depositados a la orden judicial. Si se trata de los de la casa en donde vive el deudor y no estuviesen comprendidos entre los inembargables, aquel será constituido en depositario de ellos, salvo que por circunstancias especiales no fuese posible.

Los funcionarios encargados de la ejecución del embargo únicamente pueden suspenderlo cuando el deudor entregue la suma expresada en el mandamiento.

Secuestro.

Concepto y Requisitos.

Denomínese secuestro a la medida cautelar en cuya virtud se desapodera a una persona de un bien sobre el cual se litiga o se ha de litigar, o de un documento necesario para deducir una pretensión procesal.

Lo expuesto permite diferenciar adecuadamente el secuestro del embargo preventivo. Mientras que el primero recae sobre cosas ciertas y determinadas acerca de las cuales existe o ha de promoverse una controversia judicial, el segundo versa sobre cualquier bien que se encuentre en el patrimonio del deudor y cuya eventual realización permitirá satisfacer el crédito por el cual se procede.

Ambas medidas difieren también en lo que concierne a sus efectos, pues en tanto los bienes embargados pueden ser usados por el deudor, si éste ha sido nombrado depositario, tal facultad no existe en la hipótesis del secuestro, pues las cosas afectadas por la medida se ponen en manos de un tercero.

El secuestro puede solicitarse como medida subsidiaria del embargo o en forma  autónoma.

Procedimiento.

Acreditada la verosimilitud del derecho invocado por el solicitante, el juez debe disponer el secuestro y designar depositario a la institución oficial o persona que mejor convenga. Fijará, asimismo, su remuneración y ordenará el inventario, si fuese indispensable.

Inhibición General de Bienes.

Concepto.


Art. 228. Inhibición general de bienes. En todos los casos en que habiendo lugar a embargo éste no pudiere hacerse efectivo por no conocerse bienes del deudor, o por no cubrir éstos el importe del crédito reclamado, podrá solicitarse contra aquél la inhibición general de vender o gravar sus bienes, a la que se deberá dejar sin efecto siempre que presentase a embargo bienes suficientes o diere caución bastante.

El que solicitare la inhibición deberá expresar el nombre, apellido y domicilio del deudor, así como todo otro dato que pueda individualizar al inhibido, sin perjuicio de los demás requisitos que impongan las leyes.

La inhibición sólo surtirá efecto desde la fecha de su anotación salvo para los casos en que el dominio se hubiere transmitido con anterioridad, de acuerdo con lo dispuesto en la legislación general.

No concederá preferencia sobre las anotadas con posterioridad.

A diferencia del embargo, que recae sobre uno o más bienes del deudor, sean muebles o inmuebles, la inhibición constituye  una medida cautelar que se traduce en la interdicción de vender o gravar cualquier bien inmueble de que el deudor pueda ser propietario en el momento de anotarse la medida, o que adquiera en lo sucesivo, pues los escribanos no pueden sin orden judicial, otorgar escrituras traslativas de dominio o de constitución de derechos reales cuando surge, del certificado expedido en el registro de la propiedad, que existe anotada una inhibición respecto del titular del dominio.

La inhibición es una medida sucedánea del embargo, cuya procedencia se halla supeditada a la justificación del crédito en alguna de las formas que se han analizado al estudiar el embargo preventivo, y a la circunstancia de no concederse bienes del deudor, o de ser éstos insuficientes para cubrir el crédito reclamado.

Procedimiento.

Se decreta sin audiencia previa del presunto deudor, sin perjuicio del recurso que éste puede deducir dentro de los tres días siguientes al de la notificación de la medida (art. 198 CPN). Tampoco es necesaria la previa intimación de pago.

El que solicita la inhibición debe expresar el nombre, apellido y domicilio del deudor, así como todo otro dato que pueda individualizar al inhibido, sin perjuicio de los demás requisitos que impongan las leyes.

Además, constituye requisito de la inhibición que quien lo solicita preste la correspondiente contra cautela.

Efectos.

No afecta ni individualiza ningún bien determinado y su único efecto consiste en impedir que el deudor enajene o grave los inmuebles o muebles registrables que posea, o que adquiera posteriormente. La anotación de la inhibición constituye un medio tendiente a que el deudor, para obtener el levantamiento de la medida, pague, denuncie bienes o embargo o caucione la deuda.

Sustitución y Levantamiento.

La inhibición debe levantarse tan pronto como el deudor presente bienes suficientes a embargo o preste caución bastante (art. 228, párr. 1).

Los bienes ofrecidos a embargo deben, como lo aclara la norma, ser suficientes para cubrir el importe del crédito reclamado. Además, para el levantamiento de la inhibición no basta la denuncia de bienes  a embargo, siendo por lo tanto necesario que este se haya hecho efectivo.

Asimismo la inhibición, como todas las medidas cautelares, debe ser dejada sin efecto cuando se haya ordenado con prescindencia de los requisitos que condicionan  su procedencia, o cuando hayan desaparecido las circunstancias de hecho sobre cuya base se decretó (CPN, art. 202).

Extinción.

El art. 207, párr. 2, dispone que las inhibiciones se extinguen: “Las inhibiciones y embargos se extinguirán a los cinco años de la fecha de su anotación en el registro que corresponda, salvo que a petición de parte se reinscribieran antes del vencimiento del plazo, por orden del juez que entendió en el proceso”. La extinción se opera de pleno derecho, sin necesidad de declaración judicial alguna. Con la norma precedentemente citada coincide sustancialmente, el art. 37 de la ley 17.801.

Intervención Judicial.

Concepto y Clases.

Denomínese intervención judicial a la medida en cuya virtud una persona designada por el juez, en calidad de auxiliar de éste, interfiere en la actividad económica de una persona física o jurídica, sea para asegurar la ejecución forzada o para impedir que se produzcan alteraciones en el estado de los bienes.

Dentro de las primeras finalidades se encuentra ubicada la especie más simple de la intervención judicial, que es aquella que se dispone con el único objeto de que el interventor haga efectivo el embargo ya decretado (interventor, recaudador).

En lo concerniente a la segunda de las finalidades corresponde distinguir dos especies de intervención según que el interventor  designado deba limitarse a fiscalizar o controlar la administración de una sociedad o asociación (interventor fiscalizador) o bien deba desplazar al administrador de la correspondiente entidad, asumiendo facultades de dirección y gobierno en sustitución provisional de aquel. En éste último supuesto la intervención recibe el nombre de administración judicial.

 Los arts. 223 a 226 se ocupan de éstos:


Art. 223. Interventor recaudador. A pedido de acreedor y a falta de otra medida cautelar eficaz o como complemento de la dispuesta, podrá designarse a un interventor recaudador, si aquélla debiere recaer sobre bienes productores de rentas o frutos. Su función se limitará exclusivamente a la recaudación de la parte embargada, sin injerencia alguna en la administración.


El juez determinará el monto de la recaudación, que no podrá exceder del cincuenta por ciento de las entradas brutas; su importe deberá ser depositado a la orden del juzgado dentro del plazo que éste determine.


Art. 224. Interventor informante. De oficio o a petición de parte, el juez podrá designar un interventor informante para que dé noticia acerca del estado de los bienes objeto del juicio o de las operaciones o actividades, con la periodicidad que se establezca en la providencia que lo designe.


Art. 225. Disposiciones comunes a toda clase de intervención. Cualquiera sea la fuente legal de la intervención judicial y en cuanto fuere compatible con la respectiva regulación:


1. El juez apreciará su procedencia con criterio restrictivo; la resolución será dictada en la forma prescripta en el artículo 161.


2. La designación recaerá en persona que posea los conocimientos necesarios para desempeñarse atendiendo a la naturaleza de los bienes o actividades en que intervendrá; será, en su caso, persona ajena a la sociedad o asociación intervenida.


3. La providencia que designe al interventor determinará la misión que debe cumplir y el plazo de duración que sólo podrá prorrogarse por resolución fundada.


4. La contracautela se fijará teniendo en consideración la clase de intervención, los perjuicios que pudiere irrogar y las costas.


5. Los gastos extraordinarios serán autorizados por el juez previo traslado a las partes, salvo cuando la demora pudiere ocasionar perjuicios; en este caso, el interventor deberá informar al juzgado dentro de tercero día de realizados.


El nombramiento de auxiliares requiere siempre autorización previa del juzgado.

Art. 226. Deberes del interventor. Remoción. El interventor debe:


1. Desempeñar personalmente el cargo con arreglo a las directivas que le imparta el juez.


2. Presentar los informes periódicos que disponga el juzgado y uno final, al concluir su cometido.


3. Evitar la adopción de medidas que no sean estrictamente necesarias para el cumplimiento de su función o que comprometan su imparcialidad respecto de las partes interesadas o puedan producirle daño o menoscabo.


El interventor que no cumpliere eficazmente su cometido podrá ser removido de oficio; si mediare pedido de parte, se dará traslado a las demás y al interventor.

Anotación de Litis.

Concepto.

La anotación de litis es la medida cautelar que tiene por objeto asegurar la publicidad de los procesos relativos a bienes inmuebles, para el supuesto de que las sentencias que en ellos se dicten hayan de ser opuestas a terceros adquirentes del bien litigioso o a cuyo favor se constituya un derecho real sobre éste.

A diferencia del embargo preventivo, la anotación de litis no impide la libre disposición del bien, que puede ser gravado o enajenado por el demandado. Pero en la medida en que se configura un modo de dar a conocer la existencia de un litigio sobre aquél, descarta la posibilidad de que los terceros que se encuentran en alguna de las mencionadas condiciones puedan amparase en la presunción de buena be, principio general, establece el art. 2362 del cód. civil.

Requisitos.

El art. 229 dispone:  


Art. 229. Anotación de litis. Procederá la anotación de litis cuando se dedujere una pretensión que pudiere tener como consecuencia la modificación de una inscripción en el Registro correspondiente y el derecho fuere verosímil. Cuando la demanda hubiere sido desestimada, esta medida se extinguirá con la terminación del juicio.

Si la demanda hubiese sido admitida, se mantendrá hasta que la sentencia haya sido cumplida.
Prohibición de Innovar y de Contratar.

Prohibición de Innovar.

Las medidas cautelares precedentemente examinadas pueden no ser suficientes para prevenir el peligro de que, hallándose pendiente el proceso, cualquiera de las partes altere o modifique un determinado estado de hecho en forma tal de hacer imposible la ejecución o de desvirtuar la eficacia de la sentencia definitiva.

A la necesidad de conjurar ese riesgo responde la llamada “prohibición de innovar”, que es la medida en cuya virtud se ordena a una de las partes que se abstenga de alterar, mientras dure el proceso, la situación de hecho o de derecho existente en un momento determinado.

Básicamente, la medida encuentra justificación en las garantías constitucionales de la defensa en juicio y de igualdad ante la ley. Pero también halla fundamento en el principio de moralidad o en la buena fe con la cual deben proceder los litigantes.

Implica la prohibición de que se altere el estado de hecho existente al tiempo de iniciarse el proceso.

Procede en toda clase de juicios  (art. 230, párr. 1), y en cualquiera que sea la etapa en que éstos se encuentren. Pero es inadmisible contra otra de igual naturaleza, pues ello importaría frustrar la celeridad con que deben cumplirse las medidas cautelares. Tampoco procede para impedir el cumplimiento de una sentencia firme pronunciada por otro juez.

Prohibición de Contratar.

Para asegurar el resultado de un proceso en el cual se discuten derechos sobre determinados bienes respecto de los cuales medie el temor de que alguna  de las partes los ceda,  arriende o enajene a un tercero, existe una medida cautelar llamada “prohibición de contratar”, en cuya virtud el juez está facultado para ordenar que los eventuales interesados se abstengan de celebrar el contrato y para acordar publicidad a la prohibición.

El art. 231 dispone:


Art. 231. Prohibición de contratar. Cuando por ley o contrato o para asegurar la ejecución forzada de los bienes objeto del juicio, procediese la prohibición de contratar sobre determinados bienes, el juez ordenará la medida. Individualizará lo que sea objeto de la prohibición, disponiendo se inscriba en los registros correspondientes y se notifique a los interesados y a los terceros que mencione el solicitante.

La medida quedará sin efecto si quien la obtuvo no dedujere la demanda dentro del plazo de cinco días de haber sido dispuesta, y en cualquier momento en que se demuestre su improcedencia.
Protección de Personas.

Concepto.

Los arts. 234 a 237 CPN instituyen una medida cautelar dirigida a la protección de ciertas personas expuestas a peligros o amenazas sobre su integridad física o moral o sobre su libertad de determinarse en un asunto de orden privado.

El art. 234 dispone:


Art. 234. Procedencia. Podrá decretarse la guarda:


1. De mujer menor de edad que intentase contraer matrimonio, entrar en comunidad religiosa o ejercer determinada actividad contra la voluntad de sus padres o tutores.


2. De menores o incapaces que sean maltratados por sus padres, tutores, curadores o guardadores, o inducidos por ellos a actos ilícitos o deshonestos o expuestos a graves riesgos físicos o morales.


3. De menores o incapaces abandonados o sin representantes legales o cuando éstos estuvieren impedidos de ejercer sus funciones.


4. De los incapaces que estén en pleito con sus representantes legales, en el que se controvierta la patria potestad, tutela o curatela, o sus efectos.

 
Todas las medidas mencionadas revisten carácter provisional y están sujetas a lo que en definitiva se decida en los correspondientes procesos, en los cuales podrá disponerse, según sea el caso, el reintegro del menor a su domicilio legal o guarda definitiva.

Procedimiento.


Art. 235. Juez competente. La guarda será decretada por el juez del domicilio de la persona que haya de ser amparada, con intervención del asesor de menores e incapaces.

Cuando existiese urgencia o circunstancias graves, se resolverá provisionalmente sin más trámite.

Art.236. Procedimiento. En los casos previstos en el artículo 234, incisos 2, 3 y 4, la petición podrá ser deducida por cualquier persona, y formulada verbalmente ante el asesor de menores e incapaces, en cuyo caso se labrará acta con las menciones pertinentes, la que será remitida al juzgado que corresponda.

Art. 237. Medidas complementarias. Al disponer la medida, el juez ordenará que se entreguen a la persona a favor de quien ha sido ordenada, las ropas, útiles y muebles de su uso y profesión. Ordenará, asimismo, que se le provea de alimentos por el plazo de treinta días, a cuyo vencimiento quedarán sin efecto si no se iniciare el juicio correspondiente. La suma será fijada prudencialmente por el juez, previa vista a quien deba pagarlos y sin otro trámite.

Medidas Cautelares Genéricas.

Denomínese medidas cautelares genéricas o innominadas a aquellas que pueden ser dispuestas para satisfacer una necesidad de aseguramiento provisional específica, y a cuyo respecto resulten insuficientes o excesivas las medidas contempladas en la ley. El CPN prevé expresamente dichas medidas en tanto dispone que fuera de los casos previstos en los artículos precedentes quien tuviere fundado motivo para temer que durante el tiempo anterior al reconocimiento judicial de su derecho, éste pudiere sufrir un perjuicio inminente o irreparable podrá solicitar las medidas urgentes que, según las circunstancias, fueren más aptas para asegurar provisionalmente el cumplimiento de la sentencia (art. 232).

Cabe citar como ejemplos, a las diligencias de precaución o de seguridad que puede ordenar el juez  frente al pedido formulado por quien tema que de un edificio o de otra cosa derive un daño a sus bienes.

Incidentes.

Concepto y Clases.

Denomínese incidentes a todas las cuestiones contenciosas que puedan surgir durante el desarrollo del proceso y guarden algún grado de conexión con la pretensión o petición  que constituye el objeto de aquel.

Pueden clasificarse de acuerdo con un primer punto de vista, en autónomos y genéricos. Dentro de la primera categoría corresponde incluir a todas aquellas cuestiones que han sido objeto de una específica reglamentación legal en cuanto modo en que deben sustanciarse. 

Se hallan reglamentados en los arts. 175 a 187 CPN, el primero de los cuales establece, como principio general, que debe tramitar por las reglas previstas en ese grupo de normas “toda cuestión que tuviere relación con el objeto principal del pleito y no se hallare sometida a un procedimiento especial.

Desde el punto de vista de su gravitación en el trámite del proceso principal, los incidentes pueden ser suspensivos o no suspensivos la prosecución del proceso principal, salvo que aquel disponga lo contrario o que así lo resuelva el juez cuando lo considere indispensable por la naturaleza de la cuestión planteada. Tal situación es irrecurrible. (art. 176).

Requisitos y Procedimiento.

Es competente, para conocer de los incidentes, el juez que interviene en el proceso principal, regla que obedece, a una razón de conexidad.

Art. 177. Formación del incidente. El incidente se formará con el escrito en que se promoviere y con copia de la resolución y de las demás piezas del principal que lo motivan y que indicaren las partes, señalando las fojas respectivas, cuya confrontación hará el secretario o el oficial primero.

Art. 178. Requisitos. El escrito en que se planteare el incidente deberá ser fundado clara y concretamente en los hechos y en el derecho, ofreciéndose en él toda la prueba.

Art. 179. Rechazo "in limine". Si el incidente promovido fuere manifiestamente improcedente, el juez deberá rechazarlo sin más trámite. La resolución será apelable en efecto devolutivo.

Art.180. Traslado y contestación. Si el juez resolviere admitir el incidente, dará traslado por cinco días a la otra parte, quien al contestarlo deberá ofrecer la prueba.

El traslado se notificará personalmente o por cédula dentro de tercero día de dictada la providencia que lo ordenare.
Art.181. Recepción de la prueba. Si hubiere de producirse prueba que requiriese audiencia, el juez la señalará para una fecha que no podrá exceder de diez días desde que se hubiere contestado el traslado o vencido el plazo para hacerlo; citará a los testigos que las partes no puedan hacer comparecer por sí y adoptará las medidas necesarias para el diligenciamiento de la prueba que no pueda recibirse en dicha audiencia. Si no resultare posible su agregación antes de la audiencia, sólo será tenida en cuenta si se incorporase antes de resolver el incidente cualquiera sea la instancia en que éste se encontrare.

Art. 182. Prórroga o suspensión de la audiencia. La audiencia podrá postergarse o suspenderse una sola vez por un plazo no mayor de diez días, cuando hubiere imposibilidad material de producir la prueba que deba recibirse en ella.

Art. 183. Prueba pericial y testimonial. La prueba pericial, cuando procediere, se llevará a cabo por un solo perito designado de oficio. No se admitirá la intervención de consultores técnicos.

No podrá proponerse más de cinco testigos por cada parte y las declaraciones no podrán recibirse fuera de la jurisdicción, cualquiera fuere el domicilio de aquellos.

Art. 184. Cuestiones accesorias. Las cuestiones que surgieren en el curso de los incidentes y que no tuvieren entidad suficiente para constituir otro autónomo, se decidirán en la interlocutoria que los resuelva.

Art. 185. Resolución. Contestado el traslado o vencido el plazo, si ninguna de las partes hubiese ofrecido prueba o no se ordenase de oficio, o recibida la prueba, en su caso, el juez, sin más trámite, dictará resolución.

Art. 186. Tramitación conjunta. Todos los incidentes que por su naturaleza pudieren paralizar el proceso cuyas causas existieren simultáneamente y fuesen conocidas por quien los promueve, deberán ser articulados en un mismo escrito, siempre que sea posible su tramitación conjunta. Se desestimarán sin más trámite los que se entablaren con posterioridad.

Art. 187. Incidentes en procesos sumarios y sumarísimos. En los procesos sumario y sumarísimo, regirán los plazos que fije el juez, quien asimismo adoptará de oficio las medidas adecuadas para que el incidente no desnaturalice el procedimiento principal.

UNIDAD 16. PROCESOS ESPECIALES.

Generalidades.

Concepto.

Son aquellos procesos judiciales contenciosos que se hallan sometidos a trámites específicos, distintos del proceso ordinario.

Ese tipo de procesos puede clasificarse en plenarios rápidos o abreviados y sumarios.

Clases.

Excluidos los llamados procesos sumario y sumarísimo, cuya “especialidad”no ha impedido que el CPN los reglamente bajo el rubro genérico de los “procesos de conocimiento”, los distintos procesos que dicho ordenamiento contempla en el libro IV, relativo a los “procesos especiales”, son de dos clases: sumarios propiamente dichos y plenario rápidos. Revisten el carácter de proceso de conocimiento, y en su mayoría se sustancian conforme al procedimiento de los denominados juicios sumario y sumarísimo.

Son sumario propiamente dichos, los procesos  de interdictos, posesorios y de desalojo. Les corresponde tal designación porque, el conocimiento judicial no reviste, en este tipo de procesos, carácter pleno o total, sino fragmentario. 

Dentro de los que el nuevo código llama “procesos especiales” son plenarios rápidos o abreviados los de celebración de incapacidad e inhabilitación, alimentos y litisexpensas, rendición de cuentas, deslinde y división de cosas comunes. Resulta apropiado asignarles tal denominación porque esos procesos, de la misma manera que el ordinario y que la mayoría de los llamados sumario y sumarísimo, son idóneos a los fines de la discusión y resoluciones exhaustivas del conflicto que los motiva, y conducen, por ello, a la emisión de un pronunciamiento con eficacia de cosa juzgada en sentido material.

Interdictos y Pretensiones Posesorias.

Concepto y Clases.

Denomínese interdictos a aquellas pretensiones que nacen con motivo de la perturbación o desalojo de la posesión o tenencia de un bien mueble o inmueble, o de una obra nueva que afectare a un inmueble, y cuya finalidad consiste en obtener una decisión judicial que ampare o restituya la posesión o la tenencia u ordene la suspensión definitiva o destrucción de la obra.

El mismo origen y finalidad tienen las pretensiones posesorias, con la diferencia de que solo se acuerdan al poseedor que reúna los requisitos establecidos en los arts. 2473 y 2478 a 2481 CC, aunque, en la actualidad, como se verá, es discutible la autonomía de dichas pretensiones.

El CPN acuerda los interdictos de retener y de recobrar tanto al poseedor actual como al mero tenedor (arts. 610 y 614).

Además, el CPN somete a las pretensiones posesorias al trámite del juicio sumario, y a los interdictos al trámite del juicio sumarísimo, pero  descarta la posibilidad de que,  sustanciada y decidida una pretensión posesoria o un interdicto, la parte vencida plantee la cuestión posesoria en un proceso posterior, tal como lo establecía el código derogado.

En cuanto a las clases de interdictos admisibles, el CPN, dispone que aquellos sólo podrán intentarse: 

1) Para adquirir la posesión; 

2) Para retener la posesión o la tenencia; 

3) Para recobrar la posesión o tenencia; 

4) Para impedir una nueva obra (art. 606). 

Interdicto para Adquirir.

No tiene por objeto proteger la posesión o la tenencia, sino, por el contrario, conseguir la investidura en una posesión o tenencia que nunca se tuvo, no configura, en realidad, un verdadero interdicto. A diferencia de lo que ocurre con los restantes interdictos, la procedencia del interdicto de adquirir se halla supeditada a la demostración, por parte del peticionario, de su título o derecho a la posesión o a la tenencia.

Para que proceda el interdicto de adquirir el art. 607 dispone:


Art. 607. Para que proceda el interdicto de adquirir se requerirá: 

1. Que quien lo intente presente título suficiente para adquirir la posesión o la tenencia con arreglo a derecho. 

2. Que nadie tenga título de dueño o usufructuario de la cosa que constituye el objeto del interdicto. 

3. Que nadie sea poseedor o tenedor de la misma cosa.

Interdicto de Retener.


El interdicto de retener es la pretensión procesal mediante la cual quien ejerce la posesión o tenencia de una cosa mueble o inmueble, reclama el amparo judicial frente a actos que implican una perturbación potencial o efectiva de aquellas situaciones.


Para que proceda el interdicto de retener se requiere:


Art. 610. Procedencia. Para que proceda el interdicto de retener se requerirá:


1. Que quien lo intentare se encuentre en la actual posesión o tenencia de una cosa, mueble o inmueble.


2. Que alguien amenazare perturbarle o lo perturbase en ellas mediante actos materiales.

Para que proceda el 1º requisito viene a eliminar las divergencias doctrinarias y jurisprudenciales suscitadas durante la vigencia del código anterior acerca de la titularidad de la pretensión, pues la posesión sino también a quien ejerce la tenencia fundado en un título como la locación, la sublocación o el comodato.

Para el 2º requisito, los actos constitutivos de perturbación deben implicar una pretensión a la posesión o tenencia del bien, pero siempre que de ellos no resulte una exclusión absoluta del poseedor o tenedor, pues en tal hipótesis correspondería, no el interdicto de retener, sino el de despojo.

En segundo lugar, importa señalar que la perturbación o la amenaza deben traducirse en actos materiales, hallándose por lo tanto descartados, como fundamento de ésta clase de interdictos, los actos que comporten  una perturbación de derecho o jurídica.

El interdicto de retener no procede, contra resoluciones judiciales.

La demanda debe dirigirse contra quien el actor denuncie que lo perturba en la posesión o tenencia, sus sucesores o copartícipes, y su trámite es el del proceso sumarísimo.

 
Finalmente corresponde señalar que puede transformarse en interdicto de recobrar en el supuesto de que, durante el curso del primero, se produjere el despojo del demandado. Tal posibilidad se halla expresamente prevista por el art. 617, párr. 1 CPN.

Interdicto de Recobrar.

El interdicto de recobrar, denominado también interdicto de desalojo, es la pretensión procesal mediante la cual quien ejerce la posesión o tenencia de una cosa mueble o inmueble de la que ha sido total o parcialmente despojado, reclama judicialmente la restitución de esa posesión o tenencia. Para que proceda este interdicto el 614 prevé:


Art. 614. Procedencia. Para que proceda el interdicto de recobrar se requerirá:


1. Que quien lo intente, o su causante, hubiere tenido la posesión actual o la tenencia de una cosa mueble o inmueble.


2. Que hubiere sido despojado total o parcialmente de la cosa, con violencia o clandestinidad.

Mientras que el primero implica la desposesión en virtud de actos clandestinos y sólo procede a favor de quien ejerce la posesión jurídica, el segundo supone una desposesión producida por violencia y puede ser intentada por cualquier poseedor y aun por un mero tenedor. La norma es clara en el sentido de que la titularidad de la pretensión corresponde al poseedor con posesión jurídica, al poseedor actual y momentáneo y a quien ejerce la simple tenencia, y de que, por otro lado, el interdicto es procedente cuando el despojo se ha producido con violencia o clandestinidad.

Esta clase de interdicto requiere que haya mediado desapoderamiento efectivo, total o parcial, del bien sobre el que recae, no siendo suficiente, por lo tanto, la simple molestia o turbación en la posesión o tenencia, pues en tales hipótesis sería admisible el interdicto de retener.

Interdicto de Obra Nueva.

Es la pretensión procesal en cuya virtud el poseedor de un inmueble que es turbado en su posesión o tenencia por una obra nueva que afecta a ese bien, reclama que la obra se suspenda durante la tramitación del proceso y se orden destruir en la sentencia.

Tiene fundamento en los arts. 2498, 1499 y 2500 del Cód. Civil, y procede por lo tanto, si la turbación en la posesión o en la tenencia consisten en: 1) Una obra nueva que se comienza a hacer en el inmueble respecto del cual el demandado ejerce la posesión  o la tenencia; 2) La destrucción de las obras existentes en ese inmueble; 3) Una obra nueva que se comienza a hacer en otros inmuebles, siempre que la posesión o tenencia del actor sufra menoscabo que seda en beneficio del que ejecuta la obra nueva.

El art. 619 CPN legitima para promover este interdicto tanto al poseedor como al tenedor de un inmueble afectado por una obra nueva, y establece que la pretensión debe dirigirse contra el dueño de la obra y, si fuere desconocido, contra el director encargado de ella. El trámite es el del juicio sumarísimo.


Art. 619. Procedencia. Cuando se hubiere comenzado una obra que afectare a un inmueble, su poseedor o tenedor podrá promover el interdicto de obra nueva. Será inadmisible si aquélla estuviere concluida o próxima a su terminación. La acción se dirigirá contra el dueño de la obra y, si fuere desconocido, contra el director o encargado de ella. Tramitará por el juicio sumarísimo. El juez podrá ordenar preventivamente la suspensión de la obra.


Art. 620. Sentencia. La sentencia que admitiere la demanda dispondrá la suspensión definitiva de la obra o, en su caso, su destrucción y la restitución de las cosas al estado anterior, a costa del vencido.
Disposiciones Comunes a los Interdictos.

Es juez competente para conocer en los interdictos el del lugar en que esté situada la cosa sobra la cual versan.

En concordancia con lo dispuesto en los arts. 2456, 2493 y 4038 del Cód. Civil, el 621 CPN dispone que los interdictos de retener, de recobrar y de obra nueva no podrán promoverse después de transcurrido un año de producidos los hechos en que se fundaren.

Las sentencias que se dicten en los interdictos de adquirir, retener o recobrar no impiden el ejercicio de las pretensiones reales que pueden corresponder a las partes (art. 622).

Pretensiones Posesorias.

Cabe concluir que el trámite sumario al que el 623 sujeta las pretensiones posesorias, no comporta actualmente un rasgo distintivo con respecto de los interdictos, de manera que el poseedor o tenedor puede optar entre el trámite del juicio sumario y el del sumarísimo.

Procesos de Deslinde.

La pretensión de deslinde es aquella que puede deducir el poseedor de terrenos cuyos límites se hallan confundidos con los del terreno colindante, a fin de que los límites confusos se investiguen y se demarquen.

Dicha pretensión es una forma de poner fin al condominio forzoso que el art. 2746 del Cód. Civil instituye entre propietarios de inmuebles colindantes cuyos límites se encuentran en la condición mencionada, y da lugar a un proceso contencioso tendiente a obtener el pronunciamiento  de una sentencia que, con eficacia de cosa juzgada en sentido material, fije en forma definitiva la correspondiente línea divisoria. El deslinde supone la mensura, operación que en el respectivo proceso contencioso no sólo tiene por objeto ubicar el título en el terreno, sino también aclarar la confusión y deslinde de las heredades contiguas.

Constituye presupuesto de la pretensión de deslinde que no se conozca con certeza la línea divisoria entre los fundos colindantes. Si, por el contrario, existe controversia sobre el límite separativo,  mediando por lo tanto una zona litigiosa sobre las cuales las partes se atribuyen derechos mutuamente, no corresponde la pretensión de deslinde sino la revocatoria(art. 2747 C.C.).  Lo mismo ocurre en las hipótesis de haber desaparecido los mojones.

El deslinde puede ser judicial o extrajudicial. A la primera clase  se refiere el art. 2753 del C.C. en tanto prescribe que “el deslinde de los terrenos puede hacerse entre los colindantes por  acuerdo entre ellos que conste en escritura pública. Bajo otra forma será de ningún valor.  El acuerdo, la mensura y todos los antecedentes que hubiesen concurrido a formarlo deben presentarse al juez para su aprobación; y si fuere probado, la escritura otorgada por personas capaces y la mensura practicada, servirán en adelante como título de propiedad, siempre que no causare perjuicio a tercero. En lo sucesivo el acto puede únicamente ser atacado por las causas que permiten volver sobre una convención”.

En concordancia con la norma transcripta en 673 CPN dispone que:

Art. 673. Deslinde por convenio. La escritura pública en que las partes hubiesen efectuado el deslinde deberá presentarse al juez, con todos sus antecedentes. Previa intervención de la oficina topográfica se aprobará el deslinde, si correspondiere.


En cuanto al deslinde judicial el 2754 C.C. exige  que sea realizado por agrimensor y remite, en cuanto a la tramitación del juicio, a la “que prescriban las leyes de procedimiento”.


Es juez competente para conocer en esta pretensión el del lugar en que se encuentren situados los terrenos que deben ser objeto de deslinde.


El art. 674 CPN sujeta el trámite al juicio sumario.


Art. 674. Deslinde judicial. La acción de deslinde tramitará por las normas establecidas para el juicio sumario.


Si el o los demandados no se opusieren a que se efectúe el deslinde, el juez designará de oficio perito agrimensor para que realice la mensura. Se aplicarán, en lo pertinente, las normas establecidas en el Capítulo 1 de este Título, con intervención de la oficina topográfica.


Presentada la mensura, se dará traslado a las partes por diez días, y si expresaren su conformidad, el juez la aprobará estableciendo el deslinde. Si mediare oposición a la mensura, el juez, previo traslado y producción de prueba por los plazos que fijare, dictará sentencia.


Art. 675. Ejecución de la sentencia que dispone el deslinde. La ejecución de la sentencia que declare procedente el deslinde se llevará a cabo de conformidad con las normas establecidas en el artículo anterior. Si correspondiere, se efectuará el amojonamiento.

Alimentos y Litisexpensas.

Concepto.


El juicio de alimentos es aquel que tiende a satisfacer una pretensión fundada en la existencia de una obligación alimentaria.


Dicha obligación se encuentra instituida en el C.C. y tiene su fundamento en el vínculo de solidaridad que se supone entre los integrantes del núcleo familiar. Como regla, dicha obligación deriva del matrimonio o del parentesco, aunque en casos excepcionales puede reconocer otro origen.


De acuerdo con el 372 del C.C. la prestación de alimentos comprende lo necesario para la subsistencia, habitación y vestuario correspondiente a la condición del que la recibe, y también de lo necesario para la asistencia en las enfermedades.


Se deben alimentos a las siguientes persona: 1) Los cónyuges; 2) Los parientes por consanguinidad (los ascendientes y descendientes y los hermanos y medio hermano).; 3) Los pariente afines vinculados en primer grado.


Fuera de éstos casos en que la obligación alimentaria nace del matrimonio o del parentesco, aquella existe también en cabeza del donatario y a favor del donante, cuando la donación ha sido sin cargo y este último careciera de medios de subsistencia, así como la hipótesis del legado de alimentos.

Requisitos de la Pretensión.


Quien reclama el cumplimiento de la obligación alimentaria nacida del matrimonio o parentesco debe acreditar 1) El vínculo; 2) La necesidad, es decir, la falta de medios para procurarse los alimentos y la posibilidad de adquirirlos con su trabajo; 3) El caudal económico del obligado.

El vínculo debe justificarse mediante las correspondientes partidas que prueben el matrimonio o el parentesco. En el caso de que la pretensión se dirija contra un pariente alterando el orden de prelación fijada por la ley, es preciso acreditar, también, la imposibilidad en que se encuentran de prestar alimentos de aquel o aquellos que lo preceden.

En lo que se refiere al segundo requisito corresponde aclara, que tratándose de cónyuges, aquel no rige  cuando se trata de los alimentos provisionales  que se deben fijar durante la tramitación del juicio de separación personal o de divorcio vincular.

Este requisito juega, luego de decretada la separación o el divorcio, en el caso de que cualquiera de los cónyuges, haya o no declaración de culpabilidad en la sentencia, solicita al otro la prestación de alimentos y acredite la carencia de recursos propios suficientes y la imposibilidad razonable de procurárselos.

Es indispensable acreditar el caudal económico de la parte demandada. Sin embargo, se ha decidido que cuando ello resulte imposible, como ocurre, por ejemplo, en el supuesto de personas que trabajan en forma independiente y sobre cuyos ingresos no puede ejercerse ningún control, corresponde fijar una cuota que cubra las necesidades mínimas de subsistencia. Es también admisible computar la prueba de presunciones.

El art. 638 del CPN, dispone que la persona que solicita la fijación de una cuota alimentaria, al promover el correspondiente proceso, debe:


Art. 638. Recaudos. La parte que promoviere juicio de alimentos deberá, en un mismo escrito:


1. Acreditar el título en cuya virtud los solicita.


2. Denunciar, siquiera aproximadamente, el caudal de quien deba suministrarlo.


3. Acompañar toda la documentación que tuviere en su poder y que haga a su derecho, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 333.


4. Ofrecer la prueba de que intentare valerse.


Si se ofreciere prueba testimonial, los testigos declararán en primera audiencia.

Procedimiento.


Formulada la pretensión, el juez debe ordenar inmediatamente todas las medidas probatorias que se hayan ofrecido, y señalar una audiencia dentro de un plazo que no puede exceder de 10 días contados desde la fecha de la presentación. En esa audiencia, a la que deben comparecer personalmente las partes y el representante del ministerio pupilar si existen menores, el juez debe procurara que aquellas lleguen a un acuerdo directo. En este caso la homologara en ese mismo acto, poniendo fin al juicio (art. 639 CPN).


El código contempla distintas sanciones para el supuesto de inasistencia injustificada a la audiencia mencionada, distinguiendo según se trate de la parte a quien se le requieren los alimentos o de quien los solicita.


En el primer caso, es decir, cuando quien no comparece sin causa justificada es el alimentante, en ese mismo acto el juez debe aplicarle una multa a favor de la otra parte, que fijará entre determinadas sumas y cuyo importe debe depositarse dentro del tercero día desde la fecha que se notificó la providencia que la impulsó.

Litisexpensas.


Consisten en la suma de dinero que el beneficiario de los alimentos tiene derecho a solicitar a quien deba suministrárselo, con el objeto de atender a los gastos de un juicio determinado, como puede ser, por ejemplo, el divorcio.

El derecho de solicitar las litisexpensas nace de lo dispuesto en los arts. 375 y 1295 del C.C.


Tiene carácter provisional y su obtención se halla sujeta al cumplimiento de los recaudos establecidos con respecto a los alimentos. En los juicios de divorcio, se ha decidido que corresponde la paralización de los procedimientos hasta que se verifique el pago de la suma fijada en concepto de litisexpensas. Dicha suma, por otra parte, debe cubrir los gastos ordinarios del juicio, con exclusión de los honorarios profesionales.


La demanda por litisexpensas se sustancia de acuerdo con las normas que rigen el juicio de alimentos (CPN, art. 651).

Procesos de Usucapión.

Adquisición de Inmuebles por Prescripción.


Tiene como objeto la pretensión consistente en obtener, mediante el pronunciamiento de una sentencia declarativa, un título supletorio de dominio a favor de quien ha poseído un bien inmueble durante el plazo y en las condiciones previstas por el art. 4015 del C.C.


Es competente para conocer de la pretensión el juez del lugar donde esté situada la cosa litigiosa.


El proceso es de carácter contencioso y debe sustanciarse con quien resulte titular del dominio de acuerdo con las constancias del Catastro, Registro de la Propiedad o cualquier otro registro oficial del lugar del inmueble, cuya certificación sobre el particular debe acompañarse con la demanda. Si no es posible establecer con precisión quien figura como titular al tiempo de promoverse la demanda, debe procederse en la forma que los códigos de procedimientos señalan para la citación de personas desconocidas.


Con la demanda debe acompañarse, además de la mencionada certificación, plano de mensura suscripto por el profesional autorizado y aprobado por la oficina técnica respectiva, si la hubiese en la jurisdicción.


En éste proceso se admite toda clase de pruebas, pero el fallo no puede basarse exclusivamente en la testimonial, lo cual no implica, según la jurisprudencia, una descalificación de esa prueba ni su relegamiento a un rol secundario, requiriéndose, en cambio, que aquella resulte comprobada por otros elementos del juicio objetivados e independientes.


A los fines probatorios debe ser considerado el pago, por parte del poseedor, de impuestos o tasas que graven el inmueble, aunque los recibos no figuren a nombre de quien invoca la posesión. A éste respecto se ha decidido que no es necesario que dicho pago se haya efectuado durante todo el transcurre de la posesión, motivo por el cual, aun cuando los impuestos se hayan satisfecho de una sola vez y en tanto las restantes pruebas corroboren con precisión los términos de la demanda, debe hacerse lugar a la declaración de prescripción requerida, aunque también se resolvió que carece de valor probatorio el pago simultáneo de impuestos atrasados poco tiempo antes de  interponerse la demanda y con mayor razón una vez iniciado el proceso, pues tal conducta autoriza a suponer que medió la intención de llenar una formalidad para colocarse al amparo del régimen legal.

Amparo.


Conforme al concepto emergente de la ley 16.986, que a su ves resumió la doctrina elaborada por la Corte Suprema a partir de los casos “Siri” y  “Kot”, el amparo era el proceso que tenían por objeto la pretensión tendiente a que se deje sin efecto un acto u omisión de autoridad o ilegalidad manifiesta, los derechos o garantías explícita o implícitamente reconocidos por la C.N., con excepción de la libertad individual, tutelada por el habeas hábeas.


El art. 43 de la Constitución Reformada en 1994 amplió ese concepto en tanto que, por un lado, extendió la admisibilidad de la pretensión de que se trata a la protección de derechos y garantías reconocidas por un “tratado o una ley” y, por otro, otorgó rango normativo equivalente al amparo contra actos u omisiones provenientes de sujetos privados, al que son aplicables las reglas que el CPN prevé respecto del proceso sumarísimo (art. 321, Inc. 1).


El art. 2° de la ley 16.986 excluye la admisibilidad de la pretensión de amparo cuando:


1) Existan recursos o remedios judiciales o administrativos que permitan obtener la protección del derecho o garantía constitucional de que se trate; 2) El acto impugnado emana de un órgano del Poder Judicial o haya sido adoptada por la expresa aplicación de la ley 16.970; 3) La intervención judicial comprometiera directa o indirectamente la regularidad, continuidad y eficacia de la prestación de servicio público, o el desenvolvimiento de actividades esenciales del Estado; 4) La determinación de la eventual invalidez del acto requiriese una mayor amplitud de debate o de prueba o la declaración de inconstitucionalidad de leyes, decretos u ordenanzas; 5) La demanda no hubiese sido presentada dentro de los 15 días hábiles a partir de la fecha en que el acto fue ejecutado o debió producirse.


Tiene competencia para conocer de ese tipo de pretensiones el juez de primera instancia  con jurisdicción en el lugar en que el acto se exteriorice o tuviere o pudiere tener efecto. 


La titularidad de la pretensión corresponde a toda persona individual o jurídica, y aun a las simples asociaciones cuyos estatutos  no contraríen una finalidad de bien público.

Procesos Arbitrales.

Generalidades.

Concepto.

Junto con el proceso judicial, que constituye el proceso por antonomasia, la ley admite la posibilidad de que las partes sometan a la decisión de sus diferencias a uno o más jueces privados, a los cuales se denomina árbitros o amigables componedores según que, respectivamente, deban o no sujetar su actuación a formas determinadas y fallar con arreglo a las normas jurídicas.


Están constituidas por cualquier género de pretensiones, aún aquellas que hayan sido planteadas ante un tribunal de justicia y cualquiera sea el estado en que se encuentre el correspondiente proceso (art. 736, párr. 1 del CPN).


Están autorizados a someter a la decisión arbitral toda cuestión entre partes.


Carecen de poder para decretar medidas compulsorias y de ejecución, los cuales deben ser cumplidos por los jueces ordinarios, a requerimiento de aquellos (art. 753 CPN).

Clases de Arbitraje.


Puede clasificarse atendiendo, por una parte, a su origen y, por otra parte, a las formas y al modo en que deben dirimirse las cuestiones que a aquel se someten.


Desde el punto de vista de su origen, el arbitraje puede ser voluntario u obligatorio. Es voluntario cuando las partes, espontáneamente, se sometan a él mediante la celebración de un compromiso sin que exista, como antecedente, un acuerdo de voluntades en el que se haya estipulado la exigibilidad de dicho acto. Es, en cambio, cuando la celebración del compromiso arbitral es exigible en virtud de una disposición de la ley que lo impone (arbitraje obligatorio o legal) o de un convenio anterior en el cual las partes lo han previsto como medio de solucionar sus diferencias (arbitraje convencional).


Atendiendo a la forma y al modo en que deben sustanciarse y decidirse las cuestiones sometidas a arbitraje, éste puede clasificarse sobre la base de que sea realizado por árbitros de derecho (árbitros iuris), o por amigables componedores. La diferencia existente entre ambas categorías reside en que mientras que los primeros deben observar el procedimiento del juicio ordinario o del juicio sumario, salvo que las partes hubiesen convenido otro, y el laudo que dicten coincide, en cuanto a sus formas y contenido, con las sentencias judiciales (arts. 751 y 754 CPN), los segundos pueden proceder sin sujeción a formas legales, respetando el derecho de defensa de las partes.

Naturaleza Jurídica.


La doctrina se halla dividida en cuanto en cuanto a la determinación de la naturaleza jurídica del arbitraje, pues mientras algunos sostiene que los árbitros son mandatarios de las partes, otros consideran que aquellos ejercen facultades jurisdiccionales.


La tesis del mandato resulta desechable no bien se advierte que el contenido del laudo arbitral no comporta la ejecución de instrucciones impartidas por las partes, sino que constituye una decisión adoptada unilateralmente por los árbitros, con prescindencia de toda intervención de aquellas, que se encuentran obligadas a acatarlo. 


Carecen de la potestad de imponer coactivamente el cumplimiento de sus decisiones, existen dos notas esenciales que fundamentan el carácter jurisdiccional del arbitraje, y son:


1) Que los árbitros posean atribuciones para decidir “toda cuestión entre partes”, con la excepción del art.: Art. 737. Cuestiones excluidas. No podrán comprometerse en árbitros, bajo pena de nulidad, las cuestiones que no pueden ser objeto de transacción.


2) Que el laudo arbitral participa de la obligatoriedad que caracteriza a los actos de la autoridad; y que esa obligatoriedad en modo alguno puede asimilarse a la que también reviste el negocio jurídico, pues aquel no es emitido por los árbitros en calidad de partes, sino en calidad de terceros a quienes el ordenamiento jurídico otorga, con la condición de que se verifique una declaración bilateral de voluntad (compromiso), la función pública consistente en dirimir un conflicto.

Compromiso Arbitral.


Denomínese compromiso arbitral al convenio en cuya virtud las partes especifican las cuestiones a decidir mediante el arbitraje, designan a los árbitros y determinan los requisitos del procedimiento y del laudo. Se trata de un contrato, sujeto como tal a los requisitos generales establecidos en el C.C., y constituye, además, junto con la aceptación del encargo por parte de los árbitros, un presupuesto del proceso arbitral.

Forma y Contenido del Proceso Arbitral.


Debe formalizarse por escritura pública o instrumento privado, o por acta extendida ante el juez de la causa o ante aquel a quien hubiese correspondido su conocimiento (art. 739 CPN). 


Art. 739. Forma del compromiso. El compromiso deberá formalizarse por escritura pública o instrumento privado, o por acta extendida ante el juez de la causa, o ante aquél a quien hubiese correspondido su conocimiento.


El contenido se halla constituido por dos clases de enunciaciones: obligatorias y facultativas. El Art. 740 dispone: 


Art. 740. Contenido. El compromiso deberá contener, bajo pena de nulidad: 


1. Fecha, nombre y domicilio de los otorgantes.


2. Nombre y domicilio de los árbitros, excepto en el caso del artículo 743.


3. Las cuestiones que se sometan al juicio arbitral, con expresión de sus circunstancias.


4. La estipulación de una multa que deberá pagar, a la otra parte, la que dejare de cumplir los actos indispensables para la realización del compromiso.


Art. 741. Cláusulas facultativas. Se podrá convenir, asimismo, en el compromiso:


1. El procedimiento aplicable y el lugar en que los árbitros hayan de conocer y fallar. Si no se indicare el lugar, será el de otorgamiento del compromiso.


2. El plazo en que los árbitros deben pronunciar el laudo.


3. La designación de un secretario, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 749.


4. Una multa que deberá pagar la parte que recurra del laudo, a la que lo consienta, para poder ser oído, si no mediase la renuncia que se menciona en el inciso siguiente.


5. La renuncia del recurso de apelación y del de nulidad, salvo los casos determinados en el artículo 760.

Extinción del compromiso:


El compromiso arbitral cesa en sus efectos:


a) Por decisión unánime de los que lo contrajeron.


b) Por el transcurso del plazo señalado en el compromiso, o del legal en su defecto, sin perjuicio de la responsabilidad de los árbitros por daños e intereses, si por su culpa hubiese transcurrido inútilmente el plazo que corresponda, o del pago de una multa que deberá pagar, a la otra parte, la que dejare de cumplir los actos indispensables para la realización del compromiso.


c) Si durante 3 meses las partes o los árbitros no hubiesen realizado ningún acto tendiente a impulsar el procedimiento.

Laudo.

Es la decisión definitiva de los árbitros o amigables componedores sobre las cuestiones comprendidas en el compromiso.

Aunque no se trata de un acto jurídico emanado de un órgano del Estado en sentido jurídico material, el laudo es sustancialmente equiparable a una sentencia, pues participa de su mismo carácter imperativo y posee, una vez firme o ejecutoriado, la autoridad de la cosa juzgada.

UNIDAD 17. PROCESOS VOLUNTARIOS.

Generalidades.

Concepto.

El objeto de los procesos voluntarios está constituido por una petición procesal extra contenciosa en cuya virtud se reclama, ante un órgano judicial y en interés del propio peticionario, la emisión de un pronunciamiento que constituya, integre o acuerde eficacia a determinado estado o relación jurídica privada. Se expresó también que dicha petición se diferencia de la pretensión en que no persigue una decisión entre dos partes, sino solamente con relación al sujeto o sujetos que reclaman el ejercicio de la actividad judicial en el caso concreto. De allí que se dijera que en el proceso voluntario el concepto de parte debe ser sustituido por el peticionario y el de la demanda por el de solicitud.

Es preciso recordar que la oposición de un interesado legítimo o de las discrepancias que se susciten entre los propios peticionarios, transforman, total o parcialmente, el proceso voluntario en contencioso.

Clases.

El CPN regula como voluntarios a los procesos que versan sobre las siguientes materias: 1) Autorización para contraer matrimonio; 2) Discernimiento de tutela y curatela; 3) Autorización para comparecer en juicio y ejercer actos jurídicos; 4) Examen de los libros por el  socio; 5) Reconocimiento, adquisición y venta de mercaderías.

Declaración de Incapacidad e Inhabilitación.

Concepto y Caracteres.

Las causas de incapacidad previstas por la ley de fondo pueden operarse ipso facto, como ocurre en el caso de las personas por nacer o menores de  edad o bien  a través de un pronunciamiento judicial constitutivo de la incapacidad. Tal es el caso de los dementes, o sea de las personas que por causa de enfermedades mentales no tengan aptitud para dirigir su persona o administrar sus bienes (art. 141 C.C.) y de los sordomudos que no puedan darse a entender por escrito (art. 153 C.C.). con relación a los primeros el art. 140 C.C. establece que ninguna persona  será habida por demente..... sin que la demencia sea previamente verificada y declarada por juez competente; y respecto de los segundos, el art. 154 del mismo código condiciona la incapacidad a la declaración oficial de sordomudez.

Por otra parte, el art. 152 bis C.C establece que podrá inhabilitarse judicialmente:

1) A quienes por embriaguez habitual o uso de estupefacientes están expuestos a otorgar actos jurídicos perjudiciales a su persona o patrimonio.

2) A los disminuidos en sus facultades cuando sin llegar al supuesto previsto en el art. 141 del código (demencia), el juez estime que del ejercicio de su plena capacidad pueda resultar presumiblemente daño a su persona o patrimonio.

A quienes por prodigalidad en los actos de administración y disposición de sus bienes expusieren a su familia a la perdida del patrimonio.

Tales causas sólo pueden  tenerse por configuradas mediante una decisión judicial que reviste, carácter constitutivo.

Los procesos de incapacidad o de inhabilitación tienen los siguientes caracteres:

 Son procesos contenciosos, no voluntarios, pues la pretensión que los origina plantea la existencia de un conflicto.

Son procesos de conocimiento porque tienden  a esclarecer, mediante una declaración de certeza, la situación jurídica invocada como fundamento de la pretensión.

Declaración de Demencia.

Fue la ley 14.237 el primer ordenamiento que, llenando un vacío del código derogado, reglamentó el proceso de declaración de incapacidad por demencia. Las disposiciones contenidas en dicha ley fueron a su vez modificadas por el decreto ley 23.398/56, y las contenidas en este último por los arts. 624 a 635 del CPN.

Las normas relativas a la declaración de incapacidad por demencia son aplicables, en lo pertinente, a los procesos de declaración de incapacidad por sordomudez (CPN, art. 637) y de la declaración de inhabilitación a que se refiere el art. 152 bis, incs. 1° y 2° C.C.

Apertura del Proceso.

De acuerdo con el 144 del C.C. están legitimados para pedir la declaración de demencia: 1) El ministerio de menores; 2) Los parientes del demente; 3) El ministerio de menores; 4) El respectivo cónsul, si el demente fuere extranjero; 5) Cualquier persona del pueblo, cuando el demente fuere furioso o incomode a los vecinos.

Tales personas deben presentarse ante el juez competente exponiendo los hechos y acompañando certificados de dos médicos relativos al estado mental del presunto insano y su peligrosidad actual (CPN, art. 624).

Puede ocurrir que el presunto incapaz se niegue a someterse al examen médico o que exista urgencia en promover el proceso. En esa hipótesis el art. 625 CPN autoriza a prescindir del certificado, debiendo el juez requerir la opinión de dos médicos forenses a fin de que se expidan dentro del plazo de las 48 horas. El juez puede ordenar la internación del presunto incapaz por igual plazo, si fuere indispensable para su examen.

Si al tiempo de formularse la denuncia el presunto insano se encuentra internado, el juez debe tomar conocimiento directo de aquel y adoptar las medidas necesarias para resolver si debe o no mantenerse la internación (art. 630).

Una vez cumplidos los recaudos, el juez debe conferir  vista al asesor de menores e incapaces, quien es parte esencial en el proceso en virtud de lo dispuesto por el art. 147 C.C. Pero debe tenerse en cuenta que aquel funcionario solo es parte en la sustanciación del proceso de insania,  más no en otros procesos en que el presunto insano intervenga como actor o demandado.

Evacuada la vista por el ministerio público pupilar, y si la renuncia resulta prima facie admisible, el juez debe dictar una resolución, que se notifica personalmente al presunto incapaz, en la que corresponde efectuar el nombramiento de un curador provisional, fijar el plazo probatorio y designar a tres  médicos psiquiatras o legistas para que se expidan sobre el estado mental del denunciado (CPN, art. 626).

El nombramiento del curador provisional debe recaer en un abogado de la matrícula (CPN, art. 626, inc. 1°). La misión principal de aquel consiste en representar y defender al presunto incapaz.

La función del curador es meramente provisional, pues subsiste hasta que se discierna la curatela definitiva  o se desestime la demanda (art. 626, inc. 1). Como ocurre en el caso del asesor de menores e incapaces, sus funciones se circunscriben al trámite del proceso de insania y carece por tanto de facultades para representar al denunciado como demente en otros procesos,  desde que éste, en principio, puede intervenir personalmente o en ellos  hasta que su incapacidad halla sido judicialmente declarada.

En la providencia de apertura del proceso corresponde, la fijación de un plazo probatorio. Su duración no puede exceder de treinta días, y dentro de él deben producirse todas las pruebas (art. 626, inc. 2°). Comienza a correr desde que queda firme la providencia de apertura del proceso, situación que se produce una vez transcurrido el plazo para deducir recurso de apelación o notificada la resolución confirmatoria de aquella providencia.   

El inc. 3 del art. 626 establece: La designación de oficio de tres médicos psiquiatras o legistas, para que informen, dentro del plazo preindicado, sobre el estado actual de las facultades mentales del presunto insano. Dicha resolución se notificará personalmente a aquél.

En el supuesto de que el presunto insano carezca de bienes o éstos sólo alcancen para la subsistencia , circunstancias que corresponde justificar sumariamente, el nombramiento del curador provisional debe recaer en el curador oficial de alienados, y el de psiquiatras o legistas, en médicos forenses (art. 628). Tal justificación no implica, sin embargo, la necesidad de gestionar y obtener la concesión del beneficio para litigar sin gastos.

En la hipótesis de que la demencia aparezca notoria e indudable el juez debe optar, de oficio, las medidas previstas en el 148 C.C. (CPN art. 629)., las cuales consisten en la recaudación de los bienes del denunciado y en su entrega, bajo inventario , a curador provisional para que los administre. El art. 629 CPN establece aquella hipótesis de que el juez debe decretar la inhibición general de bienes y las providencias que crea convenientes para asegurar la indisponibilidad de los bienes muebles y valores. Si se trata de un presunto demente que ofrece peligro para sí y los terceros, el juez debe ordenar su internación en un establecimiento público o privado. En este caso el juez puede ordenar, atendiendo a las circunstancias, que el curador provisional y el asesor de menores visiten periódicamente al internado e informen sobre la evolución de su enfermedad y régimen de atención a que se encuentra sometido.

Procedimiento.

Durante el período probatorio cabe cualquier tipo de prueba. El denunciante únicamente puede aportar pruebas que acrediten los hechos que hubiese invocado, y el presunto insano las que hagan a la defensa de su capacidad (CPN, art. 627).

Procede la producción de la prueba testimonial, informativa, etc. Es inadmisible, sin embargo, exigir la absolución de posiciones del presunto incapaz, pues ello implicaría desvirtuar la naturaleza indisponible de los derechos que se controvierten en esta clase de procesos.

La única prueba de producción indispensable es la pericia médica.

Dicha prueba debe producirse en el plazo previsto por el art. 626, inc 2°.

Art. 631. Calificación médica. Los médicos, al informar sobre la enfermedad, deberán expedirse con la mayor precisión posible, sobre los siguientes puntos:


1. Diagnóstico.


2. Fecha aproximada en que la enfermedad se manifestó. 


3. Pronóstico.


4. Régimen aconsejable para la protección y asistencia del presunto insano.


5. Necesidad de su internación.

Art. 632. Traslado de las actuaciones. Producido el informe de los facultativos y demás pruebas, se dará traslado por cinco días al denunciante, al presunto insano y al curador provisional y, con su resultado, se dará vista al asesor de menores e incapaces.
Art. 150. Plazo y carácter. El plazo para contestar vistas y traslados, salvo disposición en contrario de la ley, será de cinco días. Todo traslado o vista se considerará decretado en calidad de autos, debiendo el juez o tribunal dictar resolución sin más trámite.

La falta de contestación del traslado no importa consentimiento a las pretensiones de la contraria.

Evacuada la vista por dicho funcionario comienza a correr el plazo para dictar sentencia.

Art. 633. Sentencia. Supuesto de inhabilitación. Recursos. Consulta. Antes de pronunciar sentencia y si las particularidades del caso lo aconsejaren, el juez hará comparecer al presunto demente a su presencia o se trasladará a su domicilio o lugar de internación.

La sentencia se dictará en el plazo de quince días a partir de la contestación de la vista conferida al asesor de menores e incapaces o, en su caso, del acto a que se refiere el párrafo anterior.

Si no se verificare la incapacidad, pero de la prueba resultare inequívocamente que del ejercicio de la plena capacidad pudiere resultar daño a la persona o al patrimonio de quien sin haber sido hallado demente presenta disminución de sus facultades, el juez podrá declararlo inhabilitado en la forma y con el alcance previstos en el art.152 bis del CC. En este caso, o si se declarase la demencia, se comunicará la sentencia al Registro del Estado Civil y Capacidad de las Personas.

La sentencia será apelable dentro de quinto día por el denunciante, el presunto demente o inhabilitado, el curador provisional y el asesor de menores.

En los procesos de declaración de demencia, si la sentencia que la decreta no fuere apelada se elevará en consulta. La cámara resolverá previa vista al asesor de menores e incapaces, sin otra sustanciación.

Sentencia, recursos e inhabilitación:

La sentencia debe dictarse en el plazo de quince días contados desde la contestación de la vista por parte del asesor de menores e incapaces o bien desde que el juez tomó contacto con el presunto demente (CPN, art. 632, párr. 2). Corresponde, comunicar el fallo al registro civil y de capacidad de las personas (633, párr. 3).

Si hace lugar a la denuncia, el juez debe proveer al incapaz de un curador definitivo para que se haga cargo del cuidado de su persona y de la administración de sus bienes. La elección de la persona del curador compete al juez, con excepción de los casos en que la ley establece cuales son las personas llamadas a ejercer la curatela.

En el supuesto de que el declarado incapaz deba permanecer internado, el juez, atendiendo a las circunstancias de cada caso, puede también disponer que el curador definitivo y el asesor de menores e incapaces visiten periódicamente al internado e informen sobre la evolución de su enfermedad y régimen de atención a que se encuentre sometido. Puede disponer, asimismo, que el director del establecimiento informe periódicamente acerca de los mismos hechos (CPN, art. 636).

La sentencia produce eficacia de cosa juzgada en el sentido material. No obsta a ello que el declarado demente pueda obtener su rehabilitación en su proceso posterior, pues aquella sólo puede fundarse en circunstancias sobrevinientes a la sentencia que declaró la interdicción.    

Las costas son a cargo del denunciante si el juez considera inexcusable el error en que hubiese incurrido al formular la denuncia, o si ésta fuere maliciosa (art. 634, párr. 1°).

633, párr. 4 dice: La sentencia será apelable dentro de quinto día por el denunciante, el presunto demente o inhabilitado, el curador provisional y el asesor de menores.

El recurso debe ser concedido en relación y en efecto suspensivo (CPN, arts. 243, párrs. 2° y 3°).

En los procesos de declaración de demencia, si la sentencia que la decreta no fuere apelada se elevará en consulta. La cámara resolverá previa vista al asesor de menores e incapaces, sin otra sustanciación. (art. 633, párr. 5°).

El art. 635 establece: Rehabilitación. E1 declarado demente o inhabilitado podrá promover su rehabilitación. El juez designará tres médicos psiquiatras o legistas para que lo examinen y, de acuerdo con los trámites previstos para la declaración de demencia, hará o no lugar a la rehabilitación.

Es competente para ello el mismo juez que declaró la interdicción (art. 5, CPN).

Declaración de Sordomudez.

El C.C. somete sustancialmente la declaración de incapacidad por sordomudez a las reglas establecidas en materia de declaración de demencia  (art. 154).

El 637 del CPN, prescribe que:  

Art. 637. Sordomudo. Las disposiciones del Capítulo anterior regirán, en lo pertinente, para la declaración de incapacidad del sordomudo que no sabe darse a entender por escrito y, en su caso, para la cesación de esta incapacidad.

En cuanto al alcance de la prueba pericial en este proceso, el art. 155 del C.C. determina que el examen de los facultativos verificará si el denunciado como el sordomudo puede darse a entender por escrito, debiendo seguirse el trámite de incapacidad por demencia en el supuesto de que, comprobado que aquel no puede expresar su voluntad de ese modo, y previo examen correspondiente, los peritos lleguen a la conclusión de que el denunciado padece la enfermedad mental que le impide dirigir su persona o administrar  sus bienes.

Declaración de Inhabilitación.

El art. 637 bis del CPN incorporado por la ley 22.434 establece:

Art. 637 bis. Alcoholistas habituales, toxicómanos, disminuidos. Las disposiciones del Capítulo 1 del presente Título regirán en lo pertinente para la declaración de inhabilitación a que se refiere el artículo 152 bis, incisos 1 y 2 del Código Civil.

La legitimación para accionar corresponde a las personas que de acuerdo con el CC pueden pedir la declaración de demencia.

En el caso de denuncia debe reunir los requisitos formales exigidos con relación con el pedido de declaración de demencia, a los que se refiere, el CPN, art. 624, siendo además aplicable el art. 625 del mismo ordenamiento frente al supuesto de acreditarse la imposibilidad de acompañar los certificados médicos, declarada la admisibilidad de la denuncia el trámite posterior no es estrictamente equiparable al que corresponde al proceso de declaración de incapacidad por demencia.


No siendo el denunciado un presunto incapaz, ni teniendo la eventual sentencia que declare su inhabilitación el efecto de incapacitarlo para estar en juicio por si solo, resulta innecesaria la designación de un curador ad litem a fin de que lo represente y defienda en el proceso. Corresponde, conferir traslado de la denuncia al presunto inhabilitado por el plazo de 5 días, de conformidad con el principio general contenido en el art. 150 CPN.


Pero la improcedencia de la actuación de un curador ad litem no obsta a la posibilidad de que, en el supuesto de concurrir circunstancias análogas a las previstas en el art. 148, C.C., se designe un curador provisional a los bienes, aunque con la sola finalidad de que le denunciado no pueda disponer de éstos sin la conformidad de dicho funcionario, a quien por lo tanto no se transfiere la administración de los bienes.


El informe médico debe ajustarse a los requisitos establecidos por el art. 631 CPN, aunque no es necesario que los peritos se expidan acercas de la fecha aproximada en que la enfermedad se manifestó, por cuanto la sentencia declarativa de la inhabilitación  carece de efectos entre la relación con los actos obrados por el inhabilitado con anterioridad al pronunciamiento.


Frente a la hipótesis  de que el dictamen médico acredite que el denunciado como inhábil es, en realidad, un demente, cabe concluir que, en resguardo de la garantía de la defensa en juicio y porque en nuestro ordenamiento jurídico la demencia no puede declararse de oficio, debe conferirse vista al denunciante y al representante del ministerio pupilar a fin de que conviertan la denuncia en expreso pedido  de interdicción, adecuando posteriormente el trámite al que corresponde al proceso de declaración de incapacidad por demencia.


Será por lo tanto necesario designar un curador ad litem y otorgar al denunciado la posibilidad de aportar pruebas relativas a la defensa de su capacidad.

Art. 637 ter. Pródigos. En el caso del inciso 3 del artículo 152 bis del CC, la causa tramitará por proceso sumario.


La solución es correcta, pues en el caso de prodigalidad no se halla en juego la dilucidación de las aptitudes mentales del denunciado, sino el juzgamiento de su conducta en el orden patrimonial.


La índole de la petición de la declaración de la inhabilitación por prodigalidad descarta la necesidad de que el actor acompañe con la demanda certificados médicos, pero no la carga de acreditar sumariamente los hechos que lo demuestren, prima facie, la pérdida o dilapidación de los bienes por parte del demandado, en forma tal de conferir a la demanda un respaldo objetivo de verosimilitud y seriedad, y de evitar, en consecuencia, la prosecución de un proceso susceptible de irrogar sensibles prejuicios a aquel.


La rehabilitación del prodigo debe tramitarse también por proceso sumario.

Art. 637 quáter. Sentencia. Limitación de actos. La sentencia de inhabilitación, además de los requisitos generales, deberá determinar, cuando las circunstancias del caso lo exijan, los actos de administración cuyo otorgamiento le es limitado a quien se inhabilita.

La sentencia se inscribirá en el Registro del Estado Civil y Capacidad de las Personas.


La norma coincide con lo prescripto por el art. 152 bis C.C.


La sentencia debe proveer a la designación de un curador, sin cuya conformidad el inhabilitado no puede disponer de sus bienes por actos entre vivos.

Art. 637 quinter. Divergencias entre el inhabilitado y el curador. Todas las cuestiones que se susciten entre el inhabilitado y el curador se sustanciarán por el trámite de los incidentes, con intervención del asesor de menores e incapaces.



Esta norma recoge la doctrina en cuya virtud deben ventilarse por vía incidental, con intervención del representante del ministerio pupilar, las divergencias que pueden suscitarse entre el inhabilitado y el curador a raíz de la negativa de este último a prestar su conformidad para la realización de algún acto de disposición.


El 635 legitima al inhabilitado para promover su rehabilitación, aunque corresponde aclarar que, pese a los términos no son, en los casos de los incs. 1° y 2° del art. 152 bis del C.C., estrictamente los previstos para la declaración de demencia, y, en el caso del inc. 3° es aplicable el trámite del proceso sumario.

Rendición de Cuentas.

Concepto y Clases.


Denomínese rendición de cuentas, en general, a la obligación que contrae quien ha realizado actos de administración o de gestión por cuenta y en interés de un tercero y en cuya virtud debe suministrar a éste un detalle circunstanciando y documentando acerca de las operaciones realizadas, estableciendo, eventualmente, el saldo deudor o acreedor resultante en contra o a favor del administrador o gestor. Tal obligación pesa sobre los tutores, curadores, administradores de sociedades con posterioridad a la extinción de éstas, mandatarios, gestores de negocios ajenos, comisionistas, etc.


La obligación recae sobre quienes han realizado actos de gestión o administración sobre bienes que no les pertenecen exclusivamente, siendo indiferente que hayan existido pérdidas o que el capital se haya consumido, pues aquella no está supeditada a la existencia de superávit o ganancias.


Puede ser judicial o extrajudicial, según que, respectivamente, se efectúe fuera del juicio o constituya el objeto de una pretensión procesal fundada en la negativa del dueño de los bienes a recibirla.


Mientras la rendición de cuentas extrajudicial, como acto jurídico, está sujeta a impugnación por error, dolo, violencia o simulación, la rendición de cuentas aprobada por sentencia sólo es impugnable a través de los recursos admisibles contra ésta.

Reglas Aplicables.


Es competente el juez del lugar donde éstas deban presentarse, y no estando determinado, a elección del actor, el del domicilio de la administración o del lugar en que se hubiere administrado el principal de los bienes. (art. 5, inc. 6°, CPN).


Art. 652. Obligación de rendir cuentas. La demanda por obligación de rendir cuentas tramitará por juicio sumario, a menos que integrase otras pretensiones que debieren sustanciarse en juicio ordinario.

El traslado de la demanda se hará bajo apercibimiento de que si el demandado no la contestare, o admitiere la obligación y no las rindiere dentro del plazo que el juez fije al conferir dicho traslado, se tendrán por aprobadas las que presente el actor, en todo aquello que el demandado no pruebe que sean inexactas.


Pueden presentarse por consiguiente las siguientes hipótesis:

1) Que al contestar el traslado de la demanda el demandado se oponga a la pretensión fundado en que, por cualquier motivo, no se encuentra obligado a rendir cuentas. El proceso debe continuar hasta el pronunciamiento del fallo que declare la existencia o inexistencia de la obligación.

2) Que el demandado se abstenga de contestar la demanda, en cuyo supuesto, vencido el plazo de la contestación, el juez debe acordar plazo al actor para la presentación de las cuentas y conferir traslado de éstas al demandado, quien si considera que son inexactas, puede promover incidente de impugnación en el cual le incumbe la carga de la prueba tendiente a acreditar sus manifestaciones en aquel sentido. 

3) Que el demandado se allane a la pretensión y no rinda cuentas dentro del plazo fijado, en cuya hipótesis es aplicable el mismo procedimiento que en el caso anterior.

4) Que el demandado se allane a la pretensión y rinda cuentas dentro del plazo fijado. Corresponde conferir traslado al actor y observar, si media impugnación, el trámite de los incidentes.   

Art. 653. Trámite por incidente. Se aplicará el procedimiento de los incidentes siempre que: 


1. Exista condena judicial a rendir cuentas.


2. La obligación de rendirlas resultare de instrumento público o privado reconocido, o haya sido admitida por el obligado al ser requerido por diligencia preliminar.

Art. 654. Facultad judicial. En los casos del artículo anterior, si conjuntamente con el pedido, quien promovió el incidente hubiere acompañado una cuenta provisional, el juez dará traslado a la otra parte para que la admita u observe, bajo apercibimiento de que si no lo hiciere se aprobará la presentada.

E1 juez fijará los plazos para los traslados y producción de prueba, atendiendo a la complejidad de las cuentas y documentos que se hubiesen acompañado.

Art. 655. Documentación. Justificación de partidas. Con el escrito de rendición de cuentas deberá acompañarse la documentación correspondiente. E1 juez podrá tener como justificadas las partidas respecto de las cuales no se acostumbrare a pedir recibos y fueren razonables y verosímiles.

Art. 656. Saldos reconocidos. El actor podrá reclamar el pago de los saldos reconocidos por el demandado, sin esperar la resolución definitiva sobre las cuentas y sin que por ello se entienda que las ha aceptado.

El pedido se sustanciará por las normas sobre ejecución de sentencias.

Art. 657. Demanda por aprobación de cuentas. El obligado a rendir cuentas podrá pedir la aprobación de las que presente. De la demanda, a la que deberá acompañarse boleta de depósito por el importe del saldo deudor, se dará traslado al interesado, por el plazo que fije el juez, bajo apercibimiento de ser tenido por conforme si no las impugnare al contestar. Se aplicará, en lo pertinente, el procedimiento establecido en los artículos anteriores.

Proceso de Mensura.

Concepto.

Denomínese mensura a la operación técnica consistente en ubicar con precisión el título de propiedad sobre el terreno y en comprobar a través del plano que se trace, la coincidencia entre la superficie consignada en el título y la efectivamente poseída, determinado, eventualmente, en cual de las propiedades linderas se halla la parte faltante.

Proceso.


El proceso de mensura reviste, en rigor carácter voluntario, pues tiende a satisfacer una petición unilateral del solicitante y no otorga derechos de posesión o dominio, los cuales, en su caso, deben hacerse valer en el correspondiente proceso contencioso de conocimiento. Por ello el art. 659 CPN establece: 

Art. 659. Alcance. La mensura no afectará los derechos que los propietarios pudieren tener al dominio o a la posesión del inmueble.


Es competente el juez del lugar donde esté situado el inmueble que ha de ser objeto de la operación (art. 5, inc 1°, párr. 2, CPN).


Quien promueva el proceso debe cumplir los siguientes requisitos:

Art. 660. Requisitos de la solicitud. Quien promoviere el procedimiento de mensura, deberá:


1. Expresar su nombre, apellido y domicilio real. 


2. Constituir domicilio legal, en los términos del artículo 40. 


3. Acompañar el título de propiedad del inmueble. 


4. Indicar el nombre, apellido y domicilio de los colindantes o manifestar que los ignora. 


5. Designar el agrimensor que ha de practicar la operación.

E1 juez desestimará de oficio y sin sustanciación previa la solicitud que no contuviere los requisitos establecidos.


Presentada la solicitud con los requisitos procedentemente indicados, el juez debe: 1) Disponer  que se practique la mensura por el perito designado por el requirente; 2) Ordenar que se publiquen edictos por tres días, citando a quienes tengan interés en la mensura. La publicación debe hacerse con la anticipación necesaria para que los interesados puedan concurrir a presenciarla, por sí o por medio de sus representantes. En los edictos debe expresarse la situación del inmueble, el nombre del solicitante, el juzgado y la secretaría,  y el lugar, día y hora en que se dará comienzo a la operación; 3) Hacer saber el pedido de mensura a la oficina topográfica.

Art. 662. Actuación preliminar del perito. Aceptado el cargo, el agrimensor deberá:


1. Citar por circular a los propietarios de los terrenos colindantes, con la anticipación indicada en el inciso 2 del artículo anterior y especificando los datos en él mencionados.


Los citados deberán notificarse firmando la circular. Si se negaren a hacerlo, el agrimensor deberá dejar constancia en aquélla ante dos testigos, que la suscribirán.

Si los propietarios colindantes no pudiesen ser notificados personalmente, la diligencia se practicará con quien los represente, dejándose constancia. Si se negare a firmar, se labrará acta ante dos testigos, se expresarán en ella las razones en que fundare la negativa y se lo tendrá por notificado.


Si alguno de los terrenos colindantes fuese de propiedad fiscal, el agrimensor deberá citar a la autoridad administrativa que corresponda y a su representante judicial.


2. Cursar aviso al peticionario con las mismas enunciaciones que se especifiquen en la circular.


3. Solicitar instrucciones a la oficina topográfica y cumplir con los requisitos de carácter administrativo correspondientes a la intervención asignada a ese organismo.

Art. 663. Oposiciones. La oposición que se formulare al tiempo de practicarse la mensura no impedirá su realización, ni la colocación de mojones. Se dejará constancia, en el acta, de los fundamentos de la oposición, agregándose la protesta escrita, en su caso.

Art. 664. Oportunidad de la mensura. Cumplidos los requisitos establecidos en los artículos 660 a 662, el perito hará la mensura en el lugar, día y hora señalados, con la presencia de los interesados o de sus representantes.

Cuando por razones climáticas o mal estado del terreno no fuese posible comenzar la mensura en el día fijado en las citaciones y edictos, el profesional y los interesados podrán convenir nueva fecha todas las veces que ello sea necesario, labrándose siempre acta de cada postergación.

Cuando la operación no pudiere llevarse a cabo por ausencia del profesional, el juzgado fijará la nueva fecha. Se publicarán edictos, se practicarán citaciones a los linderos y se cursarán avisos con la anticipación y en los términos del artículo 662.

Art. 665. Continuación de la diligencia. Cuando la mensura no pudiere terminar en el día, proseguirá en el más próximo posible. Se dejará constancia de los trabajos realizados y de la fecha en que continuará la operación, en acta que firmarán los presentes.

Art. 666. Citación a otros linderos. Si durante la ejecución de la operación se comprobare la existencia de linderos desconocidos al tiempo de comenzarla, se los citará, si fuere posible, por el medio establecido en el artículo 662, inciso 1. El agrimensor solicitará su conformidad respecto de los trabajos ya realizados.

Art. 667. Intervención de los interesados. Los colindantes podrán:


1. Concurrir al acto de la mensura acompañados por peritos de su elección, siendo a su cargo los gastos y honorarios que se devengaren.


2. Formular las reclamaciones a que se creyeren con derecho, exhibiendo los títulos de propiedad en que las funden. El agrimensor pondrá en ellos constancia marginal que suscribirá.


Los reclamantes que no exhibieron sus títulos sin causa justificada, deberán satisfacer las costas del juicio que promovieren contra la mensura, cualquiera fuese el resultado de aquél.


La misma sanción se aplicará a los colindantes que, debidamente citados, no hubiesen intervenido en la operación de mensura sin causa justificada.


El perito deberá expresar, oportunamente, su opinión técnica acerca de las observaciones que se hubiesen formulado.

Art.668. Remoción de mojones. El agrimensor no podrá remover los mojones que encontrare, a menos que hubiesen comparecido todos los colindantes y manifestasen su conformidad por escrito.

Art. 669. Acta y trámite posterior. Terminada la mensura, el perito deberá:


1. Labrar acta en la que expresará los detalles de la operación y el nombre de los linderos que la han presenciado. Si se hubiere manifestado disconformidad, las razones invocadas.


2. Presentar al juzgado la circular de citación y, a la oficina topográfica, un informe acerca del modo en que ha cumplido su cometido y, por duplicado, el acta y el plano de la mensura. Será responsable de los daños y perjuicios que ocasionare su demora injustificada.

Art. 670. Dictamen técnico administrativo. La oficina topográfica podrá solicitar al juez el expediente con el título de propiedad. Dentro de los treinta días contados desde la recepción del acta y diligencia de mensura o, en su caso, del expediente requerido al juez, remitirá a éste uno de los ejemplares del acta, el plano y un informe acerca del valor técnico de la operación efectuada.

Art. 671. Efectos. Cuando la oficina topográfica no observare la mensura y no existiere oposición de linderos, e1 juez la aprobará y mandará expedir los testimonios que los interesados solicitaren.

Art. 672. Defectos técnicos. Cuando las observaciones u oposiciones se fundaren en cuestiones meramente técnicas, se dará traslado a los interesados por el plazo que fije el juez. Contestados los traslados o vencido el plazo para hacerlo, aquél resolverá aprobando o no la mensura, según correspondiere, u ordenando las rectificaciones pertinentes, si fuere posible.

Proceso sucesorio.

Concepto.


Denomínese proceso sucesorio a aquel que tiene por objeto determinar quienes son los sucesores de una persona muerta (o declarada presuntamente muerta), precisar el número y valor de los bienes del causante , pagar las  deudas de éste y distribuir el saldo entre aquellas personas  a quienes la ley, o la voluntad del testador, expresada en un testamento válido, confieren la calidad de sucesores.


La iniciación del proceso sucesorio es, como regla, necesaria. El C.C., en efecto, dispone que los parientes que no sean los ascendientes y descendientes legítimos o el cónyuge, los hijos y los padres naturales y los que fuesen instituidos en un testamento no pueden tomar la posesión de la herencia sin pedirla a los jueces, justificando su vínculo o exhibiendo el testamento, en su caso, lo cual supone la necesidad de un acto judicial susceptible de hacer efectiva dicha posesión hereditaria. Tampoco puede prescindirse del juicio sucesorio en todos aquellos casos en que la ley prescribe que la partición se realice judicialmente.


Pero aun en el supuesto de tratarse de herederos que  adquieren la posesión ministerio legis, la necesidad de apertura de la sucesión se impone, asimismo, a los efectos de la percepción del impuesto a la herencia en las jurisdicciones que lo establecen; para poder inscribir a nombre de los sucesores los bienes registrables; etc.


Sólo cabe prescindir del juicio sucesorio cuando se trate de los herederos mencionados en el art. 3410 del C.C., no existan menores incapaces entre ellos, el caudal hereditario se componga exclusivamente de bienes muebles no registrables y en su caso, el valor de estos últimos no alcance al límite imponible por la ley fiscal.

Clases.


Según que el causante haya otorgado o no testamento, la sucesión se denomina testamentaria o ab intestato. El juicio se tramita, en cambio, como de herencia vacante, cuando no existen herederos que legalmente deban suceder al causante o cuando éste no haya otorgado testamento válido disponiendo de la totalidad de los bienes.


Para que la sucesión tramite como testamentaria no sólo se requiere que exista  un testamento válido, y que se hayan cumplido, en su caso, los trámites previos de apertura y protocolización, sino también que el testamento contenga la institución de herederos, y que en él disponga de la totalidad  de los bienes, pues en el supuesto de no concurrir  este último extremo la sucesión debe tramitar como intestada por el remanente.


Procede el juicio sucesorio ab intestato cuando no existe testamento, o éste es declarado inválido por cualquier razón, o no contiene institución  de herederos o n él no se dispone de la totalidad de los bienes.


La herencia se reputa vacante, finalmente, en aquellos casos en que no existe testamento ni herederos legítimos; o se declara la invalidez del testamento y no existen herederos legítimos; o en el testamento no se ha dispuesto de la totalidad de los bienes y no exista institución hereditaria, ni herederos legítimos: o los herederos, testamentarios o legítimos, repudian la herencia o renuncian a ella.

Reglamentación Legal.


En su versión originaria, el CPN dedicaba el libro V a la reglamentación del concurso civil (título 1) y del proceso sucesorio (título 2), abarcando en totalidad a los arts. 681 a 762.


A raíz de la derogación de los arts. 681 a 713, correspondientes al concurso civil, los redactores del proyecto, luego convertido en la ley 22.434 consideraron preferible correr las numeraciones de los arts. Restantes, teniendo en cuenta para ello que en esa parte final del CPN el cambio de numeración del articulado no genera inconvenientes en cuanto a remisiones a otras normas.


El proceso sucesorio se halla ahora regulado como título único del libro v y comprende los arts. 689 a 735, cuyo contenido coincide, con los arts. 714 a 762 de la anterior numeración.


Esta dividido en 7 capítulos dedicados a: “Disposiciones generales”, “Sucesiones ab intestato”, “Partición y adjudicación”, y “Herencia vacante”. A su vez, los capítulos relativos a la sucesión testamentaria y partición y adjudicación, se dividen, el primero en protocolización de testamento y disposiciones especiales, y el segundo  en partición privada y partición judicial.

Caracteres.


Normalmente la función del juez consiste,  en el juicio sucesorio, en fijar titularidad de la herencia y en homologar los actos concernientes a la administración y adjudicación de los bienes relictos. Se trata, en rigor, de un proceso voluntario, aunque cualquiera de sus etapas puede convertirse en contenciosa no bien surja un conflicto entre los sucesores, o entre éstos y los terceros.


Un proceso universal, pues tiene por objeto la liquidación total de un patrimonio, y el juez que conoce de él tiene competencia para resolver todas las cuestiones que se susciten con relación a ese patrimonio, ya sea entre los herederos o entre éstos y terceros, hallándose solamente excluidas de esa regla las pretensiones reales y aquellas pretensiones personales en las cuales la legitimación activa corresponda a la sucesión.

Legitimación para Iniciar un Proceso Sucesorio.


Dispone el 689 CPN quien solicite la apertura del proceso sucesorio cabe justificar, prima facie, su carácter de parte legítima, y acompañar la partida de defunción del causante.


En primer término se encuentran legitimados  para iniciar la sucesión los herederos, sean legítimos o testamentarios.


La exigencia de la inmediata comprobación, aunque sea prima facie, de la calidad hereditaria, no rige en la hipótesis de que esa comprobación dependa de un trámite judicial. Tal sería el caso de que el presunto hijo natural promoviese simultáneamente el juicio por filiación natural y el sucesorio de su presunto padre.


Los herederos pueden iniciar el juicio sucesorio en cualquier momento, pues no rigen, a su respecto, los nueve días de llanto y luto a que se refiere el art. 3357 del C.C.


El cónyuge supérstite, goza asimismo, de la legitimación para iniciar el juicio sucesorio, sea como heredero, sea como socio de la sociedad conyugal a fin de obtener la liquidación de ésta y de acuerdo con los dispuesto en el art. 3581 del C.C.


Tienen legitimación para promover el proceso:

 
Los acreedores solo podrán iniciar el proceso sucesorio transcurridos 4 meses desde el fallecimiento del causante. Sin embargo, el juez podrá ampliar o reducir ese plazo cuando las circunstancias así lo aconsejen. Su intervención cesará cuando se presente al juicio algún heredero  o se provea a su representante en forma legal, salvo inacción manifiesta de éstos, en cuyo supuesto los acreedores podrán activar el procedimiento (art. 694, CPN).


La autoridad encargada de recibir la herencia vacante, con respecto al juicio sucesorio de aquellas personas a quienes no se les conozcan herederos.


El albacea, cuando no existen herederos legítimos o instituidos o frente a la inactividad de éstos en caso contrario.


Los representantes legales de los incapaces, en virtud de lo que al respecto disponen los arts. 411 y 475 del C.C.


Los legatarios particulares frente a la hipótesis de que los sucesores universales sean renuentes en hacerlo con el objeto de entrar en posesión del legado.


De acuerdo con lo prescripto en la ley 163, los cónsules extranjeros respecto de la sucesión de sus connacionales, cuando éstos fallecen sin haber testado o sin dejar parientes con vocación hereditaria. Ésta ley esta condicionada a lo que al respecto dispongan los tratados internacionales. 

Intervención de Interesados.


La actuación de las personas o funcionarios que pueden promover el proceso sucesorio o intervenir en él se halla sujeta a las siguientes limitaciones establecidas por el art. 693 CPN.

Art. 693. Intervención de interesados. La actuación de las personas y funcionarios que pueden promover el proceso sucesorio o intervenir en él, tendrá las siguientes limitaciones:


l. El ministerio público cesará de intervenir una vez aprobado el testamento, dictada la declaratoria de herederos, o reputada vacante la herencia.


2. Los tutores ad litem cesarán de intervenir cuando a sus pupilos se les designe representante legal definitivo, o desaparezca la incapacidad o la oposición de intereses que dio motivo a su designación.


3. La autoridad encargada de recibir la herencia vacante deberá ser notificada por cédula de los procesos en los que pudiere llegar a tener intervención. Las actuaciones sólo se le remitirán cuando se reputare vacante la herencia. Su intervención cesará una vez aprobado el testamento o dictada la declaratoria de herederos.


Cuando fallece un heredero o presunto heredero, dejando sucesores, éstos deben acreditar ese carácter y comparecer bajo una sola representación, dentro del plazo que fije el juez, aplicándose en lo pertinente lo dispuesto en el art. 54 CPN sobre unificación de la personería.

Sucesión Extrajudicial.

Dispone al respecto el art. 698 CPN que:

Art. 698. Sucesión extrajudicial. Aprobado el testamento o dictada la declaratoria de herederos, en su caso, si todos los herederos fueren capaces y, a juicio del juez, no mediare disconformidad fundada en razones atendibles, los ulteriores trámites del procedimiento sucesorio continuarán extrajudicialmente a cargo del o de los profesionales intervinientes.

En este supuesto, las operaciones de inventario, avalúo, partición y adjudicación deberán realizarse con la intervención y conformidad de los organismos administrativos que correspondan.

Cumplidos estos recaudos los letrados podrán solicitar directamente la inscripción de los bienes registrables y entregar las hijuelas a los herederos.

Si durante la tramitación extrajudicial se suscitasen desinteligencias entre los herederos, o entre éstos y los organismos administrativos, aquéllas deberán someterse a la decisión del juez del proceso sucesorio.

El monto de los honorarios por los trabajos efectuados será el que correspondería si aquellos se hubiesen realizado judicialmente. No se regularán dichos honorarios hasta tanto los profesionales que hubiesen tenido a su cargo el trámite extrajudicial presenten al juzgado copia de las actuaciones cumplidas, para su agregación al expediente.

Tampoco podrán inscribirse los bienes registrables sin el certificado expedido por el secretario en el que conste que se han agregado las copias a que se refiere el párrafo anterior.


La norma reproduce el texto del 724 CPN en su anterior versión, aunque registra, con respecto a ésta, la importante diferencia de que el trámite extrajudicial de la sucesión con posterioridad a la declaratoria de herederos o a la aprobación del testamento, en su caso, pasa a convertirse  de optativa en obligatoria, salvo que mediase disconformidad atendible, a juicio del juez, de alguno o algunos de los herederos. No basta, la mera disconformidad: ésta debe exponerse ante el juez y ser fundada, correspondiendo el pronunciamiento de una resolución en la que se establezca, en definitiva, si las razones alegadas revisten o no idoneidad suficiente para descartar la procedencia del trámite extrajudicial. La partición debe hacerse judicialmente a pedido de los acreedores del causante o de los herederos o en el caso de éstos no estén de acuerdo en hacerla privadamente.


En cuanto a las operaciones de inventario y avalúo, partición y adjudicación, se deben efectuar con la intervención y conformidad de los organismos administrativos que correspondan, estando habilitados los letrados para solicitar directamente la inscripción de los bienes registrables y entregar la hijuela a los herederos (art. 698, párrs. 2° y 3°).

Sucesión Ab Intestato.

Trámites Iniciales.


Procede el juicio sucesorio ab intestato cuando no existe testamento, o éste es declarado inválido por cualquier razón, o no contiene institución de herederos o en él no se dispone de la totalidad de los bienes.


Tiene por objeto establecer la existencia de herederos llamados por la ley a recoger la herencia, es decir, a los parientes dentro del cuarto grado y efectuar, entre ellos, la distribución de los bienes del causante, de acuerdo con lo dispuesto en el C.C.


En el caso de las sucesiones intestadas, el CPN determina que en la providencia de apertura del proceso sucesorio el juez dispondrá la citación de todos los que se consideran con derecho a los bienes del causante, para que dentro de treinta días lo acrediten.

Art. 699. Providencia de apertura y citación a los interesados. Cuando el causante no hubiere testado o el testamento no contuviere institución de heredero, en la providencia de apertura del proceso sucesorio, el juez dispondrá la citación de todos los que se consideraren con derecho a los bienes dejados por el causante, para que dentro del plazo de treinta días lo acrediten.


A tal efecto ordenará:

1.
La notificación por cédula, oficio o exhorto a los herederos denunciados en el expediente que tuvieren domicilio conocido en el país.

2.
La publicación de edictos por tres días en el Boletín Oficial y en otro diario del lugar del juicio, salvo que el monto del haber hereditario no excediere, prima facie, de la cantidad máxima que correspondiere para la inscripción del bien de familia, en cuyo caso sólo se publicarán en el Boletín Oficial. Si el haber sobrepasare, en definitiva, la suma precedentemente indicada, se ordenarán las publicaciones que correspondan.

El plazo fijado por el artículo 3539 del CC comenzará a correr desde el día siguiente al de la última publicación y se computará en días corridos, salvo los que correspondieren a ferias judiciales.


Debe entenderse que cuando se trata de herederos denunciados pero cuyo domicilio se ignora, acreditada esa circunstancia, no es necesario,  que se le provea de representación oficial, siendo suficiente la publicación de edictos, cuya eficacia consiste en hacer conocer la existencia del proceso sucesorio a los que se crean con derecho a recoger la herencia.


Los edictos deben ser suscriptos por el secretario y en ellos se indicarán los nombres completos del causante, el juzgado y secretaría donde tramita la sucesión y el plazo de citación.

Art.700. Declaratoria de herederos. Cumplidos el plazo y los trámites a que se refiere el artículo anterior, y acreditado el derecho de los sucesores, el juez dictará declaratoria de herederos.

Si no se hubiere justificado el vínculo de alguno de los presuntos herederos, previa vista a la autoridad encargada de recibir la herencia vacante, se diferirá la declaratoria por el plazo que el juez fije para que, durante su transcurso, se produzca la prueba correspondiente. Vencido dicho plazo, el juez dictará declaratoria a favor de quienes hubieren acreditado el vínculo, o reputará vacante la herencia.


La vocación hereditaria se acredita mediante las correspondientes partidas del Registro Civil o las parroquiales, en el caso de ser anteriores a la creación de aquel; con las partidas extranjeras debidamente legalizadas o con la sentencia pasada en autoridad de cosa juzgada que declare el parentesco. Cuando se trata de filiación legítima, igualmente, que el parentesco con el causante de una sucesión, a los efectos de acreditar la vocación hereditaria, no puede probarse mediante información sumaria.

Declaratoria de Herederos.


La declaratoria de herederos es el pronunciamiento judicial mediante el cual se reconoce el carácter de heredero emergente de la ley. Dicha resolución, como se verá más adelante, no causa estado ni tiene eficacia de cosa juzgada por cuanto no constituye sentencia que ponga fin a una controversia razón por la cual no descarta la posibilidad de que se incluyan nuevos herederos o de que se excluyan los que la declaratoria contiene.

El art. 702 y 703 disponen: 


Art. 702. Efectos de la declaratoria. Posesión de la herencia. La declaratoria de herederos se dictará sin perjuicio de terceros.

Cualquier pretendiente podrá promover demanda impugnando su validez o exactitud, para excluir al heredero declarado, o para ser reconocido con él.

Aun sin decisión expresa, la declaratoria de herederos otorgará la posesión de la herencia a quienes no la tuvieren por el solo hecho de la muerte del causante.


De lo expuesto se desprende que la declaratoria puede ser ampliada:

Art. 703. Ampliación de la declaratoria. La declaratoria de herederos podrá ser ampliada por el juez en cualquier estado del proceso, a petición de parte legítima, si correspondiere.


 Si no media oposición de los otros sucesores del causante la ampliación procede, sin más trámite, dentro del mismo proceso. Si media oposición, el pretendiente debe  promover juicio ordinario para establecer su calidad hereditaria y sólo después de dictada sentencia a su favor corresponde la ampliación de la declaratoria de herederos.

Cuando se trata de la exclusión de algún heredero de la declaratoria dictada a su favor, la pretensión no puede sustanciarse dentro del proceso sucesorio, debiendo promoverse el correspondiente juicio ordinario.

El art. 701 puso fin a las discrepancias doctrinarias y jurisprudenciales suscitadas con relación al reconocimiento de coherederos y, en concordancia con lo resuelto por diversos precedentes, determina que: 

Art. 701. Admisión de herederos. Los herederos mayores de edad que hubieren acreditado el vínculo conforme a derecho, podrán, por unanimidad, admitir coherederos que no lo hubiesen justificado, sin que ello importe reconocimiento del estado de familia. Los herederos declarados podrán, en iguales condiciones, reconocer acreedores del causante.


En cuanto a la nulidad de la declaratoria de herederos por defectos procesales, puede hacerse valer por vía de incidente cuando se funda, por ejemplo , en la incompetencia del juez; en haberse dictado de oficio en las actuaciones que solo tienden a obtener la declaratoria de ausencia, etc.

Sucesión Testamentaria.

Procedencia.


Para que el proceso sucesorio tramite como testamentario es preciso, que exista un testamento; que éste sea válido en cuanto a sus formas de acuerdo con la ley argentina o extranjera, en su caso; que contenga institución de heredero y que el testador haya dispuesto de la totalidad de sus bienes.

Procedimiento.


El art. 689, último párrafo dispone: que cuando  el causante hubiese hecho testamento, quien  solicita la apertura del proceso sucesorio, si conoce la existencia de aquel debe presentarlo  en el caso de tenerlo en su poder, o indicar el lugar donde se encuentra, si lo sabe.


Distinto es el proceso a seguir según se trate de  testamento por acto público o de testamento ológrafo o cerrado. En el primer caso, el juez debe disponer la notificación personal de los herederos  instituidos, de los demás beneficiarios y del albacea, para que se presenten dentro de 30 días; pero si se ignorase el domicilio de estas personas se procederá en la forma dispuesta en el art. 1454 (CPN, art. 707); es decir que se los notificará por edictos.


Cuando se trata de testamentos ológrafos o cerrados, ese trámite está precedido de otros que se analizan seguidamente:


Si el testamento es ológrafo, es decir, íntegramente escrito de puño y letra por el testador, quien lo presente debe ofrecer dos testigos para que reconozcan la firma y letra de aquel, debiendo el juez señalar la audiencia a la que corresponde citar a los beneficiarios y a los presuntos herederos cuyos domicilios sean conocidos (art. 704, párr. 1° y 2°).


Si, en cambio, se trata de testamento cerrado, el juez convocará  a audiencia a la que citará al escribano y testigos (art. 704, párr. 2).


Cuando el testamento ológrafo se acompañe en sobre cerrado, en la mencionada audiencia el juez lo abrirá en presencia del secretario (art. 704, párr. 3°).

Art. 705. Protocolización. Si los testigos reconocen la letra y firma del testador, el juez rubricará el principio y fin de cada una de las páginas del testamento y designará un escribano para que lo protocolice.


La protocolización , cuyo principal efecto consiste en convertir el testamento en documento público, es una actuación preparatoria tendiente a reunir los elementos necesarios para la iniciación del proceso sucesorio. En cuanto a la designación del escribano, la jurisprudencia ha resuelto que se trata de una facultad privativa del juez, con exclusión de la voluntad del testador. 

Art.706. Oposición a la protocolización. Si reconocida la letra y la firma del testador por los testigos, se formularen objeciones sobre el cumplimiento de las formalidades prescriptas, o reclamos que no se refieran a la validez del testamento, la cuestión se sustanciará por el trámite de los incidentes.


Herencia Vacante.

Concepto.


Art. 733. Reputación de vacancia. Curador. Vencido el plazo establecido en el artículo 699 o, en su caso, la ampliación que prevé el artículo 700, si no se hubieren presentado herederos o los presentados no hubieren acreditado su calidad de tales, la sucesión se reputará vacante y se designará curador al representante de la autoridad encargada de recibir las herencias vacantes, quien desde ese momento será parte.


El art. 3539 del C.C. establece que cuando después de citados por edictos durante treinta días a los que se crean  con derecho a la sucesión, o después de pasado el término de hacer inventario y deliberar, o cuando habiendo repudiado la herencia el heredero,  ningún pretendiente se hubiese presentado, la herencia se reputará vacante.


Actualmente, no constituye causal de vacancia el transcurso de los plazos  para hacer el inventario y deliberar, pues en el primer caso el heredero pierde, simplemente el beneficio, y en el segundo caso se lo considera aceptante beneficiario (art. 3366 C.C.). 

Procedimiento.


La reputación de la vacancia  importa, la presunción de que el causante carece de parientes con vocación hereditaria o de que no tiene herederos testamentarios. En consecuencia , se trata de un período provisional durante el cual de deben inventariar y avaluar los bienes, así como también pagarse las deudas de la sucesión, para todo lo cual es preciso designar un curador cuyo nombramiento debe recaer en el  representante de la autoridad encargada de recibir las herencias vacantes. (art. 733, in fine).

Art.734. Inventario y avalúo. El inventario y el avalúo se practicarán por peritos designados a propuesta de la autoridad encargada de recibir las herencias vacantes; se realizarán en la forma dispuesta en el Capítulo 5.


La declaración de vacancia a diferencia de la reputación, comporta el reconocimiento definitivo de que el causante carece de herederos legítimos y testamentarios y supone el pago de todas las deudas, la percepción de los créditos, e incluso, la venta o adjudicación de bienes (C.C. art. 3544).

Art. 735. Trámites posteriores. Los derechos y obligaciones del curador, la liquidación de los bienes y la declaración de vacancia y sus efectos se regirán por el Código Civil, aplicándose supletoriamente las disposiciones sobre administración de la herencia contenidas en el Capítulo 4.


Si después de declarada vacante una herencia se presentaren herederos o éstos hubiesen acreditado su carácter de tales con posterioridad a dicha declaración, la autoridad encargada de recibir la herencia vacante deberá devolver a aquellos los bienes en el estado en que se encuentren.

Debe restituirse al heredero el producido de las ventas que se hubiesen efectuado o el dinero transferido a favor de la autoridad que recibió la herencia vacante, pero éste dinero no devenga intereses.

Administración de la Herencia.

Medidas Preliminares.

La administración de la herencia comprende el conjunto de actos y diligencias conservatorias de los bienes del causante  que es necesario cumplir desde la apertura de la sucesión hasta que se desintegre la comunidad hereditaria por partición o venta. Dentro de ella no sólo cabe la administración propiamente dicha, sino también la adopción de ciertas medidas preliminares de seguridad, entre las que se cuenta la designación de un administrador provisional, previa a la del definitivo. 

La designación del administrador también puede tener lugar con anterioridad a la declaratoria de herederos o a la aprobación del testamento. Tal designación reviste carácter provisional y quien desempeñe el cargo lo hará hasta que se nombre al administrador definitivo.

El CPN dispone que el juez, a pedido de parte, puede fijar una audiencia para designar administrador provisional (art. 692).

Designación de Administrador Definitivo.

Art. 697. Audiencia. Dictada la declaratoria de herederos o declarado válido el testamento, el juez convocará a audiencia que se notificará por cédula a los herederos y legatarios de parte alícuota, en su caso, y a los funcionarios que correspondiere, con el objeto de efectuar las designaciones de administrador definitivo, inventariador, tasador y las demás que fueren procedentes.



Dicha audiencia se notificará por cédula a los herederos y legatarios de parte alícuota en su caso, así como a los funcionarios que corresponda.

Art. 709. Designación de administrador. Si no mediare acuerdo entre los herederos para la designación de administrador, el juez nombrará al cónyuge supérstite, y a falta, renuncia o inidoneidad de éste, al propuesto por la mayoría, salvo que se invocasen motivos especiales que, a criterio del juez, fueren aceptables para no efectuar ese nombramiento.


De no existir acuerdo unánime  sobre los herederos para la designación de administrador, el cargo debe ser discernido por el juez al cónyuge supérstite. Si no existe cónyuge, o si éste renuncia, o descarta la posibilidad de su nombramiento por inhabilidad física o moral la designación se resuelve por el simple predominio de la mayoría.

Art. 710. Aceptación del cargo. El administrador aceptará el cargo ante el secretario y será puesto en posesión de los bienes de la herencia por intermedio del oficial de justicia. Se le expedirá testimonio de su nombramiento.

Inventario y Avalúo.

Concepto.


Llámese inventario  a la operación consistente en la individualización y descripción de los bienes relictos y avalúo a la diligencia complementaria mediante la cual se determina el valor de cada uno de los bienes al tiempo de practicarse el inventario. El inventario y el avalúo tienen por objeto posibilitar la distribución proporcional de los bienes de la herencia entre los sucesores y, en su caso, servir de base para la liquidación del impuesto a la herencia.


Art. 716. Inventario y avalúo judiciales. El inventario y el avalúo deberán hacerse judicialmente:


1. A pedido de un heredero que no haya perdido o renunciado el beneficio de inventario.


2. Cuando se hubiere nombrado curador de la herencia.


3. Cuando lo solicitaren los acreedores de la herencia o de los herederos.


4. Cuando correspondiere por otra disposición de la ley.

No tratándose de alguno de los casos previstos en los incisos anteriores, las partes podrán sustituir el inventario por la denuncia de bienes, previa conformidad del ministerio pupilar si existieren incapaces.

División de la Herencia.

Partición Concepto y Clases.


La partición es el acto por el cual, al ponerse fin a la comunidad hereditaria, la parte alícuota que tiene cada heredero sobre el total de los bienes relictos se transforma en una porción concreta, físicamente determinada, y de propiedad exclusiva del heredero a quien ha sido adjudicada.


Supone la existencia de más de un heredero y, no interviniendo el ministerio de menores, se trata de un acto facultativo, pues en tal caso los herederos pueden en cualquier estado del juicio apartarse del proceso y adoptar los acuerdos que crean convenientes, incluso el de permanecer indefinidamente en estado de indivisión.


Si todos los herederos están presentes –art. 3462 C.C.- , la partición puede hacerse en la forma y por el acto que por unanimidad juzguen conveniente.


Siendo todos los herederos capaces, la partición puede ser extrajudicial. Pero para que la forma de la partición sea viable no basta que así lo disponga la mayoría, sino que debe mediar unanimidad entre los herederos.


Deben ser echas en escritura pública.

Venta de los Bienes Sucesorios.


Constituye también una forma de concretar la división de la herencia.


Cualquiera que sea la naturaleza de los bienes no se presenta problema alguno cuando todos los herederos, de común acuerdo, deciden la venta de aquellos a fin de distribuirse luego el dinero que se obtenga.


Pero cuando se trata de bienes divisibles, cada uno de los herederos puede pedir que la partición se haga en especie, careciendo de relevancia el hecho de que la mayoría de los herederos hayan acordado lo contrario.


Aún cuando la división en especie sea posible, corresponde disponer la venta de los bienes relictos  en el supuesto de que aquella resulte económicamente desventajosa, lo que ocurre, por ejemplo, cuando la división provoca una disimulación del valor venal o de la renta de los bienes, o cuando, para efectuarla, es menester gravar al predio con una servidumbre de paso.
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